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II. JUSTIFICACIÓN DE ESTE ESTUDIO
Son numerosas las razones que incitan a un administrativista a estudiar la
Organización Nacional de Ciegos Españoles. Entre otras, debo señalar las siguientes.
1. La vida y la ceguera. La necesidad de explicar porqué una situación excep-
cional requiere una solución singular.
"Y vio Dios ser buena la luz y la separó de las tinieblas" (Génesis 1.4). Esta frase parece
resumir el pánico atávico que el vidente tiene a la oscuridad1 y nos explica de forma magis-
tral y con gran economía de palabras -como todo mito hace- la importancia que el sentido de
la vista tiene para el ser humano2. Pero al mismo tiempo arroja a las sombras -otro sustanti-
vo cargado de connotaciones- de lo casi incomprensible del mundo fenomenológico del
ciego, figura cargada de tópicos que van desde la picaresca hasta la compasión.
1
Vide Carmen CUELLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, contraportada: «Nadie sabe lo que sig-
nifica la oscuridad. No es sólo la noche y la sombra, no. Es otra cosa. Una Forma de luz hacia dentro. Una
mirada infinita al fondo del espíritu. Los ciegos son los buscadores improvisados del inconsciente. No ven
ni la escoria, ni la ruindad de los que nos llamamos videntes. Y esa es una gracia. Ver y valorar no tienen
nada que pedirle a la vista. Es cuestión de sensibilidad. O, mejor, es cuestión de que los que pueden ver
porque no miran».
2
Vide Alberto ROSA RIVERO, Imaginación y pensamiento en ciegos, Departamento de Psicología
General,  Sección de Psicología, Facultad de Filosofía y Ciencias de la Educación, Universidad
Complutense, Madrid, 1981, p. 2. En las pp. 4-5 precisa: «El motivo por el que hemos elegido la imagen
mental como objeto de nuestro estudio es por considerarlo un aspecto central en la psicología del ciego. El
cómo éste se representa el mundo para poder después manipularlo mentalmente creemos que está en la
base de todo el desarrollo de sus capacidades cognitivas, sin menospreciar por ello el papel del lenguaje
que merecería un estudio completo y aparte; pues es precisamente la imagen quien suministra en primer
lugar el material simbólico sobre el cual se articulará la representación interna de la realidad física. Pero,
además, como prácticamente no existen estudios que traten este aspecto en relación con ello, y los que lo
tratan lo hacen de pasada y más bien como punto de referencia para el estudio de la imaginación en sí
misma y referida fundamentalmente a los videntes, llegando a cuestionarse seriamente la capacidad del
invidente para la representación del mundo, o al menos restringiéndola seriamente; creemos, pues, que
nuestro trabajo puede suministrar alguna información sobre el uso que los ciegos hacen de esta actividad
simbólica -lo que de rechazo proporciona datos sobre su funcionamiento en los videntes- y al mismo tiem-
po constituye una base sobre la cual puede continuarse investigando aspectos como la constitución de la
idea del espacio, el papel de las estrategias temporales en su actividad cognitiva y el propio lenguaje».
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A lo largo de toda la historia, durante siglos y de una manera universal, el hombre
ciego ha sido considerado como algo tan especial, tan distinto que, para bien o para mal,
el resultado ha significado siempre para él una auténtica separación del cuerpo social.
Para bien o para mal. Porque para desembocar en esa situación es indiferente que haya
sido considerado como el oráculo al que se teme y respeta, que el endemoniado casti-
gado por algún pecado gravísimo, o el mendigo al que se socorre con una limosna: en
cualquier caso, por exceso o por defecto en la escala de la estimación social, el ciego
ha permanecido siempre al margen de la normalidad aceptada por el grupo3.
La literatura ha sido una fuente inagotable de referencias sobre los invidentes4. De
hecho, hay un ciego presidiendo el origen de la literatura occidental, y su ceguera sim-
bolizaba la luz interior de que le habían dotado los dioses. ¿Quién era ese Hornero que
sentó creencias griegas sobre dioses, familia, monarquía y honor mientras narraba la ira
de Aquiles y los desvíos de Odiseo?. Los homéridas nunca respondieron a esta pregun-
ta, ya que hubieron de limitarse a administrar la luz que irradiaba el legendario inviden-
te. Es, tal vez, el ciego como símbolo de resplandor5.
Y también aparece en la literatura el ciego como el mejor maestro6:
«El nombre de "lazarillo" se da al "niño o muchacho que sirve de guía a un ciego", dice
el diccionario de María Moliner. La misión, pues, del lazarillo es la de guiar al ciego para que
3 Vide Carmen CUÉLLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, p. 9. Vide Enrique PAJON MECLOY,
Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, pp. 15-17: «En China, por ejemplo, los ciegos
se dedicaban tradicionalmente a un curioso menester: como en España las gitanas, en China los ciegos
decían la buena ventura. En algunos lugares del Sur de la China en Tonkín, hay también ciegos hechiceros
y exorcizadores. Sin embargo, en las zonas más civilizadas de Oriente, los ciegos son únicamente adivi-
nos. Los encontramos también en Madagascar y Corea, e incluso en la Grecia mítica, como Tiresias, el
ciego adivino de las tremendas desgracias de Tebas, en las tragedias de Esquilo.
Desdén, temor sagrado, respeto, amor, veneración religiosa: ya en pleno mundo histórico, en etapas muy
avanzadas de civilización, incluso en nuestros días, en los estratos menos cultivados de nuestro propio
mundo occidental seguiremos encontrando supervivencias de estos conceptos supersticiosos sobre el ciego
y la ceguera».
4 Vide Camilo José CELA, Historias de España, Ediciones Alfaguara, Madrid, 1965, p. 45: «[...]. A Carolo
Vega, alias Triquiti, don Odo solía darle una perra los domingos, después de misa. Carolo Vega, alias
Triquiti, se había ido quedando ciego poco a poco, se conoce que no tenía fuerza en la vista. Eso viene de
no tomar vitaminas: naranjas, limones, higos y otras frutas. El que no toma vitaminas, ya se sabe: si vive
en la ciudad, acaba vendiendo el cupón; si vive en un pueblo, ha de agenciárselas como pueda, mercando
en chucherías, sonriendo al raro dadivoso, cantando las alabanzas del santoral, esperando el incierto cofre
de los días de precepto».
5 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, Escuela Libre
Editorial, Madrid, 1995, p. 13.
6 Vide Camilo José CELA, Historias de España, Ediciones Alfaguara, Madrid, 1965, que utiliza como
entradilla una cita del Lazarillo de Tormes: «[...] siendo ciego me alumbró y adiestró en la carrera de
vivir».
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pueda moverse y desenvolverse con seguridad en su diario caminar. El lazarillo es los ojos del
invidente y en él se confía el ciego, creándose una camaradería no falta de dudas, porque si a
veces al lazarillo le tienta la realidad, el ciego no se deja engañar tan fácilmente. El lazarillo
es compañía fiel en la oscuridad del ciego, es la mano que ve tendida el ciego y en la que
puede asirse con confianza. Una característica del lazarillo es que es niño o muchacho. Dócil,
obediente, maleable, juguetón. Por eso el ciego va a compensar los servicios del lazarillo,
siéndolo él para el niño, porque le va a enseñar a no dejarse engañar por nadie, a saber un
punto más que el diablo, a ser suspicaz y rápido en reaccionar, en conocer el mundo tras las
apariencias. Para todo esto es el ciego el mejor maestro y tanta fama adquiere, que ya en el
Lazarillo de Tormes se reconocen estas "virtudes" docentes del ciego: "no quiero en mi com -
pañía tan diligente servidor. No es posible sino que hayas sido mozo de ciego", le dicen al ex
lazarillo del ciego de Tormes. Como compensación, pues, el ciego será también guía y maes-
tro, luz y amigo de su lazarillo. A él deberá que abra los ojos y despierte del sueño a la reali-
dad auténtica, oculta en el entramado de la realidad apariencial»7.
Lo cierto es que quizá ningún problema físico ha recibido del público en general
calificativos más tenebrosos que la ceguera. La palabra misma se relaciona en francés
(cécité) y en español con las ideas de "negro", "oscuro", "noche", "tinieblas"; en inglés
y alemán, la palabra "ciego" (Blind) está relacionada con las de "confuso", "mezcla-
do", "turbio"; en las lenguas eslavas, con "tapado", "oculto", "cerrado", "secreto"; en
griego ("tiflos") con "humo". Además, en el significado de la palabra "ceguera" se des-
liza siempre un matiz de imperfección, llegándose al extremo de que una de las acep-
ciones del vocablo inglés "blind" es "aquello que carece de algo esencial". El sentido
peyorativo de la palabra es aún más claro en sus aplicaciones metafóricas al campo
intelectual y moral. "Ciego es entonces aquel cuyo juicio está perturbado, que carece
de luces, de razón; que no admite la reflexión, el examen; que actúa sin discernimien-
to, que carece de prudencia; inconsciente, ignorante [...]". En las lenguas eslavas, el
sustantivo que significaba "ciego", después de haber significado "ciego mendigo", ha
pasado a designar al mendigo en general e incluso al mendigo deshonesto. Los ciegos,
por ello, lo han sustituido por el correspondiente adjetivo sustantivado8.
El Código Civil los menciona expresamente en el art. 681.3°, que especifica que los
ciegos y los totalmente sordos o mudos no podrán ser testigos en los testamentos
7 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, o.c, p. 23. Vide
Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo II, ONCE, 1992, p. 191, donde reprodu-
ce una canción que imprimieron los ciegos, divulgándola por toda España, aunque sufriendo alteraciones,
y que expresaba el común sentir de las gentes. En Andalucía, por ejemplo, se sigue cantando de esta forma:
«Er que vino siego ar mundo/ sin la esperanza de ver,/ no tiene tanta penylla/ como er que ha visto y no
ve».
8 Vide: Enrique PAJON MECLOY, Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, p. 7; Alberto
DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-1938, ONCE,
Madrid, 1996.
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(como tampoco podrán serlo los menores de edad y los que no estén en su sano juicio).
También el art 698 alude a la doble lectura obligatoria del testamento abierto otorgado por
el ciego. En su artículo 708 determina que se les prohibe hacer testamento cerrado de la
misma manera que a los que no sepan leer o escribir (cuando el ciego podría hacerlo perfec-
tamente utilizando el sistema Braille de escritura). Finalmente el art. 1246.2a establece que
son inhábiles (para la prueba de testigos), por incapacidad natural, los locos o dementes; los
ciegos y los sordos en las cosas cuyo conocimiento dependa de la vista y el oído.
En el orden laboral y hasta fechas recientes, la única disposición favorable a los cie-
gos en nuestra legislación data del año 1930. Se trata del Real Decreto 1411/1930, de
25 de octubre, que dice así:
«[...]. El defecto físico de la ceguera no será siempre un obstáculo para que los doctores
puedan hacer oposiciones a algunas Cátedras Universitarias de las Facultades de Filosofía y
Letras y Derecho»9.
En buena medida, la reflexión que se propone en este apartado, gira en torno al hecho de
que, la ceguera, es una de las minusvalías sensoriales, que más inseguridad personal produ-
ce a quien la padece10. Esta inseguridad estaría alimentada en buena parte, por el cúmulo de
prejuicios sociales que había, y aún todavía persisten, respecto a este problema físico, a lo
que habría que sumar el precario escenario laboral que se les ofrece.
9 Vide Carmen CUÉLLAR, Los ciegos, Dopesa, Barcelona, 1978, p. 54.
10 Vide: Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, Pamplona, 1998, p. 58; José Ignacio BORNAE-
CHEAFERNÁNDEZ, La organización de los ciegos españoles, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp.
28-29, donde señala las limitaciones en la vida cotidiana que implica la ceguera:
«- La limitación de sus relaciones personales. Es poco frecuente que los ciegos mantengan relaciones
sociales fuera de su entorno. En la mayoría de los casos, su círculo de amistades se concreta a las perso-
nas de su Organización, o, si acaso, a los ambientes de su trabajo.
· La dependencia de otras personas también representa una importante limitación. Se construyen relacio-
nes con mayor dificultad porque tiene menos opciones para elegir. Sus relaciones muchas veces se mez-
clan con sus necesidades y ello las hace más complejas.

· La ceguera impone limitaciones de movimientos. El espacio es una dificultad que hay que vencer, que
hay que saber superar. Pero, en cualquier caso, el espacio se reduce, los movimientos se vuelven más tran-
quilos y medidos, y las distancias suponen un inconveniente. El viajar no es atractivo. El domicilio repre-
senta el entorno más seguro, más agradable y más cómodo donde desarrollarse.

· La seguridad es un valor muy apreciado. Esto significa que se elegirá los ambientes y los lugares en los
que se conoce el espacio y las personas.
· Una actitud desconfiante y recelosa hacia el extraño. Es una posición defensiva permanente. La comunicación
con personas desconocidas exigirá previamente comprobar la credibilidad de quien le habla».
Vide Francisco ALVIRA, Ceguera y sociedad. Situación social de los ciegos españoles, ONCE, Madrid, 1988, p.
5: «La pérdida de la visión es una marca visible que desacredita ante los demás a quien la sufre en cuento a su capa-
cidad de participación en las diversas dimensiones del intercambio social; la carencia produce una dificultad de
actuación, una pérdida de eficacia en cualquier modalidad de interacción social, una de cuyas consecuencias es el
refuerzo y amplificación de ello mismo, en cuanto alcanza grados de realidad en forma de conocimiento social».
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Todo ello justifica que el carácter asociativo fuese más necesario en este colectivo
que en otros, y quizás convenga resaltar que el acceso al trabajo, aún con dificultad, es
más sencillo para otros colectivos de minusválidos que para los invidentes. Por todo
ello, el estigma social de gran parte de las minusvalías era menor que el de la ceguera,
con lo que estos minusválidos podrían integrarse mejor que los ciegos en su entorno
social. Y eran muchos los ámbitos en los que se debía actuar. Sirva como ejemplo de
esta afirmación, la muestra de falta de atención que secularmente han sufrido los ciu-
dadanos en materia de salud, lo que ha provocado ceguera a muchas personas:
«[...]. Quedé ciego a los pocos días de nacer, a causa de una oftalmía purulenta. Sabido es que
eso se evita muy fácilmente, incluso con unas gotitas de zumo de limón en los ojos del recién naci-
do, o, como ahora se hace, con un adecuado antibiótico. El médico militar que asistió a mi madre
no tomó las precauciones debidas, y cuando vieron que yo tenía los ojos llenos de pus y me lleva-
ron corriendo a Don Baldomero Castresana que era uno de los mejores oculistas de Madrid por
entonces, se disgustó muchísimo y quería denunciar el caso porque aquello era un verdadero cri-
men. Lo malo es que he conocido a bastantes ciegos que lo son por la misma causa»11 12.
11
Vide Julio OSUNA FAJARDO, Al hilo del recuerdo, ONCE, Madrid, 1992, pp. 11 y 12.
12
Vide Comité de la Infancia de la Unión Mundial de Ciegos, Niños invisibles, ONCE, Madrid, s.f, p. 3:
«Ojos risueños que no pueden ver,
contienen la promesa de sueños felices.
De nuestra alma, surge la belleza,
y busca liberarse a través del corazón.
Así es que, cierra tus ojos, ¿Qué es lo que ves?.
¿Te sorprende ser como yo?.
Si estás sorprendido debo explicarte,
con amor la oscuridad se desvanece.
Nuestro conocimientos nos ilumina.
Así que danos fuerzas,enséflanos todo lo que sabes.
Cree en nosotros y danos la vida.
Ha llegado el momento de ponernos en pie,
y enseñar al mundo nuestra belleza interior.
Vivimos, amamos y sonreímos con fuerza.
Nos unimos con los brazos bien abiertos.
Lanzamos un mensaje al mundo: ¡Dejad que nos oigan!.
Muchas voces, un reto. Ten fe en nuestras palabras.
Heather Curtz. California School for the Blind. EE.UU. 17 años».
En la p. 12 precisa: «El número global de niños y niñas con discapacidad en el mundo puede situarse entre 120 y
150 millones. Sin embargo, se estima que menos del 2% de estos niños asisten a la escuela. Las necesidades y los
derechos de los niños con discapacidad a menudo s pasan por alto, ya que experimentan una doble invisibilidad
tanto por ser niños como por tener discapacidad. Así, por ejemplo, el 97% de estos niños en países en vías de desa-
rrollo no pueden acceder a ninguna forma de rehabilitación.
Las niñas con discapacidad sufren aún más discriminación. Éstas tienen menos probabilidades de sobrevivir, más
probabilidades de ser abandonadas, sufrir discriminación, ser excluidas de la educación, no poder casarse, ser
excluidas de la maternidad y en general de participar en la sociedad».
En las pp. 119-135 enumera las recomendaciones para mejorar la calidad de vida de los niños ciegos: «1.
Identificación temprana y remisión a especialistas para prevenir formas de ceguera en la infancia 2. Prevención
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y desde el punto de vista de la concepción social que conlleva su minusvalía:
«[...]. Ya muchos años después, creo que en la década de los 30, tuve noticia de un caso
verdaderamente espeluznante. La persona que me lo contó, era una maestra excelente, de
ejemplar conducta y digna de toda confianza. Se llamaba Isabel Gallego, y no recuerdo el pue-
blo en que ocurrió el hecho. Al llegar allí e intentar ponerse en contacto con algunos de sus
habitantes, le dijeron unos que tenían dos hijos y se los enseñaron; pero ella oyó a otro más,
y al preguntarles le dijeron: "Esa es la cieguita pero no se puede ver". Como ella insistiera, le
trajeron un cajón con una niña desnuda dentro. Por lo visto allí hacía sus necesidades y le
echaban la comida. No creo que pueda darse un caso peor»13.
Es esta excepcionalidad, la que ha justificado y justifica una solución singular. Y es
que, queramos o no, la desigualdad inicial14 de estas personas para enfrentarse a la vida,
es notable y manifiesta15.
mediante la educación, formación y tratamiento de la deficiencia de vitamina A, ceguera del río, y cirugía de las
cataratas. 3. La Unión Mundial de Ciegos condena enérgicamente cualquier ley eugenésica o prácticas limitadoras
de las mujeres ciegas para dar a luz o prevenir el nacimiento de cualquier niño que pudiera nacer ciego. 4. Servicios
de atención temprana, servicios sanitarios y ayuda técnica a padres y familiares de niños ciegos. 5. Conocimiento
y toma de conciencia del profundo impacto de la ceguera en el desarrollo del niño. 6. Disponibilidad y continuidad
de los diferentes tipos de educación, incluyendo integración total, integración parcial y escuelas especiales para
niños y jóvenes ciegos. 7. Igualdad de acceso a todos los materiales de enseñanza. 8. Alfabetización en braille para
todos los niños ciegos. 9. Proporcionar materiales en macrotipo y ayudas para la baja visión, asi como dispositivos
para niños deficientes visuales. 10. Igualdad de trato para niños y niñas ciegas y con deficiencia visual. 11. Atención
a niños con otras deficiencias añadidas. 12. Concienciación social».
13
Vide Julio OSUNA FAJARDO, Al hilo del recuerdo, ONCE, Madrid, 1992, pp. 12 y 13.
14
Vide Javier CHECA BENITO, Pura DÍAZ VEIGA y Rafael PALLERO GONZÁLEZ, Psicología y Ceguera:
manual para la intervención psicológica en el ajuste a la discapacidad visual, ONCE, Madrid, 2004.
15 Vide DIDEROT, Carta sobre los ciegos para uso de los que ven, traducción de Ángel J. CAPPELLETTI,
Biblioteca del pensamiento filosófico, Las ediciones de La Piqueta, Madrid, 1978, pp. 6-7: «[...]. Supuesto que
los sentidos son fuente de todos nuestros conocimientos y que no existen en nosotros ideas innatas, como Locke
y Condillac entre otros se empañaban por entonces en demostrar, surge para Diderot el problema de delimitar y
caracterizar el mundo (teórico y práctico) de un sujeto privado de determinado sentido.
En primer lugar indaga así el mundo de los que carecen de la capacidad de ver, entendiendo sin duda, con
la tradición griega, que la vista es el sentido principal, el que más conocimientos proporciona y el que más
se avecina al entendimiento.
Luego investigará la privación del oído, considerado también por Aristóteles como un sentido superior.
En la Lettre sur les Aveugles comienza con la observación de un caso concreto, escogido, sin duda, como singu-
larmente significativo. Se muestra así consecuente con sus ideas sobre el método de las ciencias naturales: es pre-
ciso investigar la naturaleza como observadores más que como intérpretes y tener en cuenta ante todo los hechos
particulares, rehusando la abstracción "que no es sino un símbolo que carece de contenido ideológico".
He aquí, pues, los hechos observados: 1o) El ciego de Puisaux trabaja de noche mientras los demás descan-
san, 2o) Es, como todos los ciegos, amigo del orden, y contagia a quienes le rodean esa cualidad, 3o) Capta
la simetría, pero no entiende la belleza sino como vinculada a la utilidad, es decir, al bien, 4o) Tiene sobre
lo bello ideas menos amplias pero mucho más claras que ciertos filósofos, 5o) Discurre acertadamente
sobre lo que no percibe, por medio de analogías, 6o) Tales analogías las establece principalmente con las
sensaciones táctiles, 7o) Advierte y señala las contradicciones de los sentidos entre sí, 8o) Demuestra gran
habilidad manual y se revela capaz de realizar las más difíciles tareas, como enhebrar agujas muy pequeñas,
58
2. Una organización que se ha convertido en seña de identidad institucional de la
sociedad española: su responsabilidad con la sociedad y su capacidad de adaptación.
El monopolio en la concesión del cupón y el monopolio en la provisión de servicios
de bienestar de un sector de la población, no son fácilmente explicables. Y además, esta
situación ha perdurado con distintos regímenes políticos y gobiernos de distintos sig-
nos. Sin duda estamos ante un acontecimiento y una organización que ha penetrado la
epidermis de la sociedad y forma parte de las señas de identidad de la misma.
Para explicar la interrelación existente entre la sociedad y la ONCE, nadie mejor que
un reputado directivo de la organización16:
«[...]. Nuestra responsabilidad con la sociedad. En definitiva, la ONCE ha asumi-
do la responsabilidad de proteger y promocionar la integración de las personas ciegas
que la Constitución atribuye a las Administraciones públicas. Y además, se ha converti-
do en uno de los principales colaboradores de esas Administraciones públicas en sus
políticas a favor de toda la discapacidad, haciendo que España sea, aun con muchos
retos todavía pendientes, el país líder en Europa en la integración de personas con dis-
capacidad.
A pesar de la valoración positiva que nos deben merecer a todos este conjunto de
actuaciones, también hay que reconocer que todavía hay sectores que miran con recelo
a la ONCE, sectores que no comprenden o desconfían de la verdadera naturaleza y razón
de ser de la ONCE como institución social. Desconfianzas que, sin duda, hay que acha-
car a nuestra incapacidad para transmitir a la sociedad, y en especial a los líderes de opi-
nión, el conjunto de nuestras actuaciones y el porqué de las mismas. Y también a posi-
bles errores que hayamos podido cometer a lo largo de los más de sesenta años de exis-
tencia de nuestra institución. Todo ello nos incita, aún más si cabe, a redoblar nuestros
esfuerzos y a no sentirnos completamente satisfechos con nuestros logros.
"Lo que más vale del hombre es su capacidad de insatisfacción", decía Ortega y
Gasset, y en la ONCE seguimos su máxima, aceptamos las críticas y procuramos enmen-
dar los errores, no sin antes dar nuestras explicaciones. Y, a este respecto, conviene seña-
lar que últimamente algunos sectores han puesto en tela de juicio la posición que ocupa
la ONCE en el sector del juego. Esta crítica apunta a la situación de privilegio de la
ONCE sobre otros colectivos que, quizá, pudieran ver igualmente solucionados sus problemas
9o) Posee una sorprendente memoria auditiva, 10o) No se considera inferior a quienes ven, sino superior a
ellos en muchos aspectos, 11o) Se guía por el sonido con tal seguridad que puede resultar muy peligroso
para sus enemigos, 12°) No le impresionan los signos exteriores de poder, 13°) Si experimenta menos pla-
cer que los videntes en vivir, también siente menos temor que ellos de morir, 14°) Utiliza mejor que noso-
tros no sólo el oído sino también lo que hoy llamaríamos la kinestesia, la barestesia y la esterognosia, 15°)
Al juzgar la belleza de una persona tiene en cuenta no sólo los datos que le proporciona el tacto sino también la
pronunciación y el sonido de la voz, 16o) Es capaz de trabajar con la rueda y con la aguja, de nivelar la escuadra,
de armar máquinas, de ejecutar una pieza de música, 17o) Calcula mejor que nosotros el transcurso del tiempo por
la sucesión de las ideas y acciones, 18o) Se casó para tener ojos que le pertenecieran, aunque antes había pensa-
do asociarse a un sordo para prestarle su oído y recibir de él la vista. [...]».
16 Vide diario El País, 25 de mayo de 2002, "20 años de democracia en la ONCE", artículo firmado por
José María Arroyo.
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de inserción laboral mediante la concesión de la gestión de otras loterías, y a falta de control
de la utilización de los recursos obtenidos. Incluso alguna Comunidad Autónoma ha creído
ver, en la puesta en marcha de una lotería, la solución a sus problemas de financiación de ser-
vicios sociales. Sin embargo, todas estas críticas parecen desconocer la situación real del
mercado del juego, en franca maduración y con márgenes muy estrechos, que apenas permi -
ten obtener los recursos necesarios para financiar los servicios sociales especializados, que
sólo la ONCE presta en España a los ciegos, y para cooperar con las otras asociaciones de
discapacitados y con las Administraciones públicas. Pero, además, la entrada de nuevos ope-
radores supondría la pérdida neta de empleo de un colectivo como es el de ciegos y otras per -
sonas con discapacidad, con fuertes dificultades de inserción en el mercado laboral. En defi-
nitiva, no es solución válida que todos los discapacitados subsistamos con ingresos proceden -
tes de los juegos de azar, salvo que se admita como solución válida el reparto de pobreza, lo
cual socialmente es rechazable»
“Lo que han mostrado los ciegos españoles es, sobre todo, una enorme capacidad de adap-
tación17. Ante un medio cultural cargado de prejuicios contra los ciegos, éstos tienen dos
alternativas. La primera es combatir frontalmente estos prejuicios, intentando mostrar que el
ciego no es un individuo ni más inútil o incapaz, ni más digno de lástima que cualquier otro.
Esta ha sido la opción de la mayoría de las organizaciones de ciegos de otros países desarro-
llados. El modo de adaptación cultural empleado por los ciegos españoles ha sido más inge-
nioso. Antes que combatir frontalmente aquellos prejuicios, los ciegos españoles, intenciona-
damente o no, los han explotado en su propio beneficio, convirtiéndolos en un capital, a la
espera de que, paradójicamente, la prueba acerca de sus normales capacidades y habilidades
salga a relucir por sí misma, tras el éxito comercial de la explotación de aquellos prejuicios18.”
Quizás los invidentes han visto antes que los demás el devenir de los acontecimientos, y eso
explica su capacidad de adaptación19.
17 Vide REDACCIÓN, "La ONCE crea un programa para ayudar a las víctimas del atentado del 11 -M, que han sufri-
do alguna discapacidad", Elmundo.es, 2-5-2005: «En los hospitales de Madrid han sido atendidas 1.905 víctimas de los
atentados del 11-M, se han producido 1.280 altas y, aún hoy, permanecen ingresados 134 pacientes. ¿Cuál es la situa-
ción de estas personas que afortunadamente han sobrevivido a la masacre?. Muchos de ellos se enfrentan ahora a una
nueva situación: discapacidad auditiva, ceguera o una amputación. Para ayudarles a resolver estos problemas, la ONCE
ha puesto en marcha un grupo de trabajo dedicado a auxiliar y orientar a las víctimas con su nueva discapacidad. [...].
"Ceguera, sordera y amputaciones son las discapacidades más frecuentes a las que se van a tener que acostum-
brar. Es un proceso de asimilación y adaptación duro, y no hay que olvidar los trámites administrativos para con-
seguir certificados de minusvalía, intentaremos ayudarles en todos los aspectos. Por otro lado, les informaremos
sobre el movimiento asociativo y para ello ya nos hemos puesto en contacto con el Comité de Representantes de
las Personas con Discapacidad (Ccermi) para ayudarles", cuenta el coordinador de este proyecto.
La iniciativa se puso en marcha hace pocos días y ya han recibido algunas consultas por parte de las víc-
timas. La ONCE se ocupará de los casos de ceguera y pérdidas oculares y desde la Fundación ONCE se
encargarán de tratar las demás discapacidades para, así, ayudar específicamente y con mayor profesionali-
dad a estas personas que están viviendo unos momentos de especial dificultad».
18 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p.268.
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3. La ONCE: una aplicación pionera del principio de subsidiariedad.
El Tratado de la Unión Europea, en su art. B, planteaba: «Los objetivos de la Unión se
alcanzarán conforme a las disposiciones del presente Tratado, en las condiciones y según los rit-
mos previstos y en el respeto del principio de subsidiariedad10 tal y como se define en el art. 3
B del Tratado constitutivo de la Comunidad Europea»21. El art. 3 B de dicho Tratado indicaba:
«La Comunidad actuará dentro de los límites de las competencias que le atribuye el
presente Tratado y de los objetivos que éste le asigna.
En los ámbitos que no sean de su competencia exclusiva, la Comunidad intervendrá,
conforme al principio de subsidiariedad, sólo en la medida en que los objetivos de la
acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miem-
bros, y, por consiguiente puedan lograrse mejor, debido a la dimensión o a los efectos de
la acción contemplada, a nivel comunitario.
Ninguna acción de la Comunidad excederá de lo necesario para alcanzar los objeti-
vos del presente Tratado»22.
19 Vide Juan CRUZ MENDIZABAL, Luces y sombras: el ciego en la literatura hispánica, Escuela Libre Editorial,
Madrid, 1995, p. 33: «Antonio Machado en uno de sus Proverbios y cantares habla de los ojos y analiza, con pro-
funda sencillez machadiana, lo que es característico de la vista, del ojo, que "no es ojo porque tú lo veas, es ojo por-
que te ve". Es el órgano el que se nos presenta a primera vista, pero ese órgano es más que un instrumento para que
la vista reconozca lo que le rodea sin llevarse a equivocación. "Es ojo porque te ve". Nuestros ciegos nos aclaran una
y mil veces que el órgano de la vista no es más que eso, un órgano, un instrumento, y que la vista puede atravesar
los límites de un obstáculo en el órgano visual. No es eso sólo, sino que en multitud de ocasiones la vista, sin el órga-
no visual, alcanza a divisar más hondo, más en el interior, sin distracciones de colores y diversiones a las que el ojo
está expuesto. Factor común de todos los ciegos estudiados es aprovecharse de la oscuridad para ver con más clari-
dad, para rasgar los íntimos rincones de una realidad que para el vidente es por completo desconocida».
20 Vide A. CARRO MARTÍNEZ, "La Unión Europea y el principio de subsidiariedad", RAP, 126, (1991), p. 232,
nota 55, «La subsidiariedad es en sus orígenes un concepto propio del derecho canónico, y por ello no es de extra-
ñar que la encíclica Quadragesimo Anno, aludiera a ella en su parágrafo 79 (año 1931), y que se confirmará ulte-
riormente en las encíclicas Mater et Magistra (1961), Pacem in Terris (1963) y Populorum Progressio (1967)».
21 El Tratado constitutivo de la Comunidad Económica Europea, firmado en Roma el 25 de marzo de 1957, ha
sido modificado o completado, sea por Tratados específicos, sea por los de adhesión de los nuevos estados miem-
bros. Por Instrumento de 20 de septiembre de 1985 (BOE núm. 1, de 1 de enero de 1986) se ratifica el Tratado
hecho en Lisboa y Madrid el día 12 de junio de 1985, relativo a la adhesión del Reino de España y de la Repú-
blica Portuguesa a la Comunidad Económica Europea y a la Comunidad Europea de la Energía Atómica.
El Acta Única Europea fue firmada por España en Luxemburgo el 17 de febrero de 1986. La ratificación se efec-
tuó mediante Instrumento de 9 de diciembre de 1986 (BOE núm. 158, de 3 de julio de 1987), entrando en vigor
para España el 1 de julio de 1987, de conformidad con lo establecido en el art. 33.2 de la misma.
El Tratado de la Unión Europea, hecho en Maastricht, el 7 de febrero de 1992. Por Ley Orgánica 10/1992, de 28
de diciembre (BOE núm. 312, de 29 de diciembre), se autorizó la ratificación por España de este Tratado.
22 Artículo adicionado por el Tratado de la Unión Europea.
Como anexo 1 de las Conclusiones de la Presidencia del Consejo Europeo de Edimburgo de 11-12 de diciembre
de 1992, figura el documento que refleja el «Enfoque general de la aplicación por el Consejo del principio de sub-
sidiariedad» y el artículo anotado. Como anexo 2 se recoge ejemplo de la revisión de propuestas en curso y de
legislación en vigor, en relación con el citado principio.
Vide Javier BARNES, "El principio de subsidiariedad en el Tratado de Maastricht y su impacto sobre las Regiones
Europeas", Revista Andaluza de Administración Pública, 18, (1994), p. 48, nota 1: «El principio de
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Tal y como afirma Javier Barnes23 se trata en todo caso, de un concepto legal que ha
alcanzado el rango de Derecho Comunitario originario y cuyo contenido jurídico, efec-
tos y aplicabilidad hemos de asegurar y precisar, al margen de las reivindicaciones polí-
ticas que en su elaboración pudieron hacerse valer y de las que, en su caso, quepa esgri-
mir en el futuro entre los diversos niveles territoriales. Por encima de las alabanzas y
de las agudas críticas que la literatura científica europea ha prodigado, es posible soste-
ner una posición moderada y optimista acerca del papel que el principio puede repre-
sentar tal y como ha sido incorporado al Tratado. Puede afirmarse que el principio de
subsidiariedad subyace a la estructura misma de la Comunidad desde su nacimiento y
a su distribución. Es más, el Tratado por el que se establece una Constitución para
Europa, lo incorpora en el art. 1-11, como un principio fundamental de las competen-
cias de la Unión:
«1. La delimitación de las competencias de la unión se rige por el principio de atribución.
El ejercicio de las competencias de la Unión se rige por los principios de subsidiariedad y pro-
porcionalidad.
2. En virtud del principio de atribución, la Unión actúa dentro de los límites de las com-
petencias que le atribuyen los Estados miembros en la Constitución para lograr los objetivos
que ésta determina. Toda competencia no atribuida a la Unión en la Constitución correspon-
de a tos Estados miembros.
3. En virtud del principio de subsidiariedad, en los ámbitos que no sean de su competen-
cia exclusiva la Unión intervendrá sólo en caso de que, y en la medida en que, los objetivos
de la acción pretendida no puedan ser alcanzados de manera suficiente por los Estados miem-
bros, ni a nivel central ni a nivel regional y local, sino que puedan alcanzarse mejor, debido a
la dimensión o a los efectos de la acción pretendida, a escala de la Unión.
Las instituciones de la Unión aplicarán el principio de subsidiariedad de conformidad con
el Protocolo sobre la aplicación de los principios de subsidiariedad y proporcionalidad. Los
Parlamentos nacionales velarán por el respeto de dicho principio con arreglo al procedimien-
to establecido en el mencionado Protocolo. [...]».
La subsidiariedad en su concepción más genérica es un principio liberal, en el sen-
tido de que en la sociedad del laissez faire el Estado es la gran institución subsidiaria,
subsidiariedad desde el punto de vista normativo parece traer consigo una verdadera revolución jurídica que afec-
ta al entero Derecho Comunitario derivado, que ahora se somete a revisión a la luz de lo que aquel postula. Así
se deduce del Informe presentado por la Comisión al Consejo Europeo de Bruselas de diciembre de 1993, sobre
la adaptación de! Derecho Comunitario vigente al principio de subsidiariedad, en el que se propone un amplio
programa de reelaboración del Derecho Comunitario derivado en vigor o en fase de elaboración: normas que han
de recibir una nueva versión; que han de ser objeto de una importante simplificación o, incluso, derogadas».
El principio de subsidiariedad se ha plasmado en el Tratado de Maastricht con carácter principal (arts: A,
B y F TUE, 3 B párr. 2o TCE) y en relación con algunas políticas sectoriales (arts. 126.1, 127, 128, etc.,
del TCE; art. K.3.2.b) TUE).
23   Vide Javier BARNES, "El principio de subsidiariedad en el Tratado de Maastricht y su impacto sobre
las regiones europeas", Revista Andaluza de Administración Pública, 18, (1994), pp. 50 y 51.
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pues sólo debe actuar cuando es necesario para defender el bien de la comunidad de los
excesos y abusos que pueda haber. Precisamente la subsidiariedad juega y se hace más
patente en las épocas de crisis y de inestabilidad social24
El principio de subsidiariedad, se caracteriza fundamentalmente por la polisignifica-
ción a que ha dado lugar según la época histórica en que ha concurrido. En una reunión que
los presidentes de los Länder celebraron en Munich el 27 de octubre de 1987 se formuló un
programa de diez puntos referidos al federalismo, y precisamente el punto dos define la sub-
sidiariedad en el sentido de que la Comunidad no debe asumir nuevas competencias más que
cuando su ejercicio a nivel europeo sea absolutamente necesario para el interés de los ciuda-
danos, y su plena eficacia sólo pueda lograrse desde el plano comunitario. Planteando la
misma cuestión en otros términos, cabe aseverar que dicho principio legitima al plano comu-
nitario para que intervenga en aquellas funciones cuya envergadura o repercusiones sobrepa-
sen las fronteras nacionales; el Estado sólo transfiere al nivel superior únicamente aquellas
funciones cuyo ejercicio es indispensable y que serán realizadas en mejores condiciones a
escala comunitaria que por cada uno de ellos individualmente; desde esta óptica se percibe el
principio de eficacia25.
Pues bien, en virtud de la larga trayectoria que atesora la ONCE tal y como pondré
de manifiesto en este libro que ahora comienza su andadura, puedo afirmar sin paliati-
vos que supone una pionera aplicación del principio de subsidiariedad formulado en el
ámbito comunitario. Se trataría en este caso, de que la instancia más próxima a los invi-
dentes por estar integrada por ellos mismos, es la que ha venido prestando servicios por
delegación de la Administración pública.
4. La ONCE y la Universidad.
4.1. La necesidad de que el estudio de esta Organización se adentre en las
Facultades y en los Departamentos.
La garantía de un conocimiento mayor y mejor, así como la seguridad de contar con
mecanismos de comunicación social que proyecten su labor sobre la opinión pública,
necesitan indefectiblemente del soporte de la investigación y la docencia universitaria. Es
más, junto con otras entidades cualificadas y singulares, y en un contexto más amplio, el
24
Vide A. CARRO MARTÍNEZ, "La Unión Europea y el principio de subsidiariedad", RAP, 126, (1991),
p. 232.
25
Ibídem, pp.239 y 241.
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del tercer sector, no debe demorarse el dar contenido académico al análisis y explica-
ción de esta parcela de la vida social. Sin duda revertirán en el impulso y mejora de la
propia realidad objeto de estudio.
4.2. £1 reto de contestar algunos interrogantes.
Me parece un reto ineludible, y a la vez una necesidad, que un jurista que no perte-
nece ni a la Corporación de Derecho Público de Carácter Social, ni a la Fundación
ONCE, sino a la Universidad, efectúe un estudio sobre la misma y conteste algunos de
los interrogantes que se puedan plantear.
El estudio de la Organización Nacional de Ciegos Españoles se justifica como un
intento de resolver un contencioso teórico que preocupa a la comunidad científica en
distintas vertientes: derecho, sociología, etc. El objetivo es responder a muchas pregun-
tas que han sido planteadas en más de una ocasión26:
«¿Por qué los ciegos recurrieron a la estrategia del cupón?; ¿Por qué el Estado aprobó y
respaldó ese método de financiación tan particular, que podía disminuir la renta de la lotería
pública?; ¿Cómo y por qué se creó la organización en plena guerra civil, cuáles eran sus obje-
tivos y hasta qué punto consiguió cumplirlos?; ¿Cómo logró consolidarse la organización de
ciegos durante la etapa franquista?; ¿Cuál era, y por qué, el grado de autonomía de la organi-
zación bajo el anterior régimen?; ¿Por qué el nuevo régimen democrático refrendó su status
público?; ¿Qué tipo de palanca de poder ha podido utilizar la organización para mantener cier-
to grado de autonomía respecto a la burocracia estatal?; ¿Cómo han conseguido los ciegos
conservar el monopolio de la venta del cupón frente a otros colectivos de minusválidos?;
¿Cómo han reaccionado otros minusválidos a este monopolio y qué estrategias ha seguido la
organización de ciegos para anticiparse o responder a las demandas de estos colectivos?;
¿Cómo, por fin, han conseguido los ciegos españoles un nivel de bienestar, en términos de
26 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 3, donde manifiesta la importancia de esta
Corporación de Derecho Público de carácter social: «Que la organización de ciegos sea objeto de atención de los
medios de comunicación no es casual. Durante los años de la transición democrática española, la organización de
ciegos, opaca a las nuevas corrientes políticas y al borde de la bancarrota económica, era considerada una típica
institución franquista, obsoleta, arcaica, autoritaria, corporativa y casi monástica. Sorprendentemente, en 1989 la
organización de ciegos ocupaba el puesto número 16 en el ranking de las empresas españolas por su cifra de ven-
tas. Por el número de empleados, la ONCE ocupaba ese mismo año, el cuarto puesto, con un personal de cerca
de 30.000 trabajadores, sólo detrás de RENFE, Telefónica y El Corte Inglés. En cuanto a inversiones publicita-
rias, la organización de ciegos se reservaba aquel mismo año el octavo puesto. Tenía (y aún conserva) intereses
repartidos en sectores tan distintos como el financiero, el turístico, el agropecuario, el sector de seguridad, de lim-
piezas, el sector de grandes cadenas de distribución, el inmobiliario, etc. Hoy en día, aún después de haberse des-
prendido de la cabecera de un diario nacional, la organización de ciegos gestiona uno de los mayores multimedia
del país, siendo propietaria de una agencia de noticias, el socio mayoritario de uno de los cuatro canales de tele-
visión privada, teniendo en propiedad una de las mayores cadenas de emisoras de radio, y poseyendo tres perió-
dicos de ámbito regional. Todo esto, como cabía esperar, ha terminado por enfurecer a los propietarios de otros
medios de comunicación, [...]».
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renta y empleo, superior a la media de los españoles no ciegos, y convertir a su organización
en uno de los más poderosos grupos empresariales del país?»27.
Como preludio, sirvan de ejemplo los siguientes interrogantes: primero, ¿ porqué se
concede el cupón a la ONCE, frente a otros colectivos de minusválidos?; segundo,
¿cómo es que el Estado tomó la decisión de abrir una brecha en su monopolio sobre las
loterías, rompiendo con toda una tradición restrictiva anterior?; tercero, ¿porqué gene-
ra tanta controversia?; cuarto, ¿qué diferencia a la ONCE desde su creación hasta nues-
tros días?. Voy a intentar explicarlo.
4.2.1. ¿Porqué se concede el cupón a la ONCE, frente a otros colectivos?.
La respuesta al primer interrogante, hay que buscarla en la clara identidad social del colec-
tivo de invidentes, frente a los demás minusválidos. Los ciegos tenían más recursos para
organizarse y a la vez más incentivos, pues gozaban de una larga y rica tradición asociativa,
que con el paso del tiempo logró incorporar una élite relativamente letrada, que poseía los
recursos intelectuales y personales necesarios para conectar con el poder de la época, y sacar
a flote una determinada tendencia, que ha sido explicada del siguiente modo:
«Talcott Parsons defendía la medicina liberal a ultranza en el capítulo dedicado a la relación
médico-paciente de su libro "El sistema social", con el argumento, entre otros, de que debía evitar-
se que los enfermos constituyesen agrupaciones reivindicativas a partir de una patología común,
cosa que él entendía como disfuncional. Si entramos a considerar las sociedades actuales, vemos
que en general las personas ciegas suelen estar atendidas por instituciones financiadas mediante fon-
dos públicos o fundaciones privadas que los propios afectados no controlan, mientras ellos mismos
se relacionan particularmente con dichas instituciones en calidad de clientes privados, o han alcan-
zado un cierto grado de autoorganización mediante una multiplicidad de entidades asociativas que
en el mejor de los casos han llegado a constituir una forma de articulación común dentro de la diver-
sidad, o finalmente son reclutados por instituciones participativas únicas, organizadas y controladas
desde el Estado. En cualquier caso su potencialidad partícipativa suele ser inducida y controlada y
su capacidad de influencia en la toma de decisiones que les afecta es relativa, y se halla en estrecha
correlación con el grado de autoorganización que se ha podido alcanzar, y siempre compartida con
las otras instituciones que le son ajenas y que se ocupan de proveerles servicios.
De cualquier modo, los tiempos parsonianos se van desdibujando poco a poco y, al
igual que otros colectivos afectados por dolencias diversas, la tendencia actual parece ser
la autoorganización asociativa y el mayor grado de participación en la toma de decisio-
nes que afectan al colectivo. Curiosamente en España contamos con una ya larga tradi-
ción en esta línea y con lo que acaso sea uno de los modelos más peculiares de toma de
conciencia y de capacidad operativa de un colectivo concreto de minusválidos que actúa
directamente en la solución de sus problemas específicos. A partir de una prolongada
experiencia gremial, las élites del grupo desarrollan durante los años treinta un proceso
de unificación, y elaboran fórmulas de autoayuda eficaces, hasta conseguir en 1938 la
27Ibíden,pp.9-10.
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creación de la Organización Nacional de Ciegos Españoles, que se caracteriza en esen -
cia por tener una triple dimensión como entidad asociativa por la que los miembros esta -
blecen su propio discurso social en relación con su entorno, como agencia de prestación
de servicios que promueve, controla y ejecuta las prestaciones dirigidas específicamente
al colectivo, de cara a su bienestar e integración sociales, y como organización econó -
mica capaz de autofinanciar las actividades inherentes a sus diversos objetivos a la vez
que ofrece oportunidad de trabajo a todos los miembros del grupo que lo requieren»28.
Además, frente a los sordomudos, disponían del recurso de la palabra que permitía la
interpelación directa a las autoridades sin necesidad de intermediarios con voz. Los incen-
tivos derivan directamente de sus escasas posibilidades laborales y la necesidad de buscar
alternativas como el seguro de lluvia o de enfermedad.
4.2.2.
¿Porqué decide el Estado romper el monopolio de la lotería?.
El segundo interrogante se puede explicar en la propia esencia corporativista del régimen
franquista que entendía que la creación de una organización de interés monopolista, de la que
todos los ciegos serían miembros, y sobre la que el Estado delegaría la definición y ejecución
de políticas en favor de los ciegos, sería una buena solución. “Y el posible perjuicio que podría
ocasionar el cupón de los ciegos a la renta de la lotería fue infravalorado, o sencillamente
desestimado ante la atractiva idea de crear una corporación natural de los ciegos, capaz de
garantizar la lealtad de sus miembros al nuevo régimen, y con recursos suficientes como para
llevar a cabo las políticas que el Estado delegaría sobre ella29.”
Precisamente, esta delegación, que se mantiene vigente en nuestros días y que sin
paliativos puede ser calificada de extraordinariamente fructífera, es la que justifica el
mantenimiento de la concesión administrativa sobre el monopolio estatal de lotería.
4.2.3.
¿Porqué genera tanta controversia?.
El juego y las loterías constituyen un sector donde el incremento en la cuota de mer-
cado de un operador entraña la disminución en la cuota de mercado de los demás. Dicho
28 Vide Francisco ALV1RA, Ceguera y sociedad. Situación social de los ciegos españoles, o.c., p. 8.
29 Vide Roberto GARV1A SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
71-72, y nota 62: «Serrano Suñer, al ser entrevistado, se sorprendió al preguntársele si tomó en cuenta la
posible competencia que podría hacer el cupón sobre la Lotería. Respondió que este no era el problema; el
problema era de justicia cristiana con los ciegos. Martínez de Bedoya también desestimó el asunto del
cupón como un posible escollo. Para él, la decisión se basaba en saber qué era el ciego, y si los ciegos serí-
an capaces de llevar a cabo un programa de acción social en su propio beneficio: "El decreto radical que
salió era sencillamente partir de un supuesto: que ellos no son inválidos, mutilados, que son tan personas
como los videntes. Que si se les daba un margen de confianza, podían demostrar que eran tan inteligentes,
tan eficaces, tan útiles como los videntes. Este fue todo su argumento, ni una palabra más ni menos. [...]».
66
de otro modo, se trata de un pastel que hay que repartir, donde todos los oferentes quie-
ren controlar una porción lo más amplia posible. Además, las Comunidades Autónomas
también desean acceder a este sector (la materia será tratado en un capítulo posterior)
y la ONCE es la única entidad de esta naturaleza que tiene carácter estatal, lo que sin
duda lleva aparejado una dosis extra de conflictividad institucional.
Todo ello aderezado con problemas inherentes a una organización en la que también se
desarrollan luchas -soterradas o no-, a la vez que por la influencia que pueda ostentar una
corporación de derecho público de carácter social de esta magnitud.
En cualquier caso, y a pesar de las críticas que se puedan hacer, afirmo, que el sistema
adoptado ha mejorado notablemente el nivel de vida y atención social de los invidentes espa-
ñoles, consiguiendo trabajo y recursos para un colectivo secularmente desfavorecido.
4.2.4. ¿Qué diferencia a la ONCE desde su creación hasta nuestros días?: los
nuevos hechos minan la construcción legal y necesitan nuevo derecho30.
La realidad dinámica y cambiante de nuestro tiempo, no es, ni mucho menos, lo que
podríamos llamar una imagen fija y estable de organizaciones personificadas, sino una con-
tinua película en la que las imágenes a su vez cambian continuamente. Quien se asome al
depreciado e irremediable "Boletín Oficial del Estado" advertirá que la personalidad pública
no es una conexión estructural que se da una sola vez por todas y que pone en marcha el sis-
tema, sino un mecanismo dinámico que el Derecho positivo utiliza continuamente aplicán-
dolo a distintas zonas de la organización estatal. La Administración de nuestros días, que crea
continuamente nuevas personas jurídicas públicas o privadas para atender nuevas necesida-
des, es el polo opuesto de un instituto formalmente cerrado. Una y otra vez utiliza sus privi-
legios de personificación en Derecho público o en Derecho privado, sin que existan ni lími-
tes fijos entre las zonas de la organización, ni fronteras claras entre los regímenes que en otro
tiempo fueron privados, uno del Estado y otro de los particulares31.
30 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, "Una renovación del sistema y de la dogmática del Derecho
Administrativo: el 'Tratado" de Santiago Muñoz Machado", REDA, 122, (2004), p. 225, donde parafraseando un
libro de Joaquín GARRIGUES, Nuevos hechos, nuevo derecho de Sociedades anónimas, publicado en 1933, dice:
«[...] hace ya muchos años que los hechos no se corresponden con las palabras de la Ley. Las palabras legales siguen
siendo las mismas, pero por bajo de ellas y quizá con la ayuda de los fallos de los tribunales y de los usos mercanti-
les, va la corriente de los nuevos hechos minando la construcción legal». Por ello, en la p. 226, afirma González
Navarro: «[Se trata] de mirar con ojos nuevos la realidad, para que podamos percatarnos de lo que permanece y de
lo que ha cambiado, de la que hay que conservar y lo que hay que renovar en el complejo mundo de las relaciones
del hombre con esa maquinaria que es el poder público», y en la p. 233:«[...] se han producido muchos cambios en
el mundo. Tantos, que no es sólo que haya habido cambios, es que el mundo entero ha cambiado».
31 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
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La ONCE tampoco ha constituido una imagen fija y estable, sino que se ha adapta-
do a las nuevas circunstancias. Para demostrarlo efectúo un recorrido que permite vis-
lumbrar las sustanciales modificaciones que han afectado a la Entidad, y sobre todo,
permitirán comprobar que la ONCE en nuestros días es una realidad institucional, sóli-
da, moderna, comprometida, y situada en la vanguardia de un movimiento imparable
de conquistas sociales, económicas y mentales, para intentar lograr la igualdad real y
efectiva de un colectivo muy necesitado de un impulso de esta naturaleza.
Entre su creación y la realidad que hoy expongo, queda la esencia del notable espíritu
emprendedor de los invidentes, pero los instrumentos y la situación de autonomía consegui-
da evidencian que el Grupo ONCE es otra institución, en la forma y en el fondo.
5. En la actualidad, la Corporación de Derecho Público de Carácter Social
ONCE es un sistema.
5.1. Teoría general de sistemas.
La teoría general de sistemas, en el sentido más amplio, se refiere a una colección de
conceptos generales, principios, instrumentos, problemas, métodos y técnicas relacionados
con los sistemas. Aunque el significado de la palabra «sistema» no es el mismo en toda cir-
cunstancia y para todo el mundo, generalmente se aplica a una disposición de componen-
tes interrelacionados para formar un todo. A los distintos tipos de componentes e interrela-
ciones corresponden distintos sistemas32.
Hablando con rigor, la teoría general de sistemas (en el sentido más amplio del término),
no es una teoría formal (axiomática), aunque incluye algunas teorías formales. Parece proba-
ble que el desarrollo de las distintas teorías, así como metateorías, de sistemas generales,
desemboque en la creación de una ciencia de los sistemas generales. Esta última se encarga-
ría de desarrollar métodos refinados, sostenidos por poderosas técnicas de cómputo, para
resolver problemas de sistemas independientemente de la disciplina en que surgieran. La
ciencia de los sistemas generales prestaría ayuda a otras ciencias. En este sentido sería adap-
table a las necesidades propias de las distintas áreas de la actividad humana.
Podemos decir que la teoría general de sistemas, en un sentido más amplio, ha sido inno-
vadora: al observar el mundo como un conjunto de fenómenos individuales interrelaciona-
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRIA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general de!
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 264, nota 12.
32 Vide L. VON BERTALANFFY, W. ROSS ASHBY, M.G. WEINBERG y otros, Tendencias en la teoría
general de sistemas, Alianza Editorial, Madrid, 1987, p. 9.
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dos en lugar de aislados, en donde la complejidad adquiere interés; haber demostrado que
ciertos conceptos, principios y métodos no dependen de la naturaleza específica de los fenó-
menos implicados. Todo este bagaje conceptual es aplicable, sin modificación ninguna a
diversos campos dé la ciencia, la ingeniería, las artes y las humanidades. De ahí que surjan
lazos entre las distintas disciplinas clásicas, que podrán compartir varios principios, concep-
tos, modelos, ideas y métodos; al abrir, a través de investigaciones generales, nuevas posibi-
lidades (principios, paradigmas, métodos) a disciplinas específicas33.
El significado de un sistema general es, pues, un modelo abstracto de un sistema ya exis-
tente que refleja (en el grado que queremos que refleje) los rasgos sistémicos básicos del sis-
tema de origen. Por tanto, la teoría de sistemas generales nos permite estudiar rasgos de los
sistemas, independientemente de cualquier sentido accidental, pero no de un modo que sea
independiente de su propio sentido esencial (esto es, contenido).
5.2. La aplicación de esta matriz disciplinar al mundo del derecho34.
En el mundo jurídico, ha sido el profesor González Navarro quien ha articulado la
llamada «teoría general de sistemas» y su aplicación al derecho35. Esta matriz discipli-
33  Ibídem,pp.:21 y 26.
34
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993,
pp.: 483 y 484: «Lo que da cohesión a una comunidad científica es la coparticipación de una matriz disci-
plinar, la creencia en la validez científica de una determinada teoría matriz o directriz. Para entender el sen-
tido último de esto que viene designándose como matriz disciplinar me parece que puede resultar útil tener
presente, al menos, lo siguiente:
a) Una matriz disciplinar no es, propiamente, una teoría, ni una ley, ni un concepto. Porque en realidad,
precede a las teorías, a las leyes y a los conceptos, los cuales nacen de ella, se fundamentan en ella, y apa-
recen condicionados por ella.
b) La matriz disciplinar es algo así como el punto primordial en que se concentran -al menos potencial-
mente, como pura posibilidad- todas las teorías, conceptos y leyes con que opera la comunidad científica
de que se trate.
c) La matriz disciplinar es casi siempre incompleta. [...]. Pero es que puede seguir siéndolo a lo largo de
su desenvolvimiento. Y es que, en definitiva, para ser aceptada y prevalecer le basta con ser apta para expli-
car hechos que antes no podían ser explicados o con poder explicar un número de hechos más numerosos
que los que podía explicar la matriz tradicional.
d) La matriz disciplinar -como «criatura» del hombre que es- siempre es perecedera».
Deseo además dejar constancia de dos ideas importantes analizadas y desarrolladas por el profesor
González Navarro: la evolución de la matriz disciplinar desde su nacimiento hasta su muerte cuando es
superada por otra que irrumpe en el panorama científico (pp.: 482-504); la teoría general de sistemas, no
es una nueva matriz disciplinar, «pues el propio Bertalanffy ha puesto de manifiesto que la idea central de
su teoría, el concepto de sistema, es algo que se encuentra ya en Aristóteles cuando escribe: «el todo es
más que la suma de las partes» (p. 508).
Vide José Luís VILLAR PALASÍ, "Consideraciones sobre el sistema jurídico", RAP, 100-102, Vol. I,
(1983), p. 509: «Del puro conocimiento empírico al científico se pasa sólo a través de un sistema».
35
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, pp. 507 y ss.
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nar mantiene «la convicción de que el mundo -lo mismo el que se percibe por los sen-
tidos sensibles que el que se percibe por los sentidos de la mente- se encuentra organi-
zado en sistemas»36.
Pero sin duda un concepto clave, a la hora de entender esta matriz disciplinar es la
idea de «totalidad». «Un sistema, por tanto, es totalidad, no simple suma, aunque tam-
bién es suma. Quiero decir, que los elementos aparecen como unidades que se suman,
y con ello, se integran en una unidad superior. Y esta unidad es superior, no simplemen-
te porque es cuantitativamente mayor al ser expresión aritmética de los diferentes
sumandos, sino porque es algo también distinto a todos ellos, constituyendo, como cada
uno de ellos, una unidad diferenciada que, además, los comprende, los integra, y los
somete a su férula»37.
«... (el) todo (de las cosas que constan de muchas partes) no es una simple yuxtaposición
o amontonamiento, sino que es algo más y distinto de las partes» (Libro VIII, capítulo 6).
«Lo que es compuesto de alguna causa, lo es a manera de un todo, pero no como un
montón de cosas, sino a la manera de una sílaba; ahora bien: la sílaba no es solamente las
letras que lo componen, ni es lo mismo BA que B y A; ni la carne es tan sólo fuego y tie-
rra. Pues una vez destruidas, la sílaba y la carne dejan de existir, mientras que las letras, y
el fuego y la tierra subsisten. La sílaba es, por consiguiente, algo, no sólo las letras, la
vocal y la consonante, sino algo más; e igualmente la carne no es solamente fuego y tie-
rra, calor y frío, sino algo más» (Libro VII, capítulo 17)38.
El sistema jurídico es un magnífico ejemplo de lo expuesto, y así se caracteriza por
ser un sistema: conceptual, abierto, orgánico, activo y reactivo, en el que confluyen
totalidad, jerarquía y control39.
5.3. La Organización Nacional de Ciegos es un sistema.
Puede surgir alguna confusión cuando se manejan términos tales como ONCE y
36
Ibídem, p. 507.
37
Ibídem, p. 522. Cfr. VON BERTALANFFY, L,..., o.c., pp.: 30 y 33: «Las propiedades y naturaleza de
los procesos en los niveles superiores no son explicables por la suma de las propiedades y naturaleza de
los procesos de sus componentes, si éstos se toman aisladamente. Ahora bien, los niveles superiores son
deducibles a partir de sus componentes, si conocemos el conjunto de éstos y de las relaciones que los
ligan».
38  Este fragmento perteneciente a la Metafísica de Aristóteles, ha sido tomado de: F. GONZÁLEZ NAVA-
RRO, Derecho..., o.c., p. 522, que a su vez cita por traducción de Francisco Samaranch P., Aguilar, Madrid,
1964. Yide José Luís VILLAR PALASÍ, "Consideraciones sobre el sistema jurídico", RAP, 100-102, Vol.
1, (1983), p. 568: «Aristóteles decía ya que "es preciso observar que las buenas leyes no constituyen por sí
solas un buen gobierno, y que lo que importa sobre todo es que estas leyes sean observadas. No hay, pues,
buen gobierno, sino donde en primer lugar se obecede a la ley y después que la ley que se obedece esté
fundada en la razón, porque podrá prestarse también obediencia a leyes irracionales».
39 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho ..., o.c., pp.: 529-544.
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grupo ONCE, corporación empresarial ONCE y fundación ONCE. Para explicarlo, es preci-
so entender que el centro de referencia de todo el sistema organizativo es la ONCE como cor-
poración de derecho público, de carácter social. A partir de ahí surgen dos grandes proyectos
estratégicos. El primero, consistió en la creación de la Fundación ONCE para la Solidaridad
e Integración Social de Personas con Discapacidad, el segundo, fue la constitución de la
Corporación Empresarial ONCE (CEOSA). Por todo ello, se viene denominando Grupo
ONCE a la propia ONCE, junto con la Fundación y la Corporación Empresarial, todas ellas
bajo la superior dirección político-institucional del Consejo General de la Organización.
La expresión "Grupo ONCE" no responde a un modo formal de organización como ocu-
rre en algunos grupos empresariales, sino que es una manera de denominar una realidad inte-
grada por diversas entidades de naturaleza jurídica, fines y patrimonios diferentes, pero uni-
dos por una misma filosofía de valores, una inequívoca orientación social y espíritu solida-
rio y por vínculos jurídicos institucionales o patrimoniales de naturaleza diversa, pero que
constituyen globalmente un sistema que, respetando sus identidades jurídicas diferenciadas,
le confiere un valor unitario, cohesionado y sinérgico de actuación en pro de los mismos valo-
res y fines que han guiado siempre a la ONCE. Por tanto, el Grupo ONCE es un conjunto de
entidades sociales y sociedades encabezadas por la ONCE que buscan alcanzar la autonomía
personal y la plena integración social de sus afiliados, atendiendo sus necesidades derivadas
de la ceguera o deficiencia visual, mediante la prestación de servicios sociales especializa-
dos, efectuando, asimismo, una importante labor de solidaridad con otros discapacitados a
través de su Fundación.
En este contexto, puedo afirmar que la evolución experimentada por la ONCE, pro-
picia que en la actualidad se designe al grupo ONCE como la conjunción de todas estas
áreas que dependen directamente del Consejo General de la ONCE.
Pues bien, este sistema debe ser explicado y conocido por la sociedad. Sólo se valo-
ra correctamente, aquellos que se conoce. Y también debo afirmar, que en el mismo
concurren todas las características que determinan su naturaleza:
«Un sistema, por tanto, consiste en lo siguiente; a) unos elementos que lo componen (sub-
sistema), que están integrados en aquél, y cada uno de los cuales posee determinadas propie-
dades; b) una interrelación entre todos y cada uno de los elementos; c) un todo (el sistema)
que es distinto de la simple adición o suma de los elementos, y cuyas propiedades son propias
suyas (del sistema), no de los elementos componentes; d) una subordinación de los elemen-
tos (subsistemas) al todo organizado (sistema) que los comprende»40.
40 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, p.
515. Vide Alejandro NIETO, "La jerarquía administrativa", Documentación Administrativa, 229, (1992),
p. 45, donde explica que la jerarquía no es un fenómeno jurídico, sino organizacional.
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6. La investigación y el pensar dialéctico41.
El abordaje de este trabajo intelectual, parte de una premisa básica. Esta es, tener
presente, como inicio y como fin, el sentido y concepción de la "investigación" y el
"pensar dialéctico", como ejes sobre los que va a discurrir esta apasionante aventura
jurídica que es desentrañar la esencia de la ONCE. Para trasladarles el sentido de esta
afirmación, debo dejar constancia de lo siguiente.
Creencias son aquellas cosas con que absolutamente contamos aunque no pensemos
en ellas. De puro estar seguros de que existen y de que son según creemos, no nos hace-
mos cuestión de ellas, sino que automáticamente nos comportamos teniéndolas en
cuenta. Ahora bien, esas "ideas" básicas que llamamos "creencias" no surgen en tal día
y hora dentro de nuestra vida, no arribamos a ellas por un acto particular de pensar, no
son, en suma, pensamientos que tenemos, no son ocurrencias ni siquiera de aquella
especie más elevada por su perfección lógica y que denominamos razonamientos42.
La tierra firme de las creencias está basada, no en las ideas que tenemos, sino en las
ideas que somos. Más aún, son creencias que se confunden para nosotros con la reali-
dad misma. Sin embargo, un buen día ocurre que en ese sólido firme de nuestras cre-
encias empiezan a abrirse enormes agujeros de duda. Se duda porque se está en dos cre-
encias antagónicas, que entrechocan y nos lanzan la una a la otra. Intentamos bracear
en el mar de la duda, mediante la faena de «pensar», y tras ese penoso y desesperado
esfuerzo por salir de la duda que llamamos «pensar», el hombre consigue arribar a un
lugar repuesto en el que nuevamente empieza a sentirse seguro. Aquellas ideas de los
otros que ya no le servían son sustituidas por las propias ideas que el hombre elabora
(ocurrencias). La idea deviene así descubrimiento. De nuevo estamos en tierra firme,
tras el descubrimiento de la idea.
«Las ideas son, pues, las «cosas» que nosotros, de manera penosa, con nuestro personal
esfuerzo, elaboramos, precisamente porque no creemos en ellas. Ideas que pueden ser de muy
distinto porte [...]. Ideas que precisamente porque las hemos pensado nosotros, constituyen
nuestras auténticas creencias, nuestra verdad. Verdad que lo es para nosotros porque la hemos
buscado al impulso de la necesidad de llenar ese vacío que nos dejó la duda, ese hueco que,
en un momento dado, se produjo en las creencias recibidas en que estábamos. Se advierte así
[...], el carácter ortopédico de las ideas, que actúan allí donde una creencia se ha roto o se ha
debilitado»43.
41 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, Eunsa, Pamplona, 1993, pp.
600-605.
42  Ibídem,pp. 600 y 601.
43 Ibídem, pp. 602 y 603.
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Pues bien, al abordar un tema tan complejo como la ONCE, el ejercicio intelectual
resumido en los párrafos anteriores (el paso de la "idea creencia" a la "idea ocurren-
cia"), me ha permitido entender, por haber experimentado en carne propia, qué es eso
del pensar dialéctico. Además, se trata de un ejercicio intelectual sin fin, tal y como ha
sido definido magistralmente:
«Lo he recordado en, más de una ocasión: eso que llamamos pensar dialéctico es la obli-
gación de seguir pensando. Porque apenas se ha resuelto un problema, que es tanto como
alcanzar la tierra firme después de haberse sentido náufrago en un mar de dudas, ya se nos
está planteando otro que nace de ese mismo suelo -la solución hallada- que creíamos firme.
Que por eso me parece también que el pensar dialéctico es un sistema lineal, como tal irre-
versible, en el que cada idea se apoya en la precedente y sirve, a su vez, de fundamento a la
siguiente»44.
44 Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Lo fáctico y lo sígnico. Una introducción a la semiótica jurídica,
Eunsa, Pamplona, 1995, p. 394.
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CAPITULO I. ANTECEDENTES, CREACIÓN Y
FINES DE LA ONCE
I. Antecedentes de la ONCE.
1. La beneficencia y la situación de los invidentes.
1.1. Concepto.
Desde tiempos inmemoriales, la necesidad de atender a los más necesitados se hace
patente. Ya en la Biblia encontramos referencias al mendigo Lázaro buscando las miga-
jas del rico (Lucas, XVI, 19), el ciego de nacimiento curado por Jesús (Juan IX, 1) o el
ciego Bartineo que mendigaba por los caminos de Jericó (Marcos, X, 46), y son sólo
una breve alusión al mundo de la pobreza en el Nuevo Testamento.
La palabra "beneficencia" se forma del adverbio latino bene, y del verbo facere, que
juntos expresan la virtud y el acto de hacer el bien. Es de moderna introducción, tanto
en la acepción general, como en la jurídica, pues en su lugar se empleaba antes la de
caridad, en que predomina más el sentimiento cristiano, porque da a entender que el
hacer bien a otro es un acto de amor a Dios y al prójimo. Desde que el socorro de la
desgracia bajo sus diferentes aspectos, ha venido a formar un sistema completo, la
expresión beneficencia es la que ha sustituido para señalar genéricamente la institución
de la caridad general, y para designar con un solo nombre los establecimientos en que
se ejerce con sujeción a las leyes y reglamentos45.
45 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, Imprenta del Colegio de
Sordomudos y de Ciegos, Madrid, 1862, pp. 75-164.
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La beneficencia46 es aquel conjunto de prestaciones que, reconociendo normalmen-
te como causa que la justifica una contraprestación compensadora, son dispensadas, no
obstante, por un motivo de necesidad, de la realización efectiva de esa contrapresta-
ción47. El profesor F. Hernández Iglesias, la define así: «La beneficencia es el bien
hecho por los funcionarios y por los procedimientos administrativos, el conjunto de las
instituciones encaminadas al socorro de los pobres, la síntesis de los auxilios socia-
les»48.
La Ley de Beneficencia de febrero de 1822, constituye un hito fundamental en lo
que a política asistencial se refiere, tanto en cuanto, se trata del primer plan de organi-
zación de la beneficencia pública, centrando la atención a las necesidades en la
Administración municipal, con la creación de las Juntas Municipales como resorte prin-
cipal del sistema (art. 24) que actuaron como auxiliares de sus respectivos
Ayuntamientos: (art. 1).
Una de sus; principales actuaciones fue el fomento de la asistencia domiciliaria,
actuación que se mantendrá a lo largo de todo el siglo XIX.
Desde el punto de vista de la financiación, la novedad radicaba en la constitución de
un fondo común que quedaba bajo la custodia de la autoridad municipal. De este modo
quedaba la Iglesia en un segundo plano y se llegan a controlar incluso los fondos de la
beneficencia privada: «Los fondos de beneficencia procedentes de fundaciones, memo-
46 Vide: Fernando GARRIDO FALLA, "La beneficencia general y particular. Situación y perspectivas", en
AA VV, Problemas fundamentales de beneficencia y asistencia social, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 167,
pp. 15-52; Ramón BADENES GASSET, Voz: "Beneficencia", Nueva Enciclopedia Jurídica, Tomo III,
Barcelona, 1989.
47 Vide Jaime GUASP, "La beneficencia como objeto formal de la actividad administrativa", Estudios en
homenaje a Jordana de Pozas, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1962, p. 308. En la p. 315 afirma:
«El resultado más importante que se obtiene de esta caracterización formal estriba, sin duda, en esa no
identificación de lo benéfico con ningún campo material, concretamente acotado, de la acción del Estado
o de los particulares. Diferenciación que no afecta sólo al contenido de la prestación, sino que afecta tam-
bién a su continente, es decir, al modo de realizarse el favor que la prestación benéfica supone.
En efecto, es muy importante señalar ahora, porque en realidad constituye la idea central del presente tra-
bajo, que la determinación formal de la beneficencia lleva a ésta a una posición autónoma e independien-
te y no confundible con ninguna otra, pero sólo desde el punto de vista de su perfil propio, en relación con
otros servicios administrativos; es decir, que la ¡limitación de la beneficencia no puede llevar en modo
alguno al resultado de que ésta sea un mundo jurídico administrativo en miniatura, [...]. Todo lo contrario,
la verdadera esencia de la beneficencia, por la identificación que postula entre los que tienen y los que no
tienen, ha de llevar a organizarla en forma que a través de ella se consiga, pesé a la diferencia formal de
origen, una verdadera e inescindible equiparación de orden material».
48 Vide F. HERNÁNDEZ IGLESIAS, La beneficencia en España, Imprenta de Manuel Minesa de los
Ríos, Madrid, 1879, pp. 11-282.
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rias y obras pías de patronato público, sea Real o eclesiástico, cualquiera que fuese su
origen primitivo, quedan reducidos a una sola y única clase, destinados al socorro de
las necesidades que se provee por esta Ley» (art 25).
La intervención de la administración no sólo se manifestaba en este aspecto, sino en la
reconversión de establecimientos de beneficencia de carácter particular, en establecimientos
públicos, mediante las correspondientes indemnizaciones a los patronos de los mismos.
El Real Decreto de 14 de marzo de 1899, art. 2, determina que son instituciones de bene-
ficencia los establecimientos o asociaciones permanentes destinados a la satisfacción gratui-
ta de necesidades intelectuales o físicas. Del mismo se desprenden las notas características de
esta noción técnico-jurídica49: - La beneficencia es, ante todo, una actividad que desarrollan
determinadas instituciones (establecimientos o asociaciones). - Se requiere que dicha activi-
dad sea permanente, quedando excluidas actuaciones ocasionales o esporádicas. - La finali-
dad perseguida por esa actividad ha de ser la satisfacción de necesidades (intelectuales o físi-
cas), lo que implica que los destinatarios de la beneficencia son las personas necesitadas. Sin
embargo no se otorga a las mismas derecho subjetivo alguno50. - La consecución de esta fina-
lidad debe hacerse gratuitamente. - La beneficencia puede ser pública o particular.
1.2. Diferencia con figuras afines.
1.2.1. Caridad**.
Corresponde sin duda al cristianismo el haber impulsado las bases espirituales del
más decidido y espontáneo movimiento en pro de la ayuda a los necesitados52. La cari-
49 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS y Alicia REAL PÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficen -
cia particular, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, pp. 19-20.
50 Vide Manuel AZNAR LÓPEZ, "En torno a la beneficencia y su régimen jurídico", REDA, 92, (1996),
pp. 558-559, donde explica, como a pesar de la gratuidad de la beneficencia: «[...]. Esta gratuidad no impe-
dirá, sin embargo, que puedan ser atendidas, con carácter oneroso otras personas en los centros de benefi-
cencia, lo que dará lugar a una asistencia discriminada. Así, el Reglamento de 1852 preveía, en los "esta-
blecimientos generales de locos", la existencia de "departamentos especiales para aquellos cuyas familias
pudiesen costear sus estancias en los mismos" (art. 14) y permitía que los "establecimientos generales de
ciegos y sordomudos" pudieran "recibir y educar a pacientes no pobres con la separación conveniente y
por el estipendio que autoricen sus Reglamentos especiales" (art. 15)».
51 Vide: Paloma PERNILALARCÓN, "Caridad, educación y política ilustrada en el reinado de Carlos III",
Revista de Educación, Número especial, (1988), p. 332: caridad y reforma social en la España de
Jovellanos; M. MOIX MARTÍNEZ, Bienestar social, Trivium, Madrid, 1986, p. 36 y ss.
52 Vide Manuel AZNAR LÓPEZ, "En torno a la beneficencia y su régimen jurídico", REDA, 92, (1996), p. 555:
«[...], la beneficencia ocuparía uno de los peldaños de la escala evolucionista, más concretamente el situado tras
la caridad y antes de los ocupados por la asistencia social, la seguridad social y el bienestar social».
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dad como amor de Dios participado por los hombres determinó desde los primeros
siglos de su aparición la comunicación de bienes como acción eclesial realizada en
nombre de la Iglesia entre los miembros de las comunidades cristianas. Las díconias
primitivas suponían una auténtica repartición de recursos entre los cristianos de acuer-
do con sus necesidades. Estas formas asistenciales evolucionaron a lo largo del tiempo,
dando lugar a organizaciones más complicadas y con rasgos de cierta estabilidad. A lo
largo de la Edad Media y hasta épocas bien recientes la Iglesia asumió sobre sí la tarea
única de auxiliar a los indigentes, enfermos y necesitados en general. No obstante la
caridad cristiana no tenía carácter social en el sentido de sociedad articulada, puesto que
por sus propios fundamentos extraterrenos venía referida al hombre en cuanto imagen
divina sobrepasando las comunidades organizadas. Pero con todo, corno en tantos otros
terrenos, la Iglesia vino a llenar también aquí eficazmente el vacío dejado en cuanto al
atendimiento de necesidades públicas, por la ausencia de una organización administra-
tiva adecuada53.
Arias Miranda define este concepto de la siguiente manera: «Caridad: tiene esta
palabra un sentido místico que expresa más en concreto el amor de Dios y el prójimo.
Es aquella beneficencia expansiva, cordial, modesta, afectuosa, emanación genuina de
la inspiración evangélica; constituida en una de las virtudes teologales, por cuanto tiene
a Dios directamente por objeto de sus operaciones. Los hospicios y los hospitales tie-
nen el nombre común de casas de caridad»54. Para Concepción Arenal, la caridad es la
compasión cristiana que acude al menesteroso por amor de Dios y del prójimo55.
Debemos tener presente que el tránsito de la caridad a la beneficencia56 se produce
por múltiples factores, y sobre todo resaltar que la beneficencia transfiere la obligación
53 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, p. 18.
54 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c., p. 75.
55 Vide Concepción ARENAL, La beneficencia, la filantropía y la caridad, Imprenta Clásica Española,
Madrid, 1927, p. 235.
56 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Ideas fundamentales sobre la seguridad social", Boletín de los
Seminarios de Formación, Madrid, 1948, pp. 20-21: «[...]. Las instituciones asistenciales tienen una glo-
riosa progenie, son hijas exclusivamente del cristianismo, estaban inspiradas por la caridad, y se llamaban
beneficencia. Consisten, por lo tanto, en hacer el bien. Y este nombre tan hermoso que responde también
a su contenido y propósito, se vio un día que era antitético y se le quiso borrar sustituyéndolo con este otro
término neutro que nada expresa, de la asistencia. Es que cuando la caridad y la beneficencia se convirtie-
ron en asistencia, dejaron de inspirarse en el amor cristiano. Precisamente ese amor cristiano es la institu-
ción social por excelencia, la solución óptima como dijo nuestro Vives, para todos los problemas de carác-
ter social. [...]». Vide Fernando GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, Vol. II, Centro de
Estudios Constitucionales, Madrid, 1980, pp. 334-336.
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a la sociedad considerada como entidad colectiva, y por ello el término irá siempre
seguido del apelativo pública.
1.2.2.
Filantropía57.
Filantropía es la compasión filosófica que auxilia al desdichado por amor a la huma-
nidad y la conciencia de su dignidad y su derecho58.
El advenimiento del protestantismo produjo como reacción la sustitución de la idea
de la caridad como motor de las acciones benevolentes, por la filantropía, la fraternidad
y mutua ayuda, volviendo así en alguna manera a las tesis simplemente humanitarias
sustentadas por los filósofos de la antigüedad.
La racionalización que empezó a experimentar la concepción de la vida a partir del
Renacimiento motivó una corriente individualista, utilitarista y positivista, que sustitu-
yó los impulsos caritativos por tendencias pragmatistas que buscaban la máxima efec-
tividad de las ayudas y, sobre todo, el potenciar al máximo los propios recursos del indi-
viduo, al objeto de que, aprovechando sus propias posibilidades, fuese capaz de auto-
superarse, dejando de constituir una carga para la sociedad. La ética protestante, que
cargaba su acento sobre el esfuerzo individual más que en la obra colectiva del común
apoyo de los hombres hacia la divinidad y a través del amor, dirigió sus esfuerzos no a
la lucha contra la pobreza en cuanto tal, sino a la eliminación de los pobres en particu-
lar. La moderna filantropía y las formas capitalistas del siglo pasado recibieron así del
protestantismo buena parte de sus principales fundamentos59.
1.2.3.
Sociedades de asistencia, mutualidad o monte píos.
En el siglo XVIII las clases populares urbanas para luchar contra la enfermedad y el
infortunio organizaron Hermandades y Cofradías de socorro, la mayor parte de las
cuales estaban vinculadas a gremios profesionales. Los miembros de las cofra-
57 Vide Jaime GUASP, "La beneficencia como objeto formal de la actividad administrativa", Estudios en
homenaje a Jordana de Pozas, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1962, p. 319: «La beneficencia no
deja de serlo porque el Estado atiende a esa necesidad presionado por la opinión pública o para alcanzar
objetivos distintos a los del estricto favorecimiento del prójimo. En cambio, en la filantropía y en la cari-
dad el espíritu inspirador de la actividad del filántropo y del caritativo es absolutamente preciso para defi-
nir la actitud de uno y otro: el que hace obras sociales para adquirir importancia en la colectividad o para
disminuir la carga fiscal que pesa sobre él, no puede decirse que sea en realidad un hombre movido ni por
el laico amor al prójimo que es la filantropía ni por el santo amor al prójimo que es la caridad».
58 Vide Concepción ARENAL, La beneficencia, la filantropía y la caridad, o.c, p. 235.
59 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, p. 19.
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días pagaban una inscripción y cuotas obligatorias, cuya periodicidad variaba según la
cofradía (semanal, mensual, anual). Las prestaciones de las hermandades variaban
desde la ayuda continuada en caso de enfermedad, incluyendo hospitalización, hasta la
entrega de una cantidad única, previa certificación de la enfermedad60.
Las mutualidades son las asociaciones que con la denominación o con cualquier otra
y sin ánimo de lucro ejercen una modalidad de previsión de carácter social o benéfico,
encaminada a proteger a sus asociados o sus bienes contra circunstancias o aconteci-
mientos de carácter fortuito y previsible, a los que están expuestos mediante aportacio-
nes directas de los asociados o procedentes de otras entidades o personas protectoras61.
1.2.4. Hospicios y casas de misericordia.
La palabra hospicio viene de la latina hospitium, hospedería, de hospes, huésped. En
realidad, hospes está pro hosti-pes, que era el que protegía al extranjero, y de ahí hos-
pitium y hospitari. El nombre de hospes también se aplicó más tarde al que recibe la
hospitalidad. Nuestra Real Academia dice que hospicio es la "casa destinada a albergar
y recibir peregrinos pobres". También lo dice así el artículo 12 del reglamento de 14 de
mayo de 1852. No hubo, sin embargo, precisión y uniformidad en el uso de tal palabra,
ni la hay aún62.
Por casas de misericordia se entienden todas las destinadas para morada o asilo de
alguna clase de pobres, que por su corta o crecida edad, o por cualquier otra circunstan-
cia estén inválidos o convenga a la causa pública y particular vivan reunidos por algún
tiempo. Los reclusorios de niños huérfanos o desamparados, de ancianos lisiados, de
viudas y de cualquier persona miserable, son casas de misericordia. También lo son los
hospitales de enfermos, las inclusas o casas de expósitos y las galeras y casas de correc-
ción para hombres y mujeres pobres; porque la corrección dice Sto. Tomás (Suma
Teológica 2a, 2ae, quest 33, art. I) que es verdadera limosna espiritual. Según el mayor,
o menor número de especies y clases de necesitados a que se extiende o redujere algu-
na casa de misericordia, será más general o particular63.
60 Vide Manuel HERRERA GÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1999, p. 436.
61 Vide F. LÓPEZ-NIETO y MALLO, Las asociaciones y su normativa legal, Ediciones Abella. El con-
sultor, Madrid, 1980, pp. 36-284.
62 Vide M. FERNANDEZ y FERNANDEZ, La beneficencia pública y los hospicios, Establecimientos
Tipográficos de Jaime Ratés, Madrid, 1923, pp. 33-122.
63 Vide Pedro Joaquín de MURCIA, Discurso político sobre la importancia y necesidad de los hospicios,
casas de expósitos y hospitales, Madrid, 1798, p. 2.
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1.2.5. Pobreza.
Esta palabra en sentido genérico, expresa solamente una idea relativa, pues se con-
trae a la clase de la sociedad que sufre mayores privaciones y disfruta menores goces64.
Y surge de modo virulento, especialmente, en casos de enfermedad:
«La enfermedad era un auténtico drama para el trabajador dependiente de un salario, las
más de las veces aleatorio dado su nexo con los cambios coyunturales. Afirmación que pode-
mos constatar al examinar la desbordada demanda de los hospitales y centros benéficos en
los períodos críticos, ya de por sí repletos y saturados en su trayectoria diaria. De ahí que,
aunque muchos individuos reúnan, en principio, las condiciones imprescindibles para ingre-
sar en las instituciones benéficas -ser pobres y, además, estar enfermos, no siempre consigan
acomodo en ellas. Si a esto añadimos los convalecientes, por lo común, dados de alta de los
hospitales sin las condiciones físicas para su inmediata reinserción en el mundo del trabajo,
los enfermos de nacimiento (inválidos, impedidos, mutilados) o los lisiados por percances o
accidentes laborales, comprenderemos el espesor que alcanza esta nube humana. La palpa-
ble y crónica incapacidad asistencial de la sociedad propicia, como única salida, la limosna;
el oficio de pedir y mendigar.
Comprobamos por tanto, cómo entre la pobreza y la mendicidad -tal y como adelantá-
bamos- no existen diferencias esenciales sino diferencias de grado. La práctica de la mendi-
cidad es una opción, una alternativa constante en el mundo de los pobres, profundamente
enraizada en él y a la que cualquiera puede verse abocado en un momento crítico. Incluso,
es muy frecuente en testimonios escritos contemporáneos la confusión entre ambos térmi-
nos, el uso indiscriminado de la palabra "pobre" o "mendigo"»65.
José Campillo, ministro de Hacienda desde 1738 y secretario de Estado,
Marina, Guerra e Indias desde 1740, en su obra "Lo que hay de más y de
menos en España para que sea lo que debe ser y no lo que es", se enfrenta
con el mundo de la necesidad material. La pobreza, la mendicidad66 y la
64 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c, p. 76. Vide Elena MAZA
ZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987,
p. 15, donde establece las distintas acepciones asignadas a los términos: pobre, mendigo y vagabundo.
65 Ibídem, pp. 21-22. En la p. 47, nota 63 llega a afirmar: «En el siglo XVII el tratadista que con mayor profu-
sión estudia la etiología de la pobreza es Fernández Navarrete. En su obra Conservación de Monarquías y discur -
sos políticos (Madrid, 1626) reflexiona sobre las fluctuaciones monetarias y su papel multiplicador de los falsos
mendigos:"[...] y no sólo ha convidado a los españoles a seguir la mendiguez la subida del vellón, sino también
ha llamado y ha traído a estos reinos toda inmundicia de Europa, sin que haya quedado en Francia, Alemania,
Italia y Flandes y aun en las islas rebeldes, cojo, manco, tullido o ciego que ho haya venido a Castilla, convida-
dos de la golosina de ser tan caudalosa granjeria el mendigar donde la moneda es de tanto valor"».
66 Vide M. PÉREZ QUINTERO, Pensamientos políticos y económicos dirigidos a promover en España la agricultura
y demás ramas de la industria a extinguir la ociosidad y dar ocupación útil y honesta de todos los brazos, Madrid, 1798,
p. 296: «Con esta que vuestra merced llama inhumanidad, les aseguramos pan de por vida, los libertamos de ir a servir al
Rey, y que no los maten en la guerra: les proporcionamos a ellos una dulce industria para vivir alegremente y sin fatiga,
cantando, tañendo y bailando, y paseándose, sin perder fiestas, fandangos, diversiones, ni función alguna; y a nosotros el
consuelo de tenerles siempre en nuestra compañía, para que sean el báculo de nuestra vejez y las delicias de la vida». Vide
Marcel BATAILLON, Erasmo y el erasmismo, Traducción castellana de Carlos PUJOL, Editorial Crítica, Barcelona,
1978, p. 186, donde refleja el horror moral y físico que experimenta Vives ante la mendicidad profesional.
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vagancia son cuestiones que encuadra dentro de los fallos de la estructura socio-
económica del país67.
1.2.6.
Miseria.
Se expresa con este significante un estado de pobreza que adquiere permanencia,
producto de la indigencia y de la imposibilidad de salir de ella68.
1.2.7.
Indigencia.
Esta voz manifiesta por el contrario una idea absoluta: aquel grado de miseria que
supone la falta de las cosas más necesarias para la vida; y de consiguiente la precisión
de acudirla con socorros69.
67 Vide Manuel HERRERA GÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1999, pp. 63-64: Para él, los pobres se dividen en tres categorías «1. Los
"verdaderos pobres", "verdaderos infelices que, o ya destituidos de remedio a sus habituales dolencias, o
ya tolerando las dilatadas muertes, solicitan el reparto de su hambre en la compasión del público".
2. Los "pobres por su conveniencia", aquellos vagos y holgazanes que huyen del trabajo y se refugian en
la limosna por pura ociosidad.
3. Y los "pobres en apariencia" que realmente no lo son y utilizan este disfraz para ocultar sus fechorías.
De acuerdo con estas categorías formula las soluciones:
a) Para los primeros, los verdaderos pobres, plantea su recogimiento en Hospicios, proporcionándoles cobi-
jo y manutención en régimen abierto.
b) En cuanto a los pobres por su conveniencia, aboga por su integración forzosa en el mundo del trabajo productivo.
c) En referencia a los terceros, los pobres en apariencia, el castigo y presidio por los delitos que cometan.
Como instrumento imprescindible para aplicar sus alternativas, considera necesario e indispensable la cre-
ación de nuevos hospicios dotados de fábricas y talleres, así los acogidos en tales instituciones contribui-
rán a los gastos de su mantenimiento y asistencia.
Sobre los resultados de estos planteamientos no puede manifestarse más optimista; se sitúa en una línea que entron-
ca plenamente con la literatura arbitrista del siglo XVII español: "A pocos años de su planificación estaría España
desconocida del ocio, limpia de abandonados y vagos, y floreciente en toda clase de ejercicio y ocupaciones"».
68 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c., p. 76. Vide Elena MAZA
ZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987,
p. 13: «[...] la indigencia equivale al estado en el cual las necesidades esenciales, de forma intermitente, no pue-
den ser satisfechas, y la miseria es la indigencia permanente. Cuando esta miseria afecta a un conjunto de indivi-
duos, a una parte de la población, podemos hablar con rigor de pauperismo».
69 Vide J. ARIAS MIRANDA, Reseña histórica de la beneficencia española, o.c, p. 76. Vide Elena MAZA ZORRI-
LLA, Pobreza y asistencia social en España, Siglos XVI-XX, Universidad de Valladolid, Valladolid, 1987, p. 52: «Don
Carlos y Doña Juana mandan que sólo los verdaderos pobres puedan pedir limosna, circunscrita a los pueblos de su natu-
raleza y jurisdicción o un radio de seis leguas a la redonda. Deberían llevar -excepto los ciegos- cédula del párroco con
su nombre y señas, personales, visada por la justicia [...]. Las Cortes de Valladolid de 1555 solicitan a Felipe II que a las
leyes vigentes sobre mendigos se añada la constitución en todos los pueblos de un "padre de pobres", encargado de pro-
porcionar ocupación, remedio y cura a cuantos lo necesiten. En parte, el monarca satisfizo estos deseos. Por Pragmática
del 7 de agosto de 1565 (ley XIV) se organizan los "diputados de parroquia", dos "personas buenas" de cada feligresía
ocupadas en averiguar y buscar a los mendigos, distinguir los impedidos y decrépitos, proveerlos de licencias para pedir
(visadas por el párroco y confirmadas por la justicia) y, previo registro, del socorro material de los pobres vergonzantes».
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1.3. La gestión de monopolios ocupacionales en manos de los invidentes70 71.
“Los ciegos de Zaragoza (primeras ordenanzas en 1537) consiguieron el monopolio
de una actividad muy peculiar, cual era la de recitar y cantar oraciones a domicilio. En
caso de enfermedad, y mientras ésta se prolongase, los mayordomos de la cofradía se
encargarían de que otros ciegos visitaran a los parroquianos del enfermo, con el fin de
que "la tal deuocion (devoción) de los dichos perrochianos no se aya de perder". El
enfermo recibiría de los suplentes sus sueldos íntegros. Esta cofradía tenía facultad de
multar a cualquier otra persona ajena, ciega o no, que cantara u orara a domicilio, con
la excepción de los miembros de la Iglesia72.”
“Los ciegos de Madrid (primeras ordenanzas de 1614) también disfrutaban de su propio
monopolio ocupacional. De hecho, disfrutaban de dos monopolios: la venta de gacetas, dia-
rios, almanaques, guías y toda suerte de pequeños folletines; y el ejercicio público de la músi-
ca. Al mismo tiempo, la Hermandad era una sociedad funeraria73 para los madrileños no cie-
gos. A fínales del siglo XVIII, esta hermandad era uno de los gremios más prósperos de la villa.
70 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ,Los ciegos en la historia,Tomo I, ONCE, Madrid, 1991, pp. 561-
564: «Durante la Edad Media se hicieron famosos "Los romances del cordel", coplas y recetas que lleva-
ban los ciegos sujetas a un cordel y colgando en la pechera para venderlas por las casas a distintos precios,
al mismo tiempo que explotaban los sentimientos y aficiones de sus moradores para obtener mejores bene-
ficios. Formaban hermandades en los grandes núcleos de población para distribuirse por sectores las man-
zanas de casas o las calles donde debía postular cada hermano, y llevaban un cencerro para anunciar su
presencia a los posibles clientes y exigir a los ciegos intrusos que abandonasen el lugar, pues de lo contra-
rio serían severamente castigados por los corregidores del municipio, que siempre solían ser los hermanos
mayores de estas cofradías. [...].
En 1314 se fundó en Valencia la cofradía de "Los ciegos oracioneros", cuyos miembros se encargaban de
dirigir el resto del rosario y demás responsorios en los velatorios, triduos, novenas y otros actos devotos
que se ofrecían por el alma de quien acababa de morir. [...].
En 1329 se constituyó en la ciudad del Turia una asociación de mendigos que determinaba los puestos
donde cada miembro debía postular y le cobraba una cuota para tener un fondo con el que atender a sus
asociados en caso de enfermedad y pagar su sepelio. [...].
En 1329 se crea en Barcelona la cofradía "El cecs trovadors", que agrupa a los privados de vista músicos
y poetas de la Ciudad Condal para concertar los contratos laborales y distribuir adecuada y oportunamen-
te el trabajo. [...].
A finales del siglo XIV, algunos ciegos de Zaragoza formaron una sociedad de recaderos, trajinantes y ordi-
narios, cuyo cometido era llevar mercancías, cartas y mensajes a los pueblos de esta provincia, [...]».
71 Vide Marcel BATAILLON, Erasmo y el erasmismo, Traducción castellana de Carlos PUJOL, Editorial
Crítica, Barcelona, 1978, p. 188: «Vives enumera con visible complacencia los múltiples trabajos que pue-
den realizar los ciegos. No sólo ciertos estudios y la música están a su alcance, sino que los hombres pue-
den manejar tornos o prensas, accionar fuelles de forja, confeccionar cajas, jaulas, cestos; las mujeres pue-
den hilar y devanar».
72 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de
Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 24.
73 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, El sistema funerario en el derecho español, Aranzadi,
Pamplona, 1997.
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Algunas fuentes literarias relatan, aun con tonos cómicos que muestran un cierto
desapego, e incluso desprecio por aquel modo de vida (o de supervivencia), los afanes
de los ciegos madrileños en aquellas dos actividades. Respecto a la venta de la Gaceta,
el acontecer era el siguiente74”:
"[....] solía suceder que llegase a Madrid un correo gabinete con pliegos para la
Secretaría de Guerra; como por ensalmo cundía entre aquellos (ciegos) la noticia, y
paso a paso, iban agrupándose en torno a la Imprenta Real o Nacional, según los tiem-
pos, y allí aguardaban una, dos, tres o más horas, hasta que se abría el despacho; se aba-
lanzaban frenéticos a la reja y adquirían unas cuantas decenas de gacetas extraordina-
rias: desde allí se dividía la numerosa falange con rumbo a los cuatro vientos y dise-
minados los ciegos corrían como energúmenos, aturdiendo los oídos del pacífico ciu-
dadano, y perdiendo de vender su género en fuerza de andar deprisa y de los gritos de
sus colegas, que tampoco querían hacer alto hasta que se apoderaran de una calle donde
campeasen solos. Perspectiva por entonces animada presentaba la Puerta del Sol con
todas sus avenidas; todo era ir y venir ciegos y arrebatarles la noticia a puñadas, y for-
marse grupos, donde se recogían con avidez las palabras del que leía".
Respecto a la música callejera, el relato tampoco está libre de una cierta jocosidad
hostil:
"Lleva nuestro ciego una guitarra, o mejor dicho la guitarra le conduce a él, que
ocupándole las dos manos y no pudiendo hacer caso de su palo, especie de péndulo
ondulatorio, las armoniosas cuerdas que pulsan sus delicados dedos son un aviso sig-
nificativo y le salvan las dificultades que a su lento y sereno paso se le oponen. Y nada
importa que en vez de guitarra lleve violín, que a aquel que nada ve, la naturaleza nos
dice que habrá de tocar bien. Mira lector a nuestro hombre en la calle de Toledo en la
puerta de San Isidro el Real, cercado de una porción de curiosos que así tienen la boca
abierta, como el ciego la vista tapada, el palo colgado de un botón, el recado de las
coplas al cuello, la capa sujeta al mismo, aunque echada atrás, el instrumento en acti-
tud de obrar, y boca y manos, y cabeza y pies, diciendo y haciendo sin pies ni cabeza,
aunque con tanto gesticulación y dificultosas caras, como quien quiere marcar, con el
rostro, lo que los ojos no pueden, pero quisieran decir"»7576
74 Vide Roberto GAVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 24-
26.
75 Ibidem, pp. 24-26. Vide Esther BURGOS BORDONAU, Historia de la enseñanza musical para ciegos
en España: 1830-1938, ONCE, Madrid, 2004.
76 Vide La Niña de la Puebla, Milonga:
Noche eterna de mis ojos,
Luz en la sombra escondía;
yo vivo en la oscuridá
sin otra luz que mi vía;
luz y vía es mi cantar
como lágrima sentía».
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La eliminación de privilegios existentes en favor de los ciegos en el antiguo régi-
men, se produce a través de una serie de leyes emitidas a finales del siglo XVIII y
comienzos del siglo XIX. Así con la Real Orden de 5 de abril de 1795, y Real Cédula
de 29 de enero de 1804, se derogaban las exenciones que los ciegos tenían acerca del
pago de contribuciones, alcabalas, arbitrios y cientos. Esta eliminación de privilegios,
se completaría en la Novísima Recopilación de Leyes, sancionada por Real Cédula de
Carlos IV el día 15 de julio de 1805, en los siguientes términos: "los ciegos por serlo
no deben gozar de inmunidad personal o eclesiástica, ni tampoco son exentos de con-
tribuciones reales en los frutos de labranza, sean de haciendas de su propiedad o arren-
dadas, ni por sus comercios y granjerias, antes han de estar sujetos a lo que pagan los
demás vasallos legos" (ley 30 del título XVIII del libro VI). Esta legislación se com-
pletaría con la Ley dada por Fernando VII en octubre de 1823: por la que se prohibían
todas las sociedades que juzgó subversivas o inútiles, teniendo esta última considera-
ción regia muchas asociaciones y gremios de ciegos existentes en el momento, con lo
que, en el caso del colectivo de ciegos, quedaba legalmente zanjado el paso del antiguo
al nuevo régimen.
Con la pérdida de privilegios y la eliminación de su forma tradicional de asociación,
muchos de estos minusválidos quedarán sometidos al régimen general de tratamiento
de la mendicidad77.
1.4. Los establecimientos de beneficencia, las rifas y el recogimiento de
los ciegos.
1.4.1. Evolución histórica de la beneficencia y la afectación de los esta-
blecimientos públicos7879.
77 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, 1998, pp. 32-33.
78 Vide: José Luís SEBASTÍAN LÓPEZ, De la "utilitas pública" al interés público del artículo 35 del
Código Civil, Tomo I, Universidad Complutense, Madrid, 1985, pp. 113-118: los establecimientos desde
la época romana y su clasificación; Ibídem, Tomo II, p. 392: el sostenimiento de los establecimientos públi-
cos, p. 560: el proyecto de Código Civil de 1851 y los establecimientos, p. 637: 1859, censo de estableci-
mientos de beneficencia; Urbano VALERO AGUNDEZ, La fundación como forma de empresa,
Universidad de Valladolid, Valladolid, 1969, p. 70: los establecimientos en el derecho romano.
79 Vide Concepción ARENAL, la beneficencia, la filantropía y la caridad, Memoria premiada por la Real
Academia de Ciencias Morales y Políticas, Madrid, 1861, pp. 13-19, donde se encuentra el cuadro crono-
lógico de los principales establecimientos de beneficencia en España, que por su interés, paso a reprodu-
cir:
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	ESTABLECIMIENTO
	NOMBRE
DEL PUEBLO
	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
QUE SE
FUNDÓ

	Hospital de S. Juan
	Oviedo
	Alonso VI
	1058

	Hospital
	Cardona
	D. Ramón Folch
	1083

	Hospital de la Seo
	Zaragoza
	Doña Hodierna de la Fuente
	1152

	Hospital del Rey
	Burgos
	Alonso VIII
	1212

	Hospital de Santa Cruz
	Barcelona
	Varios vecinos
	1229

	Alberguería
	Oviedo
	Doña Balesquida Giráldez
	1232

	Hospital llamado
de S. Juan de Dios
	Alicante
	D. Bernardo Gomir
	1333

	Hospital
	Teruel
	Doña Magdalena de la Cañada
	1333

	Hospital de Pobres
	Vich
	D. Ramón Terrados (comerciante)
	1347

	Hospital de S. Bernardo
	Sevilla
	Varios sacerdotes sevillanos
	1355

	Hospital de Sacerdotes pobres
	Valencia
	Cofradía de Nuestra Señora
	1356

	Hospital de S. Miguel
	Murviedro
	D. Antonio Peruyes
	1367

	Hospital de Huérfanos
	Barcelona
	D. Guillén de Pou
	1370

	Hospital de las Misericordias
	Guadalajara
	Doña María López
	1375

	Hospital de S. Cosme y Damián
	Sevilla
	Varios médicos y cirujanos
	1383

	Hospital
	Castellón
	D. Guillermo Trullols
	1391

	Hospital de Eu-Conill
	Valencia
	D. Francisco Conill
	1397

	Hospital de Eu-Bou
	Valencia
	D. Pedro Bou
	1399

	Hospital
	Castrogeriz
	D. Juan Pérez y su esposa
	1400

	Hospital
	Poza
	D.Juan Lences
	1400

	Hospital
	Villafranca
	Doña Juana Manuel
	1418

	Hospital de S. Mateo
	Sigüenza
	D. Diego Sánchez
(dignidad de la Catedral)
	1445

	Hospital General
	Palma de M.
	Alonso V de Aragón
	1456

	Hospital de S. Antonio
de los peregrinos
	Segovia
	D. Diego Arias
	1461

	Hospital de la Misericordia
	Talavera
	D. Fernando Alono
	1475

	Casa de la Misericordia
	Sevilla
	D. Antonio Ruiz (sacerdote)
	1477

	Hospital
	Oña
	D. Martín de Oña
	1478

	Hospital de S. Juan
	Burgos
	Los Reyes Católicos
	1479

	Hospital de la Misericordia
	Alcalá de Henares
	D. Luís Entezana y su esposa
Doña Isabel de Guzmán
	1486

	Antiguo Hospital del
Campo del Rey
	Madrid
	D. García Alvarez de Toledo
(Obispo de Astorga)
	1486

	Hospital de Dementes
	Valladolid
	D. Santos Velazquez
	1489

	Hospital de la Magdalena
Catedral
	Almería
1492
	D. Rodrigo Demandia y el Cabildo de
	la

	Hospital de Sarita Ana
	Granada
	Los Reyes Católicos
	1492

	Hospital Real
	Santiago
	Los Reyes Católicos
	1492

	Hospital de Santa Cruz
	Toledo
	D. Pedro González Mendoza
	1494

	Hospital de la Misericordia
	Segovia
	D. Juan Arias (Obispo de la diócesis)
	1495

	Hospital
	Ponferrada
	Los Reyes Católicos
	1498

	Hospital de Nuestra
Señora de Gracia
	Tudela
	D. Miguel de Eza
	1500

	Hospital de S. Sebastián
	Badajoz
	D. Sebastián Montoro
	1500
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	Hospital
	Lizarza
	D. Domingo Ibarrondo
	1500

	Hospital de la Caridad
	Olivenza
	El Rey D. Manuel de Portugal
	1501

	Hospital de S. Lucas
y S. Nicolás
	Alcalá de Henares
	El Cardenal Cisneros
	1508

	Hospital de los Viejos
	Briviesca
	D. Pedro Ruiz
	1513

	Hospital de la Caridad
	Granada
	D. Diego San Pedro
y D. Gaspar Dávila
	1513

	Hospicio
	León
	D. Cayetano Cuadrillero
(Obispo de la diócesis)
	1513

	Hospital para forasteros
	Quintanilla
	D. Juan Martínez
	1524

	Hospital del Obispo
	Toro
	D. Juan Rodríguez Fonseca
(Arzob. de Burgos)
	1524

	Hospicio
	Tudela
	D. Juan de Aragón y
D. Pedro Gerónimo Ortiz
	1526

	Hospital
	Avilés
	D. Pedro Solís
	1530

	Hospital de Huérfanos
	Zaragoza
	Varios vecinos
	1543

	Hospital General
	Pamplona
	El Arcediano D. Ramiro Goñi
	1545

	Hospital de tas Cinco Llagas
	Sevilla
	Da Catal. Rivera y su hijo D. Fadrique
Enríquez
	1546

	Hospital
	San Sebastián
	D. Pedro Fernández
	1550

	Casa de Expósitos
	Córdoba
	El Deán D. Juan Fernández
de Córdoba
	1552

	Hospital de S. Juan de Dios
	Madrid
	El Venerable Antón Martín
	1552

	Hospital de S. Juan de Dios
	Castro del Rio
	Licenciado D. Juan López Illescas
	1557

	Hospital de Santiago
	Oviedo
	D. Gerónimo Velasco
(Obispo de la diócesis)
	1560

	Hospital de la Concepción
	Burgos
	D. Diego Bernuy
	1562

	Antiguo Hospital de S. Millan
	Madrid
	Varias personas caritativas
	1565

	Hospital de la Misericordia
	Jaén
	Cofradía de la Misericordia
	1570

	Inclusa
	Madrid
	Cofradía de Ntra. de la Soledad
	1572

	Hospital de S. Roque
	Santiago
	El Arzobispo D. Francisco Blanco
	1577

	Inclusa
	Jaén
	D. Diego Valenzuela
	1582

	Hospicio
	Santiago
	Hermandad de Ntra.
Sra. de la Misericordia
	1583

	Hospital de dementes
	Toledo
	D. Francisco Ortiz (Nuncio de S.S.)
	1583

	Casa de Misericordia
	Barcelona
	Dr. D. Diego Pérez Valdivia
	1583

	Hospital de
Ntra. Sra. de los Remedios
	Oviedo
	D. Iñigo de la Rua (Abad de Teverga)
	1584

	Hospital del Buen Suceso
	Coruña
	Ares González
	1588

	Hospital General
	Madrid
	Felipe II
	1590

	Casa de Arrepentidas
	Palma de M.
	Fray Rafael Serra
	1592

	Antiguo Colegio de
Desamparados
	Madrid
	Congregación del Amor de Dios
	1592

	Obra pía para dar limosna
	Castrojeriz
	D. Sebastián Ladrón
	1594

	Hospital de S. Juan de Dios
	Segovia
	D. Diego López
	1594

	Hospital de S. Juan de Dios
	Pontevedra
	El Ayuntamiento
	1595
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	Colegio de Niños
del Amor de Dios
	Valladolid
	D. Francisco Pérez Nájera
	1595

	Hospital de S. Juan y S. Jacinto
	Córdoba
	D. Pedro del Castillo
	1596

	Hospital de la Concepción
	Bujalance
	D. Martín López
	1604

	Refugio
	Madrid
	El padre Bernardino de Antequera
y los señores
D. Pedro Laso de la Vega,
D. Juan Serra y la Hdad del Refugio
	1615

	Casa de la Caridad
	Salamanca
	D. Bartolomé Caballero
	1623

	Hospital de Sacerdotes
	Sevilla
	La Hermandad de Jesús Nazareno
	1627

	Hospital de S. Julián y S. Quirce
	Burgos
	D. Pedro Barrantes
y D. Gerónimo Pardo
(Abad de San Quirce)
	1627

	Hospital
	Zamora
	Los señores D. Isidro
y D. Pedro Morán.
	1629

	Hospital de S. Pablo
	Barcelona
	Doña Lucrecia Gualba,
Doña Victoria Aslor,
Doña Elena Soler y D. Pablo Ferranz
	1629

	Obra Pía para dotar
doncellas huérfanas
	Burgos
	Doña Ana Polanco
	1630

	Hospital
	Tornavacas
	Licenciado D. Tomás Sánchez
	1633

	Hospital de Mujeres
	Cádiz
	D. Juan Just, D. Manuel Yliberry,
	

	
	
	Doña Jacinta Armengol
(Marquesa de Campo Alegre)
	1648

	Hospital de Ntra.
Sra. de la Piedad
	Nájera
	Una Congregación
	1648

	Hospicio
	Zaragoza
	Los hermanos de la Escuela de Cristo
	1666

	Colegio de la Paz
	Madrid
	La Duquesa de Feria
	1669

	Casa de Misericordia
	Valencia
	La Ciudad
	1670

	Hospital de Jesús Nazareno
	Córdoba
	El Reverendo Cristóbal
de Santa Catalina
	1673

	Hospicio
	Madrid
	El beato Simón de Rojas
	1674

	Casa de Misericordia
	Palma de M.
	La Ciudad
	1677

	Hospital de la Orden Tercera
	Madrid
	La Orden y Doña Lorenza
de Cárdenas
	1678

	Hospital de S. Julián
	Málaga
	Varias personas principales
	1682

	Hospital de Convalecencia
	Toro
	D. Félix Rivera y su esposa
Da Teresa Sierra
	1699

	Casa de Misericordia
	Pamplona
	El Ayuntamiento
	1700

	Hospital del Cardenal
	Córdoba
	El Cardenal D. Pedro Salazar
(Obispo de Cardona)
	1701

	Hospital
	S. Sebastián
	La Ciudad
	1714

	Hospital de Jesús Nazareno
	Castro del Rio
	D. Tomás Guzmán
	1741

	Casa de Misericordia
	Alicante
	D. Juan Elias Gómez
	1743

	Casa del Retiro
	Barcelona
	D. Gaspar Sanz y la Congreg.
de la Esperanza
	1743
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	Hospital
	Torrellas
	D. Pedro Tudela (médico de la Villa)
	1746

	Hospicio
	Jaén
	Fray Benito Masin
(Obispo de la diócesis)
	1751

	Hospital
	Undues de Lerda
	D. Matías García
	1751

	Casa de Misericordia
	Murcia
	El canónigo D. Felipe Munise
	1752

	Hospicio
	Salamanca
	Fernando VI
	1752

	Hospicio Provincial
	Oviedo
	D. Isidoro Bil
(Regente de la Audiencia)
	1752

	Casa de Misericordia
	Valladolid
	Varios vecinos
	1752

	Hospicio
	Badajoz
	Fernando VI
	1757

	Hospicio
	Cádiz
	La Hermandad de la Caridad
y el Marqués del Real Tesoro
	1763

	Hospital de S. Fernando
	Coruña
	D. Tomás del Valle (Obispo de Cádiz)
	1768

	Hospital de Carretas
	Santiago
	D. Bartolomé Rajoy
(Arzobispo de la diócesis)
	1770

	Casa de Misericordia
Inclusa
	Tudela
Vitoria
	Doña María de Hugarte
Una Asociación
	1771
1780

	Hospital de la Caridad
	Ferrol
	La Villa y el Sarg. Mayor
D. Dionisio Sánchez
	1780

	Hospital
	Villalengua
	Doña Josefa Vera
	1780

	Hospital
	Erla
	D. Pedro Castrillo
	1782

	Hospicio
	Cuidad-Real
	D. Francisco Lorenzana
(Arzobispo de Toledo)
	1784

	Casa de Expósitos
	Mondoñedo
	D. Francisco Cuadrillero
(Obispo de la diócesis)
	1786

	Casa de Huérfanos de S. Vicenta
	Castellón
	D. José Climent (Obispo de Cardona)
	1789

	Hospital de la Ciudad
	Coruña
	La Congregación del Espíritu Santo
y Doña Teresa Herrera
	1791

	Casa de Misericordia
	Teruel
	D. Feliz Rico (Obispo de la diócesis)
	1798

	Casa de Expósitos
	Palma de M.
	D. Bernardo Noval y Crespi
(Obispo de la diócesis)
	1798

	Hospicio
	Astorga
	El Deán D. Manuel Revilla
	1799

	Casa de Caridad
	Barcelona
	El Capitán General
Duque de Lancaster
	1803

	Hospital de mujeres incurables
	Madrid
	La Condesa Viuda de Lerena
	1803

	Hospital de S. Rafael
	Santander
	D. Rafael Omás Menéndez
(Obispo de la diócesis)
	1803

	Casa de Expósitos
	Pamplona
	D. Joaquín Uriz
(Obispo de la diócesis)
	1803

	Casa de Caridad
	Vergara
	El Ayuntamiento
	1806

	Hospicio
	Córdoba
	D. Pedro Trevilla
(Obispo de la diócesis)
	1807

	Hospital
	Bilbao
	La Villa
	1818

	Casa de Beneficencia
	Valladolid
	El Capitán General
C. Carlos O'Donell
	1818

	Casa de Caridad
	Santander
	El Ayuntamiento
	1820
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Los principios liberales e individualistas alcanzarán su aplicación en España, sobre los plantea-
mientos iniciales de los hombres de la Constitución de Cádiz, cuando se puso en marcha el proceso
desamortizado}:. Para el caso concreto de los Ayuntamientos, el párrafo VI del art. 321 establecía:
«Estará a cargo de los Ayuntamientos el cuidado de los hospitales80, hospicios, casas de
expósitos y demás establecimientos de beneficencia, bajo las reglas que se prescriban».
Corresponderá a las Diputaciones (art. 335, párrafos II y VIII)81 82:
«Velar sobre la buena inversión de los fondos públicos de tos pueblos y examinar
	ESTABLECIMIENTO
	NOMBRE
DEL PUEBLO
	NOMBRE DEL FUNDADOR
	AÑO EN
QUE SE
FUNDÓ

	Casa de Beneficencia
	Castellón
	El Ayuntamiento
	1822

	Casa de Caridad
	Vich
	Una Junta
	1832

	Asilo de S. Bernardino
	Madrid
	El Corregidor Marqués de Pontejos
	1834

	Casa de Expósitos
	Coruña
	El Jefe Político, D. José Martínez,
y el Ayuntamiento
	1844

	Casa de Ma Sma.
de las Desamparadas
	Madrid
	La Sra. Vizcondesa de Jorbalán
	1845

	Hospital de hombres incurables
	Madrid
	El Gobernador D. Melchor Ordoñez
	1852


80 Vide José ORTIZ DÍAZ, "Hacia una reordenación de la sanidad pública española: el problema hospitalario", RAP,
51, (1966), pp. 154-160, donde expone una interesantísima evolución histórica de los hospitales: «El hospital de
Occidente fue durante tiempo -siglos IV al XII-, en muchos casos, un hotel gratuito e indiferenciado para acoger a
los pobres y cuidar a los enfermos. [...]. Desde el siglo XII a la Reforma, las fundaciones de hospitales en Europa se
multiplicaron extraordinariamente y el hospital como institución alcanzó gran importancia. Su erección por los reyes
y señores feudales, cofradías religiosas, corporaciones o gremios, particulares o por los obispos, obedecía en muchos
casos a una motivación religiosa. [...]. El hospital -y nos referimos fundamentalmente al europeo en la época citada-
constituyó un establecimiento principalmente benéfico más que sanitario, para indiferentemente recoger y atender a
los pobres, a los inválidos, a los peregrinos y curar gratuitamente a los enfermos indigentes.
Los famosos "hôtels-Dieu" (o "Maissons-Dieu") fueron establecimientos generalmente no especializados, donde
se recibían no sólo a los enfermos, sino también a los pobres, a los peregrinos, a las mujeres arrepentidas.
En la historia de muchos de los hospitales españoles se observa la mezcla de enfermería, asilo y hospede-
ría, y también su causalidad caritativo-cristiana».
81 Vide Instrucción para la administración y gobierno de los establecimientos de beneficencia general de 27 de
enero de 1885. art. 3: «Son establecimientos de Beneficencia general y funcionan como tales: 1. El Hospital de
la Princesa, establecido en Madrid, con destino al albergue de enfermos de padecimientos agudos; 2. Los hospi-
tales de los enfermos incurables o decrépitos, establecidos también en Madrid bajo la denominación de Jesús
Nazareno y Nuestra Señora del Carmen. 3. El hospital de decrépitos y ciegos de ambos sexos, denominado del
Rey, establecido en Toledo. 4. El hospital-manicomio de Santa Isabel, de Leganés. 5. El hospital hidrológico de
Carlos III, establecido en Trillo (Guadalajara). 6. El Colegio de Ciegos de Santa Catalina de los Donados, de
Madrid. 7. El Colegio de huérfanos denominados en La Unión, en Aranjuez».
82 El Estatuto provincial de 1925 determinaba que tos establecimientos hospitalarios provinciales se incluyen bajo
la rúbrica de acción o servicios de Beneficencia. Yasí, entre las obligaciones mínimas de las Diputaciones provin-
ciales en material de beneficencia (art. 127) se señalan las siguientes: «A) Sostenimiento por lo menos de una Casa
provincial de Maternidad y Expósitos. B) Sostenimiento de una Casa de Beneficencia hospitalaria. [...]. D)
Sostenimiento de una Casa de Caridad, para reclusión de dementes pobres».
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sus cuentas, para que, con su visto bueno, recaiga la aprobación superior, cuidando de
que en todo se observen las leyes y reglamentos [...].
Cuidar de que los establecimientos piadosos y de beneficencia llenen su respectivo
objetivo, proponiendo al gobierno las reglas que estimen conducentes para la reforma
de los abusos que observaren»83.
La Ley de 27 de septiembre de 1820 atacó a las Iglesias y demás establecimientos simi-
lares, eclesiásticos o laicos que se agrupaban como "manos muertas", iniciando así el régi-
men de la desvinculación. El Estado se vio obligado a cubrir las funciones de beneficencia
que estaban atendidas por dichas entidades y, acaso consciente de sus limitaciones adminis-
trativas, y sobre todo económicas, empezó a sentar las bases que llevarían a la distinción
entre beneficencia pública y beneficencia privada al hablar, por una parte, de la "beneficen-
cia general" y, por otra parte, de la llamada "beneficencia particular". Esta última se man-
tendrá con altibajos y, siempre sometida a un régimen cautelar que se completará en la fun-
ción de tutela a cargo de la Administración pública.
El resultado llegó a ser el siguiente: el Estado desarrollará directamente ciertos ser-
vicios mediante los denominados "establecimientos públicos" en régimen de prestación
directa, pero, además, ejercerá un control sobre la beneficencia privada, para la que exi-
gió la previa constitución de una persona jurídica del tipo "fundación" sobre la que ejer-
cía la tutela administrativa (régimen de protectorado). La Ley de 27 de diciembre de
1821 y, sobre todo, la Ley de 20 de julio de 1849 darán como resultado este régimen
jurídico84. El concepto central será el siguiente:
«Los establecimientos de beneficencia son públicos. Se exceptúan únicamente, y se
consideran como particulares si cumpliesen con el objeto de su fundación, los que se
costeen exclusivamente con fondos propios, donados o legados por particulares, cuya
dirección y administración esté confiada a corporaciones autorizadas por el Gobierno
para este efecto a patrones designados por el fundador [...]» (Ley de 1849, art. 1).
La citada Ley de 20 de junio de 1849 organizó la beneficencia pública. La beneficencia
83 Vide Manuel HERRERAGÓMEZ, Los orígenes de la intervención estatal en los problemas sociales, Escuela
Libre Editorial, Madrid, 1999, pp. 170-171: «Esta municipalización de la beneficencia efectuada por la
Constitución gaditana responde a dos motivos fundamentales. En primer término, a la pronta transformación de
la pobreza. Esta es cada vez más urbana y menos rural; en consecuencia, no cabía otra solución que reforzar la
capacidad urbana de asistencia. La antigua asistencia centrada en enfermos, expósitos y vagos itinerantes se mues-
tra insuficiente, los nuevos beneficiarios serán las masas de jornaleros que invaden las ciudades y amenazan con
desbordar la precaria dotación municipal para controlar la vida urbana. [...].
Un segundo elemento que explica esta municipalización es la imposibilidad de la Iglesia para realizar la
función asistencial que tradicionalmente había mantenido como propia, imposibilidad que se encuentra
fundamentada en la desamortización de los patrimonios de los establecimientos asistenciales y conventos,
proveedores regulares de ayudas. [...]».
84 Vide Efren BORRAJO DACRUZ, "De la previsión social a la protección en España: bases histórico-
institucionales hasta la constitución", Revista de Economía y Sociología del Trabajo, 1, (1989), p. 28.
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privada se reguló por el Decreto e Instrucción de 27 de abril de 1875, que fue sus-
tituido por el Real Decreto e Instrucción de 14 de marzo de 1899, que recogía las
modificaciones de 27 de enero de 1865, de 1879, de 1881, de 1885, etc. Tanto la
Ley de 1849 como las normas integradas en 1899 han constituido, básicamente, la
legislación vigente en la materia. Las modificaciones posteriores afectarán al régi-
men económico, rendición de cuentas, etc., pero, sobre todo, dividirán el régimen
del patronato, atribuido en principio al Ministerio de la Gobernación, entre otros
Ministerios según la especialización de la fundación tutelada85.
1.4.2. La expresión "establecimiento público" en el derecho comparado.
Inicialmente la expresión establecimiento público en el derecho francés aludía sim-
plemente al hecho de que determinadas finalidades de un marcado carácter técnico eran
prestadas por la Administración (fundamentalmente por los entes locales) en régimen
de establecimiento, esto es, en unas organizaciones ad hoc de elementos personales y
reales, aptos para satisfacer dichos fines. Esta calificación supone fundamentalmente
una contabilidad especial y una cierta autonomía financiera y patrimonial, autonomía
más de hecho que jurídica, pues jurídicamente dichas organizaciones no son sino órga-
nos del Estado (o de las colectividades locales), que por sus funciones características
no pueden ajustarse por completo a las reglas contables de éste. La entidad de dichos
establecimientos es la de una unidad organizativa, que financieramente se configura
como una caja especial86.
En Francia, la ampliación del concepto de establecimiento público, se produce por el recha-
zo de la Revolución hacia los cuerpos intermedios. De modo, que se niega a las personas jurí-
dico privadas la capacidad de recibir liberalidades (donaciones y legados). Solamente las per-
sonas morales; públicas gozan de este derecho, en virtud de un reconocimiento legal (declara-
ción de utilidad pública); es así como se forzará la necesidad de obtener un reconocimiento
como "establecimiento de utilidad pública" a toda una serie de personas puramente privadas.
Sin embargo, las necesidades a que había respondido la constitución orgánica de la socie-
dad anterior a la revolución tenían realidad y volvieron a resurgir (colegios de abogados y
procuradores, asociaciones de riego, etc.) y el resultado fue su calificación como "estableci-
mientos públicos", y no de "utilidad pública", porque éstos eran entes puramente privados de
tipo fundacional. Por tanto, con este nombre se designaban dos tipos de entes muy diferen-
85 Ibídem, p. 28.
86 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 9-10.
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tes87: unos (los originarios) que eran auténticos servicios estatales; y otros, entes representan-
titos de intereses sociales, ajenos y exteriores al Estado (fuera de su organización)88.
Debe destacarse que la función que se atribuye a dichos establecimientos públicos
es la gestión de servicios que tienden a la satisfacción de intereses generales89 por vías
que no suponen de ordinario, ejercicio de autoridad sobre los ciudadanos9091.
87 Vide Carlos GARCÍA OVIEDO, Derecho Administrativo, 8a ed., preparada por Enrique MARTÍNEZ
USEROS, Patronato de Cultura de la Exma Diputación de Murcia, Murcia, 1962, p. 552, nota 2: «Los fran-
ceses llaman "establecimientos públicos" a estas entidades configuradas por la doctrina jurídica sobre la
base-idea del "servicio público" y las notas que lo caracterizan.
A consecuencia del desarrollo moderno de la actividad industrial del Estado y en relación con estas empre-
sas se preguntan los autores si los referidos "establecimientos públicos" habrán de continuar exclusivamen-
te adscritos a las exigencias del servicio público en su concepción clásica o si, ampliando su cometido,
deberán abarcar también, con las rectificaciones oportunas, las actividades propias de las nuevas empresas.
En vista de este problema, ciertos autores hablan de "crisis" de la noción de establecimiento público, esti-
mándola estrecha e inadecuada en relación con el momento industrial presente».
88 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 13-16.
89 Vide Franck MODERNE, "Los entes administrativos instrumentales en Francia" en AAVV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto
García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 1747 (el autor de este artículo es Catedrático de Derecho Público
en La Sorbona, París): «No existe la expresión "entes administrativos instrumentales" en el Derecho admi-
nistrativo francés. Pero sí existe la categoría de personas jurídicas administrativas no territoriales, cuya
figura más conocida es la de los establecimientos públicos.
Pese a la cantidad enorme de estudios de todos los tipos, de tesis doctorales, de libros, etc., la situación
sigue siendo lamentablemente confusa tanto desde el punto de vista del Derecho positivo como desde el
punto de vista del análisis jurídico de carácter conceptual».
90 Vide: Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público español: tipo -
logia y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, pp. 24-25; Gaspar ARIÑO
ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «establecimiento público»", Documentación
Administrativa, 155, (1973), p. 16. En las pp. 17-18, afirma: «La presencia de elementos sociales, de fuerzas ajenas al
Estado-organización, y un principio de orden financiero, aconsejarán dotar de autonomía e independencia a estos entes,
sin identificarlos subjetivamente con la Administración centralizada, depositaría general de la puissance publique. Para
ello se les reconocerá personalidad jurídica, lo cual les permite constituir su propio patrimonio recibir donaciones o lega-
dos, adquirir o enajenar, estar en juicio y asumir sus propias obligaciones. Es ésta -la autonomía e independencia patri-
monial y financiera- una nota esencial a la construcción jurídica de estos entes. Por lo mismo, sólo participan en los pri -
vilegios e inmunidades propios de la Administración en la medida en que la ley les haya revestido de ellos, debiendo
tal atribución ser interpretada con un criterio restrictivo, estricto, referido únicamente al fin que se les ha confiado. La
autoridad, la puissance, pertenece únicamente a la Administración central; estos entes no están revestidos, propiamente
hablando, de poder público, [...]. A ellos se confía la realización de puros actos de gestión, si bien en algunos casos gozan
de ciertos privilegios e imponen determinadas cargas (o mejor contribuyen a su ejecución), porque en su actividad
"toman parte en la administración pública". Queda, pues, claro que su calificación como Administración queda referi-
da fundamentalmente a la naturaleza de su actividad.
91 Vide Franck MODERNE, "Los entes administrativos instrumentales en Francia" en AAVV, Administración
instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco CLAVERO ARÉVALO), Instituto García Oviedo-Cívitas,
Madrid, 1994, pp. 1749-1750: «La aparición y multiplicación en Francia de entes instrumentales del Estado y,
en un grado menor, de las corporaciones locales (municipios, departamento, región) se han basado en la técni-
ca jurídicamente sutil y útil de la personalidad moral o personalidad jurídica. Fue el grado extremo de esa orga
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En resumen, el concepto unitario de establecimiento público clásico que es el que se reci-
be en España para calificar a las Cámaras de Comercio se inserta en un concepto de
Administración como actividad 92.
nización de forma que cada ente se independice no sólo como simple conjunto de personas físicas y de medios
materiales para cumplir una función determinada, sino como centro de imputación de relaciones jurídicas,
como personalidad separada de la de la Administración matriz. [...].
Así ha aparecido en el Derecho administrativo francés la fundamental figura del establecimiento público, cuya
aplicación más frecuente se dio en el campo de la gestión de servicios administrativos clásicos, los de carácter
benéfico, sanitario, docente o cultural (hospitales, hospicios, colegios, liceos, universidades, museos, bibliote-
cas públicas, etc.). La singularidad bien conocida de esta forma organizativa es la de conciliar la subordinación
(relativa) a la autoridad central (concretamente a un departamento ministerial) o local con una autonomía
(igualmente relativa) en la gestión de un servicio público clásico.
Se reconoce al establecimiento público una autonomía patrimonial auténtica con el fin de atraer a su patrimo-
nio ciertas liberalidades (herencias, legados, donaciones) y puede servir de marco orgánico aceptable de cola-
boración en tareas de interés público entre la Administración y los grupos sociales interesados.
La doctrina administrativista francesa no ha prestado excesiva atención a este fenómeno muy pragmático que no
necesitaba una particular reflexión teórica. HAR10U si había propuesto una descentralización por organismos
autónomos, pero por razones políticas sorprendentes, para ponerlos al abrigo de las maniobra socialistas [...].
La configuración y regulación de estos entes quedaba remitida a sus estatutos respectivos, en los cuales se
consignaban de manera más o menos detallada excepciones a veces significativas al sistema administrati-
vo general.
Cabe ahora destacar los rasgos más característicos de la problemática contemporánea de nuestros estable-
cimientos públicos, única forma de entes administrativos instrumentales admitida en el panorama del
Derecho administrativo francés. Los entes que, en España, tienen la denominación de "sociedades públi-
cas", de sociedades mercantiles estatales, no serían considerados en Francia como instrumentos de la
Administración institucional. Tampoco los organismos de la seguridad social, constituidos como personas
de Derecho privado (concretamente sociedades mutualistas). Para la calificación de entes instrumentales
administrativos, el criterio orgánico es deliberadamente privilegiado».
Y en la p. 1756 concluye: «Cada año nacen nuevos establecimientos públicos con sus estatutos particulares,
sus diferencias formales, su autonomía singular. Pocos son los que desaparecen.
Se dice del Derecho francés que se caracteriza por sus preocupaciones de lógica y de rigor metodológico. La situación de
la Administración instrumental demuestra que, al menos en este sector, no hay ni lógica, ni rigor, ni siquiera método».
92 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «establecimiento públi-
co»", Documentación Administrativa, 155, (1973), p. 18. En las pp. 19-21, determina las notas definidoras de la figura
después de la evolución:
«1. Personalidad jurídico-pública y patrimonio propio distinto del Estado.
2. Su carácter finalista y no territorial.
3. La creación por ley y la atribución por ésta de competencia exclusiva sobre el servicio y de una cierta dosis de impe-
rium (una lista tasada de facultades y privilegios).
4. La independencia (mayor o menor) de su actuación respecto de la Administración central, en lo que pudiéramos lla-
mar actos de ordinaria administración; [...].
5. El carácter de ente integrador de fuerzas sociales para la realización de determinadas finalidades que requieren una com-
petencia técnica y una dedicación especial; sus órganos de gobierno están compuestos de ordinario por representantes de
la Administración y de la sociedad. Esta representación social es de distinto grado: en los entes corporativos es una repre-
sentación natural; en los fundacionales será una representación buscada y nunca verdaderamente conseguida
6. La existencia de una relación de tutela con el Estado, tanto más intensa cuanto mayor sea la dependencia financiera de
éste, y que en todo caso alcanza a los actos graves de disposición sobre sus bienes (enajenación, hipotecas y cargas rea-
les, empréstitos) y a la aprobación de su presupuesto».
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En Alemania, cuando Otto Mayer en 1895 definió lo que era establecimiento público, como
"un conjunto de medios materiales y personales que, en manos de un sujeto de la
Administración pública, están destinados a servir de manera permanente a un interés público
determinado", estudiando esta institución en la parte especial de la asignatura que se dividía en
dos secciones, policía de un lado y servicios y establecimientos por otro, la materia administra-
tiva quedaba ordenada y orientada a detectar funciones y estructuras administrativas93.
Forsthoff, tras una referencia a las personas jurídicas de Derecho público y un estudio gene-
ral de las Corporaciones públicas, se centra en los establecimientos públicos. Estas unidades
administrativas pueden tener o no capacidad jurídica. Lo decisivo para crear un establecimien-
to con capacidad jurídica es el deseo de separar determinado sector o complejo administrativo
del resto de las funciones del "Organismo madre". Los dos tipos fundamentales de estableci-
mientos públicos son: aquellos que surgen primariamente por necesidad de especialización; los
establecimientos de uso o utilización9495.
93 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, p. XV. En las pp. XXI-XXIV explica la confusión doctrinal en el
derecho español sobre el concepto de establecimiento y lo compara con el derecho alemán de la época.
94 Vide Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 17:
«Si bien los primeros siguen los principios generales de la Administración pública, los segundos presentan
más problemas dado que la relación jurídica de utilización puede ser pública o privada, como ya se vio
anteriormente en la clasificación de Wolff.
Uno de los puntos más importantes de la obra de Forsthoff es haber tratado de distinguir los establecimien-
tos públicos con utilización jurídico-privada de las empresas industriales o comerciales que también actú-
an en forma jurídico-privada: ya se sabe que el criterio aquí clave es el de la Administración de asistencia
vital (Daseinsvorsorge), ya que donde existe este tipo de prestación (abastecimiento de agua, gas, etc.),
aunque la relación sea jurídico-privada, estamos ante Administración pública material; estaríamos pues
ante una junción administrativa a la que es obligado someter a unas ligaduras de Derecho público (por
ejemplo, respecto a los derechos fundamentales para evitar discriminaciones, violación del principio de
igualdad, etc.).
Se comprende pues que junto a la penetración analítica en el fenómeno organizativo que supone el esta-
blecimiento público, otra cuestión importante que plantean estas organizaciones es la necesidad de distin-
guir entre el régimen jurídico público y privado. El análisis de Forsthoff pone un peso evidente en evitar
"la huida en el Derecho privado" de la Administración pública, cuando está ejerciendo verdaderas funcio-
nes administrativas, y no simplemente actividades privadas de lucro o ganancia».
95 lbídem, pp. 18-19: «En la reunión de profesores alemanes de derecho público en 1985, se trató mono-
gráficamente el establecimiento público mediante ponencias que distinguieron entre establecimientos
públicos con o sin personalidad jurídica, o a través de otro enfoque que los configura como una unidad
administrativa autónoma con múltiples opciones según la técnica jurídico-orgánica que se utilice».
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1.4.3. La importación de la categoría de los "establecimientos públicos" en el
derecho español.
Con anterioridad a 1901, el concepto en nuestra legislación es mucho más estricto y
estatalizado que en Francia96. Hasta esa fecha, no se comprendieron nunca como tales
los entes representativos de intereses. Nuestros establecimientos públicos fueron puras
dependencias gubernativas que desarrollaron actividad estatal, en un régimen organiza-
tivo y financiero más o menos integrado en el Estado, y sin que detrás de ellas hubiese
casi nunca intereses profesionales y sociales. Ariño Ortiz lo ha explicado, magistral-
mente, así97:
«En efecto, durante toda la primera mitad del siglo XIX fueron perfectamente reco-
nocidas como personas jurídicas distintas a los "establecimientos" (estatales) las aso-
ciaciones gremiales, las fundaciones benéficas privadas y las corporaciones económi-
cas o profesionales [así en el proyecto de García Goyena de 1851, arts. 33 y 608 ("los
cuerpos y asociaciones que se comprenden bajo la denominación de manos muertas")],
quedando solamente sometidas a la inspección del Gobierno (art. 17 de la ley de 28 de
enero de 1848). Los principios de 1868 no harán sino insistir en esta misma línea. Y
esta misma diferencia entre corporaciones y establecimientos públicos se recogerá en
96 Vide José Luís PINAR MANAS y Alicia REAL PÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficen -
cia particular, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987, p. 30: «Las prestaciones se llevan
a cabo por medio de los llamados Establecimientos de Beneficencia, que son órganos administrativos
(carentes en principio, de personalidad jurídica diferenciada) creados específicamente para cumplir esta
misión. Los Establecimientos de Beneficencia son órganos de la Administración del Estado
(Establecimientos generales), de las provincias (Establecimientos provinciales) o de los municipios
(Establecimientos municipales), en concordancia con los tres escalones mencionados en que se desarrolla
la actividad de beneficencia. El reparto de competencias prestacionales se realiza del siguiente modo:
corresponden a la Administración del Estado (Establecimientos generales), las necesidades permanentes y
las que requieren una atención especial; a las provincias (Establecimientos provinciales), las enfermedades
comunes, el auxilio a menesterosos incapaces de un trabajo personal y el amparo y la educación de meno-
res desasistidos; a los municipios (Establecimientos municipales), las enfermedades accidentales, la con-
ducción de los necesitados a los Establecimientos generales y provinciales y la asistencia domiciliaria»
(arts. 1 y ss. del Reglamento de 1852). Vide Miguel NAVAJAS REBOLLAR La nueva Administración ins -
frumental, Colex, Madrid, 2000, pp. 30-36. Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en
España, o.c, p. 176: «A la reestructuración política proyectada por las Cortes de Cádiz se asocia un plan
asistencial y sanitario acorde con el pensamiento liberal. La Constitución de 1812 reclama para el Estado
y los organismos públicos (artículo 321) la asunción y el control de la asistencia social.
Establece que serán los Ayuntamientos lo encargados de cuidar y supervisar los Hospitales, Hospicios,
Casas de Expósitos y demás establecimientos benéficos costeados por el común, "bajo las reglas que se
prescriban". Los centros asistenciales de patronato particular se regirán por sus Estatutos, si bien, sujetos
a la inspección de los Jefes políticos provinciales a fin de evitar abusos e irregularidades. El artículo 335
confía a las Diputaciones provinciales la responsabilidad de que "los establecimientos piadosos y de bene-
ficencia llenen s;u respectivo objeto, proponiendo al Gobierno las reglas que estimen conducentes para la
reforma de los abusos que observaren».
97 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estableci-
miento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), p. 23, nota 48.
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el Código Civil, en los artículos 35,748 y 994, aun cuando unas y otras se consideren, natu-
ralmente personas públicas, distintas a las dé interés público (que no prejuzgan tal publici-
dad): en efecto, como ha escrito García Trevijano: "el Código Civil habla de los estableci-
mientos públicos en los artículos 748 y 994 en un sentido restringido, entendiendo por tales
aquellas personas jurídico-públicas de tipo fundacional y caracterizadas por la reunión de un
conjunto de elementos materiales y personales destinados a fines benéficos y culturales fun-
damentalmente, que eran los únicos existentes en el momento de la promulgación de dicho
Cuerpo Legal, no pudiendo, por tanto, ampliarse dichos preceptos a las demás entidades de
base corporativa", [...]. Concluyendo: no teníamos por qué haber sufrido la confusión que tal
calificación unitaria encerraba (era meter en un mismo cajón seres muy diferentes). Pero
puestos a importar, importamos también las confusiones».
A partir de 1901, el concepto de establecimientos público sufrirá en España un proceso de dila-
tación similar al de Francia, aunque nunca llegó a alcanzar tanta intensidad98.
En resumen, esta ampliación del concepto de establecimiento público, producida
sobre todo en la doctrina francesa del servicio público, sembró la confusión también
entre la doctrina española, que trató de extender el concepto a otros dos grupos de entes
(además de los originariamente cubiertos por él)99: 1. A entes de base asociativa para la
98 Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, o.c, p. 143: «Numerosos escritos se refieren
a las Cajas de Ahorros como los "nuevos establecimientos de previsión, utilidad y beneficencia públicos" [...]». En la p. 145
afirma:«[...]. Su clasificación como "establecimientos municipales de beneficencia" las sitúa dentro de la vigente ley del
sector del 20 de junio de 1849. Con todo, a pesar de tan detallada normativa, no se conseguirá la pretendida uniformidad
porque, al margen del ordenamiento legal, gran parte de las Cajas y Montes seguirán funcionando según sus propios
Estatutos y Reglamentos, preceptivamente aprobados por el gobierno». Vide. Fernando GARRIDO FALLA, "La
Administración institucional", en la obra colectiva La España de los años 70, Vol. III-2, Madrid, 1974, pp. 65-67; Femando
GARRIDO FALLA, "Origen y evolución de las entidades instrumentales de las Administraciones públicas", en AA VV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Cívitas, Madrid, 1994, pp. 35-36.
99 Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentralizados y su relación con
la Administración central", RAP, 44, (1964), pp. 73-75: «[...]. Hoy día (se está refiriendo a los estableci-
mientos públicos) no puede mantenerse en modo alguno esta categoría conceptual como aplicable a todas
las personas jurídicas no territoriales.
La noción clásica de establecimiento público se ha intentado mantener por ONNOIS, para quien es erróneo con-
siderar que el establecimiento público tiene un régimen determinado y único, debiendo caracterizarse por la con-
currencia de las notas de organismo público, personalidad moral y vocación especial. De todas formas lo eviden-
te es que la vieja noción ha sufrido un proceso de crisis umversalmente reconocido.
Según RIVERO las dificultades existentes en torno al establecimiento público se agravarían considerablemente
entre las dos guerras con el desenvolvimiento de los establecimientos públicos industriales y comerciales, expre-
sión que tiene un origen jurisprudencial, y que fue empleada por primera vez en un texto legal en el Decreto de
15 de diciembre de 1934. Los nuevos entes escapaban, desde luego, alas normas tradicionales. [...].
De aquí se siguió, como no podía menos de suceder, una verdadera descomposición de la noción de esta-
blecimiento público, tanto más explicable cuanto que el concepto de establecimiento intervencionista pre-
senta unas fronteras bastante imprecisas. De este modo pudo afirmarse que la introducción de elementos
muy extraños había hecho perder a la noción de establecimiento público la claridad y la simplicidad que
había adquirido en el Derecho administrativo francés hasta el extremo de que se ha dicho por algún autor
que al referirse al establecimiento público se está hablando de una noción genérica y no específica».
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gestión y defensa de intereses de grupos, a los que se da un reconocimiento público y
se les inviste de potestad, a ciertos efectos: cámaras, colegios, etc. 2. A ciertas empre-
sas creadas ad hoc para la gestión de determinados servicios públicos de naturaleza fis-
cal, industrial o comercial: algunos monopolios fiscales, líneas férreas estatales, esta-
blecimientos nacionales de gas o electricidad, etc.
Con lo cual, en definitiva, venía a abarcar tal concepto -aquí, como en Francia- a
todas las entidades o personas jurídico-públicas no territoriales, distintas de la
Administración Central del Estado100. Otros pronunciamientos doctrinales sostienen
que se puede afirmar sin reparo, que los establecimientos públicos no forman una clase
especial de personas jurídico-públicas, sino que se disuelven en el concepto de
Institución pública o Fundación pública; en cualquier caso responden a los criterios
defínitorios de las personas de base fundacional, por lo que deben estudiarse dentro de
estas figuras, sin independencia propia101.
Escribía el profesor Nieto las siguientes palabras:
«En la corta y agitada historia del derecho administrativo los establecimientos públicos
nos ofrecen el ejemplo verdaderamente extraordinario, de una figura que en el breve espa-
cio de una centuria ha experimentado una evolución completa: nace, se desarrolla, llega a su
apogeo, entra en crisis, decae y hasta desaparece sin dejar rastro -o, por lo menos, se trans-
forma enteramente- e incluso muestra atisbos de una regeneración»102.
Lo cierto es que Nieto estudia y diferencia varias etapas. Una primera fase de for-
mación empírica del concepto. En estos primeros momentos, establecimiento vale tanto
como "unidad organizativa", en lo que se apunta, ciertamente, un germen de lo que
andando los años se denominarán personas jurídicas, que por entonces no han surgido
aún en el horizonte administrativo103 . Una segunda fase de categorización del concep-
to. Una tercera fase donde el concepto entra en crisis, y en España serán las formula-
ciones de los profesores Garrido Falla -quien tuvo el acierto de distinguir el
Establecimiento Público de los otros entes que realizan una descentralización funcional
100 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, "Sobre el concepto y significado institucional de la expresión «estable-
cimiento público»", Documentación Administrativa, 155, (1973), pp. 24-25. En las pp. 26-27 plantea
¿cómo entender hoy la calificación de establecimiento público a la vista de nuestro ordenamiento? y con-
testa: «En definitiva, se trata siempre de entes personificados integrados en la Administración del Estado,
provincia o municipio».
101 Vide: Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 71.
102 Vide Alejandro NIETO GARCÍA, "Valor actual de los establecimientos públicos" en Estudios home -
naje a Sayagués Laso, Tomo IV, 1959, p. 1053.
103 Ibídem, p. 1054.
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en sentido estricto- y García Trevijano, las que ponen de manifiesto los elementos cla-
ves de la situación a la que se ha llegado. En el año 1969 se atisba una posible rehabi-
litación y los tres rasgos definitivos que se pueden formular de la siguiente manera: se
trata de personas jurídicas de Derecho Público; tienen una finalidad especial; no tienen
base corporativa. En este sentido el profesor Nieto señala que los establecimientos
públicos podrían valer para dar unidad dogmática a todas las variedades de personas
jurídicas públicas no territoriales y no corporativas104 105.
1.4.4. Las rifas como medio de financiación de los establecimientos de beneficencia.
“El Estado ilustrado de finales del siglo XVIII, embarcado en una política de planifica-
ción y racionalización de la caridad, introdujo la lotería como medio de financiación de los
establecimientos de beneficencia. Desde entonces la relación entre el juego y la beneficen-
cia es una constante de la política asistencial de este país.
Durante el siglo XIX el Estado concedió a algunos centros de beneficencia el privilegio de
explotar loterías particulares, o rifas, que pronto se convirtieron en la principal fuente de recur-
sos de estos establecimientos. La política de concesiones especiales finalizó con la Ley del 31
de diciembre de 1887, una vez que la competencia de las rifas legalizadas, además de las clan-
destinas, comenzaron a reducir sensiblemente los ingresos de la Lotería Nacional. Sin embar-
go, las medidas contra las rifas particulares y locales nunca fueron eficaces. El hecho es que,
dada la debilidad de las haciendas locales para hacer frente a los gastos de beneficencia, no
pocas Diputaciones Provinciales y Ayuntamientos recurrían al juego como fuente de recursos.
Así, algunos gobiernos locales toleraban, o incluso promocionaban rifas, o bien, se toleraban
las casas de juego a cambio de una contribución106.”
104 Ibídem,pp. 1071-1072.
105 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXXVIII-XXXIX: «[...]. Como hipótesis: el establecimiento
público es una unidad orgánica -personificada o no- que dotada de unos medios personales, materiales y
técnicos específicos, ofrecen una serie de prestaciones a los particulares para la satisfacción de un fin
público determinado. Establecimiento público es la Biblioteca Nacional, Hospitales, Facultades
Universitarias, Cementerios, Institutos de Enseñanza Media, Piscinas Municipales o Públicas, etc., y tan-
tas otras unidades administrativas que la doctrina por el hecho de no estar personificadas, ni estudia, ni ana-
liza, y conformándose con denominarlas Órganos. [...].
Este concepto de establecimiento público sería un concepto funcional, que atraviesa toda la Administración
Pública, esté o no personificado. Permite indudablemente una superior penetración analítica y clasificato-
ria en la organización administrativa».
106 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 56-57.
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Sobre los antecedentes del cupón, se señala que en el año 1903, la Junta de
Damas de Alicante, organizó, a propuesta de un grupo de ciegos, la primera rifa de
boletos numerados, que vendían éstos, simuladamente. Esta rifa obtuvo gran éxito
y permitió vivir a los ciegos alicantinos con desahogo. Poco a poco se fue implan-
tando en las provincias del sureste español: en Murcia en 1910, en Cartagena en
1918, en Almería en 1921, etc.107.
1.4.5. El recogimiento de los ciegos en establecimientos de beneficencia y su
negativa a ingresar en asilos108.
“Aparte de la creación de colegios, la Sociedad Matritense propuso el recogi-
miento de los ciegos en asilos y establecimientos de beneficencia. Pero al igual
que en el caso de los colegios esta medida tampoco tuvo éxito. Ni había sufi-
107 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, ONCE, Madrid, 1996, p. 86.
108 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Síntesis histórica y estructural de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles, Centro de Recursos Educativos Espíritu Santo, Alicante, 1989, p. 152, donde establece
una clasificación de los ciegos según su modo de subsistir a lo largo de la historia, diferenciando los cua-
tro grupos siguientes:
«a) Los mantenidos por sus parientes o por asilos y otras casas de misericordia hasta el final de sus días.
Muchas familias con bienes de fortuna y posibilidades para cuidar cumplidamente a sus allegados ciegos,
los atendían en el hogar, pero cuando se les presentaba la oportunidad de ingresarlos en un hospicio, la
aprovechaban sin ningún escrúpulo de conciencia.
En los asilos, los ciegos eran obligados, entre otras cosas, a realizar los trabajos domésticos más
desagradables: fregar los platos, lavar la ropa, etc. Comían poco y mal, vestían miserablemente,
pasaban frío y con frecuencia salían a postular por las calles con el fin de recaudar fondos para el
sostenimiento del hospicio. Continuamente soportaban humillaciones escuchando con machacona
insistencia que eran ciegos y que además, se les cuidaba en el asilo por caridad, ya que no tenían otro,
sitio donde vivir.
b) Los ciegos con buenos recursos económicos. Eran aquellos que nunca tuvieron graves problemas socia-
les. [...]. Las mujeres ciegas con alguna fortuna que no conseguían casarse, y que tenían miedo a la sole-
dad de la soltería, daban de dote sus bienes a algún convento a cambio de que en él las cuidaran el resto
de sus vidas o, las admitiera la comunidad como religiosas [...].
c) Los mendigos o pordioseros. Éstos, se concentraban en los mercados, romerías, santuarios, cruces de
importantes caminos y de otros lugares multitudinarios. En las puertas de las casas nobles y de los templos
siempre montaban la guardia mendigos ciegos, esperando recibir las migajas del banquete del gran mag-
nate o las monedas de los fíeles, que se juntaban en las iglesias.
Desde que en el siglo XI el Papado declarase que la caridad era una virtud teologal, los cristianos se mos-
traron más generosos.
d)
Los ciegos que se ganaban dignamente la vida con su arte e ingenio. Eran quienes preferentemente cul-
tivaban la música, dando lecciones o tocando toda clase de instrumentos en bailes, romerías o templos.
Muchas de estas personas cantaban coplas y romances, narraban crímenes y aventuras amorosas, vendían
bálsamos, pomadas y hierbas medicinales para curar todos los males, en definitiva, hacían verdaderos mila-
gros para engañar y no ser engañados»,
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cientes asilos para recoger a los ciegos mendigos109, ni como era de esperar, los ciegos
mendigos querían ser recluidos en asilos u hospicios. En palabras de un líder de una
organización de ciegos110:
"La asilación obligatoria es una pena injusta y cruel de privación de libertad. ¿Se
asila a los pobres por su bien o por quitárselos la sociedad brutalmente de en medio?.
¿Es por lo primero?. Entonces, ¿porqué no quieren ser asilados?. ¿Qué especie de asi-
lación es esa que les parece peor que la miseria y el hambre?. [...]. La Constitución del
Estado declara que ningún ciudadano puede ser privado de su libertad sino por manda-
to de juez competente. ¿Es que los ciegos no son ciudadanos?. ¿Es que para ellos no
se ha escrito la Constitución?".
El rechazo de los ciegos a los asilos se muestra en el hecho de que en las estadísti-
cas de asilos para ciegos, muchos de estos centros estuvieran especializados en recoger
no a ciegos en condiciones de pedir limosna en las calles111, sino a ciegos incapaces de
soportar la competencia en el mercado de la caridad; esto es, mujeres, ancianos, y niños
ciegos112. Por el contrario, los ciegos hábiles para mendigar en las calles se organizaron en
109 Vide Elena MAZAZORRILLA, Pobreza y asistencia social en España, siglos XVI al XX, o.c, pp. 111-112: «De la abi-
garrada producción de Gaspar Melchor de Jovellanos nos interesa de manera especial -publicado en 1778-, su "Discurso acer-
ca de la situación y división interior de los hospicios con respecto a su salubridad". Su originalidad estriba en que, contra lo
aceptado habitualmente, subraya la inconveniencia de unos hospicios "adonde se recojan indistintamente todas las clases de
pobres, desvalidos, robustos e impedidos de un estado". Si prevalece la razón sobre la costumbre, ni la salud, ni la higiene, ni
la economía, ni la moral permitirán sostener las instalaciones precisas para acoger a semejante "ejército de miserables". Para
él, un hospicio general que no entrañe problemas de hacinamiento e insalubridad, es una quimera, pura fantasía.
Muy diferente es su criterio acerca de los hospicios "especializados", en los que cada sección corresponde a un deter-
minado tipo de menesterosos con total separación y tratamiento específico. Según el carácter de tránsito o permanen-
cia, organiza su dedicación peculiar con una finalidad educativa (niños), caritativa (ancianos) o correccional (vagos)».
110 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 36, nota 20: «Verdad es que los individuos de la Cofradía de cie-
gos (de Madrid) no se conceptuaban mendigos, y hasta tenían como deshonra ser comparados con ellos, por más que
viviesen de pedir limosna; pues esta limosna se les daba, según su dicho, en pago de las oraciones que rezaban o can-
taban al son de destempladas guitarras, como aún lo verifican en el día (1886), y además, ocupándose de la venta de
librotes y papeles, podría conceptuárseles industriales y de profesión conocida».
111 Vide, JUNTA GENERAL DE ESTADÍSTICA, Anuario Estadístico de España 1860-1861, p. 88, donde se determina según
datos estadísticos elaborados en 1860, que el número total de ciegos pobres en España, exceptuando Santander, es de 17.379.
112 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 38, nota 24: «Según los Nuevos Apuntes, el Hospital del Rey (estableci-
miento de Beneficencia General) admitía a ciegos mayores de 40 años. El Asilo Amparo de Santa Lucía, recogía a ciegos
mayores de 50 años. El Asilo de San José de Madrid admitía a niñas ciegas. Recogían niños y niñas ciegos el Hospicio de
Nuestra Señora de la Misericordia de Valencia, el hospital de San Rafael de Barcelona, la Casa de Caridad de Barcelona, y
el Asilo San Juan de Dios de Barcelona El Asilo del Patriarca San Joaquín de Madrid estaba especializado en mujeres cie-
gas. Además de en los Nuevos Apuntes, hay estadísticas de asilos para sordomudos y ciegos en Sandino Agudo (1922), y en
las realizadas por la Dirección General de Administración sobre beneficencia particular de los años 1922,1926 y 1930
(Estadísticas de Beneficencia). El Anuario de 1915 mantiene que ya existían 14 asilos para ciegos y sordomudos, sin espe-
cificar dónde se encontraban, y si eran establecimientos especiales para ciegos o sordomudos o asilos donde había una sec-
ción especial para estos dos colectivos. Tampoco especifica si son establecimientos públicos de beneficencia o establecimien
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auténticas sociedades de resistencia para protegerse contra las campañas de recogida de
mendigos113.” “Por lo demás, ni las pensiones, ni la venta de baratijas y décimos de lote-
ría les suponía a los ciegos unos ingresos iguales a los que obtenían mendigando, con
lo que, o bien vendían y mendigaban, o sencillamente mendigaban, de tal forma que
hacían inútiles los afanes del Patronato de retirarles de la mendicidad114.”
2. Educación: una herramienta fundamental para el avance social de los invidentes.
2.1.
El paso de la prehistoria a la historia para los ciegos.
El importantísimo número de ciegos ilustres a lo largo de la historia ha sido objeto de con-
sideración por parte de la doctrina. Sin embargo, debo mencionar en este epígrafe que en los
últimos años del siglo XVIII y los primeros del XIX en el período de tiempo que media entre
1771 y 1829, tienen lugar dos acontecimientos de tal trascendencia, que van a abrir una nueva
era en la historia de los ciegos. Dos franceses Valentín Haüy y Louis Braille, son los protago-
nistas de este hecho. Valentín Haüy es el inventor del primer alfabeto que hace posible la lectu-
ra a los ciegos. Louis Braille inventa el sistema utilizado todavía hoy por los carentes de vista.
El paso de la prehistoria a la historia se da cuando la humanidad inventa la escritu-
ra. Lo mismo podemos decir de los ciegos. Hasta Valentín Haüy, los ciegos vivían en
prehistoria larga y triste, pues los videntes hacía muchos años que habían traspasado el
umbral de la historia115.
2.2.
La creación de colegios para ciegos.
Con anterioridad a la obra de Valentín Haüy, se crea en Sevilla la Fundación
Hospital-Colegio para Ciegos Pozosanto, creado por las Hermanas Terciarias de San
Francisco, en el año 1666116.
tos privados, o si son escuelas o sólo asilos. Los Nuevos Apuntes de 1919 ofrecen las estadísticas más detalladas. La estadís-
tica de Sandino Agudo (1922) mantiene que en las Casas de Misericordia y Hospicios de 8 provincias hay departamentos
especiales para ciegos, pero sólo en 5 hay departamentos para sordomudos».
113 Ibídem, pp. 38-39.
114 Ibídem, p. 47, y nota 33: «A las preguntas de un periodista sobre si seguía siendo necesario mendigar
tras las medidas del Patronato de Madrid, respondía una mujer ciega que "Si, porque aunque algunas tene-
mos como usted ve, la autorización para vender participaciones de lotería, lo que produce esto es tan esca-
so, una peseta o seis reales al día, que más bien resulta un pretexto para mendigar [...]. Lo de los oficios
[...] es una superchería más. Somos unos ochocientos ciegos en este género de vida. Sólo cuarenta tienen
ocupación de cesteros !Y ganan medio duro" (La Voz, 12 de septiembre de 1922)».
115 Vide Enrique PAJÓN MECLOY, Psicología de la ceguera, Editorial Fragua, Madrid, 1974, p. 19.
116 Vide C. BUENO, La promoción personal de los ciegos y su dignidad humana, Tiflos, Barcelona, 1966, p. 47.
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Desde que, en 1810, el humilde relojero catalán Ricart pone en España la primera
piedra para la enseñanza de ciegos, «la beneficencia, para aplicarse a estos desgracia-
dos, tomo un rumbo más certero, y se crean multitud de colegios en el extranjero y en
España»117.
En el número 11 de la madrileña calle del Turco, ya existía desde principios de siglo,
una escuela de sordomudos patrocinada y sostenida por la Sociedad Económica
Matritense de Amigos del País, organización que cedió a Juan Manuel Ballesteros, pro-
fesor y luego director del centro docente, una sala del edificio para que fundase allí, el
20 de febrero de 1842, la primera Escuela de Ciegos que hubo en la capital de España,
y que en un principio, también estuvo protegida y financiada por la Sociedad
Económica Matritense de Amigos del País. Por Real Orden del 26 de enero de 1852, se
declaraba al Real Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos establecimiento de
Instrucción Pública, pasando a depender del Ministerio de Fomento118.
La Ley de Instrucción de 1857 (conocida como Ley Moyano) dio un nuevo impul-
so a los colegios de sordomudos y ciegos. En su artículo 108 se disponía que, a inicia-
tiva de los rectores, se crearían escuelas especiales, subvencionadas por las diputacio-
117 Vide F. MATA ISLA, El problema social de la ceguera en España y treinta años de la ONCE: 1938-
1968, La Línea de la Concepción, Cádiz, 1969, p. 165. Sin embargo se da también como fecha la del 1 de
mayo de 1820, Vide Alberto DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el
Estado: 1800-1938, o.c, p. 54. Vide Pierre HENRI, La vida y la obra de Luís Braille, traducción de Julio
Osuna, ONCE, Madrid, 1988, p. 28, donde relata las lamentables condiciones de la escuela de ciegos de
París: «[...]. Para describir lo incómodo e insalubre de aquello era, habría que citar in extenso los informes
que los médicos de consulta emitieron el 8 de mayo de 1821 y el 4 de diciembre de 1828. En ambos se
declara que "la casa está emplazada en un barrio bajo, mal aireado y sujeto a muchas emanaciones más o
menos infectas". En el primero dicen: "Lo que más nos ha chocado en el aspecto de aquellos infortunados
chicos es su tez lívida y su apariencia caquéctica. Muchos tienen predisposición manifiesta a la escrófula,
y algunos, hasta ganglios inflamados". Uno tiembla al pensar que Braille pudiera ser uno de éstos.
Para completar el cuadro, habría que sacar también del Moniteur parte del informe presentado en la sesión
de la Cámara de 29 de febrero de 1832. En la memoria que la Comisión discutió aquel día se lee textual-
mente: "La casa ocupada por la Institución de jóvenes ciegos es muy malsana, y el índice de mortalidad
que se da entre los alumnos, muy alto". Y: "Ciertamente los chicos ciegos mueren en la casa que les ha
sido designada y su existencia está en gran peligro".
Habría también que reproducir íntegra la intervención del diputado Meilheurat en la sesión del 14 de mayo
de 1838. [...].
"SEÑORES. Ayer he ido a visitar el establecimiento de Jóvenes Ciegos y puedo aseguraros que no hay la
menor exageración en la descripción [...], no hay descripción que pueda daros idea de aquel local estrecho,
infecto y tenebroso; de aquellos pasillos partidos en dos para hacer verdaderos cuchitriles que allí llaman
talleres o clases; de aquellas innumerables escaleras tortuosas y carcomidas que lejos de estar preparadas
para desgraciados que sólo pueden guiarse por el tacto, parecen -permitidme la expresión- un reto lanzado
a la ceguera de aquellos niños. [...]"».
118 Vide Alberto DAUDEN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c, pp. 54-55.
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nes de cada distrito universitario. A falta de plazas, los niños ciegos y sordos deberían
ser escolarizados en escuelas comunes119. Algunas universidades cumplieron estas dis-
posiciones120121. Así se creó en 1863 un colegio en Salamanca. Al siguiente año se cre-
aron dos nuevos colegios, uno en Santiago y el otro en Burgos.
119 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
47-48: «Si bien aparentemente los problemas de los sordomudos y de los ciegos eran semejantes, fracasos
de este tipo pronto mostraron que ambos problemas eran de naturaleza bien distinta. [...].
"En efecto, mientras el sordomudo previamente educado puede ejercer con provecho la mayor parte de las
profesiones que constituyen la actividad humana [...], el ciego, por el contrario halla muy restringido su
campo de trabajo, ya que la casi totalidad de sus ocupaciones, y sobre todo las de carácter manual, requie-
ren imprescindiblemente el ejercicio de la vista. Fuera de las profesiones literarias o musicales (no siem-
pre asequibles a. los ciegos pobres), la tipografía en relieve y un corto número de oficios de manipulación
grosera, como la cordelería, la cepillería, los tejidos de fibras vegetales, y pocos más, el ciego tiene cerra-
do el campo de trabajo y por eso cae, con dolorosa frecuencia, en la mendicidad callejera, para la que, en
el estado actual de nuestros organismos sociales, hay que tener una tolerancia misericordiosa. Por eso,
mientras que el problema de los sordomudos es todo de carácter pedagógico, el de los ciegos tiene subs -
tancialmente carácter social"».
120 Vide Enrique PAJÓN MECLOY, Psicología de la ceguera, o.c, p. 29: «En 1863 se fundó el primer
colegio de ciegos de España, situado en Alicante y que, a través de múltiples cambios de forma, localiza-
ción y propiedad, sigue abierto actualmente. Poco después se fundó el colegio Nacional de Ciegos en
Chamartín de la Roda, regido en nuestros días, al igual que el de Alicante, por la ONCE. Otras institucio-
nes educativas fueron apareciendo sucesivamente en distintos puntos del área nacional pero de efímera
duración. Por otra parte, la capacidad total de estos centros resultaba muy insuficiente para atender todas
las necesidades, Mucho menos se había resuelto el problema laboral, quedando reducidos los casos de cie-
gos colocados a unos pocos que ejercían como maestros en los propios colegios de ciegos. La situación
real de la inmensa mayoría era la de la mendicidad callejera como único recurso. El hecho quedó resalta-
do cuando el 2:5 de septiembre de 1935, mientras tenía lugar una sesión de la asamblea que por aquellos
días celebró en Madrid la Federación Hispánica de Ciegos, en los locales del Ateneo Teosófico, calle del
Factor, 5, unos ciegos irrumpieron en la sala pidiendo el derecho a la libre mendicidad».
121 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ,Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado; 1800-
1938, o.c, pp. 167-168, donde reproduce como documento n° 1 en el apéndice documental, las instruccio-
nes dadas a Francisco Fernández Villabrille para su visita a colegios de Francia y Bélgica, dada en Madrid
a 19 de julio de 1858:
«Dirección general de Instrucción pública.
Negociado [...].
Instrucciones para la visita de los colegios de sordo-mudos y ciegos de Francia y Bélgica que ha de prac-
ticar Don Francisco Fernández Villabrille.
1a. Serán objeto principal de estudio en la visita de cada uno de los colegios los puntos siguientes:
Disposición del local.
Régimen de disciplina y sistema de premios y castigos.
Distribución del tiempo y el trabajo.
Ejercicios corporales y aparatos gimnásticos.
Prácticas religiosas y medios de educación moral.
Programa general de enseñanza y duración y distribución de los estudios.
Programa especial, métodos, prácticas y procedimientos, libros y medios materiales de cada ramo de ense-
ñanza.
Número de profesores y auxiliares y el de alumnos de cada clase.
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Sin embargo, los resultados son muy pobres. Según datos recogidos por la propia
ONCE122, las instituciones tiflológicas importantes a principios del siglo XX, eran las
siguientes
	Provincia
	Instituciones

	Alicante: Alicante.
	Asociación "La Piedad".
Instituto Provincial de Ciegos.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Alicante: Alcoy.
	Escuela Municipal de Ciegos.

	Almería: Almería
	Colegio de Ciegos.

	Asturias: Gijón.
	Asociación "La Nueva Luz".
Escuela Municipal de Ciegos.

	Badajoz: Badajoz.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Baleares: Palma de Mallorca.
	Escuela Municipal de Ciegos.

	Barcelona: Barcelona.
	Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos.
Instituto Educativo Catalán para Ciegos.


Ramos que comprende la enseñanza industrial y extensión que se da a cada una, indicando los ejercicios
que se practican y su resultado.
Diferencia entre el régimen y disciplina de las clases de niños y los de las niñas.
2o. En la visita se recogerán los planos de los edificios, los reglamentos, los programas y otros documen-
tos de fácil adquisición y se tomará nota de los aparatos y medios materiales de enseñanza, haciendo una
sucinta descripción de los que no sean conocidos en el Colegio de Madrid.
3o. Luego de llegar a París el Comisionado se presentará en la legación española con objeto de que se le
faciliten las noticias convenientes para la visita de los colegios de la Capital.
4o. Tan pronto como le sea posible, comunicará a la Dirección General de Instrucción Pública las noticias que adquie-
ra acerca de los Colegios de Francia y Bélgica cuya visita sea más conducente al cumplimiento de su encargo:
5o. Después de practicar la visita de los colegios de París pasará a los puntos que determine el Gobierno
con el propio objeto.
6o. Dará parte mensualmente a la Dirección General de Instrucción Pública de los trabajos en que se hubiere [...].
7º. Terminada la visita y de vuelta en Madrid, se presentará a la Dirección General de Instrucción Pública
una memoria circunstanciada que exprese el estado de cada uno de los establecimientos, la cual deberá [...]
los puntos indicados en la instrucción primera y demás que considere conveniente, proponiendo por sí
misma las mejoras que en vista de lo que haya observado juzgue útiles y practicables en el colegio de
Madrid, así como la adquisición de los aparatos y medios de enseñanza que produzcan mejores resultados.
8o. A la memoria deberán acompañar los planos, reglamentos, programas, libros y demás documentos que
haya reunido.
Madrid, 19 de julio de 1858.
Es copia.
Mª López».
122 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 16.
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	Provincia
	Instituciones
Colegio de Ciegos "La Purísima Concepción"
de las Hermanas Franciscanas.
Academia de Ciegos de la Casa Provincial de
la Caridad.
Asociación "La Protección Mutua".
Asociación "Patronato de Cataluña para el
Mejoramiento Social del Ciego".
"Patronato de Cultura y Trabajo de los Ciegos
de la Provincia de Barcelona".
Montepío de Ciegos "La Unión Fraternal".
Biblioteca del Patronato de Cataluña.
Biblioteca del Instituto Educativo Catalán para
Ciegos.

	Cádiz: Cádiz.
	Colegio de Ciegos San Rafael.

	Castellón: Castellón.
	Sociedad de Ciegos "El Porvenir".
Escuela Provincial de Ciegos.

	Córdoba: Córdoba.
	Colegio de Ciegos.

	Granada: Granada.
	Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Guipúzcoa: San Sebastián.
	Colegio de Niñas Ciegas de San Rafael.

	Huesca: Huesca.
	Colegio de Ciegos.

	La Coruña: La Coruña.
	Escuela de Ciegos.

	La Coruña:
Santiago de Compostela.
	Colegio Regional de Sordomudos y de Ciegos.

	Madrid: Madrid.
	Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos.
Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos de la zona Sur.
Escuela Municipal de Sordomudos y de
Ciegos de la zona Norte.
Colegio Santa Catalina de los Donados.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.
Asociación de Ciegos "Esperanza y Fe".
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	Provincia
	Instituciones
Biblioteca de la Escuela Municipal de Ciegos
de la zona Sur.
Biblioteca Circulante del Centro Instructivo y
Protector de Ciegos.

	Málaga: Málaga.
	Instituto Municipal de Ciegos.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.

	Pontevedra: Vigo.
	Escuela Municipal de Ciegos.
Asociación Instructiva y Protectora de Ciegos.

	Salamanca: Salamanca.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Santander: Santander.
	Sociedad de Ciegos "La Unión".

	Sevilla: Sevilla.
	Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.

	Valencia: Valencia.
	Instituto Valenciano de Ciegos. Asociación de
Ciegos "El Porvenir".

	Vizcaya: Bilbao.
	Sociedad Cultural y Protectora de los Ciegos
de Vizcaya.
Colegio de Sordomudos y de Ciegos (Deusto).

	Vizcaya: Portugalete.
	Sociedad de Ciegos e Inválidos.

	Zaragoza: Zaragoza.
	Instituto de Ciegos de las Hermanas
Franciscanas.
Escuela de Ciegos del Hospicio Provincial.
Centro Instructivo y Protector de Ciegos.


El Colegio Nacional de Sordomudos y Ciegos de Madrid123 124, el centro mayor y
más prestigioso, no superó la veintena de alumnos ciegos hasta la década de los seten-
ta (siglo XIX). Durante el sexenio revolucionario superó los cincuenta alumnos, pero
en 1900 sólo tenía 35 alumnos ciegos (alcanzó los 109 en 1935). En 1900, en toda
España, sólo 136 ciegos estaban escolarizados en centros especiales, en 1919 son 545.
123 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c, p. 172, donde reproduce el reconocimiento obtenido por parte de la imprenta del Colegio
Nacional de Sordomudos y Ciegos, de 27 de noviembre de 1876:
«Dirección General de Instrucción Pública.
1a enseñanza.
Excmo. Sr.:
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“La enseñanza en estos colegios era, además, muy irregular. Mientras que algunos
colegios disponían de locales propios, otros daban clases en los locales de la Casa de la
Caridad o del Hospicio de la ciudad, conviviendo ciegos, sordos, huérfanos, ancianos y
enfermos. Otras escuelas, como la de Zaragoza, eran la empresa particular de antiguos
alumnos de otros colegios que, al terminar su escolarización y volver a sus lugares de
origen, consiguieron convencer a las autoridades locales para que abrieran un colegio
especial. Todos ellos (a excepción del Nacional de Madrid, y del de Santa Catalina)
dependían de subvenciones locales, siempre precarias, lo que explica que algunos de
ellos, como el de Burgos, aparezcan y desaparezcan de las estadísticas, mientas que
otros desaparecen definitivamente. Además, debido a la carestía del material especial
de enseñanza (libros en Braille, mapas en relieve, etc.), muchos de ellos carecían de lo
indispensable.
Lo que sí ofrecían casi todas las escuelas era enseñanza musical. Un prejuicio o
"teoría" de la época defendía que, por medio de una suerte de compensación sensorial,
los ciegos eran extraordinariamente hábiles para la música. Con la enseñanza musical
La imprenta del Colegio Nacional de Sordo-mudos y de Ciegos establecida hace muchos años con el doble
carácter de taller para el aprendizaje de los alumnos y de establecimiento tipográfico para el público por
espacio de muchos años, dejó de ser un medio productivo, en 30 de junio de 1874. En esta fecha, la impe-
riosa necesidad de reducir el presupuesto general del Estado, obligó al Gobierno a rebajar los gastos de la
mencionada imprenta siendo despedido el personal que en ella trabajaba, quedando sólo el Regente, pues-
to que los aprendices son alumnos de la casa.
La mencionada imprenta se había conquistado uno de los mejores lugares entre las de su clase; como lo
atestiguan las obras salidas de sus prensas Cartas del Cardenal D. Francisco Jiménez de Cisneros, los [...]
ilustres, la descripción Geológico-minera de las provincias de Albacete y Murcia y muchas otras; tanto que
en la Exposición de Viena y en la Nacional de Madrid obtuvo dicha imprenta diferentes premios.
Ya se considere como taller del Colegio, ya como establecimiento tipográfico, bien merece que le dé el
conveniente desarrollo para que cumpla con el objeto de su creación y se utilice el material que posee en
fundiciones, prensas, máquina y multitud de objetos de mucho valor que no sirven porque no se emplean.
El Negociado cree que es posible devolver a la imprenta de sordomudos su antiguo esplendor a muy poca
cosa. [...]», y además destaca: «Al contrario que los sordomudos, que podían encontrar colocación exter-
na, los ciegos que trabajaban en talleres protegidos necesitaban siempre alguna subvención para compen-
sar sus salarios», y cuando faltaron las subvenciones los talleres cerraron.
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 47, nota 32: «Las subvenciones provenían
de la Asociación Matritense que, a su vez, recibía la mayor parte de sus ingresos a través de un canon
sobre los establecimientos de juego. El juego era ilegal, pero abiertamente tolerado como fuente de recur -
sos para atender los asilos y otros establecimientos de beneficencia. De hecho, los ingresos que obtenía la
Asociación Matritense de los impuestos sobre el juego eran públicos, y su presidente, García Molinas, no
deseaba otra cosa que el juego se reglamentara de forma definitiva. La tolerancia con el juego era frecuen-
temente objeto de debate público, pero ni se reglamentó ni se persiguió, con lo que surgían en ocasiones
pequeños escándalos políticos y acusaciones de lucro partidista, que solían terminar en campañas de per-
secución contra el juego, para volver a tolerarlo cuando las aguas volvían a su cauce normal. [...]».
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se intentaba compensar la desventaja que los ciegos tenían en los trabajos manuales.
Por otro lado, la enseñanza musical era mucha más barata que la enseñanza de un ofi-
cio manual. Aquel prejuicio era tan arraigado que, a pesar de las protestas de profeso-
res de los colegios especiales contra la idea de la aptitud natural del ciego para la músi-
ca, la enseñanza musical, a falta de otras opciones más baratas, siguió siendo la ense-
ñanza profesional preferente de los colegios.
En resumen, en los colegios especiales, los niños ciegos no aprendían más que a
hacer mejor lo que venían haciendo los ciegos trovadores o los ciegos agremiados de
Madrid, Zaragoza y otras muchas ciudades: tocar un instrumento y pedir limosna. Pero
con una importante diferencia. Como consecuencia imprevista de la política de escola-
rización de la Matritense, los colegios especiales crearon una élite dotada del lenguaje
adecuado para reclamar con voz propia, y al margen de sus empresarios institucionales
(médicos, profesores, sociólogos) una mejora de la situación social de los ciegos125 126.”
3. La primera organización legal de ciegos.
“En 1882 apareció en Madrid la primera organización legal de ciegos después de la
desarticulación de la Hermandad "Esperanza y Fe". Era una organización de mendigos
que tenía como objetivo el socorro para los casos de enfermedad y defunción. Pocos
años más tarde, en 1894, antiguos alumnos del Colegio Nacional crearon el Centro
Instructivo y Protector de Ciegos, también en Madrid. El centro era una sociedad de
socorro mutuo y de resistencia contra las campañas de mendicidad. A diferencia de
"Esperanza y Fe", el centro tenía una estrategia más elaborada, que consistía no tanto
en reaccionar contra las campañas de represión de la mendicidad, como en anticiparse
a ellas, para ello intentaba cooptar a los ciegos más ilustres, a profesores del Colegio
Nacional y a miembros de la clase política. Ambas organizaciones contaban con un
125
Ibídem, pp. 32-36.
126
Vide: M. GRANELL y FORCADELL, "Ventajas de la relación directa de los ciegos con los videntes",
Conferencia pronunciada en la Sociedad "El Porvenir" de Valencia, Imprenta del Colegio Nacional de
Sordomudos y Ciegos, Madrid, 1914, pp. 9-26; Alberto DAUDEN TALLAVÍ,Los ciegos como grupo
social y su relación con el Estado: 1800-1938, o.c, p. 56: «En el año 1894, los beneméritos ciegos Nicasio
del Hierro, Antonio Ortega, Mariano Castellón y Juan Antonio Sánchez Andreu, de Madrid, pensaron en
la creación de un centro para ciegos, donde los compañeros en desgracia pudieran cambiar impresiones
sobre aquello que más les conviniera. El 5 de octubre de ese año, se funda el Centro Instructivo y Protector
de Ciegos.
Esta institución no sólo se ocupaba de educar e instruir a los niños ciegos, sino que les protegía también.
Las aspiraciones de dicho centro eran entre otras: constituir, fomentar y buscar toda clase de elementos que
conduzcan al bien particular o colectivo de los individuos ciegos; establecer clases de enseñanza especial;
satisfacer las necesidades de los ciegos, creando secciones, cooperativas, etc.».
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periódico en Braille, El Monitor, que, aun no siendo órgano específico de ninguna de
ellas, expresaba las opiniones de ambas.
En las páginas de El Monitor se insistía en la capacidad del ciego para desempeñar
un trabajo manual, se hacían llamamientos a la unidad de los ciegos de toda España y
se inició una campaña contra el Colegio Nacional, al que se calificaba como "fábrica
de mendigos". Esta campaña tuvo eco en algunos profesores del Colegio Nacional,
quienes no escondían su frustración al ver a antiguos alumnos mendigar en las calles,
haciendo inútiles todos sus esfuerzos docentes.”
La situación queda expuesta con mucha claridad en la carta dirigida a S.M. la Reina
por parte de la Municipalidad de Barcelona el 1 de abril de 1893127.
127 pp. 177-179: Alberto Daudén: Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-1938, o.c.
«Señora,
El Ayuntamiento de Barcelona con la mayor veneración se acerca al trono de S.M., y respetuosamente
expone: Que respondiendo V.M. con maternal explicitud a los sentimientos de piedad que abriga su cora-
zón, en favor de los infelices que privados de sus más preciosos sentidos carecen de los recursos indispen-
sables a la vida común, se ha dignado disponer con distintas leyes y Reales Ordenas la creación de varios
establecimientos para asilo y amparo de los ciegos y sordomudos que divagan por todo el Reyno. Cercano
pues, Señora, el día en que Vuestro Gobierno, oída la Junta General de Beneficencia, señalará los puntos
donde hayan de situarse dichos Establecimientos, cree cumplir esta Corporación con otro de sus más sagra-
dos deberes, encareciendo a V.M. la necesidad y conveniencia general de que sea erigido uno de cada clase
en la población que representa.
Animadas en todos tiempos las Municipalidades de Barcelona de los más piadosos sentimientos, y movi-
das las de los años 1816 y 1820 por tan generosos impulsos, acogieron benévolamente y alentaron el pro-
yecto de proporcionar alguna enseñanza a los Ciegos y Sordomudos, abriendo bajo sus auspicios y protec-
ción dos escuelas públicas, cuyos Establecimientos destinados exclusivamente a la instrucción moral e
intelectual de aquellos infelices, han sido costeados siempre y se sostienen ahora de los fondos del Común.
Estos sacrificios, Señora, no bastan por más que sea doloroso el consignarlo. Careciendo esta Capital de
una Casa en la que puedan recogerse los Ciegos y Sordo-mudos, suministrándoseles los auxilios necesa-
rios a la humana existencia, llega a centenares el número de los que, acosados por la miseria, recorren sus
plazas y paseos contristando el ánimo público con sus lastimeros gemidos, único recurso que en su triste
situación poseen. Pero este cuadro desgarrador es tanto más aflictivo para este Ayuntamiento en cuanto se
ve privado de ocurrir a aquellas necesidades, en primer lugar porque siendo declarados generales aquellos
Establecimientos, no puede sostenerlos una Municipalidad; y en segundo, porque sus sostenimiento exce-
dería a los recursos de la de Barcelona.
En tal conflicto, Señora, no puede menos esta Corporación de exponer a V.M. las razones que abonan la
conveniencia de crearlos en esta Ciudad. Aumentando considerablemente el número de sus moradores, lo
que la constituye la segunda Capital de España en este concepto, se recogen en su recinto, no ya los natu-
rales de la misma y su Provincial sino también los de las limítrofes, resultando de esto que aquellos des-
venturados viven en las mayores privaciones, mendigando su sustento y colocados en la pendiente del
vicio, de la abyección y hasta del crimen; por manera que aunque se mandase salir de la Provincia a tos
que no son naturales de ella, siempre los habría en gran número, particularmente ciegos, en razón a predis-
poner a esta enfermedad ciertas industrias de las que se ejercen en esta Capital; todo lo que justifica más
y más el acierto con que se procedería a crear en la misma dichos Establecimientos, pues de lo contrario
se obligaría a aquellos desgraciados a buscar el socorro público lejos de sus familias, cuando estos seres,
por su triste condición necesitan con preferencia a otros algunos, el consuelo de estas afecciones.

Vide Roberto Garvia Soto, La Organización Nacional de Ciegos. Un estudio institucional, o.c., pp. 40-41.
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“En parte para remediar esta situación128, y también para elaborar un curriculum uni-
forme en las escuelas especiales, el Comisario Regio del Colegio Nacional de
Sordomudos y Ciegos convocó una Asamblea Nacional para el Mejoramiento de la
Suerte de los Ciegos y los Sordomudos. La Asamblea se celebró en Madrid en diciem-
bre de 1906. Asistieron profesores de colegios especiales de toda la península, médicos,
pedagogos y representantes del Centro Instructivo y Protector de Ciegos. Estos últimos
no consiguieron que el resto de los asambleístas reconocieran el derecho de los ciegos
a mendigar sin ser molestados, pero, al menos, entre las conclusiones de la Asamblea
se recomendaba "que debe prohibirse la reclusión de los ciegos en los asilos ordinarios
de mendicidad", al tanto que se invitaba a los colegios especiales a introducir los talle-
res de aprendizaje profesional.
La Asamblea también recomendó la creación de un Patronato que estudiara las
medidas oportunas para remediar la situación de los ciegos, los sordomudos y los anor-
males129.”
Y como la experiencia acredita que en los climas meridionales son más comunes las enfermedades de la
vista, y que fácilmente degeneran en ceguera absoluta, fenómeno que desgraciadamente se observa no sólo
en esta Capital sino en todas las provincias cercanas que se encuentran en la propia situación topográfica:
concurre esta poderosa razón a demostrar, no ya la conveniencia, sino la necesidad de que se instale en
Barcelona un establecimiento destinado a recoger a las víctimas de tan lastimosa dolencia.
De otra parte, en esta población esencialmente industrial, además de la instrucción moral, civil y religiosa,
puede enseñarse a los Ciegos y Sordo-mudos ciertas artes manuales, no contrayéndose solamente a la
música en cuanto a los primeros, con cuyo ejercicio les sería [...] atender por sí mismos su subsistencia,
pasando a ser miembros útiles a la Sociedad en vez de gravarla con su inacción; ya sea porque saliendo
instruidos del Establecimiento encontrarían más fácilmente una colocación proporcionada a sus conoci-
mientos, o bien porque aun permaneciendo en él pudiera darse, procurándole así recursos, pronta salida a
los productos elaborados, aligerando al Estado en la subvención que les asigne.
La situación topográfica de Barcelona arguye también Señora, en favor de la providencia que esta
Corporación se atreve a reclamar de la munificencia de V.M. Centro de cuatro Provincias pobladísimas, y
casi centro de Aragón, Valencia e Islas Baleares, que figuran por algunos millones de habitantes en el censo
de población, la traslación de los individuos que debiesen recogerse en las referidas Casas sería más expe-
dita para la Administración, menos molesta para los recogidos, y menos dispendiosa para los pueblos, con-
cillándose de esta suerte todos los grandes intereses que V.M. está llamada a vigilar.
Confía pues, sobradamente este Cuerpo municipal en la ilimitada benevolencia de V.M. para no esperar
que hallarán cabida en su augusto corazón las reflexiones que inducen al mismo a distraerla de sus altas
atenciones y con esta esperanza
A los R [...] P.P de V.M. reverentemente suplica: se digne disponer que de las varias Casas de Ciegos y de
Sordo-mudos que deben existir en todo el Reyno, se erija una de cada clase en esta Capital. Gracia que no
duda alcanzar de V.M. por cuya vida y prosperidad de la Nación ruega fervorosamente al Todo Poderoso.
Barcelona, 1o de Abril de 1893»
128 Vide E. CANORA y MOLERO, La luz del alma, estudio sociológico moral sobre el ciego, Imprenta
Nacional de Sordomudos y Ciegos, Madrid, 1906, pp. 9-11.
129 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
41-42.
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4. La creación de un patronato, sus reformas y las causas del fracaso de este modelo.
El primer Patronato Nacional de Ciegos, Sordomudos y Anormales de la Mente fue creado
por Real Decreto de 22 de enero de 1910, a instancias del entonces ministro español de
Instrucción Pública, Antonio Barroso Castillo, quien figuraba como Presidente del mismo, con-
tando como Vicepresidente con el a la sazón Director General de la Beneficencia y Asistencia
Pública. Este Patronato, de algún modo, había surgido a raíz de la primera Asamblea General
para el mejoramiento de la suerte de los sordomudos y ciegos españoles, que había tenido lugar
en diciembre de 1906130. “Era un órgano meramente consultivo, y sin personalidad jurídica. De
los cerca de sus. treinta vocales, la mayoría eran médicos y profesores de colegios especiales; el
resto, un jurista, un representante del Instituto de Reformas Sociales, otro de una organización de
sordomudos, y tres ciegos. La composición del Patronato y su vinculación al Ministerio de
Instrucción Pública ya indican cuál era el objetivo preferente de este organismo131.”
130 Vide ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 24.
También afirma: «En aquellos momentos se consideraba al ciego como un "menor de edad" -sin apenas respon-
sabilidad jurídica ni pleno reconocimiento de los derechos cívicos-, como ya lo hacía patente la Ley de 8 de junio
de 1862, que establecía como atenuante de determinados delitos el haber padecido ceguera desde la infancia (esta
norma fue parcialmente modificada por Real Decreto de noviembre de 1911). En 1927, el ministro de Gracia y
Justicia Galo Ponte Escarpí insiste en la introducción del atenuante de responsabilidad que implica la ceguera para
la comisión delictiva, y éste es, en general, el espíritu que históricamente impregna a la normativa legal».
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional. Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 42-45: «Posiblemente, la decisión de más trascendencia que se
tomó desde uno de estos Patronatos fue la de encargar a Eugenio Canora, vocal del Patronato, ciego, y viejo líder de
las asociaciones de ciegos de Madrid, la realización de un viaje de reconocimiento por varias provincias de levante
y mitad norte de España, con el fin de informar al Patronato acerca de la situación de los colegios especiales, y de
los fines y recursos de las organizaciones de ciegos. Canora aprovechó la ocasión para solicitar una credencial al
Centro Instructivo de Madrid que le hiciera representante oficial del mismo ante otras asociaciones de ciegos.
La Memoria que Canora presentó al Patronato es un valioso documento para conocer la situación de los ciegos
en la segunda década del siglo. De la visita a Valencia, Alicante, Barcelona, Zaragoza, Bilbao, Santander y La
Coruña, realizada, durante el verano de 1912, Canora extrajo unas impresiones desoladoras. Muchos colegios
especiales estaban en situación precaria por falta de recursos, mientras que otros ya tuvieron que cerrar. En todas
las ciudades que visitó, excepto en Santander y Zaragoza, había al menos una organización de ciegos. Los fines
de éstas eran muy limitados: "[...] examinando detenidamente los reglamentos por que se rigen, puede observar-
se que a primera vista no tienen una orientación fija ni responden a ideales de positivo progreso, pues la mayor
parte de ellas consignan como fin primordial de sus aspiraciones el socorro mutuo para los casos de enfermeda-
des, cosa que ya se practica en Madrid desde el año 1880".
La mayoría de los asociados se dedicaba a la mendicidad (acompañados o no de un instrumento musical) y a la
reventa de billetes de lotería. Los ciegos de Valencia y Alicante, además vendían una rifa que les servía para com -
pletar sus ingresos. Ninguna de estas sociedades recibía subvención, y sólo unas pocas obtenían donativos parti-
culares. Sólo en Barcelona había, además de una sociedad de ciegos, una sociedad para ciegos, dirigida por una
Junta de Caballeros y Señoras. Esta sociedad sí disfrutaba de una subvención oficial, con la que gestionaba unos
talleres donde trabajan 30 ciegos. Los problemas que surgían a la hora de vender los artículos fabricados en aque-
llos talleres convencieron a Canora de lo difícil que sería sustituir la mendicidad por el trabajo manual. A pesar
de estas dificultades, y a falta de otra solución, Canora propuso la creación de talleres protegidos, subvenciona-
dos por las autoridades locales y gestionados por personas caritativas.
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En la exposición del Real Decreto de 22 de enero de 1910, el Ministro reconoce la
situación en la que se encuentra este colectivo:
«[...]. Estadísticas particulares que vienen a sustituir a una oficial no realizada
todavía, atribuyen a nuestra Patria las cifras horribles de 15.000 mudos, 25.000 cie-
gos y un número también elevado, de individuos afectos de diversas manifestacio-
nes psicopáticas que los apartan de la normalidad social. [...].
Afortunadamente, en estos últimos años, y gracias a la constante labor de maes-
tros, publicistas y filántropos, se ha producido un poderoso movimiento de opinión
en favor de los sordomudos, los ciegos y los anormales, determinando la fundación
de Escuelas y Asociaciones, la publicación de libros, la celebración de Congresos,
la organización de Exposiciones y Centros de trabajo, que tienden a mejorar la
situación de aquéllos y a vulgarizar en su provecho conocimientos que antes eran
patrimonio de un corto número de escogidos»132.
El Patronato de 1910 y los que le sucedieron hasta el Patronato de 1928133, estaban
Finalmente, siguiendo las directrices del secretario del Patronato, y como representante del Centro Instructivo de
Madrid, Canora envió un mensaje asociativo a las sociedades de ciegos con las que pudo contactar, animándolas
a crear una Federación Nacional de Ciegos, "a fin de formar un organismo vigoroso, fuerte y con personalidad
propia suficiente para asumir la representación de los ciegos españoles, cualquiera que sea su residencia. Y, sin
embargo todas ellas (las organizaciones federadas) han de gozar de completa autonomía, tanto en la parte admi-
nistrativa como en la facultativa y profesional o técnica. El Comité central de la federación debe radicar precisa-
mente en Madrid, para estar en constante y directa comunicación con el Patronato Nacional y con las entidades
oficiales dependientes del Estado que tienen relación con los asuntos referidos a los ciegos".
La propuesta de Canora coincidía con la postura del secretario del Patronato, Alvaro López Núñez, católi-
co social, discípulo de Maluquer, y secretario del Consejo del Patronato del Instituto Nacional de Previsión.
Según López Núñez, habría que fortalecer las organizaciones de ciegos para, posteriormente, con el con-
curso de las autoridades locales y de personas caritativas, transformarlas en asociaciones de instrucción
general para adultos, de formación profesional, y en agencias de colocación. Con ello se crearía un entra-
mado de organizaciones de asistencia a los ciegos, en donde los ciegos mismos, las autoridades locales y
las personas caritativas se corresponsabilizarían del problema de la ceguera, de tal forma que el Estado
podrá delegar sobre esta pluralidad de organizaciones para ciegos el problema de la mendicidad, reserván-
dose la tarea de coordinación y supervisión de las actividades de estas organizaciones».
132 Gaceta de Madrid, de 24 de enero de 1910, núm. 22, pp. 174-175.
133 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, Universidad de Navarra, 1998, pp. 50-52: «Cuadro cronológico de reformas del
Patronato:
Se crea por Real Decreto de 22 de enero de 1910, con el nombre de Patronato de Sordomudos Ciegos y Anormales
de la mente, a instancias del Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Antonio Barroso.
Por Real Decreto dado el 24 de abril de 1914 por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Francisco
Bergantín, se disuelve este patronato constituyéndose otro nuevo denominado Patronato Nacional de Anormales.
El 10 de marzo de 1916, por Real Decreto promulgado por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes, Julio
Burel, se restablece la organización que le había dado Antonio Barroso. Cinco meses después, el 8 de agosto el
mismo Ministro dispone que sea dividido este patronato nacional en dos secciones independientes, una en la que
se incluirían los ciegos y sordomudos y otra en la que se incluirían los anormales de la mente.
Por Real Decreto de 24 de agosto de 1917, dado por el Ministro de Instrucción Pública y Bellas Artes Rafael
Andrade, se disuelve este patronato creándose tres patronatos independientes, uno para cada una de las minusvalías.
Por Real Decreto dado por el Presidente Interino del Directorio Antonio Madar el día 13 de septiembre de
1924, se disuelven los tres patronatos anteriores, agrupando nuevamente a ciegos y sordomudos en un
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fundamentalmente implicados en medidas educativas, que generalmente se reducían a
una supervisión del Colegio Nacional, y secundariamente en medidas preventivas134 135.
El autoritario Martínez Anido, ministro de Gobernación durante la Dictadura, reformó el
Patronato de 1924 y lo transformó en el Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos
(Real Decreto de 13 de marzo de 1928)136, cuyo contenido en los artículos 1, 2, 3, 4, y 8 es
el siguiente:
único patronato llamado Patronato Nacional de Cultura y de Trabajo de los Sordomudos y de los Ciegos.
Por Real Decreto de 13 de marzo de 1928, se superpone a este patronato uno nuevo refrendado por el Ministro
de Gobernación Severino Martínez Anido llamado Patronato Nacional de Residencias para Ciegos.
El día 31 de enero de 1931, aparece en la Gaceta de Madrid, un Real Decreto derogando los patronatos
anteriores y creando el Patronato Nacional de Protección de Ciegos.
Por último el Decreto de 6 de abril de 1934 se disuelve el patronato anterior, creando el último de los patro-
natos nacionales con el nombre de Patronato Nacional de Cultura de los Deficientes, disuelto en la zona
republicana el cuatro de diciembre de 1938 y en la Zona Nacional unos días después con la fundación de
la ONCE el 13 de diciembre».
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Vide E. CANORA y MOLERO, Protección que debe dispensarse a los ciegos, Imprenta del Colegio Nacional
de Sordomudos y de Ciegos, Madrid, 1913, pp. 7-22, donde se achaca el fracaso del avance del colectivo de ciegos
por cuestiones políticas: «Todas estas instituciones de carácter benéfico han hecho trabajos encaminados a solucionar
lo posible en lo relativo a la mendicidad, y entre ellos uno muy notable el del ilustrísimo señor Don Alvaro López
Núñez, vicepresidente de la Junta Provincial de Protección a la Infancia y Represión de la Mendicidad, y secretario
general del Patronato Nacional de Sordomudos, Ciegos y Anormales; pero por dificultades políticas, que debían de
estar desligadas por completo de aquellas medidas de carácter social que afectan a la generalidad de los ciudadanos,
este hermoso trabajo, verdadero proyecto de protección a los ciegos de Madrid que fue aprobado por perfecta unani-
midad de la expresada Junta en sesión de 19 de julio de 1912, no ha sido aún llevado a la práctica».
Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro de Estudios
Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, p. 42, nota 27: «[...]. El Patronato de 22 de enero de 1910 se refor-
ma el 24 de abril de 1914, pasándose a llamar Patronato Nacional de Anormales. Por Real Decreto de 10 de marzo
de 1916 se vuelve a la fórmula del Patronato de 1910. A su vez, este Patronato se subdivide en dos Patronatos,
uno de Sordomudos y Ciegos y otro de Anormales, por Real Decreto del 22 de diciembre de 1916. Por Real
Decreto de 24 de agosto de 1917 se crean tres Patronatos, uno para cada colectivo. Sin embargo se vuelve a crear
un Patronato conjunto para sordomudos y ciegos el 13 de septiembre de 1924, que es reformado por Martínez
Anido en 1928. Es decir, desde la creación del Patronato en 1910, hasta la reforma de Martínez Anido, hubo seis
Patronatos distintos. El motivo de las reformas, tal como se muestra en los preámbulos de los decretos, fue siem-
pre el de buscar la fórmula adecuada de supervisar la enseñanza de los colegios especiales, y, en particular, del
Colegio Nacional de Sordomudos y Ciegos. La máxima representación de ciegos tuvo lugar en el primer
Patronato; en el resto, o sólo había un ciego (Antonio Zozaya), o ninguno».
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lbídem, pp. 40-42.
136 Ibídem, p. 49: «Dado el estado lastimoso de las haciendas provinciales y las municipales, era difícil que las polí-
ticas en favor de los ciegos surgieran por iniciativa local. Debido a esta dificultad, las organizaciones de ciegos recu-
rrían al Estado como último proveedor a sus necesidades. Así se manifestaron estas organizaciones en su primera
Asamblea Nacional, celebrada en Madrid a finales de marzo de 1924, fruto de la campaña de Canora en su viaje de
reconocimiento de 1912. Considerando que las subvenciones locales siempre sean insuficientes, se pidió el estable-
cimiento de nuevos impuestos centrales y la creación de un nuevo patronato, compuesto en una tercera parte por cie-
gos. El nuevo patronato, con los ingresos que obtuviera por medio de estos nuevos impuestos, se encargaría de crear
talleres y de compensar el jornal de los obreros, así como de pensionar a los ciegos ancianos. Pero siendo socieda-
des de mendigos,, las organizaciones que participaron en esta primera asamblea no olvidaron reclamar la tolerancia
con la mendicidad de los ciegos "que no cuentan con otros recursos para atender a sus necesidades"».
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«1. Se crean en España las Residencias de Ciegos, Establecimientos que
tendrán por objeto la recogida, asistencia, educación y reeducación, instruc-
ción y cuidado de los ciegos pobres de uno y otro sexo y de aquéllos que, sin
estar en la indigencia, carezcan de los elementos suficientes para costearse
una preparación especial. [...].
2. Estos Establecimientos dependerán del Ministerio de la Gobernación y
serán considerados como Instituciones de Beneficencia general.
3. La suprema dirección y administración de los mismos estará encomendada
a una Junta que  se denominará "Patronato Nacional de  las Residencias de
Ciegos".
4. El Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos tendrá por misión pro-
curar la más rápida creación de Instituciones de esta clase en los lugares donde
convenga, nombrando para cada una de las Residencias que se establezcan la
Junta administradora [...].
8. En el Hospital de Barañain se establecerá tan pronto como sea posible, la
primera Residencia de Ciegos [...]».
“Su intención era la de crear tres grandes centros de aislamiento para los
niños, adultos, ancianos, hombres y mujeres ciegos. Estos grandes centros
serían a la vez escuelas, lugares de trabajo y asilos. La construcción y mante-
nimiento de estas residencias se costearía por medio de los beneficios de los
sellos sanitarios que vendía el recién creado Instituto Técnico de
Comprobación. Pronto se mostró que aquella forma de financiación era extra-
ordinariamente exitosa tanto que para junio de 1930 se pensaba inaugurar la
primera residencia en Barañain (Pamplona), con capacidad para 1.200 cie-
gos137.”  Las  disposiciones  (reglamentos)  que regulaban  estas  instituciones,
137 Vide Reglamento provisional de la residencia de ciegos de Barañain:
«MINISTERIO DE LA GOBERNACIÓN
PATRONATO NACIONAL DE LAS RESIDENCIAS DE CIEGOS.
REGLAMENTO PROVISIONAL DE LA RESIDENCIA DE CIEGOS DE BARAÑAIN.
Artículo 1. La residencia de ciegos de Barañain es un centro benéfico creado por Real Decreto del 13 de marzo de
1928, que tiene por objeto la recogida, asistencia, educación y reeducación, instrucción y cuidado de los ciegos espa-
ñoles, rigiéndose por las Disposiciones de dicho Real Decreto y por las que se detallan en este Reglamento.
Artículo 2. La suprema Dirección y Administración de la residencia corresponde al Patronato Nacional de
las Residencias de Ciegos. Bajo las inmediatas órdenes de éste, funcionará con facultades delegadas la
Junta de la Residencia de Barañain, constituida con arreglo a lo dispuesto en el artículo noveno del citado
Real Decreto del 13 de marzo de 1928.
Artículo 3. En virtud de la suprema Dirección y Administración encomendadas al Patronato Nacional de
las Residencias de Ciegos, corresponderá a éste:
1o. La recaudación de los fondos para su sostenimiento; haciéndose cargo de los legados, donaciones y
demás ingresos que se instituyan en favor de la misma.
2o. Autorizar los pagos de las obligaciones extraordinarias y ordinarias, examinar las cuentas que presente
anualmente el director del establecimiento, estatuyendo la forma de contratación de los suministros.
3o. Promover los expedientes de obras nuevas o reparaciones de importancia que necesite el establecimien-
to para su conservación.

N. Ibídem, p. 50.
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4o. Nombrar al personal facultativo y acordar la separación del mismo, si procediere.
5o. Formar los presupuestos anuales y proponer cuanto crea conveniente para la buena marcha y acertada
organización de la residencia.
6º. Resolver cuantas mociones sean recibidas del Director y de la Junta de Barañain.
7º. Redactar los planes de enseñanza que se ha de desarrollar y las industrias que se han de establecer.
Artículo 4. El Patronato podrá hacer inspecciones en el Complejo de Barañain siempre que lo juzgue opor-
tuno y para ello nombrará un responsable que, gratuitamente, se encargará de esta función.
Artículo 5. El Director de la Residencia será nombrado por el señor Ministro de la Gobernación, a pro-
puesta del Patronato; y será evidente que habrá de recaer la elección en persona de gran cultura y solven-
cia moral e intelectual; sobre todo en las cuestiones que se refieren a la organización y desarrollo de la pro-
blemática de los ciegos en residencias. Vivirá en el establecimiento y estará investido de la máxima auto-
ridad, respondiendo ante el Patronato, directamente, de su actuación, tanto de las funciones que le están
atribuidas por este Reglamento, como de aquéllas que le delegue el Patronato.
Artículo 6. El Director tendrá a su cargo el velar por el cumplimiento de los acuerdos reglamentarios que
le indique el Patronato. Será de su responsabilidad todo lo concerniente a la organización de la vida inter-
na del establecimiento: horas de clase, talleres, comidas y todo cuanto al gobierno interior hace referencia.
Vigilará la actuación de los empleados y propondrá el nombramiento de subalternos, porteros, enfermeros,
etc.; es decir, de toda la servidumbre de la residencia.
Artículo 7. Además del Director habrá un Administrador, que tendrá a su cargo cuanto se refiera al gasto
general del establecimiento: pago de la plantilla del personal del mismo, llevando la cuenta de ingresos y
pagos con arreglo a contabilidad por el sistema de partida doble.
Artículo 8. El Administrador tendrá a sus órdenes un auxiliar para sustituciones en casos de enfermedades
y ausencias, el que llevará cuanto se refiere a la administración de la imprenta: papel, planchas de metal,
encuademación de libros, jornales de los ciegos que trabajen y la cuenta de ingresos por la venta de libros.
Artículo 9. Este mismo auxiliar será el encargado de la marcha económica de los talleres, de adquirir los
utensilios de trabajo y primeras materias para la manufactura, pago de jornales a los ciegos que vayan a
trabajar al exterior e ingresos por la venta de productos.
Artículo 10. El Administrador y su auxiliar serán nombrados libremente por el Señor Ministro de la
Gobernación, dentro del personal de la plantilla administrativa del mismo Ministerio: el primero, de la
categoría de Jefe de Administración o Negociado; y el segundo, de la de Oficial o Auxiliar, Vivirán en el
establecimiento y prestará la fianza que el Patronato determine, la cual no sufrirá alteración durante el tiem-
po que ejerzan el cargo; y sólo será levantada cuando, al aprobarles su gestión, acuerde el Patronato la
devolución de la misma por no pesar sobre ellos responsabilidad de ninguna clase.
Artículo 11. La parte de inspección interior y auxiliar de la residencia estará encomendada a las religiosas
de San Vicente de Paul, en número de 25 y además, a 5 vigilantes de gran solvencia moral. Entre estos vigi-
lantes podrán ser admitidos algunos semiciegos, que se encargarán de todo el régimen de vida no pedagó-
gica ni profesional del ciego; es decir, serán los encargados de todos los pequeños detalles de la vida coti-
diana.
Artículo 12. Además del personal indicado, se necesita un número de criados hasta 24, que serán los encar-
gados de la limpieza y servicios especiales que les encomienden las autoridades del establecimiento.
De la población y de la residencia.
Artículo 13. La población de la residencia de ciegos estará constituida, como Colegio de Ciegos, en la
parte correspondiente a los niños que ingresaren desde los 11 años; como Instituto de reeducación profe-
sional en los adultos, y como asilo par los ciegos que por su edad y llevar toda su vida en estado de cegue-
ra y no haber sido educados o reeducados anteriormente, se les recogiera en la residencia para alejarles de
la miseria y de la mendicidad.
Artículo 14. Los asilados no necesitarán profesorado, pero los otros dos grupos, el de niños y el de adul-
tos que se reeduquen, tendrán dos profesores especiales, encargados de la enseñanza general y de las espe-
ciales de música y oficios.
Artículo 15. Conforme el acuerdo de los congresos internacionales, el número de los alumnos ciegos en
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las clases no será más de 10 o 12 a lo sumo, cifras que pueden variar, según convenga en determinados grados.
Hermanas de la Caridad.
Artículo 16. Se encargarán del régimen interior del establecimiento las Hermanas de la Caridad de San
Vicente de Paúl, que han de convivir constantemente con los ciegos, asignándoles las siguientes funciones:
1o. La Superiora distribuirá por turnos en las distintas alas y pabellones, el número de hermanas que esti-
me conveniente para prestar el cuidado y asistencia que necesiten los ciegos.
2o. La Superiora dispondrá las que han de hacer el servicio de cosido, despensa y ordenar el aseo y la lim-
pieza de todas las dependencias. Determinará las hermanas que han de llevar los libros de entrada, consig-
nando el alta y la baja de la población flotante en los libros de filiación que se les proporcione al efecto.
3o. La Superiora se encargará de custodiar las prendas, alhajas y demás efectos que entreguen los ciegos al
ingresar en el establecimiento.
4o. Conservará estas prendas en su poder, entregándoselas al Administrador o a los deudos, si lo reclaman,
previo resguardo en el caso de fallecimiento del ciego.
5o. A la Superiora incumbe también el recibir y almacenar, en la presencia del Administrador, los artículos
de consumo, muebles y demás objetos que entren en el establecimiento. No debiendo consentir que salga
de los almacenes ningún artículo para las dependencias y servicios del establecimiento sin exigir el recibo
con el visto bueno del Administrador, que le servirá de comprobante para las cuentas mensuales.
6o. Ha de procurar que la alimentación de los ciegos se ajuste siempre al cuadro de alimentos que se con-
signa en el Reglamento y facilitará al Administrador todos los datos que sean necesarios para el arreglo de
las cuentas que ha de prestar cada mes.
De los capellanes.
Artículo 17. Los capellanes son los directores espirituales del establecimiento y tendrá a su cargo el ser-
vicio espiritual de la población interna, cuidando de imprimir, mediante prácticas frecuentes, en el ánimo
de los acogidos, las ideas de moral y los sentimientos de caridad; designarán las prácticas religiosas a rea-
lizar por los acogidos, cuidando de su exacto cumplimiento. Dirá uno de ellos misa todos los días en la
capilla del establecimiento, a la hora que se designe, y procurarán dar cumplimiento a los preceptos reli-
giosos, preparando a los acogidos en el establecimiento para recibir los santos sacramentos. Vivirá uno de
ellos dentro de la residencia.
De los empleados subalternos.
Artículo 18. Los empleados subalternos serán unos 25 entre hombres y mujeres, que serán los encargados
de todo lo relativo a la limpieza e higiene del establecimiento y demás funciones propias de ambos sexos,
que les encomiende la Superiora de las Hermanas de la Caridad y el Administrador de la residencia; quie-
nes ordenarán la mejor distribución de este servicio.
Artículo 19. Cocinero y pinches necesarios. El cocinero y los pinches de cocina serán los encargados de
la confección de los alimentos para todo el personal del establecimiento, ajustándose al menú variado que
se establezca por el Director y hermanas de la caridad; procurando que las comidas estén bien condimen-
tadas para servirlas a la hora que más convenga para la buena marcha del establecimiento. Los alimentos
que han de condimentar se los suministrarán por el Administrador y por la Superiora de las Hermanas de
la Caridad.
Alimento del personal.
Artículo 20. Los empleados que presten sus servicios con carácter permanente y habiten en el estableci-
miento tendrán derecho a la alimentación del resto del personal, que consistirá en el desayuno de café con
leche y 60 gramos de pan por individuo. Comida: sopa variada, cocido de garbanzos o alubias con patatas,
carne y tocino, un planto de carne en diversos guisos, dos decilitros de vino y ensalada, pastas y frutas del
tiempo. Cena: patatas, lentejas o alubias, un plato de carne o pescado, vino, pan y postre de pastas o fru-
tas. La alimentación de los enfermos de la residencia la fijarán los médicos encargados de su asistencia,
cumpliéndose sus prescripciones con gran exactitud.
Artículo 21. Las visitas de los acogidos serán los jueves y domingos de las 2 a las 5 de la tarde en invier-
no y de las 4 a las 7 en verano. En caso de epidemia, quedarán terminantemente prohibidas las visitas para
evitar la contaminación.
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El portero-jardinero.
Artículo 22. Le corresponde al portero-jardinero permanecer constantemente en el jardín o en el portal del esta-
blecimiento, el cuidar de la limpieza de la entrada, aceras cercanas a la puerta del establecimiento y del portal del
mismo. Cerrar de noche y abrir de día las puertas del establecimiento a las horas que le indique el Director, entre-
gando a éste las llaves, sin permitir las salidas sin autorización del Director para salir de noche. Impedir la extrac-
ción de objetos del establecimiento sin previa autorización del Director o del Administrador. Prohibir la entrada
al público mientras no se autorice por la Superioridad y, finalmente, no permitir que se entregue a los acogidos
bebidas o sustancias que puedan ser nocivas para su salud, a juicio del médico de guardia.
Sección de niños.
Artículo 23.
a) Es condición indispensable para el ingreso en la residencia de ciegos, el carecer en absoluto de la fun-
ción visual, no ser anormales psíquicos y estar comprendidos en la edad que se indica en el Reglamento.
b) No padecer ninguna enfermedad infecciosa o de otra índole, que le imposibilite para el estudio o le impi-
da hacer vida común con los demás pensionados. Es también preciso el pleno goce normal de sus faculta-
des mentales; estar vacunados y prestar la partida de nacimiento legalizada.
c) Las plazas vacantes se habrán de solicitar en instancia la Presidente del Patronato, pudiéndose presen-
tar en el Gobierno Civil de la provincial del solicitante, en papel de oficio y, además, acompañada de los
documentos que se mencionan en el apartado anterior; uniendo la certificación de pobreza, mediante un
dictamen del juez municipal y el párroco, en el que se certifique claramente que carece de bienes materia-
les para su educación individual. Las instancias presentadas en los Gobiernos Civiles se elevarán debida-
mente informadas al Patronato.
d) Con las solicitudes que se reciban en la Dirección, se formará una lista por orden riguroso de petición,
y la lista de aspirantes a ingreso, así como las vacantes que se produzcan en la residencia estarán constan-
temente expuestas en el vestíbulo de la residencia para que los interesados puedan saber en todo momen-
to el lugar que les corresponde para su ingreso, a medida que haya vacante. Los nuevos ingresados serán
acompañados de su representante legal: padres, abuelos, hermanos, tutores, etc.; firmando en el acto de
entrada su conformidad. Si se trata de un adulto, no necesita representante legal, si ha llegado a mayor
edad. Los ciegos que dejaren pasar un mes después de ser avisados, sin presentarse en la residencia sin jus-
tificación debida, perderán el derecho a ocupar la plaza que les correspondía ocupar.
e) Los ciegos que soliciten ocupar plaza en la residencia, presentarán a su ingreso los equipos y enseres
que el Patronato acuerde en su organización interior; sólo en casos muy excepcionales, y siempre que el
presupuesto lo permita, se les entregará por la residencia. El equipo consistirá en tres mudas completas de
ropa interior y dos trajes: uno de diario y otro para los días festivos.
f) En caso de enfermedad, pasará a la enfermería a la mayor brevedad posible; no consintiendo que perma-
nezca nunca, bajo ningún concepto, en el dormitorio común. Si la enfermedad fuera contagiosa, se le ais-
lará de la enfermería general, ingresando en la especial para infecciosos, que habrá en la residencia.
g) Si por causas justificadas de índole material o moral hubiere necesidad de la expulsión de algún pensio-
nado, se hará mediante expediente formado por el Director y el profesorado, que resolverá, en definitiva,
el Patronato de la Residencia de ciegos; y solamente en casos gravísimos y muy urgentes para mantener la
disciplina, podrá ser acordada la expulsión por el Gobernador Civil y el Director. Se prohiben terminante-
mente los castigos corporales.
h) De 7 a 8 de la mañana, levantarse y desayuno. De 8 a 9,30 clase general. D 9,30 a 10 recreo. De 10 a
11,30 clase general. De 11,30 a 12 religión. De 12 a 2 comida y recreo. De 2 a 4 trabajos manuales o músi-
ca y enseñanza de idiomas. De 4 a 5 gimnasia. De 5 a 6 recreo. De 6 a 8 música o trabajos manuales. De
8 a 9 cena y recreo. A las 9,30 silencio.
Artículo 24. Antes del ingreso en la Institución se practicará un reconocimiento previo a los niños, no
declarando aptos para el ingreso a los que padezcan enfermedades contagiosas y a aquellos ciegos que pue-
dan por tratamiento quirúrgico transformarse en semiciegos ni si son anormales.
Artículo 25. Los considerados aptos para el ingreso, antes de asistir a las clases, serán sometidos al estu-
dio de los médicos generales; y a los especialistas de garganta, nariz y oídos, del oftalmólogo y del
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profesor de gimnasia para la formación de la ficha médico psicopedagógica, base de una perfecta clasifi-
cación de los niños, que será confeccionada por el Patronato.
Artículo 26. La enseñanza general se realizará de la siguiente forma: los niños asistirán a las clases gene-
rales por espacio de 4 horas al día: tres por la mañana con un descanso de media hora a la mitad del tiem-
po, y una por la tarde. Cambian de actividad diariamente, con media hora de clase de religión, enseñanza
que estará a cargo de los capellanes de la Institución.
Artículo 27. Los niños tendrán al día una hora de gimnasia, media hora de gimnasia rítmica general y otra
media hora de gimnasia especial, correctora de defectos de desarrollo.
Artículo 28. Hasta que los niños lleven dos años en la Institución, no se les dedicará a la enseñanza
manual, dedicándoles el resto del tiempo a adiestrar el tacto por medio de los juegos frebelianos u otros
semejantes, si no tienen aptitudes especiales, en este caso, dedicarán el tiempo libre al estudio del solfeo y
del instrumento musical que prefieran. Se dedicará al estudio de la música, a los que verdaderamente ten-
gan aptitud para ella, sin tener en cuenta los deseos de la familia. El tiempo que se dedique a estas ense-
ñanzas será de dos horas al día.
Artículo 29. A los dos años de estar en la Institución los niños incapaces para el estudio de la música o de
una carrera, a ser posible la de maestro, comenzarán el aprendizaje de un oficio manual. El tiempo dedica-
do a este aprendizaje será de dos horas, elevándose a tres en los años sucesivos, hasta el último en el que
no harán otra cosa que perfeccionar su oficio.
Artículo 30. Si lograda la enseñanza intelectual y el aprendizaje de un oficio los ciegos salen de la insti-
tución, pueden seguir trabajando como obreros en los talleres de los externos. Los que se dediquen al pro-
fesorado o al estudio de la música, permanecerán en la Institución hasta que finalicen sus estudios, si
demuestran aprovechamiento, dedicándose los últimos años a estos estudios especiales hasta la obtención
de su título correspondiente.
Artículo 31. El curso académico comenzará el día primero de septiembre y terminará el primero de julio.
Sección de reeducación de adultos.
Artículo 32. Para el ingreso de los adultos en la Institución será necesario lo soliciten del Director del esta-
blecimiento, demostrando su calidad de pobres, acompañando su solicitud de un certificado de incapaci-
dad y de la documentación de que posee buena conducta.
Artículo 33. Antes del ingreso en la Institución serán reconocidos por el médico general y por los especia-
listas, pues no serán admitidos los que padezcan enfermedad contagiosa.
Artículo 34. Acordado su ingreso, al ser admitidos, llevarán tres mudas completas. Los adultos ingresados
en la Institución permanecerán en ella por espacio de dos años; tiempo suficiente para el aprendizaje de un
oficio. La enseñanza general se reducirá al estudio de la lectura y la escritura en Braille y en Abreu para
ciegos; y de la escritura para videntes con las guía-manos y todo lo concerniente a la enseñanza elemental.
Además, se les darán explicaciones recreo instructivas par aumentar su instrucción. El tiempo dedicado a
estos estudios será una hora y media. También recibirán media hora al día de instrucción religiosa.
Artículo 35. Casi toda la jornada la dedicarán a la enseñanza manual y a la gimnasia durante una de las
horas de recreo. La distribución horaria será la siguiente: De 7 a 8 levantarse y desayuno. De 8 a 11 traba-
jos manuales. De 11 a 11,30 descanso. De 11,30 a 12 religión. De 12 a 2 comida y descanso. De 2 a 3,30
clase general. De 3,30 a 4 gimnasia. De 4 a 4,30 descanso, De 4,30 a 8 trabajos manuales. De 8 a 9 cena
y recreo. A las 9,30 silencio.
Artículo 36. La escuela de reeducación está abierta continuamente, concediéndose un permiso anual de un
mes a los profesores y los alumnos.
Artículo 37. Dos faltas graves de indisciplina o dos de moral serán causa suficiente para la expulsión y
pérdida de todos los derechos.
Artículo 38. En la sección de adultos podrán recibir enseñanza ciegos que no sean pobres.
Artículo 39. Los ciegos con bienes de fortuna tendrán que pagar por la enseñanza, la pensión que acuer-
de el Patronato.
Artículo 40. Estos ciegos pensionistas se someterán al mismo régimen y horario de comidas y trabajos que
los ciegos de las plazas gratuitas.
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Artículo 41. En las cuestiones concernientes al régimen interior estarán sometidos al Reglamento General.
Sección de ancianos asilados.
Artículo 42. Paira ingresar en la sección necesitan demostrar la pobreza, acompañando la solicitud de un
certificado de incapacidad y de ios documentos que demuestren buena conducta.
Artículo 43. Antes de su ingreso en la Institución serán reconocidos por el médico general y por los espe-
cialistas para ver si padecen enfermedad contagiosa; en cuyo caso no podrán ingresar en la Institución.
Artículo 44. Los acogidos a este departamento no serán ocupados en ningún trabajo, excepto si lo solicitan.
Artículo 45. El horario que regirá en esta sección será el siguiente: De 7 a 8 levantarse y desayuno. De 8
a 12 tiempo libre. A las 12 comida. De 1 a 8 tiempo libre. A las 8 cena. A las 9,30 silencio.
Artículo 46. Dos faltas graves de disciplina o contra la moral serán causa suficiente de expulsión.
Artículo 47. En las cuestiones relacionadas con el régimen general la sección se regirá por el Reglamento
General.
Labor post-escolar en la residencia.
Artículo 48. La. residencia velará por los niños y adultos reeducados en la Institución, manteniendo con
ellos una constante relación.
Artículo 49. Los alumnos que sólo posean la enseñanza manual, así como también los reeducados, podrán,
si lo desean, asistir a los talleres que posee la Institución como obreros, pagándoseles el jornal correspon-
diente por su trabajo, o recibir de la Institución las primeras materias, que, manufacturadas por el ex alum-
no, la residencia se encargará de vender.
Artículo 50. Para los músicos y maestros el Patronato y la residencia gestionarán la colocación de ellos en
cargos adecuados a su actividad: los ciegos maestros en las escuelas de ciegos, a los organistas en las igle-
sias, a los otros músicos en las orquestas de centros de esparcimiento.
Artículo 51. La residencia enviará a los ciegos por su biblioteca circulante, libros para que el ciego pueda
distraer sus ocios.
Escuela de oficio
Artículo 52. La enseñanza de los oficios normales se realizará en la residencia con el fin de poner en con-
diciones de poder ganar dignamente un jornal a los niños y a los reeducados que salgan de la residencia.
Artículo 53. Para lograr la enseñanza de los oficios se organizarán los siguientes talleres: de cestería, cepi-
llería, rejilla, de alambre para botellas, esteras de esparto y yute, envases de papel, fundas de paja para bote-
llas, asientos de junco para sillas, tejidos de punto a máquina, crochet, flores artificiales, telefonía, meca-
nografía y la formación de una escuela de masajistas y enseñanza de idiomas.
Artículo 54. Los talleres que se creen podrán ser cambiados por el Patronato, si lo creyera conveniente,
dedicando el local a otras enseñanzas.
Artículo 55. La dirección de los talleres será encomendada a 8 maestros y maestras de taller, que serán
nombrados, previo concurso, que se exigirá, además de los conocimientos técnicos y prácticos que se
acuerden en las más exigentes condiciones de modernidad. Cada taller tendrá un submaestro ciego.
Artículo 56. Los maestros y maestras de taller dependerán directamente del Jefe de la residencia, al cual
darán cuenta de la marcha de los talleres en las cuestiones relativas a la enseñanza; y anualmente elevarán
un informe con los resultados pedagógicos obtenidos.
Artículo 57. Los maestros de taller serán retribuidos por la residencia directamente, no teniendo ninguna
participación en los beneficios de los talleres.
Artículo 58. La administración de los talleres la llevará directamente la residencia por medio de su auxi-
liar administrativo, que será también el encargado de la compra de las primeras materias y el expendedor
de los trabajos efectuados en los talleres. Semanalmente dará cuenta del movimiento de fondos al
Administrador General para la mejor marcha de la administración.
Artículo 59. En los talleres de la residencia podrán ser admitidos a trabajar los externos de la misma que lo soli-
citen, pagándoseles diariamente la remuneración correspondiente a su trabajo. Esos obreros trabajarán 8 horas.
Artículo 60. Los ciegos que deseen trabajo, aunque vivan lejos de la residencia, ésta les enviará las mate-
rias primas para que, devueltas a la misma manufacturadas, puedan enviar los jornales que se estipulen,
encargándose de la venta.
120
Artículo 61. Las horas de trabajo de los alumnos y demás detalles de orden interior se ajustarán a las esta-
blecidas en los artículos anteriores.
Imprenta de la residencia de ciegos.
Artículo 62. La imprenta de la residencia se crea con el fin de producir libros en Braille y Abreu para el uso de
la Institución, para los demás centros de ciegos de España y para su exportación a América española.
Artículo 63. La imprenta constará de la sección de linotipias, departamento de máquinas, secadero, encua-
demación y almacenes necesarios.
Artículo 64. Este departamento será dirigido por un maestro de taller, que estará bajo las órdenes del
Director de la residencia.
Artículo 65. La administración la llevará un auxiliar administrativo de la residencia; dando cuenta sema-
nalmente al Administrador del movimiento de fondos del departamento.
Artículo 66. Todos los empleados de la imprenta serán pagados por la residencia, excepto los aprendices,
durante los dos primeros años de trabajo, por ser alumnos de la Institución.
Artículo 67. Todos los empleados de la imprenta serán ciegos, excepto los del departamento de encuader-
nación. El maestro de taller será vidente.
Artículo 68. La sección de la imprenta tendrá a su cargo la propaganda de los libros que edite; así como
también el departamento de ventas.
Artículo 69. En la imprenta se formará, en el momento oportuno, una sección dedicada a la biblioteca circulan-
te para ciegos, que enviará a sus ex-alumnos y ciegos que lo soliciten, libros para su instrucción y recreo.
Artículo 70. El horario de trabajo en la imprenta será de 8 horas.
El persona] docente y técnico.
Artículo 71. El claustro de profesores estará formado por maestros y maestras de enseñanzas generales en
número de 35, por 5 profesores para las enseñanzas especiales de música y de 2 profesores de gimnasia;
cifra que puede variar, según convenga a la buena marcha de este establecimiento y que disfrutarán de los
sueldos que se especifiquen en las plantillas.
Artículo 72. Este claustro formado por maestros y maestras, tendrá un profesor jefe, designado por el
Patronato, que será el responsable ante el mismo de la labor pedagógica que el claustro realice. A pesar de
esta independencia del profesorado, el Director de la residencia tendrá la facultad de inspección, a fin de
que se mantenga en vigor todo el Reglamento y que el profesorado cumpla con sus obligaciones y delega-
ciones generales. El jefe de estudios pondrá en conocimiento de la superioridad toda negligencia que obser-
ve en la enseñanza, respondiendo, por intermedio del Director en la parte reglamentaria, y directamente al
Patronato de los resultados obtenidos en la enseñanza.
Artículo 73. El cargo de profesor de estudios recaerá en persona que, a su reconocida competencia en la
enseñanza especial de los ciegos, reúna las condiciones de orden moral y carácter para mantener la disci-
plina, dependiendo siempre del Director de la residencia, con las siguientes facultades:
a) Trasladar los pedidos de material que pidan los profesores a la Dirección y repartir a las clases el que
éste les envíe.
b) Inspeccionar el funcionamiento de las clases y proponer al Director el paso de los alumnos a los grados
sucesivos e indicar la orientación profesional del alumno, vistas las observaciones que hagan los profeso-
res. Ayudar a la formación de fichas psicomédico-pedagógicas.
Artículo 74. Además del profesorado especial para la enseñanza existirá en la plantilla del personal docen-
te e incluidos en el claustro, un profesor de solfeo, otro de piano, uno de instrumentos de arco, otro de ins-
trumentos de viento, otro de órgano, canto llano y armonía y, por último, otro de afinación y reparación de
pianos.
Artículo 75. Si existe algún ciego que pueda llegar a ser profesor de piano, violín o afinador de pianos, el
profesor correspondiente le proporcionará esta clase de enseñanza, pudiendo examinarse en el
Conservatorio hasta obtener el título académico correspondiente.
Artículo 76. De igual modo, a los que posean condiciones para el estudio de una carrera, tiene el profeso-
rado la obligación de prepararlos en el establecimiento y llevarlos a examinar al Instituto, Universidad o
Escuela de Magisterio. A los que no reúnan las condiciones anteriores, el profesorado les enseñará un oficio, así
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como reeducará a los que han perdido la vista en la edad adulta y no puedan trabajar en el oficio que antes
tenían.
Artículo 77. Las plazas de profesorado de la residencia sean provistas siempre mediante oposición entre
ciegos y videntes. Este profesorado se compondrá de la mitad de ciegos y de la otra mitad de viden-
tes. Será requisito indispensable que los profesores videntes posean el titulo de Profesor de ciegos,
obtenido en el Colegio Nacional de Sordomudos y de Ciegos, dependiente del Ministerio de
Instrucción Pública.
Artículo 78. Los profesores especiales de gimnasia, en unión de los médicos generales, se encargarán del
estudio del organismo del ciego, con el fin de lograr, mediante una perfecta técnica gimnástica, el desarro-
llo perfecto y armónico del organismo del niño ciego.
Artículo 79. Las vacantes que ocurran en el profesorado de enseñanzas generales, laborales y de educa-
ción artística y física se proveerán siempre por oposición.
Artículo 80. El número y clase de los ejercicios de oposición se acordará por el Patronato en la residencia
y los cuestionarios para cada vacante se darán a conocer a los opositores un mes antes de comenzar los
ejercicios.
Artículo 81. El tribunal que ha de juzgar las oposiciones estará constituido por tres vocales del Patronato
y dos profesores de ciegos, que designará también el Patronato. La presidencia del tribunal la ostentará un
Vocal del Patronato, a propuesta del mismo.
Artículo 82. El profesorado asistirá con puntualidad a su clase, así como a los demás actos que los
convoque el Director de la residencia. Serán los responsables del orden y disciplina de sus clases.
Redactarán al mes de terminar sus clases una Memoria programa del plan general que siga en sus
clases y del resultado conseguido en su plan de enseñanza, que elevarán al Director y éste al
Patronato. El claustro de profesores de la residencia, con los médicos y capellanes, se reunirá cada
dos meses para tratar de la marcha de la enseñanza, explicando cada uno el método que crea conve-
niente aplicar a. los alumnos para conseguir el máximo aprovechamiento; determinando en estas reu-
niones, además, las horas de clase, taller, paseo y deportes; ajustándose al horario que se detalló en
artículos anteriores, para que todo responda a un plan de unidad para la buena marcha de la enseñan-
za de la vida interior de la residencia.
Artículo 83. Las juntas que celebre el claustro sean presididas por el Director, dando cuenta al
Patronato de las cuestiones que sean de gran interés para la enseñanza y la buena marcha de la
Institución y de los demás acuerdos que haya tomado el profesorado; los que pasarán a resolución
del Patronato.
Artículo 84. Todos los años se celebrarán en el mes de junio los exámenes de fin de curso, dando
cuenta al Patronato del resultado obtenido y de los premios que acuerden dar a los alumnos que más
se hayan distinguido por su aplicación y aprovechamiento.
Del médico general.
Artículo 85. En la residencia de ciegos de Barañain se creará una plaza de médico general.
Artículo 86. La provisión de esta plaza se realizará por concurso de méritos.
Artículo 87. Será obligación del médico general el realizar el examen previo de los aspirantes de los tres
grupos que constituyen la residencia. El resultado de los exámenes lo comunicará el Director de la residen-
cia para la admisión o no en el establecimiento.
Artículo 88. También será obligación del médico general la formación de las fichas médico-psicopedagó-
gicas de los educandos, en colaboración con los profesores y el psicólogo.
Artículo 89. Todos los días pasará visita a los enfermos de la residencia y llenará el parte sanitario, que
trasladará al director.
Artículo 90. Velará e inspeccionará las condiciones higiénicas de todos los locales de la residencia, comu-
nicándolo a la Dirección las faltas que observe.
Artículo 91. El médico general será el encargado de reconocer al profesorado enfermo y firmar las bajas
de asistencia, no siendo válido para este fin ningún otro certificado facultativo.
Artículo 92. Anualmente el médico general elevará al Patronato; por intermedio de la Dirección, una
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memoria del estado sanitario de la población docente y acogida en la residencia.
Del médico de guardia.
Artículo 93. En la residencia se creará una plaza de médico de guardia, que vivirá permanentemente en la
Institución para la asistencia de los casos agudos, accidentes y cuidados especiales de los enfermos. La
plaza se adjudicará por concurso de méritos.
Artículo 94. Además de las obligaciones generales anteriormente expuestas, el médico de guardia
tendrá a su cargo el acompañar al médico general en la visita e inspección higiénica de la residencia
y colaborará en la formación de la ficha médico-psicopedagógica.
Del otorrinolaríngólogo.
Artículo 95. En la residencia se creará una plaza de otorrinolaringólogo, que estará encargado del cuida-
do de los órganos de los niños que comprende esta especialidad y del tratamiento de los procesos que
pudieran aquejarlos, alternando con el médico de guardia.
Artículo 96. La plaza de otorrinolaringólogo se proveerá por concurso de méritos entre especialistas en
esta rama de la Medicina.
Artículo 97. Además de los reconocimientos y tratamientos médico-quirúrgicos de los procesos de gargan-
ta, nariz y oídos que padezca la población escolar y los acogidos en la residencia, el otorrinolaringólogo
tendrá la obligación de trabajar en la formación de la finca médico-psicopedagógica en la parte especial
que le corresponde.
Artículo 98. Anualmente enviará al Patronato Nacional de Residencias de Ciegos una memoria detallada
de su labor.
Del oculista
Artículo 99. En la residencia se creará una plaza de oculista, que se proveerá por concurso de méritos entre
oculistas.
Artículo 100. El oculista de la residencia tendrá a su cargo el reconocimiento de los aspirantes. Vigilará
los ojos de los niños y demás acogidos y colaborará en la formación de la ficha médico-psicopedagógica
en la parte especial que le esté encomendada.
Artículo 101. El oculista elevará anualmente una memoria al Patronato Nacional de Residencias de
Ciegos, por intermedio de la Dirección, en la que dé cuenta de la labor realizada y, sobre todo, de las
causas de la ceguera de los acogidos, para que el Patronato, conociendo éstas, legisle profiláctica-
mente.
De la junta de la Residencia de Ciegos de Barañaín
Artículo 102. En Pamplona se constituirá una Junta inspectora de la residencia de Barañaín, presidida por
el Gobernador Civil de la provincia. Esta Junta de la residencia no tendrá otro objeto que investigar si se
cumple el Reglamento, actuando, a su vez, como ejecutora de las órdenes emanadas del Patronato Nacional
de Residencias de Ciegos.
Artículos adicionales
Artículo 103. La resolución de todo asunto relacionado con la residencia y que no se encuentre establecido en el
presente Reglamento, será de la exclusiva competencia del Patronato Nacional de Residencias de Ciegos.
Artículo 104. El Patronato Nacional de Residencias de Ciegos dedicará atención preferente al estudio de
la legislación de ciegos para mejorar su posición social.
Patronato Nacional de Residencias de Ciegos
Cumpliendo el acuerdo adoptado por este Patronato en su última sesión, remitimos a usted, adjun-
to un ejemplar del proyecto de Reglamento provisional de la residencia de Barañain, redactado por
la Ponencia nombrada al efecto con objeto de que antes de dar cuenta del mismo en la sesión corres-
pondiente al mes de septiembre próximo, pueda estudiarlo y formular a él cuantas observaciones,
enmiendas y adiciones estime oportunas.
Dios guarde a usted muchos años.
Madrid, 11 de julio de 1929.
EL SECRETARIO
Señor don Jerónimo Celorrio Guillén».
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constituyen una referencia importantísima para comprender su naturaleza y fun-
cionamiento138.
“Si bien estos centros no eran lugares de reclusión forzosa, la idea de segregación no
era en ningún modo compartida por las organizaciones de ciegos. A resultas de esta
campaña y del hecho de que los beneficios de la venta de sellos del Instituto Técnico
ya no se destinaban al Patronato de Residencias, los vocales del Patronato propusieron
un cambio de orientación, del que resultaría el Patronato Nacional de Protección de
Ciegos (Real Decreto del 20 de enero de 1931).” El preámbulo señala que se suprime el
Patronato de Residencia y se crea uno nuevo con el objeto de auxiliar y aproximar a los
ciegos al mundo laboral. El art. 1 establecía:
«El Patronato Nacional de las Residencias de Ciegos se denominará en lo sucesivo
Patronato Nacional de Protección de Ciegos, estará constituido bajo la presidencia
honoraria de S.A. la Infanta Doña Isabel de Borbón, la efectiva del Ministro de la
Gobernación y la vicepresidencia del Director general de Administración, y se com-
pondrá de diez y seis Vocales, nombrados libremente por el Ministro entre personas de
reconocida autoridad en la materia. El Patronato elegirá entre sus Vocales el Secretario
del mismo».
El art. 2, señalaba que además de la misión de asistencia, que constituye su princi-
pal cometido, tendrá entre otras:
«[...] la de asesorar al Gobierno sobre las materias referentes a la protección de los
ciegos, en sus varios aspectos que le consulte, y de iniciativa, que elevará al Ministro
de la Gobernación en forma de propuestas».
“Este nuevo Patronato, se debería encargar de supervisar la enseñanza especial, y de
proponer al Gobierno medidas de empleo para los ciegos útiles y modos de protección a
los ancianos (art. 4 del RD de 20 de enero de 1931). Pero, al igual que los que le prece-
dieron, fue totalmente ineficaz. Los asuntos del Patronato terminaron por dividir a los cie-
gos. Haciendo un esfuerzo de simplificación se puede hablar de dos grupos. Por un lado,
estaban aquellos que veían en el Patronato una agencia del Estado capaz, a la vista de los
recursos de que disponía, de diseñar y de coordinar una política global y coherente en
favor de los ciegos, una vez que empezara a funcionar periódica y regularmente. Esta
138 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, ONCE, 1998, pp. 933-947.
Vicie ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 24, donde
refiriéndose a la actividad de los distintos patronatos afirma: «[...]. En general, movían a estos organismos
planteamientos más políticos que tiflológicos y se dieron casos de ignorancia llevada casi al esperpento,
como el del Presidente de uno de estos Patronatos, el general Severiano Martínez Anido, ministro de la
Gobernación, quien pretendió montar una "reserva de ciegos" en Barañain (Navarra), para que allí "vivie-
sen felizmente", como explicó en el Real Decreto de 20 de enero de 1931 sobre el Patronato Nacional de
Residencias para Ciegos».

139 Roberto GARVIA SOTO, pp. 50-51.
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política consistiría fundamentalmente en crear talleres protegidos y en pensionar a los cie-
gos inválidos. Con mayor o menor escepticismo, este grupo lo componían profesionales
que habían perdido la vista en su etapa adulta, "notables" con poco apoyo de las organi-
zaciones, algunos de los cuales eran vocales del Patronato139.”
“En el otro estaban aquellos que desconfiaban tanto del Patronato, dada su com-
posición, como de la política de los talleres protegidos. Esta desconfianza anima-
ba, en ocasiones, a pedir el reparto de los fondos del Patronato entre las organiza-
ciones de ciegos, o a solicitar directamente a miembros del gobierno, sorteando el
Patronato, otro tipo de medidas, como cuotas de empleo público o el monopolio
de pequeñas actividades, como la reventa de billetes de lotería140.”
“En abril de 1934, un nuevo decreto reorganizó por última vez el patronato, a
iniciativa de la nueva Directora General de Beneficencia: Clara Campoamor. Una
crisis de gobierno desplazó a Clara Campoamor de la Dirección General de
Beneficencia, y el nuevo director colaboró, con fondos del Patronato, en una
nueva campaña de recogida de mendigos de Madrid. En esta ocasión, a diferencia
de campañas anteriores y buscando la colaboración del Centro Instructivo, en
lugar de asilar a los mendigos ciegos se les pensionó. Desde el 10 de octubre hasta
el 6 de noviembre de 1935, cerca de cuatrocientos ciegos mendigos recibieron
pensiones a cambio de no mendigar. Cuando se agotaron los fondos, los mendigos
volvieron a las calles141.”
Las causas del fracaso del modelo oficial hay que cifrarlas en dos factores fun-
damentales: primero, un planteamiento equivocado de principio, pues aun tratan -
139 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, Centro
de Estudios Avanzados en Ciencias Sociales, Madrid, 1993, pp. 51-52 y nota 40: «[...]. Contra este grupo de "neófitos" ciegos, se dirigían las críticas de un viejo líder del Centro Instructivo de Madrid, para quien los neófitos "pretenden ejercer un apostolado en nuestra causa. Son generalmente ciegos próximos, que perdieron la vista en la época de sus mayores actividades, y que pasados los primeros momentos de desesperación, sin haber vivido nuestra vida, sin haber sentido nuestras necesidades y amarguras, se dan por enterados de todos nuestros problemas, que evidentemente desconocen, [...] y en su papel de apóstol, manifestándose enterados, y con algún que otro tópico exótico, se apoderan del ánimo de las gentes, consiguiendo que el problema no sea conocido en su puridad».
140 Ibídem, p. 53, nota 41; «Así, el presidente del Centro Instructivo de Madrid mantiene que no sería una
mala idea que el ministro de Gobernación pensara en ir "disolviendo el actual Patronato y creando el de
Asistencia Social a los Ciegos, sin que en el formen parte médicos, maestros de la especialidad, ni direc-
tores o administradores de instituciones docentes, los que serán muy útiles en clínicas, consultorios, hos-
pitales, escuelas, colegios, institutos, etc., pero no en un organismo de ayuda casi siempre económica, en
donde con su ciencia y tecnicismo dificultan [...] una obra que sólo requiere buena voluntad y conocer las
necesidades de los ciegos».
141 Ibídem, pp. 55.
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dose de instituciones pensadas y diseñadas para ciegos, en ningún momento se cuenta con
ellos a la hora, de pedirles asesoramiento sobre la manera de resolver sus problemas, ni
mucho menos para formar parte de los órganos de decisión y gestión de estas instituciones;
además la unificación artificial de la problemática de ciegos y sordomudos viciaba la acción
de estas instituciones. En segundo lugar, la falta de adecuación entre lo que se ofertaba al
colectivo de ciegos, y lo que realmente éstos demandaban142.
5. Etapas del movimiento asociativo de ciegos en la edad contemporánea hasta
la creación de la ONCE: en los asuntos tiflológicos, los ciegos son los videntes y los
videntes son los ciegos.
Fundamentalmente, se pueden señalar dos etapas durante la Edad Contemporánea
del asociacionismo de los invidentes en nuestro país.
Una primera etapa que abarcaría desde el último tercio del S. XIX hasta 1924, periodo en
el que se produce un resurgimiento del movimiento asociativo entre estos minusválidos a tra-
vés de la aparición de un gran número de asociaciones de ciegos por todo el país. Estas aso-
ciaciones vendrían a solventar como ya dije las carencias del modelo oficial y estarían defi-
nidas en su mayor parte por su carácter mixto y su individualismo143.
 Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 53-54.
143 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo IV, ONCE, 1995, pp. 353-356:
«Almería es una de las provincias españolas donde más ciegos hay, debido a la sequedad del suelo, la esca-
sez del agua, el sol ardiente y la deslumbrante claridad del firmamento. [...]. La profesión más ejercida por
los privados de vista en esta provincia era la mendicidad. [...]. Gran número de ciegos cantaba coplas y
romances por las calles y plazuelas de la provincia. [...]. Destacó entre los músicos ciegos de Almería,
Frasquito Segura, "El ciego de la playa", nacido hacia el año 1840, quien era tenido por los estudiosos del
cante jondo, como el hombre que independizó el cante de Almería de los estilos de Málaga, imprimiéndo-
le una personalidad local, que ya no perdería. Pero la vida es muy ingrata y Frasquito hubo de pordiosear
con su inseparable compañera, acabando su vida a avanzada edad, en cualquier esquina de su ciudad.
Cantaba las peteneras de Almería con tanto estilo, que ganó más de un concurso provincial de flamenco.
A principios del siglo XX había en Almería una asociación de músicos ciegos llamada "La Lira", integra-
da por 40 miembros, aproximadamente, todos los cuales tocaban instrumentos de arco y de pulso y púa.
La entidad tenía su domicilio social en una planta baja de la calle Rambla del Obispo Orberá, de esta ciu-
dad, donde disponía de sala para ensayar, salón de baile o de recreo y despacho con teléfono para la direc-
tiva, que, siguiendo un riguroso turno, designaba a los socios que habían de actuar en los locales públicos
o en los domicilios particulares que reclamaban los servicios de la asociación, tanto en la capital como en
la provincia. De conformidad con la importancia de la fiesta o acto que se pretendía amenizar con música
y los honorarios que se ofrecían por la actuación, se determinaba el número de los socios que debían par-
ticipar en la orquesta.
Estuvo muy bien organizada "La Lira", pues todos los miembros pagaban una cuota que constituía un
fondo con el cual se ayudaba a los asociados accidentados o enfermos. [...].
"La Lira" estuvo siempre legalmente autorizada por los poderes públicos de Almería y su provincia, que la pro-
tegieron solícitamente desde que se fundó la asociación, y los músicos invidentes consiguieron un bien ganado
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A partir de 1924, podría señalarse una segunda etapa que abarcaría el período hasta
la creación de la ONCE, el 13 de diciembre de 1938. Caracterizada fundamentalmente,
por los intentos de unificación a nivel nacional del colectivo de ciegos del país, y por
la irrupción de forma significativa de las instituciones de ciegos autónomas144.
En definitiva, se trataba de propiciar un mayor protagonismo de los invidentes, pues
tenían la plena convicción de que «en los asuntos tiflológicos, los ciegos son los viden-
tes y los videntes son los ciegos».
II. Creación de la ONCE.
1. La consolidación de una expectativa.
1.1. Las organizaciones locales de ciegos y el empleo a los mendigos como ven-
dedores del cupón145.
prestigio, pero económicamente no lograron vivir con desahogo, viéndose obligados a alternar la música con la
mendicidad. Esta es la razón de que en 1921, al conocer que en Alicante, Murcia y Cartagena se había organiza-
do años atrás una rifa diaria de boletos o cromos numerados, se formara un patronato integrado por personas influ-
yentes de la ciudad y dirigido por un tal señor Uribarri que implantó en la ciudad de Almería una rifa diaria simi-
lar a la que se realizaba en las citadas capitales y que dicho señor denominó "Los Iguales", permitiendo vender
estas papeletas a cualquier minusválido, y dando a los números los motes o nombres siguientes: [...].
Casi todos los ciegos almerienses se hicieron vendedores de "Los Iguales", también llamada esta rifa "la rifa de
asistencia social", cuyo patronato les asignó de comisión el 20 por 100 del producto de su venta, cantidad que, a
pesar de ser exigua, era un ingreso seguro que bastaba para satisfacer sus necesidades más perentorias y, además,
les daba derecho a ser atendidos en caso de accidente, enfermedad e imposibilidad para trabajar.
En 1922 cambió de denominación esta sociedad, llamándose, en lo sucesivo, "Liga de Auxilio Social",
autorizando la venta de sus blancos boletos a cualquier persona que lo solicitase, aunque no padeciera
minusvalía alguna, siendo 90 los ciegos asociados a esta entidad, la cual amplió su labor benéfica, soste-
niendo unos comedores públicos para alimentar a los pobres de solemnidad.
En 1928 el patronato de la "Liga del Auxilio Social" empezó a impartir instrucción a una docena de niños
sin vista de ambos sexos en el hospicio de Almería, fundándose de este modo una escuela de ciegos, que
estuvo en funcionamiento hasta 1940 [...].
"Los Iguales" de la "Liga de Auxilio Social" se estuvieron vendiendo en Almería sin interrupción hasta que
fue incorporada esta asociación a la naciente Organización Nacional de Ciegos [...]».
144 Vide Valentín FORTÚN ARR1EZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de
Ciegos Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 72-74.
145 Vide ONCE, "ONCE, 1938-1988. Medio siglo de vida por la integración", Perfiles, 36, (1988), p. 25: «[...].
Ya de aquella época datan las primeras reiteradas peticiones de los invidentes españoles de recabar a través del
Patronato, el permiso del Gobierno para organizar una rifa con carácter nacional, similar a la que -desde 1903- se
efectuaba por los ciegos en la ciudad de Alicante, y cuyos óptimos resultados les habían permitido irse extendien-
do, con los años, a otras ciudades del sudeste español. Sin embargo la Administración se oponía de forma siste-
mática, estimando que dicha actividad mermaría sensiblemente los ingresos gubernamentales por venta de la
Lotería Nacional, que en esos momentos constituía la principal fuente de recaudación del Estado.
Ante tales planteamientos, los invidentes reclamaron a la Dirección General de Loterías el cumplimiento
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La solicitud al ministerio instando autorización para la venta o rifa de cupones fue
una práctica seguida en distintas provincias españolas, tal y como lo demuestra la carta
del Subsecretario del Ministerio de la Gobernación al Gobernador Civil de Castellón,
con el siguiente contenido:
«Al Gobernador Civil de Castellón.
En, 7 de Agosto de 1934.
Excmo. Sr. De orden del Excmo. Sr. Ministro de la Gobernación y para su informe, remi-
to a V.E. la adjunta instancia promovida ante este Ministerio por D. Peregrín Lecha Ortells que,
como Presidente de la Sociedad de Ciegos y Semiciegos "El Porvenir" de esa capital, solicita
se autorice a la expresada Sociedad la venta o rifa de cupones. El Subsecretario, E. Benzo»146.
A lo que se replica en misiva del Gobernador Civil de Castellón al Ministerio de la
Gobernación:
«Ilmo. Sr.
Cumplimentando cuando se sirvió V.I. ordenar en su atenta comunicación de 7 del actual
a la que acompaña, para su informe una instancia de la Sociedad de Ciegos y Semiciegos "El
Porvenir", he de significar a V.I. que dicha Asociación funciona legalmente constituida y sus
componentes por los fines de cultura y amparo mutuo que persiguen la reputo digna de toda
protección y constituyendo lo solicitado una pequeña ayuda para su desenvolvimiento esti-
mo debiera accederse a ello, pues no existe quebranto para otros intereses coadyuvando con
su concesión a una obra a todas luces benéfica y altruista en beneficio de esos ciegos que por
lo que respecta a la Sociedad dicha ponen todos los medios a su alcance por sustraerlos a la
mendicidad y proporcionar los medios modestos de vida.
VI. no obstante acordará lo que estime más pertinente.
Castellón, 10 de Agosto de 1934
Ilmo. Sr. Subsecretario del Ministerio de la Gobernación»147.
“En 1935 se propuso al Gobierno que las organizaciones locales de ciegos, a cambio
de una autorización permanente y exclusiva para los invidentes, se encargaran de dar
empleo a los mendigos como vendedores del cupón y, a la vez, crear talleres o casas de
trabajo para aquellos ciegos que hubieran aprendido un oficio o quisieran hacerlo. Para
no reducir los ingresos de la Lotería Nacional, propusieron que el 25% de los premios
no fuera en metálico, sino en participaciones de Lotería148.”
de lo dispuesto en el art. 206 de su Reglamento (de 25 de febrero de 1893), reservando el derecho a la venta
ambulante de Lotería a las personas desvalidas».
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, ONCE, 1998, pp. 41-43.
146 Vide Alberto DAUDÉN TALLAVÍ, Los ciegos como grupo social y su relación con el Estado: 1800-
1938, o.c., p. 182.
147 Ibídem,p. 183.
148 Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
60. En la nota 50 señala: «Desde 1930 a 1933 los ingresos de la Lotería Nacional se redujeron en un 7%,
En términos de ingresos totales del Estado, los ingresos de la Lotería Nacional suponían un 11% en 1930,
para pasar a un 8,5% en 1933. A esta reducción fueron muy sensibles los administradores de loterías, que
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1.2. La Orden Ministerial de 18 de noviembre de 1935 y la venta ambulante por
ciegos e impedidos de participaciones de la lotería nacional.
Por medio de la Orden Ministerial de 18 de noviembre de 1935, se permitía a las
entidades benéficas constituidas para la protección de los ciegos, la venta ambulante de
participaciones de la Lotería Nacional:
«Este Ministerio se ha servido autorizar a las Entidades Benéficas constituidas o que
se constituyan para la protección de los ciegos e impedidos, para realizar, bajo su exclusi-
va responsabilidad, la expedición ambulante de participaciones de los billetes de la Lotería
Nacional, que adquieran bajo las siguientes condiciones:
1o. Las Entidades que pretendan hacer uso de la autorización referida, habrán de
estar dirigidas por personas de absoluta solvencia moral, a juicio de la autoridad local
respectiva. Serán, además, intervenidas por una Delegación de dicha autoridad, a cuyo
efecto habrán de recabar de ésta la designación de la persona que haya de ejercerla, for-
mando parte de la Junta o Patronato.
2o. Los ciegos e impedidos a quienes se confiera la expedición de participaciones,
habrán de estar provistos de nombramiento expedido por el Presidente de la Entidad, visa-
do por la autoridad legal, con obligación de exhibirlo siempre que, al efecto, les sea reque-
rida. La expedición ha de ser precisamente ambulante, estando terminantemente prohibi-
do la instalación de quioscos o puestos fijos.
3o. Los billetes, objeto de fraccionamiento en participaciones, habrán de ser adqui-
ridos en la Administración de Lotería de la localidad; y, cuando haya más de una,
habrán de distribuirse las adquisiciones, equitativamente entre todas.
4o. Hasta que se realice el sorteo y, en su caso, el cobro de los premios, la Entidad
habrá de custodiar los billetes adquiridos con las garantías necesarias de seguridad.
5o. Se hace extensiva la autorización, en igualdad de condiciones, a las Entidades
Benéficas sometidas al régimen transitorio del Decreto del 17 de diciembre de 1932,
como elemento de compensación de la gradual reducción de ingresos impuesta por la
Disposición referida».
Fruto de esta evolución es la propuesta presentada por la Federación Hispánica de
Ciegos al Gobierno el 21 de febrero de 1936. Este Proyecto de Asistencia Social: "el
cupón pro-ciegos", establecía y regulaba la venta de un cupón a nivel nacional, como
medio eficaz para resolver la precaria situación económica del colectivo149.
solicitaron al gobierno la supresión de las rifas de ciegos. La reventa de décimos de Lotería, según el artí-
culo 206 de la Instrucción de Loterías del 25 de Febrero de 1893, no podía ser ejercida libremente. A pro-
puesta de los administradores de lotería, los delegados de Hacienda nombraban a los vendedores ambulan-
tes, cuya remuneración dependía del arbitrio de los primeros. La orden del 18 de noviembre de 1935 per-
mitía a las organizaciones de ciegos revender billetes sin mediación de los administradores».
l49 Vide Valentín FORTÚN ARRIEZU, La creación e implantación de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles: 1938-1948, o.c, pp. 75-76. Así en su primer apartado exponía: «Se establece legalmente la venta del
cupón prociego, cuya finalidad única es proporcionar un medio decoroso de vida a todos los ciegos españoles, al
objeto de que puedan atender a su subsistencia y a la de los suyos». Este cupón, además de beneficiar al vende-
dor, también debería cumplir otros fines solidarios con todos los miembros vendedores o no de la sociedad siem-
pre que fuera posible, expresados en el apartado cuarto de este proyecto de ley:
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2. £1 objetivo y el instrumento necesario para mejorar la calidad de vida de los
invidentes: la creación de una asociación nacional y la autorización de la venta de
un cupón pro-ciegos.
Para comprender que es la ONCE, es necesario mirar al pasado, pues se trata de una
organización única en su género150:
«[...]. La República de 1931, que llegó entre canciones y en primavera, aunque por
culpa de las secuelas de un siglo XIX catastrófico aquello acabara tan mal, tuvo espe-
cial impacto entre los ciegos.
La figura de las "sociedades" acogidas a la Ley de Asociaciones, sin el respaldo de
filántropos o juntas de caridad, proliferó rápidamente en aquél período. Entidades
como La Hispalense, de Sevilla, El Porvenir, de Valencia, El Centro Instructivo, de
Valladolid, El Sindicato de ciegos, de Barcelona, La Sociedad de Socorros Mutuos, de
Cádiz, La Nueva Aurora de Málaga, los Centros de Córdoba, Zaragoza y Granada y
muchas más dirigidas y administradas por ciegos cultos y emprendedores, aparecieron
a lo largo y a lo ancho de la geografía nacional.
«Las sociedades administradores del cupón pro-ciegos, cuando el capital lo permita establecerán:
· Una sección mutualista para casos de enfermedad.

· Una caja de invalidez.
· Una casa de trabajo o taller.

· Una sección de enseñanza para adultos.

· Una biblioteca de libros en sistema braille.

· Todos los servicios que se estimen necesarios para atender debidamente a los asociados».

Este mismo autor, en las pp. 76-77, enumera una serie de iniciativas que se incluyen en un proyecto de ley
para la promoción del trabajo de los ciegos, entre las que se incluyen las siguientes:
«- Promulgación de una ley que obligue a los ayuntamientos con menos de 10.000 habitantes, a nombrar
un profesor ciego para la educación musical de los escolares de la respectiva localidad, ya se trate de escue-
la nacional o sostenida por el municipio.
· Obligación de que los ayuntamientos y otras corporaciones oficiales o semioficiales ocupen en sus depen-
dencias un telefonista ciego.

· Que la provisión de plazas para los centros de invidentes, y en todas aquellas ocupaciones accesibles a
los que no ven debe resolverse considerando como razón preferente para otorgar el puesto de trabajo, el
ser ciega la persona aspirante a desempeñarlo.

· Que los estancos, administraciones de lotería, quioscos, etc., sean concedidos con preferencia a los caren-
tes de visión.
· Que se protejan las industrias que los ciegos ejerzan, eximiéndolas del pago de contribuciones, ya que, el
defecto fisiológico les ocasiona más gastos que a los demás industriales, y que a sus conciudadanos con
vista».
150 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la Organización Nacional de
Ciegos a través de mis vivencias, ONCE, Madrid, 1988, p. 11: «El libro que van ustedes a leer, si están
interesados en las cuestiones sociales que plantean los deficientes sensoriales, en especial si son ciegos o
semiciegos, si son pedagogos o médicos, es la historia de la lucha librada por un grupo de no videntes hasta
unificar lo que parecía para siempre dividido, convertir la miseria en abundancia y la picaresca en cultura,
despertar las conciencias de filántropos y poderes públicos que trataban la ceguera como una enfermedad
incurable, para culminar en la fundación de la obra nacional de ciegos más importante que existe en el
mundo, única en su género, porque es de los ciegos y abarca todo un país».
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Ese movimiento asociativo pronto avanzó hacia una federación [...].
Dicha entidad llamada Federación Hispánica de Ciegos, celebró dos asambleas en
Madrid: una en 1932 y la otra en 1935. [...].
Hubo otras asociaciones no encuadradas en la Federación, como La Unión de
Trabajadores ciegos de Madrid. Lo cierto es que los ciegos atravesaban por un momen-
to histórico que demandaba un líder.
No es el objeto de este trabajo escribir la historia de aquel interesante período de
las "sociedades de ciegos" que otros harán mejor que yo. Mi intervención en él busca-
ba soluciones aplicables a todas ellas.
Estuve seguro el día que, en una sesión de la Asamblea de 1935, presencié el
siguiente espectáculo: "Se discutía una ponencia sobre bibliotecas braille presentada
por la señorita Carmen Cabezas, cuando irrumpieron en el salón tres ciegos: Vicente
Dols, Daniel Gusano y Pedro González, dirigentes de los no videntes de Madrid, quie-
nes en actitud airada, reclamaron ser escuchados.
Hecho el silencio manifestaron que, mientras nosotros los asambleístas tratábamos
bellas cuestiones culturales, los ciegos, el noventa por ciento de los cuales no sabían
leer ni escribir, tenían que ganarse la miserable vida pidiendo limosna; y las autorida-
des municipales, celosas del prestigio de la Villa ante los turistas, recluían a los men-
digos en el Albergue, sin más".
Esa era la cruel realidad, que requería soluciones drásticas. [...]»151.
Como objetivo se planteaba la necesidad de fundar una asociación de ciegos de
carácter nacional y su instrumento sería la autorización por el Ministerio de Hacienda
de la venta de un cupón pro-ciegos en toda España, otorgándolo como un monopolio
organizado y dirigido por los invidentes:
«Una calurosa tarde del mes de agosto de 1937, se reunieron, en una cafetería de la
plaza Mayor de la ciudad de Burgos, tres privados de vista: Enrique Pérez Ayuso, tele-
fonista del Gobierno Militar, a quien había colocado en dicho puesto el general Yagüe;
Fernando Martínez-Burgos González, músico de profesión, Mariano Ortega Monedero
(deficiente visual), Director de la orquesta de no videntes creada en Zaragoza por el
Patronato Nacional de Protección de Ciegos, y que se encontraba disfrutando sus vaca-
ciones de verano en su tierra natal, donde solía trabajar como músico profesional, [...].
Los tres camaradas hablaron de la triste situación en la que vivían los faltos de vista
españoles y llegaron a la conclusión de que se solucionaría favorablemente y definiti-
vamente este problema, fundando Casas de Trabajo para Ciegos en las principales ciu-
dades del suelo patrio, similares a la que funcionaba en Zaragoza; y creando un
Patronato Nacional de Pensiones para Ciegos, que, con fondos del Estado, de las
Diputaciones Provinciales y de los Ayuntamientos Municipales, pensionara con seis
pesetas diarias a todo privado de vista español necesitado. Era imperativo exponer,
urgentemente, este plan a los Poderes Públicos, aprovechando que entonces tenían en
Burgos su despacho varios miembros del Gobierno, a los que era preciso visitar para
convencerles de la bondad del proyecto que les proponían.
151 lbídem,pp. 47-49.
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Enrique Pérez Ayuso se comprometió a hacer las oportunas gestiones en los gobier-
nos Militar y Civil de Burgos [...]; logró que en octubre de aquel año les citara a él y a
Martínez-Burgos [...], el general Milán Astray, el fundador de la legión española, quien
entonces estaba encargado por el Gobierno franquista de resolver pronta y satisfacto-
riamente toda la problemática concerniente a los mutilados de guerra y a los invá-
lidos civiles de la zona no republicana española.
Los dos invidentes expusieron verbalmente y dieron por escrito al general [...], un
proyecto en el que proponían la creación de Casas de Trabajo para los Ciegos en las prin-
cipales ciudades de España y la fundación de un Patronato Nacional de Pensiones para
Ciegos que, con fondos del Estado [...].
A finales de octubre de 1937 pasó, por Burgos, Julio Osuna Fajardo, el antiguo
vocal de la desaparecida Federación Hispánica de Ciegos, a quien informó Martínez-
Burgos del proyecto entregado [...]. Osuna le objetó que en muy pocas ciudades espa-
ñolas se podrían abrir Casas de Trabajo para los ciegos, que éstas serían deficitarias y
con escaso número de operarios invidentes, quienes cobrarían jornales de miseria, no
estando muchos ciegos capacitados para trabajar en las mismas. En cuanto a las pensio-
nes, -añadió Osuna- España quedará arruinada con esta guerra fraticida y los pocos fon -
dos disponibles por el Estado se emplearán en la reconstrucción de la patria, nunca en pen -
sionar a los privados de vista. Julio Osuna trató de convencer a Fernando Martínez-
Burgos de que la mejor forma de solucionar satisfactoria y definitivamente la problemáti -
ca de los no videntes españoles era legalizar la venta del cupón pro-ciegos, organizada y
unificada de modo centralizado, como monopolio de los invidentes, tal como se esta-
ba haciendo en la Federación Bética de ciegos.
Fernando Martínez-Burgos argumentó que la venta del cupón era una mendicidad
callejera disfrazada, que concentraba a los invidentes en las grandes ciudades, ofre-
ciendo espectáculos bochornosos y deprimentes; a lo cual le respondió Osuna, dicién-
dole, que era necesario fundar una asociación de ciegos de carácter y ámbito nacional,
dirigida por los propios invidentes, que defendiera los derechos de los privados de vista
ante los Poderes Públicos, que se financiara con la venta del cupón y que, sobre todo,
proporcionase a sus afiliados unos ingresos que les asegurasen la manutención diaria
para ellos y sus familiares más directos. [...].
Javier Gutiérrez de Tovar y Juan Belmar Martínez consiguieron convencer a
sus cuatro compañeros de que lo más eficaz y resolutivo para mejorar el "modus
vivendi" de los no videntes españoles y solventar con éxito toda su problemática,
venciendo cuantas barreras sociales les marginaban, era lograr que el Ministerio
de Hacienda autorizase a los privados de vista la venta de un cupón pro-ciegos en
toda España152, otorgándosela en monopolio, organizada y dirigida por ellos mis -
mos, de forma centralizada y unificada; [...].
"El cupón -explicó Tovar- es un juego de azar que proporciona los ingresos preci-
sos para vivir con cierto desahogo que, en definitiva, es lo que importa: llenar los estó-
152 Ibídem, pp. 51-57, donde rememora el nacimiento del cupón como solución económica y su puesta
en marcha. En la p. 73 precisa: «En agosto de 1938, cuando propuse al Gobierno la Organización Nacional,
la Federación Bética agrupaba a más de tres mil no videntes, los cuales, con base económica del cupón,
doblaban el salario medio de la época. El siguiente paso iba a ser extender a toda España lo que ya estaba
hecho en Andalucía».
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magos con el fruto de un trabajo, que puede realizar cualquier invidente153. Nosotros
podemos implantar la venta del cupón en la Organización que fundemos154, para obte-
ner unos fondos con los cuales crear colegios, talleres y fábricas, donde los invidentes
se capaciten para integrarse en óptimas condiciones en el mundo laboral de la nación,
valorándose el éxito del organismo tiflológico creado en función del número de los tra-
bajadores ciegos incorporados al sector fabril".»155.
153 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp.
61-62: «No todos los ciegos, sin embargo, estaban claramente a favor del cupón. [...]. "La preponderancia
de la venta del cupón supone la absorción de los privados de vista en este rumbo de vida, al que como única
salida van todos los más inútiles, los más ignorantes, con los capacitados para otra cosa más útil a la socie-
dad; y es triste que un hombre sin ojos, que puede ser un buen obrero, un afinador de pianos, un comisio-
nista, un masajista, un profesor, tenga que ponerse en una esquina a vocear un cupón".
Sin embargo, dada la ineficacia del Patronato, de los colegios y la amenaza de los asilos, muchas organi-
zaciones de ciegos encontraron en el cupón, en contra del parecer de una pequeña minoría, la solución al
problema de la mendicidad que durante años habían estado buscando».
154 Ibídem, pp. 75-77: «No puede extrañar, entonces, las reticencias de muchos líderes al cupón.
Vendiendo cupones no se crea riqueza, sólo se transfiere de unas manos a otras; no se trabaja codo a codo
y en igualdad de condiciones con los videntes; la venta ambulante de cupones, en suma, es una ocupación
poco distinta de la mendicidad. Para algunos, incluso, es inmoral, pues jugarían preferentemente al cupón
aquellos que tienen menos ingresos: los trabajadores. El cupón, además, desincentivaría a los ciegos a
esforzarse para encontrar una ocupación verdaderamente útil».
Vide José EZQUERRA, "Notas autobiográficas", BOONCE, 113, (1934), pp. 77-78: «[...]. Nuestros amigos y
compañeros aparecen divididos en dos grupos: unos, los más, se muestran partidarios decididos de la implanta-
ción del cupón en todo el territorio nacional, a cuyo fin nos exhortan para que la Federación trabaje con todas sus
fuerzas para conseguir su nacionalización, medíante una disposición oficial, resolviendo así, de una manera defi-
nitiva, el problema social de la ceguera en España. Otros de nuestros amigos, los menos, muéstrense alarmadísi-
mos ante la idea de que el cupón sea implantado con carácter general en todo el país, pues creen que su implan-
tación sería de funestas consecuencias para la vida cultural y de trabajo de los ciegos españoles. Porque ¿quien
pensaría en estudiar, en trabajar, en afanarse por abrirse paso, si con llevar en las manos un puñado de boletos o
cupones tendría resuelto su problema económico sin esfuerzo alguno, sin lucha con nadie, ganando un jornal que
a los obreros videntes les cuesta el ganarlo ocho horas de trabajo agotador?. El ciego, añaden, lo mismo que el
vidente debe estudiar, trabajar, luchar, abrirse paso en la vida y ganarse el pan con su propio esfuerzo y para ello
no debemos dejar ni un instante de pedir a los poderes Públicos la creación de organismos adecuados para la capa-
citación de los que no ven, a fin de que éstos fijen sus aspiraciones en un trabajo decoroso y no en la venta de
boletos de una rifa callejera.
Estas son las dos tendencias que hemos recogido entre nuestros amigos y compañeros de todas las provincias
españolas. Ahora nos toca a nosotros exponer nuestra opinión sobre esta importante cuestión [...]. Nosotros, sin-
ceramente, proclamamos las excelencias del cupón de los ciegos;pero con la salvedad de que lo aceptamos como
un medio, no como un fin. Más claro, nosotros consideramos debe ser el medio por el cual los ciegos españoles
pueden alcanzar la definitiva solución del problema social de la ceguera, es decir, que el cupón no ha de ser otra
cosa que el instrumento, o como quiera llamarse, con el cual debemos llegar a nuestra rehabilitación social. [...].
Si el cupón se estableciese en todo el territorio nacional con arreglo a un sistema único de series [...] las adminis-
traciones locales que serían las administradoras del cupón en sus respectivas poblaciones [...] podrían, muy en
breve, acometer la empresa de crear talleres, escuelas, bibliotecas y otros organismos adecuados, encaminados
todos a procurar a los ciegos, principalmente a los jóvenes, los medios de vida que hasta ahora no ha sido posi-
ble establecer por falta de recursos».
155 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, Organización Nacional de
Ciegos Españoles, Madrid, 1998, pp. 15-21. En el acta del Consejo Superior de Ciegos del 21 de julio de
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Tras la XXV Asamblea Nacional para el Progreso de las Ciencias, celebrada en
Santander, el 25 de agosto de 1938, Javier Gutiérrez de Tovar expuso al Jefe del Servicio
Nacional de Beneficencia y Obras Sociales el proyecto redactado por él y sus compañeros156.
1939 se refleja: «El Sr. Tovar, refiriéndose nuevamente al cupón, manifiesta que no lo considera un fin,
sino como un medio para resolver el problema momentáneamente. El 95% de los ciegos no se hayan hoy
capacitados para trabajar con el debido rendimiento, y como sería injusto privarles del derecho a vivir
decorosamente por esa causa, ajena a su voluntad, se les dota del cupón que les asegura jornales de 10 y
12 pesetas diarias. Conforme dichos ciegos vayan educándose en los centros de aprendizaje que se han de
montar gracias a los recursos económicos con que se cuenta y que aporta el mismo cupón, y la organiza-
ción pueda garantizar la colocación de obreros en las industrias, irán abandonando la venta muchos invi-
dentes. Los niños no tendrán necesidad de recurrir a ello, puesto que recibirán una enseñanza eficaz, nada
comparada con la que hasta ahora se les ha dado».
Sin embargo, el tiempo ha mostrado un desplazamiento de objetivos, y los medios se han transformado en
fines, tal y como afirman algunos de los actores originarios de esta institución, Vide Roberto GARVIA
SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p. 79, haciéndose eco de las
palabras de Martínez Burgos: «Los hombres que dimos vida a la ONCE jamás pensamos en perpetuar este
modo de vida para el ciego-masa, En aquella sazón no habría nadie imaginado solución mejor; pero en
nuestras mentes y en nuestros corazones había una inquietud, un vehemente deseo de remontar aquella pro-
visionalidad con algo más útil para la colectividad nacional, pues no se nos ocultaba que el cupón, como
toda lotería, representa en cierta forma un parasitismo, un vivir en simbiosis con la producción y la rique-
za patrias, pero sin fomentarlas ni estimularlas. [No obstante, el cupón, reconocía Martínez Burgos, ha
mejorado también al ciego-masa, pues] al ciego zafio, callejero y encanallado en la picaresca ha sucedido
el ciego con ideas y conocimientos similares a los del ciudadano normal de nivel medio. Más, ¿para qué
seguir por este camino? [...] lo conseguido ahí está, lo por conseguir [...]». En la misma página, se hace eco
de una reflexión de Tovar que pide un cambio de rumbo en la organización: «[...] promuévanse entre los
deficientes visuales esos trabajos, con el fin de convertir en realidad nuestra intención original de que "el
cupón sea un medio, no un fin"».
156 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegos a tra -
vés de mis vivencias, o.c, pp. 15-36. Las conclusiones fueron las siguientes, pp. 33-34: «Conclusiones.
Como consecuencia de lo anteriormente expuesto, y vista la apremiante necesidad de atender a los ciegos civiles
en sus diversos aspectos, estimo que deben elevarse al Gobierno Nacional las siguientes propuestas:
Primera.- Creación del Servicio Nacional de Ciegos, dependiente del Ministerio del Interior.
Segunda.- Se fusionarán en esta nueva organización todas las entidades, tanto culturales como de trabajo
y otros órdenes, que traten de problemas relacionados con los no videntes.
Tercera.- Pertenecerán con carácter obligatorio a las Organizaciones oficiales que dependan de este servi-
cio, todos los ciegos españoles.
Cuarta.- El Servicio Nacional de Ciegos confeccionará el Reglamento interno de la Organización y dictará las nor-
mas a seguir en lo concerniente a la recaudación y administración de los distintos fondos con que contará.
Quinta.- Esta servicio deberá integrarse por un Jefe Nacional, un Subjefe, un Secretario General, y los
Delegados de las distintas Secciones creadas por la Jefatura. Los componentes de este Servicio serán nom-
brados por el Excmo. Sr. Ministro del Interior, y deberán ser todos ciegos.
Será labor de esta Jefatura el desarrollo de los siguientes fines:
a) Dotar a todos los ciegos del jornal necesario para su sostenimiento y el de la familia a su cargo, equipa-
rándolos a los no videntes.
b) Organizar 1a enseñanza especial de ciegos, a base de los más perfectos métodos pedagógicos.
c) Creación de los establecimientos especiales necesarios para la formación profesional de los ciegos,
dotándolos del material moderno indispensable.
d) Fomentar y proteger en las industrias el trabajo de los ciegos.
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En octubre de 1938, visitaron en Valladolid Tovar y Márquez a Don Ramón Serrano
Suñer, Ministro del Interior, quien, en principio, rechazó el proyecto de los dos inviden-
tes, porque pensaba decretar la creación de un Patronato Nacional de Protección de
Ciegos con la apertura de Casas de Trabajo para no videntes, de conformidad con un
proyecto que le había entregado Don Antonio Lasheras Hervás; pero al informarle
Tovar de que su proyecto lo había aprobado el XXV Congreso de la Asociación
Española para el Progreso de las Ciencias, el Ministro cambió radicalmente de actitud
y prometió hacer cuanto le fuera posible para que el Jefe del Estado aprobase, por un
Decreto, el proyecto que acababan de presentarle; y, efectivamente, Don Ramón
Serrano Suñer dio a conocer el proyecto de Tovar, en el Consejo de Ministros, el día 11
de diciembre de 1938, aprobándolo todos los presentes a excepción del general Don
Severiano Martínez Anido, que lo rechazó.
En la Gaceta de la zona republicana española, que se editaba en Madrid, apareció el
4 de diciembre de 1938 una Orden Ministerial por la que se disolvía el Patronato
Nacional de Protección de Ciegos, organismo que no había funcionado desde que esta-
llara la guerra civil en España el día 18 de julio de 1936; y el martes, día 13, 9 días des-
pués de disolverse dicho Patronato, se firmó el Decreto 22.893, creando la
Organización Nacional de Ciegos, texto que se incluyó en el BOE franquista del 16 de
diciembre de 1938 (página 3.978)157.
3. E1 decreto fundacional.
¿Qué es la ONCE?. Para contestar a esta pregunta, debemos tener en cuenta que la
ONCE cuenta con más de sesenta y cinco años de vida158, que es la responsable de la
mayor parte de los servicios especializados que se dedican en España a los invidentes
y deficientes visuales, y que además se caracteriza por aglutinar en su seno a todas estas
e) El cultivo de la literatura, el arte y los deportes, será otra de las cuestiones fundamentales a resolver por
esta Organización con objeto de que la juventud se forme en los postulados de Religión, Patria y discipli-
na, norma del Nuevo Estado.
f) Proporcionar asistencia médica completa, subsidios por enfermedad y otras causas especiales, a todos
los ciegos, así como pensionarles la vejez, y la inutilidad para el trabajo.
g) Intensificar por todos los medios la profilaxis de la ceguera.
h) Propagar activamente las cuestiones tiflológicas, el desarrollo y la labor de este Servicio, para lograr el
máximo apoyo y comprensión de las personas videntes.
i) En general, adoptar cuantas determinaciones redunden en beneficio de los no videntes».
157 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 22.
158 Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, donde para conmemorar este aniversario, hace
un recorrido por toda su historia. La calidad de la edición es muy notable, lo que sin duda añade un atrac-
tivo adicional a esta obra.
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personas, ofreciéndoles en muchos casos un puesto de trabajo, y desarrollando una
importante labor empresarial159. Pero la Organización Nacional de Ciegos Españoles160
es mucho más. Eso es lo que trataré de explicar a lo largo de este trabajo. Comenzaré
por su decreto fundacional.
El Decreto 22.893, de 13 de diciembre de 1938, manifestaba que cuantas disposi -
ciones orgánicas habían sido promulgadas para resolver el problema social de los cie -
gos desvalidos, no alcanzaron nunca la eficacia debida, porque siempre giraron alre-
dedor de una centralización exagerada, cuando no impotente para solucionarlos. El
Decreto de la República del 6 de abril de 1934 reconocía que el Poder Público había
sido incapaz de dar cauce seguro y adecuado a un problema de tanta importancia. Así
también el de 13 de marzo de 1928 y el de 20 de enero de 1931, aunque se complemen-
taban entre sí, adolecían de capitales defectos por su incomprensión, ausencia de con-
tenido, y, además porque la composición del organismo rector que creaban, denomina-
do Patronato Nacional de Protección de Ciegos, al dar participación en sus tareas a los
numerosos partidos que formaban el engranaje político, sirvió, sólo, para crear un
número excesivo de vocales, que no supieron interpretar ni usar aquel alto Organismo
como instrumento tutelar de los invidentes de España.
Teniendo en cuenta los fundamentos expuestos, previa deliberación del Consejo de
Ministros, dependiente del Ministerio del Interior se creo la Organización Nacional de
Ciegos, que agrupaba en ella, obligatoriamente, a todos los invidentes españoles, con fines
de mutua ayuda y para la resolución de sus problemas específicos. En dicha Organización se
fusionarán todas las Entidades existentes, tanto culturales y de trabajo, como de otro carác-
ter, siempre q[ue traten con los problemas relacionados con los no videntes (art. 1).
159
Vide ONCE, ¿Qué es la ONCE?, ONCE, Madrid, 1988, p. 1: «La Organización Nacional de Ciegos
(ONCE), cuyo medio siglo de vida se cumple en 1988 es, actualmente en España, la responsable de la pres-
tación de la mayor parte de los servicios especializados que se dedica a los ciegos y deficientes visuales.
Sus características fundamentales, estructura y evolución se hallan en estrecha relación, no sólo con la
actuación concreta de las personas ciegas de nuestro país, sino también con las circunstancias históricas
por las que éste ha pasado, sobre todo desde los inicios de la década de 1930. Una y otras han influido en
la realidad actual de la ONCE, cuya principal originalidad radica en concentrar en una única organización
de discapacitados visuales tres actividades heterogéneas.
· Las propias de una asociación de personas ciegas y deficientes visuales;

· Las derivadas de una institución que ofrece servicios especializados a este grupo concreto;

· y las relativas a una empresa comercial, que ocupa uno de los primeros lugares del país, con un presu-
puesto para 1988 de más de 268.000 millones de pesetas (2.200 millones de dólares) y que mantiene por
encima de los 26.000 puestos de trabajo».

160
Vide ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 35, donde se precisa que inicialmente la
denominación fue la de Organización Nacional de Ciegos (ONC); el término "Españoles" se incorporó al
nombre en abril de 1952, quedando ONCE.
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La Organización Nacional de Ciegos quedaba articulada dentro de un contenido
integrador, en los centros y dependencias siguientes: a) Consejo Superior de Ciegos, b)
Jefatura de la Organización Nacional de Ciegos, c) Delegaciones Provinciales, d)
Delegaciones Locales (art. 2).
El Consejo Superior de Ciegos quedaba constituido bajo la Presidencia del Ministro
del Interior, por los vocales siguientes: el Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y
Obras Sociales, que asumirá la Vicepresidencia, el Jefe del Servicio Nacional de
Sanidad, el Jefe de la Organización Nacional de Ciegos, un médico oftalmólogo de
reconocida reputación en la materia y tres personas, nombradas libremente por el
Ministerio del Interior, de entre las que se hayan distinguido por su amor a los ciegos e
inteligencia de sus afanes. También formaba parte del Consejo, actuando como
Secretario, el Jefe de la Sección de Beneficencia General y Asistencia Social de dicho
Ministerio (art. 3).
El Consejo Superior de Ciegos, además de su intervención tutelar directa sobre la
Organización, tenía las siguientes facultades: a) La consultiva, en cuantas materias se
solicite su opinión por el Ministro del Interior y por el Jefe del Servicio Nacional de
Asistencia y Obras Sociales, b) Representará con personalidad jurídica suficiente a la
Organización, c) Resolverá, en última instancia, las reclamaciones que se produzcan en
el seno de la Organización, d) Conocerá y aprobará, en su caso, las orientaciones gene-
rales de toda la Obra, los proyectos y los planes de las Instituciones afectas a la
Organización Nacional, dando cuenta al Ministro de la gestión del Jefe de ésta, e)
Administrará el Fondo Central, que estará constituido por sus valores mobiliarios, por
sus fincas adquiridas por el extinguido Patronato Nacional de Protección de Ciegos, así
como también, por las subvenciones concedidas por el Estado y por los fondos propios
que se recauden de los particulares y de Organismos en general, f) Dictará el Reglamento
Interior, cometiéndolo a la aprobación del Ministro del Interior (art. 5).
El nombramiento del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos correspondía al
Ministerio del Interior, y debía recaer necesariamente, en persona no vidente, que se
hubiese destacado por su labor tiflofila y conocimiento de los problemas que afectaban
a los ciegos. El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos era considerado, a los
efectos de jerarquía y competencia, como Delegado del Consejo para la dirección per-
manente de la Organización (art. 4).
Eran atribuciones del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos: 1a. Proponer al
Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y Obras Sociales el nombramiento de
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Delegados paira las Delegaciones Provinciales de Ciegos, de los que se daba cuenta al
Consejo Superior. 2a. Organizar y regir las siguientes Secciones: Secretaría General,
Asistencia Social, Fomento de la Acción Profiláctica, Enseñanza, Trabajo, Arte y
Propaganda, Administración y Estadística. El personal directivo y auxiliar de estas
Secciones era nombrado también por el Jefe del Servicio Nacional de Beneficencia y
Obras Sociales, a propuesta del Jefe de la Organización. 3a. Resolver los asuntos de su
competencia y aquellos otros que, no siéndolo, tuviesen carácter de urgencia, dando
cuenta al Consejo Superior en la primera reunión que celebre (art. 6).
Las Delegaciones Provinciales y Locales dependían directamente del Jefe de la
Organización Nacional de Ciegos, sin perjuicio de que las últimas obrasen en ínti-
ma relación con las Provinciales, como órgano inmediato superior. Los Delegados
Provinciales tenían comisiones para su asesoramiento, cuyo nombramiento era de su
exclusiva competencia. Estas Comisiones estaban integradas por miembros de la
organización, cuyo número no podía exceder de cinco (art. 7).
Quedaba disuelto el Patronato Nacional de Protección de Ciegos y derogadas cuan-
tas disposiciones se hubieren dictado con anterioridad al presente Decreto, que se opo-
nían a su cumplimiento (art. 8).
Este Decreto fundacional deja claras algunas cuestiones extraordinariamente relevantes:
la dependencia de la ONCE del Ministerio del Interior, la desaparición de todas las entidades
existentes sobre el particular y la agrupación obligatoria de los invidentes en la misma, así
como el nombramiento y dependencia directa del citado ministerio del Jefe de la
Organización Nacional de Ciegos que actuará como delegado general del Consejo Superior
de Ciegos que es el órgano que ostenta todas las facultades para dirigir la organización.
En definitiva, se trata de un instrumento de la Administración pública.
4. El Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos161.
La Orden del Ministerio de la Gobernación de 28 de octubre de 1939 (BOE de 4 de
Vide Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
65: «[...]. El Decreto del 13 de diciembre, sin embargo, no contenía ninguna referencia al cupón. La pri-
mera versión de este decreto fue redactada por el equipo de Burgos y Sevilla, que tuvo mucho cuidado en
no mencionar el cupón, para evitar un rechazo a priori. [...]. En el Reglamento del 28 de octubre de 1939,
también redactado en su primera versión por Tovar y sus colaboradores, ya se hace referencia al cupón,
como "forma excepcional y exclusiva de ingresos para los no videntes imposibilitados de desempeñar una
profesión u oficio especial" (art. 14 a))».
Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegos a
través de mis vivencias, o.c, pp. 106-107, donde nos muestra la situación real sobre la dependencia de la
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noviembre, núm. 398), publicó el Reglamento aplicable a la Organización Nacional de
Ciegos162.
4.1. Configuración de la ONCE.
La ONCE se configura inicialmente como una entidad de derecho público y de
beneficencia general, que agrupaba a todas las entidades existentes hasta ese momento
con idéntica finalidad y que se responsabilizaba de ofrecer a los invidentes toda una
serie de posibilidades que hasta su creación eran una quimera.
«Artículo 1o. La Organización Nacional de Ciegos de España, de acuerdo con lo
dispuesto en el Decreto de su creación de 13 de diciembre de 1938, n° 22.893, es una
Entidad de Derecho Público y de Beneficencia General, donde se agruparán todas las
Entidades existentes en la actualidad, tanto culturales y de trabajo, como de otro carác-
ter, siempre que traten de problemas relacionados con los no videntes.
El domicilio central de la Organización Nacional de los Ciegos se hallaba en
Madrid, y los de las Delegaciones Provinciales y Locales, en las respectivas capitales o
pueblos (art. 2).
Todos los componentes de esta Organización serían ciegos, únicamente las personas
videntes podrían desempeñar cargos de colaboración y apoyo a la obra, con el sueldo o
emolumentos que se fijen (art. 4).
ONCE respecto a la Administración: «[...]. El colofón iba a ponerlo aquel alto organismo derogando, por
sí, en 1941, el artículo 19 del Reglamento, prohibiendo cualquier fondo que no fuese el Central, bajo el
control personal del Director General de Beneficencia. Merced a dicho expolio, los saldos íntegros de las
Delegaciones y los remanentes presupuestarios ingresaban en el Ministerio, siendo éste quien nos libraba
los cheques necesarios para ejecutar los presupuestos de la Jefatura, los Colegios, y demás centros llama-
dos autónomos. Así, nuestras peticiones de fondos al Director General recordaban a las de los antiguos
Patronatos, con una diferencia: que se trataba de nuestro dinero».
162 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, p. 6, donde subrayan dos cuestiones jurídicas a tener en cuenta: «[...]. El artículo 1o
del Decreto comentado omite totalmente la definición de la naturaleza jurídica de esta entidad recién cre-
ada, debiendo ser posteriormente su reglamento de desarrollo el que cubra dicha laguna definiendo a la
ONCE como un establecimiento de beneficencia general. Su artículo 5o en el apartado b) atribuye al
Consejo Superior de Ciegos la facultad de representar con personalidad jurídica suficiente a la
Organización. Nótese la deficiente técnica normativa al atribuir personalidad jurídica a un órgano como
el Consejo Superior, en lugar de al organismo que era la ONCE, error obviamente causado por la confu -
sión que contiene entre los conceptos de personalidad o capacidad jurídica y capacidad de obrar».
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4.2. Estructura.
4.2.1.
Secretaría general.
A la Secretaría General se le encomendaba la labor de clasificar a los invidentes.
Para realizar esta Obra Nacional se dividirán los ciegos en los siguientes grupos: a) Edad
preescolar (hasta los 6 años), b) Edad escolar (de los 6 a los 14 años), c) Escuela Media
(de los 14 a los 16 años de edad), d) Escuela Superior y Profesional (de los 18 a los 25
años de edad, como máximo), e) De los 18 años en adelante, edad de colocación profe-
sional, y en la cual podrán tomar parte activa en los trabajos de la Organización, f) A par-
tir de los 65 años de edad, jubilación, mediante indicación médica, o antes ajuicio facul-
tativo (art. 5).
Se creaba la ficha de la organización, en la que se hacían constar todos los datos
necesarios. Esta ficha, a cargo del Secretario General, era enviada por medio de los
Delegados Provinciales y Locales de la Organización a los alcaldes, los cuales las
devolvían rellenadas por el mismo conducto. Se tomaban por la Secretaría General
todas las disposiciones necesarias para la completa exactitud técnica de dicha "Ficha"
(art. 7).
Se creaba, igualmente, el carné de la Organización, el cual debían poseer todos los
adheridos a la misma para disfrutar de sus beneficios (art. 8).
Los ciegos por senectud podían formar parte de la Organización, previo expediente,
que decidía el Jefe de la Organización (art. 9).
4.2.2.
Cargos.
Los cargos de la Organización Nacional de Ciegos eran de tres clases: directivos,
administrativos y auxiliares. Los directivos y administrativos debían recaer, siempre
que fuese posible, en afiliados (art. 21).
Los cargos Directivos tenían jerarquía y eran por su orden los siguientes: - El Jefe
de la Organización Nacional. - El Secretario General de la Organización. - Los Jefes de
las Secciones. - Los Delegados Provinciales y los Delegados Locales (art. 22).
Los cargos administrativos no tenían jerarquías y existían, cuando menos, uno por
cada Directivo (art. 23). Los cargos auxiliares existían en las oficinas de la organiza-
ción en número suficiente para asegurar el buen funcionamiento de la misma (art. 24).
Eran considerados también auxiliares los componentes de las comisiones asesoras pro-
vinciales. Estos no disfrutaban en tal concepto de retribución alguna (art. 25). Dos car-
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gos podían ser compatibles, a juicio del que los nombraba, siempre que ambos pudie-
sen desempeñarse en la misma localidad. El que se hallaba en este caso, no podía per-
cibir más que el sueldo correspondiente a uno de ellos (art 26).
Para todo lo referente a la retribución y obligaciones de los cargos que implicaba la
organización de esta Entidad, se dictaban por el Consejo Superior las oportunas nor-
mas, a propuesta del Jefe de la Organización Nacional de Ciegos (art. 27).
4.2.3.
Delegaciones provinciales y locales.
Las Delegaciones Provinciales eran, en su funcionamiento, un fiel reflejo de la
Organización central y regían a las Delegaciones Locales, sin perjuicio de que le Jefe
de la Organización se pudiese entender directamente con las Locales, cuando lo creía
conveniente (art. 28).
Cuando el volumen de la Organización Provincial no justificaba la existencia de una
Delegación Provincial, el Consejo Superior, previa propuesta del Jefe de la
Organización, acordaba la fusión de dos o más provincias (art. 29).
Cuando el volumen de la Organización no justificaba la existencia de una
Delegación Local, el Jefe de la Organización acordaba la fusión de dos o más Locales.
En la mayoría de capitales de provincia no había Delegaciones Locales (si existían por
ejemplo en Burgos y otras), asumiendo sus funciones la Provincial (art. 30).
El Jefe de la Organización Nacional podía delegar sus funciones en caso determi-
nado en un Delegado Provincial para inspeccionar el funcionamiento de la Obra
en algunas provincias distintas de las que regenta (art. 31).
El régimen de las Secciones y Servicios que integraban esta Obra Nacional eran
objeto de una reglamentación especial para cada una de ellas, y de la misma daba cuen-
ta, al Consejo Superior, el Jefe de la Organización (art. 32).
4.2.4.
Administración y estadística163.
El fondo central de la Organización estaba constituido por los valores mobiliarios,
por las fincas adquiridas por el extinguido Patronato Nacional de Protección de Ciegos
163 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 63, donde expone el
programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en
la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ADMINISTRACIÓN.
Se acuerda que sea distribuida por todas las Delegaciones de la ONCE la ponencia de Don Agustín
Gutiérrez de Tovar (padre del Jefe Nacional de la Entidad), así como conceder un voto de gracia para dicho
señor».
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o que se adquirieran en lo sucesivo, así como también por las subvenciones concedidas
por el Estado y por los fondos propios que se recaudasen de los particulares y de
Organismos en general (art. 16).
El fondo central estaba depositado en el Banco de España, a disposición del Consejo
Superior, que nombraba a un Consejero-Delegado vidente para la expedición de talones
e intervención de la contabilidad. Los talones eran firmados por el Presidente o
Vicepresidente del Consejo y el Consejero-Delegado (art. 17).
La Sección de Administración y Estadística centralizaba la marcha administrativa de la
Obra y con vista a los ingresos y gastos aproximados, formulaba presupuestos anuales para
las atenciones de la Jefatura de la Organización y para las Delegaciones Provinciales y
Locales, que debían ser sometidos por el Jefe de la Organización a la aprobación del Consejo
Superior. Era, igualmente, de su incumbencia la ejecución de los presupuestos de la Jefatura
de la Organización y la vigilancia y liquidación de los restantes (art. 18).
En la Sección de Administración y Contabilidad se constituía un fondo de coopera-
ción, formado a base de un tanto por ciento, que fijaba el Consejo Superior, y que debí-
an remitir al final de cada mes a dicha Sección, las Delegaciones Provinciales, sobre los
ingresos brutos que obtenían, con dicho fondo, en calidad de presupuesto extraordina-
rio, y previa la aprobación del Consejo, podía el Jefe de la Organización atender a las
necesidades no previstas en el presupuesto ordinario (art. 19).
4.3. Fusión obligatoria de entidades.
Se trataba de una medida que resultaba primordial para el buen fin de la organiza-
ción que acababa de nacer. Para ello se determinó que las entidades existentes, tanto
culturales y de trabajo, como de otro carácter, siempre que tratasen problemas relacio-
nados con los no videntes, debían fusionarse en la Organización Nacional de Ciegos.
Para ello, en el término de 30 días, a contar desde la publicación del Reglamento, dichas
Entidades debían dirigirse a la Organización, especificando su funcionamiento, ingre-
sos y gastos presupuestarios, estatutos funcionales y sociales y cuantos datos estimasen
pertinentes.
La Organización Nacional de Ciegos, previos los dictámenes que estimase necesa-
rios, y entre ellos, con carácter oficial, el Consejo Superior de Ciegos propondría al
director General de Beneficencia y Obras Sociales la forma como había de realizarse la
fusión en cada caso concreto, determinando los derechos y obligaciones de las
Entidades que se fusionaban (art. 20).
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4.4. Conclusión.
Evidentemente, el Reglamento de la Organización Nacional de Ciegos, porme-
noriza y desarrolla el Decreto fundacional. Básicamente deseo hacer notar las
siguientes observaciones: se determina que la naturaleza jurídica de la ONCE se
corresponde con la de una entidad de derecho público y de beneficencia general,
se precisa la existencia de una forma excepcional y exclusiva de ingresos para los
no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión u oficio especial (cupón
pro-ciegos) y se articulan las distintas estructuras de la organización.
Este Reglamento ha sido objeto de modificaciones para abordar nuevas realidades
que se presentaban a la organización, y su desarrollo se ha efectuado a través de circu-
lares, oficio-circulares y otros documentos. Todo ello será abordado en capítulos poste-
riores.
5. Funcionamiento de la Organización Nacional de Ciegos: reglamento de fun-
cionamiento económico-administrativo.
El 11 de diciembre de 1945 aprobó el Consejo Superior de Ciegos el
"Reglamento de funcionamiento económico-administrativo de la Organización
Nacional de Ciegos". Reglamento que fue derogado por otro aprobado el 3 de julio
de 1970, sancionado por el Ministro de la Gobernación, Don Tomás Garicano
Goñi, el 30 de octubre de 1970. Dicho texto fue modificado por acuerdo del
Consejo de Protectorado de la ONCE aprobado el 9 de julio de 1984 (Texto refun-
dido del Reglamento de funcionamiento económico-administrativo). Los conve-
nios colectivos y el Estatuto de la ONCE han derogado en buena medida este
texto.
III. Fines de la ONCE.
1. Clasificación jerárquica de sus objetivos.
Los fines y objetivos que perseguía la organización, se determinaron en la Orden del
Ministerio de la Gobernación de 28 de octubre de 1939, por la que se publicó el
Reglamento aplicable a la ONCE:
«Artículo 3o. La Entidad perseguirá entre otros fines, encaminados a atender
a los invidentes españoles, los siguientes:
a) Dotar a todos los ciegos del jornal necesario para atender a su sustento y al
de la familia a su cargo, equiparándolos a los obreros y profesionales videntes.
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b) Pensionar la vejez de los ciegos.
c) La asistencia médica completa a los mismos.
d) Subsidios por enfermedad, inutilidad y primas por el matrimonio, alumbramien-
to, defunción y otros.
e) Tutela a la infancia ciega y desvalida, o cuyos padres sean, igualmente, ciegos
indigentes.
f) Unificación, perfeccionamiento y encauzamiento de la enseñanza especial del
invidente en todos sus grados, haciéndola eficaz.
g) Aprendizaje profesional de los ciegos en todas sus posibilidades, creando los
centros modernos adecuados para este fin, y aprovechando, con carácter obligatorio
para las empresas, los centros privados y públicos de trabajo.
h) Dictar disposiciones para la colocación de ciegos, debidamente capacitados, en
las industrias y profesiones.
i) Cultivo de la literatura, el arte, del deporte en la juventud, recreo reconfortante
del espíritu y los postulados del nuevo Estado de Religión, Patria, Disciplina y buenas
costumbres entre todos los componentes de la Organización.
j) Intensificar la propaganda profiláctica.
k) Propagar intensamente las cuestiones tiflológicas y el desarrollo de esta Obra
Nacional».
Su determinación y desarrollo se precisará del modo que paso a exponer.
1.1. Asistencia social164.
La edad de jubilación, así como la asistencia médica, pensiones por inutilidad, pri-
164 lbídem, p. 62, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ASISTENCIA SOCIAL.
1º. Creación de un hogar-refugio para 300 ancianos ciegos e impedidos.
2o. Creación de un refugio-escuela de 300 plazas para niños menores de 8 años de edad y para anormales
hasta 18 años.
3o. Creación de dos sanatorios: uno de altitud media y otro a la orilla del mar, para tuberculosos, enfermos
infectocontagiosos, con policlínica para intervenciones quirúrgicas, disponiéndose también de un pabellón
preventivo.
4o. Hasta tanto se realicen estas instalaciones, la ONCE costeará 10 camas para enfermos tuberculosos que,
según dictamen médico, sean susceptibles de curación.
5o. Instalación de residencias y pensiones para ciegos in familia en todas las poblaciones donde haya un
mínimo de 8 ó 10 afiliados que lo necesiten.
6o. Becas para jubilación de empleados y obreros de la ONCE.
7o. Pensiones de viudedad para las esposas de afiliados y empleados de la ONCE, así como también pen-
siones o becas de orfandad para los hijos de los mismos, menores de 14 años.
8o. Bases para la Prevención Social en orden a la implantación de pensiones vitalicias a base del ahorro
dirigido.
9o. Seguro de enfermedad y siniestro.
10. Distribución de cupones con arreglo a las necesidades materiales de las familias.
11. Creación de auxiliares visitadores en todas las Delegaciones para inspeccionar y corregir las deficien-
cias sanitarias de los afiliados y sus familias».
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mas diversas y la tutela de la edad preescolar, eran objeto de la Sección de la Asistencia
Social de la Organización.
El régimen de retiros y pensiones, según los años de servicio, era objeto de un Reglamento
de Jubilación que formulaba la Sección y era sometido por el Jefe de la Organización, a la deci-
sión del Consejo Superior (art 10 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
El Estado, las Diputaciones y los municipios debían coadyuvar a la Asistencia Social de
la gran Obra Nacional de Ciegos (art. 11 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
1.2.
Fomento de la acción profiláctica165.
La Sección de Fomento de la Acción Profiláctica adoptaba todas las medidas necesarias
para llevar a cabo en España una propaganda de profilaxis eficaz, encaminada a disminuir
todo lo posible los casos de ceguera, contribuyendo, igualmente, a organizar, con la Dirección
General de Sanidad, los centros pertinentes (art. 12 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
1.3.
Enseñanza166.
Los centros de enseñanza de todo orden, así como los que se creaban en relación con
165 Ibídem, p. 63, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ACCIÓN PROFILÁCTICA.
1o. Bases de propaganda de acción profiláctica presentadas por Don Manuel Pascual.
2o. Recabar de la Sección Femenina de Falange Española Tradicionalista y de las Juventudes Obreras
Nacionales Sindicalistas, de los Registros Civiles, de los Centros y de los empresarios, en general,
la mayor colaboración para difundir los consejos profilácticos para evitar la ceguera, contenidos en
la ponencia de Don Manuel Pascual.
3o. Que el día de Santa Lucía, que se llamará en adelante "Día del Ciego", se haga por todos los inviden-
tes una eficaz campaña profiláctica.
4o. Que los auxiliares visitadores sean los encargados de vigilar a los enfermos tracomatosos y sus hoga-
res, a fin de evitar el contagio; obligando a los ciegos y a sus familiares que estén afectados por dicha enfer-
medad, a someterse al tratamiento pertinente».
166 Ibídem, pp. 63-64, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización
Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ENSEÑANZA
1o. Creación de una Escuela de Mandos.
2o, Llevar a la práctica la fusión en la ONCE de todos los centros dedicados a la enseñanza de ciegos, que
no lo estén aún, en cumplimiento del derecho de creación de la entidad.
3o. Creación de los Colegios de Primera Enseñanza que se precisen, en distintos puntos de España, unos
de niños y otros de niñas.
4o. Creación de dos colegios de Segunda Enseñanza.
5o. Se formará una Comisión Técnica encargada de redactar los Reglamentos y demás normas para el fun-
cionamiento de estos colegios.
6o. Las Diputaciones Provinciales y los Municipios deberán contribuir al sostenimiento de los colegios de
ciegos, con cargo a sus atenciones obligatorias de enseñanza.
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los no videntes, dependían de la Sección de Enseñanza de la Organización, la cual pro-
ponía, al Jefe de la misma, las medidas convenientes a adoptar en la Sección o en sus
actividades. Ejercía, igualmente, por delegación del Jefe de la Organización, la inspec-
ción de los centros o establecimientos autónomos (art. 13 de la Orden de 28 de octubre
de 1939).
1.4. Trabajo167.
Correspondían a la Sección de Trabajo, como encargada de la ordenación y fomento del
trabajo de los invidentes, los siguientes cometidos: a) Implantación y organización, por
medio de la Subsección, que se denominaba Cupón Pro-ciegos, de esta forma excepcional y
exclusiva de ingresos para los no videntes imposibilitados de desempeñar una profesión u ofi-
cio especial, b) Formación del censo de trabajadores ciegos y de destinos reservables a invi-
dentes en industrias, comercios y casas oficiales o particulares, conforme a las disposiciones
que se dictaban en la materia, c) El estudio y propuesta al Jefe de la Organización de cuan-
tas medidas e iniciativas se estimasen procedentes, como protectores del trabajo de los invi-
dentes (art. 14 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
7o. Para las plazas de profesores de dichos colegios no bastará poseer el título de maestro, sino que los inte-
resados tendrán que ser sometidos a concurso-oposición.
8o. Establecimiento de unos cursos cortos para la preparación de los maestros ciegos.
9o. Creación de dos establecimientos-residencia, uno en el norte y otro en el sur, para colonias escolares veraniegas.
10. Creación de escuelas maternales para niños ciegos.
11. Establecer en las Delegaciones, escuelas para los lazarillos de los invidentes».
167 Ibídem, pp. 62-63, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización
Nacional de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«TRABAJO
1o. Instalación en todas las provincias, que se crea necesario, de industrias como fábricas de caramelos, chocola-
tes y bombones, jabones, pasta dentífrica, etc., donde trabaje un mínimo del 55 por ciento de obreros ciegos.
2o. Creación en Madrid, de un gran Centro de Trabajo con todas las especialidades de las diversas indus-
trias que implante la ONCE.
3o. Formación de un censo de puestos de trabajo capaces de ser desempeñados por obreros ciegos en las
diversas industrias particulares, e incorporación de dichos obreros a. estas industrias.
4o. Instalación de centros de aprendizaje, anexos a todas las industrias que se creen.
5o. Gestionar la utilización, por todos los ciegos que lo precisen, de los centros de aprendizaje que existen
en las empresas particulares.
6o. Creación de un Centro de Orientación Profesional y de Reeducación.
7o. Implantación de industrias rurales y pequeños comercios, a base de préstamos reintegrables y sin inte-
rés.
8o. Implantación de industrias comerciales.
9o. Gestionar la instalación de quioscos en toda España para la venta del cupón y de los productos fabrica-
dos por la ONCE, semejante a los ya montados en Madrid, los cuales serán adjudicados, preferentemente,
a mujeres e incapacitados para la venta ambulante.
10°. Gestionar la colocación de afiliados en centralitas telefónicas de industrias particulares».
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1.5. Arte y propaganda168.
Era misión de la Sección del Arte y Propaganda: a) Fomentar la creación de agrupa-
ciones artísticas entre los miembros de la Organización. b) Organizan veladas literarias
y musicales. c) Facilitar el acceso de los Ciegos a conservatorios y otros centros donde
cultiven el arte. d) Crear la Imprenta Nacional Braille y organizar todo lo referente a
bibliotecas de esta clase. e) Conocer y encauzar las publicaciones de todo orden, refe-
rentes al problema de los ciegos y crear periódicos para uso de los mismos, así como
publicaciones de propaganda en sistema visual y velar por la asistencia social de los
invidentes. f) Propaganda intensa de la Organización, explicando sus propósitos y
alcance (art. 15 de la Orden de 28 de octubre de 1939).
2. La enumeración de objetivos en el primer congreso del colectivo tiflológico.
Del 6 al 13 de diciembre de 1939, se celebró en la ciudad de Sevilla, el primer con-
greso del colectivo tiflológico, en cuya acta figura lo siguiente:
«Las organizaciones se crean para alcanzar objetivos que no se pueden lograr indi-
vidualmente. El objetivo principal de la ONCE es la redención social de los privados
de vista. Los fines de nuestra Entidad están expuestos, oficialmente, en el artículo 7o
del Reglamento del 28 de octubre de 1939, y son, entre otros, conseguir que los no
videntes obtengan:
1o. Un jornal necesario, equiparable al de los obreros videntes para el mantenimiento de
sus familias.
2o. Pensionar su vejez y ofrecer a los ciegos asistencia médica y subsidios por enferme-
dad e inutilidad.
3 o. Primas por matrimonio, natalidad y orfandad.
4o. Educar a Jos niños faltos de vista, formar profesionalmente a los adultos y encontrar-
les colocación en talleres y fábricas.
168 Ibídem, p. 64, donde expone el programa aprobado en el tercer congreso de la Organización Nacional
de Ciegos, celebrado en Madrid en la semana del 22 al 29 de marzo de 1942:
«ARTE Y PROPAGANDA
1o. Creación de la Imprenta Nacional Braille con su taller anexo para los ciegos.
2°. Celebrarse anualmente un certamen de agrupaciones musicales de la ONCE, siendo el primero en
Valencia.
3o. Creación de 2 premios, llamados "Francisco de Salinas" y "Antonio de Cabezón", para premiar a los
autores de la mejor composición literaria y musical, respectivamente.
4o. Creación de dos premios, uno de 30.000 pesetas para quien resuelva el problema de la máquina de escri-
bir el braille; y otro de 20.000 pesetas para el inventor del mejor sistema de "libro hablado".
5o. Supresión de las pequeñas bibliotecas y creación de una sola, circulante, aunque haya 2 o 3 depósitos
de libros en las Delegaciones Provinciales más importantes.
6o. Nombramiento de una Comisión Técnica, integrada por profesores, la cual se encargará de la selección
de los libros.
7o. Editar dos revistas mensuales, una en braille y otra en negro, con información tiflológica.
8o. Encargar a Don Joaquín Rodrigo de la composición de la partitura musical del himno de la ONCE».
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5o. Fomentar, entre los miembros de la entidad tiflológica, el amor a la religión, a la
patria, a la disciplina y a las buenas costumbres.
Estos objetivos los clasificamos jerárquicamente para saber cuáles debemos atender
prioritariamente; y para conseguir alcanzarlos debemos vender mucho cupón y, por tanto,
tener el mayor número posible de vendedores de este producto, con objeto de reunir los fon-
dos necesarios con los cuales hacer frente a tantas necesidades y poder capacitar a nuestros
afiliados para que encuentren puestos de trabajo fuera de la ONCE el día de mañana. Pero
para lograr todo esto será preciso sacrificar como vendedores del cupón a los individuos
ciegos de la primera generación de afiliados a la entidad»169.
Dichos objetivos fueron reafirmados en la carta que el 26 de marzo de 1942, Javier
Gutiérrez de Tovar, entrega al Jefe del Estado170. En todo caso debo hacer notar el estableci-
miento jerárquico de una serie de prioridades, y la primera es la consecución de un trabajo
que permita ganar un salario digno (hoy día la situación es exactamente la misma), y en
segundo lugar, la convicción que en aquella época se mantenía sobre la venta del cupón, pues
se consideraba un sacrificio que afectaría a una primera generación de invidentes. Sobre esta
cuestión el planteamiento variará sustancialmente, tal y como tendré ocasión de exponer más
adelante.
3. Los primeros pasos.
Tal y como he señalado, en el primer congreso del colectivo celebrado en Sevilla del 6
al 13 de diciembre de 1939, se estableció la jerarquía de los objetivos a alcanzar por la orga-
nización. El primero fue la necesidad de conseguir un jornal equiparable al del resto de la
población laboral vidente. El segundo, pensionar la vejez de los invidentes y ofrecer asis-
tencia médica y subsidios por enfermedad e inutilidad.
169 Ibídem,p. 45.
170 Vide Javier GUTIÉRREZ de TOVAR y BERUETE, La creación de la organización nacional de ciegosa tra -
vés de mis vivencias, o.c, pp. 171-178. También expresa la necesidad de adquirir la mayoría de edad de la organi-
zación recientemente creada, p. 173: «Ahora bien, si se considera el espíritu que ha dado vida a la Organización,
definido tan elocuentemente en el admirable preámbulo del Decreto, se advierte de una manera indudable que la
misión del actual Consejo Superior de Ciegos ha de entenderse transitoria, ya que, en tanto subsista éste, queda irre-
alízado el principio mismo de existencia de la Obra, de que "los ciegos españoles se rijan por sí mismos".
Toda tutela cesa cuando el pupilo llega a su mayoría de edad y se halla capacitado física y socialmente para
dirigir su propio destino. Este es el caso de la Organización Nacional de Ciegos, abundante en recursos
obtenidos por el trabajo y sacrificio de sus afiliados, rica en cuadros de mando convenientemente prepara-
dos, disciplinada y unida, que ha sabido ocupar un honroso aunque humilde puesto entre las Corporaciones
que integran el nuevo Orden.
Creemos llegado el momento de suplicar a V.E., que complete la Disposición de 13 de diciembre de 1938,
concediéndonos, mediante las debidas garantías, nuestra total emancipación, ya que estamos convencidos
y así lo prometemos solemnemente, que sabremos llevar a feliz término la misión que nos está encomen-
dada. [...]».
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3.1.
La consecución de un jornal equiparable al del resto de la población labo-
ral vidente.
La situación objetiva de un invidente hace muy difícil su adaptación a la sociedad. Esta
dificultad es máxima para conseguir un empleo. Para ello era necesario, que la
Administración, o en este caso la ONCE adoptasen las medidas oportunas para lograr la
inserción laboral. La venta del cupón era una posibilidad, también lo son otras opciones de
las que daré cuenta al tratar el cometido de la Fundación ONCE171.
3.2.
La Caja de Previsión Social de la ONCE172.
3.2.1. El mutualismo en el seno de la ONCE.
Alguna de las antiguas organizaciones de ciegos eran sociedades de socorros
mutuos, que solían actuar como entidades de previsión o mutuas creadas y sostenidas
por las cuotas de los invidentes, que aseguraban una pequeña cantidad de dinero para
el caso de enfermedad o entierro. Las mutuas podían entorpecer el normal funciona-
miento y desenvolvimiento de la ONCE, porque un vendedor mutualizado tenía más
recursos para enfrentarse a su delegado y más incentivos para el absentismo laboral,
que otro afiliado no mutualizado. Las mutuas eran asociaciones paralelas a las delega-
ciones locales y provinciales, pudiendo operar como auténticas sociedades de resisten-
cia. La ONCE pensó crear una mutua propia para terminar con esta situación y hacer
desaparecer aquellas asociaciones173.
Primero se ideó que los vendedores expendieran, gratuitamente, los cupones del
compañero enfermo, pero esto no dio buen resultado, porque, voluntariamente, nadie
quería trabajar sin compensación alguna. Era preciso volver a crear compromisos entre
los afiliados a la ONCE, fundando una gran mutua nacional con todos los trabajadores
171 Vide diario El País, de 10 de julio de 1977, "Los ciegos piden centros de formación profesional" fir-
mado por Bel Carrasco: «[...]. "Existen algunos centros de formación profesional para ciegos -la Escuela
de Fisioterapia, la de Telefonía y los talleres- pero funcionan a tan bajo rendimiento que cada año sólo se
pueden colocar treinta o cuarenta ciegos en puestos de trabajo".
Del total de la población invidente española, 13.600 ciegos, son vendedores de la ONCE, 3.500 ocupan
puestos de trabajo en la administración de dicha entidad, unos mil se encuentran en fase escolar básica y
hay setecientos u ochocientos en la Universidad. Sólo doscientos ciegos ocupan puestos de trabajo como
fisioterapeutas, telefonistas o en la enseñanza. [...]».
172
Vide Ignacio SATRUSTEGUI y FERNÁNDEZ, "La protección social a los ciegos", en AAVV,
Problemas fundamentales de beneficencia y asistencia social, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 167,
pp. 263-264.
173
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 67.
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del organismo, Era, en fin, el momento de inventar un gran sistema de previsión, que
ante la incertidumbre del futuro, protegiera a todos los trabajadores, frente a la enfer-
medad, la vejez y la muerte, defendiéndoles también del Consejo Superior de Ciegos,
órgano que ahora consideraba a la entidad tiflológica como una organización benéfi -
ca más; y para sus vocales videntes no era el objetivo prioritario dar trabajo a los cie-
gos, pues lo que debía hacer una institución benéfica era asistir, tutelar y procurar el
bienestar de una población ciega desamparada; bienestar que se traducía, fundamental-
mente, en pensiones, subsidios, asistencia medicofarmacéutica, etc., pero no en traba-
jo, puesto que esto último no era la especialidad de la Dirección General de
Beneficencia y Obras Sociales174.
3.2.2. La creación de la Caja de Previsión Social.
El nuevo sistema se articula en torno a diversas circulares. La n° 21, de 6 de sep-
tiembre de 1940, establece normas provisionales para la asistencia social en la
Organización, que evidencian la escasez de fondos que la entidad tenía en los primeros
años de su andadura. En la misma se aborda: subsidio por enfermedad, subsidio por
asistencia a escuelas, pensiones, primas por alumbramiento y paternidad, primas por
matrimonio, primas por defunción, servicio médico-farmacéutico. También autorizó
por primera vez, la incoación de expedientes de pensión por invalidez y vejez, siendo
entonces atendidos por este concepto unos 500 afiliados, número que fue aumentando
progresivamente.
Por medio de la Circular n° 216 de 30 de septiembre de 1947, se va perfeccionado
y ampliando el número de servicios de asistencia social y sanitaria. De este modo,
quedó suprimido el régimen de mutua ayuda. En lo sucesivo, todos los afiliados vende-
dores tendrían derecho a percibir, cuando estuviesen de baja por enfermedad, el 70% de
su jornal personal.
La Orden del Ministerio de la Gobernación de 14 de enero de 1950 (BOE de 5 de
febrero), modificó el art. 7 del Reglamento de la organización, determinando: «A todo
ciego se le hará al ingresar en la Organización, la ficha médica de afiliado, según el
modelo aprobado por el Consejo Superior de Ciegos el 11 de abril de 1946. [...]».
También se modificó el art. 9o del citado Reglamento, en los siguientes términos: «Los
ciegos que ingresen en la Organización Nacional con más de 60 años de edad, partici-
parán de los beneficios sociales que concede la Organización a sus afiliados, con arre-
174 Ibídem, pp. 67-68.
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glo a las normas que acuerde el Consejo Superior y que pondrá en práctica el Jefe de la
Organización. A los ciegos que en la actualidad figuran en los Grupos D, vendedores
del cupón pro-ciegos, se les hará ficha de afiliado para cumplir lo que dispone el artí-
culo 1o del Decreto n° 22.893, de 13 de diciembre de 1938, que obliga a todos los invi-
dentes españoles a ingresar en la Organización Nacional de Ciegos».
El Oficio-Circular de 30 de julio de 1953, establecía:
«Estando en estudio, pendiente de aprobación por el Consejo Superior de Ciegos,
el Reglamento de Asistencia Médico-farmacéutica extensiva a las familias y el subsi-
dio por enfermedad del personal de la ONCE, esta Jefatura ha acordado dejar en sus-
penso la aplicación de la Circular n° 304 hasta tanto se publique dicho Reglamento.
Con el fin de que las Delegaciones estén debidamente preparadas para poder desa-
rrollar el aumento de trabajo que supondrá la aplicación de los nuevos servicios asis-
tenciales, en toda Delegación deberá nombrarse un Oficial Administrativo de los de su
plantilla, que se encargue de la Sección de Asistencia Social, haciendo recaer en otro
Administrativo, si fuera preciso, las de enseñanza y propaganda. Dicho Administrativo,
encargado de Asistencia Social, tendrá como misión, no sólo el despacho burocrático
de los asuntos de la Sección, sino también, y muy principalmente, la visita a los afilia-
dos enfermos, a fin de conocer sus necesidades morales materiales para tratar de reme-
diarlas; y con ello proporcionarles el consuelo de saberse amparados con cariño por la
Organización.
Asimismo deberá esa Delegación enviar con la posible urgencia a esta Jefatura rela-
ción nominal de los afiliados que cobran subsidio en la actualidad, con expresión de la
fecha de la baja, a partir de la cual viene percibiéndolo, así como de la enfermedad que
padece».
Sucesivamente se seguirán adoptando medidas a través de las Circulares: 316, de 8
de marzo de 1955; 318, de 22 de julio de 1955, 321, de 18 de junio de 1956175.
La ley de 26 de diciembre de 1958, de la Jefatura del Estado, sobre Seguros Sociales
del Personal al Servicio del Estado, Corporaciones Locales y Organismos Autónomos,
fue desarrollada por el Decreto n° 38, de 17 de marzo de 1959. Por parte del máximo
responsable de la ONCE, se solicitó al Ministerio de Trabajo información con objeto de
que los miembros del colectivo tiflológico se integrasen, si procedía y les convenía, en
el Régimen General de la Seguridad Social del Estado. Sin embargo, la Orden de 20 de
junio de 1959 (BOE de 29 de junio, núm. 154), acordó excluir a los componentes de la
ONCE de los seguros sociales176 177.
175 Ibídem,pp. 261-267.
176 El texto de esta disposición es el siguiente:
«Se han suscitado dudas acerca de si la Organización Nacional de Ciegos y sus afiliados deben estar some-
tidos a los Regímenes de Seguridad Unificados y Mutualismo Laboral o si, por el contrario, dicha
Organización, por sus características propias, puede considerarse autónoma a este respecto.
151
La Resolución de 28 de marzo de 1960, del Servicio de Mutualidades Laborales
del Ministerio de Trabajo (B.O. del Mutualismo Laboral, de abril de 1960, núm.
61), estableció el reconocimiento recíproco de cuotas entre la ONCE y las entida-
des tuteladas por este Servicio, y aquellas con las que se había suscrito concierto
con anterioridad178.
Es en este momento, cuando el Consejo Superior de Ciegos en su sesión del 26 de
abril de 1961 acuerda reestructurar y actualizar la Caja de Previsión Social de la ONCE,
amparando a todos los que trabajan en la entidad y a sus familiares directos mediante
un reglamento179. En el mismo se establece la naturaleza de la Caja, y su domicilio:
Para resolver esta cuestión se ha de tener en cuenta, por un lado, que la Organización Nacional de Ciegos
no tiene el carácter de Empresa, sino de Entidad de carácter benéfico, con personalidad jurídica de
Derecho público, que asume como propias las funciones asistenciales más importantes en favor de los invi-
dentes a quienes agrupa, y, de otra, que dichos afiliados actúan por su cuenta en la venta de cupones, en
régimen de gran Mutualidad, percibiendo una comisión por tales trabajos y sin que, por tanto, puedan
considerarse estos servicios como de carácter laboral.
Además, la Organización Nacional de Ciegos cumple una importante finalidad social, cual es la de prestar
asistencia material y moral a sus miembros, dentro de una unidad patrimonial, cuyo fortalecimiento se
resentiría si merced a la aplicación de los Seguros Sociales a sus afiliados se separasen de la misma, como
jubilados, a quienes fuesen cumpliendo las condiciones necesarias para tener derecho a prestaciones.
También existen en las mismas empleados videntes que están considerados como asistentes de los ciegos
que tienen, de acuerdo con el Reglamento de dicha institución, iguales ventajas y beneficios que los no
videntes, en cuyas circunstancias se estima conveniente equipararles para evitar en cualquier caso posibles
diferencias, en la obtención de los beneficios que pudieran adquirir en los regímenes de previsión social o
los que les correspondan por dicha Organización.
Por lo que queda expuesto,
Este Ministerio, de acuerdo con el de la Gobernación, ha tenido a bien resolver:
1o. Que no es de aplicación la legislación correspondiente a los Regímenes de Seguros Sociales
Obligatorios y Mutualismo Laboral al personal no vidente integrado en la Organización Nacional de
Ciegos.
2°. Asimismo se excluye de los mencionados regímenes al personal vidente afiliado a la Caja de Previsión
Social de la Organización Nacional de Ciegos.
3o. El Servicio de Mutualidades Laborales podrá convenir con la Caja de Previsión Social de la
Organización Nacional de Ciegos el reconocimiento recíproco de cuotas entre el régimen de previsión de
la mencionada Organización y las Mutualidades Laborales de donde procedan o a donde pueda trasladar-
se el personal que por cualquier causa cese de pertenecer a dicha Caja de Previsión. Social».
177 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c, pp. 344-345.
178 Se acuerda en los siguientes términos.
«De conformidad con lo previsto en el artículo 36 del Reglamento General del Mutualismo Laboral, apro-
bado por Orden de 10 de septiembre de 1954, la Caja de Previsión Social de la Organización Nacional de
Ciegos ha solicitado el establecimiento de concierto para el reconocimiento recíproco de cuotas con las
Entidades tuteladas por este Servicio y aquellas con las que se había suscrito concierto con anterioridad a
esta fecha.
De acuerdo con esta petición, esta Dirección General ha tenido a bien resolver:
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«Capítulo 1: De la Caja, sus características.
Artículo 1o. Integrada en la Organización Nacional de Ciegos, sin constituir perso-
nalidad jurídica distinta de ella, funcionará la Caja de Previsión Social que tendrá por
finalidad la prestación al personal de la Obra de los beneficios que se establecen en el
presente Reglamento y en la forma que en el mismo se determina.
Artículo 2o. La Caja tendrá su domicilio oficial en la Jefatura de la ONCE. [...]».
También determina quién ostentará la condición de beneficiario, así como los dere-
chos que le corresponden:
«CAPÍTULO II: De los beneficiarios.
Artículo 5o. Son beneficiarios los afiliados y funcionarios de la ONCE. También lo
serán los empleados y operarios de todas clases que presten servicio a la entidad, con
carácter continuo y retribuciones fijas en la cuantía y periódicas en su vencimiento,
siempre que su labor dentro de la misma no esté sujeta a reglamentación distinta de la
establecida para la Organización.
Artículo 6o. Sus derechos serán los siguientes:
a) Percibir los beneficios que les correspondan y causarlos en favor de sus familia-
res con arreglo a lo establecido en el presente reglamento.
b) Interponer recursos de reposición ante la Junta Rectora.
c) Recurrir en alzada ante el Consejo Superior de Ciegos contra aquellos acuerdos
de la Junta Rectora que estime lesivos a sus derechos. Para interponer este recurso es
requisito previo haber agotado el de reposición.
d) Ser elegido miembro de los Órganos Rectores de la Caja, en las condiciones esta-
blecidas en este Reglamento.
e) Los beneficiarios que cesen en la Organización y no pasen a prestar servicios en
alguna actividad encuadrada en el Mutualismo Laboral, podrán conservar la conside-
ración de beneficiarios de la Caja, siempre que hayan prestado servicio en la ONCE un
tiempo mínimo de 5 años y suscriban un contrato con la Jefatura, comprometiéndose a
pagar una cuota mensual igual a la medida general, que garantice el equilibrio finan-
ciero de la Caja. [...]».
El régimen económico para procurar su sustento, no se modifica, y se nutre básicamente
de los fondos de la propia Organización, así como de las aportaciones de los beneficiarios:
1o. Todas las Entidades tuteladas por este Servicio y las que con anterioridad han establecido convenio con
las mismas, reconocerán como propias, a efectos de período de carencia, en las condiciones previstas en el
artículo 36 del Reglamento General del Mutualismo Laboral, las cotizaciones efectuadas en la Caja de
Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos para las prestaciones cuyo hecho causante sean
posterior a primero de octubre de 1959.
2o. Dicha Caja de Previsión Social, de la Organización Nacional de Ciegos queda igualmente obligada a
reconocer las cotizaciones efectuadas en todas las Entidades anteriormente citadas, en igualdad de condi-
ciones.
3o. Este reconocimiento no dará lugar a compensación alguna y se formalizará mediante certificado de coti-
zación, modelo D-14, del Procedimiento Administrativo del Mutualismo Laboral».
179 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 274-291.
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«CAPÍTULO V: Del régimen económico.
Artículo 31. Los recursos económicos de la Caja serán:
a) La parte del patrimonio que el Consejo Superior acuerde afectar a los fines de la Caja.
b) La aportación de los beneficiarios de la Caja, consistente en una cuota que podrá
llegar hasta el 3 por ciento de los sueldos, trienios, gratificaciones fijas y comisiones
de venta y que será exigida, solamente, si fuese preciso para la estabilidad económica
de la Caja y previa autorización del Consejo.
c) Los donativos aceptados, conforme al presente Reglamento.
d) Cualquier otro recurso autorizado por el Consejo Superior de Ciegos. [...]».
Se conceptualizan las prestaciones y se enumeran:
«CAPÍTULO VI: De las prestaciones.
Artículo 34. Se denominan prestaciones todos aquellos beneficios que, conforme a
este Reglamento, se otorgan por la Caja de Previsión Social de la ONCE. Estas presta-
ciones se denominarán pensiones, cuando consistan en el pago de cantidad periódica
con carácter vitalicio o temporal; y subsidios, cuando se limiten al pago de cantidad
por una sola vez en cada hecho causante.
Artículo 35. Las prestaciones que concederá la Caja son las que a continuación se
enumeran:
1. Pensión de jubilación.
2. Pensión de incapacidad.
3. Pensión de larga enfermedad.
4. Pensión o subsidio de viudedad.
5. Pensión de orfandad.
6. Pensión en favor de familiares.
7. Subsidios por fallecimientos.
8. Subsidio por nupcialidad.
9. Subsidio de natalidad. [...]».
3.2.3. Naturaleza jurídica.
Inicialmente su naturaleza jurídica era la de un órgano administrativo que for-
maba parte de la ONCE, sin personalidad jurídica propia, que recaudaba las apor-
taciones sociales y gestionaba el reconocimiento de las pensiones para sus afilia-
dos; posteriormente y hasta su desaparición su naturaleza fue la de entidad sustitu-
toria de la Segundad Social. No se encontraba catalogada como una mutualidad
sometida a la Ley de 6 de diciembre de 1941, y por tanto, nunca ha figurado como
tal en el registro correspondiente del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social180.
180 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, Madrid, 1995, pp. 41-42.
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3.2.4. Evolución legislativa.
La evolución legislativa sobre esta materia se fue dilatando a lo largo del tiempo
hasta llegar a la efectiva integración en el Régimen General de la Seguridad Social de
todo el colectivo, mediante Acuerdo del Consejo de Ministros de 15 de marzo de
1991181. La secuencia fue la que expongo a continuación.
La Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966, estableció la inclusión obligato-
ria en el Régimen General de la Seguridad Social de todos los trabajadores por cuenta
ajena de las distintas ramas de la actividad económica. Pero el mismo texto, en su dis-
posición transitoria 5a. 11, exceptuaba, con carácter transitorio, la inclusión inmediata
de determinados colectivos que disponían en aquel momento de un régimen específico
de protección social.
El texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por Decreto
2065/1974, de 30 de mayo, insistió en su ámbito de aplicación de la obligación de
incorporar a todos los colectivos. Sin embargo, la disposición transitoria sexta lo pos-
puso a una norma reglamentaria que ordenara dicha incorporación repitiendo la misma
redacción que en la Ley de 1966182.
El Decreto 1879/1978, de 23 de junio, reguló la actividad de las entidades de previ-
sión social que actuaban en sustitución de las gestoras, y estableció sus obligaciones
mínimas de revalorización, la separación del aseguramiento social de cualquier otro y
reconoció el conjunto recíproco de cotizaciones.
La Ley de 2 de agosto de 1984, de Ordenación de los Seguros Privados, en su dis-
181
Ibídem, p. 43.
182
Vide Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, por el que se aprueba el Texto Refundido de la LGSS (BOE
de 20 y 22 de julio, núms. 173 y 174, respectivamente): «[...]. Art. 7. Extensión del campo de aplicación.
1. Estarán comprendidos en el sistema de la Seguridad Social todos los españoles, cualesquiera que sean
su sexo, estado civil y profesión, que residan y ejerzan normalmente su actividad en territorio nacional y
estén incluidos en alguno de los apartados siguientes:
a) Trabajadores por cuenta ajena en las distintas ramas de la actividad económica o asimilados a ellos, bien
sean eventuales, de temporada o fijos, aun de trabajo discontinuo, e incluidos los trabajadores a domicilio,
y con independencia, en todos los casos, de la categoría profesional del trabajador y de la forma y cuantía
de la remuneración que perciba. [...].
Disposición Transitoria Sexta. [...]. 7. El Gobierno, a propuesta del Ministerio de Trabajo y oída la
Organización Sindical, determinará la forma y condiciones en que se integrarán en el Régimen General de
la Seguridad Social, o en alguno de sus Regímenes Especiales, aquellos sectores laborales que, de acuer-
do con lo dispuesto en la presente Ley, se encuentran comprendidos en el campo de aplicación del sistema
de la Seguridad Social, pero que en 24 de abril de 1966 no estuvieran encuadrados en una institución de
Previsión Laboral de las enumeradas en el artículo 1o del Decreto de 10 de agosto de 1954 y tuteladas por
el Servicio de Mutualidades Laborales del Ministerio de Trabajo o en las Entidades Gestoras correspondi-
entes de los Regímenes Especiales. Las normas que se establezcan contendrán las disposiciones de carác-
ter económico que compensen, en cada caso, la integración dispuesta».
155
posición transitoria octava, ordenaba la integración de aquellos colectivos asegurados
en entidades sustitutorias de la Seguridad Social.
El desarrollo reglamentario para que estas entidades pudieran integrarse en la
Seguridad Social, como anunció la disposición 6a del Texto Refundido de la LGSS, se
llevó a cabo por el Decreto 2248/1985, de 20 de noviembre, en donde ya se listaba un
conjunto de entidades sustitutorias que debían integrarse y donde no se citaba a la
ONCE.
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CAPITULO II.
NATURALEZA JURÍDICA DE LA ONCE
I. La evolución de la ONCE hasta nuestros días.
1. En el período preconstitucional.
1.1. La ONCE es una entidad de derecho público y de beneficencia general.
Determinar la naturaleza jurídica implica sintetizar el régimen jurídico de la reali-
dad que se estudia, y las consecuencias más inmediatas, consisten en vislumbrar con
claridad cual es su situación real en el mundo del derecho, y por tanto, en la sociedad
en la que se desenvuelve.
Esta afirmación, que parece consustancial a la configuración de cualquier persona
jurídica, no siempre ha quedado determinada en el caso de la ONCE. Y de ahí las difi-
cultades que se desprendían sobre la aplicación del derecho público o privado a la
misma, las facultades de la Administración, la situación de sus trabajadores o de las per-
sonas que formaban parte de la misma. Voy a intentar explicar como ha evolucionado
esta materia, y cual es la situación actual, partiendo de la determinación establecida por
las normas fundacionales que la configuraron inicialmente como una entidad de dere-
cho público y de beneficencia general.
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1.1.1. Las entidades instrumentales y la proximidad dogmática con la natura-
leza jurídica inicialmente otorgada a la ONCE.
A. Un intento de determinación de las expresiones: entidades, entes o entidades
jurídicas, entidades estatales autónomas, y entidades de derecho público1.
En la terminología legal ha sido y es frecuente2 el empleo de las expresiones
"entidad", "ente jurídico", o "entidad jurídica", para designar subjetividades orgáni-
cas distintas de la persona física a las que el derecho hace objeto de particular con-
sideración bien confiriéndoles expresamente el carácter de personas jurídicas y tra-
tándolas como tales, bien simplemente configurándolas a determinados efectos con
una cierta autonomía3. Veamos varios ejemplos:
-
En la LEEA aparecía la expresión entidad de derecho público (art. 2o):
«Los organismos autónomos son entidades de derecho público creadas por la ley,
con personalidad jurídica y patrimonio propios, independientes de los del Estado, a
quienes se encomienda expresamente en régimen de descentralización la organización
y administración de algún servicio público y de los fondos adscritos al mismo, el cum-
plimiento de actividades económicas al servicio de fines diversos y la administración
de determinados bienes del Estado, ya sean patrimoniales o de dominio público.
-
La CE la emplea para referirse genéricamente a municipios, provincias y
Comunidades autónomas:
«El Estado se organiza territorialmente en municipios, provincias y en las
Comunidades autónomas que se constituyan. Todas estas entidades gozan de autono-
mía para la gestión de sus respectivos intereses» (art. 137).
1 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 211-214.
2 Vide: Orden EHA/3256/2004, de 30 de septiembre, por la que se establecen los términos en lo que podrán
expedirse certificados electrónicos a las entidades sin personalidad jurídica a que se refiere el artículo 35.4
de la Ley General Tributaria (BOE de 12 de octubre, núm. 246); Orden EHA/777/2005, de 21 de marzo,
por la que se regula el procedimiento de obtención, formulación, aprobación y rendición de las cuentas
anuales para las entidades estatales e derecho público a las que sea de aplicación la Instrucción de
Contabilidad para la Administración Institucional del Estado (BOE de 31 de marzo, núm. 77). Vide José
Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en España,
Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 111: «Un componente destacado de la economía
social son las llamadas Entidades Singulares. Pero esta denominación no es un nombre oficial; se trata de
una expresión que se aplica a ciertas entidades que tienen un régimen jurídico propio en cada caso, aten-
diendo a su especificidad y a su importancia. De ahí que para su estudio haya forzosamente que descender
a la individualización, especialmente si se trata de las tres Entidades Singulares que mayor relevancia eco-
nómica tienen a efectos de lo que aquí se estudia: Organización Nacional de Ciegos (ONCE), [...]».
3 Vide Orden de 7 de noviembre de 1986, Ministerio de Economía y Hacienda (BOE de 27 de noviembre,
núm. 284), por la que se aprueba el Reglamento del colegio para huérfanos de funcionarios de la hacien-
da pública, art. 1: «El Colegio para Huérfanos de Funcionarios de la Hacienda Pública es una Entidad sin
ánimo de lucro [...]».
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-
En la LJCA, encontraremos usada reiteradamente la expresión, pero con perfiles ambi-
guos:
«Se entenderá a estos efectos por Administración pública ... c) Las entidades que
integran la Administración local» (art. 1.2).
«Tienen capacidad procesal ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo, [...].
Los grupos de afectados, uniones sin personalidad o patrimonios independientes o autóno-
mos, entidades todas ellas aptas para ser titulares de derechos y obligaciones [...]». (art. 18).
«Están legitimados ante el orden jurisdiccional contencioso-administrativo: [...].
b)
Las corporaciones, asociaciones, sindicatos y grupos y entidades a que se refie-
re el artículo 18 [...].
g) Las Entidades de Derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o
dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas para impugnar los actos o
disposiciones que afecten al ámbito de sus fines. [...]» (art. 19).
«No pueden interponer recurso contencioso-administrativo contra la actividad de
una Administración pública: [...].
c)
Las Entidades de Derecho público que sean dependientes o estén vinculadas al
Estado, [...]» (art. 20).
«Se considera parte demandada: [...].
b) Las personas o entidades cuyos derechos o intereses legítimos pudieran quedar
afectados por la estimación de las pretensiones del demandante» (art. 21).
-
En la LRJPA, encontramos en su art. 2:
«Ámbito de aplicación. 1. Se entiende a los efectos de esta ley por Administraciones
públicas:
a) La Administración general del Estado.
b) Las Administraciones de las Comunidades Autónomas.
c) Las entidades que integran la Administración local.
2. Las entidades de derecho público con personalidad jurídica propia vinculadas o
dependientes de cualquiera de las Administraciones públicas tendrán asimismo la con-
sideración de Administración pública. Estas entidades sujetarán su actividad a la presen-
te ley en cuanto ejerzan potestades administrativas, sometiéndose en el resto de su acti-
vidad a lo que dispongan sus normas de creación».
En principio hay que pensar que el art.  2  LRJPA4 ha querido contraponer
4 Vide Luís MARTÍN REBOLLO, Leyes Administrativas, Thomson-Aranzadi, Pamplona, 2004, p. 386: «[...].
Conforme a la sistemática de dicha Ley pude distinguirse entre entes públicos que someten íntegramente su acti-
vidad al régimen jurídico-público (organismos autónomos) y aquellos otros que, aun siendo entes públicos, se
rigen en su actuación externa por el régimen jurídico-privado (Entidades públicas empresariales) o por lo que dis-
pongan sus normas de creación. A este tipo de entes se refiere el precepto en la medida en que matiza ese even-
tual régimen diferenciado, dado que "cuando ejerzan potestades administrativas" necesariamente sujetarán su
actividad a lo dispuesto en esta Ley. De ahí su importancia. [...].
El articulado anotado se convierte así en uno de los límites principales, si no el principal, a la libertad organizati-
va de la Administración, al fenómeno denominado la "huida del Derecho Administrativo" puesto que la
Administración atribuye el ejercicio de funciones públicas a entes públicos que como regla someten su actividad
al Derecho privado, cuando ejerciten esas potestades necesariamente "sujetarán su actividad a la presente Ley",
esto es, a las pautas garantizadoras mínimas en ella plasmadas. [...]».
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Administración territorial e institucional. Además, la expresión "entidades de derecho
público"5 cuenta con el precedente trascrito de la LEEA(art. 2o). Evidentemente -como
ha expresado GONZÁLEZ NAVARRO- la distinta utilización que se hace de estos tér-
minos constituye un auténtico laberinto, y no debe olvidarse que un nombre en derecho
remite a una unidad jurídica, la cual remite a su vez, a un régimen de potestades, debe-
res, derechos y obligaciones6.
B. Las entidades instrumentales: aproximación conceptual.
El concepto de "institución" goza de una larga trayectoria histórica desde la formulación
efectuada sobre el mismo por Santi Romano: «la institución es ante todo un ordenamiento
jurídico, una unidad independiente de derecho objetivo más o menos completa»7.
5 Vide Dictamen del Consejo de Estado 999/1998, aprobado el 14 de enero de 1999: «[...]. Por el contra-
rio, el concepto de Entidades de Derecho Público a que se refiere el artículo 2, número 2, de ese texto legal
(LRJPA) no se refiere a la Administración corporativa, sino a determinados entes institucionales utilizados
con carácter instrumental en la moderna actuación administrativa».
6 Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, p. 213. Vide Francisco
GONZÁLEZ NAVARRO, en el prólogo a la obra de Iñigo del GUAYO CASTIELLA, Sector público
empresarial e instituciones paraconcursales, Marcial Pons, Madrid, 2004, pp. 15-17: «[...]. Pues bien, lo
que quiero añadir ahora para terminar -y dejo de lado el concreto problema que el autor plantea en los
párrafos que acabo de transcribir -es si habrá llegado el momento de averiguar si el empleo de una termi-
nología vagorosa, como la de "ente" y la de "entidad"- [...] más bien contribuye a oscurecer que a ilumi-
nar el bul lente mundo de las organizaciones públicas. Pues es el caso que con ella se está haciendo refe-
rencia según los casos, a verdaderas Administraciones Públicas, lo mismo territoriales -entes locales, por
ejemplo- que instrumentales -ente público RTVE-. Pregunto concretamente: ¿qué es un "ente"; qué es una
"entidad"? ¿Sabemos, de verdad, los juristas lo que queremos decir cuando manejamos estos significantes,
que se emplean cada día más en la doctrina y en la legislación?. [...].
Pues bien, lo que yo digo es esto: el empleo que se viene haciendo en los textos legislativos y en las exposicio-
nes doctrinales de los significantes "entidad" y "ente" -que puede datarse en 1958 con la llamada Ley de Entidades
Autónomas, pero quizá pueda rastrearse en textos anteriores -es indicativo de que, al menos en este aspecto, nos
movemos todavía en esa fase del pensar primerizo o primer pensar; un pensar que merece enorme respeto, tanto
o más que los gorjeos del recién nacido; porque es una fase que prepara para más afinadas elucidaciones, pero
que es inevitablemente un pensar confundente que recurre a agrupaciones tipo "cajón de sastre" en las que se
almacenan realidades que se toman por idénticas siendo, sin embargo, distintas.
Cierto es que la legislación a la que me estoy refiriendo parece que emplea esos significantes con un sig-
nificado subjetivo. Pero no es menos cierto que, etimológicamente, la voz ente deriva de la latina ens, como
la cual, al igual que su correspondiente griega ón, significa "lo que es", "lo que tiene que ser"; y ser es
vocablo mínimo pero de inagotable contenido que, por lo tanto, vale para significar un "consistir" o un
"existir". [...].
¿Qué estoy queriendo decir?. Algo muy simple: que las voces "ente" y "entidad", a fuer de omnicompren-
sivas, resultan inmanejables en el lenguaje jurídico, a menos que antes nos pongamos de acuerdo con el
significado que tienen y el régimen jurídico al que remiten. Sólo así podremos considerarlas unidades jurí-
dicas en sentido verdadero y propio. [...]».
7 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 192-196.
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Personalizar entes institucionales es, una técnica organizativa que persigue crear autono-
mías funcionales o de gestión8. Donde el dato formal de la personalidad jurídica sería el rele-
vante para distinguir a los entes descentralizados de la Administración del Estado y para uni-
ficar a aquellos en su relación con éste, a través de la técnica de la tutela9. En este sentido ha
podido decirse, con acierto, que el fenómeno de la proliferación de entidades institucionales
ha venido a compensar el aumento constante de las funciones administrativas en el Estado
contemporáneo, evitando que este aumento haya ocasionado una congestión paralizante de los
órganos comunes de la Administración general10. Y además, su finalidad es la de otorgar una
mayor libertad de gestión a los responsables de un servicio público o actividad administrati-
va11. En todo caso, esta opción, nunca podrá implicar una paralela huida de las garantías ciu-
dadanas, aunque el poder público "se vista de paisano"12.
8 Vide Ángel MARTÍN del BURGO y MARCHAN, "La Administración asediada", RAP, 100-102, (1983), p. 814:
«Sólo a título excepcional, la Administración se permite agilizar su actuación, pero no a costa de prescindir del
Derecho, sino a base de cambiar de ropaje, sustituyendo las prendas del Derecho administrativo por las más ligeras
del Derecho civil, mercantil y laboral». Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y
descentralización funcional, Instituto de Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, p. 105: «En la portada de
la edición que hace en 1651 Andrew Crooke del "Leviatham" de Tomas Hobbes, puede verse como representación
del Estado un hombre de proporciones extraordinarias que empuña, respectivamente, en cada una de sus manos una
espada y un báculo y cuyo cuerpo está compuesto de pequeños hombrecitos. Esta ideografía antropomórfica podría
corregirse actualmente dotándola de un cierto grado de abstracción. Si ello fuese posible, habría que pintar al Estado
como una persona jurídica en cuyo seno se albergan, a su vez, multitud de personas jurídicas más pequeñas». Vide
José Luís MEILÁN GIL, "La evolución de los organismos autónomos en España", Documentación Administrativa,
78-79, (1964), p. 61, donde estudia la evolución histórica de los organismos autónomos. Vide Rafael FERNÁNDEZ
MONTALVO, "El acceso de los organismos autónomos y de las entidades públicas empresariales a la jurisdicción:
legitimación prohibición de impugnar actos y disposiciones de la Administración de tutela", en Francisco Javier
JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Administración institucional, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2004, pp.
60-62, donde analiza la evolución del régimen jurídico de la Administración instrumental. Vide Santiago
GONZÁLEZ-VARAS IBÁÑEZ, El derecho administrativo privado, Montecorvo, Madrid, 1996, pp. 115-117.
9 Vide José Luís MEILÁN GIL, "La funcionalidad de los entes instrumentales como categoría jurídica",
en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto
García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 974.
10 Vide: Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en derecho español", Estudios jurídi -
cos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 664; José Ignacio MORILLO-
VELARDE PÉREZ, "La huida del derecho administrativo. La personalidad jurídica de las Administraciones
públicas y el principio de eficacia. Reflexiones", en AA VV, Administración instrumental (Libro homenaje a
Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 1007-1008.
11 Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo Vol II, Marcial Pons, Madrid, 1999, p. 45.
12 Vide: Luís MARTÍN REBOLLO, Leyes Administrativas, Aranzadi, Pamplona, 2004, pp. 819-821, donde con
la maestría que le caracteriza sintetiza las innovaciones más importantes de la Ley 6/1997, de 14 de abril, de orga-
nización y funcionamiento de la Administración general del Estado respecto a los entes instrumentales; Javier
BARNÉS VÁZQUEZ, "Introducción a la doctrina alemana del derecho privado administrativo", en AAVV,
Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-
Cívitas, Madrid, 1994, p. 233.
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Las instituciones, pueden ser definidas de modo negativo: carácter fundacional y no
asociativo13. Además la doctrina ha estudiado su evolución histórica y legislativa y la rup-
tura de la ecuación entre la "forma jurídica" y el "régimen jurídico", lo que ha permitido
delimitar con más nitidez su configuración jurídica14.
Con el paso del tiempo el término "institucional" fue sustituido por el de "instrumental"
que parece responder con más precisión al objeto y finalidad de su creación y desarrollo. Sin
embargo no es tarea fácil la formulación de un concepto unívoco y omnicomprensivo15,
pues las opciones doctrinales son diversas16. Y además aparece alimentada también, parale-
lamente, por la ruptura (cada vez más clara) de la básica identidad tarea/competencia admi-
13 Vide Francisco J. JIMÉNEZ DE CISNEROS CID, Los organismos autónomos en el derecho público
español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de Administración Pública, Madrid, 1987, p. 64.
Vide: José ESTEVE PARDO, "Organismos autónomos de carácter comercial, industrial, financiero o aná-
logo y entidades de derecho público que por ley hayan de ajustar sus actividades al ordenamiento jurídico
privado", RAP, 92, (1980), p. 358, donde explica su difícil encaje en los moldes jurídicos tradicionales;
Ricardo R1VERO ORTEGA, Administraciones públicas y derecho privado, Marcial Pons, Madrid, 1998.
14 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "Un tema de seguridad jurídica: la regulación de los entes instru-
mentales", REDA, 79, (1993), pp. 390-392. En fechas más recientes Vide Miguel NAVAJAS REBOLLAR,
La nueva Administración instrumental, Colex, Madrid, 2000, pp. 19-30: «El origen de la Administración
instrumental en el derecho administrativo español».
15 Vide José Luís MARTÍNEZ-ALONSO CAMPS, "La Administración institucional en la legislación
autonómica y municipal", en Francisco Javier JIMÉNEZ de CISNEROS CID (Coord.), Administración
institucional, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2004, pp. 166-167: «El conjunto de estas per -
sonijicaciones públicas instrumentales no coincide con la denominada Administración Institucional, cate-
goría jurídico-administrativa, ésta, mucho más reducida, que, en el marco del presente Curso, se circuns-
cribe a las entidades de derecho público, dependientes de las Administraciones territoriales.
La cuestión, no obstante, dista mucho de ser pacífica, y la equivocidad se halla presente en los textos nor-
mativos. Así: - Se califican como empresas "aquellas entidades de derecho público sometidas a la
Generalidad, con personalidad jurídica propia, que deban ajustar su actividad al ordenamiento jurídico pri-
vado" (art. 4.2 del Texto Refundido de la Ley de Finanzas Públicas de Cataluña, aprobado por Decreto
Legislativo 3/2002, de 24.12). - Se afirma (art. 7 del Texto Refundido de la Ley de Principios Ordenadores
de la Hacienda General del País Vasco, aprobada por el Decreto Legislativo 1/1997, de 11.11): "1. La
Administración Pública de la Comunidad Autónoma de Euskadi se halla integrada por la Administración
General y por la Administración Institucional"».
16 Vide José Luís MARTÍNEZ LÓPEZ-MUÑIZ, "La integración en el sistema de Administraciones públi-
cas de las Administraciones instrumentales", RAAP, 51, (2003), p. 54: «[...]. Las Corporaciones sectoria-
les [...] no dejan de ser también entidades públicas "instrumentales" con las que hay que contar en el con-
junto del sistema de las Administraciones públicas. Es más: puede afirmarse que de acuerdo con la doctri-
na reiterada del Tribunal Constitucional, su única justificación, incluso como fenómeno organizativo más
bien excepcional bajo nuestro actual ordenamiento constitucional -por cuanto comportan de limitación de
la libertad de asociación-, radica precisamente en ser adecuados instrumentos para la consecución efectiva
de determinados intereses públicos generales, que pertenecen al ámbito propio de las entidades territoria-
les correspondientes [...]». Vide Alfonso PÉREZ MORENO, "Las entidades instrumentales en las
Comunidades Autónomas", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco
Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 1439-1440, donde respecto a la
Administración instrumental explica como "las hijas amenazan con devorar a las madres".
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nistrativa-Administración pública directa gracias a la extensión de fenómeno de la
descentralización funcional. Este fenómeno consiste en la asignación de tareas
propiamente administrativas a organizaciones "públicas" o "cuasipúblicas" de
configuración diversa (muy frecuentemente corporaciones o asociaciones de base
privada y sobre la técnica de la autoadministración) desde la idea de que determi-
nados cometidos públicos precisan ser organizados de forma específica, adaptada
a la realidad social concreta que articulen y separada formalmente de la estructu-
ra organizativa del poder público administrativo17.
GARRIDO FALLA18, haciendo una especial referencia a las corporaciones públicas
de base asociativa, lo explicó del siguiente modo:
«Con la expresión administración indirecta del Estado estamos apuntando, desde
luego, a formas muy diversas de ejercicio de funciones públicas:
a) En primer lugar, la expresión alude a una forma de satisfacción de fines pro-
pios del Estado mediante la utilización de entidades administrativas interpuestas,
con propia personalidad jurídica (reconocida expresamente por el Derecho), pero
sin más fines propios que los que expresamente le han sido asignados por el Estado
en la norma que las crea. Estamos aquí ante un supuesto de creación estatal, en el
sentido más riguroso de la expresión, de estas entidades. Su nacimiento sólo intere-
sa al propio Estado; no se trata de reconocer algo a que el libre juego de las fuerzas
sociales haya dado vida.
b) En segundo lugar, podemos pensar en la actuación de entidades con per-
sonalidad propia que satisfacen necesidades que el derecho del Estado declara
relevantes y de necesaria satisfacción, pero que además tienen sus propios fines.
Es indudablemente un problema delicado el de perfilar el proceso que determi-
na la calificación como públicas de estas personas jurídicas y, por ende, la asun-
ción de sus fines como estatales (es decir, como relevantes para el derecho esta-
tal). Porque, en efecto, una pregunta crucial surge inevitablemente al tratar el
tema: ¿es el carácter intrínsecamente público de sus fines el que convierte a
estas entidades en personas jurídicas públicas, o es esta calificación la conse-
cuencia de la delegación que reciben del Estado para cumplir fines estatales?.
a') Está, en primer lugar, el caso de las llamadas entidades naturales territoriales,
[...].
b') Diferente del anterior es el supuesto de las corporaciones públicas de base aso-
ciativa. Aquí el sustratum de la entidad está constituido cabalmente por el conjunto de
interesados (titulares de intereses comunes) que se asocian para la defensa y fomento
de estos intereses. Ahora bien, el derecho del Estado no se limita simplemente a reco-
17 Vide Luciano PAREJO ALFONSO, "La potestad normativa de las llamadas Administraciones indepen-
dientes: apuntes para un estudio del fenómeno", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje
a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 635.
18 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La Administración institucional", en la obra colectiva La España
de los años 70, Vol. III-2, Madrid, 1974, pp. 36-40.
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nocer la licitud de tal asociación [...], sino que habida cuenta del especial carácter de
tales fines los reconoce como públicos y concede al ente asociativo las facultades y
prerrogativas de Derecho público necesarias para el cumplimiento de esos fines. [...].
Estas entidades de base asociativa lo que pretenden cabalmente es el reconocimiento
de un status jurídico especial, en virtud del cual obtienen el respaldo de! Derecho del
Estado para conseguir objetivos imposibles de alcanzar bajo el juego de los principios
propios de Derecho privado; [...].
Tan definitivo es el impacto de estas notas en el sustratum asociativo de la enti-
dad, que terminan por afectar a la naturaleza misma de ésta, justificando la utilización
del concepto técnico de corporación de Derecho público como algo distinto a la aso-
ciación, privada. [...]».
C. Naturaleza jurídica.
La doctrina se ha preocupado de explicar la peculiaridad de estas entidades que ofre-
cen una vinculación tan especial. Se han catalogado como órganos, a los cuales dotaba
de personalidad jurídica independiente y autónoma; se calificaba como entidades públi-
cas a ciertas personas jurídicas cuya finalidad era puramente de lucro y que actuaban
en el sector económico y financiero; los entes instrumentales eran aquellas entidades
que desarrollaban una actividad totalmente al servicio del Estado, pues sus intereses
coinciden con los de éste, sin que pueda hablarse ni siquiera de una zona residual19.
En todo caso debemos tener presenta que la calificación de un ente como
Administración pública lleva consigo, en principio, las siguientes consecuencias de
régimen jurídico20:
19 Ibídem, pp. 57-59, donde explica la diferencia de estos entes con las entidades corporativas: «[...]. En
primer lugar, como ya se dijo, la creación de estos entes es rigurosamente estatal. También las corporacio-
nes son ciertamente creadas por una ley o una disposición administrativa; pero esta creación suele contar
previamente con la voluntad de los particulares que han de integrarse en la corporación; incluso muchas
veces tales disposiciones han sido estimuladas y propuestas por los particulares interesados. [...]. En segun-
do lugar, hay que referirse al origen estatal de los medios económicos que se adscriben a estas entidades,
lo cual es particularmente cierto si nos referimos a su momento inicial. [...]. Esto, claro está, no se da en la
creación de las corporaciones. [...]. Pero lo que no presta el Estado nunca es un capital inicial de tipo fun-
dacional que constituye, sin embargo, la característica de la descentralización funcional.
Por último, repetimos que la finalidad de esta descentralización es la creación de un organismo ágil para
realizar una determinada función estatal. Estamos realmente ante una pura cuestión de técnica jurídica, y
de aquí el éxito logrado por la terminología "entes instrumentales" antes aludida. [...].
El carácter de estos entes es, por consiguiente, rigurosamente estatal, a diferencia de lo que ocurre con las
corporaciones. [...]. Por supuesto que si a un órgano estatal se confiere por ley personalidad jurídica, for-
malmente deja de ser órgano (puesto que en buena técnica jurídico-administrativa hay que negar la perso-
nalidad jurídica del órgano), pero materialmente sigue actuando como si fuese un órgano perteneciente a
la Administración estatal». Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentrali-
zados y su relación con la Administración pública", RAP, 44, (1964), pp. 59 y ss.
20 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
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· La estricta vinculación a la Ley en su organización y actividad: los entes adminis-
trativos no determinan autónomamente sus fines, sino que éstos les vienen dicta-
dos por el ordenamiento.

· Indisponibilidad sobre el patrimonio: la Administración, en cualquiera de sus formas
o modalidades, se caracteriza por esta nota, es decir, no puede llevar a cabo actos de
disposición sobre el patrimonio, salvo habilitación legal expresa. Naturalmente que el
deslinde entre "acto de administración" y "acto de disposición" es variable y aquél
puede suponer a veces auténticas enajenaciones.
· La exigencia del debido procedimiento legal en sus actos y contratos, que han de reves-
tir siempre las "formas" preestablecidas en garantía del interés público.
· La sumisión al principio de igualdad, en todas sus múltiples manifestaciones.
· Régimen financiero de derecho público: presupuesto vinculante, presidido por el
principio de preclusión y especialidad del gasto, y de estricta legalidad de sus
ingresos; rendición pública de cuentas, etc.

-
Necesaria fiscalización jurisdiccional de su actuación, por Tribunales independientes.
A estos efectos puede resultar interesante la manifestación de Eduardo ORTEGA
MARTÍN21, que propone distinguir entre potestades, funciones e intereses, pues la atención
sobre las funciones nos permite con mayor fuerza aun que si hablamos de potestades dar
entrada en masa a una concepción sustancial o material del poder público. El elemento cen-
tral no es, en este caso, el ejercicio de potestades, sino el ejercicio defunciones de naturale -
za pública. No rige aquí un verdadero principio objetivo (control de los actos), ni subjetivo
instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 228-230. Vide Fernando GARRIDO FALLA,
Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto de Estudios de Administración
Local, Madrid, 1950, pp. 118-121: «Por eso, con relación al Derecho italiano, Raneiletti señalaba que una
persona jurídica es pública por tres clases de razones: 1a. Porque el Estado la haya creado para la realiza-
ción de un servicio público; 2a. Porque el Estado le haya concedido derechos de poder público, el llamado
privilegio de "préalable", o concurso metálico que no sea la simple subvención; 3a. Porque el Estado la
haya sometido a una tutela o vigilancia que exceda del simple poder de policía. Si la ley concede los pode-
res a que se refiere la razón 2a, es que la reconoce expresamente como tal persona pública. Para los casos
en que este reconocimiento no sea tan evidente, quedan los criterios primero y tercero.
Es interesante recordar que Ferrara señala a su vez una serie de criterios convergentes para la determina-
ción de las personas jurídicas públicas: 1o. Institución o fundación de un ente por parte del Estado (com-
prendiéndose dentro de este supuesto aquellos entes que son parte autónoma de la Administración del
Estado, los llamados entes paraestatales, y aquellos otros que se constituyen por imposición del Estado que
obliga a la asociación obligatoria de una cierta categoría de interesados; 2o. Encuadramiento de los entes
en la organización estatal, con ordenamiento legal de su constitución y funcionamiento, bajo la tutela y
vigilancia del Estado; 3o Atribución a un ente de poderes de imperio. En estos casos no se cualifica el ente
tanto por los fines que tiene que cumplir, como por los medios y poderes que posee para cumplirlos».
21 Vide Eduardo ORTEGAMARTIN, "Las potestades administrativas de las corporaciones públicas", Los cole -
gios profesionales. Administración coporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001, pp. 201-203.
165
(control de la Administración), sino pragmático y funcional (control de las funciones públi-
cas de naturaleza administrativa, sea cual sea la naturaleza del ente que la ejerce):
«El concepto de potestad nos es suficientemente conocido y en las líneas anteriores
hemos hecho mención de su falta de operatividad a los efectos de lo que nos ocupa. Nos
aporta más detenernos en el de funciones y analizar las que en cada caso se atribuyen a
los entes públicos, con independencia de elucubrar si antes hay una potestad o no, o
dónde ésta acaba. Y concluir, después de ese análisis, que si aquella  función tiene sustan-
cia pública deberá penetrar en masa el Derecho Administrativo, y lógicamente no si no
la posee. Los intereses que va a satisfacer la función resultan también relevantes. No sólo
como medio de reforzar la naturaleza de la función sino como procedimiento para apli-
car alguno de los principios y consecuencias propios del poder público. Entre ellos están
la técnica de la desviación de poder, el principio de interdicción de la arbitrariedad de los
poderes públicos (art. 9.3 de la Constitución), el control de la discrecionalidad asentado
en los principios generales del derecho [...]»22.
Por eso lleva razón LÓPEZ MENUDO cuando afirma que en el mundo de los entes ins-
22 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, pp. 263-264: «¿Qué criterio valdrá, entonces,
para considerar a un ente como de Derecho público?.
a) Según el art. 37 Cc las corporaciones se regulan "por las leyes que las hayan creado o reconocido", de
donde -enseña PUIG FERRIOL- "las personas jurídicas públicas o corporaciones tienen este carácter en
cuanto son creadas por la ley o la personalidad jurídica se les reconoce por otra disposición de rango infe-
rior, creación o reconocimiento que se darán en cuanto el nuevo ente venga a cumplir una determinada fun-
ción pública". Pero la ley puede crear entes de derecho privado o conferir a éstos funciones públicas.
b) En opinión -entre otros- de GARRIDO FALLA, la condición de Derecho público conviene a aquellas
personas encuadradas en las organizaciones estatales, lo cual ocurre cuando los vínculos o relaciones que
ligan a tales personas con la Administración pública son de naturaleza jerárquica o de tutela. Rafael
ENTRENA precisa que ha de tratarse de "encuadramiento en la Administración territorial a través de la
tutela administrativa, como se deduce del art. 1.2 LJ que considera Administración pública a las corpora-
ciones e instituciones públicas sometidas a la tutela del Estado o de alguna entidad local".
c) Para otros, más ampliamente, son personas jurídicas de Derecho público las que asumen competencias estata-
les o disponen de poderes de Derecho público. Mas hay organismos cuyo encuadramiento en la Administración
estatal es muy discutible, y sin embargo asumen funciones de Derecho público: los colegios profesionales son un
ejemplo, y acaso otro la Liga contra el cáncer a que se refiere la S. 20 de mayo 1941.
d) BAENA DELALCAZAR señala estas dos notas que distinguen a la persona pública:
Una la conexión con la organización estatal derivada ineludiblemente del carácter público, esto supone
siempre un ejercicio del poder respecto al que no puede ser ajena la organización total del Estado, vía por
la cual las potestades estatales son siempre una cuestión básica cuando se trata de personificaciones públicas
distintas del Estado mismo. Pero supone asimismo -y ésta es la nota identifícativa- una colación de poder, que
habrá de expresarse de algún modo y no sobreentenderse, y que procede de la ley que establece la nueva perso-
nalidad jurídica. Enlazamos entonces, en esta fase analítica, con la teoría del Código que exige una ley -en senti-
do amplio- para dar existencia a cualquier "corporación" requisito que se extiende ahora a todas las formas de per-
sona jurídica que pretenda aprovechar la Administración.
Y otra consecuencia básica de la personalidad pública en Derecho español es la justiciabilidad de los actos
de poder por la jurisdicción contencioso-administrativa, punto básico que no admite una relativización de
la personalidad pública a la vista de la Ley de la Jurisdicción»,
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frumentales, su veste jurídico-pública no implica, pues, su caracterización como
Administración pública23. Por todo ello debemos ser conscientes de la realidad que vivimos
en nuestros días24, y del resultado que se traslada a la personificación y organización de los -
entes institucionales- en expresión de REBOLLO PUIG25:
«[...]. Si, según se dice, uno de los problemas de España es el descenso de la natali-
dad, habrá que reconocer el esfuerzo prolífíco compensador de nuestras
Administraciones, que han decidido predicar con el ejemplo y tener familias muy nume-
rosas; y, sin no hay muchas personas físicas, las habrá jurídicas. [...].
Por la forma de creación y de personificación y organización, los entes institucionales pue-
den ser, como ya se ha dicho, de Derecho público o de Derecho privado. [...].
La concepción y el embarazo podríamos decir, son de Derecho público, porque la madre
lo es, aunque el niño le salga de Derecho privado; y en el extraño parto concurren elementos
de Derecho público y privado. [...]. [...], o sea, como puede que la Administración sea sólo la
abuela o la bisabuela, se van diluyendo o desapareciendo casi por completo los elementos de
Derecho público y, con ellos, la transparencia de las decisiones. [...].
No mucho más clara es la organización interna de estas entidades de Derecho privado. [...].
En cualquier caso, como se ve, ni siquiera en el aspecto organizativo, cuando se utiliza el
Derecho privado es siempre el mismo Derecho privado aplicable a los particulares».
Por tanto, la naturaleza jurídica de los entes instrumentales dependerá de los carac-
teres que he expuesto, y que resultarán fundamentales a la hora de precisar el régimen
jurídico aplicable a las mismas.
D. Clasificación.
Los intentos de clasificación de las entidades instrumentales aportan una rica varie-
dad por parte de la doctrina. Entre otras, destaco la propuesta de tres maestros de esta
disciplina.
Garrido Falla distingue entre fundaciones y corporaciones26. Meilán habla de una
nítida separación entre los organismos autónomos descentralizados (descentralización
funcional) y aquellos otros que responden a la vida misma de la sociedad27. Ariño, pro-
23
Vide Francisco LÓPEZ MENUDO, "El derecho administrativo como derecho "especial" y "excepcio-
nal" de algunos entes públicos. Consecuencias", en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje
a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, p. 571.
24
Vide José ORTIZ MALLOL, "La relación de dependencia de la entidades instrumentales de la
Admiistración pública: algunas notas", RAP, 163, (2004), pp. 245-278.
25 Vide Manuel REBOLLO PUIG, "Los entes institucionales de la Junta de Andalucía y su utilización
como medio propio", RAP, 161, (2003), pp. 364-367.
26 Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La Administración institucional", en la obra colectiva La España
de los años 70, Vol. ffl-2, Madrid, 1974, pp. 41-42.
27  Vide José Luís MELLAN GIL, "La evolución de los organismos autónomos", Documentación
Administrativa, 78-79, (1964).
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pone una consideración por completo diferenciada entre instituciones y corporacio-
nes28.
Las posibilidades son muchas, pero a efecto de esta investigación, estas propues-
tas nos ilustran suficientemente sobre nuestro objeto de estudio en el momento his-
tórico en el que trato de desentrañar la naturaleza jurídica de la ONCE.
E. Características de la relación de instrumentalidad.
La instrumentalidad del ente institucional respecto de su ente matriz se manifiesta
en una serie de peculiaridades de régimen que son capitales para definir el status de la
Administración instrumental. Básicamente son los siguientes29:
1. El fin o servicio en función del cual, para cuya gestión, el ente institucional se crea
es un fin o servicio propio del ente matriz, cuya titularidad se mantiene, y en modo
alguno se transfiere, tras la creación de la entidad filial, y cuya responsabilidad
política de organización y rendimiento siguen siendo propios de dicho ente matriz.
Por ello ha podido decirse que el ente instrumental está en una "relación de servi-
cio" con su fundador.
2. No es posible comprender la posición del ente institucional sin ascender necesariamen-
te a la de su fundador. Entre los dos forman un "complejo organizativo unitario". Tales
organismos están "encuadrados" en la organización de su fundador; en el caso del
Estado a través de un Ministerio concreto.
3. Esa relación de los entes instrumentales con sus entes matrices respectivos puede
ser genéricamente calificada de dependencia, pero para inmediatamente precisar
28
Vide Gaspar ARIÑO ORT1Z, La Administración institucional, Madrid, 1972, pp. 23 y ss.
29
Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, pp. 668-673. Vide Fernando
GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto de
Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, pp. 158-159: «De cuanto hasta aquí llevamos dicho sobre
el fenómeno de la descentralización funcional en la legislación española, podemos llegar a establecer una
serie de notas sobre la misma, que resumimos a continuación:
1a. Los entes que constituyen la descentralización funcional son creados estatalmente. [...].
2a. Los bienes que se describen, como medios económicos al servicio de los entes descentralizados, tienen
un origen estatal. Al menos sucede esto así en el inicio de la vida del ente. Y es ello lo que anteriormente
nos ha facultado a hablar del carácter formalmente fundacional de nuestra descentralización.
3a. La finalidad de esta descentralización es la creación de un organismo ágil en la Administración indi-
recta del Estado, realizador de una determinada función estatal. [...].
4a. El ente descentralizado es un organismo estatal. La mayoría de las leyes que aquí hemos examinado, se des-
preocupan incluso de señalar expresamente el Departamento ministerial del cual el ente depende. Por supuesto
que no hemos de insistir en que ésta dependencia no anula la personalidad jurídica independiente y distinta de la
general del Estado, lo cual iría contra la propia definición de la descentralización funcional. [...]».
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que no se trata de la misma dependencia de jerarquía que liga a los órganos infe-
riores con los superiores en el seno de un mismo ente.
4. La autonomía del ente institucional es puramente ejecutiva u operativa, dentro del
ámbito estricto que le marcan las directivas del ente matriz.
5. En el orden financiero y patrimonial, el ente institucional es normalmente titular de
posiciones propias.
6. La jurisprudencia contencioso-administrativa ha declarado sistemáticamente que
los entes institucionales carecen de legitimación para impugnar jurisdiccionalmen-
te los actos dictados por sus entes matrices, con la excepciones propias que deter-
mine la legislación vigente.
7. La extinción o disolución del ente instrumental sólo puede ser decidida por el ente
matriz. En buena medida, estas notas confluían en la configuración inicial de la
naturaleza jurídica de la ONCE.
F. La relación de instrumentalidad y la consideración inicial de la ONCE, por
la doctrina, como un "organismo autónomo extravagante" o como un caso dudo-
so de descentralización funcional.
Ariño Ortíz, en su magnífica obra: «La Administración institucional (Bases de su régimen
jurídico)», incluye un apéndice donde relaciona las disposiciones generales sobre Entidades
Estatales Autónomas, y la ONCE figura en esta relación en la p. 439. Para entender la califi-
cación y naturaleza jurídica inicialmente asignada a la ONCE, debemos tener en cuenta los
antecedentes históricos y el contexto en el que se crea. Pero su auténtica naturaleza está laten-
te, y se manifestará con posterioridad, a pesar de su encuadramiento inicial. Por todo ello, no
debe extrañar su calificación como "organismo autónomo extravagante". Lo explicó con
notable acierto un magnífico experto, el profesor Ariño Ortiz30:
30 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed., Instituto
de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. 379-381. En la p. 382, presenta una clasificación donde distingue
tres tipos fundamentales de entes institucionales, a efectos patrimoniales. Sobre el tercer grupo afirma:
«Finalmente, un tercer grupo que podríamos calificar como organismos autónomos aberrantes, que son entes ins-
titucionales en los que se encuadra una realidad de tipo asociativo o mutualista, con un grupo de ciudadanos inte-
resados y titulares colectivamente, de algún modo, de los bienes y derechos que integran el patrimonio del orga-
nismo; su titularidad plena, total y definitiva, incluso frente al Estado». En las pp. 385-386 llega a la conclusión
de que la titularidad de los organismos autónomos es una titularidad fiduciaria: «Ello quiere decir que a efectos
patrimoniales es conveniente distinguir entre una "propiedad formal" o "forma externa" y una "propiedad mate-
rial" o "verdad interna", fenómeno que en el derecho tiene un nombre: el de titularidad fiduciaria. [...].
Así, pues, la fíducia se configura en esencia como la entrega de unos bienes para un fin o destino, lo cual
significa que "la cosa confiada queda marcada en virtud el "pactum fiduciae" como "cosa destinada"; ello
otorga a la vinculación fiduciaria una trascendencia real (con eficacia de condición resolutoria), [...]».
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«[...], respecto de aquellos entes que podríamos llamar organismos autónomos "extra-
vagantes". Me he referido ya a ellos como aquéllos que no son un puro servicio descen-
tralizado del Estado sino que constituyan una entidad en que es identificable un "grupo
social de ciudadanos especialmente afectados e integrados en el ente", en los que, por
tanto, cabe efectivamente descubrir unos intereses propios y un patrimonio y medios pro-
pios especialmente destinados a aquéllos. [...]. En definitiva, estos entes institucionales,
están, desde un punto de vista patrimonial, más cerca de las corporaciones que de los orga -
nismos autónomos típicos: ostentan la titularidad plena de bienes y derechos como patri-
monio propio y no simplemente atribuido por un simple artificio jurídico de desdobla-
miento de personalidad; recae sobre ellos en principio la plena y exclusiva responsabili-
dad por sus obligaciones y deudas; y ello, porque por debajo de esa oportuna calificación
de Organismo autónomo (de carácter fundacional) hay una realidad de tipo asociativo (de
carácter mutual), aunque en ella no siempre hayan recibido los interesados la condición
jurídica de miembros: tal fue en su origen el caso del INP; [...]; tal es el caso también de
la Organización Nacional de Ciegos31, declarada entidad de Derecho público y de benefi-
cencia general, aunque no calificada en el Decreto de 1962 como Organismo
Autónomo».
Respecto al régimen jurídico del patrimonio de los organismos autónomos plantea
la existencia de auténticos bienes fiscales32:
«En algunos casos nos encontraremos con auténticos bienes fiscales. La doctrina
entiende por tal, dentro de los bienes patrimoniales a un grupo de ellos que "son poseí-
dos y explotados por el Estado con una finalidad exclusivamente lucrativa, es decir, ten-
diendo a la obtención de ingresos, sin otra consideración de finalidad pública a conseguir
o servicio a prestar. Se trata de simples bienes instrumentales destinados a la obtención
de rentas (en régimen de monopolio o no) con que atender los servicios.
Ahora bien: la verdad es que no hay diferencia alguna de naturaleza -ni, por tanto, de
régimen jurídico- entre unos y otros, por lo que pueden ser calificados aquí sin distinción
como "bienes patrimoniales".
La titularidad puramente fiduciaria de los organismos sobre "sus" bienes tiene como
consecuencia que éstos conservan a efectos de régimen jurídico la condición de bienes
del Estado, por lo que se extenderán a aquéllos el sistema de protección y garantía que
acompaña siempre a los bienes de éste».
Esta es la consideración que se otorgaba a la concesión administrativa de explo-
tación de una lotería (el cupón prociegos). Sin embargo, parte de la doctrina ha con-
siderado que los aspectos o caracteres de la descentralización funcional se presentan
a veces parcialmente en entes que constituyen cabalmente las zonas limítrofes de la
descentralización funcional. Esto sucedía con la ONCE, lo que le otorgaba el carác-
ter de un caso dudoso de descentralización funcional:
31
Vide Aurelio GUAITA, Derecho Administrativo Especial, Vol. II, Librería General, Zaragoza, 1965, p.
146 y nota 29.
32
Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed.,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, p. 395.
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«La base asociativa es clara. Pero si planteamos la duda, se debe a la redacción del artí-
culo 1o de la orden de 31 de diciembre de 1938 del Ministerio del Interior creando la
Organización Nacional de Ciegos: "Dependiente del Ministerio del Interior se crea la
Organización Nacional de Ciegos [...]". Y además, porque aparece como sucesora del anti-
guo Patronato Nacional de Protección de Ciegos.
De todas formas, se trata de una agrupación obligatoria de todos los invidentes espa-
ñoles, y sus fines son la "mutua ayuda y la resolución de sus problemas específicos" (art.
1). Osea, que predomina la corporativo»33.
1.1.2. La ONCE es una entidad de base asociativa y con un fin de beneficencia.
A. Justificación.
De acuerdo con lo dispuesto en el artículo 1o del Decreto de 13 de diciembre de
1938, la ONCE es una entidad de base asociativa con un fin de beneficencia, según se
reitera en el artículo 1o del Reglamento aprobado por la Orden de 28 de octubre de
193934 35.
33 Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional,
Instituto de Estudios de Administración Local. Madrid, 1950, pp. 147 y 150. En la p. 189 determina:
«Estimamos, al concluir la parte general de este trabajo, que ha llegado la hora de presentar en su conjun-
to la enumeración de cuantas notas hemos ido descubriendo como propias de los entes que soportan la des-
centralización funcional. Ofrecemos así a cuantos se sientan partidarios de definiciones, los elementos
necesarios para definirlos:
1o. Personas jurídicas públicas encuadradas en la Administración indirecta del Estado;
2o. Cuyo soporte extrajurídico está constituido por intereses estatales (y de ahí que se les pueda considerar
como entes "paraestatales");
3o. De estructura formalmente fundacional; y
4o. Sujetos a la Administración directa del Estado por una férrea tutela sobre su organización y sobre su
actividad».
34
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", Cuadernos de Información
Jurídica, s.n., (1987), pp. 122-123.
35
Vide Fernando GARRIDO FALLA, "La beneficencia de las entidades públicas y su conexión con la pri-
vada y con las nuevas formas de Seguridad Social", en AAVV, Problemas políticos de la vida local,
Madrid, 1962, pp. 210-211: «Finalmente, hay que aludir también a la beneficencia pública institucionali -
zada que ha surgido en los últimos tiempos. Deben ser en este sentido recordadas instituciones como el
Patronato Nacional Antituberculoso (creado en plena guerra civil por Decreto del Gobierno Nacional de 20
de diciembre de 1936 y reorganizado por la Ley de Bases de 13 de diciembre de 1943), la Organización
Nacional de Ciegos (creada por Orden del Ministerio del Interior de 31 de diciembre de 1938) y Auxilio
social (creado por Decreto de 17 de mayo de 1940).
Si bien es cierto que todas estas instituciones realizan una actividad en último término imputable al propio
Estado que las crea y dota de los medios necesarios para su funcionamiento (afirmación que es válida
incluso en el caso de Auxilio Social, no obstante su formal encuadramiento en el Movimiento Nacional que
como es sabido tiene su propia personalidad jurídica distinta a la del Estado), hay que reconocer ciertos
rasgos distintivos que derivan de la propia peculiaridad de esta organización funcionalmente descentrali-
zada y que, en definitiva, permite (siquiera sea una hipótesis de mínima virtualidad práctica) que el
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Las calificaciones legales de la ONCE que se contienen en los sucesivos Decretos orgá-
nicos del Ministerio de la Gobernación, dan idea de la naturaleza jurídica que se le otorga-
ba en ese momento. En primer lugar, el Decreto 246/68, de 15 de febrero, por el que se reor-
ganiza el Ministerio de la Gobernación, art. 8.2 indica que como órgano vinculado por razón
de protectorado a la Dirección General funcionarán la Asociación Nacional de Inválidos
Civiles y la Organización Nacional de Ciegos. Posteriormente, el Decreto 2.162/73, de 17
de agosto, que modificó la estructura orgánica de la Dirección General de Política Interior
y Asistencia Social, incluye (art. 2.2) a la ONCE en la rúbrica "Organismos Asistenciales
públicos vinculados por razón de Protectorado". Y en el art. 3.1 al Consejo Superior de
Ciegos, como órgano colegiado presidido por el Ministro de la Gobernación. El Decreto
26/74, de 11 de enero, de reorganización parcial del Ministerio de la Gobernación, vuelve a
incluir a la ONCE entre los órganos asistenciales públicos vinculados por razón de protec-
torado (art. 3.3) y al Consejo Superior de Ciegos, como órgano colegiado presidido por el
Ministro de la Gobernación (art. 3.4)36.
Nada hay que oponer a la "vinculación por razón de protectorado", mencionada pos-
teriormente y de modo expreso en los Estatutos de la ONCE. Es errónea, sin embargo,
la calificación de la ONCE como "órgano"; que la agrupación de invidentes disfruta de
personalidad jurídica es notorio, por lo que en modo alguno puede ser considerada
capital inicialmente destinado por el Estado a estas actuaciones pueda incrementarse después con las sub-
venciones, donativos y legados de distinta procedencia. Con todo, en el trance de tener que realizar una
clasificación, no debe dudarse en incluir esta actividad de beneficencia como parte integrante de la bene-
ficencia pública estatal. [...].
Ya esta pluralidad de sujetos es de suyo suficiente para plantear un problema de coordinación que se agra-
va si se tiene en cuenta la proliferación institucional operada dentro del propio seno del Estado. Pero, sobre
todo, lo que ha venido a complicar realmente la cuestión es el hecho de que los antiguos servicios de bene-
ficencia hayan venido a ser complementados, y en parte desbordados, por el conjunto de nuevos servicios
que caracterizan al Estado asistencial de nuestros días»
36 Vide Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como
servicio público, Ministerio de la Gobernación, Madrid, 1967, pp. 78-79: «La asistencia social a la invi-
dencia se viene realizando en el marco de la Organización Nacional de Ciegos, que agrupa a todos los invi-
dentes españoles con fines de mutua ayuda y para la resolución de sus problemas específicos. En realidad,
la asistencia asi prestada no reúne las características señaladas como propia de los servicios públicos asis-
tenciales, puesto que, aunque dicha organización es una entidad de Derecho público, los fondos de que dis-
pone no proceden de los presupuestos generales del Estado, sino que son recaudados por los propios asis-
tidos. De todas formas, en líneas generales, los dispositivos con que cuenta son, en su género, ejemplares.
Los afiliados a la organización pueden tener acceso a los colegios dependientes de la misma, en los que se
facilita enseñanza y formación profesional, la organización presta asimismo ayudas económicas a los nece-
sitados, asistencia médica, subsidios de enfermedad y proporciona trabajo en las fábricas que de ella depen-
den, concede pensiones de invalidez y vejez y anticipos sin interés para la obtención de viviendas. Como
establecimiento general de la beneficencia del Estado funciona para el atendimiento médico de estas nece-
sidades el Instituto Oftalmológico Nacional».
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como órgano, expresión a las que la dogmática administrativa se atribuye la caracterís-
tica esencial de la carencia de tal personalidad jurídica37. Por otra parte, la alusión a su
carácter "público" resulta también equívoca, ya que la ONCE no se encuentra formal-
mente incardinada dentro de la estructura de la Administración Central, y el carácter de
administración institucional es dudoso. El uso de este adjetivo parece, pues, una refe-
rencia ambigua a las amplias potestades que el Ministerio de la Gobernación poseía
sobre la ONCE, superiores a las derivadas del mero protectorado.
Ninguna de estas calificaciones legales puede, por tanto, aceptarse como válida en
su totalidad, no sólo por los errores conceptuales en que inciden, sino porque el simple
rótulo de un Decreto General de organización de un Departamento no constituye un ele-
mento determinante de la naturaleza de un ente. Es a su legislación y al carácter mate-
rial de la misma, a la que hay que estar, lo que examinaré seguidamente.
La ONCE, por su propia naturaleza, se encuentra al margen de lo dispuesto en la
Ley de Entidades Estatales Autónomas de 26 de diciembre de 1958, ya que esta úni-
camente contempla entidades de base institucional, bien se traten de Organismos
Autónomos o Empresas Nacionales. De esta forma la inaplicabilidad de la Ley de
referencia viene impuesta por la propia naturaleza del ente, al margen del argumen-
to formal de que la ONCE no haya sido clasificada como Entidad Estatal Autónoma
por el Decreto 1348/1962, de 14 de junio, que aprueba la clasificación de los orga-
nismos autónomos.
La ONCE no fue incluida en el organigrama de la Administración hasta el día 23
de abril de 1977, fecha en la que fue encuadrada, como Entidad paraestatal, en el
Ministerio de Trabajo, aunque estaba vigente la Ley del 20 de junio de 1959, que
consideraba a los ciegos no aptos para el trabajo38 y que excluía al personal de la
ONCE de la aplicación de los seguros sociales.
37 Vide Juan Francisco PÉREZ GÁLVEZ, Creación y regulación de centros y establecimientos sanitarios,
Bosch, Barcelona, 2003, pp. 160-164: «[...]. Porque lo único que puede afirmarse con cierta certeza es que
una organización es un límite fijado convencionalmente para un determinado análisis. El órgano, elemen-
to o unidad orgánica, se podría definir como una pluralidad de puestos de trabajo que dependen de una
misma jefatura. Y el órgano, como concepto específico válido sólo en el mundo del derecho que designa
aquellas unidades orgánicas aptas para producir actos jurídicos porque dispone de los elementos necesa-
rios para cumplir su cometido. [...]».
38 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c., p. 682. El texto de la
Orden del Ministerio de Trabajo de 20 de junio de 1959 es el siguiente:
«Se han suscitado dudas acerca de si la ONCE y sus afiliados deben estar sometidos a regímenes de
Seguros Unificados y Mutualismo Laboral o si, por le contrario, dicha Organización por sus característi-
cas propias puede considerarse autónoma a este respecto. Para resolver esta cuestión se ha de tener en
cuenta, por un lado, que la ONCE no tiene el carácter de Empresa, sino el de Entidad de carácter benéfico
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Lo cierto es que la adscripción de la ONCE a un Ministerio ha sido alterada a lo
largo de su existencia. Comenzó dependiendo del Ministerio del Interior por el Decreto
del 29 de diciembre de 1938. Con fecha 23 de abril de 1977 queda integrado en el
Registro General de Asistencia y Seguros Sociales del Ministerio de Trabajo; unos 70
días después, el 5 de julio de 1977 pasa a depender este colectivo, del recién creado
Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social (art. 12, apartados b) y c), del Real
Decreto de 4 de julio de 1977)39.
B. La diferencia existente entre la ONCE, las asociaciones y las entidades de
beneficencia particular.
La comparación entre la ONCE, las asociaciones y las entidades de beneficencia,
arroja las siguientes conclusiones iniciales.
En cuanto al estatuto de las asociaciones establecido por la Ley de 24 de diciembre
de 1964, contemos con el dato formal de que la ONCE no se adaptó al mismo, según
ordenaba para este tipo de entidades la disposición transitoria segunda de la Ley men-
cionada. Sin embargo existe, además, un elemento jurídico que atribuye a la ONCE una
diferencia sustancial con el régimen general de las asociaciones. Se trata del hecho de
con personalidad jurídica de derecho público, que asume como propias las funciones asistenciales más
importantes en favor de los invidentes a quienes agrupa; y, de otra, que dichos afiliados actúan por su
cuenta en la venia de cupones en régimen de gran mutualidad, percibiendo unas comisiones por tales tra -
bajos y sin que, por tanto, puedan considerarse estos servicios como de carácter laboral. Además, la
ONCE, cumple una importante finalidad social, cual es la de prestar asistencia material y moral a sus
miembros, dentro de una unidad patronal, cuyo fortalecimiento se resentirá si, merced a la aplicación de
los Seguros Sociales, se separasen de la misma, como jubilados a quienes fuesen cumpliendo las condicio-
nes necesarias para tener derecho a prestaciones.
También existen en la misma empleados videntes que están considerados como asistentes de los ciegos,
que tienen, de acuerdo con el Reglamento de dicha Institución, iguales ventajas y beneficios que los no
videntes, en cuyas circunstancias se estima conveniente equipararles para evitar, en cualquier caso, posi-
bles diferencias en la obtención de los beneficios que pudieran adquirir en los Regímenes de Previsión
Social a los que correspondan por dicha Organización.
Por lo que queda expuesto, este Ministerio, de acuerdo con el de la Gobernación, ha tenido a bien resol-
ver:
1o. Que no es de aplicación la legislación correspondiente a los regímenes de Seguros Sociales obligato-
rios y Mutualismo Laboral al personal no vidente integrado en la ONCE.
2o. Asimismo, se excluye de los mencionados regímenes al personal vidente acogido a la Caja de Previsión
Social de la ONCE.
3o. El Servicio de Mutualidades Laborales podrá convenir con la Caja de Previsión Social de la ONCE el
reconocimiento recíproco de cuotas entre el régimen de previsión de la mencionada Organización y las
mutualidades laborales, de donde proceda o a donde pueda trasladarse el personal que, por cualquier causa,
deje de pertenecer a dicha Caja de Previsión Social».
39 Ibídem, pp. 681-683.
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la afiliación forzosa a la Organización de todos los invidentes españoles, principio evi-
dentemente contrapuesto al de libre asociación.
En cuanto al régimen de las entidades de beneficencia las diferencias son, si cabe, más
rotundas. La normativa de las entidades de beneficencia particular se hallaba constituida por
la Ley de Beneficencia de 20 de junio de 1849, su Reglamento de 14 de mayo de 1852 y,
para las de beneficencia general, el Real Decreto de 14 de marzo de 1899 e Instrucción com-
plementaria de la misma fecha para las de beneficencia particular, reguladora del ejercicio del
protectorado. Sin embargo, encontramos que la ONCE carece de un requisito sustancial para
ser configurada como un ente de beneficencia particular. Este requisito es el contemplado por
el artículo 4o del Real Decreto de 14 de marzo de 1899, que dispone:
«La Beneficencia particular comprende todas las instituciones benéficas creadas y dotadas
con bienes particulares y cuyo patronazgo o administración fueran reglamentadas por los res-
pectivos fundadores, o, en nombre de éstos y confiados de igual forma a Corporaciones,
Autoridades o personas determinadas».
Con toda evidencia, faltan en el supuesto considerado las notas subrayadas, desde
el momento en que no ha habido dotación patrimonial con bienes privados y dado
que la regulación del patronazgo y administración de la ONCE fue realizada por un
Reglamento administrativo, sin intervención de fundador patrimonial alguno.
De todo lo expuesto se extrae una consecuencia capital, el conjunto de caracteres
de la ONCE hacen que esta Organización tenga una naturaleza básicamente distinta
a las mencionadas entidades. Esta diferenciación se encuentra, sustancialmente, apo-
yada en los datos de afiliación obligatoria que se impone a los invidentes y en la
imposibilidad de coexistir con asociaciones de fines similares (art. 20 del
Reglamento aprobado por Orden de 28 de octubre de 1939).
Estos datos traen como consecuencia una fuerte intervención de la Administración del
Estado en el régimen de funcionamiento de la ONCE, configurándose así la "dependencia"
de esta Entidad de forma particularmente acusada y llegando mucho más allá del régimen
usual de protectorado sobre entidades puramente privadas. Protectorado que proviene del
carácter benéfico de parte de su actividad.
La propia calificación de la ONCE como Entidad de Beneficencia General y por tanto
regida e inspirada jurídicamente por las normas propias dictadas durante el siglo anterior,
es lo que refuerza el carácter público y de Entidad de Derecho Público de la ONCE y por
tanto su dependencia de la Administración del Estado. Sin olvidar el dato crucial de que la
fuente principal de financiación depende también de una concesión estatal de lotería, como
es la del cupón prociegos. Quizá ese régimen iuspublicista de la ONCE como Entidad de
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Beneficencia General fue la tónica que condicionó su funcionamiento durante largas déca-
das con procedimientos y hábitos administrativos y lo que provocó posteriormente la con-
fusión respecto del régimen jurídico de su personal, denominado funcionario, que si algu-
na explicación objetiva tenía inicialmente tal calificación, no cabe duda que la fue perdien-
do a medida que la legislación administrativa se fue desarrollando, especialmente la de
funcionarios públicos y que finalmente pereció con la Ley de Relaciones Laborales de
197640.
1.2. La transición democrática41.
1.2.1. La institucionalización del diálogo con el personal de la ONCE42.
El día 23 de junio de 1976 el jefe de la ONCE dirigió a todos los Delegados
Provinciales, Comarcales Autónomos y Jefes de Centros Autónomos el siguiente
Oficio-Circular:
«OFICIO-CIRCULAR del 23 de junio de 1976
Bases: le remito proyecto de bases para la institucionalización de una línea de diálo-
go con los funcionarios y personal de este organismo, mediante la actualización y desa-
40 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", o.c, pp. 123-124.
41 Vide diario El País de 5 de octubre de 1977, "La democratización de la ONCE enfrenta a los ciegos de
Madrid": «[...]. La asamblea del domingo fue convocada por los compromisarios de Madrid para informar
sobre el anteproyecto de democratización de la ONCE, que ha elaborado una comisión constituida por
representantes de los funcionarios y vendedores de cupones pertenecientes a dicha entidad y por represen-
tantes del Sindicato Autónomo de Trabajadores Ciegos. [...]». Vide diario El País de 5 de mayo de 1978,
"Nueva campaña de los ciegos contra las sanciones de la ONCE".
42 Vide diario El País de 18 de diciembre de 1976, en el que se inserta un artículo titulado "Acabó la huel-
ga de ciegos": «Los ciegos de Madrid acudieron ayer normalmente a sus puestos de venta, después de que
llegaran a unos acuerdos mínimos con los directivos de la ONCE. Una vez que los cinco invidentes dete-
nidos el jueves por la mañana fueron puestos en libertad, a las siete de la tarde, la comisión elegida en
asamblea recomenzó las negociaciones. En principio, la ONCE les ha prometido que se indemnizará a
todos los que el día 15 no vendieron los cupones, pagándoselos como si lo hubieran hecho. La comisión
negociará en días próximos el resto de los puntos, consistentes en una subida en el tanto por ciento de la
venta que representa unas 6.000 pesetas al mes (subida que ya disfruta el personal administrativo), y que
no haya represalias de ningún tipo.
En cualquier caso, la más sentida aspiración de los invidentes madrileños se basa actualmente en una
democratización de los cargos directivos, actualmente elegidos a dedo. Creen que sólo así se podrá acabar
con las vejaciones y menosprecios, y que sólo así se acabarán los favoritismos en el trabajo, reflejados por
ejemplo, en reservar los mejores puntos de venta para los que disponen de alguna recomendación.
En la asamblea de ayer se pidió por un grupo bastante numeroso de asistentes la dimisión del actual dele-
gado provincial, Juan Fernández. Al final se decidió no incluir este punto en la carta que se enviará al señor
Martín Villa, ministro de Gobernación, exponiéndole sus reivindicaciones. Se hizo hincapié asimismo en
que la huelga no ha sido algo provocada por un pequeño grupo, sino que en todo momento ha estado refren-
dada por la mayoría de los afiliados».
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rrollo de las Comisiones Asesoras previstas en el artículo 7o del Decreto de la fun-
dación de la ONCE, a fin de que, una vez estudiado por usted, lo dé a conocer al
personal afectado, celebrando las reuniones que considere preciso con vendedores,
funcionarios de las diversas categorías y empleados de todas las clases, con objeto
de que, en el plazo máximo de diez días puedan ser formuladas a esta Jefatura por
escrito las enmiendas o sugerencias que estimen oportuno, tanto usted, como los
diversos grupos de funcionarios o empleados. [...]».
Se trataba de dar a conocer el proyecto de institucionalización de una línea de diá-
logo con los funcionarios y personal de la ONCE:
«[...]. 3. Podrá participar en las Comisiones asesoras toda persona que dependa, admi-
nistrativamente, de la Organización Nacional de Ciegos, con exclusión del personal
directivo de la Intervención y del personal sindicado, puesto que este último dispone de
un sistema representativo, conforme a la normativa sindical. [...].
7. Cualquier persona incluida en las listas o censo electoral puede ser elegida,
requiriéndose para ello que lo solicite del centro electoral al que pertenezca,
mediante escrito firmado por el interesado y por un número de componentes de su
propia lista electoral, no inferior a cinco. Estos escritos deberán obrar en los respec-
tivos centros electorales antes de la fecha que, oportunamente, se indique, median-
te Oficio-Circular; y los respectivos Delegados confeccionarán las listas de candi-
datos, que darán a conocer, públicamente por el procedimiento indicado anterior-
mente, para que puedan formularse las oportunas reclamaciones. Transcurrido un
plazo de ocho días, confeccionarán las relaciones definitivas de candidatos, que
publicarán debidamente, y de las que remitirán copia a la Jefatura de la
Organización. Dentro del plazo de quince días, a partir del siguiente al de la termi-
nación de la publicación de las relaciones de candidatos, se celebrarán las eleccio-
nes, fijándose por la Jefatura, por separado y en día laborable, la fecha exacta en la
que tendrá lugar la elección de cada una de las tres clases de representantes [...].
12. La duración del mandato de un representante de personal será de cuatro años,
renovándose por mitad cada dos años. [...]»43.
En el. Oficio-Circular del 15 de enero de 1977 se establecía:
«De acuerdo con el contenido del Oficio-Circular de fecha 29 de diciembre de
1976, a continuación se exponen las líneas generales a que habrán de ajustarse las
próximas elecciones de compromisarios, que elegirán de entre ellos a los repre-
sentantes de los agentes vendedores afiliados, de los funcionarios y empleados no
sindicados ciegos y de los funcionarios y empleados videntes no sindicados, que
hayan de integrarse en el grupo de trabajo designado por la Ponencia de las per-
sonas del Consejo Superior de Ciegos para elaborar, en colaboración, el proyecto
de institucionalización de una línea de diálogo entre la Jefatura y el personal de la
ONCE.
1. La finalidad de esta elección es la designación de auténticos representantes de
los diversos grupos electorales, que colaboren con el grupo de trabajo designado por
la Ponencia de personal del Consejo Superior de Ciegos en un proyecto para la ins-
43 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 574-576.
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titucionalización de una línea de diálogo de la jefatura de la ONCE con el personal
de dicho Organismos. [...]»44.
El 2 de octubre del año 1977, los diez compromisarios representantes de los traba-
jadores de la ONCE y los diez directivos designados para representar a la entidad (a la
Jefatura), se reunieron en Madrid para estudiar las posibles fórmulas con el fin de
democratiza!' el colectivo tiflológico, cuyas estructuras eran aún las impuestas por el
Decreto Fundacional del Generalísimo Franco, firmado en Burgos el 13 de diciembre
de 1938, con España aun en guerra45.
1.2.2. Reivindicaciones laborales.
Si hay un dato que manifieste la realidad vivida en la ONCE en el periodo de tran-
sición hacia la democracia, es sin duda, la situación laboral y las reivindicaciones de los
vendedores del cupón, auténticos artífices cotidianos de los logros alcanzados. La doc-
trina lo ha expuesto con gran clarividencia y capacidad de síntesis46:
«Durante los años comprendidos en el periodo 1977 a 1983 se verifica la transición de la
dictadura a la democracia en la ONCE, colectivo en el que se van significando dos grupos: el
de los conservadores, que cuenta con la mayoría de los directivos, pertenecientes a la genera-
ción anclada en el pasado, quienes se resisten a perder su protagonismo y que quieren que el
organismo evoluciones de manera más lenta y planificándolo calculadamente. Estos conser-
vadores democráticos mantenían que la sociedad circundante era la responsable de que la cor-
poración de faltos de vista no hubiera alcanzado sus objetivos. El otro grupo lo constituían los
progresistas, trabajadores jóvenes, que querían que se implantara rápidamente la democracia
en la entidad y que hubiera un total cambio de mandos para inyectar la savia viril a una
Institución que languidecía miserablemente y a la que culpaban de que, por causa de la venta
del cupón, no hubiera conseguido crear puestos de trabajo dignos para la mayoría de los no
videntes. Como no era posible encontrar colocación remunerada fuera de la ONCE y no era
deseable que los ciegos vendieran el cupón, para los vendedores jóvenes progresistas la solu-
ción a este dilema era dignificar las condiciones de trabajo del agente vendedor, con el fin de
eliminar de esta ocupación los rasgos que la asemejaban a la mendicidad, y aumentar su sala-
rio con objeto de obtener un status social un poco más elevado. Las movilizaciones de los ven -
dedores durante los años de transición democrática de la institución de los no videntes se
centraron, pues, en conseguir unas mejores condiciones de trabajo. Querían el ingreso en la
Seguridad Social y el reconocimiento de su categoría de trabajadores por cuenta ajena, como
agentes vendedores del cupón, que la Orden Ministerial del 20 de junio de 1959 les había
negado. Pedían que la percepción de los trienios y de las compensaciones por cargas familia-
res fueran en metálico y no en cupones, como se venía haciendo desde que la entidad se creó.
44
Ibídem, p. 577. Vide Redacción, "La ONCE se democratiza", Diario El País (edición electrónica), 6-7-
1977.
45
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 585.
46
Ibídem, p. .'587.
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Exigían poder retirar los cupones sin pagarlos por adelantado y el que se acabara el enchufis-
mo en la asignación de los quioscos y, sobre todo, reclamaban la pronta democratización de
la organización para decidir con su voto en las deliberaciones y hacer oír su voz, expresando
su opinión ante los demás miembros del organismo.
No es de extrañar que existiendo este estado de opinión en la ONCE, los vendedores del
cupón manifestaran después de su primer Congreso Nacional de agentes vendedores de este
producto, celebrado en Bilbao en abril de 1979, "hemos aceptado el cupón, al menos por el
momento, pero pensamos que es fundamental humanizar su venta y buscar otros caminos
laborales"».
2. En el periodo constitucional.
2.1.
Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, de reordenación de la ONCE, que
la califica como una Entidad de Derecho Público.
El artículo 1 determina: «1o. La Organización Nacional de Ciegos Españoles es un
Entidad de derecho público que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado
y bajo su protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo, Sanidad y
Seguridad Social».
El Real Decreto 1041/81, de 22 de mayo, coincide con el Reglamento de desarrollo
del Decreto de 1938 en cuanto a la calificación de Entidad de Derecho Público, pero
nada dice respecto a la precisión de "beneficencia general". Deroga el Decreto funda-
cional de la ONCE para dar paso a la democratización de esta organización. Determina
su naturaleza jurídica con una calificación que no aporta excesiva nitidez, no la inclu-
ye expresamente en el organigrama de la Administración estatal, y sin embargo confi -
gura al Consejo de Protectorado, haciendo desaparecer el Consejo Superior de
Ciegos, como una institución que velará por el desarrollo de la actividad de la misma,
presidido por el Ministro de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social y compuesto por doce
personalidades, entre las que hay cuatro invidentes.
2.2.
Plan de medidas adoptadas por el Ministro de Trabajo, Sanidad y
Seguridad Social, el día 21 de julio de 1983.
En el diseño institucional de la ONCE y en la configuración del grupo normativo
regulador, que expongo, hay un momento crucial que determina el desarrollo de la
organización para consolidar un modelo democrático y abierto para poder adaptarse a
los nuevos tiempos. Me estoy refiriendo al plan de medidas adoptadas por el Ministro
de Trabajo y Seguridad Social en 1983.
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«El Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social ha estudiado profundamente
y con la amplitud que el caso requería, la problemática de la ONCE durante los últimos
meses. Se ha analizado la importante labor desarrollada por esta entidad en favor de los
ciegos, proporcionando empleo y prestando una serie de servicios específicos. La ONCE
inició un proceso de democratización interna, que se plasmó en normas de reestructura-
ción orgánica y en la convocatoria de elecciones que tuvo la virtualidad de que el
Consejo de Protectorado de la ONCE pusiera en funcionamiento democrático todas las
instituciones de la entidad.
La experiencia alcanzada durante los meses que el nuevo equipo ministerial ha ejer-
cido la tutela sobre la ONCE a través del Consejo de Protectorado, la propuesta y preo-
cupación por los demás órganos democráticos en el funcionamiento y problemática de la
gestión cotidiana y el análisis detallado de los diferentes problemas que aquejan a la
ONCE, tales como financiación y adaptación de sus normas internas al nuevo ordena-
miento constitucional de la legislación para minusválidos, la potenciación y prestación
de sus servicios a sus afiliados, la clarificación del status jurídico de su personal y de los
vendedores del cupón, la posible integración en la Seguridad Social, etc., ha conducido
a la conclusión de que es necesario adoptar una serie de medidas de reforma y moderni-
zación de la ONCE, que tras un detallado estudio, este Ministerio anuncia que aplicará
una vez conocidas las opiniones y sugerencias que los órganos de la ONCE puedan adop-
tar.
Enumeración y descripción de las medidas:
1a. Promulgación de un Real Decreto de reorganización y estructura y competencias de
los órganos de la ONCE, y de configuración de la tutela del Estado sobre esta entidad. Son
sus objetivos, por una parte, ampliar las competencias de gestión y funcionamiento interno
de los órganos de la ONCE y, por otra, configurar, con clara separación, la tutela del esta-
do, ejercida de forma más global y dotada de los instrumentos que la hagan eficaz. Dicha
norma se dictará en el plazo más breve posible y una vez cubiertas las pertinentes consul-
tas con los órganos de la ONCE.
2a. Orden Ministerial reguladora de las elecciones al Consejo Rector y a los Consejos
Territoriales de participación de la ONCE. Son sus objetivos la elección de Consejos
Territoriales, cuyo ámbito, en lo posible, se adaptará a los mapas autonómicos del esta-
do, aplicando la fórmula electoral de proporcionalidad pura y listas cerradas. A partir de
dicha elección resultarán elegidos en 2o grado y de forma proporcional y automática a los
anteriores resultados, los miembros del Consejo Rector, órgano de ámbito estatal. Dicha
Orden se promulgaría como desarrollo a la medida anterior y en el plazo no superior a
dos meses, con posterioridad a aquélla.
3a. Resolución por la que se regulará, provisionalmente, la acción sindical en la
ONCE. Son sus objetivos posibilitar la actividad de los sindicatos y secciones sindicales
en la ONCE, a través de los representantes sindicales, a los que se les reconocerá una
serie de derechos, que facilitará el desarrollo de su labor, hasta que se aplique, finalmen-
te, la legislación laboral en materia de derechos de representación y reunión. Esta norma
se publicará tras la Disposición contemplada en el apartado anterior.
4a. Aprobación de los Estatutos de la ONCE. Estos Estatutos serán elaborados por los
órganos de la ONCE y aprobados por el órgano de tutela de la Administración, confor-
me a los plazos previstos en el Real Decreto anunciado en la primera medida.
5a. Celebración de elecciones sindicales en la ONCE. Son sus objetivos la normali-
zación de la vida sindical en la ONCE, el ejercicio del derecho de representación de los
trabajadores y la elección de órganos que posibiliten la negociación colectiva. Dichas
elecciones deberán celebrarse antes de concluir el presente año.
6a. Celebración de un convenio colectivo de empresa. Los órganos representativos de
la ONCE y de sus trabajadores podrán renegociar, y firmar, en su caso, un convenio
colectivo que regule las condiciones de trabajo del personal de la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, inequívocamente laboral. En cuanto respecta al personal administra -
tivo y docente, que clarifique definitivamente su status jurídico, como predeterminante del
régimen aplicable de la Seguridad Social. Dicho convenio debe ser negociado libremen-
te por las partes sociales, tan pronto como sea posible, una vez elegidos los distintos
órganos representativos de la Entidad y de los trabajadores.
7a. Integración en la Seguridad Social. Se negociarán entre la Administración y la ONCE
las condiciones de su personal en el régimen o regímenes de la Seguridad Social que corres-
pondan en función del status jurídico de los distintos colectivos del personal de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles. Dicha negociación puede iniciarse inmediatamente, y tras el
acuerdo pertinente, se promulgará un Real Decreto de integración en la Seguridad Social, una
vez se haya firmado y publicado el convenio colectivo de la ONCE y su personal.
8a. Acuerdos de colaboración. Se realizarán gestiones para la concertación de acuer-
dos y convenios de colaboración entre la ONCE y las distintas Administraciones Públicas
para la prestación de servicios a los ciegos y deficientes visuales. A estos efectos se hallan
en preparación sendos acuerdos en materia de educación especial y reconocimiento de la
condición de minusválidos a los afiliados de la ONCE»47.
2.3. Ejecución del plan de medidas adoptadas por el Ministro de Trabajo,
Sanidad y Seguridad Social, sobre la ONCE.
2.3.1. Promulgación del Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, de reorga-
nización y estructura y competencias de los órganos de la ONCE, y de configura-
ción de la tutela del Estado sobre esta entidad: la ONCE pasa a ser una
Corporación de Derecho Público, de Carácter Social.
El Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, de modificación del Real Decreto
de 22 de mayo de 1981, por el que se reordena la ONCE (BOE de 28 de diciembre,
núm. 311), la calificó como "Corporación de Derecho Público, de carácter social". La
identificación de la ONCE como Corporación de Derecho Público, no sin dificultades,
se basa: en el carácter de su fundador, por sus fines, por su estructura y funcionamien-
to, por el carácter asociativo de base, por el objetivo inicial de mutua ayuda y por la
obligatoriedad de afiliación en la etapa pre-constitucional48.
47
Ibídem, pp. 606-608.
48
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (I)", o.c, p. 125.
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En palabras y expresiones que destilan la sabiduría de un insigne jurista -
MUÑOZ MACHADO- que conoce a la ONCE como pocos, se determina49:
«2. [,..]. El Reglamento, ya citado, de 1939, se refería a ella como "Entidad de
Derecho Público", y distintas normas organizativas del Ministerio del Interior en el
tiempo en que éste ejercía el Protectorado sobre la Entidad (Decretos de 15 de febre-
ro de 1968, 17 de agosto de 1972, 11 de enero de 1974) la definieron como organis-
mos asistencial público vinculado por razón de protectorado.
Pero sobre esta situación normativa empezó a incidir la jurisprudencia, para des-
tacar que el elemento identificador básico de la ONCE es su estructura asociativa,
circunstancia que resulta evidente, primero, por el hecho de estar integrada por per -
sonas que tienen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios
y prestaciones de la Organización; en segundo lugar, por la existencia de un patrimo-
nio de recursos propios, y, en tercer lugar, por ser una Entidad autoadministrada
mediante un órgano administrativo de sus afiliados.
Este giro sobre la concepción estrictamente fundacional que tuvo la ONCE en su
origen es perfectamente apreciable en las Sentencias del Tribunal Supremo de 14 de
junio de 1985 y de 30 de abril de 1987 referidas especialmente a esta Organización.
Pero la consolidación de la aludida tendencia se hace definitiva por el Real Decreto
2385/1985, de 27 de diciembre, que, al reformar el artículo 1 del Decreto 1041/1981, declara
que "la Organización Nacional de Ciegos es una Corporación de Derecho Público". Es indis-
cutible, a partir de este instante, que ni la ONCE se puede confundir con la Administración del
Estado (por ejemplo, Sentencia del Tribunal Supremo, citada, de 30 de abril de 1987) ni se
puede olvidar que, en lo fundamental, tiene un sustrato asociativo, sobre el que se han acumu-
lado, junto con la obligación de atender intereses privados, la obligación de atender algunos
de carácter público (Sentencias del Tribunal Constitucional números 67/1985, 89/1989 o
132/1989, que confirman la base asociativa de las Corporaciones de Derecho Público). De aquí
la definición final de la ONCE como Corporación de Derecho Público que hacen sus actua -
les normas reguladoras.
3. Llegados a este extremo en la evolución de la naturaleza de la ONCE como Entidad, una
simple comprobación sobre el régimen normal de las Corporaciones de Derecho Público
podría permitir llegar a la conclusión de que no hay ninguna que tenga un régimen de contro -
les administrativos parangonables al establecido sobre la ONCE».
49 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, Lo organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. XIII-XIV. Sin embargo la determi-
nación de la naturaleza jurídica de la ONCE se hace más difusa, cuando a modo de presentación, el
Director General de la ONCE afirma en la p. XXVIII: «En fin, la máxima pretensión de la ONCE deriva
hacia la reafírmación de su status como Organización No Gubernamental, de funcionamiento autónomo,
pero sometido a la ley y con carácter solidario, y de erigirse en un verdadero modelo de agente en la socie -
dad civil. Recordando unas recientes palabras del Presidente del Gobierno en torno al concepto y actitud
de la sociedad civil, ésta debe articularse y organizarse en grupos de interés común que actúen solidaria-
mente con la comunidad con una actitud de resolver sus propios problemas y responsabilizarse de su situa-
ción y todo ello conforme a mecanismos lícitos y legales en lugar de convertirse en instrumentos insólida-
ríos de reivindicación permanente frente al Estado, al objeto de obtener de éste, y por ende de la sociedad
misma, las mayores prebendas, ventajas o beneficios posibles».
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Aún así, hay que destacar que el RD 2385/85, elimina la intervención económica
previa, pasando esta atribución al Consejo General, así como la limitación de los recur-
sos administrativos a supuestos tasados relacionados con los sorteos del cupón y la afi-
liación.
Respecto a la exacerbación del control sobre el cupón, debo destacar que en la Ley
presupuestaria de 28 de diciembre de 1985, disposición adicional decimonovena, se
prescribe que la Organización Nacional de Ciegos Españoles precisará Acuerdo del
Consejo de Ministros, a propuesta del Ministro de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social
para poder variar en todo o parte los términos, características, calidades, modalidades,
frecuencia, cuantía y, en general, cualquier aspecto de los sorteos, respecto a los cele-
brados en el primer semestre del año 1985.
El Ministerio de Economía y Hacienda consiguió con el Real Decreto 2.385/1985, de
27 de diciembre, la aplicación de una reforma en el modo de regulación de la ONCE,
modificando la composición del Consejo de Protectorado.“Con la nueva composición el
Ministerio de Trabajo perdió la jurisdicción exclusiva sobre la ONCE, que ahora debe
compartir con el Ministerio del Interior, con el de Presidencia y con el Ministerio de
Economía y Hacienda. Sin embargo, aunque el Ministerio de Trabajo tiene mayoría de
vocales en el nuevo Consejo de Protectorado, el Ministerio de Economía y Hacienda se
reserva el poder vetar en materia del cupón pro-ciegos cuanto no le convenga (art. 7.2.g))50.”
Sobre el verdadero motivo de fondo que originó la promulgación de este Real
Decreto se ha afirmado por autores muy cualificados en esta materia51:
«[...]. Fue, en efecto, el conflicto de intereses comerciales surgidos entre la ONCE
y el Organismo Nacional de Loterías y Apuestas del Estado, dependiente del Ministerio
de Hacienda, el que trajo como consecuencia que este departamento ministerial utili-
zase sus prerrogativas o potestades normativas para poner freno de una forma clara-
mente abusiva al crecimiento económico de una Entidad que basaba su principal fuen-
te de recursos económicos para reinvertirlos en fines sociales, en la venta de una con-
cesión estatal del cupón pro-ciegos, resolviendo de forma incalificable mediante el
BOE, lo que no podía resolver en el terreno de la planificación comercial, del marke-
ting y, en definitiva, de las reglas del libre mercado. Esta dureza contrasta grandemen-
te con la "comprensión", pasividad en grado extremo próxima a la connivencia mos-
tradas en la lucha y la represión de los juegos y las rifas ilegales que proliferaban por
doquier en aquel momento».
50 Vide: Roberto GARVIA SOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, p.
240; Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 637.
51 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular,
o.c., p. 17.
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2.3.2. Regulación de las elecciones al Consejo Rector y a los Consejos Territoriales.
A.
La Orden Ministerial del 29 de septiembre de 1981: normas electorales
provisionales para la constitución inicial de los Consejos Territoriales y del
Consejo General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles.
La Disposición transitoria 1a del Real Decreto 1.041/1981, de 22 de mayo, estable-
cía un plazo de tres meses para que el Ministerio dictase las normas electorales provi-
sionales para la constitución inicial de los Consejos Territoriales de la ONCE y de su
Consejo General52. Para llevar a cabo esta tarea, se dicta la Orden Ministerial del 29 de
septiembre de 1981 (BOE del 3 de octubre, núm. 237)53.
B.
Procesos electorales.
a) Elecciones celebradas.
Cumpliendo lo dispuesto en la Orden de 29 de septiembre de 1981 se celebra-
ron, el 19 de enero de 1982, las primeras elecciones democráticas en la ONCE,
para constituir 21 Consejos Territoriales y designar a los 15 afiliados que compon-
drían el primer Consejo General de la Entidad.
52 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 231-232, donde se recogen las manifestaciones realizadas por D. Mario Loreto Sanz Robles
(Vicepresidente Primero del Consejo General) en Madrid el 8 de abril de 1992, en contestación a la siguien-
te pregunta: «Pregunta: ¿Existen realmente alternativas dentro de la ONCE al actual grupo político; sin o
existen, como garantizar la pluralidad?.
Respuesta: Alternativas en este momento no existen, aunque somos un número importante de afiliados, somos un
número pequeño en realidad para las necesidades de la ONCE actual con su grupo de empresas. La ONCE nece-
sita alrededor de 400 directivos para poderla llevar, y en este momento incluso ni esas 400 personas las posee UP
con un nivel aceptable, no solamente intelectual sino también de formación política. A mí me parece que las dos
cosas son muy necesarias para poder llevar a cabo la labor que cada día tiene que llevar una persona que ostenta
responsabilidades políticas o de gestión, una sin ella es muy difícil. [,..]. En este momento yo creo que no hay
alternativas. Indudablemente, yo no quiero decir con esto que pasado una serie de años en la línea que vamos
subiendo de promoción de afiliados, pueda haber un núcleo mucho más amplio de afiliados y por lo tanto sea
posible que en la ONCE convivan dos grupos sólidos, que puedan alternarse en el gobierno de la institución.
Desde luego, en los próximos seis u ocho años no veo esas posibilidades de ninguna forma. ¿Cómo garantizar el
pluralismo político dentro de al institución, la pluralidad de ideas?. Yo creo que hay que hacer un esfuerzo prime-
ro para que UP se abra. [...]. Es bueno que haya otro grupo o grupos, [...]».
53 Se trata de una disposición cuyo texto se estructura del siguiente modo: Capítulo 1: del censo electoral;
Capítulo II: de; las juntas electorales; Capítulo III: de las mesas electorales; Capítulo IV: de los candidatos
a los consejos territoriales; Capítulo V: adjudicación de vocalías al Consejo General; Capítulo VI: de las
papeletas de votación; Capítulo VII: del ejercicio del voto; Capítulo VIII: del escrutinio; Capítulo IX: de
la constitución del Consejo General; Capítulo X: de la propaganda electoral. Además incluye como anexo
número 2 un calendario electoral.
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En cumplimiento de lo dispuesto en el apartado ñ) del art. 4o del Real Decreto 2.385
y la Orden Ministerial de 14 de febrero de 1986, el Consejo General de la ONCE, en su
sesión extraordinaria de 27 de febrero de 1986, acordó la convocatoria de nuevas elec-
ciones para constituir nuevos consejos territoriales y otro consejo general de la ONCE:
«[...]. Se estableció que para que una candidatura o coalición pudiera acceder a la representa-
ción proporcional de puestos para el Consejo General, tendría que haber presentado candidatura,
al menos en tres distritos electorales y obtener, como mínimo, un quinceavo del número total de
los Consejeros Territoriales a nivel estatal. Estas elecciones se celebraron el día 28 de abril de
1986, organizándose 17 circunscripciones electorales, una en cada Comunidad Autónoma. Sobre
un centro total de 24.534 afiliados con derecho a voto, en 1986 votó el 54 por ciento, [...].
Al Consejo General acudieron, únicamente, las candidaturas de UP y CUPOL, pro-
duciéndose una situación de bipartidismo en la que correspondieron 8 consejeros a UP,
que consiguió la mayoría absoluta y 7 consejeros a CUPOL. El Consejo General se cons-
tituyó el 5 de junio de 1986, [...].
El nuevo Consejo General nombró el 6 de junio de 1986 Director General de la
Entidad Tiflológica a don Miguel Duran Campos, quien hasta entonces era Delegado
Territorial de Cataluña, [...].
El nuevo Consejo General en su sesión del 18 de diciembre de 1986 aprobó el texto,
elaborado a nivel de proyecto, de los Estatutos de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles; normativa que estuvo más de un año sin ser estudiada por el Consejo de
Protectorado, órgano que aprobó este texto en su sesión del 11 de mayo de 1988. [...]»54.
Estas segundas elecciones se celebraron el 28 de abril de 1986, presentando la nove-
dad de ser las primeras elecciones articuladas sobre el esquema de la nueva estructura
territorial, es decir, de acuerdo con las Autonomías, estableciéndose, pues, 17 circuns-
cripciones electorales, una en cada Comunidad.
La tercera renovación se produce tras convocar a las urnas a todos los afiliados el
día 5 de diciembre de 1989. Estas elecciones se celebran con la normativa electoral
aprobada por la propia organización (Anexo núm. 1 al Acuerdo 2E/89-1 del Pleno del
Consejo General de la ONCE, adoptado en Segunda Sesión Extraordinaria, celebrada
el 9 de octubre de 1989; normas electorales, respecto de las cuales sigue siendo suple-
toria la Ley Electoral General: Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, de Régimen
Electoral General, BOE de 20 de junio, núm. 147), tras la aprobación de sus Estatutos55:
54
Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 640-641.
55
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS,
La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c, p. 112: «[...], el
Consejo General ha utilizado por primera vez los mecanismos previstos en los citados Estatutos y en su segunda
sesión extraordinaria, celebrada el 9 de octubre de 1989, adoptó el Acuerdo 2E/89-1, con el que da por concluida
la candidatura iniciada tras las elecciones de 1986 y convoca nuevas elecciones a los Consejos Territoriales y
Genera], quedando en funciones los Consejos Territoriales y el Consejo General de la ONCE para asuntos del trá-
mite normal que les son propios, de conformidad y en coherencia con las previsiones estatutarias».
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«Fueron solamente dos los grupos representados en estas terceras elecciones democráticas
[...]. Unidad Progresista56 presentó candidatura en todas las Comunidades Autónomas y
Coalición Sindical de Izquierdas (también llamada Candidatura para el Socialista y la
Integración), únicamente en Andalucía, Madrid, Navarra y País Vasco. [...] el nuevo Consejo
General de la ONCE, quedó integrado por 15 miembros de Unidad Progresista [...]».
El 11 de diciembre de 1992 se celebran las cuartas elecciones democráticas de la
ONCE con el fin de elegir a los 15 miembros del Consejo General y a los 126 inviden-
tes integrantes de los 17 Consejos Territoriales. A estas elecciones concurrieron Unidad
Progresista y Alternativa Democrática57, que fueron ganadas por Unidad Progresista y
en la que Alternativa Democrático obtuvo dos representantes en el Consejo General.
56 En estas elecciones el programa presentado por Unidad Progresista fue el siguiente:
«1. Unidad Progresista es un grupo pluralista, participativo y democrático, que acoge a todos aquellos afi-
liados que creen en el progreso, en la solidaridad, en la evolución permanente y en la integración de los
minusválidos en la sociedad.
2. Atención a los afiliados ancianos y pensionistas con la creación de residencias, y protección a los invi-
dentes con otras deficiencias, que actualmente totalizan un 30 por ciento.
3. UP seguirá gestionando la promulgación de una Ley que regula la situación de la ONCE, defina con cla-
ridad el status jurídico de la Entidad y de sus trabajadores, confirmando, asimismo, todos los logros con-
seguidos por este Organismo.
4. UP fomentará la cultura y la formación académica y profesional entre los trabajadores de la Entidad con
cursillos, becas y toda clase de ayudas, promocionándoles con cursos para mandos intermedios.
5. UP continuará gestionando la integración de los miembros del colectivo tiflológico en el Régimen
General de la Seguridad Social, en las mejores condiciones posibles, pagando menos dinero del que actual-
mente exige el Estado, respetando los derechos adquiridos de los trabajadores de la Entidad y otros favo-
rables condicionantes.
6. UP pondrá en juego determinados mecanismos para promocionar la incorporación del mayor número
posible de minusválidos al mundo laboral en empresas ajenas a la ONCE y en las que ésta cree o financie.
7. Finalmente UP trabajará y luchará por la independencia de la ONCE con respecto al Estado y por mejo-
rar el modus vivendi de todos los ciegos españoles».
57 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 720-721, donde
reproduce el programa presentado por Alternativa Democrática a las elecciones del 11 de diciembre de
1992:
«1. Devolver a la ONCE su carácter social, desapareciendo de las guerras financieras.
2. Recuperar la imagen pública de la ONCE como institución respetable.
3. Que nunca se despida a afiliados, y que la concesión de la venta a éstos sea automática.
4. Mejorar las condiciones de trabajo y retributivas del vendedor del cupón.
5. Que se cotice a la Seguridad Social por un vendedor del cupón 204.000 pesetas y no 129.000, como se
hace actualmente.
6. Garantizar a. los pensionistas y a los mayores de 55 años la permanencia de los complementos ya esta-
blecidos.
7. No a la venta de productos que cuestionen la filosofía del actual cupón.
8. Mejorar la prestación de servicios a nuestros afiliados, no escatimando para ello medio alguno.
9. Alternativa Democrática espera de estas elecciones obtener alguna fuerza para conseguir que miembros suyos
figuren en los Consejos Territoriales y, a ser posible, también en el Consejo General, para terminar con el absolu-
tismo de Unión Progresista, porque no son buenas las mayorías absolutas en una democracia».
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El 12 de noviembre de 1996, se celebran las quintas elecciones democráticas de la
ONCE, Unidad Progresista obtiene en estas elecciones 131 Vocales Territoriales, de los
134 posibles, y las 15 Vocalías de que consta el Consejo General58.
En el año 2000 se celebraron las sextas elecciones democráticas en las que Unidad
Progresista logró las quince vocalías del Consejo General59, y por acuerdo n° 3E/2003-
2 de 4 de abril, el Consejo General convocó las séptimas elecciones al Consejo General
y Consejos Territoriales que se celebraron el 3 de junio de 2004. En esta ocasión, el
censo electoral lo componían 59.068 electores, y el resultado de la votación deparó: 815
votos nulos; 38.238 votos válidos; 37.028 votos a candidaturas. Entre éstas últimas la
distribución fue la siguiente: Unidad Progresista (UP) 34.592 votos (143 consejeros
territoriales; 15 vocalías en el Consejo General); Alternativa Social (AS) 2.265 votos (6
consejeros territoriales); Unión de Afiliados Independientes (UAI) 171 votos.
b) Sistema electoral.
El anexo núm. 1 al Acuerdo 2E/89-1 del Pleno del Consejo General de la ONCE,
adoptado en segunda sesión extraordinaria, celebrada el 9 de octubre de 1989, determi-
na las normas electorales que regirán en la ONCE.
a´. Convocatoria de elecciones.
El contenido del Título Preliminar es suficientemente expresivo y determina quien
ostentará la competencia para la convocatoria de elecciones.
Corresponde al Consejo general de la ONCE la convocatoria de elecciones para los Consejos
Territoriales y General de acuerdo con las previsiones estatutarias. En el acuerdo de convocato-
ria, al que se le dará la máxima publicidad en el seno de la Organización, se hará constar la fecha
de celebración de las elecciones, el horario de votación, así como el calendario electoral (art 1.1).
Las elecciones para los Consejos Territoriales y General de la ONCE se regirán por lo dis-
puesto en las normas electorales y por las que, en su desarrollo, puedan dictarse, en su defec-
to, por la legislación electoral general que tendrá carácter supletorio (art. 1.2).
Los plazos y términos establecidos se entenderán fijados, salvo disposición en con-
trario, en días naturales (art. 1.3).
b´. Condición de elector y elegible.
Serán electores los afiliados a la Organización mayores de edad que no se encuen-
tren comprendidos en ninguno de los supuestos a los que se refiere el artículo ter-
58
 Ibídem, pp. 745-752.
59
Vide  ONCE, 65 años de historia, ONCE, Madrid, 2004, p. 123.
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cero60 de la Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio, del Régimen Electoral General (art. 2).
Serán elegibles los afiliados mayores de edad que, poseyendo la cualidad de elector, no
hayan sido designados para formar parte de las Juntas Electorales Central o Territoriales o de
las juntas Electorales delegadas de zona o de las Mesas Electorales (art. 3.1).
c´. Inscripción y elaboración del censo electoral.
El ejercicio del derecho de sufragio, activo y pasivo, exigirá la inscripción en el
censo electoral de la ONCE (art. 4).
El censo electoral está constituido por la relación de afiliados a la Organización Nacional de
Ciegos, que reúnan los requisitos para ser elector, agrupados por cada una de las circunscripcio-
nes, centros y secciones electorales por orden alfabético y numerados correlativamente (art. 5.1).
La elaboración del censo provisional corresponde a los servicios centrales de la
Organización, de acuerdo con las reglas que al efecto se dicten (art. 5.2).
Resueltas las reclamaciones, la Junta Electoral Central hará público el Censo Electoral
definitivo enviando copias a las Juntas Electorales Territoriales (art. 5.4).
d´. Elección al Consejo General.
La elección al Consejo General se efectúa de la siguiente manera:
«Art. 19.1. El Consejo General estará compuesto por quince Consejeros que serán
atribuidos a las agrupaciones electorales presentadas a las elecciones de Consejeros
Territoriales en proporción al número total de votos obtenidos por cada una de aquéllas
en cómputo estatal de acuerdo con las reglas siguientes:
a) Se hará un recuento de los votos obtenidos por cada una de las listas presentadas por
las diferentes agrupaciones en las diferentes circunscripciones electorales.
b) No se asignarán puestos a aquellas agrupaciones que no hubieran presentado can-
didaturas en al menos cinco circunscripciones y no se hubieran obtenido, al menos, un
diez por ciento del número total de Consejeros Territoriales a. nivel estatal y, asimismo,
al meros, un diez por ciento de los votos válidamente emitidos.
c) La adjudicación de puestos a las diferentes agrupaciones que cumplan los requisi-
tos antes señalados se ajustará a las reglas establecidas en las letras c) y d) del apartado
cuatro del Artículo dieciocho de estas normas.
2. Las agrupaciones electorales deberán determinar previamente las reglas o criterios para
60 Vide Ley Orgánica 5/1985, de 19 de junio (BOE de 2 de junio, núm. 147), régimen general de elecciones, art.
3: «1. Carecen de derecho de sufragio: a) Los condenados por sentencia judicial firme a la pena principal o acce-
soria de privación del derecho de sufragio durante el tiempo de su cumplimiento, b) Los declarados incapaces en
virtud de sentencia judicial firme, siempre que la misma declare expresamente la incapacidad para el ejercicio del
derecho de sufragio, c) Los internados en un hospital psiquiátrico con autorización judicial, durante el período que
dure su internamiento, siempre que en la autorización el Juez declare expresamente la incapacidad para el ejerci-
cio del derecho de sufragio.
2. A los efectos previstos en este artículo, los Jueces o Tribunales que entiendan de los procedimientos de incapa-
citación o internamiento deberán pronunciarse expresamente sobre la incapacidad para el ejercicio de sufragio.
En el supuesto de que ésta sea apreciada, los comunicarán al Registro Civil para que se proceda a la anotación
correspondiente».
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designar, de entre sus Consejeros Territoriales electos, cuál o cuáles deben acceder al Consejo
General, en la proporción que les resulte atribuida. Asimismo, determinarán las reglas para desig-
nar de entre sus Consejeros Territoriales electos los que han de sustituir a los Consejeros Generales
que cesen en su mandato por las causas a las que se refiere el apartado siguiente de este Artículo.
3. En caso de Metimiento, incapacidad o renuncia de un candidato proclamado electo, el puesto
de Consejero General será atribuido al Consejero Territorial que corresponda de acuerdo con lo esta-
blecido en el apartado anterior. A tal efecto, el representante de la agrupación electoral correspondien-
te comunicará al Presidente del Consejo General el nombre del designado para cubrir la vacante. [...].
Art. 20.1. Sólo podrán presentar candidaturas en cualquiera de las circunscripciones elec-
torales las agrupaciones electorales que se constituyan mediante escrito firmado pro sus pro-
motores y dirigido a la Junta Electoral Central entre los cinco y los diez días siguientes a la con-
vocatoria de elecciones. En este escrito deberá contenerse la referencia a la denominación de
la agrupación, siglas y símbolos de la misma y la persona o personas que ostenten su represen-
tación, junto con un domicilio a efectos de comunicaciones.
2. No se admitirá la constitución de agrupaciones que estén promovidas por un núme-
ro de afiliados a la Organización inferior a cien. [...]».
e´ Elección de Consejeros Territoriales.
Para la elección de los Consejeros Territoriales, se utilizará un sistema similar al
expuesto para el Consejo General, donde la circunscripción electoral será la correspon-
diente a la respectiva Delegación Territorial.
c)
Procedimiento electoral.
El procedimiento electoral determina como se desarrollará la constitución de las mesas
electorales, procedimiento de votación, determinación de los resultados y proclamación de
candidatos, tal y como se precisa en los arts. 33-48 de la normativa electoral de la ONCE.
d)
La democracia interna en la organización.
Desde el punto de vista formal, nada se puede objetar. Sin embargo, parte de la doc-
trina se pronuncia con sentido crítico61.
61 Vide Roberto GARVIASOTO, La organización nacional de ciegos. Un estudio institucional, o.c, pp. 263-
264: «De lo que no cabe duda, sin embargo, es de que una organización será más democrática y menos oligárqui-
ca cuantas mayores facilidades tengan los miembros de la organización para expresar libremente sus preferencias
y para crear grupos de oposición que cuenten con expectativas reales de gobernar la organización. La emergen-
cia de estos grupos de oposición, sin embargo, no es algo que pueda darse por sentado en la organización de cie-
gos. Las dificultades de que surjan grupos de oposición no se deben, sin embargo y como algunos críticos dentro
de la organización desean que se piense, a posibles intervenciones partidistas del grupo político gobernante en las
reglas del juego democrático. Las razones por las que resultará difícil que emerjan grupos de oposición con expec-
tativas de gobierno son de un orden distinto. [...].
No hay datos sobre si el actual grupo gobernante ha caído en esta tentación. El problema es, en cualquier caso,
que, ante la falta de un mercado externo de trabajo, la tentación patrimonialista, sea cual sea el grupo en el poder,
está siempre presente, por lo que será más difícil que en la organización de ciegos, antes que en otras organiza-
ciones voluntarias, puedan surgir grupos de oposición capaces de dar aliento democrático a la organización».
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2.3.3. Regulación de la acción sindical y celebración de elecciones en la
ONCE62.
A. Elecciones sindicales celebradas.
El Instituto Nacional de la Seguridad Social publicó el 15 de diciembre de 1981, la
siguiente Circular:
«El día 2 de diciembre de 1981 el Ilmo. Sr. Secretario de Estado para la Seguridad
Social ha dictado la resolución que a continuación se transcribe: El Real Decreto del 17
de junio de 1981 establece normas para el ejercicio del derecho de acción sindical de los
funcionarios públicos, comprendiendo, dentro del ámbito de su aplicación, al personal de
las Entidades gestoras de la Seguridad Social.
La Secretaría de Estado para la Administración Pública dictó, en desarrollo del Real
Decreto, la Circular del 11 de noviembre de 1981, cuya aplicación se extendía a los funciona-
rios de las Entidades gestoras y servicios comunes de la Seguridad Social, excepción hecha del
personal al servicio de instituciones sanitarias, mediante resolución de la Subsecretaría del
Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social del 29 de junio de 1979.
Con posterioridad a los proyectos de Ley por los que se aprueban las bases del régi-
men estatutario de los funcionarios públicos y en el ejercicio de los derechos y libertades
de los funcionarios de la Administración Pública, actualmente en discusión parlamenta-
ria, ha establecido el régimen general de representatividad y los derechos sindicales de
los funcionarios públicos, lo que no es óbice para que, con carácter provisional, se esta-
62 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
p. 230, donde se pregunta al Vicepresidente Primero del Consejo General de la ONCE, en declaraciones
efectuadas el 8 de abril de 1992, lo siguiente:
«Pregunta: La ONCE tiene un colectivo cada vez más importante de minusválidos y empleados no afilia-
dos, además de un grupo empresarial. ¿Esta situación puede alterar el esquema participativo en el futuro
o, por el contrario, es necesario que no incida en la actual estructura y organización de la ONCE?.
Respuesta: Yo creo que no debe incidir y si algún día incide la ONCE perderá lógicamente su identidad, lo
que sin duda va a contribuir a que desde fuera se propicie que el gobierno de Comunidades Autónomas en
un momento dado, que lo intentan permanentemente, puedan incidir sobre la institución. Eso el afiliado lo
tiene que evitar y lo debe evitar en la misma línea que he dado la respuesta anteriormente, es decir, que el
afiliado defienda a la ONCE cuando sea atacada, la defienda por encima de colores, planteamientos polí-
ticos o sindicales. La Institución debe ser algo intocable, algo que no se puede jugar con ello. Yo creo que
aquí un español cuando se habla contra España no tiene que permitirlo bajo ningún concepto. Lo mismo
debiera ocurrir para un ciego cuando se habla de la ONCE. Dentro de la ONCE sí, se debe hablar y criti-
car. Respecto al gran colectivo que se ha incorporado a la ONCE tiene unos canales perfectamente defini-
dos en el ámbito laboral donde tienen que participar como cualquier trabajador naturalmente, y el resto de
trabajadores no minusválidos que trabajan en nuestra casa igualmente tienen unos canales perfectamente
establecidos que son los que tiene cualquier trabajador en este país y por ahí se tienen que mover. Si no es
así, si realmente un día se consigue, además se ha intentado históricamente ese salto por parte de los minus-
válidos no ciegos y los empleados videntes, si algún día se participa en el gobierno de la ONCE de forma
directa, yo creo sinceramente que la identidad de la ONCE habrá desaparecido. Por lo tanto, el muro que
ahora mismo nos protege de cincuenta años de historia, cultivada y hecha por los propios ciegos, desapa-
recerá y por lo tanto el temor que ahora mismo hay desde las Administraciones Públicas a la hora de inter-
venir contra la ONCE habrá desaparecido y la intervención será muy fácil».
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blezcan las presentes normas que deberán adaptarse a dichas leyes, tan pronto como
entren en vigor, permitiendo, entretanto, ofrecer una experiencia, que habrá de quedar
enmarcada en el contexto general de todas las Administraciones Públicas.
A tal fin se establece una normativa que, con este carácter, resulte adecuada al marco
institucional de la Administración de la Seguridad Social, recogiendo su problemática
específica, sin perjuicio de lo que proceda en relación con la estructura territorial.
En su virtud, esta Secretaría de Estado para la Seguridad Social, en uso de las atribu-
ciones que tiene conferidas, ha tenido a bien dictar las siguientes normas [...]».
Ninguna de las 22 normas expuestas en esta Circular del 15 de diciembre de 1981,
afecta a los trabajadores de la ONCE, pero a esta Circular hace referencia el acta de la
reunión estatal de la entidad tiflológica, firmada en Madrid el 23 de junio de 1983.
Además, esta circular y los documentos legislativos que en ella se citan, promovieron
y estimularon la formación de los sindicatos en la ONCE63.
Las primeras elecciones sindicales de la Organización Nacional de Ciegos
Españoles fueron convocadas por Oficio-Circular número 63, del 21 de diciembre de
1984, materializando la previsión contenida en la cláusula adicional 8a del Primer
Convenio Colectivo de la ONCE y su Personal, firmado el 2 de mayo de 1984, y publi-
cado en el BOE de 8 de junio, cuyo texto era el siguiente:
«Como exteriorización de la voluntad de las partes firmantes, de cara a la normaliza-
ción de las relaciones laborales en la ONCE y profundización del proceso de democrati-
zación laboral, se acuerda que los sindicatos firmantes convocarán elecciones sindicales,
previo acuerdo entre los mismos, dentro del último trimestre de 1984 y que la ONCE se
compromete a prestar la colaboración necesaria para el correcto desarrollo del proceso
electoral».
El 30 de enero de 1985 se celebran las primeras elecciones sindicales en la ONCE
para la constitución de los comités de empresa en cada uno de los 57 centros autóno-
mos de la entidad, y para formar también el comité intercentros. Asimismo se trataba
de designar los compromisarios de la comisión social que debería negociar el segundo
convenio colectivo de la ONCE y su personal, puesto que había sido impugnado, ofi-
cialmente, el primero, en el plazo legal64. Evidentemente a este proceso le fue de apli-
cación lo dispuesto en el Estatuto de los Trabajadores, art 6.1-7.6 y 82-88, con la pos-
terior adecuación a lo dispuesto en la Ley Orgánica de Libertad Sindical.
Sucesivamente se han ido desarrollando las convocatorias, hasta la última celebra-
das el pasado 16 de febrero de 2005.
63 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 595.
64 Ibídem,pp.611-612.
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B. Reivindicaciones sindicales.
a) En el comienzo de su andadura.
Las reivindicaciones sindicales han presentado diversas formulaciones a lo largo del
tiempo. Quizás pueda resultar útil exponer algunas de ellas.
En el acta de la reunión estatal de la Federación de Servicios Públicos de la UGT y
los representantes de la ONCE, pertenecientes a dicho sindicatos, celebrada en Madrid,
el 23 de julio de 1983, se manifiesta lo siguiente:
«En Madrid, a 23 de julio de 1983, ha tenido lugar la reunión estatal de la Federación
de Servicios Públicos de la Unión General de Trabajadores y la ONCE, de acuerdo con
el siguiente orden del día:
1. Presentación de los asistentes.
2. Exposición de los objetivos de la reunión.
3. Propuestas para estructurar la coordinación a nivel estatal.
4. Elección de responsables ante la ONCE.
5. Establecimiento de una plataforma reivindicativa en la ONCE. [...].
2. Exposición de los objetivos de la reunión:
a) Organizar la Federación de Servicios Públicos en la ONCE a nivel estatal.
b) Fomentar la afiliación y creación de nuevas secciones sindicales en todas las pro-
vincias y Comunidades Autónomas.
c) Establecer una tabla reivindicativa común, aprobándose la tabla que se adjunta.
5.
Establecimiento de una plataforma reivindicativa de la ONCE:
a) Véase la tabla adjunta.
b) Vendedores del cupón pro-ciegos:
1o. Reconocimiento de su condición de trabajadores, quedando sometidos al Estatuto
de los Trabajadores.
2o. Establecimiento del salario mínimo interprofesional, trienios y cargas familiares
en efectivo a partir de ahí.
3o. Ingreso de los trabajadores funcionarios y vendedores de la ONCE en la Seguridad
Social, con respecto a los derechos adquiridos, antigüedad, etc., con negociación pacta-
da entre la Seguridad Social, la ONCE y los representantes de los trabajadores.
6. Reconocimiento de la acción sindical de un modo expreso, pudiendo servir de refe-
rencia la Resolución Circular del 15 de diciembre de 1981, que en su día se emitió por el
Instituto Nacional de la Seguridad Social. Participación de los trabajadores con voz y
voto en todas las deliberaciones, comisiones, etc., en los asuntos que les afectan.
7. Solicitud de una auditoria del Ministerio de Hacienda, contable y gestión sobre la
ONCE. [...].
TABLA REIVINDICATIVA DE LA ORGANIZACIÓN NACIONAL DE CIEGOS
ESPAÑOLES:
1. Derogación del actual Real Decreto número 1.041, de 22 de mayo de 1981, y pro-
mulgación de uno más progresista. Proponer que la ONCE sea un servicio dentro de la
red estatal de servicios sociales.
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2.
Definición jurídica del status laboral de los trabajadores de la ONCE:
a)
Funcionarios:
1º. Reconocimiento de su condición de tales.
2o. Definición de plantillas, categorías, puestos de trabajo, carrera administrativa, etc.
3o. Escalafón.
b)
Agentes vendedores del cupón:
1º. Reconocimiento de su profesión laboral y declaración de su status.
2o. Normativa sobre sus puestos de trabajo y accesibilidad para los mismos.
3. Integración de los trabajadores de la Organización Nacional de Ciegos Españoles
en el Régimen General de la Seguridad Social.
4. Supresión de todas las rifas ilegales y mayor control de los juegos de azar autori-
zados, preferentemente, de las máquinas tragaperras.
Madrid, 23 de julio de 1983».
El 17 de abril de 1992, se le formulaban diversas preguntas al Secretario General de
Unión de Trabajadores de la ONCE (UTO/UGT), donde dejaba clara la posición de su
sindicato sobre la Corporación de Derecho Público y la actividad sindical:
«Pregunta: El sindicato UTO que usted representa es mayoritario dentro de ONCE y
es uno de los pocos ejemplos que quedan dentro del mundo sindical de organización
mayoritaria y limitada a una institución. ¿Han encontrado problemas de funcionamiento
motivados por los límites de su ámbito de actuación?.
Respuesta: No, porque nosotros exclusivamente nos dedicamos a los problemas labo-
rales de los trabajadores internamente y a la defensa de la propia Institución, por lo tanto
no. Siempre hay problemillas, pero nuestra posición es clara.
[...].
Pregunta: El sindicato UTO tiene su proyecto integrado en la misma identidad que el
propio ONCE. ¿Realiza alguna actividad fuera de este ámbito?. ¿Está representada en
otras instituciones fuera de la ONCE?.
Respuesta: Hasta ahora no, hasta ahora no lo hemos hecho, si bien también en el últi-
mo congreso abrieron las puertas para que el sindicato pudiese buscar posibles negocia-
ciones con otros sindicatos o asociaciones de una misma filosofía. En este momento
seguimos haciendo nuestra acción sindical exclusivamente en la ONCE; sin embargo, a
lo mejor en un futuro muy corto, aun haciéndolo dentro de la ONCE, que es a lo que
nosotros nos dedicaremos, puede ser también en apoyo de algún otro o bien central sin-
dical o sindicatos.
Pregunta: ¿También incluiría las empresas ONCE?.
Respuesta: Sí, para nosotros es muy importante que los trabajadores del Grupo ONCE
tengan un apoyo del propio sindicato aunque a lo mejor no sea a través de los mismos
Estatutos o de las mismas siglas, pero sí un apoyo porque en definitiva son trabajadores
de Grupo ONCE, y desde luego se lleve a cabo a través de una Central Sindical, o de
Sindicatos creados al efecto, sí queremos que esa Acción Sindical en las Empresas del Grupo
se realice. Desde luego, defenderemos a Sindicatos o Centrales Sindicales que mantengan unas
líneas ideológicas parejas a las nuestras»65.
65 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 248 y 250.
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b) En la actualidad66.
El pasado 16 de febrero de 2005 se celebraron las últimas elecciones sindicales de la
ONCE que han renovado por sexta vez en la historia de la organización los comités de empre-
sa de sus centros de 50 o más trabajadores y los delegados de personal en los de menor plan-
tilla. Estos últimos podían agruparse en cada provincia en un comité conjunto, siempre que la
suma del total de sus trabajadores alcanzase los 50 empleados.
Con ese motivo, el 1 de enero de 2005 se constituyeron las mesas electorales en los cen-
tros donde se elegía comité o comité conjunto y el día 7 de febrero lo hicieron las correspon-
dientes al resto de dependencias. Dichas mesas eran las encargadas de resolver cualquier
reclamación, además de vigilar el proceso electoral, velar por su transparencia y proclamar
las candidaturas y el propio censo de votantes, más de 28.000 personas que eligieron a unos
1.400 representantes sindicales.
Podían votar los trabajadores mayores de 16 años con una antigüedad laboral míni-
ma de un mes, que se eleva hasta 6 meses en los requisitos para ser candidato. Hasta el
11 de febrero, estuvo abierto el plazo de voto por correo para aquellos electores que pre-
ferían utilizar esta modalidad.
Para la elección se establecieron dos colegios en cada centro. Uno de "técnicos y
administrativos", y otro de "especialistas y no cualificados", que incluía a los agentes
vendedores del cupón67.
66 Vide Redacción, "Los trabajadores ONCE eligen a sus representante", Asi Somos, 22, (2005), pp. 6-7.
67 Ibídem, pp. 8 y 9, donde se recogen las propuestas electorales:
UTO-UGT: nuestro compromiso. Se resume en las siguientes propuestas: "Lucharemos por un futuro con
las siguientes garantías: Potenciar un modelo de cultura laboral en la ONCE que favorezca un buen clima
laboral. Potenciar y propiciar la conciliación entre la vida familiar y la laboral como modelo de actuación
preferente para este sindicato. Abordar una revisión en profundidad de la funcionalidad de todos los pues-
tos de trabajo. Protocolo de traslados, eficaz y riguroso, para todos los trabajadores. La promoción profe-
sional y las superiores categorías como sistema preferente. Los puestos de trabajo en la ONCE deben con-
tar con las mejores adaptaciones. Participación de la ONCE en el nuevo modelo de juego, de carácter euro-
peo, "Euromillones". Todo puesto de trabajo de vendedor que se cree deberá tener asegurada la rentabili-
dad mínima exigida. Avance tecnológico para todos. Toda la red de ventas comunicada. Participación e
implicación de la red de ventas como elemento clave en el sistema productivo y la competitividad comer-
cial. Garantizar el mantenimiento del poder adquisitivo de los trabajadores y vincular incrementos salaria-
les en función de los crecimientos de ventas en cada ejercicio económico. Avanzar, hasta su equiparación
total con el matrimonio, en los derechos sociolaborales de las parejas de hecho.
Política de prevención de riesgos laborales de calidad"
Las propuestas de Comisiones Obreras se resumen en: "Convertir la Comisión Paritaria de Convenio en una
comisión de seguimiento permanente del desarrollo normativo y evolución comercial, de los recursos humanos
y de la salud laboral. Habilitar un procedimiento objetivo y equitativo de ascenso y traslado. Limitar la tempo-
ralidad de la contratación, estableciendo una indemnización por finalización de contrato temporal y limitando a
24 meses la cobertura temporal de un puesto y a 12 meses el periodo para convertir el contrato en indefinido.
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2.3.4. Celebración de un convenio colectivo de empresa.
Desde el primer convenio firmado el 2 de mayo de 1984 (BOE del 8 de junio), cuya trascen-
dencia para la Organización fue capital, se han firmado y publicado los que paso a enumerar.
El segundo se concertó el 6 de junio de 1985 (BOE del 30 de agosto). El tercero se acor-
dó el 5 de julio de 1987 (BOE del 7 de julio). El cuarto se firmó el 24 de mayo de 1989 (BOE
del 9 de junio). El quinto se concertó el 30 de marzo de 1990 (BOE del 14 de abril). El sexto
convenio se acuerda el 24 de mayo de 1991 (BOE del 19 de junio). El 22 de diciembre de
1994 se firma el séptimo convenio entre la parte empresarial y el sindicato con mayor repre-
sentación en la ONCE, UTO-UGT (BOE del 15 de febrero de 1995). El octavo se firmó el
21 de marzo de 1997 (BOE del 24 de junio). El IX convenio colectivo aparece publicado en
el BOE de 24 de junio de 1998, núm. 150. El X en el BOE de 15 de julio de 1999, núm. 168.
El XI convenio colectivo fue suscrito el 10 de julio de 2001, y aparece publicado en el BOE
de 20 de agosto de 2001, núm. 199.
El XII convenio colectivo de la empresa ONCE y su personal, fue suscrito con fecha 20
de diciembre de 2002, de una parte por los designados por la Dirección de la Empresa en
representación de la misma y de otra por la sección sindical de UGT en representación de
los trabajadores y de conformidad con lo dispuesto en el artículo 90, apartado 2 y 3 del Real
Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, por el que se aprueba el Texto Refundido de
la Ley del Estatuto de los Trabajadores, y en el Real Decreto 1040/1981, de 22 de mayo,
sobre registro y depósito de convenios colectivos de trabajo, que fue publicado en el BOE
de 4 de abril de 2003, núm. 81.
Por Resolución de 5 de octubre de 2005, de la Dirección General de Trabajo, se dis-
pone la inscripción en el registro y publicación del XIII Convenio Colectivo de la
empresa ONCE y su personal (BOE de 25 de octubre, núm. 255), que será objeto de
estudio a lo largo de este trabajo.
Integrar la formación en el Plan Comercial y de Marketing y en un Plan de Reordenación de Plantillas. Regular
el tiempo de trabajo, reduciendo la jornada del personal vendedor. Posibilitar el fraccionamiento en tres perio-
dos de las vacaciones del personal no vendedor, el disfrute de los asuntos particulares en medias jomadas y que
los permisos retribuidos no deban utilizarse de forma inmediata al hecho causal. Conseguir un incremento sala-
rial anual para todo el personal del IPC previsto más un punto, con cláusula de revisión mixta, que permita la
recuperación de la desviación de IPC por mantenimiento de la productividad y la mejora del poder adquisitivo
por alcanzar una productividad anual superior al ejercicio anterior. Modificar el actual criterio de incrementar
anualmente el mínimo diario de venta y la tabla de comisiones y primas en el IPC y más tres puntos, respecti-
vamente, por otro vinculado al incremento de las ventas del ejercicio anterior. Comprometer la verificación y
evaluación conjuntas (Dirección y Sindicatos) de los procesos, manuales o electrónicos, de confección de nómi-
nas, liquidación, pago de premios y devolución de sobrante. Recuperar el derecho de titularidad del personal
vendedor sobre su punto de venta y la futura asignación de quioscos por concurso"».
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2.3.5. Integración en la Seguridad Social.
A. Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre68.
La integración en el régimen de la Segundad Social se produce a través del Real
Decreto núm. 2.248, del 20 de noviembre, de 1985 (BOE de 30 de noviembre, núm.
68 Vide STS de 14 de abril de 1999 (Ar. 2817), FD Segundo:
«[...]. La cuestión suscitada en este segundo motivo del recurso, así como lo alegado por la recurrida ONCE sobre
el mismo al deducir su impugnación, en consonancia con lo alegado por ambas partes en la instancia, se halla rela-
cionada con la Resolución de la Secretaría General de la SS de 7 de noviembre de 1984, en la que se expresa que
el personal de la venta del cupón de la ONCE tenia establecida su cobertura de SS mediante una Caja de Previsión
Social de la ONCE, sustitutoria del Régimen de los antiguos Seguros Sociales luego unificados y dada la exclu-
sión que de los mismos estableció la Orden de 20 de junio de 1959, BOE de 29 de junio de 1959 (que por cierto
y a tal fecha excluyó a los ciegos vendedores del cupón de la aplicación del Régimen de los Seguros Sociales
Obligatorios y Mutualismo Laboral al entender que su actividad no era laboral); cuya Resolución de 7 de noviem-
bre de 1984 también hace presente la situación de los vendedores del cupón de la ONCE ingresados desde 9 de
junio de 1984, lo que dice carecían de protección al no estar incluidos en el ámbito de cobertura de la expresada
Caja ni haber sido afiliados y dados de alta en el oportuno régimen de los que integran el Sistema de la SS; cuyos
nuevos vendedores eran, sin duda, una mínima parte respecto al conjunto protegido e integrada en la expresada
Caja de Previsión; ante ello, con relación a los vendedores del cupón de la ONCE contratados desde 9 de junio
de 1984, la Resolución de la Secretaría General para la SS de 7 de noviembre de 1984 al hilo de lo establecido en
el art. 42.2 del primer convenio colectivo de trabajo de la ONCE con su personal, homologado por Resolución de
16 de mayo de 1984 estableció en su número primero que los agentes de la ONCE vendedores del cupón contra-
tados a partir del día 9 de junio de 1984 deben quedar incluidos en el campo de aplicación del Régimen Especial
de la SS de Representantes de Comercio, sigue diciendo la expresada Resolución, "conforme a lo que declara el
primer convenio colectivo de la ONCE y Personal, en su artículo 42.2", todo ello con carácter provisional (apar-
tado cuarto) y sin perjuicio de que en su día pueda establecerse un sistema especial de afiliación, altas, bajas y
forma de recaudación y cotización, a cuyo efecto la Tesorería General de la SS establecerá las oportunas gestio-
nes con la ONCE. [...].
[...] debiéndose; destacar lo establecido en su transitoria segunda en la que se señala que los efectos de lo pactado
en el anterior convenio de 1984 sobre previsión social (referido a la cuantía del subsidio de ILT de los vendedo-
res del cupón y a la percepción de asignaciones periódicas de protección familiar por matrimonio e hijo con cargo
a la Caja de Previsión: arts. 52 y 53 del convenio y transitoria 2a, pero sin hacer referencia alguna al Régimen apli-
cable de SS) se mantendrá transitoriamente en vigor hasta que, una vez alcanzado el correspondiente acuerdo con
la Administración para la integración de este colectivo en la Seguridad Social en el régimen que legalmente le
corresponda, se negocie y se logre un acuerdo efectivo con los representantes legales de los trabajadores [...]
para conseguir un sistema de financiación compartida que permita que la ONCE asuma los costes de la cuota
patronal derivados de dicha integración, así como el abono en su caso de las cuotas retroactivas que posibiliten
el reconocimiento como periodos cotizados del tiempo de prestación efectiva de servicios en la Seguridad Social
(ciertamente, aunque en los convenios colectivos puedan establecerse normas de Seguridad Social, es evidente
que ello no pasa de la Seguridad Social complementaria y que desde luego no puede afectar a las bases del Sistema
que son de derecho necesario) que los vendedores ingresados con anterioridad a 9 de junio de 1984 que actual-
mente se hallen acogidos al Régimen de Previsión de la Caja de Previsión Social de la ONCE conforme a la Orden
del Ministerio de Trabajo de 20 de junio de 1959, continuarán transitoriamente en dicha situación hasta que se
cumpla lo previsto y antes reseñado; y que los vendedores contratados desde el 9 de junio de 1984, encuadrados
transitoriamente en el Sistema de la SS de conformidad con la Resolución de la Secretaría General de la SS de 7
de noviembre de 1984, continuarían en dicha situación hasta que se alcance la solución definitiva antes señala -
da».
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287). De manera que el personal activo y pasivo de los colectivos comprendidos en el
n° 7 de la Disposición Transitoria Sexta de la ley General de la Seguridad Social, se
integraba en el correspondiente Régimen de la Seguridad Social.
El personal activo de los colectivos que se integraban, cotizaría a la Seguridad Social, a
partir de la fecha de efectos de la correspondiente integración, por todas las contingencias en
la forma o condiciones establecidas para el correspondiente Régimen de la Seguridad Social.
La Entidad gestora competente, en la cuantía, términos y condiciones que resultasen
de aplicar las normas de la Seguridad Social vigentes en el momento del correspondien-
te hecho causante, asumía las prestaciones económicas de carácter periódico que, com-
prendidas en la acción protectora de la Seguridad Social, vinieran percibiendo quienes
se encontrasen incluidos en los colectivos que se integraban. A tales efectos, se compu-
tarían como cotizados los períodos de prestación de servicios o asimilados por los que
hubiera sido exigible la cotización obligatoria a la Seguridad Social.
A las prestaciones asumidas, conforme a lo expuesto, les serían de aplicación las
revalorizaciones que correspondiesen en función del hecho causante.
No obstante lo establecido en el párrafo anterior, cuando las prestaciones reconoci-
das por las Entidades afectadas por el Real Decreto 2248/1985, de 20 de noviembre, se
hubieran causado con anterioridad a enero de 1967, se entenderán a todos los efectos,
que el hecho causante de las mismas se ha producido el 1 de enero de 1967, sin que ello
suponga una modificación de la edad del causante ni de los períodos de cotización reco-
nocidos en su favor en el momento en el que aquélla se produjo.
También fueron asumidas las pensiones de jubilación que se hubieran causado con
una edad inferior a la misma posible en la Seguridad Social, en cuyo caso su cuantía se
determinaba de acuerdo con las reglas vigentes en el Régimen General de la Seguridad
Social del Estado para la jubilación anticipada con coeficientes reductores, tomando a
tal efecto la edad de 60 años o la que tuviera el interesado en el momento del cese por
jubilación, de ser superior a aquella.
Las pensiones reconocidas por las Entidades o Instituciones, en favor de quienes
fuesen, a su vez, beneficiarios de una pensión de igual naturaleza a la Seguridad Social,
eran asumidas por ésta, sólo en aquellas cuantías en las que, sumadas a la pensión de la
Seguridad Social, no superasen la pensión máxima de igual naturaleza que podía ser
reconocida por el correspondiente Régimen de la Seguridad Social a quienes, en el
momento de la integración, se encontraran cotizando por el mismo grupo de cotización
que correspondía al beneficiario en la fecha del hecho causante.
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A los efectos de lo establecido en el párrafo anterior, en el supuesto de que fueran
diferentes los niveles de cotización que correspondían a las actividades que originaron
el reconocimiento de cada una de las pensiones, se tomó el más alto de aquéllos.
No se aplicaron los mínimos a las pensiones asumidas en virtud del Real Decreto
2248/1985, de 20 de noviembre, cuando coincidían con otras del sistema de la
Seguridad Social del Estado u otras Administraciones Públicas, con las que aquéllas
fuesen comparables, a no ser que la suma de ellas no alcanzase el mínimo de la corres-
pondiente pensión, fijado en el Régimen General de la Seguridad Social.
A efectos de la aplicación de las revalorizaciones correspondientes, se consideraban
siempre pensiones únicas todas las que se integrasen.
Los períodos por los que hubiese sido exigible la cotización a la Seguridad Social
respecto de quienes se encontrasen comprendidos en el Real Decreto 2248/1985, de 20
de noviembre, se considerara van, a efectos del reconocimiento del derecho de presta-
ciones futuras, como cotizadas al Régimen de la Seguridad Social en el que se integra-
ban.
Las Instituciones a las que perteneciesen los colectivos a que afectaba la integración,
venían obligadas a realizar, a favor de la Seguridad Social, la compensación económi-
ca que correspondiese a las cargas y obligaciones que eran asumidas por aquéllas.
En el supuesto de que los recursos disponibles para atender al pago de las obligacio-
nes en que dichas Instituciones sustituyeran a la Seguridad Social, no fuesen suficien-
tes para cubrir los costes de la integración, la diferencia sería aportada por las
Empresas, Sociedades o Entidades que, conforme a los Estatutos de aquellas
Instituciones, Convenios o Acuerdos aplicables vinieran obligadas a cubrir, financiera-
mente, el pago de las prestaciones que tales Instituciones otorgaban.
La compensación económica que correspondía por las pensiones que se asumían, se
determinaba por el capital-coste que garantizase la cobertura del pago justo de aquéllas.
La compensación económica por las obligaciones asumidas de los colectivos de
pensionistas se determinaban en función de las características globales de cada colecti-
vo y aplicando los cálculos actuariales que permitiesen la cobertura de los períodos que
se consideraban como cotizados a los efectos de integración.
El Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, conforme a los criterios anteriores,
determinó la aportación concreta que en cada caso correspondía, el sistema y la caden-
cia del ingreso de la misma.
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B. Orden Ministerial de 25 de marzo de 1991.
La disposición citada en el epígrafe anterior debe completarse con la Orden
Ministerial de 25 de marzo de 1991, sobre la integración del personal de la caja de pre-
visión social de la ONCE al régimen general de la Seguridad Social (BOE de 29 de
marzo de 1991, núm. 76), por la que se dispone69:
«[...] la publicación del Acuerdo del Consejo de Ministros del 15 de marzo de 1991,
por el que se procede a integrar en el Régimen General de la Seguridad Social al perso-
nal que viniere percibiendo la acción protectora en sustitución de la establecida en el sis-
tema de la Seguridad Social a través de la Caja de Previsión Social de la Organización
Nacional de Ciegos, y se desarrollan determinados aspectos del mismo.
El Acuerdo del Consejo de Ministros del 15 de marzo de 1991 ha decidido, con efec-
tos del 1 de abril de 1991, y de conformidad con lo establecido en el Real Decreto
2.248/1985, del 20 de noviembre, la integración en el Régimen General de la Seguridad
Social de los colectivos de activos y pasivos que venían percibiendo, a través de la Caja
de Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos, prestaciones en sustitución
de las que otorga el Sistema de la Seguridad Social.
A fín de dar cumplimiento a lo establecido en el Real Decreto citado, procede la determi-
nación de los efectos que dicha integración ha de producir para los activos, así como el proce-
dimiento para el reconocimiento de las prestaciones a asumir por el Régimen General de la
Seguridad Social respecto a los pensionistas de la Caja de referencia.
Consecuentemente con lo expuesto, y de conformidad con el Acuerdo del Consejo de
Ministros del 15 de marzo de 1991, en relación con lo preceptuado en el Real Decreto
2.248/1985, de 20 de noviembre, he dispuesto:
69 Vide STS de 28 de octubre de 1999 (Ar. 8417), FD Segundo.3: «[...]. b) A la misma conclusión se llega
si se toman en consideración las normas reguladoras de la integración en el Sistema de la Seguridad Social
de la Caja de Previsión Social de la ONCE que hasta 1991 había figurado fuera de dicho sistema, a pesar
de que ya la disposición transitoria 5a. 11 de la Ley de 21 de abril de 1966, en previsión posteriormente rei-
terada en la transitoria sexta, punto 7 del Texto Refundido por Decreto 2065/1974, de 30 de mayo, habían
previsto y abogado por dicha integración. Según la normativa reguladora de tal operación de inclusión de
dicho colectivo dentro del Sistema, en el mismo se integrarían todo el personal activo y pasivo del mismo
a la fecha de la integración, lo que se produjo con efectos del 1 de abril de 1991. A tal efecto, la disposi-
ción cuarta.l del artículo único del RD 2248/1985, de 20 de noviembre, que fue el que hizo aquella previ-
sión con carácter general, estableció que "las instituciones a que pertenecen los colectivos a que haya de
afectar la integración vendrán obligadas a realizar a favor de la Seguridad Social la compensación econó-
mica que corresponda a las cargas y obligaciones que sean asumidas por aquella", y el Acuerdo del Consejo
de Ministros de 15 de marzo de 1991, publicado por la Orden de 25 de marzo de 1991, en el que se hizo
efectiva aquella previsión en relación con el personal de la ONCE, concretó en su punto de acuerdo prime-
ro que la integración del pasivo alcanzaba "a todo el personal que, perteneciendo o habiendo pertenecido
a la Caja de Previsión Social de la ONCE, viene percibiendo a través de aquella alguna modalidad de
acción protectora en sustitución de la establecida en el Sistema de la Seguridad Social". De conformidad
con tales disposiciones, las cargas de las que debía de responder la ONCE eran las correspondientes al per-
sonal activo y pasivo que se transfería, con la finalidad de que el INSS sucediera a la Caja que se integra-
ba en él con todos los activos y con todo el pasivo que en aquel momento tenía dicha institución, dado que
pasaba a ocupar su misma situación jurídica; sin que estuviera previsto en tales disposiciones el traspaso
de otros activos o pasivos distintos de los existentes en el momento de la integración. [...]».
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Primero. Publicar el Acuerdo del Consejo de Ministros adoptado el 15 de marzo de
1991, que figura como anexo a la presente Orden.
Segundo. 1. El personal activo que esté integrado en la Caja de Previsión Social de
la Organización Nacional de Ciegos al que le es de aplicación el Real Decreto
2.248/1985, de 20 de noviembre, cotizará al Régimen General de la Seguridad Social a
partir del 1 de abril de 1991 por todas las contingencias.
2. El Instituto Nacional de la Seguridad Social reconocerá, en favor de los pensionis-
tas beneficiarios a los que afecta la integración, la cuantía de la pensión que es objeto de
la integración en el Régimen General de la Seguridad Social.
Tercero. Por resolución de la Dirección General de Planificación y Ordenación
Económica de la Seguridad Social se determinarán los importes de las aportaciones eco-
nómicais compensatorias de las cargas y obligaciones que la Seguridad Social asume, así
como el número de aplazamientos en el que se fraccionen los mismos y que deberán
ingresarse en la Tesorería general de la Seguridad Social por la Caja de Previsión Social
de la Organización Nacional de Ciegos o Entidad que asuma dicha obligación.
La fijación y notificación de tales aportaciones se hará en el plazo de 30 días a partir
de la publicación en el Boletín Oficial del Estado del Acuerdo del Consejo de Ministros
del 15 de marzo de 1991.
Cuarto. 1. Las cantidades aplazadas correspondientes a las obligaciones asumidas
por pasivos, así como por activos, deberán ser abonadas en anualidades iguales a través
de la Caja de Previsión Social de la Organización Nacional de Ciegos o, en su caso, por
la Institución que venga obligada a realizar dichos ingresos, conforme a lo dispuesto en
el Apartado 1 de la condición cuarta del Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre.
2. A las cantidades aplazadas se aplicará el tipo de interés practicado en las integra-
ciones realizadas al amparo del Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre. Los inte-
reses devengados constituirán parte de la deuda, y su ingreso se realizará, asimismo, con-
juntamente en cada uno de los plazos.
3. El incumplimiento de pago en la fecha señalada dará lugar a los recargos que en
cada momento se hallen en vigor para las deudas con la Seguridad Social, cuyo objeto
esté constituido por recursos distintos a cuotas.
ANEXO. Acuerdo del Consejo de Ministros por el que se procede a integrar en el Régimen
General de la Seguridad Social al personal que viniere percibiendo la acción protectora en sus-
titución de la establecida en el Sistema de la Seguridad Social a través de la Caja de Previsión
Social de la Organización Nacional de Ciegos.
La Ley de Seguridad Social de 21 de abril de 1966, establecía la inclusión obligato-
ria en el Régimen General de la Seguridad Social de todos los trabajadores por cuenta
ajena de las distintas ramas de la actividad económica.
No obstante, la propia Ley, en su Disposición Transitoria 5°11, exceptuaba, con carácter
transitorio, la inclusión inmediata de determinados colectivos que gozaban, en aquel momen-
to, de un régimen específico de protección social; excepción que, por el carácter transitorio
de la misma, no estaba llamada a perdurar en el tiempo y a la que el Gobierno debería poner
fin, procediendo a la integración en el correspondiente Régimen General de la Seguridad
Social de los colectivos a los que les afectaba dicha excepción, a la vez que debería estable-
cer las condiciones económicas que compensaran, en cada caso, las integraciones acordadas.
Ante el exceso de tiempo transcurrido desde la entrada en vigor de la citada Ley de
Seguridad Social sin que se hubiera puesto fin a la referida excepción, que por su carácter de
transitoriedad debería haber desaparecido en un tiempo prudencial, y que ni siquiera se hubie-
ran dictado las disposiciones normativas adecuadas para establecer las condiciones en que
tales integraciones deberían producirse, el Gobierno, en cumplimiento de lo establecido en la
Disposición Transitoria 6°.7 de la actual Ley General de la Seguridad Social, que recoge el
contenido íntegro de la citada disposición 5a. 11 de la ley de 21 de abril de 1986, procedió,
mediante el Real Decreto 2.248/1985, de 20 de noviembre, a establecer las condiciones en
que las integraciones de referencia deberían producirse.
El colectivo de activos y pasivos de la Organización Nacional de Ciegos se encuentra
comprendido dentro del ámbito de aplicación del Régimen General de la Seguridad Social,
no obstante lo cual, una parte de aquél permanece al margen de la acción protectora del
mismo, por lo que, siendo de aplicación a dicho colectivo el Real Decreto 2.248/1985, de 20
de noviembre, procede la integración del mismo en el Régimen General de la Seguridad
Social.
La integración del colectivo en el Régimen General de la Seguridad Social surtirá sus efec-
tos respecto de las prestaciones que comprende la acción protectora de dicho Régimen, no
afectando, en consecuencia, a las que tengan naturaleza complementaria.
Finalmente, el Acuerdo prevé el establecimiento de incentivos para la creación de
empleo estable y para la transformación en indefinidos de los empleos temporales de per-
sonas con minusvalías existentes en la ONCE, con la finalidad de apoyar la continuidad
en el esfuerzo que viene realizando la Organización por contribuir al aumento del empleo
para aquel colectivo y a dar efectividad a los artículos 40 y 49 de la Constitución. [...]»70.
2.3.6. Acuerdos de colaboración con las Administraciones públicas71.
La actividad de cooperación con las Administraciones públicas ha sido y es muy
variada y diversa, abarcando múltiples materias: formación y empleo, educación,
accesibilidad, nuevas tecnologías, cultura y deporte, etc. Esta colaboración se suele
articular mediante acuerdos marco o convenios de colaboración con las
Administraciones en sus distintos niveles: local, autonómica y estatal. A lo largo de
los años, se han firmado decenas y decenas de convenios con ayuntamientos, dipu-
70 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 338-342; 675-679.
71 Vide: Martín BASSOLS COMA, "Consideraciones sobre los convenios de colaboración de la
Administración con los particulares para el fomento de actividades económicas privadas de interés públi-
co", RAP, 82, (1977), pp. 92-93; Ángel MENÉNDEZ REXACH, "La cooperación, ¿un concepto jurídi-
co?", Documentación administrativa, 240, (1994), p. 12; Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Voz
"Convenio", en Enciclopedia Jurídica Básica, Tomo I, Cívitas, Madrid, 1995, p. 1683; José María
RODRÍGUEZ de SANTIAGO, Los convenios entre Administraciones públicas, Marcial Pons, Madrid,
1997, p. 137: convenios en los que es parte una persona jurídico-privada; Francisco GARCÍAGÓMEZ de
MERCADO, "Los convenios administrativos y otras relaciones excluidas de la legislación de contratos de
la Administración", Actualidad administrativa, 2000-3, p. 1225: diferencias entre contratos y convenios;
José Luís AVILA ORIVE, Los convenios de colaboración excluidos de la ley de contratos de las
Administraciones públicas, Cívitas, Madrid, 2002, pp. 200-213, donde estudia los convenios de colabora-
ción sobre intereses particulares, pero que resultan de interés público.
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taciones, cabildos, consejos insulares, comunidades autónomas y departamentos ministeriales.
2.4.
Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, de reordenación de la ONCE.
El Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la ONCE (BOE
de 21 de marzo, núm. 69), viene a ser la ley, en sentido material no formal, de su cons-
titución o reconocimiento, otorgando un régimen más abierto y flexible que se conso-
lida en el RD 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
por el que se modifica el RD 358/1991 y en el RD 1359/2005, de 1 de noviembre, por
el que se modifica el RD 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la
Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287). Es el
vigente en la actualidad, y su contenido será expuesto a lo largo de toda la investiga-
ción.
2.5.
Análisis comparativo.
Si efectúo un análisis comparativo entre los distintos Reales Decretos que han determina-
do la naturaleza jurídica de la ONCE, debo efectuar las siguientes manifestaciones72.
72 Vide José Ignacio BORNAECHEAFERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c,
pp. 85-87. Las razones que justifican la transformación de la ONCE en la década de los 80, se pueden sin -
tetizar del siguiente modo:
«1.1. La liberalización del juego, que se produce en España a partir de 1977, hace que sea un sector que
nace con un enorme empuje, con gran agresividad, y en el que se incrementan de forma espectacular, los
recursos de sus empresas. El juego privado lanza al sector.
1.2. Se toman importantes decisiones en la modificación de la estructura del cupón, tendentes a buscar
competitividad en un mercado cada vez más agresivo. [...].
■1.3. Se produce, a partir de 1982, la incorporación a los órganos directivos de una generación de ciegos,
técnicamente bien preparados y decididos a reformar la institución en profundidad. Además, esta incorpo-
ración se efectúa mediante un sistema democrático lo que les permite disponer de un cierto consenso den-
tro del colectivo.
1.4. La grave situación económica a la que desemboca la ONCE en 1983, fuerza a sus directivos y a todo
el colectivo a asumir una reforma global de toda la Corporación. [...].
1.5. Coincide también en estos años 80, el descenso de las loterías y juegos públicos, en particular, de la
quiniela. [...].
1.6. Los excedentes que se producían por los incrementos del cupón fueron inteligentemente invertidos en
un audaz proceso de diversifícación empresarial. [...].
1.7. A partir del Decreto 2385/1981, y sus Estatutos de desarrollo, la ONCE goza de un diseño participati-
vo. Posteriormente el Decreto 358/1991 ha venido a establecer más definitivamente la autonomía de la ins-
titución y el reconocimiento de sus órganos de gobierno.
Todas estas circunstancias son razones que explican cómo ha sido posible que una institución que en 1983
se encontraba en quiebra técnica y cómo en 1992 esta misma Organización disponga de una facturación de
más de trescientos mil millones de pesetas»
202
Respecto al Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo: 1) En cuanto a la naturaleza
jurídica no se produce avance alguno. 2) En cuanto a los fines contemplados se hace un
enunciado muy general que contrasta grandemente con el detalle y pormenorización de
contenidos en las normas fundacionales. 3) El artículo 3o recoge un largo y extenso lis-
tado acerca de los medios y recursos económicos de la ONCE para su financiación.
Entre ellos destaca el reconocimiento de la concesión estatal en exclusiva de la venta
del cupón a la ONCE, así como una cláusula abierta de obtención de cualquier otro
recurso legalmente reconocido. 4) Las equivalencias o correspondencias entre el nuevo
organigrama y el anterior, podrán formularse de la manera siguiente: a) Las competen-
cias del antiguo Consejo Superior de Ciegos, órgano máximo de gobierno y gestión de
la Entidad, se distribuyen entre el Consejo de Protectorado y el Consejo General, atri-
buyéndole a aquél no sólo competencias de control, sino realmente también de gobier-
no, constituyendo una clara atribución de competencias exorbitantes que denota, ade-
más de problemas de técnica jurídica, una clara desconfianza hacia la capacidad de los
ciegos y una clara voluntad de no permitirles su régimen de autogobierno pleno; b) Las
competencias del jefe nacional o jefatura nacional son asumidas por la nueva figura del
Delegado General; c) Las antiguas Delegaciones Provinciales y Locales son sustituidas
por los Delegados Territoriales. 5) Se diseña claramente un modelo mixto altamente
complejo y de gran incoherencia73.
Respecto al Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre: 1) Se pronuncia claramen-
te sobre la naturaleza jurídica de la ONCE a la que define como una Corporación de
Derecho Público, de carácter social, superando aquella otra indefinición del Real
Decreto 1041/81, que la denominaba únicamente Entidad de Derecho Público, clarifi-
cando definitivamente el carácter asociativo de esta Organización como sustrato bási-
co del ente corporativo. 2) Modifica algunas de las competencias del Consejo de
Protectorado; entre otras señaladamente circunscribe la resolución de los recursos y
reclamaciones contra actos de la ONCE, poniendo fin a la vía administrativa tan sólo
en materia de afiliación o de sorteos de cuantía superior al millón de pesetas y elimina
en favor de este órgano el control o la intervención económica previa, al haber transfe-
rido el control financiero ordinario al Consejo General. Al igual que en este último
caso, correlativamente todas las competencias transferidas al Consejo General le son
detraídas o suprimidas al Consejo de Protectorado. Conviene quizá subrayar como el
73 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles: Análisis de un modelo organizativo singular,
La Ley, Madrid, 1990, pp. 11-12.
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dato más llamativo, el mecanismo que establece el control de todo lo relativo a la venta
del cupón pro-ciegos, tanto en los términos, cuantía de su emisión, modalidad de su for-
mato y precio como cualquier otra cuestión en esta materia. Esta cláusula fue apoyada
por la disposición 20 de la Ley de Presupuestos para 1986 que requirió además la auto-
rización previa del Consejo de Ministros para cualquiera de estas modificaciones74.
Respecto al Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, debo manifestar que supuso
una nueva composición de Consejo de Protectorado, que otorgaba un mayor protago-
nismo numérico a la ONCE, se dota a la Organización de una mayor autonomía de
acción con especial incidencia en el aspecto presupuestario y de inversiones, se posibi-
lita un acuerdo sobre la cantidad a pagar a la Seguridad Social y se otorga carta de natu-
raleza al holding empresarial. Sin duda supuso alcanzar la mayoría de edad desde el
punto de vista cualitativo y cuantitativo. Su posterior modificación por el Real Decreto
1200/1999, de 9 de julio, ha supuesto una mejor adaptación a las nuevas condiciones
inherentes a la evolución de la corporación de derecho público, de carácter social y al
nuevo marco que supuso el Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1999
sobre "Cooperación, solidaridad y competitividad para la estabilidad de futuro de la
ONCE".
El Acuerdo del Consejo de Ministros, de 27 de febrero de 2004, aprobó el Acuerdo
General entre el Gobierno de la Nación y la Organización Nacional de Ciegos
Españoles (ONCE) en materia de cooperación, solidaridad y competitividad para la
estabilidad de futuro de la ONCE para el periodo 2004-2011, y acordó que el Gobierno
adoptara las actuaciones y medidas normativas que, en su caso, fueran necesarias para
el cumplimiento de los compromisos contenidos en el acuerdo general. Este acuerdo
persigue la mejora de los mecanismos de cooperación de la ONCE con el Gobierno
para el cumplimiento de los objetivos y fines sociales de la organización, así como la
realización de las actuaciones necesarias para asegurar a la ONCE su continuidad y
estabilidad institucional y financiera, ampliando sus instrumentos operativos en mate-
ria de juego, de acuerdo con los principios generales de cooperación institucional, soli-
daridad social y competitividad empresarial. Para el cumplimiento de estos objetivos,
el propio acuerdo general dispone que el Gobierno aprobará una modificación parcial
del Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999,
de 9 de julio, con la finalidad de aplicar normativamente aquellos aspectos del acuerdo
general que lo precisen. Por todo ello se aprueba el Real Decreto 1359/2005, de 18 de
74 Ibídem, pp. 15-17.
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noviembre, habiendo oído el Gobierno a la ONCE y habiendo informado favorable-
mente el consejo de Protectorado de la misma.
Las modificaciones más importantes que dicho Real Decreto incorporan se resumen
del siguiente modo: utilización de la expresión "personas ciegas y con deficiencia
visual" en sustitución de la expresión "deficientes visuales" y se introduce el término
"personas con discapacidad"; Se incluyen nuevos factores de mayor flexibilidad para
organizar la estructura orgánica y funcional de la ONCE en su conjunto y del propio
Consejo General; El reconocimiento formal de la existencia de ingresos adicionales que
sean reconocidos por el ordenamiento jurídico aplicable, y en especial la configuración
de las asignaciones financieras públicas reconocidas a la ONCE, cuando ésta, y en el
conjunto de todos los juegos que tenga autorizados, no alcance los objetivos de ventas
anuales aprobados por el Gobierno, con cargo a la lotería "Euromillones", es decir, par-
ticipar en los beneficios líquidos de la entidad pública empresarial Loterías y Apuestas
del Estado; Se incluye una nueva modalidad de lotería de ámbito nacional, denomina-
da lotería instantánea o presorteada, que podrá ser explotada por la ONCE; Se formali-
za la existencia, composición y funcionamiento de la comisión mixta entre el Gobierno
y la ONCE para el seguimiento del Acuerdo General.
Sin duda en este contexto, tal y como he mencionado en el párrafo anterior, resulta
especialmente relevante la Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al
ordenamiento jurídico español diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de
productos energéticos y electricidad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades
matrices y filiales de estados miembros diferentes, y se regula el régimen fiscal de las apor-
taciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de la Unión Europea (BOE de
19 de noviembre, núm. 277), disposición final quinta, por la que se incorpora una nueva
Disposición Adicional Decimoctava a la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General
Presupuestaria, con la siguiente redacción: Disposición Adicional Decimoctava.
Participación de la Organización Nacional de Ciegos Españoles (ONCE) en los beneficios
líquidos de la Entidad Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado:
«En el caso de que la ONCE no haya alcanzado, en el ejercicio inmediato anterior al
considerado, para el conjunto de los juegos comercializados que al efecto se autoricen,
los objetivos de venta aprobados por el Gobierno, la Entidad Pública Empresarial
Loterías y Apuestas del Estado realizará, durante los ejercicios 2005 a 2012, una asigna-
ción financiera que anualmente fijará el Gobierno de acuerdo con las normas contenidas
en los siguientes apartados:
Previa solicitud de la ONCE, la asignación financiera se someterá a la aprobación del
Consejo de Ministros a propuesta conjunta de los Ministerios de Economía y Hacienda
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y de Trabajo y Asuntos Sociales, previo informe de la Intervención General de la
Administración del Estado y oído el Consejo de Protectorado de la ONCE.
El importe de la asignación financiera de cada año será el necesario para cubrir, por una
parte, el posible resultado negativo de explotación en el ejercicio precedente que figure en las
cuentas anuales individuales de la ONCE, definido conforme a los criterios contenidos en el
Plan General de Contabilidad, y por otra, el 3% de la cantidad anterior, que se destinará a la
Fundación ONCE, todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado 5.
Igualmente, en cada uno de los ejercicios 2005 a 2009, la asignación financiera anual
que, en su caso, resulte de lo indicado anteriormente se incrementará en un importe de
hasta diez millones de euros destinado específicamente a la amortización de los présta-
mos recibidos por la entidad hasta el día 27 de febrero de 2004, en tanto dichos présta-
mos subsistan. Esta asignación adicional, cuando en el ejercicio precedente el resultado
neto mencionado en el párrafo anterior fuere positivo, se minorará en el importe de dicho
resultado neto.
El abono de esta asignación financiera se efectuará en un único pago antes del 31 de
julio del año en que se acuerde. Sin perjuicio de lo anterior, el Ministerio de Economía y
Hacienda, a solicitud de la ONCE, podrá acordar la realización de anticipos parciales,
calculados sobre datos de carácter provisional, bien mediante pagos a cuenta bien
mediante la compensación de Impuestos, dentro de la normativa vigente.
La asignación financiera será satisfecha con cargo a los resultados imputables a la
gestión de la Lotería denominada "Euromillones". Esta imputación de resultados no afec-
tará a las facultades de gestión de la Lotería mencionada, que será realizada en el ámbi-
to de su competencia territorial de forma exclusiva por la Entidad Pública Empresarial
Loterías y Apuestas del Estado.
Con el objeto de que la Entidad Pública Empresarial Loterías y Apuestas del Estado
pueda elaborar las previsiones financieras en el marco de elaboración de los Presupuestos
Generales del Estado, la Dirección de la ONCE comunicará al Ministerio de Economía
y Hacienda, antes del mes de junio de cada año, un avance motivado de las previsiones
de cierre del ejercicio en curso en lo que afecta a las magnitudes determinantes de la asig-
nación financiera.
La Intervención General de la Administración del Estado auditará las magnitudes que
expliquen, en su caso, el resultado negativo de explotación, elemento determinante de la
cuantía de la asignación financiera por incumplimiento del objetivo de ventas en los tér-
minos previstos en la presente normativa.
Este control financiero se desarrollará de conformidad con lo dispuesto en la Ley
47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria.
Los resultados de dicho control se concretarán en un informe que incorporará las ale-
gaciones de la ONCE así como las observaciones a las mismas, de acuerdo con el prin-
cipio de procedimiento contradictorio.
Dicho informe, que deberá estar disponible en los tres meses siguientes a la recepción
de las cuentas aprobadas de la ONCE, incluirá un Dictamen sobre la razonabilidad en la
aplicación de los principios de buena gestión y su incidencia en la cuantificación del
resultado de explotación.
El informe elaborado por la Intervención General de la Administración del Estado se
remitirá a los Ministros de Economía y Hacienda y de Trabajo y Asuntos Sociales, que
lo elevarán al Consejo de Ministros, y a la ONCE.
A la vista de este informe y de las alegaciones realizadas al mismo, el Consejo de
Ministros podrá acordar, en su caso, la corrección de la asignación financiera calculada
conforme a las previsiones de los anteriores apartados.
6) Se autoriza al Gobierno a adaptar los distintos plazos del procedimiento estableci-
do en esta norma con el objeto de efectuar, una vez verificado el cumplimiento de las
condiciones y requerimientos establecidos, el pago de la asignación financiera correspon-
diente al año 2005, referida al resultado de explotación negativo del ejercicio 2004 a las
cuotas de amortización de los préstamos recibidos por la ONCE a que se refiere el apar-
tado 2».
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75 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 663-667, donde da cuenta
de la explicación de la Ministra de Asuntos Sociales en el Congreso de los Diputados sobre el contenido de esta
disposición: «Hemos establecido una nueva composición del Consejo de Protectorado, órgano que vehiculiza la
labor de tutela de la Administración sobre la ONCE. Hasta ahora la composición era de once miembros, nombra-
dos por el Gobierno, y cuatro representantes de la Organización. En el futuro el Consejo de Protectorado estará
constituido por doce personas: cinco representantes de la ONCE y siete pertenecientes a la Administración; si bien
entre estas últimas se cuentan el Presidente del Consejo, que es la titular de Asuntos Sociales, y el Secretario del
mismo, que actuará con voz, pero sin voto, en las deliberaciones. [...].
En cuanto a la autonomía de acción reconocida a la ONCE, se plasma en aspectos tan sustantivos como la
aprobación de sus propios presupuestos o la eliminación de la autorización previa que en materia de inver-
siones de la Organización se exigía por parte del Gobierno. Lo que hemos articulado -manifestaba Matilde
Fernández-, son unos mecanismos de control más eficaces y modernos. Estos se concretan en la elabora-
ción de un plan de inversiones bianual, que la ONCE presentará al Gobierno para su conocimiento; y de
una auditoria anual realizada por una empresa externa. En definitiva, se consagra un sistema de control a
posteriori que es fundamental en el reconocimiento de la capacidad de gestión de la Organización Nacional
de Ciegos Españoles, de su solvencia y responsabilidad.
En el orden social, para el colectivo de la ONCE este protocolo aborda una cuestión trascendente: la inte-
gración en el sistema de la Seguridad Social del Estado de sus pensionistas y trabajadores hasta ahora adscri-
tos a la Caja de Previsión Social del colectivo tiflológico. [...].
La línea liberalizadora de la tutela administrativa se extiende también a la emisión del cupón de la ONCE
y sus sorteos. [...]. Al mismo tiempo, se da vía libre al nuevo cupón de los viernes, anunciado y retirado
por falta de acuerdo administrativo en su día, [...].
Aunque es importante hoy día en la ONCE la cartera de participaciones industriales, financieras y en los
medios de comunicación, la mayor parte de los ingresos que obtiene la entidad siguen siendo el beneficio
de los sorteos de su propio cupón. En 1989, por ejemplo, el 96 por ciento de los ingresos de la ONCE aún
procedían del cupón [...].
Otro asunto pendiente que encuentra vía de solución a través del nuevo protocolo es el de la constitución de
un holding que agrupe y estructure las diferentes empresas participadas por la Organización Nacional de
Ciegos Españoles, bajo la denominación de "Grupo de Empresas ONCE". Esta autorización administrativa
parte del reconocimiento del hecho ya mencionado de que la ONCE se ha constituido en un importante grupo
económico y financiero. La ONCE asume que en sus inversiones promocionará, claramente, el empleo de per-
sonas minusválidas. En cuanto a la fiscalidad que sobre el "Grupo de Empresas ONCE" ejercerá Hacienda,
será completamente normal, como la tenida con cualquier otro agente económico similar; si bien se mantiene,
por supuesto, la exención en materia de tasas de juego para el sorteo del cupón. Es preciso aclarar que, fuera
del cupón, la ONCE paga sus impuestos como cualquier otra empresa, sin tratamiento alguno privilegiado.
El Organismo de los invidentes tiene que convencer a la sociedad española de que una Organización sin ánimo
de lucro no tiene por qué congelar sus recursos o arrinconarlos en una cuenta bancaria. Para ello la Entidad
podría argumentar con razón, que una Organización del tercer sector puede movilizar sus recursos, buscando
la máxima rentabilidad y seguir siendo una organización sin ánimo de lucro. Pero no sólo puede, sino que debe,
porque una organización de este tipo tiene una responsabilidad social que cumplir; y mal cumpliría con ella, si
guardara su dinero en una caja fuerte. Sin embargo, convencer a la sociedad española de que una Corporación
que provee ciertos servicios públicos y semipúblicos no tiene por qué ser una Organización pobre y pusiláni-
me, no es fácil. La razón es que en este país los colectivos del tercer sector son pocos y pobres; [...]. Si algu-
na de ellas se atreve a incorporar una estrategia de recursos más agresiva, corre el riesgo de ser acusada de
abandonar su función benéfica y asistencial y de buscar el lucro o el enriquecimiento; bajo la idea de que una
Organización no tiene la función de aliviar los desajustes sociales que produce el mercado, no puede o no debe
dejarse contaminar por las mismas fuerzas del mercado. Este tipo de críticas ya las sufrió la Cruz Roja, cuan-
do tomó participaciones de una Sociedad que aspiraba a obtener la gestión de una plaza de toros; pero de forma
más hostil las ha sufrido la Organización Nacional de Ciegos Españoles, cuya principal obligación es gestio-
nar que se integre social y laboralmente el mayor número posible de ciegos, cometido en el que ha Hadado
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hasta ahora, porque sólo un 2 por ciento de los no videntes españoles está trabajando, independientemente de
la ONCE. La opinión pública, compartida por muchos ciegos, considera la venta del cupón como una profe-
sión poco digna y nada satisfactoria, que califica a los privados de vista como trabajadores inútiles.
El Gobierno coordinará las iniciativas y los proyectos de la Fundación ONCE para la promoción e integración
social de las personas con minusvalía, con los programas que en este ámbito impulsa el Ministerio de Asuntos
Sociales. [...].
Por otra parte, se mantiene la reserva de un 3 por ciento de las ventas anuales del cupón, como fondo a depo -
sitar para capitalizar la Fundación ONCE, y se estructura el destino que habrá de darse a esos fondos, de
acuerdo con el siguiente cuadro:
• Un tercio, como mínimo, para financiar programas de creación de empleo directo para personas con minus-
valía.
· Un tercio para programas destinados a fomentar la supresión de barreras arquitectónicas y urbanísticas, y al
desarrollo de las técnicas que favorezcan la autonomía personal de los discapacitados; así como su integración
en el entorno familiar y comunitario.
· La cantidad restante se destinará a otros programas de integración y servicios sociales para personas con
minusvalías, en común acuerdo con el Ministerio de Asuntos Sociales.
Se establece así, que la ONCE vaya transfiriendo a su fundación estos fondos a lo largo de su ejercicio, en plazos no
superiores a los seis meses [...]».
En la p. 666 precisa el autor: «La titular de dicho Ministerio se esforzó en poner énfasis en la idea de que se
abría un nuevo período de plena colaboración entre su Ministerio y la Organización Nacional de Ciegos
Españoles en lo que a planificación de la política social para minusvalías se refiere. En este sentido hay que
hacer constar la aceptación por parte de la Corporación de los privados de vista de que, a partir de ahora, dos
representantes del Ministerio de Asuntos Sociales, con rango de Directores Generales, como mínimo, entrarán
a formar parte del Patronato de la Fundación ONCE para codirigir el diseño y la puesta en marcha de iniciati-
vas de integración.
Matilde Fernández afirmó que uno de los aspectos más positivos de esta negociación es que la política social que
hace la Organización Nacional de Ciegos Españoles con sus afiliados (personas con discapacidad visual), como
la que hace a través de la Fundación ONCE, a partir de ahora, la participación del Ministerio de Asuntos Sociales
en la toma de decisiones va a ser importante, en el intento de hermanar la forma de hacer política la ONCE y dicho
Ministerio, haciendo llegar a la entidad tiflológica en alguna manera las prioridades del Gobierno. Se establece
una serie de normas para la cooperación del Gobierno con la ONCE y la Fundación ONCE. [...]».
76 Vide Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, que modifica el
RD 358/1991, de 1.5 de marzo, de reordenación (BOE de 28 de julio, núm. 179): «[...]. El desarrollo experi-
mentado en los últimos años en las actividades de dicha organización, tanto en la prestación de servicios de
atención e integración social a personas con deficiencia visual, a otros discapacitados a través de la Fundación
ONCE como en el orden económico y empresarial, así como la propia evolución de la realidad socioeconómi-
ca española, aconsejan realizar, a la vez que se establece un régimen más abierto, flexible y operativo de sor-
teos del cupón prociegos y otros juegos autorizados a la ONCE, las adaptaciones normativas que le permitan
afrontar con mayor flexibilidad y capacidad de autoorganización los nuevos retos que conlleva este final de
siglo y los primeros años del nuevo milenio, y que, sin modificar su naturaleza de corporación de derecho
público, de carácter social, sometida al protectorado del Estado, permita dotarla de una mayor autonomía de
decisión y capacidad de desarrollo, sin perjuicio del necesario control de su actividad económica y social a tra-
vés del Consejo de Protectorado.
Como consecuencia del Acuerdo del Consejo de Ministros de 5 de marzo de 1999 sobre "cooperación, solida-
ridad y competitividad para la estabilidad de futuro de la ONCE" resulta preciso, para su adecuada ejecución,
proceder a la modificación parcial del Real Decreto 358/1991 citado dando nueva redacción a alguno de sus
preceptos. [...]».
Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de
15 de marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciem-
bre, núm. 287).
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	de    los    afiliados    y
demás  personal de  la
misma         en         su
Organización,          así
como  la coordinación
más eficaz de su activi-
dad con la desarrollada
por los Órganos de la
Administración.
En su virtud, a propues-
ta    del    Ministro    de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social, y pre-
via la deliberación del
Consejo de Ministros en
su reunión del día 22 de
mayo de 1981, dispon-
go:
	propuesta del Ministro
de la Presidencia, y pre-
via la deliberación del
Consejo de Ministros
en su reunión del día 27
de diciembre de 1985,
dispongo:
	una  reordenación de
dicha     Organización
que, sin modificar su
naturaleza               de
Corporación          de
Derecho Público, de
carácter          social,
sometida al protec-
torado   del   Estado,
permita dotarla de una
mayor  autonomía de
decisión   y capacidad
de desarrollo, sin per-
juicio   del   necesario
control de su actividad
económica y social a
través del Consejo de
Protectorado.
En su virtud, a propues-
ta de la Ministra de
Asuntos Sociales, con
informe  favorable  del
Consejo de Protectorado
de     la    Organización
Nacional    de    Ciegos
Españoles    y    previa
deliberación del Consejo
de   Ministros   en    su
reunión de fecha 15 de
marzo      de      1991,
dispongo:

	Naturaleza
	Artículo 1°. Naturaleza.
1.    La    Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles     es     una
Entidad   de   derecho
público que desarrolla
su actividad en todo el
territorio del Estado y
bajo   su  protectorado,
que es ejercido por el
Ministerio de Trabajo,
Sanidad  y   Seguridad
Social.
	Artículo 1°. Naturaleza.
1. La Organización
Nacional de Ciegos
Españoles es una
Corporación de Derecho
Público, de carácter
social, que desarrolla su
actividad en todo el terri-
torio del Estado y bajo su
protectorado, que es ejer-
cido por el Ministerio de
Trabajo y Seguridad
Social.
	Artículo 1°.
Naturaleza.
1.   La   Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles    es    una
Corporación           de
Derecho  Público,  de
carácter   social,   con
personalidad jurídica
propia y plena capaci-
dad   de   obrar,   que
desarrolla su actividad
en  todo el  territorio
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	2.   Para   el   adecuado
cumplimiento   de   sus
fines, la Organización
Nacional    de    Ciegos
Españoles mantendrá la
personalidad jurídica y
el beneficio de carácter
procesal,  tributario  y
postal que actualmente
ostenta.
3.    Ninguna    entidad
pública o privada podrá
utilizar   el   título   de
Organización Nacional
de Ciegos Españoles, ni
otro que pudiera resul-
tar de la adición de pal-
abras o combinación de
las que lo constituyen.
	2.  Para  el  adecuado
cumplimiento de  sus
fines, la Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles mantendrá
la personalidad jurídi-
ca y los beneficios de
carácter      procesal,
tributario y postal, que
actualmente ostenta.
3.   Ninguna   Entidad
Pública    y    Privada
podrá utilizar el título
de          Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, ni otro que
pudiera resultar de la
adición de palabras o
combinación   de   las
que lo constituyen.
	español, bajo el pro-
tectorado del Estado.
Dicho carácter social
integra los principios y
valores de la solidari-
dad,   la ausencia  de
ánimo de lucro y el
interés general en la
naturaleza y fines de la
organización.
2.  Para el  adecuado
cumplimiento de sus
fines, la Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, mantendrá
la personalidad jurídi-
ca y los beneficios de
carácter procesal, trib-
utario y postal que el
ordenamiento jurídico
le reconoce.
3.   Ninguna   Entidad
pública    o    privada
podrá utilizar el título
de          Organización
Nacional   de   Ciegos
Españoles, ni otro que
pudiera resultar de la
adición de palabras o
combinación   de   las
que lo constituyen, ni
las siglas ONCE, salvo
autorización   expresa
del Consejo  General
de   la   organización,
destinada al cumplimien-
to de sus fines estatu-
tarios.

	Fines
	Artículo 2o. Fines.
La Organización Nacional
de Ciegos Españoles ten-
drá como fines la solu-
ción de los problemas
específicos de sus afilia-
	Artículo 2o. Fines.
1.   La  Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles ordenará su
actuación a la conse-
cución de la autonomía
	Artículo 2o. Fines.
1.   La   Organización
Nacional  de  Ciegos
Españoles ordenará su
actuación a la conse-
cución de la autonomía
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	dos, mediante el desar-
rollo de programas de
actuación propios y la
colaboración, dentro de
la política general en
materia de minusváli-
dos, con los Organismos
de las Administraciones
Públicas   o   entidades
privadas en las tareas de
prevención,     rehabil-
itación,       integración
socio-laboral y cultural
y mentalización de la
sociedad en los proble-
mas de la ceguera.
	personal y plena inte-
gración   de   los   defi-
cientes visuales  en  la
sociedad,  desarrollan-
do, entre otras, las sigu-
ientes actividades:
a) Prevención,  detec-
ción temprana y diag-
nóstico de la deficien-
cia visual.
b)     Preparación     de
estadísticas y registros
que permitan la planifi-
cación.
c) Atención educativa.
d)      Formación      y
capacitación    profe-
sional.
e)   Promoción   profe-
sional  y  ocupacional,
colocación y empleo.
f)   Producción   y  dis-
tribución  del  depósito
bibliográfico y política
de promoción cultural,
en general.
g) Investigación sobre
instrumentos auxiliares,
técnica de tratamientos
específicos, etc.
h) Orientación y reha-
bilitación    en     situa-
ciones que puedan afec-
tar a la deficiencia visu-
al.
i) Mentalización social.
2. Los planes y progra-
mas de servicios para
deficientes visuales que
la Organización asuma,
se ajustarán a los obje-
tivos y criterios de las
Administraciones
Públicas y se coordi-
	personal y plena inte-
gración  de  las  per-
sonas ciegas  y  con
deficiencia       visual
grave en la sociedad,
para lo que desarrollará,
entre otras, las activi-
dades siguientes:
a) Prevención, detec-
ción temprana y diag-
nóstico de la ceguera
y  deficiencia visual
grave.
b)    Preparación    de
estadísticas y registros
que permitan la plani-
ficación.
c) Atención educati-
va.
d)      Formación      y
capacitación    profe-
sional.
e) Promoción profe-
sional y ocupacional,
colocación y empleo.
f) Producción y dis-
tribución del depósito
bibliográfico y políti-
ca de promoción cul-
tural, en general.
g) Investigación sobre
instrumentos auxiliares,
técnica de tratamien-
tos específicos y otros
aspectos de naturaleza
similar.
h) Orientación y reha-
bilitación   en   situa-
ciones   que   puedan
afectar a la ceguera y
a la deficiencia visual
grave.
i)         Mentalización
social.
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	narán con los aplicados
por ellas.
3.  Serán beneficiarios
de    los    servicios    y
prestaciones     de     la
Organización los afilia-
dos  a la misma.  Los
requisitos y procedimien-
tos de afiliación serán
establecidos con carác-
ter objetivo y con las
debidas garantías en los
Estatutos de la Entidad.
	2. Los planes y progra-
mas de servicios para
personas ciegas y con
deficiencia visual grave
que   la   Organización
acuerde y ejecute,  se
coordinarán   con   los
objetivos y criterios en
materia    de    política
social del Ministerio de
Asuntos Sociales y de
los    demás    órganos
competentes    de    las
Administraciones
Públicas.
3. La ONCE colaborará
con el Ministerio de
Asuntos Sociales y las
demás Administraciones
Públicas, así como con
las entidades privadas,
en la ejecución de las
políticas de integración
social de las personas
con   discapacidad,   a
través de la articulación
de los mecanismos de
solidaridad y cooperación
que    se    establezcan
mediante convenio.

	Medios y
recursos
económicos
	Artículo 3o. Medios y
recursos económicos.
Para el cumplimiento de
sus fines la Organización
dispone de los siguientes
medios:
1. Su patrimonio actu-
al y rendimiento del
mismo.
2. Los beneficios en la
explotación en exclu-
siva de la concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos.
	Artículo 3o. Medios y
recursos    económicos.
Para el cumplimiento de
sus          fines,          la
Organización dispone de
los siguientes medios:
1. Su patrimonio actual
y     rendimiento     del
mismo.
2. Los beneficios en la
explotación en exclusi-
va   de   la   concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos.
	Artículo 3o.  Medios
económicos.   Para   el
cumplimiento de  sus
fines, la Organización
dispone de los siguientes
medios:
a) Su patrimonio actu-
al,  directamente ges-
tionado por los servi-
cios de la Organización
y el rendimiento  del
mismo,  así como  la
parte que le correspon-
da del patrimonio y de
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	3.    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares, reglamen-
tariamente aceptadas.
4.   Las   subvenciones
que, en su caso, le con-
cedan el Estado y las
entidades públicas ter-
ritoriales    e    institu-
cionales.
5. Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
6. Cualquier otro ingre-
so que, legalmente, se
le reconozca.
	3.    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares,
reglamentariamente
aceptadas.
4.  Las  subvenciones
que, en su caso, le con-
cedan   el   Estado   y
demás          entidades
públicas territoriales e
institucionales.
5. Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
6.     Cualquier     otro
ingreso    que,    legal-
mente, se le reconoz-
ca.
	los beneficios de las
empresas   creadas   o
participadas    por    la
ONCE.
b)    Los     beneficios
obtenidos      en      la
explotación en exclu-
siva de la concesión
estatal de la venta del
cupón pro-ciegos y en
la comercialización de
otros juegos autoriza-
dos a la ONCE..
c)    Las    donaciones,
legados y herencias de
particulares.
d) Las  subvenciones
que, en su caso, le conce-
da el Estado y las demás
Administraciones
Públicas.
e) Los ingresos resul-
tantes de prestaciones
de servicios.
f)     Cualquier     otro
ingreso    que    se    le
reconozca conforme al
ordenamiento jurídico
aplicable.

	Disp.
adicional
	
	Disposición adicional.
En  el  plazo de  seis
meses a partir de la
	Disposición adicional.77
El Consejo General de
la ONCE propondrá al


77 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por
el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287), Disposición adicio-
nal primera: Asignaciones financieras públicas. «Las asignaciones financieras públicas reconocidas a la ONCE, cuando ésta
y en el conjunto de todos los juegos que tenga autorizados, no alcance los objetivos de ventas anuales aprobados por el
Gobierno, se ajustaran a tos supuestos, tramites, procedimientos y plazos establecidos por la disposición de la Ley 22/2005,
de, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español diversas Directivas Comunitarias en materia de fiscalidad de
productos energéticos y electricidad y del régimen fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de Estados
miembros diferentes y se regula el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de
la Unión Europea» y Disposición adicional segunda: «Comisión mixta El seguimiento de los acuerdos generales entre el
Gobierno y la ONCE, en los términos previstos en ellos y sin perjuicio de las competencias sobre esta materia del Consejo
de Protectorado de la ONCE, se ejercerá a través de una comisión mixta integrada por los siguientes miembros:
a) Presidente: el titular de la Secretaría de Estado de Servicios Sociales, Familias y Discapacidad, del Ministerio de Trabajo
y Asuntos Sociales.
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	constitución del Consejo
de Protectorado, aprobar
el proyecto de Estatutos
de     la     Organización,
incluyendo el adecuado
desarrollo de la estructura
territorial de éste.
	Consejo de Protectorado,
en el plazo de un mes, la
aprobación de las modifi-
caciones de los Estatutos
de la Organización que
sean precisas para adap-
tarlos a lo establecido en
este Real Decreto.
Los   Estatutos   de   la
Organización,   debida-
mente aprobados, serán
publicados en el "Boletín
Oficial del Estado".

	Disp.
transit.
	Disposición transitoria
1a. Por el Ministerio de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social se dic-
tarán previas las consul-
tas que  se consideren
convenientes   con   los
sindicatos más represen-
tativos         en         la
Organización,    en    el
plazo   de   tres   meses
desde   la   entrada   en
vigor del presente Real
	
	Disposición transitoria 78
En tanto no se aprueben
por    el    Consejo    de
Protectorado los nuevos
Estatutos       de       la
Organización, continuarán
en vigor los aprobados
por dicho Consejo, en
su reunión del día 11 de
mayo de 1988, en todo
aquello que no se opon-
ga a este Real Decreto.


b)
Vocales: un representante del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, un representante del Ministerio de
Economía y Hacienda, ambos con nivel igual o superior al de director general, designados por el titular del res-
pectivo departamento, y tres representantes de máximo nivel designados por el Consejo General de la ONCE.
Cada uno de los vocales representantes de la Administración será sustituido por un vocal suplente, con
nivel igual o superior al de director general, designado por el titular del correspondiente departamento, y
cada uno de los vocales representantes de la ONCE será sustituido por un vocal suplente del máximo nivel
designado por el Consejo General de la ONCE.
El presidente de la comisión mixta podrá delegar sus funciones presidenciales en el miembro de la comi-
sión que actúe en representación de su mismo departamento.
También podrán asistir, con voz pero sin voto, aquellas personas que sean convocadas expresamente por la presidencia.
c)
Secretario: el titular de la Subdirección General de Participación, Fundaciones y Entidades Tuteladas, de la
Dirección General de Coordinación de Políticas Sectoriales sobre la Discapacidad, que asistirá con voz y sin voto».
78 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15
de marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm.
287), Disposición transitoria única: «Vigencia de los estatutos de la ONCE. En tanto no se aprueben por el
Consejo de Protectorado los nuevos estatutos de la ONCE y se publiquen en el "Boletín Oficial del Estado", con-
tinuarán en vigor los aprobados por dicho Consejo en su reunión del día 29 de febrero de 2000 y publicados en
el "Boletín Oficial del Estado" de 13 de abril de 2000, en todo aquello que no se oponga a este real decreto».
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	Decreto, las normas elec-
torales provisionales para
la constitución inicial del
Consejo General y de los
Consejos Territoriales.
2a.  Hasta tanto no  se
apruebe el Estatuto de la
Organización  y   demás
normas de desarrollo del
presente  Real  Decreto,
continuarán en vigor las
Disposiciones que actual-
mente       regulan      la
actuación        de        la
Organización Nacional de
Ciegos Españoles.
	
	

	Disp.
derog.
	
	
	Disposición derogatoria.
Quedan derogados los
Reales Decretos 1.041,
del 22 de mayo de 1981 y
2.385, del 27 de diciem-
bre de 1985 y la Orden de
14 de febrero de 1986,
por las que, respectiva-
mente, se desarrolla el
Real Decreto 2.385 del
27 de diciembre de 1985
y se regula la elección de
los Consejos Territoriales
y General de la ONCE,
así como cuantas otras
disposiciones de igual o
inferior rango se opongan
a lo establecido en este
Real Decreto.

	Disp.
finales
	Disposiciones finales.
1a.     Se     autoriza     al
Ministro   de   Trabajo,
	Disposiciones finales:
Primera. Se autoriza al
Ministerio de Economía
	Disposición final 79
Se faculta a la Ministra
de   Asuntos   Sociales


79 Vide Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de
marzo, por el que se reordena la Organización Nacional de Ciegos Españoles (BOE de 1 de diciembre, núm. 287),
Disposición final primera: «Aprobación de los nuevos estatutos. El Consejo General de la ONCE propondrá al
Consejo de Protectorado en el plazo de seis meses a partir de la entrada en vigor de este real decreto, la aproba-
ción de las modificaciones de los estatutos de la organización que sean precisas para adaptarlos a aquél.
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	Sanidad    y    Seguridad
Social para dictar, oído el
Consejo General, las nor-
mas    sobre    estructura
orgánica.
Asimismo se autoriza al
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social para dictar, oído
el Consejo General y
previas   las   consultas
que    estimen   conve-
nientes con los sindi-
catos mas representativos
en la Organización, las
normas sobre elección de
los     miembros     del
Consejo    General    y
Consejos  Territoriales,
régimen de personal y
de Seguridad Social de
los afiliados y personal
al     servicio     de     la
Organización, y aquellas
otras necesarias para el
desarrollo y ejecución de
lo dispuesto en el pre-
sente Real Decreto.
2a.   El   presente   Real
Decreto entrará en vigor
al día siguiente de su pub-
licación en el "Boletín
Oficial del Estado".
3a. Quedan derogados el
Decreto del 13 de diciem-
bre   de    1938   y   sus
Disposiciones         de
desarrollo  en  cuanto
se opongan a lo estableci-
do en el presente Real
Decreto.
	y Hacienda para efec-
tuar las modificaciones
presupuestarias     que
exijan la aplicación y
desarrollo del presente
Real Decreto.
Segunda*. Se autoriza
al      Ministerio      de
Trabajo,    Sanidad    y
Seguridad Social para
dictar cuantas disposi-
ciones sean necesarias
para el desarrollo y eje-
cución   del   presente
Real    Decreto,    que
entrará   en   vigor   el
mismo día de su publi-
cación en el "Boletín
Oficial del Estado".
Dado en Madrid, a 27
de diciembre de
1985».
	para dictar cuantas dis-
posiciones sean nece-
sarias para el desarrollo y
aplicación de este Real
Decreto, que entrará en
vigor el día siguiente al
de su publicación en el
"Boletín   Oficial   del
Estado".
Dado en Madrid, a 15
de marzo de 1991


Los estatutos, debidamente aprobados, serán publicados en el "Boletín Oficial del Estado"»; Disposición final segun-
da: «Facultad de desarrollo. Se faculta al Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales para dictar cuantas disposiciones
sean necesarias para el desarrollo y aplicación de este real decreto»; Disposición final tercera: «Entrada en vigor. El
presente real decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
217
II. La ONCE es una corporación de derecho público, de carácter social.
1. La noción de corporación y su aplicación a la ONCE.
La determinación de la naturaleza jurídica de la ONCE implica que deba profundi-
zar sobre la configuración otorgada, y sobre todo, que la pueda diferenciar de las figu-
ras afines que giran en torno a su catalogación como corporación de derecho público,
de carácter social, en nuestros días.
1.1. El concepto.
1.1.1. Una materia que se incorpora al derecho administrativo.
Posada, en el capítulo interesantísimo que dedica en su tratado a la Enciclopedia jurí-
dicoadminisirativa, ya admitió una distribución monográfica especial del Derecho admi-
nistrativo según las personas administrativas. En la cual, al lado del Derecho administra-
tivo nacional e internacional, figuran el local, el colonial y el de las corporaciones espe-
ciales, admitiendo así que el estudio de la actividad de estas personas es propiamente
administrativo y que cabe un Derecho administrativo que no se refiera exclusivamente a
la Administración del Estado en sentido estricto, siquiera sea entendiendo que las enti-
dades públicas que dentro del territorio nacional existen son también instituciones
mediante las cuales el Estado (en su acepción más amplia) cumple sus fines, como el
mismo eminente profesor expresa en su definición del Derecho administrativo80 81.
Royo Villanova da en su tratado un paso decisivo en favor de la pluralidad de
Administraciones públicas, al definir el derecho administrativo como un conjunto de
principios jurídicos que regulan la actividad del Estado "y la de todas aquellas entida-
des que se proponen realizar fines de interés general bajo la dirección de una autoridad
pública", exigencia esta última eliminada por el P. Güenechea, quien, sin embargo, tam-
bién extiende el concepto del Derecho administrativo a los principios jurídicos que
rigen el poder total del Estado "y de las sociedades públicas que dentro de él viven, en
cuanto tienen a la realización de fines públicos". Gascón y Marín, insiste en varios
lugares sobre la amplitud de la Administración pública, entendiendo que "lo adminis-
80 Vide Luís JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, pp. 211-212.
81 Sobre el origen y evolución histórica de ciertas corporaciones Vide Antonio FANLO LORAS,
"Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autonomía colegial", en AAVV, Los colegios
profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996, pp. 67-71.
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trativo no es exclusivo del Estado, sino que allí donde hay una persona, allí existe una
administración especial", por lo cual, dice el mismo autor "puede en este respecto
admitirse que no sea conveniente afirmar que el Derecho administrativo sea una rama
del Derecho público, ya que puede ser o no ser público según la actividad a que se refie-
ra la regulación jurídica", y dedicando la extensión que merece al estudio de esta
Administración corporativa distinta del Estado82.
Y además, se pone de manifiesto la interrelación entre administración indirecta y las
corporaciones, en un sentido distinto al que le atribuimos en nuestros días:
«En España, había aumentado considerablemente el número de establecimientos
públicos descentralizados y la Ley de 5 de noviembre de 1940 quiso frenar "tal fuerza
centrífuga", según expresión del preámbulo, a fin de prevenir menoscabos que pudiera
sufrir la unidad esencial de la economía del Estado83.
Con este fin, el 1 de diciembre de 1940 cada uno de los Ministerios debería haber for-
mado una relación de los organismos de la Administración del Estado dependientes del
respectivo departamento que tuviesen alguna de las características siguientes: a)
Personalidad jurídica independiente del Estado; b) Servicio público dotado de autono-
mía; c) Fondo adscrito al cumplimiento de fines especiales, total o parcialmente, al mar-
gen del Presupuesto del Estado. Con vistas a estas relaciones se determinaría qué orga-
nismos deberían suprimirse o continuar.
En cuanto a futuras autonomías, la citada Ley establecía que los proyectos de Ley, de
Decreto o de acuerdo del Consejo de Ministros que propongan la creación de
Corporaciones de Derecho público, dotadas de personalidad jurídica o autonomías admi-
nistrativas de servicio deberán ser acompañadas, al presentarse al Consejo de Ministros,
de dictamen escrito del Ministerio de Hacienda»84.
82 Vide Luís JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, pp. 211-212.
83
En dicho preámbulo se afirmaba: «La intensificación de la función social, la agrupación creciente de
los intereses privados bajo formas de derecho público y la progresiva conexión de la economía nacional
con el Estado, llevan a la Administración moderna un caudal de funciones de volumen muy superior al que
se dio bajo el signo del liberalismo. Paralelamente, el deseo de eficacia de los servicios, y en otras ocasio-
nes la misma naturaleza de las funciones, tienden a buscar cauces diferentes de los propios del viejo dere-
cho administrativo. La descentralización funcional, la autonomía de los servicios, vienen así a compensar
el desarrollo de la Administración pública, y las antiguas autonomías territoriales aparecen, sustituidas por
autonomías orgánicas de extensión generalmente nacional. Estos hechos históricos hacen difícil en los
tiempos presentes el cumplimiento de aquel canon que se enunciaba diciendo: un presupuesto, una caja y
una cuenta. Sin embargo, la realidad de tal fuerza centrífuga no impide que se someta a freno, y que se
compense con fuerzas contrarias para que no padezca la unidad esencial que debe presidir la economía del
Estado. Por eso, el texto legal, reconociendo las realidades nuevas, procura limitar su excesiva expansión».
84
Vide Carlos GARCÍA OVIEDO, Derecho Administrativo, 8a ed., preparada por Enrique MARTÍNEZ
USEROS, Patronato de Cultura de la Excma. Diputación de Murcia, Murcia, 1962, pp. 555-557.
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1.1.2. La formulación de un concepto no es una tarea sencilla.
Una primera aproximación a esta materia me lleva o poner de manifiesto la dificul-
tad con que tropezamos en el ordenamiento español cuando utilizamos diversos térmi-
nos para designar a las personas jurídicas en general y a las jurídico-públicas en parti-
cular, y el valor polisémico de la terminología empleada. Este fenómeno sucede con la
voz "Corporación"85.
Sobre el mismo es posible encontrar su uso con carácter atécnico: corporación como
algo distinto de persona técnica. Por ejemplo cuando se designan simples órganos
administrativos o incluso cuerpos de funcionarios que carecen de personalidad (cfr. art.
46 LOE86).
También es posible que se le atribuya un uso ambiguo87: corporación como persona
y como órgano. La vieja ley de Propiedad intelectual de 10 de enero de 1879, el art. 35
del Código Civil o el art. 206 de la Ley Hipotecaria (aprobada por decreto de 8 de sep-
tiembre de 1946), serían buenos ejemplos que se ven actualizados cuando el art. 46
85
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 208-211.
86
Vide Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 (BOE de 21 de abril, núm. 95), art. 46: «I. Los
Municipios y Provincias tienen personalidad jurídica y capacidad plena para el cumplimiento de sus fines
peculiares en los términos establecidos por las leyes, sin perjuicio de sus funciones cooperadoras en los
servicios del Estado.
II. Las Corporaciones municipales y provinciales, órganos de representación y gestión del Municipio y de
la Provincia respectivamente, serán elegidas por sufragio articulado a través de los cauces representativos
que señala el artículo 10 del Fuero de los Españoles».
87 Vide Alfredo GALLEGO ANAB1TARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de C1SNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXXII-XXXVII: «En la Ley de 11 de julio de 1856, que acla-
ró y modificó preceptos de la Ley de 1855, se clasifican todos los bienes que van a ser vendidos en tres
categorías, bienes del Estado, bienes de las Corporaciones eclesiásticas y bienes de las Corporaciones civi-
les. El art. 10 preceptúa que: "Son bienes de las Corporaciones civiles: 1o. el 80% de los bienes de propios,
2o los de beneficencia, 3o los de instrucción pública, cuyos productos no ingresen en las Cajas del Estado,
4o los demás bienes que bajo diferentes denominaciones corresponden a las provincias y a los pueblos".
Aquí tenemos los datos legislativos determinantes para la utilización de la expresión corporación en el
Derecho público español, como concepto genérico que abarca tanto la pluralidad de personas constituyen-
do una unidad (las corporaciones locales, ayuntamientos y diputaciones), así como realidades instituciona-
les patrimoniales: los establecimientos de beneficencia e instrucción. La Ley de 24 de mayo de 1863 y toda
la legislación desamortizadora utiliza indistintamente los términos establecimientos públicos y corporacio-
nes para designar los establecimientos de beneficencia: [...].
Ahora se entiende por qué no aparecía la expresión establecimiento público en la enumeración del art. 35
del Código Civil: la hipótesis sería que el establecimiento público era una Corporación más, aunque el
Código a veces (art. 515, 903) se refiera a "Corporación o establecimiento público", "pueblo o
Corporación". [...]. En cuanto a los establecimientos privados de instrucción o beneficencia, la hipótesis
será que se subsumen directamente bajo el concepto de fundación de interés público del Código Civil (art.
35.1.1°)».
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LOE contraponía correctamente el municipio o la provincia -entes- a la respectiva cor-
poración municipal o provincial -órganos-. Pero sin embargo, el art. 47 LOE88 utiliza la
expresión corporación en sentido subjetivo. Ambigüedad que persiste en la
Constitución Española cuando se emplea la voz "corporación" para designar un órgano
en el art. 141.2, y sin embargo, en el artículo siguiente la voz "corporación" más bien
parece que designa a entidades locales territoriales, en cuanto personas jurídicas.
Comúnmente se consideran corporaciones aquellas que por sus fines y circunstancias tie-
nen vínculos estrechos con el Estado o la Autoridad pública: así nadie duda llamar
Corporación a la Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, mientras que al Ateneo se
le denomina Asociación o Sociedad. El Código, al hablar en el art. 37 de la capacidad civil
de las corporaciones dice que se regulará por las leyes que las hayan creado o reconocido89.
1.1.3. Determinación conceptual.
En nuestras leyes, sin que en ellas se encuentre una fórmula definidora, el concepto
de la corporación resulta bastante claro y equivale al de asociación fundada o regula-
da por una ley u otra disposición. Desde otro punto de vista, la corporación por su
misma etimología, sugiere la idea de organismo y se aplica a aquellas colectividades
cuyos miembros están unidos no solamente por la coincidencia del fin, sino por una
solidaridad real, nacida de la comunidad de residencia, de hábitos, de profesión9091.
88 Vide Ley Orgánica del Estado de 10 de enero de 1967 (BOE de 21 de abril, núm. 95), art. 47: «El estado pro-
mueve el desarrollo de la vida municipal y provincial, protege y fomenta el patrimonio de las Corporaciones loca-
les y asegura a éstas los medios económicos necesarios para el cumplimiento de sus fines».
89 Vide Conde de TORREANAZ, "Extracto de la discusión habida en la academia, en las sesiones de 24
de febrero, 10, 24 y 31 de marzo, 7, 14 y 21 de abril y 2 de junio de 1891, sobre el tema", Memorias de la
Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Tomo VII, Madrid, 1893, p. 494.
90 Vide Luis JORDANA de POZAS, Estudios de Administración Local y General, Instituto de Estudios de
Administración Local, Madrid, 1961, p. 319. En las pp. 320-321 diferencia esta expresión de otras que parecen
aludir a realidades similares: «Tienen especial carácter profesional las denominaciones de colegio y gremio. Según
la Real Academia, es "Colegio" la "corporación de hombres de la misma dignidad y profesión" y "Gremio", la
"reunión de personas que tienen un mismo ejercicio y están sujetos en él a ciertas ordenanzas". Prescindiendo de
este último inciso, que limita excesivamente el concepto de gremio, parece bastante clara la diferenciación por el
género próximo respectivo: corporación, para el colegio, y reunión para el gremio. Actualmente, y dentro siem-
pre de nuestro Derecho positivo, se entiende por gremio el conjunto organizado o no, de todos los que ejercen la
misma profesión, y se da el nombre de colegio a la profesión organizada corporativamente.
En cambio, la palabra "Comunidad" hace referencia principalmente, a la asociación de los que disfrutan de
algo que les es común, bien sean pastos, aguas, caminos, etc. Así se emplea para denominar entidades como
las Comunidades de regantes y las de labradores, y se habla en ciertos preceptos del común de vecinos, de
las Comunidades religiosas, etc. Domina, pues, aquí un sentido más real que profesional estricto.
Las demás denominaciones mencionadas tiene un interés menor. Cámara, [...], Junta, [...], Consejo [...]».
Vide Fernando GARRIDO FALLA, Voz "Corporación", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo V,
Barcelona, 1952, pp. 753-76: concepto de corporación.
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En el sistema de corporación, que es designado con nombres diversos, el Estado atribuye
la ejecución de los servicios, bien a entidades que los venían prestando tradicionalmente o a
organismos que él crea. Estas entidades y organismos no se confunden con la estructura buro-
crática estatal, y si bien forman un orden y un sistema administrativo, éste es de carácter dis-
tinto y por ello se le conoce con el nombre de Administración local y Administración institu-
cional o corporativa. La corporación es, pues, un ente diverso del Estado, pero con sus potes-
tades y su régimen legal de derecho público. Sin embargo, tradicionalmente se ha entendido
que la Corporación, jurídicamente, es una persona de Derecho público; sociológicamente, es
un grupo o institución distinta del Estado, que coadyuva con éste en el cumplimiento de fines
de interés general y utiliza sus métodos y procedimientos92. La Administración corporativa,
clasificada en ocasiones como institucional, es aquella que sin tener carácter territorial persi-
gue un fin singular: la ejecución de un servicio público descentralizado93.
Respecto a la Administración corporativa también se ha entendido «por tal aquellas
asociaciones forzosas de particulares, creadas por el Estado, que las dota igualmente de
personalidad jurídica pública y que, sin perjuicio de defender y gestionar sus intereses
privados, desempeñan funciones de interés general siendo parcialmente controlada su
actividad por la jurisdicción contencioso-administrativa»94.
91 Vide José Antonio CAMÓN CÁNOVAS, "Los colegios profesionales", Verbo, 113, (1973), p. 245: «El colegio
profesional, es la "Corporación constituida y formada por profesionales libres de una determinada actividad, para
promover la vida de tal actividad, regular su correcto ejercicio, impedir el intrusismo en la misma así como su des-
leal ejercicio, defender su práctica y de esta forma coadyuvar al bien común y a la prosperidad de la sociedad"».
92 Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración corporativa", Revista de Estudios
Políticos, 5, (1942), pp. 92-93. En la p. 97 establece los siguientes conceptos de corporación:
«I. Restringido. Reducido a la corporación profesional. La palabra corporación equivale aquí a gremio o a
sindicato, jurídicamente reconocidos con potestades de Derecho público. También se aplica a organismos
donde confluyen sindicatos de distinta categoría de productores.
II.
Intermedio. Extiéndase a los servicios organizados en régimen de Establecimiento público, con partici-
pación de los usuarios o interesados directamente en el servicio.
III.
Amplio. Comprendería todas las formas de organización administrativa que no correspondan a la
Administración Central o del Estado. Pueden distinguirse aquí los cuatro grupos siguientes: 1. Corporación polí-
tica (el partido único). 2. Corporación local. 3. Corporación de servicios: a) Organización burocrática.
Desconcentración por servicios. b) Integrada por representantes de los usuarios o interesados. Descentralización
autárquica. 4. Corporación profesional: a) Social: C.N.S. b) Económica: Sindicatos nacionales».
93 Vide Laureano LÓPEZ RODÓ, "Corporaciones de servicios", Revista General de Legislación y
Jurisprudencia, Tomo VI, 174, (1943), p. 528.
94 Vide José Luís RIVERO YSERN, "La Administración corporativa: la adscripción a las cámaras oficiales de
comercio, industria y navegación: análisis jurisprudencial", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 704. En
la p. 728 afirma: «Sólo en atención a fines específicos de clara relevancia social desempeñados por Colegios,
Cámaras u otras organizaciones representativas de intereses profesionales o corporativos puede, por tanto, excepcio-
narse y limitarse el derecho constitucional a no asociarse, vertiente negativa, como hemos visto, del derecho consti-
tucional de libre: asociación. Esta limitación debe, por otra parte, restringir aquella libertad en lo indispensable y sólo
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Las corporaciones pueden ser definidas como personas jurídicas de derecho público
que se constituyen para la consecución de fines propios de una colectividad. Esta colec-
tividad en unos casos forma parte del ente moral y obra directamente para la consecu-
ción de sus fines y en otros, queda fuera del ente, limitándose a beneficiarse de su acti-
vidad y prestaciones95. Por ello se ha definido a la corporación como el «concepto gené-
rico mediante el cual nos referimos a la organización jerárquica formal y dotada de una
mínima infraestructura burocrática que constituye la unidad observable de organización
colectiva de intereses en la sociedad contemporánea. El mayor inconveniente de esta
noción es su generalidad»96.
Y sobre todo resaltar que el legislador, buscando la debida colaboración social, y la
eficacia que tal planteamiento puede conllevar, opta por encomendar el ejercicio de
determinadas funciones públicas a organizaciones integradas por los propios interesa-
dos, que es lo que en definitiva son las Corporaciones de Derecho Público97. Y además,
que los fines a realizar, no pueden ser llevados a cabo por asociaciones libres de volun-
taria integración con intereses muchas veces contrapuestos98. Sobre estas cuestiones
resulta de interés destacar algunos fundamentos de la STC 132/1989:
«Los fines, pues, a perseguir por las Entidades corporativas, y la actuación de éstas han de
ser compatibles con la libre creación y actuación de asociaciones que persigan objetivos polí-
ticos, sociales, económicos o de otro tipo, dentro del marco de los derechos de asociación y de
libre sindicación, sin que puedan suponer, por tanto, obstáculos o dificultades a esa libre crea-
ción y funcionamiento. Ello constituye, pues, un primer límite, que podríamos denominar
externo, a la creación de entes de tipo corporativo, creación que resultará contraria a los man-
datos constitucionales de los arts. 22 y 28 CE si en la práctica van a significar una indebida
concurrencia con asociaciones fundadas en el principio de la autonomía de la voluntad, o si,
con mayor motivo, van a impedir la creación o funcionamiento de este tipo de asociaciones
(FJ. 6). [...].
En términos de nuestra ya citada STC 67/1985 -cuyo tenor esencial se reitera en la recien-
te STC 89/1989- referente a la adscripción obligatoria en Colegios Profesionales, las excepcio-
nes al principio general de libertad de asociación han de justificarse en cada caso porque res-
pondan a medidas necesarias para la consecución de fines públicos, y con los límites precisos
de forma subsidiaria ante una imposibilidad o dificultad para lograr los objetivos de relevancia pública de estas orga-
nizaciones a través de otras técnicas u organizaciones no restrictivas o menos restrictivas de la libre asociación».
95  Vide Juan  GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administiativo de las asociaciones,
Barcelona, 1950, p. 42.
96 Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 27.
97 Vide STC 6/2005 (Sala Primera), de 17 de enero, F.J. 3, donde determina que la colegiación obligatoria
no es un instrumento necesario para ordenar la actividad profesional.
98 Sobre la convivencia de la Administración corporativa y las asociaciones privadas Vide Tomás-Ramón
FERNÁNDEZ, "Cámaras de comercio y "Jacobinismo constitucional"", REDA, 85, (1995), p. 97.
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"para que ello no suponga una sanción (incidencia contraria a la Constitución), de los Derechos
fundamentales de los ciudadanos" (fundamento jurídico 3). En consecuencia, tal limitación de
la libertad del individuo afectado consistente en su integración forzosa en una agrupación de
base (en términos amplios) "asociativa" sólo será admisible cuando venga determinada tanto
por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o al menos difi-
cultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo (F.J. 7)».
La corporación es un conjunto de personas", las cuales adoptan la condición formal de
miembros; son estos miembros, por una parte, los titulares de los intereses a los que el grupo
va a seguir, aunque se trate de sus intereses comunes, y no particulares; y, en segundo tér-
mino, los propios miembros son quienes organizan el ente, en el sentido también de que es
su voluntad la que va a integrar la voluntad propia del ente, a través de un proceso represen-
tativo100.
Desde el punto de vista orgánico las corporaciones se articulan sobre técnicas represen-
tativas de la voluntad del grupo, que es la voluntad que ha de expresarse en su gobierno pro-
pio. Esta exigencia se expresa en el montaje de dos órganos distintos: uno amplio, delibe-
rante, colegial, que reserva su actuación para las decisiones de principio (formaciones corpo-
rativas, fijación de las cuotas, etc.), y controla también en una u otra medida, la gestión del
órgano segundo que asume la ejecución; este órgano básico, o es el grupo entero en su con-
junto (asamblea o junta general), o es un colegio compuesto por comisionados o delegados
directos de todos los componentes del grupo, a través de un procedimiento electoral, o con-
viven ambos a la vez. El segundo órgano es un órgano de gestión normal y diaria, órgano
activo y normalmente monocrático, cuyo titular es designado por el órgano anterior o, en su
caso, por el propio colectivo de miembros directamente. En resumen, la Corporación es un
99
Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, p.
240, donde se le pregunta al Consejero General de la ONCE D. Juan Manuel Cano Cano, en Madrid, el 6 de febre-
ro de 1991:
«Pregunta: Cada vez proliferan con mayor intensidad gran número de asociaciones. ¿Cómo puede explicarse el
movimiento asociativo dentro de una Corporación?.
Respuesta: El movimiento asociativo dentro de una Corporación como la ONCE, no tiene ninguna explicación.
La Corporación, es por definición, de base asociativa, es decir, un grupo de personas con una característica común,
en nuestro caso,, la ceguera, que se unen para obtener un fin común, en nuestro caso, la plena autonomía e inte-
gración social del colectivo de ciegos y deficientes visuales. Esta característica común, la ceguera, es suficiente-
mente significativa por sí misma, para reunir a un colectivo. Y es lo suficientemente significativa puesto que la
ceguera es la minusvalía que mayores barreras impone al individuo para su autonomía y plena integración, a
excepción de la minusvalía psíquica.
Cualquier otra característica que pretenda asociar a un grupo de personas siempre será de menos entidad que la
ceguera, más aún, si esas personas ya tienen en común la ceguera.
Por consiguiente, no tiene ningún sentido crear asociaciones de ciegos, que además reúnan otra característica».
100
Vide E. GARCÍA de ENTERRÍA y T.R. FÉRNÁNDEZ, Curso de Derecho Administrativo, Cívitas, Madrid,
1989, pp. 388-402.
224
grupo de personas organizadas en el interés común de todas ella, y con la participación de las
mismas en su administración y sostenimiento económico101.
1.1.4. Diferencia con figuras afines.
A. Corporación adversus asociación.
a) Configuración jurídica de la asociación102.
a'. Concepto103.
101 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 55. En la p. 48 precisa: «Anticipemos, no obstante, una conclusión: para el estudio de las organi-
zaciones, lo realmente novedoso ha sido el resultado. Si se pretendía crear una organización para alcanzar
como objetivo la gestión de un juego, un sistema de prestaciones sociales y la creación de un grupo empre-
sarial, no debió pensarse en una Corporación de base asociativa. A través de ella, se ha conseguido. Ello
demuestra que los funcionamientos de la organización no son sólo sus estructuras, sino las voluntades de
sus miembros y su disciplina, porque con ello incluso el modelo elegido puede cambiarse. La ONCE es la
excepción del modelo corporativo».
102 Vide: Francisco LÓPEZ-NIETO y MALLO, La ordenación legal de las asociaciones,, 4a ed, Dykinson,
Madrid, 2004; Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Asociaciones y Constitución, Cívitas, Madrid, 1987;
Buenaventura PELLISÉ PRATS, Voz "Asociación", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo III,
Barcelona, 1989, pp. 61-97.
103 Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, "Artículo 22 CE", en Fernando GARRIDO FALLA
(Dir.), Comentarios a la Constitución, Cívitas, Madrid, 1985, pp. 425-426:
«PRECEDENTES: Constitución de 1869, art. 17; Constitución de 1876, art. 13; Constitución de 193, art. 39.
DERECHO COMPARADO: Constitución italiana de 1948, art. 18; Ley Fundamental de la República
Federal de Alemania, art. 9.
ELABORACIÓN DEL PRECEPTO.
· El Anteproyecto de Constitución (BOC 5 de enero de 1978) decía en su artículo 22: 1. Se reconoce el
derecho de asociación. 2. Se reconoce el derecho de fundación con arreglo a la ley. 3. Las asociaciones y
fundaciones que atenten al ordenamiento constitucional o intenten fines tipificados como delito, son ilega-
les. 4. Las asociaciones constituidas al amparo de este artículo deberán inscribirse en un registro a los solos
efectos de publicidad. 5. Las asociaciones y fundaciones no podrán ser disueltas n¡ suspendidas en sus acti-
vidades si no es en virtud de resolución judicial motivada. 6. Se prohiben en todo caso las asociaciones
secretas y las de carácter paramilitar.

· El Informe de la Ponencia del Congreso (BOC 17 de abril 1978) suprimió el apartado segundo y las referencias
concordantes a las fundaciones, constituyendo con todo ello un artículo independiente. En segundo lugar, mantu-
vo la redacción original de los apartados 1 y 4 del texto del Anteproyecto (que coinciden literalmente con los apar-
tados 1 y 3 del texto definitivo de la Constitución) y dio a los apartados 5 y 6 la redacción que ya sería definitiva
(correspondiendo a los apartados 4 y 5 del artículo de la Constitución). Por último, dio al apartado 3 del texto del
Anteproyecto (que pasaba a ser apartado 2, correlativo con el definitivo) la siguiente redacción: las asociaciones
que intenten fines o utilicen medios tipificados como delito son ilegales.
· La Comisión del Congreso mantuvo en su Dictamen (BOC 1 de julio 1978) el texto del Informe, dando al apar-
tado 2 la redacción que ya sería denifitiva (sustitución de la palabra "intenten" por "persigan"). La redacción de
la Comisión no sufriría alteraciones (salvo la numeración del artículo, que pasó del 21 al 22 actual) en los suce-
sivos trámites parlamentarios, convirtiéndose en el texto final que figura en la Constitución».
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La asociación es el conjunto de personas que se unen para alcanzar un fin común a las
mismas. A esa unión de personas, cuando se cumplen los requisitos exigidos, el derecho la
considera corno una persona jurídica, distinta de sus miembros104.
b'. Naturaleza jurídica.
El acto de; fundación es de naturaleza negocial, y a las declaraciones de voluntad de los
fundadores se aplicarán las reglas de los contratos. Sin embargo, el acto no es contrato sina-
lagmático, y aunque en él todas las voluntades de los fundadores se orientan al mismo fin,
no se relaciona con el contrato de sociedad, dada su carácter extrapatrimonial y el hecho
de que habitualmente concurren a la fundación todos los socios en un plano de igualdad
cuantitativa y cualitativa. Los fundadores suelen tener, todos, el mismo interés no patrimo-
nial, en el logro del objetivo común, y para ello alinean sus manifestaciones de voluntad
en orden a la creación de una unión de personas duradera y de los organismos precisos para
su funcionamiento, sin que queden vinculados unos a otros en cuanto a la permanencia en
la asociación (sólo si hay aportaciones previas el promitente quedará obligado a entregar-
las). Así, en principio, no se comprometen, al fundar, a seguir siendo socios. De ahí la ine-
sencialidad de las declaraciones individuales para componer la asociación: ésta no es el
producto del encuentro de todas ellas, sino de una pluralidad en la que -a partir de tres- no
cuenta cada una individualmente para la existencia de la nueva persona, y si sólo para con-
ferir al. declarante la condición de socio. Asimismo, desde su creación la nueva persona es
independiente de los individuos que la componen en un momento determinado105.
104
Vide Luís DIEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos, Madrid,
1995, p. 632. Vide: Federico de CASTRO y BRAVO, La persona jurídica, Cívitas, Madrid, 1981, p. 275: «Se le
puede considerar como la personificación de un grupo de personas físicas (colectividad); es decir, organizada uni-
tariamente para conseguir fines propios y determinados del propio grupo»; Juan GARCÍA PESARRODONA,
Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, Barcelona, 1950, p. 21: «Se designa con el nombre de "aso-
ciación" en términos generales, la reunión de dos o más personas, organizada de modo permanente o duradero, para
un objeto o con un interés común, según un convenio preestablecido entre ellas. Castán la define como "toda enti-
dad formada para la realización de fines colectivos y permanentes de los hombres; Dusi, como "ente abstracto que
persigue fines de utilidad colectiva"; Ruggiero, como "unidad orgánica resultante de una colectividad organizada
de personas". La asociación, como vemos, tiene siempre por base una colectividad de individuos. Surge "cuando
una necesidad humana, un fin de carácter permanente que no pueden conseguirse fácilmente con la actividad y
riqueza de uno solo determina a varios individuos a unirse y cooperar" (Ruggiero)»; Francisco CARPIO MATE-
OS, "El patrimonio de la asociación y los derechos de los asociados", Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 491,
(1.972), p. 768: «LLUIS y NAVAS la define como "la agrupación orgánica de varios hombres, de naturaleza infra-
soberana y privada, dirigida al logro de algún fin extralucrativo". Concepto aceptable, con la única salvedad de que,
en rigor, los componentes de la asociación no sólo pueden ser personas naturales -y esto será lo normal-, sino tam-
bién otras personas jurídicas. Basta el ejemplo de las federaciones de asociaciones, previstas incluso en la vigente
normativa patria».
105
Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA SERRA-
NO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del Derecho Civil,
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Quiero destacar, tal y como estableció la STC 218/1989, que el acto de integración en una
asociación no es un "contrato en sentido estricto al que pueda aplicarse el artículo 1.256 del
Código Civil, sino que consiste en un acto por el cual el asociado acepta los estatutos y se
integra en la unidad no sólo jurídica sino también moral que constituye la asociación".
c'. Clasificación.
General. El art. 35 del Código Civil diferencia entre asociaciones de interés públi-
co106 y asociaciones de interés particular. Asociaciones sometidas al régimen general o
asociaciones que disponen de una normativa ad hoc.
Respecto a las asociaciones de interés general, debo poner de manifiesto:
- Antecedentes: asociaciones benéficas.
Su configuración legal ha dejado de estar en vigor, pero sin embargo resulta conve-
niente determinar cual fue su naturaleza107:
Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 291. Vide: Pedro Luís SERRERACONTRERAS, "Algunas dudas
sobre la legislación de asociaciones", Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 482, (1971), pp. 9-39; Santiago
SOLDEVILA FRAGOSO, "El derecho de asociación ante la jurisdicción contencioso-administrativa",
Actualidad Administrativa, 22, (2004), pp. 2.709-2.710; Santiago SOLDEVILAFRAGOSO, "Límites al control
por la Administración del derecho de asociación", Actualidad Administrativa, 2, (2005), pp. 179-180.
106 Vide Ley 6/1996, de 15 de enero, del Voluntariado, que recoge un elenco de actividades que se califican de
interés general. En concreto, el artículo 4 de la referida Ley establece: «Se entiende por actividades de interés
general, a efectos de lo dispuesto en el artículo anterior, las asistenciales, de servicios sociales, cívicas, educati-
vas, culturales, científicas, deportivas, sanitarias, de cooperación al desarrollo, de defensa del medio ambiente,
defensa de la economía o de la investigación, de desarrollo de la vida asociativa, de promoción del voluntariado,
o cualesquiera otras de naturaleza análoga». Vide Juan GARCÍAPESARRODONA, Régimen jurídico-adminis -
trativo de las asociaciones, Barcelona, 1950, p. 39: «Estas asociaciones han de proponerse siempre un fin distin-
to al de la obtención y distribución de beneficios, según la definición que da la Ley de 1 de julio de 1907, e inte-
resan al Derecho público, que las hace objeto de regulación especial porque el interés público o general que per-
siguen predomina sobre el particular o privado de cada uno de los asociados».
107 Vide Ramón BADENES GASSET, "Las asociaciones de utilidad pública. Alcance de su régimen espe-
cífico", Libro Homenaje a Ramón Mª ROCA SASTRE, Vol. II, Madrid, 1977, pp. 20-21. Además en las pp.
25-28 se afirma: «En definitiva, los fines altruistas que se persiguen por las instituciones o establecimien-
tos de beneficencia para la satisfacción gratuita de las necesidades ajenas, pueden realizarse ya por un capi-
tal vinculado al fin benéfico y dotado de personalidad jurídica (fundación), ya por una asociación creada y
reglamentada por la libre voluntad de los asociados y sostenida exclusivamente con las cuotas obligatorias
de éstos o con bienes de su libre disposición. [...].
No parece prudente poner en duda que la legislación a la cual estamos aludiendo permite la clasificación
de asociaciones benéficas puesto que en sus preceptos generales se refiere a ellas, aunque en otros artícu-
los menciona la fundación y no institución en general; y por otra parte el Departamento de Gobernación
ha dictado centenares y quizá miles de Órdenes ministeriales invocando estos preceptos; existiendo ade-
más abundante jurisprudencia del Tribunal Supremo sobe clasificaciones de asociaciones. [...].
Por último, entendemos que la clasificación de beneficencia particular y la declaración de utilidad pública
son calificaciones distintas, independientes y compatibles, [...].
No todas las asociaciones de utilidad pública son benéficas, sin embargo las clasificadas como benéficas pudie-
ran ser consideradas de utilidad pública por cuanto es cuestión de apreciar la medida en que se sirve al interés
público. [...]».
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«Pese a la moderna tendencia a sustituir la palabra beneficencia por la expresión asisten-
cia social, conviene aclarar que no tiene idéntica significación lo benéfico y lo asistencia],
ya que por imperativo legal (art. 2 del R.D. de 14 de marzo de 1899) en lo benéfico para la
satisfacción de las necesidades intelectuales o físicas, se da la nota de gratuidad, mientras
que en lo asistencial cabe la prestación de servicios con contraprestación, sin que por ello
dejen de ser organizaciones en las que quepa incluso la declaración de utilidad pública. Pero
la circunstancia de no mencionarse a las asociaciones benéficas en el repetido art. 4 de la Ley
de Asociaciones, no obstaculiza su inclusión en el precepto según se deduce de la redacción
del texto.
La específica regulación legal de las asociaciones benéficas está contenida en los
siguientes preceptos:
1o. El art. 2o del R.D. de 14 de marzo de 1899 que define las instituciones de benefi-
cencia como "los establecimientos o asociaciones permanentes destinados a la satisfac-
ción gratuita de necesidades intelectuales o físicas".
2o. El art. 3o de la Instrucción de 14 de marzo de 1899 que dispone: "En las asocia-
ciones benéficas creadas y reglamentadas por la libre voluntad de los mismos asociados
y sostenidas exclusivamente con las cuotas obligatorias de éstos, o con bienes de su libre
disposición, y en los establecimientos propios de los que los gobiernen y administren, el
Protectorado no tendrá otra misión que la de velar por la higiene y la moral pública".
3o. El Decreto de 7 de agosto de 1933 que cita las disposiciones reguladoras del
supuesto de modificación o sustitución de los Estatutos y Reglamentos de una Asociación
benéfica clasificada, sin la superior aprobación ministerial.
4o. El núm. 9 del art. 8 del Decreto de 7 de septiembre de 1960 estableciendo que se
transfiere del Ministro de la Gobernación a la Dirección General del ramo la resolución
y firma de los expedientes de "aprobación y modificación de los Estatutos y Reglamentos
de las Asociaciones benéficas clasificadas dentro del art. 3o de la Instrucción de
Beneficencia de 14 de marzo de 1899".
La relacionada normativa legal justifica que el régimen jurídico de las asociaciones
benéficas se basa en la aplicación de la Ley de Asociaciones con las especialidades
siguientes:
a) Posibilidad de clasificación como de beneficencia particular al igual que las fun-
daciones.
b) Sometimiento al protectorado de la beneficencia, limitado a velar por la higiene y
la moral pública.
c) No exigibilidad por el protectorado de la formación de presupuestos, ni de cuen-
tas, ni la manifestación de sus bienes (Sentencia de 25 de enero de 1897).
d) No necesidad de autorizaciones (Sentencias de 3 de mayo de 1949 y 22 de febre-
ro de 1952).
No se trata por tanto de asociaciones "reguladas por leyes especiales" o sometidas a régi-
men jurídico especial, sino sometidas a la legislación general, ya que una vez constituidas es
cuando se posibilita su clasificación como benéficas y su sometimiento al protectorado de la
beneficencia. Y ello pese a la redacción dada al precepto sobre transferencia de funciones
(Decreto citado de 7 de septiembre de 1960) puesto que si la Asociación está aprobada y apta
para ser clasificada no cabe duda que ya tiene unos estatutos aprobados, aunque quepa la pos-
terior sustitución o modificación».
- Su regulación en la LODA.
Especial interés reviste la existencia de asociaciones de utilidad pública108 109, tal y
como se regula en el art 32 de la LODA110 111. Un elemento clave para entender su con-
108 Vide Ramón BADENES GASSET, "Las asociaciones de utilidad pública. Alcance de su régimen específico",
Libro Homenaje a Ramón Mª ROCA SASTRE, Vol. II, Madrid, 1977, p. 17: «Interés y utilidad. La diferenciación
entre ambos conceptos ofrece dificultades. Ambas voces, tienen según el Diccionario la misma significación. La
utilidad es "calidad de útil" o "provecho, conveniencia, interés o fruto que se saca de una cosa" y el interés es "pro-
vecho, utilidad, ganancia" o "conveniencia o necesidad de carácter colectivo en el orden moral o material".
Por tanto, desde un punto de vista dogmático resultaría difícil concretar matices diferenciales entre asocia-
ciones de interés público y asociaciones de utilidad pública.
Ahora bien, en nuestro ordenamiento jurídico positivo, al regularse la concesión de la condición de enti-
dades de utilidad pública a determinadas asociaciones con los correspondientes derechos y deberes que de
ello se deriva, posibilita considerar a las "declaradas de utilidad pública" como asociaciones a las que se
les aplica un determinado estatuto jurídico y, en su consecuencia, gozan de un régimen específico».
109
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 105: «La declaración de utilidad pública: es lógico que un sistema legal que define a la asociación
con tanta flexibilidad para respetar en todo caso e incondicionadamente el derecho de asociación, se per-
mita, sin embargo, añadir unas condiciones más estrictas a aquellas asociaciones a las que va a favorecer
con un tratamiento especial. Es decir, para fomentar el interés público debe apoyar a aquellas asociaciones
que lo persigan efectivamente y de forma adecuada no a cualquiera y eso lo ejecuta mediante la declara-
ción o no de utilidad pública. No significa esto que las asociaciones que no tienen esta declaración no per-
sigan la utilidad pública. Puede suceder simplemente que simplemente no la hayan solicitado. Lo que la
Administración si asegura con la citada declaración es que las que lo poseen cumplen una serie de requi-
sitos que nos permiten confiar que persiguen fines de interés público con medios adecuados. La declara-
ción de utilidad pública otorga "los siguientes derechos:
· Usar la mención "declarada de utilidad pública" en toda clase de documentos, a continuación del nom-
bre del tal entidad.

· Disfrutar de las exenciones y beneficios fiscales que las Leyes reconozcan en favor de las mismas"».
110
Vide Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, art. 32:
«Asociaciones de utilidad pública. 1. A iniciativa de las correspondientes asociaciones, podrán ser declaradas
de utilidad pública aquellas asociaciones en las que concurran los siguientes requisitos:
a) Que sus fines estatutarios tiendan a promover el interés general en los términos definidos por el artícu-
lo 31.3 de esta Ley, y sean de carácter cívico, educativo, científico, cultural, deportivo, sanitario, de pro-
moción de los valores constitucionales, de promoción de los derechos humanos, de asistencia social, de
cooperación para el desarrollo, de promoción de la mujer, de protección de la infancia, de fomento de la
igualdad de oportunidades y de la tolerancia, de defensa del medio ambiente, de fomento de la económica
social o de la investigación, de promoción del voluntariado social, de defensa de consumidores y usuarios,
de promoción y atención a las personas en riesgo de exclusión por razones físicas, sociales, económicas o
culturales y cualesquiera otros de similar naturaleza.
b) Que su actividad no esté restringida exclusivamente a beneficiar a sus asociados sino abierta a cualquier
otro posible beneficiario que reúna las condiciones y caracteres exigidos por la índole de sus propios fines.
c) Que los miembros de los órganos de representación que perciban retribuciones, no lo hagan con cargo a
fondos y subvenciones públicos.
No obstante lo dispuesto en el párrafo anterior, y en los términos y condiciones que se determinen en los
Estatutos, las mismas podrán recibir una retribución adecuada para la realización de servicios diferentes a las
funciones que les corresponden como miembros del órgano de representación.
d)
Que cuenten con los medios personales y materiales adecuados y con la organización idónea para garanti-
zar el cumplimiento de los fines estatutarios.
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figuración jurídica es el precisado en el apartado b) del art. 32. Este carácter abierto de
la asociación, el tener acceso a ella cualquier otro posible beneficiario, es la nota carac-
terística. Además, en cierto modo constituyen un tertium genus entre las asociaciones
jurídico-públicas y jurídico-privadas. Pues desempeñan unas funciones de colaboración
con la Administración tan valiosas, que no quedan al margen del interés público112. Es
por ello que gozan de los beneficios fiscales y económicos legalmente establecidos113,
así como derecho a la asistencia jurídica gratuita en los términos establecidos en la Ley
1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita114. Entre sus obligaciones se
encuentran las contables, rendición de cuentas, presentación de memoria descriptiva y
facilitación de informes.
Tal y como determina el art. 39 de la LODA: «El orden jurisdiccional contencioso-
e) Que se encuentren constituidas, inscritas en el Registro correspondiente, en funcionamiento y dando cum-
plimiento efectivo a sus fines estatutarios, ininterrumpidamente y concurriendo todos los precedentes requisitos,
al menos durante los dos años inmediatamente anteriores a la presentación de la solicitud.
2. Las federaciones, confederaciones y uniones de entidades contempladas en esta Ley podrán ser declaradas
de utilidad pública, siempre que los requisitos previstos en el apartado anterior se cumplan, tanto por las pro-
pias federaciones, confederaciones y uniones, como por cada una de las entidades integradas en ellas».
111 Vide Real Decreto 1740/2003, de 19 de diciembre, Ministerio del Interior (BOE de 13 de enero, núm. 11),
procedimientos relativos a asociaciones de utilidad pública. En particular: art. 2: solicitud de declaración de
utilidad pública, art. 5: rendición anual de cuentas de las entidades declaradas de utilidad pública, art. 7: pro-
cedimiento de revocación de la declaración de utilidad pública
112 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación, Cívitas,
Madrid, 2002, p. 386.
113 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA (Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 106: «Para ser reconocida como entidad sin ánimo de lucro no basta con ser fundación o asociación
declarada de utilidad pública. La Ley no se conforma con eso y exige mayores requisitos. La Ley declara que
"son entidades sin fines lucrativos a efectos de este título las fundaciones inscritas en el registro correspon-
diente y las asociaciones declaradas de utilidad pública que cumplan los requisitos establecidos en este títu-
lo" (art. 41). Para disfrutar del régimen fiscal previsto en el presente título las entidades mencionadas en el
mismo deberán cumplir los siguientes requisitos:
· Perseguir fines de asistencia social, cívicos, educativos, culturales, científicos, deportivos, sanitarios, de coo-
peración para el desarrollo, de defensa del medio ambiente, de fomento de la economía social o de la inves-
tigación, de promoción del voluntariado social o cualesquiera otros fines de interés general de naturaleza
análoga.
· Destinar a la realización de dichos bienes, al menos el 70% de las rentas netas y otros ingresos que obten-
gan por cualquier concepto.
· En caso de ser titulares, directa o indirectamente de participaciones en sociedades mercantiles, acreditarlo
ante el Ministerio de Economía y Hacienda.
· Rendir cuentas anualmente.
· Aplicar su patrimonio, en caso de disolución, a la realización de fines de interés general análogos.
Las entidades sin ánimo de lucro que cumplan los requisitos descritos arriba gozan, como tales entidades, de
diversos beneficios fiscales».
114 Vide Ley 49/2002, de 23 de diciembre, sobre régimen fiscal de las entidades sin fin lucrativo.
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administrativo será competente en todas las cuestiones que se susciten en los procedi-
mientos administrativos instruidos en aplicación de la presente Ley Orgánica, de confor-
midad con las reglas establecidas en la LOPJ y en la LJ».
-
Asociaciones administrativas.
También ha sido reconocida por la doctrina la existencia de asociaciones adminis -
trativas, que son aquellas que tienen fisonomía legal propia y perfectamente diferencia-
da de las asociaciones y sociedades civiles115.
Sobre esta materia, el ATC 162/1995, de 5 de junio (FJ. 3), ha establecido:
«[...] cuando se trata de Corporaciones de Derecho Público, o incluso de asociaciones
privadas a las que se confiere el ejercicio de funciones públicas con carácter administra-
tivo [...] las facultades del legislador se amplían considerablemente, permitiéndose una
más penetrante intervención del Estado en su organización, por cuanto se consideran
entidades distintas de las asociaciones que puedan libremente crearse al amparo del art.
22 CE»116.
d'. Elementos.
La persona jurídica que llamamos asociación requiere117:
Elementos materiales.
-
Una pluralidad de miembros118. La esencia de la asociación, es el tenerse entre sí
como socios varias personas; es decir, la existencia de un grupo de personas unidas por
115 Vide: Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, Barcelona,
1950, p. 237; Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, Vol. II, Marcial Pons, Madrid, 1999, pp.
335-337. Vide STS, Sala 3a, Sección 1a, de 30 de octubre de 1989:«[...] ha de recordarse que la Junta de compen-
sación integra un supuesto de autoadministración: son los propios interesados los que desarrollan la función públi-
ca de la ejecución del planeamiento en virtud de una delegación que hace de la Junta un agente descentralizado
de la Administración de suerte que aquélla tiene naturaleza administrativa (art. 127.3 del Texto Refundido).
Ello significa que toda la actuación de la Junta de compensación esté sometida al Derecho administrativo:
en la medida en que aquélla gestiona intereses propios de sus medios, sin ejercicio directo de funciones
públicas, está sujeta al Derecho privado. De ello deriva pues que al contratar (ejecución de obras, présta-
mos, ventas de terrenos, etc.) no ha de someterse a las formalidades propias del Derecho administrativo,
pues todo ello tiene un carácter instrumental respecto de la finalidad última de la ejecución del planeamien-
to sin implicar el ejercicio directo de funciones públicas».
116
Vide STSJ de Madrid, núm. 383/2000 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2a), de 13 de abril
(Ar. 136), donde se determina la naturaleza jurídica de este tipo de asociaciones y la legislación aplicable.
117
Vide Luís DÍEZ-PICAZO y Antonio GULLÓN, Sistema de derecho civil, Vol. I, 8a edición, Tecnos,
Madrid, 1995, p. 632.
118
Vide Ramón G. SÁNCHEZ de FRUTOS, "La asociación. Su régimen jurídico en Derecho español",
Revista Crítica de Derecho Inmobiliario, 446-447, (1965), p. 884: «Las asociaciones parecen responder de
modo natural a la idea de la solidaridad o unión de fuerzas, mientras que las fundaciones responden a la idea
de la perpetuación de la voluntad humana, bien miradas las cosas, dice DE DIEGO, no hay más que dos for-
mas o tipos de personas jurídicas: las modeladas por el tipo de asociación o cooperación y las estructuradas por
el tipo de las fundaciones; sin perjuicio de que elementos de unas y otras se entrecrucen en el seno de muchas
personas jurídicas existentes».
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un fin común119. Es habitual la existencia de una actitud receptora y los miembros son
todos iguales: tienen la misma posición jurídica y económica. Sobre esta materia resul-
ta especialmente ilustrativa la STC 5/1996, de 16 de enero, F.J. 9o:
«Aunque el derecho de asociación requiere, ciertamente, de una libre concurrencia de
voluntades que se encauza al logro de un objetivo común, no es constitucionalmente
correcto identificar, en todo caso y sin matización alguna, ese pacto asociativo como un
contrato civil, trasladando analógicamente la teoría general del contrato al derecho de
asociación, pues si bien es cierto que la sociedad civil o las asociaciones de interés par-
ticular a que se refieren los artículos 35.2 y 36 del Código Civil son una modalidad aso-
ciativa, no lo es menos que el derecho de asociación, en tanto que derecho fundamental
de la libertad, tiene una dimensión y un alcance mucho más amplio, que sobrepasa su
mera consideración iusprivatista.
En este sentido, no es necesario insistir acerca de las notorias diferencias existentes
entre las sociedades civiles o mercantiles, sometidas, según su particular forma jurídica
a regímenes jurídicos diversos, de aquellas otras asociaciones -como hace la ahora acto-
ra- que persiguen fines extra commercium y cuya naturaleza es completamente distinta.
Ni el pacto fundacional de estas últimas asociaciones se identifica plenamente con el con-
cepto de contrato civil de sociedad, ni -como se dijo en la STC 218/1989- el acto de inte-
gración en una asociación es un "contrato en sentido estricto al que pueda aplicarse el
artículo 1.256 del Código Civil, sino que consiste [...] en un acto por el cual el asociado
acepta los estatutos y se integra en la unidad no sólo jurídica sino también moral que
constituye la asociación"».
· Un fin para cuya consecución se unen, que ha de ser lícito y determinado.
· Una organización. De lo contrario estaríamos ante un mero conglomerado de
personas. La organización surge del mismo hecho asociativo y represente el carác-
ter estable de la unión. Una asociación está organizada cuando tiene órganos recto-
res, que son los que van a hacer posible el cumplimiento del fin.
· Bienes o patrimonio social. La persona jurídica puede tener un patrimonio. Las
leyes determinarán las características del mismo, si procede.

Elementos formales.
-
Estatutos, en cuanto concierto de las voluntades de sus miembros y ley para las
119 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, p. XXIX: «El concepto de "colegio" es revelador de un dualismo
permanente entre su sentido como conjunto de personas de una misma profesión, o como el establecimien-
to donde se imparten determinadas enseñanzas. La definición de "colegio" en Alcubilla (1887) y en
Enciclopedia Seix, es todavía más sugerente, porque se dice primero que es "la comunidad de personas que
viven en una casa destinada a la enseñanza", y después se añade que también es el conjunto de personas
de una misma profesión. El dualismo asociación-establecimiento es muy claro en el término "academia"
(Enciclopedia Seix): "sociedad de personas literatas, establecidas con autoridad pública" y "establecimien-
to en el que se instruye a los que han de dedicarse a una carrera o profesión"».
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relaciones sociales. En los mismos se incluirá: denominación, domicilio, ámbito terri-
torial de actuación, duración de la asociación, régimen de admisión, baja, sanción y
separación de los asociados, derechos y obligaciones de los asociados, reglas de funcio-
namiento, organización (órganos de gobierno y representación), régimen de administra-
ción, contabilidad y documentación, patrimonio y recursos económicos y causas de
disolución y destino del patrimonio.
Resulta de interés el art. 40 de la LODA, por cuanto establece:
«Orden jurisdiccional civil. 1. El orden jurisdiccional civil será competente, en los
términos establecidos en la Ley Orgánica del Poder Judicial, en relación con las preten-
siones derivadas del tráfico jurídico privado de las asociaciones, y de su funcionamiento
interno.
2. Los acuerdos y actuaciones de las asociaciones podrán ser impugnados por cual-
quier asociado o persona que acredite un interés legítimo, si los estimase contrarios al
ordenamiento jurídico, por los trámites del juicio que corresponda.
3. Los asociados podrán impugnar los acuerdos y actuaciones de la asociación que
estimen contrarios a los Estatutos dentro del plazo de cuarenta días, a partir de la fecha
de adopción de los mismos, instando su rectificación o anulación y la suspensión preven-
tiva en su caso, o acumulando ambas pretensiones por los trámites establecidos en la Ley
de Enjuiciamiento Civil.
4. En tanto se resuelven las contiendas de orden interno que puedan suscitarse en las
asociaciones, las solicitudes de constancia registral que se formulen sobre las cuestiones
controvertidas sólo darán lugar a anotaciones provisionales».
- Reconocimiento y publicidad, en los términos que establezca la legislación en
vigor. Sobre esta cuestión queda claro que el ejercicio de asociación no queda sujeto a
autorización previa, pero sí al control judicial inherente a toda actividad que pueda
afectar a la colectividad120. Respecto a las comunicaciones, la LODA en su art. 41 deter-
mina:
«Comunicaciones. Los Jueces y Tribunales ordenarán la inclusión en los correspon-
dientes Registros de Asociaciones de las resoluciones judiciales que determinen:
a) La inscripción de las asociaciones.
120 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación,
Cívitas, Madrid, 2002, p. 88: «Pues bien, la LODA, sin perjuicio de declarar taxativamente que el ejerci-
cio del derecho de asociación no queda sujeto a "autorización previa" -independientemente, pues, de que
sea gubernativa o judicial-, no ha dejado de prever que, cuando se encuentren indicios racionales de ilici-
tud penal en la constitución de la entidad asociativa, la Administración competente, mediante resolución
motivada, suspenderá el procedimiento administrativo conducente a la inscripción registral y dará traslado
de toda la documentación al Ministerio Fiscal o al órgano jurisdiccional competente. Al comentario del
artículo 30.4 que así lo ha previsto me remito en este momento, pero adviértase ya que esa intervención
judicial a instancia de la Administración encargada del registro no se ha considerado incompatible con la
norma constitucional. Y no se ha considerado que lo sea porque, en realidad, no parece limitar, ni condi-
cionar, el ejercicio del derecho a una autorización previa. Cuestión distinta es, en fin, que con ello quede
o no mejor garantizado el control de las asociaciones ilegales».
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b) La suspensión o disolución de las asociaciones inscritas.
c) La modificación de cualquiera de los extremos de los Estatutos de las asociaciones
inscritas.
d) El cierre de cualquiera de sus establecimientos.
e) Cualesquiera otras resoluciones que afecten a actos susceptibles de inscripción
registral».
e'. Grupo normativo regulador.
Las asociaciones, que fueron contempladas con recelo por las monarquías y por la
revolución, encuentran en España su primera regulación de conjunto en el D.L. de 20
de noviembre de 1868, que sancionó el libre ejercicio del derecho de asociación
mediante el simple requisito de dar conocimiento a la autoridad local del objeto y el
reglamento del ente.
Sigue luego, en cumplimiento de la Constitución de 1876, la ley de 30 de julio de
1887, que estuvo vigente hasta la guerra civil y, en parte, hasta 1964 donde finalmente
la Ley de 24 de diciembre de 1964 deroga todas las disposiciones anteriores121. Ley que
tras la promulgación de la Constitución Española, continuo vigente en aquellos aspec-
tos en que no fue derogada por la misma122. Sin embargo, la necesidad de abordar su
regulación legal en democracia se ha hecho esperar tal y como pone de manifiesto la
STC 194/1999, de 14 de junio, FJ. 3o:
«Sin embargo, como advertimos recientemente en la STC 173/1998, entre la promul-
gación de nuestra Ley fundamental y el día de hoy no se ha dictado ninguna norma gené-
rica en desarrollo directo del artículo 22 CE. En tal sentido, la inactividad o pasividad
legiferante al respecto parece ser obra, como tal, de una opción que ha permitido la super-
vivencia parcial de la Ley 191/1964, de 24 de diciembre, de Asociaciones, con la única
modificación de su artículo 4 por la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones
y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, en
lo que no haya sido derogada por la Constitución, dado que se inspira en unos principios
distintos y aun opuestos en ocasiones a los valores constitucionales y, por ello, "no cum-
ple la función de desarrollar el derecho de asociación como género, estableciendo una
regulación que haya de ser respetada por las leyes especiales que incidan en el ámbito del
derecho de asociación reconocido por el artículo 22 de la Constitución" (STC 67/1985)».
121   Vide José Antonio GONZÁLEZ CASANOVA, "Libertad de asociación", Nueva Enciclopedia
Jurídica, Tomo XV, Barcelona, 1974, pp. 332-339.
122 Vide: Miguel MARTÍNEZ CUADRADO, "Algunas consideraciones sobre la positivización del derecho de
asociación en el constitucionalismo contemporáneo", Estudios de ciencia política y sociología (Homenaje al pro -
fesor Carlos OLLERO), Madrid, 1972, pp. 485-493; Luís AGUJAR de LUQUE y Ascensión ELVIRAPERA-
LES, "El derecho de asociación", en Oscar ALZAGA VILLAAMIL (Dir.), Comentarios a la Constitución
Española de 1978, Edersa, Madrid, 1997, pp. 610-633; Manuel COBO del ROSAL y Manuel QUINTANAR
DÍEZ, "Límites constitucionales al derecho de asociación", en Oscar ALZAGA VILLAAMIL (Dir.),
Comentarios a la Constitución Española de 1978, Edersa, Madrid, 1997, pp. 637-646.
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Este vacío vino a cubrirlo la Ley Orgánica 1/2002, de 22 de marzo, reguladora del dere-
cho de asociación, en cuya Disposición Derogatoria Única deroga la Ley 191/1964, de 24 de
diciembre, reguladora de las asociaciones y cuantas disposiciones se opongan a la misma.
b) Diferencias respecto a la corporación.
Ya desde antiguo, doctrina cualificada tuvo ocasión de pronunciarse sobre el particular:
«El Sr. Colmeiro manifestó que no pretendía entrar en el fondo de la cuestión, pero veía clara la
diferencia que existe entre Asociación y Corporación, no en el sentido etimológico, sino en el téc-
nico y legal. Entiende por la primera toda reunión de personas que se constituye con un fin lícito por
iniciativa particular. Esta última circunstancia les imprime un sello especial que las caracteriza y dis-
tingue de las corporaciones, las cuales, no sólo están toleradas y consentidas como aquéllas, sino
constituidas por la ley misma Tal sucede con las Academias y Universidades, pues existen por la
voluntad del Gobierno, que interviene en ellas: tienen vida permanente, y la Constitución del Estado
confirma su distinción otorgándoles el derecho de nombrar un Senador de su seno; por consiguien-
te, la Asociación no es más libre e independiente que la Corporación.
No encuentra justificada la severidad con que el Sr. Conde de Torreánaz juzgó a los casi-
nos, porque, en tanto que estos centros, así como los clubes y demás asociaciones congéneres
no se aparten del fin lícito de su constitución, deben ser respetadas; y el Gobierno hará bien en
fomentarlas, pues son, más que útiles, necesarias. ¿Quién duda de las ventajas que reportan al
obrero y a la sociedad esos lugares de recreo y esparcimiento, cuya falta conduciría á aquéllos
a la taberna?. Al Gobierno toca, al par que las ampara, velar para que no desnaturalicen sus
fines, convirtiéndose en focos de vicio y corrupción»123.
GALLEGO ANABITARTE124 ha explicado con mucha claridad como en la legisla-
ción del siglo XIX nacen muchas asociaciones (asociaciones de la religión católica,
Cámaras Oficiales125 de la Propiedad, Cámaras de Comercio, Cámaras mineras) que
123 Vide Conde de TORREANAZ, "Extracto de la discusión habida en la academia, en las sesiones de 24
de febrero, 10, 24 y 31 de marzo, 7, 14 y 21 de abril y 2 de junio de 1891, sobre el tema", Memorias de la
Real Academia de Ciencias Morales y Políticas, Tomo VII, Madrid, 1893, p. 497.
124 Vide Alfredo GALLEGO ANABITARTE, "De los establecimientos públicos y otras personas jurídico
públicas en España", estudio preliminar, en Francisco J. JIMÉNEZ de CISNEROS CID, Los organismos
autónomos en el derecho público español: tipología y régimen jurídico, Instituto Nacional de
Administración Pública, Madrid, 1987, pp. XXIV-XXV.
125 Ibídem, pp. XXV-XXVI: «En este ámbito se plantea otro problema ¿qué significa que una Asociación
reciba el carácter de oficial?. El Real Decreto de 9 de diciembre de 1921 regula las condiciones para otor-
gar la concesión de carácter oficial a "entidades o corporaciones"; el Real Decreto de 4 de octubre de 1923
vuelve a regular esta materia, así como el de 19 de octubre de 1935: ¿significa el carácter de oficial que
una asociación o entidad se convierte en una entidad jurídico pública, esto es, en nuestro sentido, en una
Corporación, en un organismo público?. Especialmente interesante es el caso de la Asociación General de
Ganaderos, calificada por el Real Decreto de 3 de marzo de 1877 como "Corporación" de "carácter admi-
nistrativo por versar su acción sobre asuntos de interés público. En sus gestiones obra siempre como dele-
gada del Gobierno [...]". No hay duda de que estamos ante una persona jurídico-pública; es una
Corporación, en nuestro sentido. Pero las cosas se complican porque en el Real Decreto de 13 de agosto
de 1917, se reconoce un doble carácter a dicha Asociación: tiene un carácter oficial en lo referente a vías
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con el paso del tiempo se configuran legalmente como corporaciones. Un buen ejem-
plo, lo constituyeron las cámaras agrarias, tal y como lo detalla la STC 132/1989, de 18
de julio (Ar. 132), que explica de un modo muy didáctico la evolución histórica y natu-
raleza jurídica del fenómeno que estoy estudiando:
-
La evolución pone de manifiesto como se han configurado, casi desde su inicio,
como Entidades creadas por el poder público para la consecución de fines de inte -
rés  general,   asumiendo,   en fase  temprana  de  su   historia,   el  carácter  de
"Corporaciones de Derecho Público" que mantendrán hasta la actualidad. Si bien
en su origen se regularon como asociaciones de carácter voluntario:
«3. Para llevar a cabo ese pronunciamiento, y para determinar la adecuación o no a
los mandatos constitucionales citados de las normas que se impugnan, resulta convenien-
te tener en cuenta, siquiera sea brevemente, la naturaleza y evolución de las Cámaras
Agrarias en nuestro país. Las Cámaras Agrarias se han configurado históricamente, y
casi desde su inicio, como Entidades creadas por el poder público para la consecución
de fines de interés general, asumiendo, en fase temprana de su historia, el carácter de
"Corporaciones de Derecho Público " que mantendrán hasta la actualidad. Si bien en su
origen se regularon como asociaciones de carácter voluntario, constituidas al amparo de
la libertad de asociaciones que reconocía la Constitución de 1876, y la Ley de 30 de junio
de 1887, con el objeto de "defender y fomentar los intereses de la agricultura, de la pro-
piedad rústica, de los cultivos y de las industrias rurales, cualesquiera que sean los pro-
cedimientos o métodos que dentro de la Ley hayan adoptado o adopten para la realiza-
ción de estos fines" (Real Decreto de 14 de noviembre de 1890), pronto pierden ese
carácter voluntario. El Real Decreto de 2 de septiembre de 1919 manda constituir en cada
capital de provincia una "Cámara Oficial Agrícola", dependiente del Ministerio de
Fomento, con la condición de Cuerpo consultivo de la Administración (art. 2), disponien-
do que "pertenecerán con carácter obligatorio a la Cámara Agrícola de la capital todos
los contribuyentes por rústica o pecuaria que paguen más de 25 pesetas por la cuota del
Tesoro". La normativa posterior mantienen tal carácter obligatorio, [...]».
-
Partiendo siempre del principio general libertad, que configura el fenómeno aso-
ciativo como manifestación de decisiones autónomamente adoptadas por los indivi-
duos, no cabe excluir la intervención de los poderes públicos en este ámbito, para el
cumplimiento de fines que se consideran de interés público. Esta intervención se ha
pecuarias, mientras que es "autónoma" e "independiente" (es decir, debe significar que es privada) "en todo
lo demás".
Esta doble personalidad pública y privada y el sentido del término "oficial" lleva a plantearse en virtud de
esta materia, y no con especulaciones doctrinales, que es como se suele hacer, la distinción entre personas
jurídico públicas y privadas.. Esta Asociación de Ganaderos sería una de las típicas instituciones o
Corporaciones excluidas de la Ley de Asociaciones de 1887. La doctrina alemana con exactitud, en mi opi-
nión, mantiene que la distinción entre personas jurídico-públicas y privadas radica en que las primeras
están creadas por un acto estatal o reconocidas como tales por actos estatales administrativos posteriores a
la creación por iniciativa particular, a diferencia de las segundas, que en virtud de un derecho objetivo pre-
existente, surgen por un acto (constitución, fundación) jurídico-privado».
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producido históricamente en formas muy diversas, mediante la regulación, con mayor
o menor intensidad, de determinadas agrupaciones para el cumplimiento de fines de
interés público, en colaboración con las distintas Administraciones pero sin integrarlas
plenamente en ellas:
«6. Para resolver esa cuestión ha de partirse forzosamente del art. 1.1 del Texto cons-
titucional que consagra la libertad como "valor superior" del ordenamiento jurídico espa -
ñol, lo que implica, evidentemente, el reconocimiento, como principio general inspirador del
mismo, de la autonomía del individuo para elegir entre las diversas opciones vitales que se
le presenten, de acuerdo con sus propios intereses y preferencias: libertad que, en el ámbito
de la formación de agrupaciones entre individuos se traduce, entre otras, en las disposicio -
nes del art. 22 de la Constitución que reconoce el derecho de asociación. Este derecho, en su
vertiente positiva, comprende el de fundar y participar en asociaciones, y en su vertiente
negativa, el de no asociarse, como ya ha tenido oportunidad de exponer este Tribunal [...].
Ahora bien, y partiendo siempre de este principio general la libertad, que configura
el fenómeno asociativo como manifestación de decisiones autónomamente adoptadas
por los individuos, no cabe excluir la intervención de los poderes públicos en este ámbi -
to, para el cumplimiento defines que se consideran de interés público. Esta intervención
se ha producido históricamente en formas muy diversas, mediante la regulación, con
mayor o menor intensidad, de determinadas agrupaciones para el cumplimiento de fines
de interés público, en colaboración con las distintas Administraciones pero sin integrar -
las plenamente en ellas. Ello se ha realizado, por ejemplo, encomendando a asociaciones
privadas libremente constituidas el ejercicio de funciones públicas, sometiéndolas en
consecuencia a determinados requisitos (como fue el caso estudiado en nuestra STC
67/1985, referente a Federaciones Deportivas), bien estableciendo o creando específica-
mente agrupaciones de base asociativa para ejercer esas funciones, como sería el caso
(con los matices propios), de los Colegios Profesionales, de las Cámaras Agrarias o de
organizaciones de otro tipo. [...]».
-
Como consecuencia de ello, estas agrupaciones de tipo corporativo y de creación
legal no pueden incardinarse (pese a contar con una "base asociativa" en el sentido
señalado), sin profundas modulaciones, en el ámbito de los arts. 22 y 28 CE.
«Con todo evidencia, en el caso de las Corporaciones Públicas (dentro de las que,
según las leyes catalana y estatal se incluyen las Cámaras Agrarias), no puede predicar -
se la libertad positiva de asociación, pues su creación no queda a la discreción de los
individuos (ya que, como señalamos en nuestra STC 67/1985 "no puede hablarse de un
derecho a constituir asociaciones para el ejercicio de funciones públicas"), y tampoco les
es aplicable la garantía del art. 22.4 en cuanto a su disolución o supresión, al constituir -
se como creaciones de los poderes públicos, y sujetas por tanto a la decisión de éstos en
cuanto a su mandamiento y configuración».
-
Ahora bien, ello no supone que no existan límites al legislador, derivados del
art. 22.1, así como del art. 28 C.E., a la hora de configurar el régimen jurídico de las
Corporaciones Públicas. Un primer límite lo constituye el hecho de que las entida-
des corporativas deben ser compatibles con la libre creación y actuación de asocia-
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ciones. Un segundo límite, lo constituye el hecho de que no puede extenderse el tra-
tamiento del fenómeno asociativo que llevan a cabo el art. 22 (así como, en la ver-
tiente sindical, el art. 28), de la Constitución a agrupaciones del tipo de los entes cor-
porativos, que obedecen a supuestos distintos de los contemplados en este artículo.
Desde esta perspectiva no cabe excluir que el legislador, para obtener una adecuada
representación de intereses sociales, o por otros fines de interés general, prevea, no
sólo la creación de entidades corporativas, sino también la obligada adscripción a
este tipo de entidades, de todos los integrantes de un sector social concreto, cuando
esa adscripción sea necesaria para la consecución de los efectos perseguidos:
«[...]. Pues, partiendo del principio general de libertad que inspira el ordenamiento
constitucional, resultaría contrario al mismo que la creación de entes de tipo corporativo
supusiera una indebida restricción del ámbito de la libertad de asociación, de la libertad
de sindicación, y del juego del pluralismo social, económico y político, sustrayendo del
mismo amplios sectores de la vida social. Los fines, pues, a perseguir por las Entidades
corporativas, y la actuación de éstas han de ser compatibles con la libre creación y actua -
ción de asociaciones que persigan objetivos políticos, sociales, económicos o de otro tipo,
dentro del marco de los derechos de asociación y de libre sindicación, sin que puedan
suponer, por tanto, obstáculos o dificultades a esa libre creación y funcionamiento. Ello
constituye, pues, un primer límite, que pudiéramos denominar externo, a la creación de
entes de tipo corporativo, creación que resultará contraria a los mandatos constituciona -
les de los arts. 22 y 28 C.E. si en la práctica van a significar una indebida concurrencia
con asociaciones fundadas en el principio de la autonomía de la voluntad, o si, con mayor
motivo, van a impedir la creación o funcionamiento de este tipo de asociaciones.
Un segundo límite, relacionado evidentemente con el anterior, sería el representado
-en el supuesto de entes corporativos que implicaran la adscripción forzosa de los com-
ponentes de un sector social determinado- por la vertiente negativa del derecho de aso-
ciación, esto es, el derecho a no asociarse. Ciertamente, y como se indicó más arriba, no
puede extenderse el tratamiento del fenómeno asociativo que llevan a cabo el art. 22 (así
como, en la vertiente sindical, el art. 28), de la Constitución a agrupaciones del tipo de
los entes corporativos, que obedecen a supuestos distintos de los contemplados en este
artículo. Desde esta perspectiva no cabe excluir que el legislador, para obtener una ade-
cuada representación de intereses sociales, o por otros fines de interés general, prevea,
no sólo la creación de entidades corporativas, sino también la obligada adscripción a
este tipo de entidades, de todos los integrantes de un sector social concreto, cuando esa
adscripción sea necesaria para la consecución de los efectos perseguidos. Ahora bien, y
reconocida esa posibilidad, debe tenerse en cuenta que ello supondría -ante el principio
general de libertad que inspira nuestro sistema Constitucional- una restricción efectiva
a las opciones de los ciudadanos a formar libremente las organizaciones que estimaran
convenientes para perseguir la defensa de sus intereses, con plena autonomía y libertad
de actuación; y, por consiguiente, ha de considerarse la adscripción obligatoria a esas
Corporaciones Públicas como un tratamiento excepcional respecto del principio de
libertad que debe encontrar suficiente justificación, bien en disposiciones constitucio -
nales (así en el art. 36 CE), bien a falta de ellas, en las características de los fines de
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interés público que persigan y cuya consecuencia la Constitución encomiende a los
poderes públicos, de manera que la afiliación forzosa cuente con una base directa o
indirecta en los mandatos constitucionales. [...] las excepciones al principio general de
libertad de asociación han de justificarse en cada caso porque respondan a medidas
necesarias para la consecución de fines públicos, y con los limites precisos "para que
ello no suponga una asunción (ni incidencia contraria a la Constitución), de los dere -
chos fundamentales de los ciudadanos" [...]. En consecuencia, tal limitación de la liber -
tad del individuo afectado consistente en su integración forzosa en una agrupación de
base (en términos amplios) "asociativa", sólo será admisible cuando venga determina -
da tanto por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o
al menos dificultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente
corporativo».
Sin embargo, asociaciones y corporaciones tienen una naturaleza distinta: libre cre-
ación en el caso de las asociaciones adversus creación por parte de los poderes públi-
cos en el caso de las corporaciones; naturaleza privada en el caso de las primeras y natu-
raleza mixta en el caso de las segundas; pertenencia voluntaria a las asociaciones y ads-
cripción obligatoria a las corporaciones (la ONCE es una excepción; sin embargo, la
afiliación es un requisito imprescindible para tener derecho a las prestaciones socia-
les)126; la naturaleza y fines que desempeñan unos y otros son diferentes. Además, el
sentido institucional de las corporaciones ligado a la tutela de intereses públicos es más
acentuado que en el caso de las asociaciones127. Teniendo presente que para determinar
si la afiliación obligatoria a los entes corporativos está o no justificada es un criterio que
(STC 179/1994, F.J. 9):
«[...] no se limita a indagar si hay o no dificultad para que una cierta actividad o
función pueda desarrollarse sin la adscripción obligatoria, sino que, más profunda-
mente, impone un estudio sobre si resulta o no difícil que los fines perseguidos, los
efectos pretendidos puedan obtenerse, conseguirse sin la adscripción obligatoria».
126 Respecto a la integración forzosa Vide STC 132/1989, F.J. 7o: «[...] sólo será admisible cuando venga
determinada tanto por la relevancia del fin público que se persigue, como por la imposibilidad, o al menos
dificultad, de obtener tal fin, sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo», teniendo en cuen-
ta que para admitir su constitucionalidad deben superarse dos límites, tal y como precisó la STC 179/1994,
de 16 de junio, F.J. 10: «El primer límite es que no puede quedar afectada la libertad de asociación en su
sentido positivo, esto es, la adscripción obligatoria no puede ir acompañada de una prohibición o impedi-
mento de asociarse libremente. El segundo es que el recurso a esta forma de actuación administrativa no
puede constituirse en la regla; de modo que la adscripción obligatoria a estas Corporaciones públicas debe
encontrar suficiente justificación, ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea en las características de
los fines de interés público que persigan, de las que resulte cuando menos la dificultad de obtener tales
fines sin recurrir a la adscripción forzosa a un ente corporativo (por todas, STC 113/1994, F.J. 12)».
127 Yide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autono-
mía colegial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas,
Madrid, 1996, p. 73.
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La STC 89/1989, de 11 de mayo, F.J. 4 ha establecido:
«[...], distinguiendo así las asociaciones de interés público, las asociaciones de
interés particular y las corporaciones siendo éstas siempre de carácter público o per-
sonas jurídico públicas, porque, pese a la base común asociativa de todas las personas
jurídicas, persiguen fines más amplios que las de simple interés particular o privado,
concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribuciones o potestades -especie de
delegación de Poder Público- para que puedan realizar aquellos fines y funciones, que
no sólo interesan a las personas asociadas o integradas, sino a las que no lo están, pero
que pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se inte-
gran en la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públi-
cos descentralizados, pero si que es justamente por cumplir, al lado de los privados,
fines públicos, por lo que se hace preciso la intermediación legal».
B. Corporación/asociación adversus fundación.
El concepto de corporación ha tenido en la doctrina iuspublicista una cierta equivocidad.
Con todo la doctrina clásica ha venido a depurar el concepto, que por lo demás pertenece a
la Teoría General del Derecho, diferenciando, como lo hace el artículo 35 del Código Civil,
las Corporaciones de las Fundaciones y de las Asociaciones.
Asociaciones y corporaciones tienen la misma sustancia128: son uniones de per-
sonas físicas o jurídicas; mientras que las fundaciones o instituciones son personas
jurídicas creadas para la consecución de determinados fines. Al igual que en el caso
de las asociaciones, el CC no define la fundación. Sólo se limita a reconocer su per-
sonalidad jurídica en el caso de las de interés público (art. 35.1). La fundación es
una persona jurídica que el ordenamiento reconoce cuando un sujeto de derecho (o
varios), el fundador, dispone para el futuro el destino de unos bienes al servicio per-
manente de una finalidad de interés general. Una persona que, como se ve, no es
colectiva, no tiene socios. Y lo más característico no es éste dato, sino la causa de
ella129. La fundación es una finalidad en acción, con medios y organización propios,
y en la cual el fundador en cuanto tal carece de influencia130. Las fundaciones, por
 128 Vide COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c., p. 349.
129 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 302.
130 Vide Juan GARCÍA PESARRODONA, Régimen jurídico-administrativo de las asociaciones, o.c, p. 44:
«Las fundaciones son definidas, en general, como entidades, creadas y dotadas con bienes particulares, que se pro-
ponen la realización, de manera permanente, de un fin humano lícito en beneficio de otras personas».
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tanto, son una clase o categoría de las personas jurídicas simples, que se rigen por
la voluntad de su fundador, mientras que las asociaciones y corporaciones son per-
sonas jurídicas complejas, al estar constituidas por uniones de otras personas (físi-
cas o jurídicas) que se rigen por la voluntad de sus órganos de gobierno de acuerdo
con sus Estatutos.
C. Corporación adversus entes institucionales131.
Lo explicó GARCÍA de ENTERRIA132 hace ahora un buen número de años, la cor-
poración es, pues, un grupo de personas organizadas en el interés común de todas ellas
y con la participación de las mismas en su administración. La institución es un conjunto
de medios materiales y personales afectados por un fundador a la gestión de una finali-
dad por éste propuesta, finalidad que en todo caso remite a un interés que está situado
fuera del ente y cuya organización y funcionamiento quedan determinados por la volun-
tad del propio fundador. Del mismo modo, el sostenimiento económico de la corporación
es asunto propio de los miembros (derramas, cuotas, contribuciones, aportaciones de
capital), en tanto que en las instituciones es de nuevo el fundador el que provee a su sos-
tenimiento:
«Esta summa divissio está montada sobre un dato esencial: la corporación es un con-
junto de personas las cuales adoptan la condición formal de miembros; son estos miem-
bros, por una parte, quienes son titulares de los intereses a los que el grupo va a servir,
aunque se trate de sus intereses comunes y no particulares, y, en segundo término, los
propios miembros son quienes organizan el ente, en el sentido también de que es su
voluntad la que va a integrar la voluntad propia del ente a través de un proceso represen-
tativo. En cambio, en los entes institucionales no existen propiamente miembros, aunque
eventualmente pueda haber interesados, o destinatarios de la actividad, o usuarios de las
prestaciones que dichos entes proporcionan; las instituciones son una creación de un fun-
dador o "instituidor" que es el que propone un fin a cumplir por el ente que crea (fin que
éste sirve, pero que es externo a él, bien por ser propio del fundador, bien porque este
señala como beneficiarios a terceros, que no por ello pasan a integrarse en el ente como
miembros, sino que se mantienen como terceros). En fin, es el propio fundador el que
131 Vide José Fernando MERINO MERCHAN, José Luís PALMAFERNÁNDEZ, "Artículo 34. Derecho
de fundación", en Oscar ALZAGAVILLAAMIL(Dir.), Comentarios a la Constitución Española de 1978,
Tomo III, Cortes Generales-EDERSA, Madrid, 1996, p. 549: «Por su parte, Gierke considera a la corpora-
ción e institución como personalidades colectivas sociales, pero subsistiendo entre ellas una aguda antíte-
sis al traer origen la corporación de la colectividad que en ella vive, mientras que en las instituciones viene
implantada la voluntad creadora desde el exterior, del fundador que provoca y domina su vida: allí una
voluntad inmanente, aquí una voluntad trascendente».
132 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en el derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 646.
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dispone los medios materiales y personas que quedan afectos al cumplimiento de este fin,
así como el que decide con su voluntad la constitución de los órganos propios del ente y,
por tanto, derivativamente, el que constituye la propia voluntad del ente».
Para contribuir a determinar con más precisión el espectro de los entes instrumentales, la
Ley 47/2003, de 26 de noviembre, (BOE de 27 de noviembre, núm. 284), Ley General
Presupuestaria, determina en su art. 1 que «Esta ley tiene por objeto la regulación del régi-
men presupuestario, económico-financiero, de contabilidad, intervención y de control finan-
ciero del sector público estatal». Y en el art. 2, configura quien forma parte del sector públi-
co estatal: «1. A los efectos de esta ley forman parte del sector público estatal: a) La
Administración General del Estado. b) Los organismos autónomos dependientes de la
Administración General del Estado. c) Las entidades públicas empresariales, dependientes de
la Administración General del Estado, o de cualesquiera otros organismos públicos vincula-
dos o dependientes de ella. d) Las entidades gestoras, servicios comunes y las mutuas de acci-
dentes de trabajo y enfermedades profesionales de la Seguridad Social en su función pública
de colaboración en la gestión de la Seguridad Social. e) Las sociedades mercantiles estatales,
definidas en la ley de Patrimonio de las Administraciones Públicas. f) Las fundaciones del
sector público estatal, definidas en la Ley de Fundaciones. g) Las entidades estatales de dere-
cho público distintas a las mencionadas en los párrafos b) y c) de este apartado. h) Los con-
sorcios dotados de personalidad jurídica propia [...]». Sin duda se trata de una disposición
que contribuye decisivamente a la delimitación conceptual entre corporaciones y entes insti-
tucionales/inístrumentales.
1.2. Naturaleza jurídica133.
133 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, Madrid, 1985, pp. 252-256:
«[...]. Dentro de la enorme gama de entes que componen la Administración institucional cabe establecer
dos grandes grupos, atendiendo a su estructura y funcionamiento: en el primero, el sustrato es de tipo cor -
porativo; en el segundo, de carácter fundacional. Los entes corporativos están montados sobre la base de
universítates personarum, que persiguen intereses comunes a tales personas. [...]. Las Corporaciones son
entes públicos institucionales [...] aunque un sector de la doctrina se pronuncia por situarlos entre el
Derecho público y el Derecho privado, como parte del Derecho profesional o corporativo, que sería un ter -
tium genus [...] en nuestra patria creemos que no puede plantearse el problema de lege data, dado que, de
una parte, el carácter público se atribuye de manera específica a las Corporaciones, por las normas que las
crean o reconocen, y, de otra, la propia Ley de la jurisdicción contencioso-administrativa les asigna, de
forma general, esta naturaleza al establecer que se entenderá por Administración pública 'Mas
Corporaciones [...] sometidas a la tutela del Estado o de alguna entidad local" (art. 1.2.c)). Claro está que
ello no implica que todos sus actos sean administrativos pues frecuentemente se moverán en la órbita del
Derecho privado. Aún más, a diferencia de lo que ocurre en los restantes sectores de la Administración,
puede afirmarse que el Derecho administrativo no es el ordenamiento jurídico común y normal de las
Corporaciones de este carácter, sino que éstas actúan, como regla, sujetas al Derecho privado, y sólo excep-
cionalmente se mueven en la órbita de aquél [...]».
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Sobre las dificultades que hay que enfrentar para determinar la naturaleza jurídica
de las corporaciones134 es buena muestra el siguiente fragmento:
«[...]. En primer lugar, porque en la resolución del problema de la naturaleza ha interferi-
do el problema de la duplicidad de funciones que desarrollan (públicas y privadas), lo que ha
llevado a defender tesis incorrectas desde el punto de vista organizativo (son Administración
Pública en cuanto al ejercicio de funciones públicas, pero al mismo tiempo entidades priva-
das, en cuanto a las funciones privadas), puesto que no caben híbridos organizativos. En
segundo lugar, por la falta de especificidad y rigor técnico que ha tenido en nuestro ordena-
miento la expresión, en parte tautológica, "Corporación de Derecho Público", empleada con
generosidad y a veces con impropiedad por el legislador, razón por la que su utilización no
siempre denota la presencia de un ente público stricto sensu. [...]. Hay que advertir que estas
dificultades, reflejo de la falta de categorías dogmáticas más depuradas, no es algo privativo
de nuestro país, sino que son comunes a otros países.
Advertiré que no estamos ante un problema puramente dogmático y teórico, puesto que,
en mi opinión, la correcta definición de la naturaleza [...] facilita la posterior resolución de
otros problemas ligados a la misma (distribución de competencias Estado-Comunidades
Autónomas, regulación de su régimen jurídico, adscripción obligatoria, funciones públicas
encomendadas, régimen jurídico de sus actos, tutela a la que están sujetas, etc.)»135.
La naturaleza jurídica de las corporaciones, en tanto, se les confiere una dimensión
pública al calificarlas como corporaciones de derecho público, imponer su constitución
obligatoria, atribuirles el carácter de órganos de consulta y colaboración con la
Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, someterlas a tutela y reco-
nocerles la posibilidad de que ostenten competencias administrativas por atribución
legal o por delegación de las Administraciones Públicas, fue determinada por la STC
76/1983, de 5 de agosto (Ar. 76), en los Fundamentos Jurídicos que se detallan:
«26. El artículo 21 es otro de los artículos tramitados como armonizadores, [...].
En su apartado 1, el artículo 21 se refiere a las Corporaciones de Derecho Público representati-
vas de intereses económicos que se concreta en el apartado a): Cámaras Agrarias, Cámaras de
Comercio, Industria y Navegación, Cámaras de la Propiedad Urbana y Cofradías de Pescadores.
134 Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 34: «El corporativismo dentro de los regímenes liberales democráticos se desarrolla a través de la
combinación de tres procesos: a) el crecimiento de las organizaciones y de los intereses colectivamente
organizados; b) la interpenetración entre Estado y sociedad civil a partir de la aparición del Estado-inter-
ventor que amplía su esfera de influencia a aspectos hasta entonces no incluidos en su ámbito de actuación
(regulación de la economía; actividades asistenciales; sostenimiento y promoción de la cultura; regulación
normativa de múltiples actividades privadas; intervención en las relaciones laborales, etc.); c) el desarro-
llo de pautas de interacción de las organizaciones de intereses entre sí y con el Estado a través de fórmu-
las de colaboración o competencia más o menos rígidamente institucionalizadas».
135 Vide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autono-
mía colegial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas,
Madrid, 1996, pp. 92-93. Vide Javier GALVEZ MONTES, La organización de las profesiones tituladas,
BOE, Madrid, 2002, pp. 138-140.
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El proyecto reconoce el aspecto privado de estas Entidades al señalar que tendrán como
función propia la prestación de servicios a sus miembros y la representación y defensa de sus
intereses económicos y corporativos, pero, al mismo tiempo, les confiere una dimensión
pública al calificarlas como Corporaciones de Derecho Público, imponer su constitución
obligatoria,  atribuirles el carácter  de órganos de consulta y colaboración con  la
Administración del Estado y las Comunidades Autónomas, someterlas a la tutela administra -
tiva de estas últimas y reconocerles la posibilidad de que ostenten competencias administra -
tivas por atribución legal o por delegación de las Administraciones Públicas.
En consecuencia, puede afirmarse que, aunque orientadas primordialmente a la consecución
de fines privados, propios de los miembros que las integran, tales Corporaciones participan de
la naturaleza de las Administraciones Públicas y, en este sentido, la constitución de sus órga -
nos así como su actividad en los limitados aspectos en que realizan funciones administrativas
han de entenderse sujetas a las bases que con respecto a dichas Corporaciones dicte el Estado
en el ejercicio de las competencias que le reconoce el artículo 149.1.18 de la Constitución.
Bases con las que pueden identificarse los principios contenidos en el artículo 21.1, dada la natu-
raleza de los mismos.
El artículo 21.2 en relación con las Corporaciones de Derecho Público representativas de
intereses profesionales, determina que su organización y competencias han de ajustarse a los
principios y reglas básicas establecidas en la legislación del Estado para dichas Entidades.
En relación  con  este  apartado  es preciso  señalar,  en  primer término,   que  unas
Comunidades han  asumido  con  carácter general  las  competencias relativas a las
Corporaciones de Derecho Público representativas de intereses profesionales, y otras lo han
hecho con carácter especifico, con relación únicamente a los Colegios Profesionales. Las pri -
meras han asumido dichas competencias con sujeción a los criterios básicos fijados por el
estado, y las otras, conforme a la legislación general o con el límite que resulta de los artí -
culos 36 -que remite a la Ley la regulación de los Colegios en los términos que indica- y 139
de la Constitución -que en su apartado 1 establece la igualdad de derechos y deberes de los
españoles- quedando en algunos casos diferida la asunción a un momento futuro mediante un
sistema cuya consideración no es relevante a estos efectos. La remisión a tales preceptos per-
mite entender que la Ley a que se refiere el artículo 36 ha de ser estatal en cuanto a la fija -
ción de criterios básicos en materia de organización y competencia.
En cualquier caso, pues, corresponde a la legislación estatal fijar los principios y reglas
básicas a que han de ajusfar su organización y competencia las Corporaciones de Derecho
Público representativas de intereses profesionales. Por ello, este apartado, en cuanto concre-
ta las bases y las refiere a la materia de organización y competencia, no es contrario a la
Constitución. [...]».
El reconocimiento legal, y el carácter de las Corporaciones, pese a la base común
asociativa de todas las personas jurídicas, persiguen fines más amplios que las de sim-
ple interés particular o privado, concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribucio-
nes o potestades -especie de delegación del Poder Público- para que puedan realizar
aquellos fines y funciones, que no sólo interesan a las personas asociadas o integradas,
sino a las que no lo están, pero que pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se inte-
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gran en la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públi-
cos descentralizados, pero sí que es justamente por cumplir, al lado de los privados,
fines públicos, por lo que se hace preciso la intermediación legal. Así lo ha manifesta-
do entre otras, la STC 89/1989, de 11 de mayo (Ar. 89), FJ Cuarto:
«El art. 36 CE no se refiere a la naturaleza jurídica de los Colegios Profesionales, mante-
niéndose por ello viva -y explicable- la preocupación de la doctrina en torno a aquélla. Puede
afirmarse, sin embargo, que la inmensa mayoría se pronuncia en favor de una concepción
mixta o bifronte que, partiendo de una base asociativa, nacida de la misma actividad profe-
sional titulada (a ésta se refieren casi todos los Colegios Profesionales), consideran los
Colegios como corporaciones que cumplen a la vez fines públicos y privados, pero integra-
dos siempre en la categoría o concepto de Corporaciones, al que, al hablar de las personas
jurídicas, ya se refería el art. 35 del C.C., que separa "las Corporaciones, Asociaciones y
Fundaciones de interés público reconocidas por la Ley" de las "Asociaciones de interés par-
ticular, sean civiles, mercantiles o industriales", distinguiendo así las Asociaciones de interés
público, las Asociaciones de interés particular y las Corporaciones, siendo éstas siempre de
carácter público o personas jurídicas públicas, porque, pese a la base común asociativa de
todas las personas jurídicas, persiguen fines más amplios que las de simple interés particu -
lar o privado, concediéndoseles por ello legalmente ciertas atribuciones o potestades -espe-
cié de delegación del Poder Público-para que puedan realizar aquellos fines y junciones, que
no sólo interesan a las personas asociadas o integradas, sino a las que no lo están, pero que
pueden verse afectadas por las actuaciones del ente.
No por eso, sin embargo, se ha llegado a concluir que esas Corporaciones se integran en
la Administración, ni tampoco que puedan ser consideradas como entes públicos descentra -
lizados, pero sí que es justamente por cumplir, al lado de los privados, fines públicos, por lo
que se hace preciso la intermediación legal. Eso explica el reconocimiento legal de las
Corporaciones al que se refiere el art. 35 C. C. y, adelantando el argumento, el mandato cons-
titucional contenido en el texto del art. 36 CE [...]».
Llegados a este punto, debo señalar la diferencia que existe entre la corporación de
derecho público y la Administración pública136. Y nadie mejor que los profesores que
menciono a continuación, para explicarlo con claridad:
GARCÍA de ENTERRÍA:
«Pero tal identificación subjetiva entre corporaciones de base privada que tienen atri-
buidas funciones públicas y administraciones públicas resulta profundamente equívoca.
Ni los fondos de estas corporaciones constituyen dinero público, ni sus cuotas o derra-
mas -entre sus miembros, no ad extra, naturalmente- exacciones públicas regidas por el
principio de legalidad tributaria [...], ni sus empleados funcionarios, ni sus contratos son
en ningún caso contratos administrativos, ni sus bienes nunca demaniales, ni sus actos
son administrativos fuera del caso específico de que se produzcan en ejercicio de las fun-
ciones delegadas. Más simplemente y en forma positiva: sólo en la actividad referente a
la constitución de sus órganos (procesos electorales), por lo mismo que la organización
136 Vide Joaquín TORNOS MAS, "Las cámaras oficiales de comercio, industria y navegación", en AAVV,
Administración instrumental, o.c, pp. 800.
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es pública, y en los limitados aspectos en que actúan funciones administrativas atribui-
das por la ley o delegadas, la actuación de las corporaciones de base privada puede cali-
ficarse de administrativa a los efectos de su régimen jurídico y de su eventual enjuicia-
miento jurisdiccional; en esos casos se da normalmente un recurso previo ante la
Administración de tutela [...], recurso que viene a jugar como una suerte de reconversión
administrativa de un acto que originariamente aparece dictado por una corporación que
no es por sí misma una Administración pública estrictamente tal, aunque ejercite funcio-
nes de ésta.
Por ello, más que de tal identificación subjetiva entre corporaciones de base privada
y Administraciones podría hablarse, más técnicamente, de que aquéllas vienen a actuar
como verdaderos agentes descentralizados de la Administración. [...]»l37.
GONZÁLEZ NAVARRO:
«Finalmente hay que decir que la expresión corporación de derecho público -como
sus equivalentes corporación o corporación pública- tiene un alcance distinto a la de
Administración pública, no siendo correcto ni tampoco conveniente identificar dichas
expresiones:
a)
No es correcto, porque son muchos los textos de nuestro derecho positivo que cali-
fican de "corporación de derecho público" a entes que no son Administración pública.
Puede afirmarse con carácter general que las corporaciones profesionales o de intere-
ses (colegios, cámaras, etc.), a pesar de que la doctrina española venía calificándolas de
verdaderas Administraciones públicas, no son tales sino meras organizaciones sectoria-
les de base privada dotadas de personalidad y que, sólo a determinados efectos -cumpli-
miento de ciertos fines públicos- tiene la consideración de Administraciones públicas.
b)
Tampoco resulta conveniente esa identificación porque puede llevar a aplicar a
esas corporaciones de derecho público el régimen de prerrogativas de la Administración
pública y, particularmente, de la Administración del Estado cuya regulación tiene parti-
cular capacidad absorbente sirviendo de modelo a las restantes regulaciones.
Piénsese, que esa equiparación podría suponer que los colegios profesionales tuvie-
ran las mismas prerrogativas que la Administración del Estado, lo que no parece que deba
admitirse»138.
Quizás por todo ello es posible afirmar que estamos ante supuestos de autoadminis-
tración de naturaleza mixta o bifronte139, aunque tal y como advierte FANLO LORAS,
esta propuesta es «sin embargo, desde el punto de vista organizativo, equívoca, porque
la perífrasis utilizada traslada a la forma de personificación ("corporación", que en sen-
tido estricto alude siempre a una forma de personificación pública) el problema de la
137 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Los tipos de entes públicos en el derecho español", Estudios
jurídicos en homenaje al profesor Federico de Castro, Tecnos, Madrid, 1976, p. 660.
138
Vide Francisco GONZÁLEZ NAVARRO, Derecho administrativo español, o.c, pp. 210-211.
139
Vide Emilio PÉREZ PÉREZ, "Naturaleza de las comunidades de usuarios del agua y esquema de su
régimen jurídico", REDA, 81, (1994), pp. 55-76, donde determina el verdadero alcance de la calificación
como Corporación de Derecho Público. Vide Cándido PAZ-ARES RODRÍGUEZ, Comentarios del Código
Civil, Ministerio de Justicia, Madrid, 1993, p. 1300.
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naturaleza y funciones (base privada y ejercicio de intereses privados)»140. Pero sin
embargo, entre sus finalidades esenciales está la protección y defensa de los terceros
encarnados en el interés general:
«Evidentemente, nosotros somos una corporación [...]. Pero esa corporación se dis-
tingue por su carácter egoísta como la mayoría de las asociaciones, yo creo que hay una
diferencia que conviene poner muy claro. En cualquier asociación no se plantea ni siquie-
ra duda de si debe prevalecer el interés del asociado o el interés de quien permanece
extraño al círculo interno de la asociación. En cambio, en nuestros colegios, el interés del
tercero, el interés del cliente, prevalece sobre el interés de nuestros compañeros colegia-
dos»141.
En definitiva, existe una doble visión sobre el corporativismo. Por una parte, se
entiende como producto de la reestructuración del sistema de representación de intere-
ses, de la revolución organizativa y de cambios ocurridos en el Estado, la sociedad y las
relaciones entre ambos. Por otra, como la aparición de un modelo de colaboración
ejemplificado en la concertación y los pactos sociales142. Pero admitir estas posibilida-
des no implica que no se haya llegado a la esencia de la categoría que estamos estudian-
do (STS de 20 de noviembre de 1987, Ar. 7910, Cdo 9o, que subraya la diferencia entre
corporaciones de derecho público y asociaciones privadas, declarando que):
140
Vide Antonio FANLO LORAS, "Encuadre histórico y constitucional. Naturaleza y fines. La autonomía cole-
gial", en AAVV, Los colegios profesionales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996,
p. 94. Vide STC 11/2002, de 17 de enero, voto particular que formula el Magistrado don Fernando Garrido Falla
en relación con los recursos de inconstitucionalidad núms. 3584/1994 y 3592/1994: «2. Esta calificación jurídica
de las Cámaras Oficiales de la Propiedad Urbana, que las asimila a los "entes instrumentales" (Administraciones
públicas), no puedo compartirlas. Las corporaciones de Derecho público son fundamentalmente, a mi juicio, aso-
ciaciones privadas que como consecuencia de determinadas facultades exorbitantes que les concede el poder
público, en atención a fines de interés público que persiguen, adquieren la cualidad de corporaciones de Derecho
público. El Estado (o las Comunidades Autónomas) mediante norma legal de rango suficiente podrá suprimir las
facultades exorbitantes concedidas, degradándolas a la simple condición de asociaciones privadas; lo que no
puede, siempre a mi juicio, es hacer desaparecer unas asociaciones protegidas por el art. 22 de la Constitución
Española».
141
Vide Efen BORRAJO DACRUZ, "Sindicatos y colegios profesionales", Anales de la Cátedra
Francisco Suárez, 22, (1982), p. 99, donde recoge estas expresiones emitidas por el señor Pedrol Rius. Vide
STC 20/1988, F.J. 4: «[...] los Colegios Profesionales son corporaciones sectoriales que se constituyen para
defender primordialmente los intereses privados de sus miembros, en razón de las cuales se configuran
legalmente como personas jurídico-públicas o Corporaciones de Derecho público cuyo origen, organiza-
ción y funciones no dependen sólo de la voluntad de los asociados, sino también, y en primer término, de
las determinaciones obligatorias del propio legislador, el cual, por lo general, les atribuye asimismo el ejer-
cicio de funciones propias de las Administraciones territoriales o permite a estas últimas recabar la cola-
boración de aquellas mediante delegaciones expresas de competencias administrativas, lo que sitúa a tales
Corporaciones bajo la dependencia o tutela de las citadas Administraciones territoriales titulares de las fun-
ciones o competencias ejercidas por aquéllas».
142
Vide Manuel PÉREZ YRUELA y Salvador GINER, El corporativismo en España, Ariel, Barcelona,
1988, p. 57.
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«[...] al ser Corporaciones de Derecho Público no son asociaciones ni resultan del
libre ejercicio del Derecho constitucional de asociación, pues lo que determina la crea-
ción de las Corporaciones de Derecho público no es la voluntad privada, sino la volun-
tad superior de la norma que decide crearlas al entender que los intereses generales serán
mejor servidos [...]»143.
Respecto al destino del patrimonio resulta relevante la STC 11/2002, de 17 de enero,
F.J. 10:
«[...] las corporaciones de Derecho público son "entidades cuya creación y disolución se
producen como consecuencia de la decisión del poder público" [...]. Lo determinante, por
tanto, es que, con independencia de su origen, el patrimonio generado por las Cámaras mien-
tras éstas existieron era el patrimonio de una corporación de Derecho público; corporación a la
que, obviamente una vez suprimida, no era obligado indemnizar. Cosa distinta es que el origen
del patrimonio cameral debiera ser utilizado como criterio relevante a la hora de ordenar el des-
tino que había de darse al conjunto de su patrimonio. Y en este sentido es difícil hacer algún
reproche al Decreto-ley impugnado, pues precisamente se sirve de ese dato para adscribir una
parte del patrimonio (el generado por la cuota obligatoria) al cumplimiento o realización de
fines o servicios públicos, destinando la masa patrimonial restante para su adscripción a aso-
ciaciones sin ánimo de lucro que tengan como finalidad esencial la defensa, promoción e infor-
mación de los propietarios y usuarios de viviendas urbanas».
1.3. Clasificación.
1.3.1. Una pluralidad de intereses que lógicamente tienen su reflejo en la legis-
lación de una determinada época.
143 Vide STS de 12 de junio de 1990, Ar. 4458, F.D. 2o, que declara que las actividades corporativas que no se
desarrollan bajo veste pública no están sometidas al derecho administrativo: «La faceta asociativa privada de los
Colegios Profesionales debe estar sometida al Derecho Civil, pues todo lo relativo a la adquisición, conservación,
recuperación, perdida o administración de sus bienes privativos, en nada afecta al orden administrativo, y de ahí
que las leyes relativas a la aprobación, constitución, disolución, fusión, segregación, etc., del ente público tengan
carácter administrativo y no contengan normas de Derecho privado relativas a su patrimonio particular, que queda
sometido a las normas aplicables a cualquier asociación de carácter civil». Vide Francisco LÓPEZ MENUDO,
"El derecho administrativo como derecho "especial" y "excepcional" de algunos entes públicos. Consecuencias",
en AAVV, Administración instrumental (Libro homenaje a Manuel Francisco Clavero Arévalo), Instituto García
Oviedo-Cívitas, Madrid, 1994, pp. 573-574: «Queda, pues, meridianamente claro que el Derecho administrativo
no es un Derecho "normal" para estas Corporaciones, puesto que no tiene un "valor organizador general" para las
mismas, quedando limitada su aplicación a los puntuales aspectos en que ejercen funciones públicas. Y esta
misma conclusión, mutatis mutandis, es igualmente aplicable a todas las entidades respecto de las cuales el legis-
lador ha "renegado" del uso general del Derecho administrativo, [...], el uso que eventualmente se haga del
Derecho administrativo ha de ajustarse a límites estrictos (expresa atribución legal e interdicción de cualquier fór-
mula que Heve a la expansión de los privilegios). [...]. Pero lo que sí resulta de todo punto inadmisible es que en
el proceso de evasión se vayan jirones del "mejor" Derecho administrativo, el que refuerce con prerrogativas, sin
el contrapeso de las correlativas cargas, la ya cómoda posición buscada de propósito en los ámbitos del Derecho
privado. Parece claro que no hay situación más peligrosa para la libertad y la seguridad jurídica que un sujeto
privado dotado de prerrogativas públicas».
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Es notoria la pluralidad de intereses que, de siempre, han concurrido y concurren en
la vida económica. Intereses que, lógicamente, tienen su reflejo en las organizaciones
en las que aquellos se incardinan. Ha habido al respecto opciones muy distintas. No es
necesario recordarlas. Basta, simplemente, tener en cuenta los datos que facilita una
historia ya conocida. Gremios, cámaras, asociaciones patronales; más tarde también,
sindicatos obreros. Y en todo caso, la presencia de la Administración, principalmente la
del Estado, sectorialmente proyectada en este ámbito. Organizaciones distintas, con
cometidos igualmente diferentes, cuyo significado y alcance varía también según los
tiempos: a épocas de esplendor han seguido otras en las que esas organizaciones lleva-
ban una vida más o menos lánguida144. Tampoco han sido ajenas a la vida de las mis-
mas, situaciones de mutua tensión y desconfianza.
Fórmulas orgánicas heterogéneas por demás. Y como cualquier fórmula de naturaleza
organizativa, todas las que en su caso se adoptan, son siempre de carácter convencional. Las
alternativas organizativas que se ofrecen han sido muy diversas. Es algo que conviene tener
muy claro y que encuentra pleno reflejo en nuestro propio ordenamiento jurídico145. Dos
ejemplos como botón de muestrar: a partir del Real Decreto-ley de 9 de junio de 1924, se con-
cede a las Universidades, el carácter de corporaciones de interés público, y, por tanto, la per-
sonalidad jurídica para adquirir, poseer y administrar bienes; en el régimen sindical que tuvo
su fundamento en el Fuero del Trabajo, el sindicato se configuró como una corporación de
derecho público, de carácter total y obligatorio, de estructura jerarquizada y dependiente del
Estado. La identidad de naturaleza jurídica con el colegio profesional era total; uno y otro
tenían que velar prioritariamente por los intereses generales, no sólo de la profesión o de la
comunidad económico-social, sino del Estado146.
1.3.2. Clasificación actual.
Se puede establecer la siguiente clasificación147:
144
Vide Francisco VILLACORTA BAÑOS, Profesionales y burócratas, Siglo XXI de España Editores,
S.A., Madrid, 1989, p. 16, donde explica el fenómeno de la colegiación como defensa de la práctica pro-
fesional cotidiana y p. 312, donde analiza el corporativismo y el mercado de trabajo profesional en nues-
tro país.
145
Vide Sebastián MARTÍN-RETORTILLO BAQUER, "Funciones de las Cámaras Oficiales de
Comercio, Industria y Navegación", REDA, 90, (1996), p. 185.
146
Vide Efren BORRAJO DACRUZ, "Sindicatos y colegios profesionales", Anales de la cátedra
Francisco Suárez, 22, (1982), p. 81.
147 Vide Luís COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 350.
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a) Corporaciones territoriales.
b) Corporaciones representativas de intereses profesionales.
c) Corporaciones representativas de intereses económicos.
d) Corporaciones sociales de finalidad asistencial.
e) Corporaciones de usuarios del dominio público hidráulico.
Tengo que hacer una referencia especial, pues si las tres primeras categorías son
muy conocidas, las dos últimas sólo tiene una corporación acuñada. En el apartado d),
me estoy refiriendo a la Organización Nacional de Ciegos148, y en el e) a las comuni-
dades de usuarios del dominio público hidráulico, creadas sobre la base de las tradicio-
nales comunidades de regantes. Nada impide que en el futuro puedan nacer otras que
se acomoden a esta clasificación.
1.4. Características.
Entre las notas características de las corporaciones debo destacar las siguientes:
· En primer lugar, todas las corporaciones privadas parten de un libre pacto asocia-
tivo, que las dota de estructura y funcionamiento, mientras que las públicas son crea -
das por un acto de poder, ya sea por la Ley, caso por caso, o bien por resolución admi-
nistrativa.
· En segundo lugar, por la obligatoriedad indirecta de la integración de sus miem -
bros. No obstante se trata de una obligatoriedad relativa, dado que el ordenamiento no
impone el ingreso en el ente corporativo, pero sí indirectamente si se pretende ostentar
la titularidad de un derecho o el acceso a determinadas prestaciones y servicios.

· Por último es distintivo el carácter monopolístico de las organizaciones corporati-
vas, dado que no cabe más que una sola y única organización corporativa para operar
con determinados fines y sobre un mismo colectivo, frente al pluralismo esencial de las
sociedades.
Las consideraciones anteriores nos permiten afirmar sin género de dudas que la
ONCE es un ente de base corporativa no territorial (corporación de derecho público,
de carácter social), y que se ve confirmado por lo que dispone el Título Preliminar de
sus Estatutos (art. 1), a saber: «de creación estatal y bajo su protectorado, constituye
una agrupación de deficientes visuales españoles que admitidos estatutariamente en
148 Sobre la naturaleza de los actos que dictan y de la competencia jurisdiccional, cuando actúa en mate-
rias delegadas por la Administración Pública, Vide José Luís REGUERO IBÁÑEZ, "Las corporaciones de
derecho público en el proceso contencioso-administrativo", en Los colegios profesionales. Administración
corporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001, pp. 88-89.
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ella, deberán afiliarse obligatoriamente para acceder a sus prestaciones y prerrogativas
sociales y que sin perjuicio de gestionar y defender sus funciones privativas, ejerce
determinadas funciones delegadas de las Administraciones Públicas»149.
1.5.
Elementos.
1.5.1.
Materiales.
Son los mismos que han sido expuestos al determinar la configuración jurídica de
las asociaciones.
1.5.2.
Formales.
Nuevamente me remito a los que expuse al tratar las asociaciones con tres salveda-
des: primera, la necesidad de una norma que de a luz a la corporación de que se trate;
segunda, los estatutos150 deberán cumplir los requerimientos exigidos en la disposición
fundacional; tercero, el reconocimiento y la publicidad vienen otorgados por la norma
a la que acabo de hacer referencia.
1.6.
Atribuciones.
No es tarea fácil la de sistematizar las atribuciones ejercidas por las corporaciones.
Sin pretensiones de acierto, creo que pueden clasificarse en las siguientes151:
1º. Reglamentarias: a) Formar y aprobar sus estatutos, ordenaciones y reglamentos
con arreglo a las leyes o disposiciones por las que se rijan. Estos reglamentos tienen
para el grupo carácter de verdaderas leyes, b) Dictar reglas referentes a materias de su
competencia: por ejemplo las que versen sobre el ejercicio de la profesión o sobre el
uso y disfrute de los bienes comunales.
2o. De gobierno y administración en todo cuanto se refiera al régimen interior de la
corporación, como el nombramiento de empleados, fijación de retribuciones, separa-
ción, etc., la formación de presupuestos, ordenación de pagos, cuentas, etc.
149 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 67, (1992), p. 38.
150 Vide Dictamen del Consejo de Estado 5903/97, de 5 de marzo: «Estatutos Generales son, en diversas
modalidades, normas jurídicas especiales fruto simultáneo de la autonomía que nuestro ordenamiento jurí-
dico reconoce a la Administración Corporativa y del control que reserva al Gobierno de la Nación [...]».
151 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", Revista de la Facultad de Derecho de Madrid, 8, 9, 10 y 11, (1942), pp. 55-
56. Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración corporativa", o.c, pp. 114-115.
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3o. De representación de la corporación y de la clase o profesión ante el Poder públi-
co, pudiendo hacer peticiones, proponer reformas, nombrar vocales para las entidades
representativas de segundo grado, comunicarse con otras entidades, etc.
4o. Consultivas, teniendo unas veces el deber de contestar a las consultas que reciba
del Gobierno, de los ministros, Diputaciones, Ayuntamientos, etc., y otras, también, el
derecho de que se las consulte sobre determinadas materias.
5o. Jurisdiccionales. La facultad de imponer correcciones disciplinarias.
6o. Profesionales, interviniendo o decidiendo el ingreso en la profesión, llevando un
registro de los que la ejerzan, etc.
7º.  Fiscales, repartiendo las cargas y contribuciones entre sus individuos.
8o. De organización y gestión de los servicios públicos encomendados.
9o. De fiscalización de los servicios públicos encomendados.
10. De previsión y asistencia
1.7. Privilegios y deberes152.
1.7.1.
Privilegios.
El Estado, para estimular en ocasiones la creación de entidades cuyos fines estima
de interés público y otras como consecuencia del carácter público administrativo de
determinadas corporaciones, les otorga algunos privilegios que podemos agrupar de la
siguiente forma: 1o. Exenciones fiscales. 2o. Concesión de preferencia para ciertos ser-
vicios. 3o. Honores, mediante la concesión de uso de medallas o distintivos de trata-
mientos, etc. 4o. Monopolio del nombre. 5o. Monopolio para la organización y gestión
de ciertas instituciones. 6o. Concesión de algunos de los privilegios característicos de la
Administración y Hacienda pública.
1.7.2.
Deberes.
En compensación de estos privilegios y justificando su carácter público, las entida-
152 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", o.c, pp. 56-57. Vide Eugenio PÉREZ BOTIJA, "Problemas de administración
corporativa", o.c, p. 116 donde hace una sinopsis de la fiscalización sobre las corporaciones:
«a) Fiscalización administrativa: a', intervención en su constitución y organización. b'. Intervención en su
funcionamiento: Fiscalización preventiva (derecho de veto y autorización previa). Fiscalización sucesiva y
a posteriori. c'. Los recursos gubernativos y los contencioso-administrativos. d. La tutela,
b) Fiscalización económica: a'. Preventiva: aprobación del presupuesto. b'. Sucesiva: fiscalización directa
a través de delegados de la intervención general del Estado. c'. La fiscalización a posteriori: rendición de
cuentas».
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des de esta clase tienen deberes respecto del Estado. El primero y fundamental es el de
desempeñar las funciones para las que fueron creadas o establecidas. Además de esto,
cabe señalar: a) La presentación de una memoria anual en que se dé noticia de la mar-
cha y acción corporativas. b) El de contestar las consultas que les haga la
Administración en asuntos de la competencia de aquéllas. c) El de rendir cuentas o
comunicarlas. d) El de levantar las cargas que sobre ellas pesen. e) El de responder de
sus asociados, en los términos legalmente establecidos.
La doctrina de los deberes de las corporaciones públicas respecto al Estado se halla
muy poco elaborada en nuestro Derecho, y es lo más frecuente que no se expresen en
las disposiciones orgánicas sino genéricamente los deberes de ajustarse a la ley y de
cumplir con lo que ésta disponga.
2. La ONCE es una corporación de derecho público, de carácter social.
2.1. Corporación, de carácter social, que no establece formalmente la incorpo-
ración obligatoria de los invidentes.
Del análisis de estas notas cabe deducir que el calificativo de Corporación de carác-
ter "social" la aparta sustancialmente del resto de las corporaciones de derecho público
representativas de intereses económicos o profesionales. ¿Qué significado tiene, por
consiguiente, la calificación de esta entidad como corporación de derecho público?.
Evidentemente, su base asociativa, al estar constituida por miembros o afiliados que se
determinan en base a la concurrencia de una concreta minusvalía física, y que aparta
también a esta entidad de las de naturaleza puramente instrumental, que como he dicho
tienen base o carácter fundacional. La ONCE en este sentido es realmente una persona
jurídica integrada por otras personas, lo que es uno de los rasgos esenciales de las cor-
poraciones.
Una cuestión que ha suscitado un debate amplio ha sido el tema de la obligatorie-
dad de la incorporación. El TC ha señalado que "cuando se trata de corporaciones de
derecho público, o incluso de asociaciones privadas a las que se confiere el ejercicio de
funciones públicas de carácter administrativo, hemos venido manteniendo que las
facultades del legislador se amplían considerablemente, permitiéndose una más pene-
trante intervención del Estado en su organización, por cuanto se consideran entidades
distintas de las asociaciones que pueden libremente crearse al amparo del artículo 22
CE. Y es esta configuración la que justifica que pueda exigirse la incorporación, siem-
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pre que se haga por norma con rango de ley", tal y como ha afirmado la STC 194/1998,
de 1 de octubre.
Respecto a otras entidades tradicionalmente corporativas en que se venía exigien-
do asimismo la incorporación obligatoria, la entrada en vigor de la Constitución dio
lugar a una jurisprudencia del TC, que estimó que sólo podía considerarse aceptable
en casos excepcionales, declarando inconstitucionales las normas legales anteriores
que establecían la obligatoriedad, como las bases 4a y 5a de la Ley de Cámaras de
Comercio, Industria y Navegación de 29 de junio de 1911. Después de la Ley Básica
de 22 de marzo de 1993 va a establecerse que la adscripción obligatoria a las
Corporaciones Públicas podía considerarse aceptable, si bien sólo en casos excep-
cionales debidamente justificados, "ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea
en las características de los fines de interés público que persigan, de los que resulte
cuando menos la dificultad de obtener tales fines sin recurrir a una adscripción for-
zosa". Así, en las SSTC 107/1996, de 12 de junio, y 154/1996, de 3 de octubre, sen-
tando una doctrina que han de acatar los distintos órdenes jurisdiccionales153.
Pues bien, otro de los rasgos dominantes en las Corporaciones de Derecho Público,
el carácter obligatorio de la pertenencia a la misma, de las personas en las que concu-
rre una circunstancia específica (ejercicio de una profesión, o de una actividad econó-
mica, titularidad de determinado tipo de bienes), se da sólo parcialmente en la ONCE.
Ciertamente la obligatoriedad de la afiliación para toda persona invidente, a efectos de
recibir la asistencia que la ONCE otorga, sigue inmodificada desde 1938; pero la
ONCE ha extendido su acción a través de fórmulas diversas (Fundación ONCE) a per-
sonas con otras minusvalías, y como consecuencia de ello ha perdido coherencia la nota
de obligatoriedad. Obligatoriedad-derecho, pues la afiliación sólo es precisa para quie-
nes quieran recibir la asistencia que presta la ONCE. De esta suerte, la cualidad de
miembros que se define como obligatoria con caracteres muy precisos en todas las cor-
poraciones de derecho público, aparece un tanto desdibujada en estos momentos en
relación a la ONCE, que, sin embargo, se califica también de corporación de derecho
público por el legislador154.
153 Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ y Germán FERNÁNDEZ FARRERES, Derecho de asociación, o.c.,
pp. 272-274.
154 Vide Luís COSCULLUELA MONTANER, "Nuevas tendencias en la regulación de las corporaciones
de derecho público en el derecho español", en AAVV, Administración instrumental, o.c, p. 360.
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2.2.
Garantías del ciudadano.
Quizás convenga recordar algo que la doctrina ha dejado muy claro155: cuando las
corporaciones ejercitan funciones públicas es preciso que el ciudadano goce de las mis-
mas garantías que si quien actúa es una Administración pública propiamente tal. Sobre
esta materia resultó pionera la STS de 3 de noviembre de 1988 (Ar. 9264), ponente:
González Navarro, FJ. 5:
«[...]. Por tanto, tienen una doble faceta, la privada -en este punto, tienen un papel poli -
tico decisivo en un sistema democrático, cual es el de intermediación entre el poder y los ciu -
dadanos-, y la pública, realizando actuaciones que el poder público les ha delegado o que ha
descentralizado en ellas. Cuando esto ocurre, es el propio poder público el que está actuan -
do, la Corporación actúa funciones públicas en virtud de una relación fiduciaria que a través
de esos  mecanismos  de transferencia de  competencia  se  ha establecido  entre  la
Administración Pública y la Corporación que, por esto mismo, se llama entonces, y con toda
propiedad pública. La necesidad de que el ciudadano goce de las mismas garantías, cualquie -
ra que sea la Administración Pública ante la que actúa o a cuyo imperio se somete, acciden -
tal o normalmente, obliga a aplicar a las Corporaciones públicas, en todos los casos en que
ejercitan funciones públicas, aquella Ley básica estatal que es la preconstitucional de 1958.
Así resulta con toda claridad del artículo 149.1.18 de la Constitución Española, donde se dice
que "las bases del régimen jurídico de las Administraciones Públicas (que, hoy por hoy, se
contienen en dicha Ley) ... garantizarán a los administrados un tratamiento común ante
ellas ". Regla ésta que, a su vez, es concreción de ese otro principio de "igualdad en las con-
diciones básicas" de que habla el artículo 149.1.1a. [...]».
Por ello se justifica la intervención del Consejo de protectorado respecto a la afiliación.
2.3.
En el aspecto práctico lo que importa en cada caso concreto y particular es
el sistema de poderes compulsivos de que está dotado el ente, la subordinación o
autonomía del mismo y qué defensa tenga el particular que entra en conflicto con
él (procedimiento y jurisdicción).
El problema que se pretende resolver con fórmulas generales por lo demás, es más
bien teórico y clasificatorio, porque en el aspecto práctico lo que importa en cada caso
concreto y particular es el sistema de poderes compulsivos de que está dotado el ente; la
subordinación o autonomía del mismo y qué defensa tenga el particular que entra en con-
flicto con él (jurisdicción y procedimiento)156.
En el caso de la ONCE su propia constitución como corporación, y las atribuciones
155 Vide Luís MARTÍN REBOLLO, "Régimen jurídico de los colegios", en AAVV, Los colegios profesio -
nales a la luz de la Constitución, Unión Profesional-Cívitas, Madrid, 1996, p. 189.
156 Vide José Luís LACRUZ BERDEJO, Francisco de Asís SANCHO REBULLIDA, Agustín LUNA
SERRANO, Jesús DELGADO ECHEVARRÍA, Francisco RIVERO HERNÁNDEZ, Parte general del
Derecho Civil, Vol. II, Bosch, Barcelona, reimpresión 1992, p. 264,
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conferidas legalmente por la Administración (afiliación y sorteo) son las materias sobre
las que el procedimiento administrativo y la jurisdicción contencioso-administrativa
serán las vías procedimentales y procesales a utilizar.
2.4. La difuminación de la dicotomía derecho público-privado. El reconoci-
miento de la ONCE como una corporación de derecho público, de carácter social,
con relevancia pública.
Por todo lo expuesto, estamos ante un supuesto de interacción Estado-Sociedad, que
ha sido explicado con nitidez por la STC 18/1984, de 7 de febrero (Ar. 18), en su FJ
Tercero, en los siguientes términos: «La interacción Estado-Sociedad y la interpenetra-
ción de lo público y lo privado trasciende, como hemos señalado, al campo de lo orga-
nizativo y de la calificación de los entes. La función ordenadora de la sociedad puede
conseguirse de muy diversas formas, que siempre han de moverse dentro del marco de
la Constitución, cuyos límites es innecesario estudiar a los efectos del presente recurso.
Lo que sí interesa señalar es el reconocimiento constitucional de entes asociativos o
fundacionales, de carácter social, y con relevancia pública. Esta relevancia pública no
conduce, sin embargo, necesariamente a su publificación, sino que es propio del Estado
social de derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen
fines de relevancia constitucional o de interés general.
La configuración del Estado como social de Derecho viene así a culminar una evo-
lución en la que la consecución de los fines de interés general no es absorbida por el
Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-Sociedad, que difumina la
dicotomía Derecho público-privado y agudiza la dificultad tanto de calificar determina-
dos entes, cuando no existe una calificación legal, como de valorar la incidencia de una
nueva regulación sobre su naturaleza jurídica»157.
157 Ibídem, p. 263, nota 10: «Sobre estas bases suele operar también la jurisprudencia: cfr. S. 25 de febre-
ro de 1984 sobre la compatibilidad de existencia de una asociación de corredores de seguros y del Colegio
nacional de agentes de seguros. Por su parte, la STC de 7 de febrero de 1984 significa que "la configura-
ción del Estado Social de Derecho viene así a culminar una evolución en la que la consecución de los fines
de interés general no es absorbida por el Estado, sino que se armoniza en una acción mutua Estado-
Sociedad, que difumina la dicotomía Derecho público-Derecho privado y agudiza la dificultad tanto de
calificar determinados entes, cuando no existe una calificación legal, como de valorar la influencia de una
nueva regulación sobre la naturaleza jurídica", subrayando que "lo que sí interesa destacar es el reconoci-
miento constitucional de entes asociativos o fundacionales, de carácter social y relevancia pública. Esta
relevancia pública no conduce, sin embargo, necesariamente a su publificación, sino que es propio del
Estado Social de Derecho la existencia de entes de carácter social, no público, que cumplen fines de rele-
vancia constitucional o de interés general».
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Pero además, es necesario identificar los signos cuyo conjunto puede servir para
conocer la naturaleza pública o privada de una determinada entidad, o de una parte de
su actividad:
«Viniendo ahora a enumerar cuáles son esos signos cuyo conjunto puede servir para
conocer si una determinada entidad es pública o privada, y sintetizando los que observa-
mos en nuestra legislación, análogos a los indicados por diversos autores, podemos redu-
cirlos a los siguientes:
1º. La acción del Estado u otra corporación territorial en su creación, regulación o
reconocimiento. Así, es un signo de carácter público la fundación por una ley o por una
disposición administrativa de ciertas entidades, o el reconocimiento de su especial utili-
dad pública por los mismos medios.
2o. La concesión de privilegios, tales como la exención de impuestos, el monopolio
de ciertos servicios, la propiedad exclusiva del nombre, la preferencia en servicios públi-
cos, etc. [...].
3o. El poder coactivo, aplicado a la constitución de las entidades mencionadas o con-
cedido a éstas para el logro de ciertos límites. Este es un signo de gran importancia.
Desde luego, la agremiación obligatoria implica una violencia a la libertad individual,
que ha de justificarse mediante la utilidad pública en grado suficiente para conferir el
mismo carácter a la entidad así creada. [...].
4o. La facultad de nutrir sus cajas por el procedimiento del impuesto o por otros cono-
cidamente públicos. Es también de las más importantes.
5o. La facultad disciplinaria y la correctiva.
6o. La organización y gestión de servicios que, por su continuidad y por lo general de las
necesidades a que responden, puedan considerarse como servicios públicos.
7o. Ciertas condiciones formales de publicidad, procedimiento, etc., impuestas para su
funcionamiento.
8o. El grado de control ejercido sobre ella por las Administraciones públicas, del Estado,
la Provincia o el Municipio. [...].
9o. Las obligaciones de la entidad respecto al Estado. Este es también un signo particular-
mente interesante. Es, como el anterior, susceptible de gradación. Así, el estado impone fre-
cuentemente la obligación de servir al Cuerpo consultivo de la Administración, de levantar
determinadas cargas, establecer y regir ciertos servicios, elevar una Memoria anual, designar
personas de las que las integran para desempeñar cargos, etc.»158.
En algunas entidades concurren circunstancias de todas las clases enumeradas.
Cuando esto sucede, su carácter público es indudable. En la mayoría de ellas se dan
unos u otros de esos signos, y en otras únicamente alguno. Para determinar, en cada
caso, si dichas entidades son o no públicas habrá que realizar un estudio minucioso de
su organización, atribuciones y funcionamiento.
158 Vide Luís JORDANA de POZAS, "Las corporaciones profesionales en el derecho administrativo espa-
ñol anterior a la dictadura", Revista de la Facultad de Derecho de Madrid, 8, 9, 10 y 11, (1942), pp. 32-
33.
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2.5. Es propio de todas las corporaciones el que tengan una base asociativa, pero
es que además, la ONCE, presenta perfil de naturaleza asociativa.
El fenómeno asociativo de la ONCE asienta su raíz histórica en la voluntad común de
todos los ciegos159, consistente en unir sus esfuerzos para lograr dos finalidades esenciales,
que, luego, han revestido y revisten formas o modalidades ciertamente variadas. Una fina-
lidad u objetivo primordial era, y es, conseguir la integración laboral necesaria para vivir
como ciudadanos normales, con arreglo al principio básico de ganarse el sustento propio y
el de las familias respectivas con la ocupación laboral. El otro objetivo se refiere a la con-
secución de una, lo más perfecta posible, integración social, basada, sobre todo, en la
obtención de servicios sociales que, eliminando las barreras propias de la ceguera, de la
deficiencia visual, permitan esa integración al máximo nivel160. Tanto la ocupación laboral
como la obtención de servicios tienen que ver, de forma directa, con la prestación de recur-
sos económicos que permitan que ambos se desarrollen.
Es propio de todas las corporaciones el que tengan una base asociativa. Pero es que
además la ONCE presenta perfil de naturaleza asociativa (STS de 31 de enero de 1996,
Ar. 779; STS de 14 de enero de 1999, Ar. 1309), y está integrada por personas que tie-
nen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios y prestaciones
de la entidad (STC 171/1998, de 23 de julio), y que a diferencia de las corporaciones
stricto sensu esta afiliación no es obligatoria (lo que acentúa su naturaleza asociativa).
159 Vide Ernesto URÍAIZCO, "Estudio del movimiento asociativo", en AAVV, Las múltiples dimensiones
de la discapacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2003, p. 240, donde pone de mani-
fiesto este fenómeno al señalar la existencia de al menos cuatro revistas de ciegos y para ciegos, con dis-
tinta orientación y recorrido en los años anteriores a nuestra Guerra Civil y la subsiguiente creación de la
ONCE, cuyas cabeceras se denominaban respectivamente: "El monitor" 1891-1895, "Los ciegos" 1916,
"La luz" 1930-1935, "El tiflófilo" 1933-1936.
160 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles, o.c, p.
226, donde se recogen las manifestaciones realizadas por D. Mario Loreto Sanz Robles (Vicepresidente Primero
del Consejo General) en Madrid el 8 de abril de 1992, en contestación a la siguiente pregunta:
«Pregunta: Los partidos políticos son instituciones que se han experimentado con mayor o menor éxito en
los sistemas políticos y definitivamente se han consolidado en los sistemas democráticos. ¿Porqué la
ONCE optó por la estructuración de las ideas políticas a través de grupos políticos y porqué éstos son
exclusivos y cerrados para los afiliados?.
Respuesta: Yo creo que la ONCE o los afiliados optaron por grupos políticos porque era la única forma de
poder acceder al gobierno de la ONCE. El ciego ya históricamente, antes de crearse la ONCE, antes de
1938, se unieron en asociaciones. Es una situación que el ciego ha venido arrastrando históricamente y que
en el momento que ha tenido oportunidad, cuando el régimen en España cambió, se unieron para pedir que
el sistema que se implantara en la ONCE fuera un sistema democrático, y por lo tanto, que el gobierno de
la institución recayera sobre los afiliados. La única fórmula que en aquel momento se vio fue la creación
de asociaciones o grupos políticos internos que participaran en las elecciones al Consejo General y
Consejos Territoriales cada cuatro años. Yo creo que ése fue el motivo fundamental por lo que en la ONCE
existen grupos políticos o asociaciones que son las que se presentan cada cuatro años a las elecciones».
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A pesar de la afirmación que acabo de hacer, no estamos ante un supuesto de una
asociación que ejerce funciones públicas de carácter administrativo, tal y como señala
la STC núm. 67/1985 (Pleno), de 24 de mayo, Ar. 67161, donde precisa que el derecho
161 Vide STC 67/1985, de 24 de mayo:
«II. FUNDAMENTOS JURÍDICOS
3.
[...]. B) [...]. En conexión con lo anterior, debe señalarse que uno de los problemas que se plantea en el
Estado social y democrático de Derecho es determinar en qué medida el Estado puede organizar su interven -
ción en los diversos sectores de la vida social a través de la regulación de asociaciones privadas de configu -
ración legal, a las que se confiere el ejercicio de Junciones públicas de carácter administrativo relativas a todo
un sector. En concreto, por lo que aquí interesa, la configuración por la Ley de este tipo de asociaciones plan-
tea el problema de determinar en qué medida es compatible con el derecho de asociación, para lo cual es nece-
sario tener en cuenta los siguientes puntos:
a) En primer lugar, debe ponerse de manifiesto que la utilización generalizada de esta vía respondería a unos
principios de carácter corporativo, aun cuando fuera de modo encubierto incompatibles con el Estado social y
democrático de Derecho. Afirmación que no excluye la posibilidad de que se utilice excepcionalmente, siem-
pre que se justifique su procedencia en cada caso por razones acreditativas de que constituye una medida nece-
saria para la consecución de fines públicos, y con los límites necesarios para que ello no suponga una asunción
(ni incidencia contraria a la Constitución) de los derechos fundamentales de los ciudadanos.
b) Partiendo de lo anterior, el respeto al contenido esencial del derecho de asociación que impone al legisla -
dor, el articulo 53.1 de la Constitución exige que se respete la libertad negativa -libertad de no asociarse-, pues
una asociación coactiva u obligatoria no sería una verdadera asociación. Y asimismo exige respeto a la liber -
tad positiva de crear otras asociaciones con fines privados.
c) Concebida la asociación de configuración legal dentro de estos límites, se trataría de una asociación distin-
ta de la prevista en el artículo 22 de la Constitución, que no comprende el derecho de constituir asociaciones
para el ejercicio de junciones públicas de carácter administrativo relativas a un sector de la vida social.
d) La peculiaridad de estas asociaciones, dado su objeto, puede dar lugar a que el legislador regule su consti-
tución exigiendo los requisitos que estime pertinentes, dentro de los límites indicados; y ello porque el dere -
cho de asociación reconocido en el artículo 22 no comprende el de constituir asociaciones cuyo objeto sea el
ejercicio de junciones públicas de carácter administrativo relativas a un sector de la vida social.
C)
El artículo 22 de la Constitución contiene una garantía que podríamos denominar común; es decir, el dere-
cho de asociación que regula el artículo mencionado se refiere a un género -la asociación- dentro del que caben
modalidades específicas. Así, en la propia Constitución (artículos 6 y 7), se contienen normas especiales res-
pecto de asociaciones de relevancia constitucional como los partidos políticos, los sindicatos y las asociacio-
nes empresariales.
Por ello debe señalarse que la reserva de la Ley Orgánica en el artículo 81.1 de la Constitución en orden a las
leyes relativas «al desarrollo de los derechos fundamentales» se refiere en este caso a la Ley que desarrolle el
derecho fundamental de asociación en cuanto tal, pero no excluye la posibilidad de que las leyes ordinarias
incidan en la regulación de tipos específicos de asociaciones, siempre que respeten el desarrollo efectuado en
la Ley Orgánica.
D)
Problema distinto es el de determinar si estas leyes pueden establecer determinados requisitos -de verifica-
ción reglada por la Administración- para calificar una determinada asociación como del tipo correspondiente
a la actividad de que se trate.
En relación con este punto, el Tribunal entiende que tal verificación reglada no va en contra del contenido
esencial del derecho de asociación que debe respetar el legislador (artículo 53.1 de la Constitución), en cuan -
to puede ser un requisito necesario para que una determinada asociación pase a estar regulada por el orde -
namiento correspondiente.
4.
[...]. C) [...]. Partiendo de la configuración de las Federaciones españolas en la forma antes expuesta este pre-
cepto no puede calificarse como contrario a la Constitución. Cuando el Estado utiliza la vía asociativa para
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de asociación que regula el artículo 22 de la Constitución se refiere a un género -la aso-
ciación- dentro del cual caben modalidades específicas; debiendo añadirse, que el dere-
cho de asociación reconocido en el mencionado precepto no comprende el de constituir
asociaciones con objeto de ejercer funciones públicas con carácter administrativo.
2.6. La ONCE presenta ciertos caracteres de naturaleza fundacional.
La Administración ejerce sobre la ONCE el protectorado, y el mismo se ha configura-
do secularmente y se configura como instrumento garantizador del recto ejercicio del dere-
cho de fundación, sin llegar a un intervencionismo esterilizante y perturbador. Esta intro-
misión se justificaría en el hecho de que a través de estas fórmulas, determinados bienes,
se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un ámbito seme-
jante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica los poderes de inter-
vención de la Administración y esta natural tutela, montándose al servicio de esta activi-
dad administrativa de protectorado una organización y un ordenamiento procesal de carác-
ter inequívocamente administrativo162.
La jurisprudencia ha determinado que la ONCE inicialmente adoptaba naturaleza fun-
atribuir a un determinado tipo de asociaciones el ejercicio de Junciones públicas de carácter administrativo
en un determinado sector de la vida social, puede limitar el número de asociaciones a las que atribuye el ejer -
cicio de tales funciones, pues corresponde al Estado organizar tal ejercicio de la forma más conveniente para
la consecución del interés general. Ello no es contrario al derecho de asociación -que puede ejercerse parale-
lamente para fines privados-, pues como antes decíamos (Fundamento jurídico tercero, apartado B), no forma
parte del contenido de tal derecho el de constituir asociaciones cuyo objeto sea el ejercicio de funciones públi-
cas de carácter administrativo en relación con un sector de la vida social.
D) [...]. La configuración de las Federaciones españolas como un tipo de asociaciones a las que la Ley atri -
huye el ejercicio de funciones públicas, justifica que se exijan determinados requisitos para su constitución,
dado que no se trata de asociaciones constituidas al amparo del artículo 22 de la Constitución, que no reco-
noce el derecho de asociación para constituir asociaciones cuyo objeto sea el ejercicio de funciones públicas
de carácter administrativo, según hemos indicado reiteradamente. Por eso, dado que el derecho a constituir
Federaciones españolas existe en la medida y con el alcance con que lo regula la Ley, no es inconstitucional.
que el legislador prevea determinados requisitos y fases para su constitución definitiva. Por ello el artículo 15
no es inconstitucional, y la interpretación de su contenido es una cuestión de mera legalidad ajena a la compe-
tencia de este Tribunal.
5. [...] Como hemos indicado ya anteriormente (Fundamento jurídico tercero, apartado C), el derecho de aso-
ciación que regula el artículo 22 de la Constitución se refiere a un género -la asociación- dentro del cual caben
modalidades específicas: debiendo añadirse, como hemos señalado en el apartado anterior, que el derecho de
asociación reconocido en el mencionado precepto no comprende el de constituir asociaciones con objeto de
ejercer funciones públicas con carácter administrativo».
162 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, o.c, p. 128: «Cabe, en efecto, distinguir con nitidez, en primer lugar, un tipo de entidad no lucra-
tiva ejemplificado por la ONCE. Se trataría de una entidad estrictamente organizada según relaciones con-
tractuales, en cierto modo asimilable a lo que se ha llamado "Fundación-empresa"» y p. 131: «La ONCE
cercana a! modelo de Fundación-empresa [...]».
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dacional (STC 171/1998, de 23 de julio; STS de 14 de enero de 1999, Ar. 1309), y en la actua-
lidad presenta perfiles de naturaleza fundacional (STS de 31 de enero de 1996, Ar. 779)163.
2.7. La ONCE también se caracteriza por su pertenencia al sector no lucrativo,
sector social o tercer sector164.
2.7.1. Ideas generales.
Sin duda se trata de una nueva perspectiva que la sitúa entre el sector público y el sector
privado lucrativo, y que a pesar de la incertidumbre doctrinal con la que aun se manifiesta,
implica una nueva calificación a la que debemos prestar atención. La intervención en el
Congreso de los Diputados de la ex-ministra Matilde Fernández sobre el contenido del RD
358/1991, de 15 de marzo, calificó a la ONCE como una organización del tercer sector.
También debo destacar que desde hace unos años prolifera en España un tipo de litera-
tura social caracterizada tanto por su disparidad terminológica como por su ambigüedad
conceptual. Se manejan en ella una serie de términos tales como "Sector no lucrativo",
"Tercer sector", "Organizaciones no lucrativas", "Organizaciones no gubernamentales"
(ONGs)165, "Asociaciones voluntarias", "Sociedad civil", etc., que se solapan entre sí, sin
llegar a coincidir plenamente, en su intento por definir y delimitar la naturaleza y el alcan-
163 Vide Oscar ALZAGA, "El gobierno de la fundación" en AAVV, Las múltiples dimensiones de la dis -
capacidad, Fundación ONCE-Escuela Libre Editorial, Madrid, 2003, pp. 249-250.
164
Vide: José María BAÑO LEÓN y Rafael de LORENZO GARCÍA, "Las actividades sociales y huma-
nitarias en la constitución y en la legislación autonómica", en Rafael de LORENZO GARCÍA, Miguel
Ángel CABRA de LUNA, Enrique GIMÉNEZ-REYNA RODRÍGUEZ, Las entidades no lucrativas de
carácter social y humanitario, La Ley, Madrid, 1991, pp. 132-151; Miguel Ángel CABRA de LUNA y
Rafael de LORENZO GARCÍA, "La constelación de las entidades no lucrativas: el tercer sector", en
AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, pp. 25-67.
165
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 30: «ONG: En este contexto se ha popularizado modernamente el concepto de ONG que, como
su mismo nombre indica, agrupa a todas aquellas instituciones de ayuda y promoción social independien-
tes de la organización directamente estatal. El enfoque inicialmente mayoritario de estas organizaciones de
orientar sus actividades a la ayuda del Tercer Mundo y a los problemas de su desarrollo, así como la ten-
dencia a aplicarlas, más recientemente, a problemas de la propia sociedad española, ha hecho que muchas
veces se distingan dos tipos de organización, las ONGs y ONGDs. La sociedad civil, evidentemente, abar-
ca un abanico mucho más extenso que el comprendido por el conjunto de ONGs. Éstas hacen ostentación
de autonomía frente a la Administración Pública pero distan mucho de ser las únicas o las más importan-
tes de las que presumen de este mismo carácter. Recuérdese, por ejemplo, el caso de las fundaciones, de
los sindicatos, de las cooperativas, etc.».
Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Director), Las cuentas de la economía social El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004 p. 28, donde incluye también a este grupo den-
tro del tercer sector, aunque reconoce la inexistencia de una categoría jurídica o de una definición operati-
va del heterogéneo universo que conforman las ONG.
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ce de un fenómeno social complejo y, al parecer, en progresivo desarrollo en las socieda-
des modernas. Según se adopte una definición u otra, pueden contemplarse como integran-
tes de este fenómeno social (o quedar excluidas del mismo) entidades tan dispares como
las cooperativas, las cajas de ahorro, las fundaciones o los clubes deportivos, los partidos
políticos, las iglesias, las ONGs y las asociaciones de voluntariado. Cuatro ambigüedades
básicas impiden un análisis preciso y riguroso del sector no lucrativo en España: las rela-
tivas a su indefinición conceptual, a su desarrollo histórico, a su ambivalencia jurídica y,
finalmente, a su desconocimiento estadístico166.
En todo caso, las instituciones, organizaciones o asociaciones que componen lo
que se ha denominado el sector social o tercer sector, constituyen un cauce para la
coparticipación de la sociedad civil con el sector público en la gestión y adminis-
tración de los asuntos de interés general167.
2.7.2. Concepto.
Tercer sector o economía social sólo en parte son títulos nuevos para una realidad vieja.
Es verdad que viene de lejos y tiene alargadas raíces históricas todo un conjunto de actívi-
166
Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 9. En la p. 19 se señala: «Estos tres supuestos son los responsables, junto a otros más, de que, antes
de poder referimos a la presencia social del Tercer Sector en la sociedad española, tengamos que partir del
reconocimiento de que este fenómeno: a) es un término ambiguo que precisa una definición operativa, b)
es un fenómeno social multidimensional en el que se entrecruzan multitud de factores para su aparición y
desarrollo y c) que necesita un esfuerzo ingente de medición cuantitativa hasta ahora imposible. [...]». En
las pp. 34-38, señala una serie de criterios para delimitar el tercer sector: estar organizada formalmente, ser
privada, disfrutar de la capacidad de autocontrol institucional, no reparto de beneficios entre los propieta-
rios o administradores, tener un marcado grado de participación voluntaria.
Aunque reconoce el autor: «Son no pocos los casos en los que resulta difícil, si no imposible, determinar
la inclusión o exclusión de una determinada organización o de un grupo de organizaciones del cuerpo del
Tercer Sector. Ello nos obliga a matizar los motivos de inclusión/exclusión del mismo».
167
Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, p. 7. Vide
Santiago MUÑOZ MACHADO, Tratado de derecho administrativo y derecho público general, Tomo 1,
Thomson-Cívitas, Madrid, 2004, p. 1046: «[...]. Pero, sin perderlo de vista, creemos que puede afirmarse
que una cierta inercantilización de las entidades sin ánimo de lucro es absolutamente inevitable, aunque
sólo sea por la razón de que han de recurrir al mercado para obtener recursos con los que ganar indepen-
dencia y poder desarrollar los fines que persiguen. Las reticencias hacia la mercantilización [...] tal vez
puedan ser mayores en países en que el altruismo basta para dotar de recursos a las entidades del tercer sec-
tor, como ocurre en mayor medida en Estados Unidos que en Europa. Pero a falta de una explosión de la
generosidad que evite la búsqueda de los recursos en los presupuestos públicos o en el mercado, una y otra
operación, a la búsqueda de financiación, es inevitable. Además, hasta et altruismo de resultados económi-
cos más abundantes tiene límites fácilmente adivinables: no es posible esperar que la mitad de la sociedad
se dedique a organizar los servicios sociales de la otra mitad, a partir de decisiones económicas apoyadas
en la generosidad individual únicamente».
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dades asociativas privadas que, apelando a la virtud religiosa de la caridad o al valor cívico de
la fraternidad, con uno u otro contenido filantrópico o mutualista, ha realizado y realiza apor-
tes muy considerables en la producción y distribución de lo que hoy se considera el campo
propio de los servicios sociales y de los bienes preferentes públicos, así como en la organiza-
ción solidaria o cooperativa de múltiples actividades económicas. Desde hace varios siglos esa
labor ha sido, efectivamente, notoria: en la Europa de la Edad moderna y, más intensamente
aún con un papel compensatorio que no ha dejado de ser residual, en el curso de los dos últi-
mos siglos, al compás del despliegue de la industrialización y de la afirmación del mercado
como eje del proceso de asignación de bienes, servicios y factores de producción168.
Por tercer sector o sector social viene entendiéndose, aún con cierta ambigüedad con-
ceptual, como aquél que no es, ni sector privado o mercantil, ni sector público o estatal,
conformando un "tertium genus", diferente a estos dos clásicos en los que ha venido cla-
sificándose tradicionalmente el entramado institucional de todas las sociedades industria-
lizadas de nuestro entorno sociopolítico, por agrupar en su seno aquellas entidades u orga-
nizaciones que encuentran en la ausencia de ánimo de lucro y el de ser no gubernamenta -
les sus notas características distintivas169.



168 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívítas, Madrid, 2004, p. 19.
169 Vide José I. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, p. 206, donde precisa las funciones y riesgos que asumen las entidades que forman este sector:
Funciones.
1.
Capacidad de agente innovador o pionero.
1.1. Fomenta la conciencia colectiva de necesidades sociales por medio de iniciativas concretas, llamadas
y reivindicaciones.
1.2. Portador de ideas y de demandas.
1.3. Promotor de innovaciones.
1.4. Deslindador de nuevos campos.
1.5. Operador en el terreno.
2.
Prestación de servicios.
2.1. Satisfaciendo una carencia.
2.2. Permitiendo al usuario una elección.
3.
Influencia política.
3.1. Logra cambios legislativos.
3.2. Asegura mayor participación en recursos.
3.3. Estimula a los organismos públicos para ello.
3.4. Plantea la descentralización en doble sentido: como límite del monopolio estatal y como activador o
reformador.
3.5. Defiende los intereses de un grupo particular.
3.6. Lucha contra actitudes de racismo, narcotráfico, etc.
4.
Conservación de valores e ideales sociales.
4.1. Voluntariado, participación y pluralismo.
4.2. Protección de intereses de minorías, marginados.
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Dicho concepto también ha sido expresado del siguiente modo:
«Junto a estos dos sectores relativamente bien delimitados coexisten un "Tercer Sector" mucho
más complejo y heterogéneo cuyas entidades suelen definirse por exclusión, es decir, por su no per-
tenencia a ninguno de los otros dos sectores; no son públicas, pero tampoco tienen fines lucrativos.
La multitud de términos utilizados para denominarlas reflejan su enorme heterogeneidad y la difi-
cultad de; englobarlas en una única definición. Se tiende a decir que el Tercer Sector es todo lo que
no es Mercado o Estado, es decir, se encuadra a una organización o a una entidad dentro de este sec-
tor por exclusión.[...]»170 171.
4.3. Solidaridad internacional y cooperación al desarrollo.
5.
Estructura de mediación.
5.1. Entre individuos/grupos en la esfera privada.
5.2. Entre individuos e instituciones públicas.
6.
Escuela de democracia activa.
6.1. Experiencia de participación social.
6.2. Aprendizaje y maduración de los procesos de intervención.
Riesgos.
1. No adaptación a los nuevos tiempos y circunstancias.
2. Conflictos y guerra de precios con sociedades mercantiles por privilegios de exenciones fiscales.
3. Pérdida de calidad en los servicios.
4. Profesionalización peor por voluntariado.
5. Atomización estructural.
6. Instituciones exculpadoras de la irresponsabilidad gubernamental».
170 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, p. 29.
171 Vide Guillermo BARRENO VARA, "Aspectos económicos y patrimoniales de las fundaciones", en
Rafael de LORENZO GARCÍA y Miguel Ángel CABRA de LUNA, Presente y futuro de las fundaciones,
Cívitas, Madrid, 1990, p. 166, donde señala las diferencias entre actividades de instituciones lucrativas y
no lucrativas:
	Características operativas
	Sector lucrativo
	Sector no lucrativo

	Objetivo organizativo
	Beneficios
	Servicios

	Importancia en la
economía nacional
	80 por ciento
	20 por ciento

	Mercado
	Responde inmediatamente
	Respuesta más lenta

	Contacto con los clientes
	Indirecto
	Directo

	Inquietud social
	Está surgiendo
	Inherente

	Utilización de recursos
	Capital intensivo
	Labor o trabajo intensivo

	Personal profesional
	Cualificación inferior
a la media nacional
	Cualificación superior a la media
nacional

	Progreso profesional
	Función de logro de resultados
	Función del tiempo

	Ingresos respecto a costes
	Maximizar ingresos
	Equilibrio costes e ingresos

	Medidas de aplicación
	Función de la productividad
evidente
	Cierta ambigüedad, calidad
de servicio

	Controles de la Administración
	Financieros y fiscales
	Definidos por normas legales


Este esquema puede presentar alguna utilidad, a pesar de las reservas que se deducen por tratarse de una
investigación realizada en EEUU.
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Por todo ello en su definición destacan dos aspectos comunes, aunque en general for-
mulados de forma negativa: la no existencia de ánimo de lucro y el encontrarse fuera del
sector público, y un tercer elemento común dentro de sus fines: la mejora o incremento del
bienestar social o calidad de vida172. Sin embargo es notorio que se trata de una realidad
desdibujada a efectos de opinión pública, de consideración institucional y también, de aná-
lisis académico. Han de señalarse, ante todo, razones tanto "internas" como "externas".
Respecto a las primeras, puede haber un cierto interés en el desinterés: sería la posición de
ciertos intereses económicos no partidarios del reconocimiento social de unas organizacio-
nes que, en formas muy diversas, intervienen en la actividad económica sin una pura lógi-
ca capitalista, sino solidaria o mutualista. Debe tenerse en cuenta que el ámbito de actua-
ción en que mayoritariamente se despliega el tercer sector, abre, por la parcial retirada del
Estado, un apetecible bocado tanto para el sector privado asistencial como para el de las
entidades no lucrativas. Pero también hay razones internas, que contribuyen a su escasa
visibilidad: la atomización, la deliberada opacidad, en ocasiones y las carencias, pese a pro-
gresos evidentes, en el gobierno de algunas entidades, incluida su tendencia a la burocra-
tización. Obstáculos sobre los que se debería actuar en una triple dirección: con mayor
cohesión, con competencia empresarial y con transparencia de gestión, lo que incluye unas
"buenas prácticas"173.
2.7.3. Naturaleza jurídica.
La economía social distingue, en consecuencia, la posibilidad de tres tipos de insti-
tuciones o sectores socioeconómicos, el formado por el sector público (estatal), el
empresarial capitalista y el de economía social. El sector de la economía social agrupa
a todas aquellas instituciones que, a diferencia de los sectores público y empresarial
capitalista, buscan compaginar la libertad económica del mercado con la justicia social,
como instrumento de solución de los problemas sociales colectivos (empleo, calidad de
vida, vivienda, consumo, ahorro, educación, sanidad) que se originan por distintos
motivos, en ambos sistemas, el capitalista de mercado y el de socialismo de Estado.
La anterior definición converge con la adoptada en Bélgica por el Consejo
172 Vide AAVV, El sector no lucrativo en España,, Escuela Libre Editorial, Madrid, 1993, pp. 33-37, donde
determina las cinco funciones principales que desarrollan las entidades no lucrativas: «1. La función de
aportar innovaciones. 2. La función de prestar servicios. 3. La función de actuar como defensor. 4. La fun-
ción de garantizar valores. 5. La función de "estructura mediadora"».
173 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dír.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 23. Vide J. BAREA y J.L. MONZÓN, La
economía social en España en el año 2000, Ciriec-España, Valencia, 2002.
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Central de Economía, según la cual la economía social está compuesta por activi-
dades económicas ejercidas por sociedades, principalmente cooperativas, mutuali-
dades y asociaciones, cuyos principios de actuación se caracterizan por la finali-
dad de servicio a los miembros o al entorno, la autonomía de gestión, los procesos
de decisión democrática y la primacía de las personas y del trabajo sobre el capi-
tal en el reparto de los beneficios. La economía social, por consiguiente, no agru-
pa a las instituciones que no buscan beneficio sino a aquellas que lo buscan den-
tro de un marco determinado de funcionamiento. Más que un tercer sector no
lucrativo, habría que entenderlo como un cuarto añadido a las organizaciones esta-
tales, a las empresas privadas con ánimo de lucro y a las organizaciones privadas
sin ánimo de lucro174.
Elemento común a todas ellas es su finalidad de luchar contra las desigualda-
des basándose en la implantación de acciones de discriminación positivas en orden
a lograr la plena integración social de todas las personas y colectivos en ellas inte-
grados. También les es exigible mayor rigor y compromiso en el campo de la
transparencia, pues los comportamientos opacos sólo pueden restar credibilidad.
Por eso sería necesario separar el grano de la paja, y buscar sistemas de certifica-
ción que, haciendo evaluar por observadores independientes la actuación de las
entidades que se declaren altruistas, mejorara la información sobre la cantidad y
calidad de los servicios que prestan175.
En este marco es donde puede encontrar acomodo la Organización Nacional de
Ciegos Españoles176, sin exclusión de los demás criterios clasifícatorios expuestos.
174 Vide José 1. RUIZ OLABUÉNAGA(Dir.), El sector no lucrativo en España, Fundación BBV, Madrid,
2000, pp. 30-31: «Más cercano resulta el término economía social que pretende agrupar, dentro de él, a
todo el conjunto de instituciones que conjugan, en una función única, objetivos económicos con sociales,
que fomentan e incentivan la participación ciudadana e introducen, como una condición no negociable, la
corresponsabilidad de los miembros en la toma de decisiones. A diferencia del término sociedad civil, que
destaca las relaciones de interacción entre el Gobierno y el total de los ciudadanos, el de economía social
contempla primariamente el tipo de relaciones económicas dentro del conflicto histórico entre el sistema
de economía capitalista y el sistema marxista. En el marco de la antítesis entre ambos, la economía social
alude a una tercera alternativa de sistema económico que da lugar a un conjunto de instituciones que no se
identifican con ninguno de los promovidos por las otras dos fórmulas históricas. [...]».
175 Vide José Luís GARCÍA DELGADO (Dir.), Las cuentas de la economía social. El tercer sector en
España, Fundación ONCE-Thomson/Cívitas, Madrid, 2004, p. 226.
176 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 67, (1992), p. 33.
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2.7.4. Clasificación.
Por su actividad estas organizaciones o entidades vienen a clasificarse en diversas
áreas, tales como sanitarias, educativas, culturales, deportivas, etc. Y por lo que a esta
exposición interesa, también las relativas a servicios sociales personales, ya sea de base o
especializados, subdividiéndose éstos últimos a su vez en de tercera edad, minusvalías,
infancia, juventud y familia, toxicomanías, presos, minorías étnicas, marginación por
razón de sexo, refugiados y transeúntes.
3. Conclusión.
3.1. Inicialmente no se definía con claridad la naturaleza jurídica de la ONCE.
La doctrina ha puesto de manifiesto como inicialmente no se definía con claridad la
naturaleza jurídica de la ONCE177:
«Primero, no se acaba de definir con claridad la naturaleza jurídica de la ONCE, ni la
de sus trabajadores.
Segundo, en la ONCE debe diferenciarse nítidamente el status de afiliado o miembro asocia -
do de la entidad, -que sólo pueden ser invidentes-, y el status de trabajador, que se puede ser
ostentado por personas faltas de vista o con otras minusvalías, o por individuos sin ninguna defi-
ciencia. Los afiliados eligen su órgano de gobierno, que es el Consejo General, mientras que el
conjunto de los trabajadores se expresa a través de los órganos de representación unitarios o de
carácter sindical, como establece la legislación vigente. Tercero, el cambio de una organización
fundacional, según el criterio exclusivo de la Administración, a un modelo de organización de
base asociativa, se produce con el Real Decreto 2.385 del 27 de diciembre de 1985, que la defi-
ne como Corporación de derecho público, lo cual significa que: a) Está formada por la asociación
de personas con la condición de afiliadas; b) Tiene un patrimonio de recursos propios; c) Es una
Entidad administrada mediante un órgano representativo de su afiliados. [...].
Cuarto, a través del Real Decreto de 15 de marzo de 1991, la independencia de la orga -
nización es mayor, pues se la dota de autonomía y mayor capacidad en materia de prestacio-
nes sociales y para su desarrollo empresarial, debiendo informar a posteriori de estas actua-
ciones cada dos años178.
177 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 674-675.
178 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
o.c, p. 78: «La ONCE mantiene a partir de 1991, su inequívoca vocación de servicio público, recibiendo
la especial cualificación de "Corporación de Derecho Público", carácter que es imperativo mantener en el
futuro, porque el calificativo "corporación" es un valor añadido sobre el sustrato "asociativo", en virtud
de la función de las prestaciones sociales de índole pública, que el Estado le delega para la resolución de
los problemas específicos de los ciegos; mientras que la nota de derecho público resalta dicho carácter,
dando seguridad a los beneficiarios de su relación de pertenencia a la ONCE y garantizando la percepción
de las prestaciones sociales, y ello sin perjuicio de que su funcionamiento cotidiano y sus relaciones con
terceros se rijan por el derecho privado».
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Quinto, las relaciones entre la ONCE y las Comunidades Autónomas debe basarse en una
estrecha y fructífera colaboración.
Sexto, en el seno de la Unión Europea, España debe defender la singularidad de la
ONCE, articulando mecanismos perfectamente previstos en el derecho comunitario, que evi-
ten la difuminación de la finalidad social del colectivo tiflológico, como prestador de servi-
cios sociales para los invidentes españoles, evitando la aplicación del principio de no discri-
minación por razón de la nacionalidad, sin perjuicio de las acciones y programas de coopera-
ción con la Administración de la Unión Europea y con organizaciones públicas y privadas de
otros estados miembros».
Aun así, el carácter no lucrativo debía entenderse en el sentido de que no existía
ganancia ni beneficio privado individual, ni distribución de dividendo alguno; sino que
los beneficios, debían aplicarse a la mejora de las condiciones de vida de los inviden-
tes españoles integrados en este colectivo179.
3.2. La jurisprudencia va desbrozando el camino.
La ONCE no está comprendida dentro del concepto de Estado, y constituye una
modalidad "sui géneris" de las corporaciones, asociaciones y fundaciones de interés
público reconocidas por la Ley, tal y como precisa la STS de 30 de abril de 1987 (Ar.
4501) FD Segundo:
«Desde una distinta perspectiva, tampoco se puede llegar a la conclusión de que la
Organización Nacional de Ciegos está comprendida dentro del concepto de Estado y ello por
muchas razones. En primer lugar, porque tal palabra, antes y después de la Constitución, desde
su art. 1°, se refiere a la superestructura política última y global, cuya base física es el entero
espacio nacional, en contraposición a los demás miembros territorialmente limitados
(Comunidades Autónomas, provincias y municipios, según el art. 137). En otro aspecto, el
Estado coincide, en cuanto Poder ejecutivo, con la Administración general, cuya personalidad
es única (art. 1o de la Ley de régimen jurídico) y ha de ser distinguida de la Administración indi-
recta o institucional, formada por una constelación de entes con personalidad propia y separa-
ción patrimonial, según refleja la Ley de 26 de diciembre de 1958, reguladora de las Entidades
Estatales Autónomas, aun cuando tal configuración tenga un talante instrumental, subrayado en
nuestra sentencia de 1 de diciembre de 1986. En consecuencia, la doctrina legal de esta Sala ha
negado en todo momento ¡a posibilidad de extender a los Organismos Autónomos la exención
establecida para el Estado en este impuesto municipal. [...]. Ello significaría ampliar analógica-
mente, más allá de su delimitación estricta, el ámbito de un beneficio tributario, que por su natu-
raleza de privilegio rompe el principio de igualdad ante la Ley y ante el levantamiento de las
cargas públicas (arts. 14 y 31 de la Constitución).
Ahora bien, tampoco la Organización Nacional de Ciegos es una entidad estatal autónoma,
como pretende, y queda extramuros de su Ley reguladora ya mencionada. El Real Decreto
1041/1981, de 22 de mayo, [...]. En suma, la Organización no está encuadrada en el esquema
orgánico de la Administración del Estado, general o institucional, sino fuera y bajo su tutela o
179 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, pp. 679-680.
268
protección. Constituye, pues, una modalidad "sui generis" de las corporaciones, asociaciones
y fundaciones de interés público, reconocidas por la Ley, en la clasificación que de las personas
jurídicas ofrece el art. 35 del Código Civil».
La ONCE se halla alejada de la potencial calificación como Administración institu-
cional o corporativa, dado que aparece regulada con carácter singular y presenta perfi-
les tanto de naturaleza asociativa como de tipo fundacional, tal y como pone de mani-
fiesto la STS de 31 de enero de 1996 (Ar. 779), FD Tercero:
«Desde esta perspectiva el presente recurso debe ser inadmitido y ello con una doble fun -
damentación, pues, por un lado, la ONCE no es una Administración, Entidad o Corporación
de las citadas por el art. 102.b).1 de La ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa,
ya que aunque el Decreto 15 de marzo 1991, sobre reordenación de la misma, la denomina
Corporación de Derecho Público, con personalidad jurídica propia, se halla alejada de la
potencial calificación como Administración Institucional o Corporativa, dado que aparece
regulada con carácter singular, por cuanto presenta perfiles tanto de naturaleza asociativa,
así el modo de elección de sus órganos rectores -arts. 4.1 y 5.2 del Decreto citado-, como de
tipo fundacional, tales como la aprobación de su estatuto por un Patronato o Consejo de
Protectorado que controla su actividad y acción protectora y no de tutela jurídica del mismo
-art. 8- del Decreto- sin que pueda decirse que se halla sometida a la tutela del Estado, las
Comunidades Autónomas o Corporaciones Territoriales Locales, vista la individualidad con
que adopta sus acuerdos».
La evolución y modificación de la naturaleza jurídica de la ONCE se ha efectuado
a través de normas de rango de rango suficiente, tal y como ha puesto de manifiesto la
STS de 14 de enero de 1999 (Ar. 1309), en el FD Segundo:
«Los términos en que se suscita el debate permiten inferir que la cuestión a dilucidar en
esta instancia consiste en determinar en qué jurisdicción eran residenciables las pretensiones
planteadas ante el Tribunal Superior, lo que depende de la naturaleza jurídica que deba atri-
buirse a la relación que liga a la "Organización Nacional de Ciegos" con el personal a su ser-
vicio; cuestión esta que ha sido resuelta por este Alto Tribunal en multitud de sentencias y
autos, a través de los cuales cabe apreciar que la jurisprudencia ha experimentado una evolu-
ción paralela a la transformación orgánica y funcional sufrida por dicha entidad. Así, en una
primera etapa, que abarca desde su creación por Decreto de 13 de diciembre de 1938, hasta
la promulgación del Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo, la ONCE, se configura como
un organismo de carácter institucional, fuertemente administrativizado, que tiene una rígida
dependencia del Ministerio competente, siendo tan intensa la intervención estatal en su régi -
men y funcionamiento, que ello explicaba que la jurisprudencia viniera admitiendo el carác -
ter administrativo de las relaciones que unían a la Organización con sus empleados, atribu -
yendo el conocimiento de las cuestiones afectantes a dicha relación a la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa180. Sin embargo a partir de la entrada en vigor del Real Decreto
1041/1981, que derogaba el Decreto de 1938, se aprecia un cambio de criterio en la doctri -
na jurisprudencial en función de la variación de la estructura y régimen de la "Organización
180 Vide SSTS: 1 de diciembre de 1969 (Ar. 5700); 26 de febrero de 1972 (Ar. 929); 15 de julio de 1983
(Ar. 4059).
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Nacional de Ciegos ", introducida por la nueva regulación. Esta nueva línea jurisprudencial
se inicia con la Sentencia de 30 de abril de 1987 (Ar. 4501), a la que sigue la de 22 de octu-
bre de 1991 (Ar. 7731), que sienta la doctrina de que la ONCE a partir de dicha nueva regu -
lación ha pasado a adoptar, frente a aquella anterior naturaleza fundacional e institucional,
otra de tipo asociativo, que determina su encuadramiento entre las Corporaciones Públicas,
al presentar las notas características de los entes asociativos, tales como los de patrimonio y
recursos propios -art. 3-, gestión mediante un órgano designado por sus propios asociados y
entre los mismos mediante votación secreta -art. 4-, y la de que su dependencia de la
Administración Estatal esté prevista, no bajo las reglas de la jerarquía o tutela, sino de las
de protectorado, que es una posición propia de ¡as fundaciones privadas de interés público,
lo que da un carácter singular a la Corporación ahora contemplada. De modo que la ONCE,
viene a actuar y presentarse, más que como una Administración Pública, simplemente como
una entidad colaboradora, pudiendo atribuirse a sus actos el carácter de administrativos
sólo en aquellos casos en que deriven de una actuación de la ONCE, relativa a materias
publicas objeto de específica delegación por la Administración, materias entre las que no se
encuentra una razón válida para que se incluyan las dirigidas al nacimiento, extinción o régi -
men de las relaciones entre la ONCE y su personal empleado, al referirse éstas a aspectos de
la entidad en que prepondera el interés privado, y que han de regirse por el Derecho Laboral.
Llegando, por todo ello, a la conclusión de que el carácter administrativo que pudiera atribuir-
se a la relación establecida entre sus empleados y la ONCE, al amparo del Decreto de 13 de
diciembre de 1938, y el Reglamento de 1970, y los derechos derivados de tal situación, no
podían impedir que el Estado, a través de norma de rango suficiente, cual era el Real Decreto
1041/1981, pudiera transformar la naturaleza jurídica del organismo a que aquéllos servían,
variando con ello el régimen jurídico de las relaciones entre el Ente y sus servidores, pasan -
do de uno inicialmente administrativo a otro laboral181».
3.3. Conclusión final.
La ONCE es una entidad singular por muchas razones. Tiene ámbito estatal, esto es,
la ONCE extiende su actuación a todo el Estado español; significa esto que, lejos de una
concepción desmembrante, la ONCE es en sí misma una institución absolutamente uni-
taria, desde el punto de vista territorial; sin embargo, a nivel interno, ha sabido resolver
la tarea de compatibilizar ese funcionamiento unitario con una descentralización y una
desconcentración administrativa que se corresponde casi miméticamente con el funciona-
miento previsto en el título VIII de nuestra Constitución; es decir, con el desarrollo auto-
nómico de nuestro país.
Es una entidad singular por el número de sus afiliados y por su éxito como fórmula
asociativa, que ha conseguido agrupar no sólo a miles de ciegos, sino también, a otros
muchos minusválidos que han aspirado a sustituir la tradicional tutela ajena, ejercitada
181 Vide SSTS: 19 de julio y 18 de octubre de 1993 (Ar.: 5650 y 7263, respectivamente); 3 de mayo de
1995 (Ar. 3604) y Auto de 30 de noviembre de 1994 (Ar. 10193).
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normalmente desde los poderes públicos o desde la caridad, por la autoprotección. Su
éxito le ha constituido en modelo de referencia, no sólo a nivel nacional sino también
internacional. Es singular también, por su incorporación a algunas sociedades anóni-
mas, aportando un componente social en el accionariado, que era insólito y que es fruto
del proceso de diversificación emprendido. Pero lo es y de forma destacada porque todo
el proceso de crecimiento económico y de atención a la ceguera y a otras formas de
minusvalías está montado sobre una base financiera absolutamente excepcional por sus
características: el cupón, una forma de lotería que la ONCE ha administrado182. Dicha
lotería no se le adjudica de modo formal, hasta que el R.D. 1041/81, le atribuye en su
artículo 3, la concesión estatal en exclusiva de la venta del cupón.
Además, la ONCE aparece configurada, respecto a entidades del mismo tipo, como
una organización de base asociativa que, además de atender a la consecución de fines
privados, propios de los miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación
de Derecho Público, en el desempeño de funciones públicas o de interés público en
aquellos supuestos concretos en que la Administración le delega su ejercicio183.
La ONCE en sus orígenes se encuadra en la actividad de beneficencia y nace como
fusión de todas las instituciones de protección y tutela de los invidentes distribuidas por
el país, que utilizaron la técnica fundacional y habían quedado incardinadas por la legis-
lación de la época en el ámbito de la beneficencia y respecto a las cuales, ya fueran ins-
182
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS, "Dirección y gestión de
entidades no lucrativas", Cuadernos de Información Jurídica, 61, (1992), p. 60.
183
Vide Ley 22/2005, de 18 de noviembre, por la que se incorporan al ordenamiento jurídico español
diversas directivas comunitarias en materia de fiscalidad de productos energéticos y electricidad y del régi-
men fiscal común aplicable a las sociedades matrices y filiales de estados miembros diferentes, y se regu-
la el régimen fiscal de las aportaciones transfronterizas a fondos de pensiones en el ámbito de la Unión
Europea (BOE de 19 de noviembre, núm. 277), Disposición final quinta.2, por la que se da nueva redac-
ción a la disposición adicional quinta de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las enti-
dades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo, que queda redactada en los siguientes
términos:  «Disposición adicional quinta. Régimen tributario de la Cruz Roja Española y de la
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
El régimen previsto en los artículos 5 a 15, ambos inclusive de esta ley será de aplicación, para los perío-
dos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2004, a la Cruz Roja Española y a la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, siempre que cumplan el requisito establecido en el penúltimo párrafo del
número 5o del artículo 3 de esta Ley, conservando su vigencia las exenciones concedidas con anterioridad
a su entrada en vigor.
Estas entidades serán consideradas como entidades beneficiarías del mecenazgo a los efectos previstos en
los artículos 16 a 25, ambos inclusive, de esta Ley.
Tendrá la consideración de explotación económica exenta, a los efectos de lo dispuesto en el artículo 7 de esta
Ley, la comercialización por la Organización Nacional de Ciegos Españoles de cualquier tipo de juego autoriza-
do por el Gobierno de la Nación, de conformidad con el régimen jurídico previsto en la disposición adicional cuar-
ta de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre de Medidas fiscales, administrativas y del orden social».
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tituciones de beneficencia general o particular, la Administración del Estado tenía reco-
nocidas amplias facultades cuyo ejercicio se encomendaba a los respectivos protecto-
rados. Así pues, la ONCE se enmarca en el sistema de soluciones organizativas que aus-
pició la Ley de Beneficencia de 1849, siendo creada por Decreto de 13 de diciembre de
1938, con el que se pretendía -según se señala en su Exposición de motivos- «que los
ciegos españoles se rijan por sí mismos, dentro de una organización a base de
Delegaciones Provinciales y Locales y con un sistema de agrupación obligatoria, que,
bajo la dependencia inexcusable de la Autoridad, desarrolle iniciativas y resuelva sus
problemas comunes». En su art. 1 se dispuso la creación de la ONCE como organiza-
ción «dependiente del Ministerio del Interior» que ha de agrupar «obligatoriamente a
todos los invidentes españoles con fines de mutua ayuda y para resolución de sus pro-
blemas específicos», prescribiéndose, a la vez, la fusión y consiguiente disolución de
«todas las entidades existentes en la actualidad, tanto culturales y de trabajo como de
otro carácter, siempre que traten de problemas relacionados con los invidentes». El
Reglamento de la Organización, aprobado por Orden del Ministerio de la Gobernación,
de 28 de octubre de 1939, la definió como una «entidad de Derecho Público y de
Beneficencia General» (art. 1), enumerando y precisando los fines que habría de perse-
guir en orden a la protección del colectivo de los no videntes (art. 3). Se constituye, por
tanto, la ONCE como una solución organizativa para la protección de un grupo social
determinado, configurada como un ente creado, tutelado y controlado directamente por
la Administración Pública, cuya actividad se enmarcaba entonces en el ámbito de la
beneficencia. En este sentido, diversas normas organizativas del Ministerio del Interior,
bajo cuya dependencia se situaba la entidad, la definieron como un organismo asisten-
cial público vinculado por razón de su protectorado (Decretos de 15 de febrero de 1968,
17 de agosto de 1973 y 11 de enero de 1974).
Tal y como tiene declarado el TC en la Sentencia 171/1998, de 23 de julio:
- Frente a la inicial concepción fundacional, el R.D. 1041/1981, de 22 de mayo, y la
jurisprudencia, hacen hincapié, en su estructura o naturaleza asociativa como elemento
identificador básico:
«[...]. Sobre esta inicial caracterización organizativa de la ONCE y su intensa dependen-
cia de la Administración, que deriva del carácter fundacional que marcó su nacimiento, va a
incidir el Real Decreto 1041/1981, de 22 de mayo (por el que se modificó su estructura orgá-
nica), asi como la jurisprudencia dictada por el Tribunal Supremo para hacer hincapié, frente
a la inicial concepción fundacional, en su estructura o naturaleza asociativa como elemento
identificador básico. Mediante aquel Real Decreto, en el que se destaca la importante labor
que en relación con la solución de los problemas que afectan a los ciegos ha venido llevando
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a cabo la ONCE, se adaptó a las nuevas necesidades que la realidad presentaba como conse-
cuencia de las profundas transformaciones producidas en la estructura social y política del
Estado, estableciendo, con el fin de mejorar las posibilidades de la actuación de la entidad,
formas de participación de los afiliados y demás personas de la organización, así como la
coordinación más eficaz de su actividad con la desarrollada por los órganos de la
Administración (como dice el preámbulo). En su articulado configura a la ONCE como «enti-
dad de Derecho Público que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado y bajo su
protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo, Sanidad y Seguridad Social» (art.
1), a la que se encomiendan como fines «la solución de los problemas específicos de sus afi-
liados, mediante el desarrollo de programas de actuación propios y la colaboración, dentro de
la política general en materia de minusválidos, con los organismos de las Administraciones
Públicas o entidades privadas en las tareas de prevención, rehabilitación, integración socio-
laboral y cultural y mentalización de la sociedad en los problemas de la ceguera» (art. 2),
suprimiéndose el carácter obligatorio de la afiliación.
Por su parte, la jurisprudencia del Tribunal Supremo ha destacado como elemento iden -
tificador básico de la ONCE su naturaleza asociativa, al estar integrada por personas que
tienen la condición de afiliados y que son los beneficiarios de los servicios y prestaciones de
la entidad; tener patrimonio y recursos propios; y, por último, al tratarse de una organiza -
ción gestionada por un órgano representativo de sus afiliados, designado por y entre los mis -
mos (Sentencias de 14 de junio de 1985; 30 de abril de 1987; 30 de junio de 1987; 23 de octu-
bre de 1989; 24 de julio de 1990; 22 de octubre de 1991 y 1 de diciembre de 1992).
La apuntada tendencia en la caracterización de la estructura organizativa de la ONCE se
consolida por el Real Decreto 2385/1985, de 27 de diciembre, sobre modificación de su
estructura orgánica, en el que se la define como «una Corporación de Derecho Público, de
carácter social, que desarrolla su actividad en todo el territorio del Estado y bajo su
Protectorado, que es ejercido por el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social» (art. 1),
Declaración que reproducen en términos idénticos el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo,
por el que se reordena la ONCE (art. 1.1) y sus Estatutos, aprobados por Resolución de la
Subsecretaría del Ministerio de Asuntos Sociales de 23 de noviembre de 1992 (art. l.uno)».
- El indudable interés público que presentan las actividades que desarrolla y los fines
que persigue, y que históricamente ha desarrollado y perseguido, respecto a la protec-
ción e integración de un concreto colectivo social, determina finalmente su actual con-
figuración como una Corporación de Derecho público de carácter social y justifica su
sometimiento al protectorado del poder público:
«[...]. Se dispone, así, en la vigente normativa sobre la ONCE que «ordenará su actuación
a la consecución de la autonomía personal y plena integración de los deficientes visuales en
la sociedad», enumerándose, sin carácter de exhaustividad, un elenco de actividades que debe
desarrollar para lograr este fin general. Además, ha de coordinar los planes y programas de
servicios para deficientes visuales que acuerde y ejecute con los objetivos y criterios en mate-
ria de política social de las Administraciones Públicas y colaborar con éstas y las entidades
privadas en la ejecución de las políticas de integración social de las personas con minusvalía
(arts. 2 del Real Decreto 358/1991 y 6 de los Estatutos). Fines y objetivos de evidente interés
público y que conectan directamente con el mandato del art. 49 de la CE. Esta importante
tarea de indudable interés público ha sido asumida respecto a los discapacitados invidentes,
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ampliándola incluso a otros colectivos de discapacitados, por la ONCE, la cual en su actua-
ción, como se dispone en los Estatutos de la entidad, ha de velar «especialmente, por el ejer-
cicio y satisfacción de los derechos fundamentales amparados en el art. 49 de la vigente
Constitución Española» (art. 6.1).
-
En resumen, la ONCE aparece configurada como una organización de base aso -
ciativa que, además de atender a la consecución de fines privados, propios de los
miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación de Derecho Público, en el
desempeño de funciones públicas o de interés público en aquellos supuestos concretos
en que la Administración le delega su ejercicio:
«[...], como tiene declarado este Tribunal respecto a entidades del mismo tipo, como una
organización de base asociativa que, además de atender a la consecución de fines privados,
propios de los miembros que la integran, participa, en cuanto Corporación de Derecho
Público, en el desempeño de funciones públicas o de interés público en aquellos supuestos
concretos en que la Administración le delega su ejercicio. Así, se establece expresamente en
sus Estatutos que «ejerce, además de sus junciones privativas, funciones delegadas de las
Administraciones Públicas a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios que le han veni -
do siendo reconocidos por la legislación vigente, desde su creación» (art. 1.tres)».
4. Consecuencias jurídicas de la atribución de una determinada naturaleza
jurídica: la ONCE realiza funciones delegadas por la Administración que tienen el
carácter de públicas.
La atribución de una determinada naturaleza jurídica a la ONCE por parte de la
Administración, se debe a dos razones fundamentales: primera, se le atribuye la explo-
tación de una concesión estatal del monopolio de las loterías; segunda, se le encarga la
realización de determinadas funciones que originariamente corresponderían a la
Administración, y que por delegación realiza la ONCE.
En especial, sus estatutos ponen de manifiesto determinados aspectos que no puedo
pasar por alto:
· El artículo 1.2, inciso segundo establece: «sus prestaciones y prerrogativas socia-
les quedan garantizadas por lo establecido en la legislación vigente para las corporacio-
nes de derecho público y en particular para la ONCE».
· El artículo 1.3, establece: «ejerce, además de sus funciones privativas, funciones dele-
gadas de las Administraciones públicas, a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios
que le han venido siendo reconocidos por la legislación vigente desde su creación».
· El art. 6 de los Estatutos de la ONCE determina que la Organización Nacional de
Ciegos Españoles ordenará su actuación a la consecución de la autonomía personal y
plena integración social de los deficientes visuales velando, especialmente, por el ejercicio y
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satisfacción de los derechos fundamentales, amparados en el artículo 49 de la vigente
Constitución Española. Para ello desarrollará, entre otras, las actividades siguientes:
«a) Colaborar con las Administraciones competentes en la prevención, detección tem-
prana y diagnóstico de la deficiencia visual.
b) Preparación de estadísticas y registros, que permitan la planificación.
c) Atención educativa, formación y capacitación profesional.
d) Garantía a todas las personas con limitaciones visuales, afiliadas, de un puesto de
trabajo acorde con sus capacidades, preferentemente en el mercado ordinario.
e) Promoción profesional y ocupacional.
f) Producción y distribución de depósitos bibliográficos y política de promoción cultural, en
general.
g)
Investigación, desarrollo e innovación en los campos de la medicina, la ingeniería,
informática, técnicas tiflológicas y cualquier otro ámbito con repercusión en los fines
enumerados en este artículo.
h) Orientación y rehabilitación integral de las personas que adquieran la deficiencia
visual en edad adulta.
i) Concienciación de la sociedad para la plena integración de los deficientes visuales.
Se establecerá la oportuna cooperación entre los planes y programas de servicios para per-
sonas con limitaciones visuales que la Organización desarrolle, con los objetivos y criterios en
materia de política social del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales y de los demás órganos
competentes de las Administraciones públicas. La ONCE, asimismo, también colaborará con
las Administraciones públicas competentes y con las entidades privadas en la ejecución de las
políticas de integración social de las personas con minusvalías, a través de la articulación de
los mecanismos de solidaridad y cooperación que se establezcan mediante convenio».
Este artículo que ha sido objeto de la nueva redacción dada a los Estatutos de la ONCE
(Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales, BOE de 13
de abril, núm. 89), supone la determinación de todas las actuaciones y fines que la organiza-
ción se compromete a conseguir en el marco de la actividad (delegada y propia) que viene
desarrollando desde su creación. Por todo ello es posible atribuir a la ONCE, funciones de
una doble naturaleza184:
-funciones delegadas por la Administración, que tendrían el carácter de públicas.
184 Vide Roberto GARVIASOTO, "Corporativismo en el área del bienestar. El caso de la Organización Nacional
de Ciegos", Revista Española de Investigaciones Sociológicas, 66, (1994), p. 55: «El análisis de este acuerdo mos-
trará que, al contrario que los acuerdos corporativistas en el área de las relaciones industriales, el corporativismo
en el área de bienestar puede ser extraordinariamente estable. Se sugiere aquí que esta estabilidad se debe a la
especial relación de interdependencia en la que el Estado y la organización proveedora de servicios de bienestar
están envueltos. Con respecto a la organización, desde el momento en que ésta monopoliza la provisión de unos
servicios que son críticos para un segmento de la población, el estado (ya sea autoritario o democrático) depen-
derá de la organización (siempre que considere que es su deber garantizar el bienestar de ese segmento de la pobla-
ción). Al mismo tiempo, la organización proveedora depende del Estado, en cuanto que éste puede revalidar o
retirar el status que concedió a la organización como monopolizadora de servicios. Esta relación de interdepen-
dencia limita y determina el rango de demandas que cada una de las dos partes puede presentar, garantizando así
un alto grado de predictibilidad y estabilidad al acuerdo corporativista».
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En este sentido cobran especial relevancia los arts. 8-10 de los Estatutos, lo que deter-
mina la no discrecionalidad en materia de prestación de servicios sociales de la ONCE
hacia sus afiliados que deberá respetar en todo caso las reglamentaciones vigentes para
cada tipo de prestaciones o de actividad cuando aquéllas existan.
- funciones privativas, que responderían a su naturaleza corporativa y asociativa, es
decir, la autonomía en la propia organización y fijación de criterios de funcionamiento,
así como todas las relaciones con terceros185.
III. El protectorado sobre la ONCE.
1. El protectorado.
1.1. Concepto y diferencia con figuras afínes.
1.1.1. Concepto186.
Cuando en el S. XIX se produce la condena de las vinculaciones y de las "manos
185
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNOVAS,
La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c, pp. 420-421.
186
lbídem, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. XII-XIII:
«No es posible comprender cabalmente la existencia del protectorado y sus funciones sin pararse un momen-
to en los orígenes, de la formación de la ONCE. Los perfiles históricos de la tutela de los ciegos permite enmar-
car ésta en el cuadro general de la actividad de beneficencia.
El Colegio de Ciegos de Santa Catalina, cuyo Reglamento de Régimen Interior fue aprobado mediante
Real Orden de 13 de diciembre de 1881, tenía por objeto educar e instruir a los jóvenes ciegos en la pri-
mera enseñanza especial y en la de música, atender a su manutención, asistencia y equipo y preparar con-
venientemente a los alumnos ciegos.
Instituciones como ésta, que son antecedentes remotos de la ONCE, eran incardinadas por la legislación de la
época en el ámbito de la beneficencia. Respecto de este tipo de establecimientos, el Real Decreto de 27 de enero
de 1885, que aprobó la Instrucción para la Administración y el Gobierno de los Establecimientos de Beneficencia
General (entre los que se incluía el Colegio de ciegos) atribuía a la Administración del Estado muy amplias facul-
tades: el sostenimiento de los gastos se hace mediante los bienes, pensiones, rentas y fondos propios de la bene-
ficencia, si los hubiese, y mediante las aportaciones que el Estado consigne en los Presupuestos Generales (art.
13), [...]. Como consecuencia del empleo de la técnica fundacional, se mantiene el principio general de que es el
Ministro de la Gobernación quien "ejerce la tutela, alta inspección y dirección de los Establecimientos Generales
de Beneficencia" (art. 5); [...]. A estos efectos se añade, también en la beneficencia particular, el control por medio
de un "protectorado", integrado por autoridades públicas, que tiene por misión "lograr que sea cumplida la volun-
tad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas con el cumplimiento probado de la volun-
tad del testador" (art. 1 de la Instrucción para el ejercicio del protectorado del Gobierno en la Beneficencia
Particular, aprobada mediante Real Decreto de 14 de marzo de 1899).
Las primeras organizaciones de protección de los ciegos a finales del siglo XIX están, pues, adscritas al
ramo de la beneficencia. Son entidades de tipo fundacional y sobre ellas, por tanto, extiende el Estado su
tutela a través de la técnica del protectorado. Esta técnica organizativa se mantiene luego y salta la frontera
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muertas", empieza a aparecer la intervención de la Administración para salvar determi-
nadas fundaciones187. Los orígenes del protectorado fueron explicados por el profesor
Martín Mateo del siguiente modo:
,
«Con la finalidad fundamental de velar por el cumplimiento de la voluntad del fun-
dador, la Administración pública ejerce una actividad -protectorado- de fiscalización y
control de la actividad de gestión de los patronos de las fundaciones.
El principio de fiscalización de las funciones, representado por el protectorado está
plasmado -en germen- en la ley general de Beneficencia de 20 de junio de 1849, cuyo
artículo 11 viene a proclamar que "ningún establecimiento de beneficencia, sea pública
o particular, podrá oponer la menor dificultad o entorpecimiento a las visitas que los
representantes del Gobierno giren a los mismos, siendo omnímoda la autoridad de ins-
pección que a tales representantes corresponde en cuanto tenga por objeto el examen del
estado económico del establecimiento, la regularidad de su administración y el cumpli-
miento de las obligaciones a que por reglamento se haya consagrado.
El desarrollo del principio de fiscalización encarnado en el protectorado de las fun-
daciones benéfico-privadas corresponde al real decreto de 14 de marzo de 1899, que
aprueba la instrucción para el ejercicio de tal protectorado»188.
La disciplina positiva de la beneficencia particular en España contiene dos tipos de textos
normativos: por una parte, los que regulan el ejercicio de actividades benéficas por personas
privadas y, por otra parte, los que regulan la formación y el funcionamiento de dichas perso-
nas (básicamente, de naturaleza fundacional). Así, la intervención de la Administración en
materia de beneficencia particular se realiza principalmente a través del instituto del protec-
torado, incisivo haz de potestades de marcado carácter tutelar, que inicialmente pesaba sobre
las entidades benéficas189.
del siglo: así, en el Real Decreto-Ley de 13 de marzo de 1928, que creó, bajo la denominación de "Residencias
de Ciegos", "instituciones encargadas de recoger a los ciegos pobres, cuidando de su manutención y asistencia, y
de procurar que éstos y los que sin ser indigentes se hallen en situación precaria, adquieran los conocimientos pre-
cisos para que puedan alcanzar una relativa libertad económica", se califican estas residencias como instituciones
de beneficencia general (art. 2), que dependen del Ministerio de la Gobernación.
La creación de la ONCE se enmarca en este sistema de soluciones organizativas y es, sin duda, una solu-
ción de beneficencia para la protección de un grupo social necesitado. [...].
He aquí, pues, las claves históricas de la configuración de la ONCE como una entidad tutelada, controlada direc-
tamente por la Administración del Estado, usando un protectorado como instrumento organizativo».
187 Vide José Luís ALVAREZ ALVAREZ, "El protectorado de las fundaciones: visión moderna", en
AAVV Hacia una nueva ley de fundaciones, Seminario celebrado en la UIMP de Santander, Colección de
Ciencias Sociales, Fundación Marcelino Botín, Santander, 1992, pp. 145-146.
188 Vide: Ramón MARTÍN MATEO, Guía de actividades públicas asistenciales. La asistencia social como ser -
vicio público, o.c., p. 101; Juan Francisco BLANCO RUÍZ, El protectorado de fundaciones en el Real Decreto e
Instrucción de 14 de marzo de 1899, Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, Madrid, 1987.
189 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS y Alicia REALPÉREZ, Legislación sobre instituciones de beneficencia
particular, o.c, pp. 31-33. Vide Instrucción para el ejercicio del protectorado del Gobierno en la beneficen -
cia, de 27 de abril de 1875, Imprenta Nacional, Madrid, 1875, 56 pp. Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, Principios
de derecho público económico, Comares, Granada, 1999, pp. 177 y ss, 182 y ss, 190 y ss.
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También se ha utilizado este término para referirse a la tutela normal y corriente de
toda entidad de la Administración indirecta del Estado:
«Por una parte, se habla de "protectorado" donde no hay sino la tutela normal y corriente
en toda entidad de la Administración indirecta del Estado. El artículo 7o del propio Decreto de
17 de mayo de 1940 dice: "Al Ministerio de la Gobernación corresponde ejercer el protectora-
do sobre Auxilio social. Las facultades de orden resolutivo radican en el Ministro, y las con-
sistentes en la tramitación de asuntos, propuesta de acuerdos y ejecución de las resoluciones
dictadas, en la Dirección general de Beneficencia y Obras sociales»190.
Y también para catalogar la relación que se puede establecer entre dos Estados:
«Esta dolorosa realidad de todos los tiempos, esta deficiencia de las leyes internacionales o,
si se quiere, esa injusticia con que casi siempre fueron tratados los países políticamente débiles
o pobres ha sido la causa primitiva y fundamental de la relación jurídica entre dos países que se
denomina "Protectorado". Después, con el transcurso del tiempo fue evolucionando en un sen-
tido mucho más amplio, adoptando formas diversas, bajo la influencia de otras necesidades o de
otros elementos, de tal suerte, que bien puede afirmarse con Pradier-Foderé que el protectorado
es una de las instituciones de Derecho internacional que se presta menos a ser definida.
A pesar de que el proceso histórico que ha seguido dicha institución nos revela que esa rela-
ción jurídica se manifestó casi siempre entre dos Estados o agrupaciones políticas distintas, tam-
bién nos muestra porción de casos en los que no se dan estos caracteres o en los que dicha rela-
ción surge como consecuencia de otras causas, toda vez que la misma puede estar condiciona-
da indefinidamente tanto por el protector como por el protegido. Por este motivo ha dicho muy
bien Revilliod que el nombre de protectorado se aplica a organizaciones o relaciones jurídicas
tan diversas que bien puede asegurarse que esa palabra es una etiqueta que cómodamente se
coloca sobre toda clase de combinaciones de supremacía política o de expansión colonial»191.
190 Vide Fernando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización funcional, Instituto
de Estudios de Administración Local, Madrid, 1950, pp. 132-133: «Naturalmente que lo que este artículo entiende
por protectorado, no es tal protectorado. Tal como lo concibe la Instrucción de 14 de marzo de 1899 en su articulo
1o, "el protectorado de las instituciones de beneficencia comprenderá las facultades necesarias para lograr que sea
cumplida la voluntad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas"». En la p. 178 afirma:
«[...] nos hemos encontrado con la figura del "protectorado" que "comprenderá las facultades necesarias para lograr
que sea cumplida la voluntad de los fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas" en manos de los
organismos de la Administración Central o delegada del Estado (Instrucción de 14 de marzo de 1899). No obstante,
estos poderes no deben confundirse con la jerarquía ni con la tutela, en el sentido en que aquí empleamos esta expre-
sión. Más bien han de considerarse como una forma especial del ejercicio de los poderes de policía».
Vide Urbano VALERO AGUNDEZ, La fundación como forma de empresa, Universidad de Valladolid,
Valladolid, 1969, pp. 398-99: «El término "Protectorado estatal sobre las fundaciones particulares" engloba
tres significaciones formalmente distintas, aunque estrechamente ligadas entre sí. Primeramente, significa un
conjunto de facultades del Estado sobre las fundaciones particulares, cuya característica común es la finali-
dad de tutela y control sobre las mismas. En segundo lugar, comprende una serie de actividades a través de
las cuales se ejercitan aquellas facultades. Por fin, hace relación a una peculiar relación de poder del Estado
sobre dichas fundaciones -y de correspondiente sumisión de éstas respecto de aquél- deriva de la existencia
y ejercicio de las mencionadas facultades. [...]». Vide Rafael HUERTA HUERTA y Cesar HUERTAIZAR de
la FUENTE, Fundaciones. Régimen civil administrativo y fiscal, Bosch, Barcelona, 1998, p. 412.
191  Vide Luciano LÓPEZ FERRER, "Naturaleza jurídica del protectorado español en Marruecos",
Publicaciones de la Real Academia de Jurisprudencia y Legislación, LXVII, Madrid, 1923, pp. 6-7.
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Respecto a las fundaciones ha llegado a formularse el siguiente concepto de protec-
torado192: «El Protectorado, en consecuencia, es la actividad administrativa por la que,
comprendiendo diversas funciones y facultades, debe garantizarse el cumplimiento de
la voluntad del fundador y de los fines generales que necesariamente deben perseguir
las Fundaciones. Junto a esta definición dinámica (la actividad de Protectorado), es
necesario además tener en cuenta la vertiente subjetiva (órganos del Protectorado) que
le es consustancial y que da al término un sentido dual, al tiempo que lo completa»193.
En la actualidad, el protectorado puede definirse como aquella potestad administrati-
va194 que surge como consecuencia de la interacción Estado-Sociedad, con el fin de velar
por el interés general de los ciudadanos en los términos legalmente previstos, y que sitúa
a su objeto y los bienes asignados en un ámbito semejante al reservado a lo públicos, cir-
cunstancia que explica el intenso grado de intervención de la Administración. Esto le per-
mite dictar actos administrativos y articular todas las intervenciones inherentes a la potes-
tad que está ejerciendo, dentro de los límites establecidos que respeten el marco de liber-
tad y garantía que la Constitución impone, afirmándose que no se trata de controlar sin más
el ejercicio del derecho de que se trate, sino de garantizar su recto ejercicio.
192  Vide Joaquín MADRUGA MÉNDEZ, "Fundaciones benéfico-particulares y docentes", Revista
General de Legislación y Jurisprudencia, 10, (1961), p. 184.
193 Vide José Luís PIÑAR MAÑAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", en Rafael de
LORENZO GARCÍA y Miguel Ángel CABRA de LUNA, Presente y futuro de las fundaciones, Cívitas, Madrid,
1990, p. 94. Vide STS: de 28 de octubre de 1963 (Ar. 4427), en la que se afirmaba: «el Protectorado se constriñe
simplemente a una misión tuitiva veladora porque se respete la voluntad de los fundadores»; de 24 de diciembre
de 1985 (Ar. 640 de 1986):«[...] es ante todo a la voluntad del fundador a lo que hay que atender y el Protectorado
ha de velar porque esa voluntad sea respetada en lo que interese a colectividades determinadas (art. 1o de la
Instrucción de 1899). Es decir, que el Protectorado ha de velar por el interés general de los destinatarios de la
Fundación al mismo tiempo que por el particular del respeto de la voluntad del fundador. O, si se prefiere, lo que
la norma quiere decir es que la voluntad del fundador ha de interpretarse valorando también el interés de los des-
tinatarios en cuyo favor el fundador estableció la institución»; de 20 de diciembre de 1985 (Ar. 669 de 1986) que
afirma que no se puede considerar que la voluntad del fundador «es soberana u omnipresente».
194 La STS de 7 de marzo de 2001 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4a), Ar. 1101, en su
FD Primero, ha establecido: «[...], y después de precisar, por razones de congruencia, cuál es el objeto pro-
pio del Recurso, examina la potestad de protectorado que otorga el art. 1 del RD de 14 de marzo de 1899
a la Administración, en los siguientes términos: Fundamento de Derecho Cuarto.- "Que entiende la Sala
que lo hecho por la Administración, teniendo en cuenta que la Fundación de la que trae causa este litigio
no ha sido disuelta, guarda la debida proporcionalidad y razonabilidad con el fin previsto en el art. 1 de la
Instrucción antes citada, en relación con el principio de libertad deducible del art. 34 de la Constitución,
de forma y manera que su actuación no puede reputarse nula de pleno derecho por incompetencia mani-
fiesta -art. 47.1 a) de la LPA, al no ser aplicable aún la Ley 30/1992- pues desaparecido el Ministerio de
Gobernación y creado el de Asuntos Sociales, las competencias en esta materia corresponden a tal
Departamento que cuenta, y esto es lo importante, con potestad atribuida expresamente por una norma; que
a su vez no puede calificarse la actuación administrativa como de "vía de hecho", supuesto éste más radi-
cal dentro de una actuación administrativa ilícita pues se ha actuado según las normas de procedimiento y
279
A.
Interacción Estado-Sociedad.
La interacción Estado-Sociedad se pone de manifiesto con especial virulencia en los
entes de carácter social. Sobre el protectorado que se ejerce sobre las Cajas de Ahorro, la
STC 18/1984, de 7 de febrero, FJ Cuarto195, precisa algunas consideraciones de las que se
pueden extraer consecuencias para nuestro objeto de estudio: los actos que se dictan en el
ejercicio del protectorado, son actos administrativos; la existencia de protectorado, no con-
vierte a la organización de que se trate en un ente público, sino que pone de manifiesto la
interacción Estado-Sociedad.
B.
Consiste en una actuación administrativa específica.
También se ha determinado por parte de la Jurisprudencia, que las leyes pueden pre-
ver un tipo de acción administrativa, el protectorado, para asegurar el cumplimiento de
unos determinados fines. Se articulan una larga serie de actos de protectorado, como
son los de reconocimiento, clasificación, conservación, y gestión de los bienes, vigilan-
competencia; tampoco puede hablarse de "incautación" o de expropiación sin indemnización ya que la titularidad
de los bienes y, por tanto, de sus frutos civiles, son de la Fundación [...]». Sobre el concepto de potestad Vide
Ramón MARTÍN MATEO, "La sustantividad del Derecho Administrativo", RAP, 53, (1967), pp. 53-55.
195 Vide STC 18/1984, de 7 de febrero: «[...]. Pues bien, la lectura del preámbulo y del articulado del men -
cionado Decreto evidencia que las Cajas de Ahorro se configuran -con carácter general- como entes de carác -
ter social, si bien con una intervención pública más intensa para aquellas fundadas por el Estado o las
Corporaciones Locales. [...].
Todas las Cajas de Ahorro -cualquiera que sea su fundador- están sujetas al protectorado del Estado en deter -
minados aspectos, [...].
Los actos administrativos que dicte el Ministerio de Economía en el ejercicio del protectorado son sin duda
actos de los poderes públicos.
La existencia del protectorado del Estado no convierte a todas las Cajas en entes públicos, sino que pone de
manifiesto la interacción Estado-Sociedad, y las funciones que se atribuyen al primero para que se obtenga el
interés público presente en toda fundación (art. 34.1 de la Constitución), dada la especial relevancia de las
Cajas en el sistema financiero y sus implicaciones para el ahorro y la realización de actividades asistenciales.
Los actos relativos a la elección para la designación de los órganos de gobierno no se realizan por delega -
ción del Estado, sino que se mueven en el marco del Decreto y de los Estatutos y Reglamento, sin que el
Ministerio de Economía tenga intervención en tales actos ni esté previsto recurso de alzada u otra técnica juri -
dica de impugnación, excepción hecha de cuanto se ha dicho para la designación del Director general. [...].
En virtud de las consideraciones anteriores llegamos -con carácter general- a las conclusiones siguientes:
1. Las Cajas de Ahorro fundadas por las Corporaciones Locales no tienen la naturaleza de entes públicos, sino
de entes de carácter social en los términos vistos.
2. Las decisiones del Consejo de Administración en materia de elecciones no se adoptan por delegación del
Estado.
3. Los miembros del Consejo de Administración, elegidos, no tienen la consideración de cargos públicos a los
efectos del artículo 23 de la Constitución. [...].
[...], lo impugnado no es una resolución de un órgano judicial, sino un acto del Consejo de Administración de
la Caja de Ahorros de Asturias, entidad que no tiene la condición de ente público, no siendo imputable tampo-
co a la Administración tal acto, según hemos visto. En consecuencia, no se trata de un acto encuadrable en
los supuestos del artículo 41.2 de la LOTC».
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cía de la actuación de los representantes legítimos, autorizaciones para conversión de
bienes o enajenaciones, contabilidad, pudíendo llegar incluso a suspender o a sustituir
a tales representantes, etc.
Sobre esta cuestión resulta ilustrativa la Sentencia del Tribunal Superior de Justicia
de Madrid núm. 61/1998 (Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 8a), de 26 de
enero, Ar. 1064196.
C. Fines asignados.
El protectorado sobre las instituciones de carácter social deberá velar por el interés
general de los destinatarios197. El objetivo a alcanzar es el máximo beneficio de los des-
196
Vide STSJ de Madrid, núm. 61/1998, de 26 de enero, Ar. 1064:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
TERCERO.- Sabido es que las Fundaciones son entidades de la clase de personas jurídico-morales creadas por
una o varias personas físicas, aportando bienes patrimoniales para el cumplimiento de fines de interés general y
público (art. 34.1 de la Constitución). Por el carácter de institución destinada al cumplimiento de fines genera-
les y públicos, en beneficio de colectividades indeterminadas de personas, la Administración Pública, como
encargada de la tutela y gestión de los Servicios Públicos, interviene en la actividad de las Fundaciones desde
su nacimiento; y, si bien es cierto, que se ha discutido mucho sobre dicha intervención, existiendo gran polémi-
ca sobre tal cuestión, lo cierto es que el Tribunal Constitucional tiene declarado al respecto, Sentencia 49/1988,
de 22 marzo (RTC 1988\49), que «las leyes pueden prever un tipo de acción administrativa, el Protectorado, para
asegurar el cumplimiento de los fines [...]».
En definitiva, en nuestro sistema, la intervención de la Administración -El protectorado-, en la vida de las
Fundaciones es legítimo.
Ahora bien, ¿cuál es el contenido y alcance de esta intervención? La doctrina y jurisprudencia vienen señalan-
do que esta intervención se ha de ejercitar dentro de unos límites precisos que respeten el marco de libertad y
garantía que la Constitución impone afirmándose que no se trata, de «controlar» sin más el ejercicio del dere-
cho de fundación, sino de «garantizar» su recto ejercicio».
197
Vide STS de 24 de diciembre de 1985, ponente: González Navarro, Ar. 6404, FJ. Cuarto:
«Por lo que hace al fondo del asunto debe recordarse que el artículo 6 del Real Decreto de 14 de marzo de 1899
(y no la Instrucción de la misma fecha como, por error, se dice en la demanda) establece que "en las Fundaciones
benéficas particulares se respetará siempre la voluntad de los Fundadores", y el artículo 1° de la Instrucción de
1.4 de marzo de 1899 para el ejercicio del Protectorado del Gobierno en la Beneficencia particular dice que "el
Protectorado de las Instituciones de Beneficencia comprenderá las facultades necesarias para lograr que sea
cumplida la voluntad de los Fundadores en lo que interese a colectividades indeterminadas". De donde resulta
que es ante todo a la voluntad del Fundador a lo que hay que atender y que el Protectorado ha de velar porque
esa voluntad sea respetada "en lo que interese a colectividades determinadas", según reza el inciso del artícu-
lo 1° de la Instrucción citada. Es decir que el protectorado ha de velar por el interés general de los destinatarios
de la fundación al mismo tiempo que por el particular del respeto de la voluntad del fundador. O si se prefiere,
lo que la norma quiere decir es que la voluntad del fundador ha de interpretarse valorando también el interés de
los destinatarios en cuyo favor el fundador estableció la institución. De manera que la voluntad del fundador en
el caso que nos ocupa no es tanto la adjetiva o procesal de que los Patronos sean uno, o dos, o tres, sino que el
Patronato que se constituya esté en las mejores condiciones de servir a la colectividad de los asilados. Y se res-
peta evidentemente la voluntad del fundador cuando concurriendo las circunstancias que aquí se dan, entre ellas
la mayor complejidad que ha adquirido hoy la gestión de la fundación, se nombran tres y no un sólo Patrono.
Porque esas circunstancias ponen de relieve que no es bastante el Patrono único. Y las normas contenidas en esa
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tinatarios de la prestación de que se trate. Así lo evidencia la Sentencia del Tribunal Supremo
(Sala de lo Contencioso-Administrativo), de 20 de diciembre de 1985, Ar. 669198.
D. Naturaleza de los bienes asignados.
La adscripción de un conjunto de bienes a un fin de carácter social, lo sitúa en un
ámbito semejante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica el
intenso grado de intervención de la Administración, casi tan riguroso como el que cons-
tituye la tutela. Así lo pone de manifiesto la STS (Sala de lo Contencioso-
Administrativo), de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311199.
Instrucción de ¡899 citada al regular en los artículo 7 y siguientes el Protectorado perfila con bastante ampli -
tud sus potestades en orden a las fundaciones benéficas, incluso atribuyéndole algunas más graves -segregar
fundaciones, suspender a los patronos, destruirlos, etc.- que la ejercitada por el Ministerio en el caso que nos
ocupa. Por todo lo cual debe revocarse la sentencia de instancia en cuanto al fondo. Sin que el hecho de que
hasta ahora haya habido siempre un Patrono individual y no colegiado tenga otro valor que el de expresar que
el interés general no ha exigido o hecho necesario -como ahora ocurre- la solución colegiada».
198 Vide STS de 20 de diciembre de 1985, Ar. 669:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
CUARTO.- aparte el que tenga que contarse con la actuación de protectorado de la Administración, per-
fectamente encuadrada y definida, dentro de los múltiples cometidos asignados a ella; porque si bien el
protectorado tiene por objeto lograr que sea cumplida la voluntad de los fundadores -art. 1 Instrucción de
Beneficencia de 14 de marzo de 1899-, dado el carácter obligatorio e ineludible con que se ejerce, como
ha destacado la doctrina científica, constituye una verdadera limitación, puesto que ninguna fundación par-
ticular puede sustraerse a esta intervención administrativa. Intervención que no hay por qué contemplarla
como dirigida a desvirtuar o contrariar la voluntad del fundador, sino, por el contrario, a asegurar la misma
y sobre todo, el cumplimiento de los fines por ella perseguidos; fines que, en definitiva, y no hay que olvi-
dar esto, consisten en la prestación de los servicios benéficos programados, cuyos destinatarios, los bene-
ficiados con estos servicios, son los que hay que procurar obtengan los mismos en la mayor proporción
posible, y de la mejor manera; constituyendo esto el objetivo a alcanzar en la interpretación teleológica de
la norma.
QUINTO.- Correspondiendo a este obligado intervencionismo de la Administración, de acuerdo con las
previsiones de la citada Instrucción de Beneficencia y de una serie de disposiciones complementarias -Real
Decreto 29 de agosto de 1903, Real Orden 30 abril 1903, RR. DD. 16 mayo y 25 octubre 1908, RR. OO.
24 marzo, 21 abril, 27 y 29 octubre y 2 de noviembre 1908, 26 de marzo y 14 de mayo 1909, Real Orden
10 noviembre 1914, Real Orden 17 agosto 1924, Decretos 9 noviembre 1932 y 7 agosto 1933, etc.- con
fines siempre tuitivos y de defensa de la fundación y de sus fines, se articulan una larga serie de actos de
protectorado, como son los de reconocimiento de las fundaciones, su clasificación, conservación, y gestión
de los bienes, vigilancia actuación de los representantes legítimos, autorizaciones para conversión de bie-
nes o enajenaciones, contabilidad, pudiendo llegar incluso a suspender o a sustituir a tales representantes
o ejercer por sí el patronazgo [...]».
199 Vide STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311:
«Considerandos del Tribunal Supremo:
CONSIDERANDO Que como recuerda la sentencia de esta Sala de 17 de abril de 1979, la intromisión de la
Administración Pública en las Fundaciones Benéficas (y esta consideración merece la Fundación L. R. y P)
tiene su justificación en el hecho de que a través de estas Fundaciones, un bien patrimonial o conjunto de bie-
nes, se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un ámbito semejante al reser-
vado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica que los poderes de intervención estatal sean casi tan
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1.1.2. Diferencia con figuras afínes.
Una cuestión que debo abordar también, es la determinación conceptual de términos que tie-
nen relación con el protectorado200, a saber: tutela, vigilancia, control, supervisión e inspección. Lo
que ya no lo es tanto, es su correcta utilización, pues ni la propia doctrina administrativa ha repa-
rado en su delimitación precisa, con las excepciones que señalaré a continuación201.
A. Tutela202.
a) Tutela ad intra.
Resulta frecuente para un jurista oír hablar de la tutela civil203, o de la tutela judicial


rigurosos como lo que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la Administración del Estado y los
establecimientos públicos, montándose al servicio de esta actividad administrativa de protectorado una organi-
zación y un ordenamiento procesal de carácter tan inequívocamente administrativo como para no dudar de que
las cuestiones que las mismas puedan suscitar deben resolverse en el ámbito de la Jurisdicción contencioso-
administrativa, congruente con este control e inspección, que con una terminología tradicionalmente consagra-
da se denomina Protectorado, el art. 8.° de la Instrucción para el ejercicio del Protectorado en la beneficencia
particular de fecha 14 de marzo de 1899, [...]».
Con idéntica argumentación Vide STS de 31 de mayo de 1985, Ar. 3194.
200
Vide José Luís PIÑAR MAÑAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", o.c, p. 97: «GARRI-
DO FALLA también ha puesto de manifiesto que de entre las tres clases de dependencia con respecto a la
Administración Pública que él mismo ha señalado -jerarquía, tutela y policía administrativa- el Protectorado
podría considerarse como manifestación de policía, pero pronto se cae en la cuenta "de las profundas diferencias
que se dan ente la facultad de de policía ordinaria y las del Protectorado". También podrían traerse a colación los
términos de fomento, vigilancia, supervisión, control o intervención, pero tampoco encajaría el Protectorado en
ninguno de ellos, pues algo de todos ellos tiene pero al mismo tiempo a todos supera. Además, concepto como
jerarquía o tutela parecen tener mejor aplicación en las relaciones entre entes públicos, no obstante lo cual el pro-
pio legislador se ha referido a la actividad administrativa sobre las Fundaciones calificándola de tutela, concepto
al que insiste en acudir en la normativa más reciente».
201
Vide STC 48/1988, de 22 de marzo (Ar. 48), FJ Undécimo: «[...]. Por tratarse, pues, de una materia
relativa a la solvencia de las Cajas ha de entenderse que a ella se extienden las funciones de disciplina, ins -
pección y sanción, y, dado que la intervención está prevista en el caso de incumplimiento grave de normas
de obligada observancia o justificados indicios de riesgo evidente para los fondos ajenos, ha de conside-
rarse que el art. 5 del Decreto 1838/1975 tiene carácter básico.
Ahora bien, el art. 7.3 de la L.C. se refiere a la intervención y control del Protectorado sobre las Cajas de
Ahorro y, de conformidad con el art. 2 de la misma ley, la actuación de dicho Protectorado ha de realizar-
se "en el marco de las bases y la ordenación de la actividad económica general y de la política monetaria
del Estado" y entre esas bases se encuentran por lo tanto, las relativas a la actividad crediticia de las Cajas,
es decir, las bases de la ordenación del crédito. Ha de entenderse, por ello, que la intervención y el control
efectuados por el Protectorado no excluyen la inspección e intervención del Banco de España ni el cum-
plimiento de las demás normas especiales a que han de sujetarse las nuevas Cajas de Ahorro durante los
dos primeros años de su actuación. [...]».
202 Vide Femando GARRIDO FALLA, Administración indirecta del Estado y descentralización fundo -
nal, o.c, pp. 176-189.
203 Vide Manuel ALBALADEJO, Curso de Derecho Civil (Derecho de familia), 5a ed., Bosch, Barcelona,
1991, pp. 303 y ss, donde entre las instituciones de guarda, se encuentra la tutela que se establece para
encargarse de forma estable y permanente de la guarda y protección de ciertas personas y de sus bienes.
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efectiva204, pero no de la tutela administrativa. Sin embargo, esta actividad se enco-
mienda a la Administración con cierta frecuencia. Además puede tener operatividad en
el seno de la Administración Pública205, o en las relaciones de ésta con los particulares
cuando su misión afecta al interés general o el buen fin de algún sector concreto de la
actividad humana. Por tanto es necesario precisar el contorno jurídico de esta categoría
que a primera vista resulta un tanto difusa, incluso para los estudiosos del Derecho
Administrativo. Así lo expuso Baena del Alcázar206:
204 Esta institución ha hecho correr ríos de tinta. Vide Jesús GONZÁLEZ PÉREZ, El derecho a la tutela juris -
diccional, Cívitas, Madrid, 1989, p. 20, donde señala que «La historia de la sustitución de la autodefensa por el
proceso, ha sido en definitiva, la historia de la sustitución de la ley de la selva por la civilización». Y en la p. 21:
«De aquí la importancia de una efectiva tutela judicial, de que todo aquel que crea tener derecho a algo pueda acu-
dir a un órgano estatal imparcial que le atienda, verificando su razón y, en su caso, haciendo efectivo el derecho».
Porque su contenido esencial lo constituye el derecho de acceso al proceso, y que pueda cumplir su misión de
satisfacer las pretensiones que se formulen. Lo que no supone en modo alguno un derecho a obtener una senten-
cia favorable, ni siquiera una sentencia en cuanto al fondo. Y respecto a su contenido en las pp. 43 y 44 asevera:
«El derecho a la tutela jurisdiccional despliega sus efectos en tres momentos distintos: primero, en el acceso a la
Justicia; segundo, una vez en ella, que sea posible la defensa y obtener solución en un plazo razonable, y tercero,
una vez dictada sentencia, la plena efectividad de sus pronunciamientos. Acceso a la jurisdicción, proceso debido
y eficacia de la sentencia». Vide Ignacio BORRAJO INIESTA, Ignacio DIEZ-PICAZO GIMÉNEZ y Germán
FERNÁNDEZ FARRERES, El derecho a la tutela judicial y el recurso de amparo (Una reflexión sobre la juris -
prudencia constitucional), Civitas, Madrid, 1995, p. 23: «En el caso del derecho a la tutela judicial efectiva sin
indefensión, se debe partir de la idea de que éste no abarca todos aquellos elementos que promueven una mejor
y más recta administración de la justicia, sino únicamente aquellos que legitiman que el Estado asuma el mono-
polio de la jurisdicción y sin los cuales, en suma, la Justicia no merecería tal nombre».
Vide SSTC: 9/1983, de 21 de febrero (Recurso de amparo num. 199/1980); 14/1983, de 28 de febrero (Recurso
de amparo núm. 233/1982); 19/1983, de 14 de marzo (Recurso de amparo núm. 278/1982), FJ.3°; 93/1984, de
16 de octubre (Recurso de amparo núm. 412/1983), F.J.5a); 23/1988, de 22 de febrero (Recurso de amparo núm.
1387/1986), F.J. 1o; 192/1992, de 16 de noviembre (Recurso de amparo núm. 33/1990) F.J. 2o; entre otras.
Vide José SUAY RINCÓN, "La discutible vigencia de los principios de imparcialidad y de contradic-
ción en el procedimiento administrativo sancionador", RAP, 123, (1990), p. 153, nota 1: «La proliferación
de Administraciones Públicas es, sin ningún género de dudas la principal novedad que aporta la
Constitución española de 1978 al Derecho Administrativo. Si hasta entonces el panorama está claramente
dominado por una sola Administración (la del Estado), que sujetaba a las restantes a una estrecha red de
controles (tutela) y terminaba colocando a éstas en una posición netamente subordinada, ahora la situación
va a ser muy otra: la aparición de nuevas Administraciones (las de las Comunidades Autónomas), la con-
solidación de las existentes (Corporaciones Locales) y, lo que es más importante, la atribución a unas y
otras de un status jurídico mucho más sólido, con capacidad para ejercitar sus propios intereses sin inje-
rencias externas para defenderlos, si acaso ante terceras instancias neutras (Tribunales de Justicia); todo lo
cual obliga al replanteamiento de las relaciones interadministrativas. [...]».
206 Vide Mariano BAENA del ALCÁZAR, "Los entes funcionalmente descentralizados y su relación con
la Administración central",RAP, 44, (1964), pp. 99-103. En concreto en las pp. 101-102 establece una cla-
sificación de la tutela y diferencia entre: tutela jurídica de la tutela administrativa; tutela sobre la organi-
zación y tutela sobre la actividad; tutela técnica y tutela financiera. Respecto al contenido, en las pp. 102-
103 establece: «En la doctrina francesa afirma CONNO1S que la tutela de las colectividades territoriales
sobre los establecimientos públicos comporta aspectos muy variados: nombramiento de personal, aproba-
ción de deliberaciones o decisiones, [...]. Así WALINE distingue entre el poder disciplinario sobre los
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«La doctrina ha efectuado en alguna ocasión definiciones del concepto de tutela que se resien-
ten, desde luego, de la imprecisión que hemos apreciado en el término o que no son, en definiti-
va, mas que el reconocimiento tácito de que en el actual grado de elaboración científica de la
materia la idea de tutela es un simple concepto genérico en cuanto que engloba indistintamente
las relaciones entre Administración directa y Administración local e institucional, sin distinguir
entre estas dos últimas, y en cuanto que no proporciona ninguna orientación decisiva sobre las
facultades que tiene la Administración central respecto a las otras dos.
La definición tradicional de tutela se debe a MASPETIOL y LAROCQUE, para quienes la
tutela es el conjunto de poderes limitados concedidos por la Ley a una autoridad superior sobre
los agentes descentralizados y sobre sus actos con el fin de proteger el interés general. [...]».
Cuando Entrena Cuesta aborda las relaciones entre la Administración General del Estado o
la Administración de la Comunidad Autónoma y las entidades que integran su Administración
Local207, dentro de las relaciones de subordinación incluye: el control jerárquico, el control de
tutela y el deber de información. Del segundo, indica que constituye la manifestación clásica
del control administrativo sobre los entes descentralizados, llegando a afirmar:
«De la misma forma que en el interior de cada ente los distintos órganos que lo integran
se encuentran estructurados jerárquicamente, en orden a la consecución de la unidad adminis-
trativa, este principio exige también que la variedad de entes públicos en que el Estado, en
sentido amplio, se descompone sea reconducida a unidad. De aquí que el Ordenamiento jurí-
dico atribuya a cada ente facultades de control sobre los entes descentralizados que de él
dependen, distintos de las propias de la jerarquía que en principio no pueden darse entre suje-
tos públicos. Tales facultades se agrupan bajo el término tutela administrativa»208 209.
agentes, el control de legalidad sobre los actos [...]. En un sentido casi idéntico se manifiesta RIVERO, que clasifi-
ca las medidas a adoptar en tutela indirecta sobre las personas, tutela sobre las decisiones y tutela indirecta sobre la
ejecución de las decisiones, advirtiendo que entre esta amplia gama de medidas el legislador escoge las que consi-
dera más adecuadas, según el grado de autonomía que desee conferir a la persona moral. [...]. ROYO VILLANO-
VA, al hablar del contenido de la tutela da una larga lista de atribuciones que permanecen en manos de la
Administración del Estado, sin operar en modo alguno una sistematización. Más perfecta es, en cambio, la enume-
ración de GARRIDO que sí aparece sistematizada. Así el autor citado distingue entre la tutela sobre !a organización
que se concreta en la adscripción a un organismo, la tutela sobre las personas y la tutela sobre la actividad. [...].
Como puede verse, lo que sucede con el concepto de tutela es que se dan de él definiciones amplias y genéricas
que hacen referencia a un conjunto de poderes y luego se enumeran tales poderes haciendo una clasificación con
base a distintos criterios, pero sin que ello suponga la reconducción de estos poderes a un concepto unitario que
sirva para definir de un modo preciso la relación entre la Administración central y los entes que integran la
Administración institucional, y entre ellos los funcionalmente descentralizados. A esto hay que añadir todavía otro
hecho que consiste en la indefinición y vaguedad de puntos de vista sobre un problema de gran importancia que
ya planteo GARRIDO. ¿Deben considerarse los entes funcionalmente descentralizados como formando parte del
complejo de la Administración central?. [...]. Nuestra opinión es que, de acuerdo con la teoría de la tutela, no puede
responderse ni afirmativa ni negativamente a la cuestión planteada».
207 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de derecho administrativo, Vol. 1/2, Tecnos, Madrid, 1995, pp. 4349.
208 Ibídem, pp. 45 y 46, donde procede a formular el siguiente concepto: «Por las razones indicadas cre-
emos que debe definirse la tutela administrativa como el conjunto de facultades de control otorgadas, con
carácter limitado, por el Derecho positivo a un ente público sobre los entes descentralizados que de él
dependen, para velar por la legalidad de los actos de tales entes y su adecuación a aquel sector del interés
público de la competencia del ente tutelante».
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209 Vide Gaspar ARIÑO ORTIZ, La Administración institucional (Bases de su régimen jurídico), 2a ed. Instituto
de Estudios Administrativos, Madrid, 1972, pp. III-XX1V: «[...]. Tradicionalmente se han venido afirmando dos
técnicas de reintegración a la unidad de los distintos entes y centros de poder que integran el complejo Estado
moderno: la jerarquía y la tutela. El concepto de jerarquía se perfilaba así como contraposición al concepto de
tutela entendiendo a ambos como técnicas de reintegración a la necesaria unidad de la Administración Pública.
La distinción entre ambas se formulaba sobre la base de la distinción entre órganos y personas, diciéndo-
se que jerarquía es la relación de subordinación entre órganos de una misma persona, y tutela el nexo o
relación de dependencia entre personas jurídicas distintas. Esto, en el terreno de los principios.
Ahora bien, es ésta una forma de definir los conceptos que nos explica cuáles son los términos de la relación pero
no se nos da razón del contenido sustantivo de la relación misma, en que la jerarquía o la tutela consisten, [...].
Ello obliga a plantearse el tema de la distinción jerarquía-tutela, no desde un punto de vista formal (consi-
deración formal de los sujetos entre los que se da la relación), sino material (consideración sustantiva del
contenido de la relación misma). Esto es, se trata de precisar cuáles son en concreto los "poderes (y los
deberes) que gozan (o padecen) los sujetos en una relación jerárquica y en una relación de tutela. Las notas
diferenciales, a las que en este punto pueden llegarse son, entre otras, las siguientes:
A)
Control de legalidad y control de oportunidad.
Como he escrito en otra ocasión, los poderes de control de un órgano sobre otro (o de un ente sobre otro),
pueden ser de un doble tipo: a) pueden tener como causa y fin de su actuación el mantenimiento del orden
jurídico (control de legalidad, esto es, aquel que tiende exclusivamente a asegurar la regularidad jurídica
de las decisiones o proyectos de decisión); o bien b) pueden estar determinados por motivos de orden polí-
tico o económico, por razones de carácter moral o por criterios técnicos (control de oportunidad, que tien-
de a conseguir una decisión, no sólo legal, sino la más conveniente a juicio del órgano que controla). Estos
dos tipos de potestad son de naturaleza esencialmente diferente: el primero es un poder absolutamente reglado,
vinculado al derecho [...]; el segundo es un poder no reglado, discrecional, de valoración política.
Pues bien, la tutela tiene fundamentalmente como finalidad asegurar la legalidad de la actuación del ente tute -
lado. Sólo excepcionalmente, para algunos supuestos tasados -trascendentales e importantes-, se concede al ente
tutor un poder de apreciación de la oportunidad y conveniencia de los actos. Facultad que se instrumenta normal-
mente mediante la coparticipación (autorización, aprobación) en la producción del acto. De ahí, que la doctrina
señale únicamente el carácter tasado, limitado de las facultades de tutela, que nunca se presumen y que deben
ser interpretadas restrictivamente. Todo ello a diferencia de lo que ocurre en las relaciones de jerarquía cuyo con-
tenido abraza no sólo la legalidad, sino también la oportunidad, la conveniencia, la adecuación -hic et nunc- al
interés público, la equidad de la decisión, etc. De ahí que el control jerárquico se extienda a todos los aspectos de
la decisión. Es -dice Vedel- un poder incondicionado salvo que la ley lo limite. Tales poderes generales además,
se presumen, aunque la Ley no lo diga, pues su existencia es esencial al mecanismo de la Administración y cons-
tituye un principio general de derecho público y administrativo.
B)
Poder de sustitución de la decisión.
En segundo lugar, y como consecuencia de lo anterior, se ha afirmado tradicionalmente, como nota carac-
terística y esencial a la jerarquía, que el superior puede sustituir la decisión del inferior, bien en vía de
recurso (en todo caso, salvo que la Ley lo excluya), bien en vía de instancia, avocando así la decisión cuan-
do la ley lo permite, bien finalmente, en vía de revisión de oficio. A diferencia de esto, los poderes de tute -
la nunca habilitan para sustituir la decisión del ente tutelado. Lo específico de la tutela es autorizar o no
autorizar, aprobar o no aprobar, suspender o no el acto, pero en ningún caso pueden reformarse las deci -
siones del ente tutelado. La tutela no supone -escribió Hauriou- "un poder de reforma de los actos, que es
característico de la relación jerárquica", pues a diferencia de ésta, en la relación de tutela se trata de salva-
guardar o garantizar la correcta voluntad de ente descentralizado, pero sin sustituirla por voluntad del
Estado: éste -dice Hauriou- puede anular sus decisiones, pero no puede tomarlas en su lugar.
Esta clásica diferenciación, sin embargo, debe ser hoy matizada. Conviene, en efecto, distinguir tres posi-
bles supuestos:
a) Sustitución de la decisión en vía de instancia: tal poder de sustitución está hoy prácticamente denegado
en el ordenamiento. [...].
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Sin embargo señala que este dato esencial de la descentralización administrativa
deberá ser estudiado en el ámbito de la teoría general de la organización administrati-
va. Es más, deberá ser estudiado en la teoría general del Derecho Público, pues de otro
modo no estaremos en condiciones de precisar su alcance cuando estemos ante otra
b) Sustitución de la decisión en vía de recurso: el problema aquí es determinar el alcance del poder de
modificación y reforma de los actos. [...].
c) Sustitución en vía de revisión de oficio: también en este supuesto es clara la diferencia entre la relación
de jerarquía y tutela: a la vista de nuestro ordenamiento cabe establecer que el superior jerárquico puede
revisar de oficio, en los casos y con las limitaciones que las leyes establecen, tas decisiones tomadas por
el inferior; en cambio, el ente tutor no puede anular los actos del tutelado (ni siquiera en los supuestos de
nulidad de pleno derecho), sino denunciar su ilegalidad a los jueces, y mientras estos deciden acordar la
suspensión (y ésta siempre por motivos de legalidad, nunca por razones de oportunidad). [...].
Resumiendo, por tanto, esta segunda nota diferencial, puede afirmarse que, en nuestro ordenamiento vigen-
te, el orden objetivo de competencias exige que el órgano que la tiene atribuida como propia se pronuncie
en vía de instancia y adopte la decisión. Ahora bien -y aquí radica precisamente la diferencia con la tute-
la-, una vez adoptada, el superior puede ejercer sobre ella las amplias potestades de revisión y control que
el Ordenamiento le confiere y que le permiten sustituir su decisión en vía de recurso o en vía de revisión
de oficio. Tales facultades son plenas e incondicionadas respecto al contenido de la decisión, salvo los dere-
chos de tercero que no pueden verse alterados, sino por motivos de legalidad. Pero en los actos no decla-
rativos de derechos, los poderes de sustitución de la decisión son plenos, cosa que no ocurre con la tutela.
C)
El poder de dirección e instrucción.
La tercera diferencia es que el ente tutor no pueda dar órdenes o directrices vinculantes al ente tutelado;
podrá asesorarle, inspeccionarle u orientarle pero no "ordenarle"; por el contrario, en la relación de jerar-
quía, el superior ostenta un poder de dirección por órdenes vinculantes [...].
D)
Sistema ordinario de alzadas.
En cuarto lugar -y es ésta una diferencia clásica y fundamental- la jerarquía lleva consigo un sistema nor-
mal y ordinario de alzadas, ante el superior, contra las decisiones del inferior [...].
Pues bien, frente a todo este sistema generalizado de alzadas, la tutela no admite, rigurosamente hablan -
do, recursos de alzada ante el ente tutor. [...], debe hacerse ahora la afirmación inversa que también es cier-
ta: toda alzada implica jerarquía (al menos, en la materia concreta a que la alzada se refiere, aun cuando la
relación básica general entre uno y otro órgano, o entes, no sea jerárquica). [...].
Por supuesto, que sobre convencionalismos terminológicos es vano discutir, pero ocurre que a veces la ter-
minología refleja errores de planteamiento; y el error en este caso consiste en que tanto la jerarquía como
la tutela o la supremacía no deben ser predicadas globalmente entre sujetos cuya total actividad queda
sometida a un tipo único de relación, sino aislada y singularmente para determinadas materias o relacio -
nes concretas, cualquiera que sea la condición de los sujetos y su régimen básico general. La calificación
no puede ser hecha globalmente en base a la condición del sujeto, sino molecularmente, en base a la natu -
raleza de la relación. Y desde esta perspectiva, el criterio es este: donde hay alzada (poder de modifica-
ción, de sustitución, de la decisión, por razones de legalidad o de oportunidad, de valoración política "hic
et nunc", del interés público) hay jerarquía.
E)
Incapacidad para impugnar los actos del superior jerárquico.
Es esta una diferencia en la que no insistiré, pues ha sido claramente señalada por la doctrina y consagra-
da en la legislación: en el marco de una relación de jerarquía, el inferior no puede obviamente, impugnar
los actos del superior; en cambio, los actos dictados por el ente tutor, a través de los cuales se ejerce la
tutela, pueden ser impugnados por el ente tutelado [...].
He aquí las cinco notas esenciales que expresan la diferencia de contenido sustancial que existe entre tute-
la y jerarquía. [...]. [...], el criterio de distinción entre uno y otro camino de reintegración no es el dato lógi-
co-formal de la personalidad, sino el criterio orgánico-funcional de la competencia y finalidad; [...]».
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materia a la que también le sea de aplicación. De la definición propuesta se deduce la
existencia de dos elementos: el sujeto activo, que será todo aquel del que dependen los
entes descentralizados y el sujeto pasivo que será todo ente descentralizado.
El contenido de la tutela administrativa lo integrarían las facultades de control otorgadas
con carácter limitado por el Derecho positivo al ente que la ejerce, y sus consecuencias son
el control limitado, a diferencia de lo que ocurre con el control jerárquico, y que ha de ser
atribuido expresamente por el derecho positivo. De forma que sólo será admisible cuando la
actividad del ente tutelado incida en un ámbito de intereses superiores a los que le son pro-
pios; o cuando tales medidas vengan impuestas por los principios de unidad o coordinación,
con los que el de autonomía se halla íntimamente engarzado, y en segundo lugar, su aplica-
ción habrá de interpretarse de forma restrictiva210.
La causa es la necesidad de lograr la unidad en la actuación de cuantos entes persiguen los
fines públicos, es decir, de toda la Administración pública. Ello se consigue velando por la lega-
lidad de los actos del ente descentralizado y por la adecuación de tales actos a aquel sector de
interés público que el sujeto tutelante tiene encomendado. Por ello son distintas las finalidades
del acto tutelante y el tutelado. Éste, perseguirá la realización de los fines propios del sujeto que
lo dicta. Aquél, en cambio, no está pensando en estos fines, sino en el interés general del ente
superior. Por ello son también distintos los contenidos de uno y otro tipo de actos: el controlado
tiene un contenido sustantivo; en cambio, el controlante tiene un valor meramente adjetivo211. La
forma de ejercitarse expuesta de menor a mayor intensidad son: la comunicación, los informes,
la autorización, la aprobación, la suspensión, la anulación y la ejecución por sustitución.
Pero, ¿es trasladable esta teoría a las relaciones entre Administración y entidades o
particulares?. A mi juicio la respuesta es positiva. Pero deberé explicarlo, así como sus
características esenciales.
b) Tutela ad extra. La tutela del interés público212.
La tutela que ejerce la Administración en aquellos sectores que afectan a los ciuda-
danos de modo general vendría a tener globalmente las características expuestas en la
tutela ad intra. Dicho de otro modo, existen dos sujetos, el activo y el pasivo que se
210
Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de Derecho Administrativo, o.c, p. 47.
211
Ibídem,p.48.
Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 31: «Para ubicar adecuadamente el sentido y el contenido de
la actividad de control administrativo, y, en definitiva, de la actividad inspectora, conviene traer a colación
algunas nociones básicas sobre la tutela del interés público, y sobre la eficacia de las normas jurídicas».
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corresponden con el tutelante y con el tutelado. Mientras que el tutelado persigue sus
propios fines, el primero -el tutelante- persigue velar por el interés público o interés
general, en defensa de todos los ciudadanos. La causa o motivación para actuar vendría
a ser aquellos supuestos en los cuales la actividad del ente tutelado incide en un ámbi-
to de intereses superiores a los que le son propios, o en aplicación de la coordinación o
principio de unidad. Se trata evidentemente de supuestos de aplicación restrictiva que
sólo se manifiestan cuando resulta imprescindible atendiendo a los motivos expuestos.
Sin embargo parece existir una sombra de duda, cuando se asegura que la tutela
administrativa es una facultad de control otorgada por el derecho positivo. Un control
limitado a diferencia del control jerárquico que puede tener distintas manifestaciones.
Pero en resumidas cuentas un control. Entonces, tutela y control ¿son lo mismo? o ¿la
primera forma parte del contenido de la segunda?. Para responder a estas preguntas
debo recordar que ejercitar un poder, es hacer uso de una libertad213, que lleva apareja-
da la posibilidad de utilización de distintas facultades. Entre esas facultades se encuen-
tra -entre otras- la facultad de control. Pero no olvidemos que la tutela implica guarda
y protección del interés general, investido de una atribución de imparcialidad que per-
mite el desempeño efectivo y justo del cometido que tiene asignado214. En caso contra-
rio, los tribunales restaurarán el orden perturbado, pues ellos tienen como atribución
expresa la tutela judicial efectiva, que tal y como ha sido expuesto, implica al menos:
acceso a la jurisdicción, derecho al proceso debido y eficacia de la sentencia que en su
caso pudiera pronunciarse. Todo ello en virtud de la legitimación del Estado para asu-
mir el monopolio de la jurisdicción.
213 Vide Jaime GUASP, Derecho, Instituto de Estudios Políticos, Madrid, 1971, p. 209. Llega a afirmar:
«Así, ejercitar un poder es, por ello, hacer uso de una libertad. Así, ejercita un poder quien, dentro de esa
posición de libertad, que define al poder mismo, se mueve en los términos característicos cuya holgura
traza la esfera de libertad correspondiente.
Como quiera que la idea de libertad hace que el poder jurídico se descomponga en tres momentos distin-
tos: la facultad, la carga y la acción, esto supone que un poder se ejercita cuando su titular hace uso de la
facultad, [...]».
214 Vide Ángel SÁNCHEZ BLANCO, "La actividad administrativa de inspección sobre las cajas de aho-
rro", Documentación Administrativa, 194, (1982), p. 144, donde cita la Orden ministerial de 1940, que par-
ticulariza la función inspectora sobre las Cajas de Ahorro y señala: «1o. Carácter tutelar de las inspeccio-
nes. De acuerdo con el tenor literal del artículo 4 de la Orden ministerial, las visitas tendrán carácter tute -
lar, a cuyo efecto los inspectores deberán dar consejos y reglas que tiendan a mejorar la técnica adminis-
trativa de las Cajas, con la mira puesta en su mayor perfeccionamiento, en armonía con la función econó-
mico-social y benéfica, en calidad de fines primordiales de sus actuaciones».
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B. Vigilancia.
Ya en sus Lecciones de Administración, 1a edición de 1843, D. José Posada Herrera
advertía en la p. 440, respecto de las aguas:
«La Administración debe vigilar día y noche sobre las personas que ejerzan un tráfi-
co tan inmoral a costa de la salud y de la vida de los ciudadanos pacíficos, debe exami-
nar las bebidas, probarlas y hacerlas analizar por personas entendidas que la sometan a
las reglas de la química, y a los reactivos que esta ciencia prescribe se usen, y averigua-
da que sea la existencia de estas sustancias nocivas a la salud, se les imponga el condig-
no castigo a los que así trafiquen con la existencia de los demás».
Para añadir poco después en relación al control de los alimentos sólidos que la
Administración
«debe aproximarse y examinarle o hacerle examinar por personas inteligentes».
En muchas ocasiones, el cometido de los poderes públicos, al igual que puede suce-
der en la empresa privada215, consiste en la vigilancia. A juicio de Entrena Cuesta la
215 Vide Editorial, "Vigilancia tecnológica", Eurobox, 69, (2002):
«Puede definirse el término vigilancia tecnológica como un proceso organizado de gestión que permite a
una empresa una observación sistemática del entorno y que conlleva una reducción del riesgo en la toma
de decisiones y un incremento en las oportunidades de negocio.
Suelen confundirse los términos vigilancia tecnológica e inteligencia competitiva. [...], la vigilancia es el
proceso de recogida y análisis de información que permita transformar indicadores dispersos en tendencias
y recomendaciones para tomar decisiones, [...1.
Tradicionalmente, hasta los años ochenta, el disponer de un proceso sistemático de vigilancia tecnológica era una
herramienta reservada a grandes multinacionales con contactos con los principales centros tecnológicos y económi-
cos. Sin embargo, el vertiginoso avance de las tecnologías de la información está acercando a las PYMES innova-
doras y con vocación de liderazgo a implantar prácticas organizadas de vigilancia tecnológica. La vigilancia tecno-
lógica no es espionaje industrial ni cuenta con herramientas para la obtención de información reservada. La vigilan-
cia debe basarse en la detección, captación, análisis y utilización de la información pública existente.
Razones para implantar un sistema de vigilancia tecnológica en la empresa.
Pueden citarse cinco razones que aconsejan la implantación en una organización de un sistema de vigilancia tec-
nológica:
· Anticipación o detección de los cambios: nuevas tecnologías, máquinas, clientes, competidores, etc.

· Reducción de riesgos mediante la detección de amenazas: Patentes, productos, reglamentaciones, alian-
zas, nuevas inversiones, etc.

· Progresión o detección de desfases entre nuestros productos y las necesidades del cliente. Entre nuestras
capacidades y las de otros competidores.

· Innovación o la detección de ideas y nuevas soluciones. Ayuda a elegir el programa de l+D y su estrate-
gia a abandonar a tiempo un determinado proyecto de l+D y la liberalización de estos recursos a otras
inversiones más productivas.
· Crecimiento o detección de alianzas estratégicas que permitan desarrollar actividades y proyectos de I+D con
los socios adecuados y faciliten la incorporación de los nuevos avances tecnológicos a los propios productos y
procesos.
Es un hecho que prácticamente todas las empresas practican la vigilancia tecnológica, pero sólo unas pocas
lo hacen de forma ordenada y sistemática. El entorno empresarial es cada vez más complejo y susceptible
al cambio por lo que la implantación de un sistema de vigilancia tecnológica puede resultar una herramien-
ta decisiva en la competitividad de una empresa.
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diferencia esencial entre la tutela y la vigilancia administrativa, estriba en que en este segun-
do caso, quien la ejerce está pensando no en su propio interés, sino en el interés del ente vigi-
lado216. De este modo, la actividad de vigilancia se configura como actividad policial, como
una función orientada a prevenir riesgos y daños, como un importante factor de disuasión
percibido por todos217. Es decir, se trata de un conjunto de medios personales y materiales de
vigilancia y observación con una doble misión: disuadir y realizar las actuaciones necesarias
para que si se comete un ilícito reciba su contraprestación.
Los beneficios que acarrea la implantación de un sistema de Vigilancia Tecnológica se extienden incluso a
empresas que aparentemente no precisan de un sistema de vigilancia de forma inmediata, como es el caso
de empresas subcontratistas que suelen relegar la toma de decisiones a las directrices de las grandes empre-
sas para las que trabajan, y también el caso de empresas transformadoras, que dependen en gran medida
de la innovación y decisiones de sus proveedores.
En efecto, en el primer caso un aumento de las novedades en maquinaria, la concentración de proveedores
por parte de las firmas contratistas y su creciente deslocalización obligan al subcontratista a especializar-
se, buscar nichos de mercado y diversificar. Una vigilancia sistemática le permite reducir las incertidum-
bres ante cualquier cambio. En el caso de las empresas transformadoras, las innovaciones que afectan la
tecnología de proceso, tanto en los proveedores como en clientes, les avisa de posibles cambios que les
posibilitaría detectar con anticipación y actuar en consecuencia. [...].
Coste de la no vigilancia.
El coste de no disponer de un sistema de vigilancia se salda con una pérdida de oportunidad de entrada en
nuevos mercados o, peor aún, con una merma paulatina de la competitividad. Partiendo de la base de que
toda empresa hace algún tipo de vigilancia, sólo un sistema organizado consigue que sus resultados no
dependan del azar. Dado un cada vez menor margen de maniobra, detectar una amenaza económica no
puede depender del azar. La Oficina Europea de Patentes publica cifras entorno a los 20.000 millones de
dólares de pérdidas en la Unión Europea, por desarrollos de productos y procesos ya existentes.
Para finalizar se muestra un caso real representativo de una empresa que perdió competitividad por no tener
implantado un sistema adecuado de vigilancia en su empresa.
"Un importante fabricante estadounidense de suministros médicos tuvo que reducir drásticamente sus pre-
cios para mantener su cuota de mercado. La Koloku Rubber Ind., de Japón, acababa de lanzar al mercado
sus productos desde su nueva planta en EE.UU., sorprendiendo a la dirección del fabricante americano. La
información del inicio de construcción de la planta japonesa en Kentucky, estaba en un conjunto de fuen-
tes de fácil acceso: el coste de la planta, los planes de expansión, el número de empleados y la línea de pro-
ducto habían aparecido en prensa en el Herald Leader de Lexington en 1987, ¡tres años antes de que la
planta entrara en funcionamiento;. Es más que probable que varios de los empleados de la firma america-
na conocieran los planes de la Kokoku, pero la falta de un sistema de circulación de la información, man-
tuvo a sus ejecutivos en la oscuridad. ¿Absurdo?. No, menos estratega que Federico el Grande: "Se puede
perdonar el ser derrotado, pero nunca el ser sorprendido"».
216 Vide Rafael ENTRENA CUESTA, Curso de derecho administrativo, Vol. I/2, Tecnos, Madrid, 1995, p. 48.
217 La Ley Orgánica 2/1986 de Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, art. 11.1, les atribuye velar por el cum-
plimiento de las Leyes y disposiciones generales, lo que implica una actividad institucional de vigilancia
del cumplimiento de la legalidad, con una doble función preventiva y represiva, similar a la propia activi-
dad de inspección».
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C. Control.
Los mecanismos de control son diversos218. Pensemos por ejemplo en el control desem-
peñado por las instituciones de policía o vigilancia pública, o en el control ejercido por los
registros públicos. Sin embargo, quizás el más genuino sea el de la inspección como medio
de control, que tiene evidentes peculiaridades respecto del control que se acomete a través
de otros medios. A juicio de Ramón Parada el control es la actividad que permite compro-
bar la adecuación de la Administración a las normas y fines establecidos en el ordenamien-
to jurídico. En ese empeño están responsabilizados todos los poderes del Estado219.
Asimismo distingue: control de legalidad, control de oportunidad, control de eficacia, con-
trol sucesivo, control permanente que supone la vigilancia continua y controles provoca-
dos.
La actividad de control implica la situación de supremacía en la que se encuentra el
órgano que controla respecto del controlado. Se materializa en unos mecanismos de
contacto, de vínculos, de la Administración con la realidad en la que aquella adopta una
conducta activa de comprobación de la adecuación del ser al deber ser. Culmina en la
formulación de una declaración de juicio sobre las concordancias o discordancias entre
los comportamientos de los órganos y personas y la previsión que de los mismos se
hace por el legislador. Y todo ello implica que la actividad de control es el presupues-
to jurídico de otra actividad, que es la que tiende a determinar las reacciones que las
discordancias constatadas entre realidad y modelo legislativo producen.
Se configura como una técnica dual. Por una parte, es utilizado como un método de
organización por parte de la Administración. Es decir, se pretende verificar si ciertas con-
ductas se adecuan o no a los fines previamente establecidos. Por otra la actividad adminis-
trativa de control se efectúa en el entorno del cumplimiento de los deberes enmarcados en
las normas jurídico-públicas. Verificar si existe la exigida adecuación a lo debido220. Dado
que el acto de inspección se dirige a comprobar el respeto de los preceptos, con el fin de
tutelar intereses generales o particulares, y por tanto se orienta no sólo al fin de adquirir
noticias, sino a ejercer un control, la relación entre éste y la inspección vendría a ser una
218 Francisco SOSA WAGNER, Organización y control del sector empresarial público en España,
Instituto de Estudios Administrativos, Madrid, 1971, pp. 101-105 y 164-169.
219
Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho Administrativo, Vol. II, Marcial Pons, Madrid, 1997, pp.
62-64.
220 Vide J. AMENOS ÁLAMO, La inspección urbanística: concepto y régimen jurídico, Cedecs,
Barcelona, 1999, p. 54, donde alude a la etimología del término "control", que viene de la voz francesa
"contro-rôle", cuyas raíces vienen a su vez del latín "rotulus", esto es, el folio en el que se diseña un esque-
ma un plano con el que debe coincidir la realidad.
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relación de género y especie, con las consecuencias que tal aseveración implica. Por tanto,
entre las distintas finalidades de la técnica de control puedo citar las siguientes: verificar el
cumplimiento de deberes que tiene el ciudadano, cuya incidencia sobre terceros lo es sólo de
manera mediata; en otras ocasiones el control se extiende al cumplimiento de la normativa que
implica protección de terceros e incluso la protección frente a uno mismo (normas de edifica-
ción, seguridad vial, etc.); en ocasiones se orienta al control de las normas que tutelan deter-
minados intereses públicos o generales, más que de la propia Administración (patrimonio his-
tórico, urbanismo, etc.); o se utiliza para el control de determinadas normas jurídico-privadas,
pero que tienen una especial incidencia sobre la protección de los ciudadanos generalmente
frente a empresas, ante las que se encuentran en situación objetiva de inferioridad221.
D. Supervisión.
a) Determinación semántica, morfológica y conceptual.
Conviene señalar la dificultad para diferenciar el término inspección222 223 del de
supervisión224 al que con frecuencia aparece relacionado. Los tratadistas, en su mayor
parte emplean indistintamente los términos supervisión e inspección, y los utilizan sin
221 Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, o.c, p. 42.
222
Vide Eduardo SOLER FIÉRREZ, "Evolución histórico-semántica de los términos inspección y supervisión",
Bordon, 49, (1997), p. 215: «Inspicere (de donde procede la palabra inspección) significará "mirar hacia dentro",
"mirar con un sentido escrutador, investigador, analítico", que pretende llegar al fondo, a la esencia y naturaleza
de las cosas. La Real Academia Española recoge por primera vez el término a principios del siglo XVIII, tomán-
dolo directamente del sustantivo verbal, procedente de spicio, inspectio-inspectionis: "mirar hacia adentro" o "por
dentro", que comporta la actividad de análisis, disección o escrutación».
223
Vide Juan Antonio MARTÍN BARGUÉ, "Inspección", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo XII,
Barcelona, 1977, pp. 871-872: «Inspección es "la acción y el efecto de inspeccionar"; "cargo y cuidado de
velar sobre alguna cosa", dice el Diccionario de la Real Academia Española; pero la palabra "inspeccio-
nar", término muy gráfico en nuestra lengua, lo que nos trae al pensamiento es la idea de reconocer o exa-
minar, observar atentamente y con cuidado unos hechos, un determinado lugar u objeto animado o inani-
mado, estudiándolos en todos o algunos de sus aspectos. Se trata, en definitiva, de un reconocer, un exa-
minar, para obtener un determinado dato, una información que no es de conocimiento público y general.
Por ello, puede decirse que el fin que motiva toda inspección es la búsqueda o la comprobación del dato
que está oculto o que no es conocido de un modo general y público».
224
Vide Eduardo SOLER FIÉRREZ, "Evolución histórico-semántica de los términos inspección y super-
visión", Bordon, 49, (1997), pp. 215-216: «Por su parte, el término supervisión -palabra homográfica de la
inglesa- deriva del sustantivo visio, relacionado etimológicamente con video (ver); se refiera a la "acción
de ver", la visión, como el acto fisiológico de ver. El término supervisión con la connotación de control
penetró en las lenguas cultas occidentales a través del inglés, y como anglicismo es considerado -y recha-
zado- por repertorios lexicográficos que lo estudian.
Los significados etimológicos de las palabras inspección y supervisión son, pues, análogos pero diferentes
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un criterio conceptual claro y se suelen decantar por uno u otro llevados más por la cos-
tumbre que por el rigor terminológico, hasta el punto de que ciertas definiciones que se
han dado de supervisión responden más bien a las de una práctica inspectora225.
La propia morfología de ambas palabras nos puede dar la clave para comprender su
verdadero significado:
«[...] se distinguen por sus prefijos: in- en el caso de inspección y super- en el caso de super-
visión; aquí estriba la principal diferencia de significados de los dos términos, en su prefijo.
Según lo que venimos diciendo, inspección equivaldría a "mirar dentro", "mirar en el
interior". Supone, pues, una mirada profunda y penetrante capaz de ahondar en la reali-
dad y ejercer presión sobre ella hasta obligarla a manifestarse; mientras que supervisión
valdría tanto como "mirar sobre", "mirar desde arriba: es decir, pone de relieve la noción
de actividad sobre; en resumen, mirada distante y panorámica, bien por la separación
jerárquica que pueda mediar ente el que supervisa y lo supervisado, o porque la actua-
ción supervisora no requiera de más proximidad. Implica, por tanto, el ejercicio de la
autoridad de una manera muy concreta y determinada. La perspectiva de la mirada cer-
cana en un caso, distanciada en otro, diferencia, en última instancia, a ios dos sustanti-
vos. Queda, pues, la supervisión como una actividad más general y lejana y la inspección
como una acción más particularizada y concreta aunque de la misma naturaleza. [...].
Es decir, frente a otras formas más sutiles e indirectas de intervención, la de la inspección
consiste en ver dejándose ver, y la supervisión en un actuar sin ser vistos. Es evidente que de
ningún modo, como han creído algunos autores, puede pensarse que, etimológicamente, los
términos inspección y supervisión tengan sentidos antagónicos, sino, más bien al contrario,
confluyentes y complementarios, como se pone de manifiesto en este análisis»226.
en grados y ambos hacen referencia ya lo hemos dicho, a la acción de ver, y como afirmaba Aristóteles la
vista descubre muchas diferencias, es decir, "tiene presente un elemento de fruición que hoy se tiende a
olvidar demasiado, y tiene indudable conexión con la curiosidad". Esa curiosidad tan característica de la
inspección, es la que ha motivado el que le haya estado siempre permitido preguntar, aunque en ocasiones,
la realidad con la que se encontraba hablara por sí misma, pero la pregunta ahondaba más en ella, al tra-
tarse de interrogatorios encaminados a conocer, lo que no excluía comprobar si se conocía».
225
Ibídem, p. 213. Sirva como ejemplo que la Ley Orgánica 9/1995, de 20 de noviembre, de la Participación, la
Evaluación y el Gobierno de los Centros (BOE del día 21), atribuye a los inspectores en España como primera
función (art. 36): «Controlar y supervisar, desde el punto de vista pedagógico y organizativo, el funcionamiento
de los centros educativos, tanto de titularidad pública como privada».
Por ello señala el autor de este artículo en la p. 213: «La voz supervisión se ha separado del significado propio de
inspección cuando se ha identificado fundamentalmente con las nociones de asesoramiento, guía u orientación;
mientras que la inspección se ha asociado esencialmente a las notas de vigilancia, control y fiscalización».
226
Ibídem, p. 216. En la p. 218 afirma: «Estando un día sentado frente a la máquina de escribir tomando notas
sobre la supervisión saltó ésta y escribió super-visión. De repente, percibí de lo que se trataba. La cualificación
necesaria para ser inspector era la super-visión. En mi pensamiento prosiguió un análisis de super-visión.
¿Cuáles eran las capacidades que la constituían?. Naturalmente, parecían estar todas relacionadas con la visión.
En primer lugar, alguien con super-visión tendría que poseer visión aguda para darse cuenta de los que acontece
en el aula de clase. Después, necesitaría de introvisión para comprender el significado de lo que allí sucede, pre-
visión para intuir lo que podría estar sucediendo en ella, retrovisión para prever lo que debería haber acontecido
más no aconteció y doble-visión para saber cómo hacer que suceda lo que debería haber acontecido y no acon-
teció. Como se puede concluir, considero la supervisión una actividad bastante compleja».
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b) Alta Inspección del Estado.
En las relaciones habituales entre el Estado y las Comunidades Autónomas aparecen
funciones que no quedaron totalmente perfiladas en la Constitución Española, relaciona-
das con distintas materias como sanidad, educación, etc. Ente ellas se encuentra la Alta
Inspección como una actividad de control sobre la ejecución autonómica de la legislación
del Estado, y lógicamente ejercida por éste. Aunque no aparece mencionada en el art. 153
CE, el TC admitió en la STC 6/1982, de 22 de febrero (conflictos de competencia núms.
211/1981 y 214/1981, acum.), que el sistema de controles, en la relación Estado-
Comunidad, no se agota con los que enuncia la Constitución, sino que ha de ser comple-
tado con aquellos que pueden definir los Estatutos de Autonomía y las Leyes Orgánicas.
La alta inspección del Estado en algunas materias, como es el caso de la sanidad227,
no fue recogida tampoco en el art. 149.1.16 CE, sin embargo se ha configurado como
una atribución del Estado consistente en la vigilancia228 y supervisión del funciona-
miento del sistema sanitario en cada Comunidad Autónoma, así como del cumplimien-
to de la legislación básica en la materia o el seguimiento de las directrices para la coor-
dinación que dicte el Estado. No se trata de la coordinación o inspección de los servi-
cios o establecimientos de las Comunidades Autónomas, tampoco de los sujetos que
prestan esos servicios, todo ello forma parte de la inspección ordinaria. La alta inspec-
ción se ejercita directamente sobre las propias Comunidades Autónomas y forma parte
de las relaciones ordinarias entre éstas y el Estado229.
227 Vide: José Luís CASCAJO CASTRO, "En torno a la configuración jurisprudencial y doctrinal de la
llamada Alta Inspección", Revista Vasca de Administración Pública, 10, (1984), pp. 89-102; Miriam
CUETO PÉREZ, "Las competencias de las Comunidades Autónomas en materia sanitaria", Actualidad
Administrativa, 1996-3, pp. 1000-1003; José BERMEJO VERA, "La Administración inspectora", RAP,
147, (1998), p. 50: «Sin duda, en lo que se refiere a la diferente posición constitucional de las
Administraciones estatal y autonómicas, un caso paradigmático es el de la llamada "Alta inspección",
según la cual la Administración estatal, en determinados supuestos expresamente previstos, puede vigilar
o supervisar el cumplimiento de las actuaciones o actividades que se derivan de competencias comparti-
das, esto es, aquellas que se refieren a "materias" (o sectores) en las que, por expresa disposición consti-
tucional, el Estado se ha reservado la función legislativa, pero las Comunidades Autónomas realizan la fun-
ción de desarrollo legislativo y, fundamentalmente, de ejecución. Esta "Alta inspección", habilita a la
Administración General del Estado para garantizar una correcta interpretación de la normativa estatal, y
también de la propia normativa de las Comunidades Autónomas, en su indispensable interrelación».
228 Vide STC 42/83, de 20 de mayo, FJ. 3o: «[...] constituye una competencia estatal de vigilancia, pero
no un control genérico e indeterminado que implique dependencia jerárquica de las Comunidades
Autónomas respecto a la Administración del Estado, sino un instrumento de verificación o fiscalización
que puede llevar, en su caso, a instar la actuación de los controles constitucionales establecidos en relación
a las Comunidades Autónomas, pero no a sustituirlos convirtiendo a dicha alta inspección en un mecanis-
mo de control».
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Desde el punto de vista doctrinal han sido varios los autores que se han manifestado sobre
el particular y en especial debo mencionar al profesor García de Enterría230, que entiende que
la Alta Inspección no es sino la manifestación de un poder genérico de supervisión. Además
esta materia ha sido tratada con profusión por el Tribunal Constitucional, dando lugar a un
gran número de sentencias permitiendo señalar una doctrina constitucional de interés. De este
modo la Alta inspección231 se configura como una función propia del Estado en relación con
las Comunidades Autónomas y no ejecutable por éstas232. Además, organizativamente la Alta
Inspección no puede compararse con otros órganos inspectores de carácter ejecutivo o técni-
co ni puede funcionar a través de los órganos ejecutivos de las Comunidades Autónomas233.
Su función es de carácter jurídico234, al igual que la actividad fiscalizadora235. Y la Alta
Inspección lo es sobre servicios concretos, no genérica sobre entidades236. Por todo ello cuan-
229 Vide STC 32/83, de 28 de abril (conflictos positivos de competencia núms. 94/1982 y 95/1982, acum.) F.J.
Segundo: define la alta inspección como «un instrumento de verificación o fiscalización que puede llevar en su
caso a instar la actuación de los controles constitucionales establecidos en relación con las Comunidades
Autónomas».
230 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, La ejecución autonómica de la legislación del Estado,
Cívitas, Madrid, 1983.
231 Vide Carmen VILA MIRANDA, "Concreciones sobre la función estatal de alta inspección como
"supervisión", Revista de Derecho Político, 21, (1984), pp. 179-183.
232 Vide: STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] En todo caso, corresponde al Estado la ordenación general del
sistema educativo, fijación de enseñanzas mínimas y regulación de las condiciones respecto a títulos aca-
démicos, así como la Alta Inspección, al objeto de garantizar el cumplimiento de las obligaciones de los
poderes públicos»; STC 32/83, de 28 de abril: «[...] en conclusión: corresponden al Estado en materia de
sanidad interior, las bases, la coordinación general y la Alta Inspección [...]».
233 Vide STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] no puede confundirse la relación entre las diversas inspecciones, en
su caso, de una misma Administración con aquella otra que, como sucede en el caso que nos ocupa, y por defini-
ción, actúa en un espacio fronterizo entre dos Administraciones: la estatal y la de las Comunidades Autónomas».
234 Vide STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] la Alta Inspección aparece así revestida de un carácter jurídi-
co, no sólo en lo que concierne a su ejercicio, sino en cuanto a su contenido, pues recae sobre la correcta
interpretación de las normas estatales, así como de las que emanan de las asambleas comunitarias, en su
indispensable interrelación. Y cuando detectare fallos en el armónico desarrollo de las respectivas compe-
tencias, propiciará su corrección en la forma que veremos más adelante».
235 Vide STC 32/83, de 28 de abril: «[...] la Alta Inspección se mantiene dentro de su carácter de su fun-
ción de garantía, y verificación del cumplimiento de las competencias estatales y comunitarias, bien enten-
dido, que si es cierto que la Alta Inspección "debe discernir las posibles disfunciones en el ámbito de las
respectivas competencias del Estado y la Comunidad" (Fund. quinto de la sentencia de 22 de febrero de
1982), también lo es que no debe convertirse, como teme y denuncia el representante del Gobierno Vasco,
en un control tutelar de la acción administrativa de la propia comunidad».
236 Vide: STC 6/82, de 22 de febrero: «[...] no parece que tiene sentido la definición conceptual de lo que
sea una "Alta Inspección", que no es reducible a esquemas genéricos ni puede abstraerse de los concretos
servicios, prestaciones, actividades que dicha Inspección tenga por objeto conocer, supervisar, fiscalizar o
corregir, subsumiéndolos al respectivo régimen jurídico y, en todo caso, no puede confundirse la relación
entre las diversas inspecciones en su caso, de una misma Administración con aquella otra que -como sucede
296
do se ha pretendido buscar apoyo a una competencia inspectora del Estado a partir del
título competencial referente a la Alta Inspección, el Tribunal Constitucional ha
desechado esta posibilidad, como hizo la STC 54/1990, de 28 de marzo, F.J.3º, refe-
rente al control e inspección sobre la distribución y dispensación de estupefacientes
y psicotrópicos. Y esto es así, porque las funciones inspectoras se encuentran, por lo
general, residenciadas en la Administración autonómica, no sólo en aquellas mate-
rias que son de su exclusiva competencia, sino también en aquellas otras distribui-
das con arreglo al binomio legislación básica estatal y legislación de desarrollo y
ejecución autonómicos (ej. sanidad, educación, etc.)237 238.
Sin embargo, también es posible afirmar, que en aquellas materias en los que existe
una concurrencia de títulos competenciales de carácter ejecutivo tanto del Estado como
de las Comunidades Autónomas, la legislación ha optado por admitir tanto la compe-
tencia inspectora del Estado como la paralela competencia de la Comunidad Autónoma,
en el caso que nos ocupa-, y por definición, actúa en un espacio fronterizo entre dos Administraciones: la
estatal y la de las Comunidades Autónomas»; STC 32/83, de 28 de abril: «[...] El Tribunal que -como decla-
ró en sentencia de 2 de febrero de 1981 (recurso 186/1980)- entiende que no se ajusta al principio de auto-
nomía la previsión de controles genéricos e indeterminados que impliquen dependencia jerárquica de las
Comunidades Autónomas respecto a la Administración del Estado, no puede compartir la opinión de que
sea necesario -ni quizá posible- un desarrollo legal futuro que establezca un contenido general de la Alta
Inspección, prevista en ley orgánica, puede ser considerada -a condición de que su posterior regulación
reglamentaria no exceda esa configuración orgánica- como un procedimiento lícito de control en la segun-
da de las afecciones indicadas»; STC 32/83, de 28 de abril: « [...] Alta Inspección debe interpretarse en el
sentido de que ésta podrá versar sobre los servicios sanitarios de las Comunidades o sobre los de las
Corporaciones o entidades, pero no directamente sobre éstas, como podría entenderse por la defectuosa
redacción del inciso final de este artículo».
237
Así lo han manifestado entre otras la STC 71/1982, de 30 de noviembre, F.J. 5o Y 7°, relativa a la sani-
dad alimentaria en la cual corresponde a la Comunidad Autónoma desarrollar y ejecutar la legislación del
Estado y declaró que dentro de las competencias ejecutivas en materia de sanidad corresponde a la
Comunidad Autónoma la inspección y control y el ejercicio de los poderes inherentes para velar por la
salud y la seguridad física. Pero también debe entenderse incluida esta potestad entre la función ejecutiva
propia de las Comunidades Autónomas en aquellas otras materias en las que sólo les corresponda las com-
petencias de ejecución. Y así lo manifestaron entre otras la STC 203/1992, F.J. 4°.c). Vide Real Decreto
561/1993, de 16 de abril, del Ministerio de Sanidad y Consumo, requisitos para la realización de ensayos
clínicos (BOE de 13 de mayo), art. 46:
«1. Las autoridades sanitarias de las Comunidades Autónomas tendrán facultades inspectoras en materia
de ensayos clínicos, pudiendo investigar incluso las historias clínicas individuales de los sujetos del ensa-
yo, guardando siempre su carácter confidencial. [...].
3. Corresponden a la Administración General del Estado las funciones de inspección en los casos señala-
dos en los apartados a) y c) del apartado 2 del artículo 105 de la Ley 25/1990, de 20 de diciembre, del
Medicamento.
4. La Administración General del Estado podrá suscribir convenios con las Comunidades Autónomas para
el establecimiento de criterios y procedimientos para la realización de estas inspecciones».
238
Yide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, "El reparto competencial entre el Estado y las Comunidades
Autónomas en relación con la función inspectora", RAAP, 41, (2001), pp. 83-118.
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cada una en su respectivo ámbito funcional. Así lo ha determinado el Tribunal
Constitucional, STC 168/1993, de 27 de mayo (Recursos de inconstitucionalidad núms.
525/1988, 534/1988 y 536/1988, acum.), FJ. 8:
«[...] la función de inspección, vigilancia y control por parte de los funcionarios de la
inspección de las telecomunicaciones [...], tampoco puede separarse de la competencia
estatal "sustantiva" sobre telecomunicaciones y radiocomunicación ni de la inherente
potestad sancionadora de las infracciones [...]. [...] allí donde las Comunidades
Autónomas con competencia en radio y otros medios de comunicación social tengan la
titularidad de la potestad sancionadora [...] hay que entender que poseen también unas
facultades de inspección, pero, claro está, limitadas al alcance de la competencia sustan-
tiva que la propia Ley les reconoce».
Y además se ha establecido la necesaria colaboración entre las Administraciones.
Así lo hizo la STS de 14 de noviembre de 1991 (Ar. 8872) y la STC 149/1991, de 4 de
julio (Recursos de inconstitucionalidad núms. 1689/1988, 1708/1988, 1711/1988,
1715/1988, 1717/1988, 1723/1988, 1728/1988, 1729/1988 y 1740/1988, acum.), refe-
rente al art. 101 de la Ley de Costas239:
«[...] siendo las Comunidades Autónomas litorales las competentes para ejecutar las nor-
mas sobre protección del medio ambiente habrán de ser ellas, en principio las encargadas de
perseguir y sancionar las faltas cometidas en las zonas de servidumbre e influencia, aunque
puedan serlo también directamente por la Administración del Estado cuando la conducta
infractora atente contra la integridad del demanio o el mantenimiento de las servidumbres de
tránsito y acceso que garantizan su libre uso. [...] sea cual sea la Administración competente,
no pueden las restantes permanecer pasivas, dado los términos generales del art. 101 que obli-
ga a todas las Administraciones con competencias confluyentes sobre las costas a efectuar las
comprobaciones necesarias y a tramitar todas las denuncias que reciban, sin perjuicio de diri-
girse (mediante la correspondiente denuncia) a las autoridades que estimen competentes para
imponer las sanciones que procedan».
E. Inspección.
No es fácil precisar el contenido de la función de inspección de modo general y abs-
tracto. Ni las normas sobre la misma, ni el sentido usual de la expresión (que remite a
las ideas de acción de vigilar, examinar minuciosamente, reconocer, controlar o com-
probar) aportan perfiles claros240.
El término inspección, como el de otras categorías del Derecho Administrativo, puede
239
Vide I. BORRAJO INIESTA, "La colaboración interadministrativa en el Estado de las autonomías para
hacer cumplir las leyes: el ejercicio de facultades de denuncia y de prueba por una Administración relati-
vamente incompetente en materia de pesca marítima", RVAP, 41, (1995), pp. 39 y ss.
240
Vide Manuel REBOLLO PU1G, "La organización de la inspección de consumo", en La inspección de
consumo en el contexto de la actuación administrativa, Gobierno Vasco, Vitoria, 1992, p. 21.
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tener distintas acepciones. Una puede tener carácter objetivo, y por tanto se referirá a la
función o actividad. Otra puede tener carácter subjetivo, y se referirá a los órganos admi-
nistrativos que tienen encomendada dicha función. Pero en ocasiones las cosas no son tan
claras como parecen, porque con frecuencia se encomiendan a la inspección funciones
adicionales a su propia actividad, o se ejerce esta función por órganos no especializados
exclusivamente en ella. Por todo ello me parece necesario intentar formular un concepto
sobre esta actividad. Se puede definir la actividad de inspección241 del siguiente modo:
«Se habla de actividad, función o potestad de inspección, sin excesiva precisión en este
momento, para identificar unas actuaciones más o menos genéricamente previstas en el
ordenamiento jurídico, que habilitan a las Administraciones públicas para llevar a cabo fun-
ciones de comprobación o constatación del cumplimiento de la normativa vigente, en su
sentido más amplio, esto es, incluidas muy especialmente las condiciones y requisitos de
orden técnico, consecuencia inherente de la imposición que a determinadas personas, acti-
vidades, instalaciones, objetos y productos hacen ciertas normas jurídicas. El motivo prin-
cipal de la dotación y ejercicio de estas funciones de inspección y control es, en cualquier
plano, la seguridad»242.
Puedo afirmar que la inspección es una potestad de la Administración243 que ejerci-
ta una actividad administrativa de policía mediante funcionarios, a través del procedi-
miento administrativo, para comprobar o constatar el cumplimiento de la normativa o
realizar cuantas actuaciones sean precisas, en orden al cumplimiento de sus funciones,
recabando si es necesario el auxilio de las restantes Administraciones y de los ciudada-
nos244. Por todo ello se alude a una función pública y a un particular procedimiento
241 Sobre la definición o concepto histórico de, la voz "Inspector", Vide Ricardo RIVERO ORTEGA, El
Estado vigilante, Tecnos, Madrid, 2000, pp. 38-39.
242
Vide José BERMEJO VERA, "La Administración inspectora", RAP, 147, (1998), pp. 40-41.
243
Vide STS de 20 de octubre de 1994 (Ar. 8086), F.D. 3o: «La potestad administrativa es un poder jurídico reco-
nocido por el ordenamiento jurídico y su ejercicio exige que se concreten determinadas circunstancias fácticas
determinantes del ejercicio de la potestad en el plano de la legalidad aplicable. Todo ejercicio de potestad por parte
de la Administración, genera una situación jurídica con el administrado, en la que aquella -la Administración-
ocupa la situación de sujeto activo: esa relación jurídica está regulada por el Derecho Administrativo».
244
Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, "La inspección en el marco del control de la aplicación del derecho
ambiental", Revista de Derecho Ambiental, 24, (2000), p. 19, donde formula un concepto de acción inspectora en
materia ambiental: «En el Derecho interno español, desde el punto de vista competencial, la acción inspectora en
materia ambiental, como en cualquier otra materia, consiste en un aspecto de la actividad de ejecución de la lega-
lidad ambienta], pues tiene por objeto primordial la protección de la legalidad, mediante la vigilancia y fiscaliza-
ción de su cumplimiento por parte de los sujetos obligados. Se trata, por tanto, de una competencia de disciplina
o policía administrativa. Más concretamente, aun cuando la actividad inspectora puede servir para el ejercicio de
varias potestades de policía administrativa, como la autorizatoria, lo cierto es que se trata de una función pública
instrumentalmente ligada al ejercicio de una potestad sancionadora, puesto que debe entenderse que la atribución
de esta potestad comporta la de aquellos medios e instrumentos imprescindibles para su ejercicio y efectividad,
de modo que otra instancia pública no condicione su desarrollo».
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reglado de comprobación llevado a cabo por determinados agentes de la Administración, de
modo que el que inspecciona no sólo investiga, constata, da fe de alguna circunstancia, sino
que, además, lo hace con un concreto fin, como es contrastar la adecuación de lo observado
a lo que es debido, y que es sobradamente conocida por los ciudadanos245.
Por todo ello la diferencia fundamental entre la inspección y las demás facultades que he
expuesto está, en que en ésta, concurren todos los caracteres que acabo de señalar. Además
la tutela, vigilancia, control o la supervisión se centran en el desarrollo efectivo de la activi-
dad de que se trate, mientras que la inspección encuentra su cometido en el objeto. Dicho de
otro modo, tienen por misión el control del riesgo derivado preferentemente de actuaciones
u omisiones directas de personas físicas, mientras que la actividad de inspección tiene por
objeto el control de los riesgos concretos o abstractos, inmediatos o hipotéticos, derivados de
la titularidad de una actividad organizada, típicamente en un establecimiento o instalación246.
Dado su cometido, no es una atribución conferida a la Administración Pública en su
relación con la ONCE.
1.1.3. Conclusión.
El protectorado que se ejerce sobre la ONCE implica ejecutar las atribuciones que for-
man parte del concepto, y además lo integrarían la tutela, el control, la supervisión y la alta
inspección en los términos expuestos en los apartados anteriores247.
Su correcto ejercicio y sus límites quedan garantizados por los tribunales de este país,
y en todo caso, las opiniones doctrinales presentan múltiples alternativas. Hay quienes pro-
ponen que las funciones del protectorado fuesen de estricto control a posteriori y nunca ex-
245 Vide Eduardo GONZÁLEZ BIEDMA, La inspección de trabajo y el control de la aplicación de la
norma laboral, Aranzadi, Pamplona, 1999, p. 38».
246 Vide STC 113/1983, de 6 de diciembre (Conflicto positivo de competencia núm. 295/1982), F.J.2°, que
declara la competencia estatal de vigilancia de costas, pero no incluye la inspección y sanción de las acti-
vidades de pesca, pues el control de los barcos de pesca con fines de defensa y seguridad nacional no impli-
ca la inspección técnica de la actividad económica.
247 Vide José Luís PINAR MANAS, "Relaciones de las fundaciones con los protectorados", o.c, p. 99:
«El Protectorado implica, sin duda, funciones de control, vigilancia, policía ..., pero también de asesora-
miento, ayuda, fomento .... El Protectorado, en suma, y como el propio término indica sin ir más lejos, es
una actividad de protección (de "necesaria protección" que ha de prestar el Estado habla la STS de 15 de
enero de 1948, Ar. 166). Su función primordial es proteger, sin ingerencias innecesarias, es decir, en un
marco de libertad, tanto la voluntad del fundador como el interés general y, por ende, a los beneficiarios.
Protección que, por otro lado, encaja perfectamente en la concepción de la Administración Pública que
recoge hoy el artículo 103 de la Constitución de 1978 al decir que la misma "sirve con objetividad los inte-
reses generales". Entre otras cosas, este servicio exige proteger a las Fundaciones, vigilando, controlando
o sancionando, si, pero también impulsando, fomentando, asesorando, ayudando, en suma, y siempre en
un marco de libertades. Sólo de este modo puede entenderse la moderna noción de Protectorado».
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ante. El protectorado debería ejercer el control e incluso un poder de veto sólo por razones de
legalidad, no de oportunidad. También se plantea que es necesario un control gubernamental
de la participación privada en los asuntos de interés general por razones de seguridad, confian-
za o aun cuando sólo fuese por razón de sus privilegios fiscales. Sin embargo, este control debe
imbricarse en un sistema general de promoción de la participación como ejercicio lo más
amplio posible de la libertad en tanto derecho fundamental constitucionalmente protegido. Por
ello debe buscarse un equilibrio entre las responsabilidades públicas y la libertad individual.
Hay posiciones más restrictivas.
Mi misión en este trabajo consiste en explicar los límites de esta potestad -el protec-
torado- sobre la ONCE. Sin embargo, para ello es necesario profundizar en las múltiples
facetas que presenta esta organización. Como muestra, aunque algunas de las afirmacio-
nes son discutibles, sirvan las siguientes consideraciones:
«[...]. 1. Si la ONCE es, como la definen las normas vigentes, una Corporación de Derecho
Público, ello significa que es también en alguna medida el producto organizativo del ejercicio
por parte de un grupo de ciudadanos (caracterizados por tener una concreta deficiencia física),
de su derecho a asociarse para atender sus propias necesidades y fines.
2.
Dado que alguno de sus fines coinciden con atribuciones que en nuestro Ordenamiento
están asignadas a las Administraciones Públicas, puede considerarse que su ejercicio por la
ONCE lo es a título de delegada o agente de aquéllas. Esta peculiaridad es lo que permite cali-
ficar a la ONCE como Corporación de Derecho Público (cfr. STC de 5 de agosto de 1983).
3.
La   circunstancia   del   ejercicio   de   funciones   encomendadas   por   las
Administraciones Públicas, así como el hecho de que la ONCE nutra su hacienda de la
organización de un juego, que las normas (Real Decreto 1041/1981) configuran como
una concesión, así como el tratamiento tributario especial que tiene la ONCE, son los
fundamentos en que pudieran legitimarse hoy las disposiciones que establecen un control
sobre algunos aspectos de la actividad de la ONCE.
4.
Pero hay, en la actualidad, en España muchas Corporaciones de Derecho Público que tam-
bién ejercen funciones públicas, no obstante lo cual no están sometidas a controles tan estrictos
como el que ejerce el Protectorado sobre la ONCE. Y ello porque una intervención tan severa
como ésta no se justificaría constitucionalmente248, ya que al liquidar algunas facultades bási -
248 La Sentencia de la Audiencia Nacional (Sata de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3a), de 24 de julio
de 2001 (Ar. 1264), en su FD Quinto, ha determinado respecto del protectorado:
«[...]. Como ponen de relieve la propia Exposición de Motivos de la Ley (apartado II, c), y los artículos 12 y 17
de la Ley y 22 del Reglamento, la administración y disposición del patrimonio fundacional corresponden al
Patronato en la forma establecida en los Estatutos y con sujeción a lo dispuesto en la ley, configurándose el
Protectorado como instrumento garantizador del recto ejercicio del derecho de Fundación, sin llegar a un inter -
vencionismo esterilizante y perturbador, debiéndose ejercer aquel "con respeto a la autonomía de funcionamien -
to " de las fundaciones.
Esta autonomía de funcionamiento, que va acompañada de un régimen fiscal especial, tiene como limitación la
intervención del protectorado. Legalmente prevista (entre otros ámbitos), en materia de control contable, control
presupuestario, auditoria externa y autorización de enajenaciones o gravámenes (de bienes inmuebles, bienes
muebles, valores o participaciones mayoritarias) en los supuestos legalmente previstos, bastando en los demás
301
cas de decisión autónoma se introduciría en el núcleo inabatible de la libertad de asociación
(art. 22 de la Constitución Española), que está en la base organizativa de toda corporación»249.
La justificación de este tipo de intervención sobre la ONCE radica en el hecho de que
entre sus fines desarrolla actividades cuya titularidad le corresponde al Estado y que han sido
delegadas en la Corporación mediante una norma jurídica, el Decreto 358/1991, de 15 de
marzo250. Prácticamente todos los fines de la ONCE son titularidad de la Administración, por
expreso mandato de la Ley 13/1982, de 7 de abril, Jefatura del Estado (BOE de 30 de abril,
núm. 103), de Integración social de los minusválidos251. Además, su actividad principal res-
ponde a la explotación de una concesión estatal sobre una lotería (el cupón pro-ciegos), cuya
vigilancia y control corresponde a la Administración, en la medida en que se trata de una ges-
tión indirecta de un monopolio fiscal del Estado.
casos la comunicación al Protectorado en el plazo de diez días de haberse realizado la operación en el supuesto
de enajenación de bienes inmuebles, acompañando una exposición de las circunstancias concurrentes en el nego-
cio jurídico. [...].
La regla general de la autonomía de funcionamiento y autonomía de administración y disposición del patrimonio
fundacional tiene como contrapeso la responsabilidad exigible a los Patronos ante la jurisdicción Ordinaria, estan-
do legitimado activamente el Protectorado para ejercitar la correspondiente acción de responsabilidad por actos
contrarios a la Ley o a los Estatutos o realizados negligentemente que hayan causado daños y perjuicios a la
Fundación, quedando exentos de responsabilidad los patronos que se opusieren expresamente al acuerdo deter-
minante de la responsabilidad o no hubiesen participado en su adopción.
Asimismo está legitimado el Protectorado para instar el cese de los patronos, en determinados supuestos; para
impugnar los acuerdos del Patronato contrarios a los preceptos legales o estatutarios, y para instar ante la
Jurisdicción Ordinaria la intervención temporal de la Fundación por grave irregularidad en la gestión económica
que ponga en peligro la subsistencia de aquélla o por desviación grave entre los fines fundacionales y la actividad
realizada (arts. 12 a 34 de la ley 30/1994 y arts. 4 a 22 RD 316/1996).
Las sentencias de la Sala III del Tribunal Supremo posteriores a la entrada en vigor de la citada Ley [...], se refie-
ren a actos administrativos anteriores a la entrada en vigor de la Ley 30/1994».
249 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL
CÁNOVAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, La Ley,
Madrid, 1990, prólogo de Santiago MUÑOZ MACHADO, pp. X1V-XV.
250 Vide Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales (BOE de 28 de
julio, núm. 179) y R.D. 1359/2005, de 18 de noviembre (BOE de 1 de diciembre núm.287), por el que se modi-
fica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo.
251 Vide Ley 13/1982, de 7 de abril, de Integración social de los minusválidos:
«Artículo 1. Los principios que inspiran la presenta ley se fundamentan en los derechos que el artículo 49 de la
Constitución reconoce, en razón a la dignidad que les es propia, a los disminuidos en sus capacidades físicas, psí-
quicas o sensoriales para su completa realización personal y su total integración social, y a los disminuidos pro-
fundos para la asistencia y tutela necesarias. [...].
Artículo 3.1. Los poderes públicos prestarán todos los recursos necesarios para el ejercicio de los derechos a que
se refiere el artículo 1, constituyendo una obligación del Estado la prevención, los cuidados médicos y psicológi-
cos, la rehabilitación adecuada, la educación, la orientación, la integración laboral, la garantía de unos derechos
económicos, jurídicos sociales mínimos y la Seguridad Social.
2. A estos efectos estarán obligados a participar, para su efectiva realización, en su ámbito de competencias corres-
pondientes, la Administración Central, las Comunidades Autónomas, las Corporaciones Locales, los Sindicatos,
las entidades y organismos públicos y las asociaciones y personas privadas.
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Otra cuestión a valorar, es el acierto en los mecanismos de control elegidos, así
como su intensidad y frecuencia. La relación de tutela se va a desarrollar conforme
a la legalidad y la finalidad del ente tutelado, que en todo caso, debe posibilitar el
ejercicio efectivo de los fines encomendados. Si se opta por la rigidez y el estable-
cimiento de un número muy intenso de controles, el resultado que se obtendrá será
la paralización o el entorpecimiento de la actividad de la corporación. Por el contra-
rio, si la opción es diluir la relación con mecanismos abiertos e informales, la
Administración estará incumpliendo su obligación de garante del cumplimiento de
la Ley y de los intereses generales252.
Quizás la clave esta en interpretar correctamente la tutela, teniendo presente
algunas consideraciones que han sido expuestas: la tutela supone un nexo o relación
de dependencia entre personas jurídicas distintas; la tutela tiene fundamentalmente
como finalidad asegurar la legalidad de la actuación del ente tutelado, de ahí, que la
doctrina señale únicamente el carácter tasado, limitado de las facultades de tutela,
que nunca se presumen y que deben ser interpretadas restrictivamente; los poderes
de tutela nunca habilitan para sustituir la decisión del ente tutelado. Lo específico de
la tutela es autorizar o no autorizar, aprobar o no aprobar, suspender o no el acto,
pero en ningún caso pueden reformarse las decisiones del ente tutelado; el ente tutor
no puede dar órdenes o directrices vinculantes al ente tutelado; la jerarquía como la
tutela o la supremacía no deben ser predicadas globalmente entre sujetos cuya total
actividad queda sometida a un tipo único de relación, sino aislada y singularmente
para determinar materias o relaciones concretas; los actos dictados por el ente tutor,
a través de los cuales se ejerce la tutela, pueden ser impugnados por el ente tutela-
do.
Artículo 4.1. La Administración del Estado, las Comunidades Autónomas y las Corporaciones Locales ampararán
la iniciativa privada sin ánimo de lucro, colaborando en el desarrollo de estas actividades mediante asesoramiento
técnico, coordinación, planificación y apoyo económico. Especial atención recibirán las instituciones, asociaciones
y fundaciones sin fín de lucro, promovidas por los propios minusválidos, sus familiares o sus representantes legales.
2. Será requisito indispensable para percibir dicha colaboración y ayuda que las actuaciones privadas, se adecuen a
las líneas y exigencias de la planificación sectorial que se establezca por parte de las Administraciones Públicas. [...].
Artículo 50. La actuación en materia de servicios sociales para minusválidos se acomodará a los siguientes criterios:
a) Todos los minusválidos, sin discriminación alguna, tienen derecho a las prestaciones de los servicios sociales.
b) Los servicios sociales podrán ser prestados tanto por las Administraciones Públicas como por Instituciones o
personas jurídicas privadas sin ánimo de lucro. [...]».
252  Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNÁNDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, o.c, pp. 101-103.
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1.2. Naturaleza jurídica.
1.2.1. Función política (dirección) y administrativa253.
En el lenguaje común, la palabra función designa frecuentemente las actividades desarro-
lladas por el beneficiario de un status social determinado, especialmente el titular de un caigo
administrativo o político. En biología, de donde deriva originariamente la expresión, signifi-
ca la propiedad o el conjunto de propiedades ordenadas, en el organismo, a la conservación
del individuo o de la especie. En el Derecho tampoco es unívoca la utilización del término
función. Prescindiendo de significados que asume en las diversas ramas jurídicas, se ha de
señalar como en la nuestra se emplea al menos en los sentidos siguientes: a) Como actividad
diferenciada, b) Como actividad encaminada a un fin. c) Como complejo de poderes-debe-
res de un órgano, d) Como destino de un órgano a cumplir una determinada actividad (con-
cepción en la que se refleja su originario sentido biológico), e) Como potestad ejercida no por
un interés propio, o al menos exclusivamente propio, sino por un interés ajeno o por un inte-
rés objetivo, f) Como idoneidad para operar una modificación jurídica. Así se puede definir
la función como actividad a través de la que se realiza el fin esencial del órgano. Los respon-
sables políticos ejercen esta función en base al contenido de los apartados: e), a), b), c), d).
En el ámbito administrativo, estaríamos hablando de la "función pública", y estaríamos
aludiendo al complejo de poderes-deberes (recogida en el tercer sentido aludido) de un órga-
no, en el sentido, no sólo de una posibilidad de actuar, sino también de una verdadera obli-
gación ejercida por aquellos a los que está conferida.
Las personas a las que se encomienda el ejercicio de la función administrativa para
garantizar el cumplimiento de las leyes, son funcionarios públicos. Tienen que serlo
porque la función que ejercen es una función pública, en cuanto que la misma no puede
encomendarse a particulares254. Siendo funcionarios, su estatuto se ajusta a lo dispues-
to en el artículo 103.3 CE, precepto que exige, en primer lugar que el Estatuto esté regu-
lado por ley (lo que no impide su desarrollo reglamentario), y exige además, que establezca
253 La STS de 12 de mayo de 1992 (Ar. 4802), se pronunció respecto a la competencia jurisdiccional en
los siguientes términos (FD Primero):
«Si bien el Consejo de Protectorado de la "ONCE" se hallaba presidido a la sazón por el Ministro de
Trabajo y Seguridad Social [...], ello no significa que sus actos emanen del Ministro, por lo que la compe-
tencia para conocer del recurso corresponde al Tribunal Superior de Justicia de Madrid, con arreglo a lo
dispuesto en el art. 74.1 a) de la Ley Orgánica del Poder Judicial».
254 Vide Texto Refundido de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, Real Decreto
Legislativo 2/2000, art. 196.4: «No podrán ser objeto de estos contratos los servicios que impliquen ejer-
cicio de la autoridad inherente a los poderes públicos». Se está refiriendo a los contratos de consultoría,
de asistencia y otros servicios.
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un sistema de acceso basado en los principios de mérito y capacidad; y exige también que
contenga reglas que garanticen la imparcialidad en el ejercicio de sus funciones.
La función administrativa garantiza la propia vigencia de la norma y, si bien no puede
suplir sus carencias, adquiere una dimensión garantista de los bienes y derechos que la norma
tutela255. Inexcusablemente deberán ser funcionarios públicos con el uso de la autoridad que
tienen conferida, los que lleven a cabo dichas funciones públicas256, a diferencia de los ser-
vicios públicos257, cuya prestación puede efectuarse en régimen de concesión, concierto,
etc.258. En la propia LBRL, art. 92.2, se establece de modo más claro y taxativo:
«Son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda reservado exclusivamente al per-
sonal sujeto al estatuto funcionarial, las que impliquen ejercicio de autoridad, las de fe
pública y asesoramiento legal preceptivo, las de control y fiscalización interna de la ges-
tión económico-financiera y presupuestaria, las de contabilidad y tesorería y, en general,
aquellas que en desarrollo de la presente Ley se reserven a los funcionarios para la mejor
garantía de la objetividad, imparcialidad e independencia en el ejercicio de la función».
255
Vide José Luís RIVERO ISERN, en prólogo, p. XIX a la obra de Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La acti -
vidad administrativa de inspección, Comares, Granada, 2002. Por eso en la p. 1 de esta magnífica obra, el autor
del prólogo destaca: «La actividad inspectora constituye una función genuinamente administrativa, de honda tra-
dición en importantes ámbitos y sectores de la actuación pública -como la sanidad, el comercio exterior, las minas-
». Y en la p. 2: «Pero no sólo se trata de una función pública en auge, con una extraordinaria presencia en los más
variados sectores, [...], se aprecia una tendencia incuestionable a acentuar cada vez más la importancia de la fun-
ción inspectora, cobrando una relevancia hasta ahora desconocida».
256
Cfr LlISETBORRELL, La actividad empresarial de los entes locales, Abella, Madrid, 1990, p. 24. Función
pública, actividad que implica ejercicio de autoridad y se manifiesta a través de actos jurídicos. Aunque no exis-
te duda sobre la naturaleza jurídica de la actividad inspectora, y se configura como una función pública imperati-
va, dado que comporta el ejercicio de autoridad, de potestad pública. Esta determinación también se ha aplicado
por la jurisprudencia a la actividad realizada por terceros, lo que en principio, puede parecer contradictorio. Vide
STS de 13 de octubre de 1997 (Ar. 7439): «La inspección técnica de vehículos, en cuanto que es un medio para
lograr aquella finalidad participa de la naturaleza de función pública y corresponde ejercerla al Estado -en senti-
do amplio- por razón de su soberanía. No se trata de una actividad de servicio público dirigida a proporcionar
prestaciones a los ciudadanos, ya sean asistenciales o económicas, sino de una función pública soberana. [...]. Sin
embargo, al margen de cuál sea la forma de ejercicio, su naturaleza de función pública no desaparece y, por tanto,
no le es aplicable el artículo 128 de la Constitución».
257
Vide: Fernando GARRIDO FALLA, "El concepto de servicio público en Derecho Español", RAP, 135,
(1994), p. 20; Antonio MARTÍNEZ MARÍN, "La evolución de la teoría del servicio público en la doctri-
na española", RICA, 56, (1989), p. 1392, se hace eco de la división que establece José Antonio García
Trevijano: funciones públicas, actividades que son servicios públicos, actividades que son de interés públi-
co y actividades económicas simples.
258 Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, o.c, pp. 219-225, donde
tras analizar la disyuntiva: ¿Estatuto funcionarial o laboral? para la inspección, llega a la siguiente conclusión, p.
225: «[...], tal reserva debe entenderse inequívoca, al menos, en relación con los empleos públicos que comportan
el ejercicio de autoridad pública frente a los ciudadanos, como es justamente el caso de la función inspectora: los
inspectores emiten, junto a declaraciones de conocimiento y juicio con efectos probatorios, auténticas declaracio-
nes de voluntad de carácter ejecutivo, como requerimientos de información, de comparecencias, adopción de medi-
das provisionales...».
305
Sirva como ejemplo la STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311, CDO Segundo259. Por
todo ello el protectorado se caracteriza por ser una función política y administrativa.
1.2.2. Carácter polivalente260.
Para determinar la naturaleza jurídica del protectorado es necesario hacer referencia
a los distintos caracteres que lo configuran. Básicamente son los siguientes.
A. Actividad instrumental.
Su naturaleza jurídica se configura también como una potestad consustancial a la
actividad de control o de policía261, en ocasiones de trámite o interlocutoria de decisio-
nes definitivas que se adoptan. Entiendo que dentro de esta consideración se incluye el
que en determinadas ocasiones ese control se ejercita mediante la obtención de infor-
mación. Se trata por tanto de una función instrumental262 que se orienta a procurarse
259 Vide STS de 28 de septiembre de 1984, Ar. 4311:
«Que como recuerda la sentencia de esta Sala de 17 de abril de 1979, la intromisión de la Administración Pública
en las Fundaciones Benéficas tiene su justificación en el hecho de que a través de estas Fundaciones, un bien
patrimonial o conjunto de bienes, se adscriben a un fin de carácter social y al bien común, lo que le sitúa en un
ámbito semejante al reservado a ciertos bienes públicos, circunstancia que explica que los poderes de interven -
ción estatal sean casi tan rigurosos como lo que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la
Administración del Estado y los establecimientos públicos, montándose al servicio de esta actividad administra -
tiva de protectorado una organización y un ordenamiento procesal de carácter tan inequívocamente administra -
tivo como para no dudar de que las cuestiones que las mismas puedan suscitar deben resolverse en el ámbito de
la Jurisdicción contencioso-administrativa, congruente con este control e inspección, que con una terminología
tradicionalmente consagrada se denomina Protectorado, el art. 8o de la instrucción para el ejercicio del
Protectorado en la beneficencia particular de fecha 14 de marzo de 1899, establece, que corresponde a la
Dirección General de Administración, que en tal concepto ejerce el Protectorado de la Beneficencia, con las for-
malidades que se expresan entre otras las facultades de [...]».
260 Vide Severiano FERNÁNDEZ RAMOS, La actividad administrativa de inspección, o.c, pp. 52-61.
261 Vide José Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho Administrativo, Tomo 1, Marcial Pons, Madrid,
1997, pp. 440 y ss.
262 Vide Juan Antonio MARTÍ BAGUÉ, "Inspección", Nueva Enciclopedia Jurídica Seix, Tomo XII,
Barcelona, 1977, p. 872: «Para esta labor sistematizadora, un buen punto de partida es la distinción ya esta-
blecida por Ballbé respecto a tas funciones de la Administración pública, separando las funciones teleoló -
gicas de las funciones instrumentales o mediales. Las primeras serán las encaminadas directamente al cum-
plimiento de los fines propios de la Administración; mientras que las segundas serán aquellas funciones
que la Administración ejercita para procurarse los medios para toda su actuación, es decir, para contar con
los elementos de toda índole (materiales, humanos, económicos, informativos, etc.) necesarios para el cum-
plimiento de aquellas verdaderas y fundamentales funciones administrativas.
Siguiendo este enfoque, la inspección viene a identificarse como un modo de proveerse la Administración
de datos o informaciones sobre los que poder luego actuar y con ello cumplir los objetivos que se le han
encomendado, quedando claro que la realización de inspecciones no puede suponer, en sí misma, el desa-
rrollo de una función teleológica. La Administración debe inspeccionar o inspecciona, pero siempre en
atención a algo, o sea, como medio para la actuación de otro fin superior o distinto».
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datos para su actuación, y por tanto, tiene una sustantividad frente a los otros modos de
obtener información, y en definitiva, frente a otros modos de "control administrativo".
El Tribunal Constitucional ha empleado el criterio del carácter accesorio o instrumen-
tal de la actividad en múltiples sentencias263. Y todo ello para delimitar el ámbito com-
petencial que corresponde al Estado o a las Comunidades Autónomas, pues desde el
punto de vista competencial la actividad ha de incardinarse dentro del título material de
ejecución de la normativa correspondiente264.
Dentro de este carácter instrumental es lícito plantear si la actuación del protectorado supone
un verdadero procedimiento administrativo que realiza una secuencia de actos instrumentales, y
que inciden en la esfera jurídica de los administrados o se trata de una actividad de instrucción
dentro de otro procedimiento. A mi juicio puede darse cualquiera de estos dos supuestos, depen-
diendo de la especificidad del caso ante el que nos encontremos. Aun así, tal y como señaló el
Informe del Defensor del Pueblo correspondiente a 1989 (BOCG de 23 de abril de 1990):
«El procedimiento no sólo es el cauce que evita la indebida discrecionalidad o más
simplemente la arbitrariedad con respecto a las relaciones entre las Administraciones y el
ciudadano individual o grupos de ciudadanos, sino también garantía de fiscalización y
control para la mejor defensa del interés general»265.
B.
Actividad externa.
Frente a otras modalidades de actuación, se trata de una actividad circunscrita a una
actuación que es ajena a la propia Administración. Este carácter es intrínseco a la pro-
pia actividad de protectorado.
C.
Actividad técnica.
La actividad administrativa de protectorado constituye una actividad de carácter eminen-
263
Vide SSTC: 87/1985, de 16 de julio (Recurso de inconstitucionalidad núm. 707/1983), F.J. 1o y 2°;
227/1988, de 29 de noviembre (Recursos de inconstitucionalidad núms. 824/1985, 944/1985, 977/1985,
987/1985 y 988/1985, acum. y Conflictos positivos de competencia núms. 955/1986, 512/1987 y
1208/1987, acum.), F.J. 29; 249/1988, de 20 de diciembre (Conflicto positivo de competencia núm.
371/1984), F.J. 3o; 195/1996, de 28 de noviembre (Recurso de inconstitucionalidad núm. 1279/1988), F.J.
8o, entre otras.
264
Vide STC 171/1998, de 23 de julio (Conflictos positivos de competencia núms. 506/1986 y 1637/1986,
acum.), F.J. 2o, donde el Alto Tribunal ha declarado que la competencia estatal para el otorgamiento de la
autorización de determinadas actividades de lotería de ámbito nacional, conlleva facultades "inherentes"
de inspección de dichas actividades.
265 En idéntico sentido resaltando la doble función que cumple el procedimiento como garantía de los par-
ticulares y del interés público Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA y Tomás Ramón FERNÁNDEZ
RODRÍGUEZ, Curso de Derecho Administrativo, Vol. II, 2a ed., Cívitas, Madrid, 1984, pp. 383-384.
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teniente técnico pues consiste principalmente en una serie de actuaciones de contraste o eva-
luación respecto a normas de carácter muy preciso. Además, la apreciación de la eventual exis-
tencia de una situación dañosa deviene en un juicio elaborado en base a criterios legales.
Incluso la propia jurisprudencia del Tribunal Constitucional se ha pronunciado sobre el parti-
cular. Sirva como ejemplo la STC 203/1992, de 26 de noviembre (Conflicto positivo de com-
petencia núm. 125/1986), F.J. 3o.
D.
Actividad mediata.
A diferencia de otras modalidades de actuación, la actividad de protectorado se sin-
gulariza por éste carácter, cuya modalidad primordial es la comprobación y verificación
de todos los extremos para los que se encuentra habilitada.
E.
Actividad reglada.
Al estar directamente vinculada al cumplimiento del ordenamiento, constituye una potes-
tad de carácter reglado. La Administración no puede actuar de modo arbitrario. Así el propio
Tribunal Constitucional ha declarado que se trata de una actuación que se concreta en una serie
de típicas medidas de ejecución regladas y dirigidas a hacer efectiva la aplicación de la legis-
lación vigente266. La actividad objeto de protectorado o bien es conforme con el ordenamien-
to o bien lo incumple.
F.
Actividad minimalista.
Una característica muy importante es el estar dotada de unas particulares potestades de
investigación, que se pueden calificar de minimalistas, en el contexto del funcionamiento de
los distintos entes. Es algo consustancial a las atribuciones que se le confieren.
2. El ejercicio del protectorado sobre la ONCE267.
La evolución normativa ha modificado la naturaleza jurídica de la ONCE, y la con-
266
Vide SSTC .54/1990, de 28 de marzo, F.J.3°y 196/1997, de 13 de noviembre, F.J. 1 LA.
267
Vide la STS de 17 de abril de 1979 (Ar. 1580):
«CDO: Que la intromisión de la Administración Pública en la actividad de estas fundaciones privadas, califi -
ca de "protectorado " y, que viene a ser una suerte de acción de "policía ", puesto que la de "tutela" suele reser-
varse a la ejercitada de forma interorgánica y jerárquica, o con relación a entes de la descentralización funcio-
nal o administración indirecta, o respecto a los de la Administración Local; la actuación de protectorado, repe-
timos, tiene su justificación en el hecho de que a través de estas fundaciones, un bien patrimonial, o bienes,
son apartados de su dedicación a satisfacer necesidades o conveniencias particulares y egoístas, adscribién -
doles a un fin de carácter social y al bien común, lo que les sitúa en un ámbito semejante o reservado a ciertos
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secuencia mas  inmediata ha sido  la modificación del papel ejercido por la
Administración respecto a la misma.
Sobre esta materia, una obra que sintetiza las consideraciones más importantes que
se pueden hacer sobre la Organización Nacional de Ciegos268, ha distinguido tres
momentos bien diferenciados: primero, una fase fundacional (Decreto y Reglamento de
1938 y 1939, respectivamente); segundo, una fase democratizadora caracterizada por el
Real Decreto 1041/81; tercero, una fase de consolidación de la corporación (Real
Decreto 2385/85269 y Estatutos de la ONCE de 11 de mayo de 1988270). A la que habría
que añadir una cuarta, representada por el R.D. 358/1991, de 15 de marzo, que a su vez
ha sido modificado por el R.D. 1200/1999, de 9 de julio y R.D. 1359/2005, de 18 de
noviembre.
bienes públicos a cargo de la Administración; circunstancia que explica que los poderes de intervención esta -
tales sobre los establecimientos privados de beneficencia o benéfico-docentes, sean casi tan rigurosos como
los que constituyen la natural tutela que sirve de nexo entre la Administración Central del Estado y los esta -
blecimientos públicos.
CDO: Que al servicio de esta actividad administrativa de protectorado se ha montado toda una organización
(siendo indiferente para nuestro caso que sea una organización "ad hoc" o que se utilicen órganos indiferen-
ciados de la Administración general) y un ordenamiento procedimental (aunque no se nos ofrezca codificado,
sino disperso en diversas disposiciones generales); siendo estos dos factores (competencia y procedimiento) de
carácter tan inequívocamente administrativo, como para no deber dudar de que las cuestiones que los mismos
puedan suscitar, deben resolverse dentro de nuestra Jurisdicción contenciosa.
CDO: Que es como consecuencia de lo dicho por lo que el proceso de enajenación de la finca de que se trata,
en nada se parece al seguido entre particulares, [...]».
268
Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN y Fernando SAN MIGUEL CÁNO-
VAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, o.c., pp.
422-436.
269
El Real Decreto 2.385, es desarrollado por la Orden Ministerial del 14 de febrero de 1986 (BOE de 19 de
febrero, núm. 43), siendo supletoria la Ley Orgánica número 5, de 19 de junio de 1985, del Régimen Electoral
general (BOE de 20 de junio, núm. 147). El texto es el siguiente:
«La Disposición final 2a del Real Decreto 2.385, del 27 de diciembre de 1985, sobre la modificación de la
estructura orgánica de la Organización Nacional de Ciegos Españoles, autoriza al Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social para dictar cuantas Disposiciones sean necesarias para su desarrollo y ejecución.
En su virtud, este Ministerio, de conformidad con el Acuerdo tomado por el Consejo de Protectorado en la
sesión del 10 de diciembre de 1985, ha tenido a bien disponer:
Artículo 1o. Consejo de Protectorado.
1. Los Vicepresidentes del Consejo de Protectorado ejercerán las funciones que el Presidente les delegue y, por
su orden, le sustituirán en sus funciones en casos de vacante, ausencia o enfermedad y demás en que legalmen-
te proceda.
2. El Secretario del Consejo de Protectorado será sustituido por un funcionario del Gabinete Técnico del
Consejo.

3. El Consejo de Protectorado celebrará sus sesiones en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, reunién-
dose, al menos, una vez cada tres meses.
4. El Consejo se reunirá en sesión ordinaria dentro del último trimestre de cada año natural, con el fin de infor-
mar, con carácter preceptivo y vinculante, el proyecto de presupuesto ordinario para el siguiente ejercicio
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2.1. En sus orígenes.
Respecto a la primera cabe señalar la supremacía del Consejo Superior de Ciegos,
como un órgano dependiente de la Administración, al que corresponden las atribucio-
nes más importantes sobre la ONCE, pues tal y como determina el Decreto de 13 de
diciembre de 1938, art. 5, le corresponderá: «b) representar con plena capacidad jurídi-
ca [...].d) Conocer y aprobar, en su caso, las orientaciones generales de toda la organi-
zación así como los planes de las instituciones afectas a la misma, e) Administrar el
Fondo Central».
El argumento definitivo que confirma esta tesis en el sentido de que el Consejo Superior
de Ciegos era el verdadero órgano de gobierno de la ONCE se encuentra en el art. 4o del
económico. Asimismo se reunirá en sesión ordinaria dentro del primer semestre de cada año natural, para infor-
mar, con carácter preceptivo y vinculante, las cuentas y los balances del ejercicio, inmediatamente anterior,
relativos, tanto a la liquidación del presupuesto como, en general, a la situación económico-financiera y patri-
monial de la Organización.
5. El Consejo de Protectorado se reunirá en sesión extraordinaria cuando así se acuerde por el Presidente, ya
por propia iniciativa, ya a petición de una cuarta parte, al menos, de los vocales.
6. El orden del día de las sesiones del Consejo será fijado por el Presidente. Podrán también ser incluidos en
el orden del día aquellos asuntos solicitados por una cuarta parte, al menos, de los vocales, debiendo hacerse
la solicitud con una antelación mínima de 72 horas a la fecha de la convocatoria. Una vez fijado el orden del
día, no podrá ser alterado, sino por acuerdo del propio Consejo a propuesta del Presidente o a petición de una
cuarta parte, al menos, de tos vocales.
7. El Consejo de Protectorado sólo estará válidamente constituido, en primera convocatoria, contando con la asis-
tencia del Presidente, del Secretario y de, al menos, la mitad de los vocales, de tos cuales uno deberá ser el
Presidente, Vicepresidente o Director General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles y otro, uno de
tos Vocales representantes del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En segunda convocatoria, bastará con la
asistencia del Presidente, del Secretario y tres cualesquiera vocales. La constitución del Consejo en segunda con-
vocatoria se efectuará en la fecha fijada por el Presidente y, en cualquier caso, antes de transcurrir 72 horas desde
la fecha de la primera convocatoria.
Artículo 2o. Gabinete Técnico del Consejo de Protectorado. El Gabinete Técnico del Consejo de Protectorado
se le asignan las funciones de apoyo técnico al Consejo, así como las funciones de inspección, las de segui-
miento de los acuerdos, decisiones de los órganos de gobierno y gestión de la Organización y fas de coordina-
ción de todas las unidades de la Dirección General de Acción Social relacionadas con aquélla, incluida la inter-
vención.
Artículo 3o. Intervención. La función interventora de la Organización Nacional de Ciegos Españoles será ejer-
cida por el Interventor con arreglo a las normas reguladoras de la actividad económico-financiera de la propia
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
Disposición transitoria.
La Dirección General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles continuará siendo desempeñada por
quien a la entrada en vigor del Real Decreto núm. 2.385, de 27 de diciembre de 1985 ejercía las funciones de
Delegado General de la Organización, hasta tanto se produzca alguna de las circunstancias previstas en el artí-
culo 6.2 del Real Decreto 1.041 del 22 de mayo de 1981, según la redacción dada al mismo por el Real Decreto
2.385 del 27 de diciembre de 1985.
Disposición final.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
El incremento del dominio del Consejo de Protectorado con la creación de un Gabinete Técnico de apoyo en
el que no figura ningún invidente es notable.
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Decreto de 1938, cuando en su segundo inciso concreta que «el jefe de la Organización
Nacional de Ciegos será considerado a los efectos de jerarquía y competencia como delegado
del Consejo Superior para la dirección permanente de la organización». Es decir, el jefe nacio-
nal está considerado como el máximo responsable ejecutivo para desarrollar la dirección per-
manente de la ONCE pero en calidad de delegado, es decir, ejerce por delegación las funcio-
nes y competencias que le atribuye el Consejo Superior, que portante es el órgano delegante
y soberano.
El Reglamento de octubre de 1939, art. 1, califica a la ONCE como una entidad de
beneficencia general, aplicándole el régimen jurídico previsto en la Ley de 20 de junio
de 1849. Las relaciones con la Administración se instrumentaban a través del Consejo
Superior de Ciegos, pero su composición y funcionamiento generaron la solicitud de
reforma e incluso desaparición del mismo por parte del Jefe de la Organización
Nacional de Ciegos271 272.
270 Vide Orden de 23 de marzo de 2000 (BOE de 13 de abril), por la que se da nueva redacción a los
Estatutos de la ONCE.
271 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia,Tomo V, o.c, p. 70. Como muestra, la
correspondencia entre el Jefe de la Organización Nacional de ciegos y el Director General de Beneficencia
y Obras Sociales que expongo a continuación:
«Ilmo. Sr.:
La prolongada ausencia del Consejo Superior de Ciegos en las tareas legislativas de la Organización, ha
planteado a ésta problemas de tan honda trascendencia como la que afecta a los presupuestos, cuya solu-
ción, ajustada al espíritu y a la letra del Decreto del 13 de diciembre de 1938, no puede demorarse por más
tiempo, no sólo por los peligros que se están irrogando a la Obra en crecimiento, sino por el trastorno que,
inevitablemente se produce en el orden técnico, al tener que enfrentarse con las consecuencias de la insu-
ficiencia de ciertas partidas destinadas a cubrir necesidades ineludibles.
Según los datos provisionales recibidos, los ingresos de las Delegaciones han alcanzado en el mes de mayo
último, aproximadamente, un 30 por ciento más de lo presupuestado para un mes en el presupuesto apro-
bado en 1942. El enorme crecimiento de la entidad no ha tenido la lógica compensación en un adecuado
aumento de las disponibilidades presupuestarias de los gastos, si bien en ciertos casos ha sido preciso evi-
tar la eventual suspensión de algún servicio ya establecido, como pensiones, subsidios, escuelas, etc., recu-
rriendo a ampliaciones de crédito.
Al tener que hacer uso en este caso el Jefe que suscribe, del Artículo Sexto del Decreto, ha creído que no
sería de estricta viabilidad dictar un nuevo presupuesto con arreglo a un criterio, que el firmante ignora, si
sería compartido por el Consejo Superior de Ciegos (artículo sexto, párrafo tercero). Respetando, pues, el
presupuesto aprobado, el que suscribe se limita a incrementar las partidas de gastos para el segundo semes-
tre del año en curso, proporcionalmente al aumento de los ingresos en cada una de las delegaciones, excep-
tuando los gastos fijos de personal y de alquileres, que no sufrirán alteración, salvo en casos especiales que
figurarán en el detalle que será elevado a Vd.. Se excluye también el artículo cuarto del capítulo octavo del
presupuesto del año 1942 ("Atenciones Extraordinarias"), cuya cuantía no será alterada.
Los tanto por ciento en los que se considerarán incrementados dichos presupuestos son los que figuran en
la adjunta relación. Los presupuestos de la Jefatura serán reajustados del modo siguiente:
a) Ampliación de las plantillas del personal de la organización, aprobadas por el Consejo Superior.
b) El resto quedará sin modificar.
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Esta situación que implicaba obstaculizar el normal desenvolvimiento de la
Organización Nacional de Ciegos se soluciona parcialmente con el Decreto de 25 de
enero de 1944 (BOE de 10 de febrero):
«Decreto del 25 de enero de 1944, por el que se modifica el artículo tercero del
Decreto del 13 de diciembre de 1938, creador de la Organización Nacional de Ciegos.
El desarrollo y aplicación del Decreto creador de la O.N.C.E.. de 13 de diciembre de
1938, ha llegado a demostrar, aparte de su total eficacia para la redención de los inviden-
tes españoles, la necesidad de modificar la estructura de su órgano directivo supremo,
incorporando al mismo la mejor representación de las clases afectadas, que pudiera apor-
tar con sus conocimientos e iniciativas soluciones adecuadas a sus grandes problemas
comunes. En su virtud, a propuesta del Ministro de la Gobernación, y previa deliberación
del Consejo de Ministros, dispongo:
Artículo 1o. El Artículo Tercero del Decreto de 13 de diciembre de 1938 creador de la
Organización Nacional de Ciegos, quedará modificado y redactado de la siguiente forma:
Artículo Tercero: El Consejo Superior de Ciegos quedará constituido, bajo la presi-
dencia del Ministro de la Gobernación, por los vocales siguientes:
En cuanto a los. presupuestos de la fábrica de productos químicos de Barcelona, y de escobas de Zaragoza,
e Imprenta Nacional Braille continuarán como estaban; todo lo cual, a reserva de dar cuenta al Consejo
Superior en la primera reunión que se celebre, el que suscribe pone en el superior conocimiento de V.I.
cuya vida Dios guarde muchos años.
Madrid, 18 de junio de 1943.
Fdo. El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos.
Ilustrísimo señor Director General de Beneficencia y Obras Sociales. Vicepresidente del Consejo Superior
de Ciegos».
272 Ibídem, p. 71. A este escrito dio respuesta el Director General de Beneficencia y Obras Sociales con
un documento en el que se veía un membrete que decía:
Ministerio de la Gobernación. Consejo Superior de Ciegos. Registro número 1.073:
«Ha conocido esta Dirección General, Vicepresidencia del Consejo Superior de Ciegos, la comunicación
y nota de Vuestra Señoría de fecha 18 de los corrientes, por las que participa la necesidad de la prórroga
de los presupuestos vigentes de la jefatura y Delegación de la Obra para el segundo semestre del año en
curso, incrementándolos en determinadas cantidades representadas por los porcentajes que formula en su
nota, esta Dirección, Vicepresidencia, no tiene inconveniente en que se prorroguen los presupuestos vigen-
tes, que son los de 1942, para el semestre venidero; pero no puede expresar su consentimiento ni hacerse
solidaria de su incremento toda vez que ello equivaldría a nuevos presupuestos, para lo cual no se estima
con facultades suficientes. La prórroga del antiguo presupuesto es la continuación forzada por las circuns-
tancias, de una legalidad vigente. En cambio, el incremento de sus partidas, representaría por quién las
autorizara una invasión de atribuciones incompetente.
En consecuencia, deberán regir para el próximo segundo semestre de 1943 los mismos presupuestos que
para 1942, aprobados por el Consejo Superior, quedando a la exclusiva responsabilidad personal de V.S.,
como hasta aquí, por los aumentos habidos en el ejercicio anterior y primer semestre del corriente, las
transgresiones legales que pudieran representar los incrementos de transferencias de créditos ordenados
por V.S. que se produzcan durante dicho período semestral.
Lo que comunico a V.S. para su conocimiento y efectos.
Dios guarde a V.S. muchos años.
Madrid. 26 de junio de 1943.
El Director General Vicepresidente (firmado y rubricado con un sello que dice: Ministerio de la
Gobernación. Beneficencia)»
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El Director General de Beneficencia y Obras Sociales, Vicepresidente.
El Jefe de la Organización Nacional de Ciegos.
Dos invidentes nombrados por el Ministro de la Gobernación, que se consideren más
capacitados de entre los de su clase.
Dos personas nombradas libremente por el Ministro de la Gobernación, de entre las
que se hayan distinguido por su amor a los ciegos e inteligencia de sus afanes.
El Jefe de la Sección de Beneficencia General del Ministerio de la Gobernación, que
será Vocal Secretario.
Artículo 2o: Continuará en todo su vigor y eficacia el restante articulado del citado
Decreto de 13 de diciembre de 1938»273.
De este modo se sustituyen dos vocales videntes por dos invidentes.
2.2. En el periodo constitucional.
2.2.1. El Consejo de Protectorado.
Es el órgano colegiado de carácter interministerial, a través del cual el Estado tute-
la la actividad social y económica de la ONCE. Su presidencia y composición van a ser
determinadas en epígrafes posteriores, incidiendo en la evolución experimentada. Entre
sus actuaciones cabe destacar las siguientes:
· Establecerá los criterios y procedimientos adecuados para ejercer el control
sobre las materias relativas al cupón y otras modalidades de juego autorizadas a la
ONCE.

· Resolverá los recursos y reclamaciones que se presenten en materia de afiliación y
de sorteos de cupón, cuando la cuantía del asunto supere el importe establecido.
Asimismo, debe ser informado periódicamente de todas aquellas cuestiones que he
destacado en los epígrafes anteriores, y en especial, deseo destacar las siguientes:
· Inversiones realizadas por la entidad y actos de disposición que afecten al patrimo-
nio de la misma a partir de la cuantía que se determine.
· Presupuesto de la ONCE, previsiones y grandes magnitudes del ejercicio corres-
pondientes a su corporación empresarial, sus resultados empresariales y sociales, cuen-
tas anuales consolidadas y auditoria del ejercicio.

· Programas de servicios sociales realizados, para poder efectuar la evaluación
correspondiente en función de los resultados de dichos programas.
273 Ibídem, pp. 73-74.
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2.2.2.
De la relación de la ONCE con el Consejo del Protectorado.
Los nuevos estatutos de la once, determinan en el art. 28 que el Consejo General es el
órgano de comunicación y representación ante el Consejo de Protectorado, correspon-
diéndole informar sobre todas aquellas materias a que se refiere el apartado 3 del artícu-
lo 8 del Real Decreto 358/1991, modificado por el Real Decreto 1200/1999 y R.D.
1359/2005, formulando las propuestas que, en su caso, correspondan a la entidad, y remi-
tiendo la documentación que preceptivamente esté obligada a presentar la ONCE, para lo
cual contará con la asistencia de la Dirección General o, en su caso, de CEOSA o de la
Fundación ONCE.
2.2.3.
Análisis comparativo.
En esta etapa es necesario estudiar las disposiciones que han regulado la evolución
normativa de la ONCE y las facultades (generales y específicas) que las mentadas dis-
posiciones le han atribuido.
Paso a exponerlas en el siguiente cuadro comparativo:
	Contenido
	R.D. 1.041/1981, de 22
de mayo
	R.D. 2.385/1985, de 27
de diciembre
	R.D. 358/1991, de 15
de marzo 274

	Del
protectorado
	Artículo 7o. Del
Protectorado.
1. El Protectorado del
Estado       sobre       la
Organización se encomien-
da al Ministro de Trabajo,
Sanidad   y    Seguridad
Social, quien lo ejercerá
a través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes señores:
Presidente:       El
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social.
-   Vicepresidente:    El
Director   General    de
	Artículo 7o. Del
Protectorado.
1. El protectorado del
Estado       sobre       la
Organización Nacional
de   Ciegos   Españoles
corresponde al Ministerio
de Trabajo y Seguridad
Social, quien lo ejercerá
a través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes miembros:
Presidente: El Ministro
de Trabajo y Seguridad
Social.
Vicepresidente primero*:
el   Secretario  General
	Artículo 8o.
Protectorado del
Estado.
1. El protectorado del
Estado       sobre       la
Organización Nacional
de   Ciegos   Españoles
corresponde              al
Ministerio de Trabajo y
Asuntos  Sociales, que
velará  por  la coordi-
nación entre los servi-
cios que la ONCE pres-
ta y la política social
general     desarrollada
por el propio Ministerio.
2. El protectorado del


274 Modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9 de julio y Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviem-
bre, por el que se modifica el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, por el que se reordena la
Organización Nacional de Ciegos Españoles.
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	Acción Social.
Vocales:        Los
Subdirectores Generales
de la Dirección General
de Acción Social y del
Instituto   Nacional   de
Asistencia   Social,   el
Presidente   y  los   dos
Vicepresidentes       del
Consejo    General,    el
Delegado General de la
Organización    y    tres
Vocales      libremente
designados     por     el
Ministro   de   Trabajo,
Sanidad   y   Seguridad
Social   entre   personas
que se hayan distinguido
por su labor en favor de
los ciegos, uno de los
cuales    actuará,    por
designación            del
Presidente del Consejo,
como Vocal Interventor.
Vocal     Secretario:
Actuará como Secretario
General     del     Fondo
Nacional de Asistencia
Social de la Dirección
General     de    Acción
Social.
2.     Corresponde     al
Consejo de Protectorado
velar por la observancia
de la legalidad, correcta
aplicación de los recur-
sos y la alta inspección
de todos los servicios y
actividades      de      la
Organización   y   para
ello:
a) Aprobar los Estatutos
de la Organización y, en
general,  informar con
	para     la     Seguridad
Social.
Vicepresidente   segun-
do*:      la      Directora
General    de    Acción
Social.
Vocales: el Presidente y
los dos Vicepresidentes
del Consejo General de
la    Organización;    el
Director General de la
Organización,    cuatro
representantes         del
Ministerio de Trabajo y
Seguridad Social, desig-
nados por el Ministro,
uno    de    los    cuales
ejercerá    la    función
interventora     en     la
Organización, un repre-
sentante del Ministerio
de       Economía       y
Hacienda, un represen-
tante del Ministerio del
Interior, y un represen-
tante del Ministerio de
la Presidencia. Igualmente,
podrán    asistir   como
Vocales eventuales con
voz,    pero    sin   voto,
aquellas  personas que
sean expresamente con-
vocadas        por       el
Presidente del Consejo
de   Protectorado   por
haberse distinguido en
su labor en favor de los
ciegos.
Secretario:  el Jefe del
Gabinete Técnico  del
Consejo de Protectorado,
con voz, pero sin voto.
2.     Corresponde     al
Consejo de Protectorado
	Estado  se  ejercerá  a
través de un Consejo
integrado     por     los
siguientes miembros:
Presidente: Ministro de
Trabajo     y    Asuntos
Sociales.
Vocales: tres represen-
tantes del Ministerio de
Trabajo     y    Asuntos
Sociales, dos represen-
tantes del Ministerio de
Economía y Hacienda y
un   representante   del
Ministerio del Interior,
con igual nivel o superi-
or    al    de    Director
General  y designados
todos ellos por el titular del
respectivo Departamento;
el Presidente y cuatro
miembros del Consejo
General de la ONCE,
así como  el Director
general  de la organi-
zación.
También podrán asistir
como vocales, con voz,
pero sin voto, aquellas
personas que sean con-
vocadas  expresamente
por la Presidencia.
Secretario: el titular de
la Subdirección General
de             Participación,
Fundaciones y Entidades
Tuteladas       de       la
Dirección General  de
Coordinación           de
Políticas     Sectoriales
sobre la Discapacidad
que actuará con voz y sin
voto.
El        Consejo        de
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	carácter  preceptivo y
vinculante los proyec-
tos normativos por los
que deba regirse el fun-
cionamiento     de    la
Organización,
b) Informar con carác-
ter preceptivo y vincu-
lante los proyectos de
presupuestos ordinarios
y extraordinarios y la
cuenta general de liq-
uidación del ejercicio.
c) Aprobar las plantil-
las   orgánicas   de   la
Organización,
d) Autorizar los actos
de    disposición    que
afecten  al  patrimonio
de  la Entidad en el
marco de la legislación
aplicable.
e)     Intervenir,     con
carácter  previo  a  su
realización, los ingre-
sos, gastos y pagos a
través      del      Vocal
Interventor  y  de   los
Interventores
Delegados,
f) Resolver las recla-
maciones   y   recursos
contra      actos      del
Consejo General o del
Delegado       General,
agotando la vía adminis-
trativa y  previa a la
jurisdiccional,
g) Informar las propues-
tas de nombramiento y
cese    del    Delegado
General.
h) Promover, a iniciati-
va     propia     o     del
Consejo   General,    y
	velar por la observancia
de  la  legalidad  y  el
cumplimiento   de   los
fines de la Organización,
así como la alta inspec-
ción de todos los servi-
cios y actividades de la
misma y en particular:
a) Aprobar los Estatutos
de la Organización, que
habrán de  incluir las
normas reguladoras de
la actividad económico-
financiera de la misma
y, en general, informará
con carácter preceptivo
y vinculante los proyec-
tos normativos internos
de la propia Organización
sobre desarrollo estatu-
tario.
b) Proponer a iniciativa
propia  o del  Consejo
General y oído éste, en
todo caso, las medidas
normativas        conve-
nientes para el correcto
cumplimiento   de   los
fines de la Organización.
c) Informar, con carác-
ter preceptivo y vincu-
lante, los proyectos de
presupuestos ordinarios
y extraordinarios de la
Organización    y    las
modificaciones      pre-
supuestarias correspon-
dientes,   así como  las
cuentas y balances del
ejercicio,       relativos,
tanto  a la liquidación
del presupuesto como,
en     genera],     a     la
situación   económico-
financiera y patrimonial
	Protectorado aprobará
sus normas internas de
funcionamiento.
3.     Corresponde    al
Consejo de Protectorado
velar por la observan-
cia de la legalidad y el
cumplimiento de  los
fines de la Organización,
así    como    la    alta
inspección  de  todos
los servicios y activi-
dades de la misma y
en particular:
a) Aprobar, a propues-
ta del Consejo General
de    la   ONCE,    los
Estatutos      de       la
Organización,        así
como   sus   modifica-
ciones.    La    ONCE
deberá     remitir     al
Consejo de Protectorado,
para su conocimiento,
todas las normas inter-
nas que se dicten para
el  desarrollo  de  los
Estatutos.
b) Promover a iniciati-
va    propia    o    del
Consejo   General    y
oído éste en todo caso,
las medidas de carác-
ter normativo, adminis-
trativo o de cualquier
otra   índole,   conve-
nientes para el correc-
to   cumplimiento   de
los fines de la organi-
zación.
c)   Informar,   con   la
conformidad   de   los
Ministerios de Economía
y   Hacienda    y    del
Interior y con carácter
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	oído éste en todo caso,
las medidas legislativas
convenientes   para   el
correcto cumplimiento
de   los   fines   de   la
Entidad.
	de   la   Organización,
todo ello en los térmi-
nos    que    el    propio
Consejo de Protectorado
acuerde.
d) Autorizar, a propues-
ta del Consejo General,
las  inversiones de la
Organización, así como
los actos de disposición
que afecten al patrimo-
nio de la misma, en los
términos que el Consejo
de Protectorado acuerde
con arreglo a principios
de seguridad, rentabili-
dad y eficacia.
e) Controlar la correcta
aplicación de los recur-
sos, ejerciendo, a través
del Vocal Interventor, la
función     interventora
acerca de los ingresos y
gastos         de         la
Organización,       con-
forme a los Estatutos.
f) Resolver las reclama-
ciones y recursos con-
tra   los   actos   de   la
Organización, agotando
la   vía   administrativa
previa   a  la jurisdic-
cional  en  materia de
afiliación,   así   como
respecto a los sorteos
del  cupón pro-ciegos,
cuando, en este último
caso,   la   cuantía   del
asunto supere el millón
de pesetas.
g) Establecer, oído el
Consejo General y sin
perjuicio de las compe-
tencias gestoras que a la
	previo al sometimiento
al        Consejo        de
Ministros, las propues-
tas que se eleven a este
respecto de las autoriza-
ciones que, en materia
de   juegos   de    azar
autorizados      a      la
ONCE,  sean precisas
conforme a lo previsto
en el artículo 7 del pre-
sente Real Decreto.
d) Establecer de con-
formidad con lo dis-
puesto en el artículo 7
los   criterios   y  pro-
cedimientos  adecua-
dos para ejercer el con-
trol sobre las materias
relativas  al cupón y
otras  modalidades  de
juego autorizadas a la
ONCE.
Asimismo,       recabar
cuanta      información
considere precisa para
verificar el volumen de
las emisiones realizadas,
la recaudación obteni-
da, los premios paga-
dos, los premios cadu-
cados y cuantos datos
sean precisos para veri-
ficar el cumplimiento
de   los   Acuerdos   de
autorización.
e) Ser informado docu-
mentalmente,  durante
el mes de diciembre del
año anterior, de los pre-
supuestos ordinarios de
la organización, y en su
momento, de las modi-
ficaciones a los mis-
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	propia    Organización
competen,  los  térmi-
nos,      características,
modalidades,  frecuen-
cias, cuantías, número
de billetes y, en gener-
al, cualquier aspecto de
los sorteos del cupón
pro-ciegos,  así como
las alegaciones totales
o parciales que los sor-
teos     hubieren      de
experimentar,  previa
autorización, en todo
caso, del Ministro de
Economía y Hacienda,
h)       Autorizar       la
aceptación  de  heren-
cias, legados y dona-
ciones por el Consejo
General,           cuando
impliquen    caigas    u
obligaciones   para   la
Organización,
i)   Autorizar,   previa-
mente,      el      endeu-
damiento       de       la
Organización   en   los
términos que prevean
los Estatutos,
j) En general, realizar
cuantas     actuaciones
sean necesarias para el
mejor ejercicio de las
funciones   de  protec-
torado estatal sobre la
Organización.
3.   Como   órgano   de
apoyo  al  Consejo  de
Protectorado,  existirá
un Gabinete Técnico,
dependiente     de     la
Dirección  General  de
Acción Social, al cual
	mos, así como de los
presupuestos  extraor-
dinarios   cuando   se
produzcan.
Dichos   presupuestos
contendrán las previ-
siones y grandes mag-
nitudes  del  ejercicio
respecto de CEOSA,
así como los criterios
y cuantías de los flujos
económicos  entre  la
ONCE   y   su   corpo-
ración empresarial.
f) Simultáneamente a
la     presentación     e
información   de   las
cuentas anuales de la
organización,         ser
informado     por     el
Consejo General sobre
los mecanismos y pro-
cedimientos   adopta-
dos   para   ejercer   el
control sobre CEOSA,
al objeto de que ésta
cumpla       adecuada-
mente   los   objetivos
empresariales           o
sociales que la ONCE
le ha asignado, y sobre
el cumplimiento de los
criterios      de      fun-
cionamiento           de
CEOSA  que,   en   su
caso, pudiera fijar el
Consejo de Ministros,
g) Ser informado de
las inversiones realizadas
por  la  organización,
así como de los actos
de   disposición   que
afecten al patrimonio
de la misma, a partir
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	corresponderán       las
siguientes funciones:
a) Ejercer las activi-
dades  administrativas
de  la   Secretaría  del
Consejo de Protectorado,
preparar e instrumentar
sus   acuerdos,   asistir
técnicamente a dicho
órgano   y   ordenar   e
impulsar los asuntos de
su competencia,
b) Ejercer,  por dele-
gación del Consejo de
Protectorado,          la
inspección de los ser-
vicios y actividades de
la   Organización,   en
particular lo relativo a
la    explotación     del
cupón pro-ciegos,
c)   Seguir,   por   dele-
gación del Consejo de
Protectorado,          los
acuerdos y decisiones
de   los   órganos   de
gobierno y gestión de
la Organización,
d) En general, cualesquiera
funciones     que     el
Consejo de Protectorado le
delegue expresamente.
	de   la   cuantía   que
establezca el Consejo
de Protectorado,
h) Ser informado, den-
tro de los seis meses
siguientes al del cierre
del ejercicio económi-
co, sobre los progra-
mas de los servicios
sociales realizados por
la           organización
durante ese ejercicio,
para     efectuar     la
evaluación correspon-
diente en función de
los    resultados    de
dichos programas,
i) Ser informado docu-
mentalmente,   dentro
de  los   seis   meses
siguientes   al cierre
del ejercicio económi-
co, sobre las cuentas y
los balances consoli-
dados de la ONCE, así
como de la liquidación
del presupuesto y, en
general,       de       la
situación económica,
financiera y patrimo-
nial de la organización
incluida CEOSA.
j)  Elaborar planes  y
proponer convenios de
cooperación   para   el
desarrollo de activi-
dades      relacionadas
con  los  fines   de  la
ONCE   en   las   que
estén interesados otros
Organismos    de    la
Administración     del
Estado,  ya  sea por
iniciativa propia o la
propuesta   de    otros
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	Organismos     de      la
Administración      del
Estado y del Consejo
General de la ONCE.
k) Conocer y analizar
los informes de audito-
rias sobre las cuentas
anuales individuales y
consolidadas    de     la
organización,     y    de
CEOSA       que       se
realizarán con periodici-
dad anual y serán encar-
gadas por aquélla a una
empresa audítora inde-
pendiente.
El contenido y alcance
de las auditorias com-
prenderán  necesaria-
mente,  los  elementos
que permitan expresar
una opinión sobre los
estados    contables    y
financieros, el grado de
rentabilidad económica
de las inversiones, los
procedimientos de con-
trol interno, el grado de
cumplimiento    de    la
legalidad vigente y los
demás   extremos   que
sean   ordinarios   en  el
sistema de control de
auditorias.
Asimismo, el  Consejo
de Protectorado en el
ejercicio de  sus  fun-
ciones, podrá determi-
nar la  realización  de
auditorias por empresa
auditora independiente,
a los fines que el mismo
determine en el ámbito
de sus competencias.
1) Ser informado por la
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	ONCE del cumplim-
iento  de las  obliga-
ciones y del resultado
de las actuaciones en
las     materias    con-
tenidas en el Acuerdo
General      entre      el
Gobierno de la Nación
y la ONCE vigente en
cada momento en los
términos previstos en
él.
m) Resolver las recla-
maciones  y recursos
contra los actos de la
organización,  agotan-
do la vía administrati-
va previa a la juris-
diccional, en materia
de afiliación y de las
modalidades de juegos
autorizados     a     la
ONCE,   cuando,   en
este último caso,  la
cuantía   del    asunto
supere  4.000.000 de
pesetas,
n) Informar con carác-
ter     previo     a     la
aceptación de heren-
cias, legados y dona-
ciones por el Consejo
General, cuando éstas
impliquen   cargas   y
obligaciones para  la
Organización,
n) Aprobar y tramitar
ante     los     órganos
administrativos correspon-
dientes, a solicitud del
Consejo       General,
propuestas de medidas
concretas,   tanto   de
modificaciones    nor-
mativas     como     de
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	índole  administrativa,
para garantizar la efec-
tiva    persecución    y
represión de los juegos
ilegales.
o) En general, realizar
cuantas acciones sean
necesarias    para     el
mejor desenvolvimiento
de la ONCE, la correc-
ta consecución de sus
objetivos y la coordi-
nación más idónea con
la Administración del
Estado.
4. Los informes que de
acuerdo con lo estable-
cido   en   el   presente
Real   Decreto   deban
ser   elevados   por   la,
ONCE al Consejo de
Protectorado,    tienen
carácter previo y pre-
ceptivo   en   relación
con aquellas materias
a las que los mismos
se refieran.


2.2.4. Facultades generales.
En la fase democratizadora, el protectorado se caracteriza por el; ejercicio de tres
facultades generales:
· Observancia de la legalidad.

· Correcta aplicación de los recursos.

· Alta inspección de todos los servicios y actividades de la organización.

La primera y la tercera se van a reiterar en 1985 y 1991, y la segunda se modifica por:
-
Cumplimiento de los fines de la organización. Es la consecuencia inmediata de una
modulación en la concepción y ejercicio del protectorado, que amplia las atribuciones
que van a corresponder a la ONCE, siempre que se cumplan los fines para los que ha
sido creada.
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2.2.5.
Facultades específicas.
Respecto a las facultades específicas, procedo a su sistematización, para poder efec-
tuar un análisis pormenorizado de su contenido, así como de la modificación del régi-
men jurídico de las mismas275:
2.2.6.
Consecuencias.
Ala vista de la sistematización expuesta es posible extraer las siguientes consecuencias:
a) Facultades legislativas y normativas.
Se establece que corresponderá al Consejo de Protectorado velar por la coordinación entre
los servicios que presta la ONCE y la política social del Gobierno, lo que ineludiblemente se
desarrollará a través del ejercicio de las facultades legislativas y normativas, atribuidas a
ambas partes y de las que tendrán recíproco conocimiento. Esto es así, pues se incorpora en
la última reforma de RD 358/1991, la remisión al Consejo de Protectorado para su conoci-
miento, de todas las normas internas que se dicten para el desarrollo de los Estatutos.
Inicialmente la regulación normativa de la ONCE debía ser informada con carácter precepti-
vo y vinculante por el Consejo de Protectorado. En la actualidad, salvo para la aprobación de los
275 Vide José Ignacio BORNAECHEA FERNANDEZ, La organización nacional de ciegos españoles,
Escuela Libre Editorial, o.c., pp. 422-436: Los Estatutos de la ONCE afianzaron el camino emprendido, y
«entre las innovaciones que incorporan debo señalar las siguientes:
· La aprobación, modificación y supresión en materia de organización interna de la estructura orgánica cen-
tral y territorial que pasa a ser competencia exclusiva de la ONCE.
· La determinación del grado de visión como presupuesto de hecho de la afiliación es competencia del Consejo
General, siendo éste un hecho muy relevante puesto que en él reside una de las cuestiones esenciales de la Corporación.
· La posibilidad de que la ONCE pueda crear otras personas jurídicas de carácter fundacional o societario-
mercanttl supone dotarle de instrumentos válidos, nuevos y diferentes a los que disponía en la actualidad.
-Las facultades de gastos sin autorización previa del Director General hasta un determinado límite.
· La posibilidad de endeudamiento cuando no se supere cierta cantidad.

· Las inversiones en valores públicos a corto plazo.
· La posible realización de actos de disposición patrimonial.
· La resolución de todos los recursos contra actos del Director General por parte del Consejo General salvo
en materia de afiliación y de sorteos de cuantía superior a 1 millón de pesetas, que siguen residenciados en
el Consejo de Protectorado.

· La atribución de competencias al Director General y al Consejo General para aprobar, modificar o refun-
dir la normativa interna propia de la ONCE sin precisar autorizaciones externas.
En el futuro se debe conseguir la redefinición de la tutela del Estado sobre la ONCE, consistente genéricamente
en velar por la observancia de la legalidad, el cumplimiento de los fines de la corporación y la alta inspección,
pero que concretamente se articule únicamente a través de los mecanismos de alta inspección, de la rendición
anual de cuentas y de la realización de auditorias, debiendo darle un nuevo talante a la actividad estatal de tutela,
transformándose de una actividad cuasi policial o de control, es decir, de carácter negativo, en una actividad más
positiva y constructiva, que ayude a desarrollar a esta corporación todas sus potencialidades en el cumplimiento
de sus fines institucionales y en sus políticas y acciones de solidaridad y cooperación con terceros. Llevando inclu-
so a una nueva concepción ONCE-Estado que se plasme en un texto de rango legal»
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	Contenido
	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Facultades legislativas y normativas
	
	
	

	
	
	
	

	Velar por la coordinación entre los servicios que
la ONCE presta y la política social general
desarrollada por el propio Ministerio
	
	
	SI

	Aprobar Estatutos
	SI
	SI
	SI

	La ONCE deberá remitir al Consejo de
Protectorado para su conocimiento, todas las nor-
mas internas que se dicten para el desarrollo de
los Estatutos
	
	
	SI

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
proyectos normativos por los que deba regirse el
funcionamiento de la organización
	SI
	
	

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
proyectos normativos internos de la propia orga-
nización sobre desarrollo estatutario
	
	SI
	

	Proponer medidas normativas para el correcto
cumplimiento de los fines de la organización.
	
	SI
	SI

	Promover medidas legislativas/normativas
	SI
(Legislativas)
	
	

	Facultades presupuestarias
	
	
	

	Informar con carácter preceptivo y vinculante los
presupuestos
	SI
	SI
	

	Ser informado documentalmente, durante el mes
de diciembre del  año  anterior,   de los  pre-
supuestos ordinarios de la organización, y en su
momento, de las modificaciones a los mismos,
así como de los presupuestos extraordinarios
cuando se produzcan.
Dichos presupuestos contendrán las previsiones
y grandes magnitudes del ejercicio respecto de
CEOSA, así como los criterios y cuantías de los
flujos económicos entre la ONCE y su corpo-
ración empresarial.
	
	
	SI
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	Contenido
	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Simultáneamente a la presentación e informa-
ción de los presupuestos de la organización, ser
informado por el Consejo General sobre los
mecanismos y procedimientos adoptados para
ejercer el control sobre CEOSA, al objeto de
que ésta cumpla adecuadamente los objetivos
empresariales o sociales que la ONCE le ha
asignado, y sobre el cumplimiento de los crite-
rios de funcionamiento de CEOSA que en su
caso, pudiera fijar el Consejo de Ministros.
	
	
	SI

	Ser informado documentalmente dentro de los
seis meses siguientes al cierre del ejercicio
económico, sobre las cuentas y los balances
consolidados de la ONCE, así como de la
liquidación del presupuesto y, en general, de la
situación económica, financiera y patrimonial
de la organización incluida CEOSA
	
	
	SI

	Aprobar las plantillas
	SI
	
	

	Autorizar actos de disposición sobre el patrimonio
	SI
	SI
	

	Ser informado de los actos de disposición que
afecten al patrimonio
	
	
	SI

	Autorizar inversiones de la Organización
	
	SI
	

	Ser informado de las inversiones realizadas
	
	
	SI

	Intervención de ingresos, gastos y pagos
	SI
	SI
	

	Autorizar la aceptación de herencias, legados y
donaciones
	
	
	SI

	Informar con carácter previo la aceptación de
herencias, legados y donaciones
	
	
	SI

	Autorizar el endeudamiento de la Organización
	
	SI
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	Contenido
	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Conocer y analizar los informes de auditorias sobre
las cuentas anuales individuales y consolidadas de la
organización, y de CEOSA que se realizarán con
periodicidad anual y serán encargadas por aquélla a
una empresa auditora independiente
	
	
	SI

	Facultades inherentes al procedimiento
administrativo
	
	
	SI

	
	
	
	

	Resolver reclamaciones y recursos contra los actos
del Consejo general o del Delegado General
	SI
	
	

	Resolver las reclamaciones y recursos contra los
actos de la organización, agotando la vía adminis-
trativa previa a la jurisdiccional, en materia de
afiliación y de las modalidades de juegos autoriza-
dos a la ONCE, cuando, en este último caso, la
cuantía del asunto supere 4.000.000 de pesetas
	
	
	SI

	Los informes que de acuerdo con lo establecido en
el presente Real Decreto deban ser elevados por la
ONCE al Consejo de Protectorado, tienen carácter
previo y preceptivo en relación con aquellas mate-
rias a las que los mismos se refieran
	
	
	SI

	Facultades inherentes al sorteo del cupón 276
	
	
	

	Establecer y regular todos los aspectos de los sor-
teos del cupón
	
	SI
	

	Informar las propuestas que se eleven al Consejo de
Ministros sobre las autorizaciones que, en materia de
juegos de azar autorizados a la ONCE, sean precisas
conforme a lo previsto en el artículo 7 del presente
Real Decreto.
	
	
	SI

	Establecer d!e conformidad con lo dispuesto en el
artículo 7 los criterios y procedimientos adecuados para
ejercer el control sobre las materias relativas al cupón y
otras modalidades de juego autorizadas a la ONCE
	
	
	SI
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276 Vide Sentencia Audiencia Provincial Valladolid, núm. 74/2000 (Sección 1a), de 14 de febrero, Ar. 841:
«FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.- Ejercitada en la demanda origen de este procedimiento una acción de responsabilidad extra-
contractual «ex» artículos 1902 y 1903 del Código Civil contra la «Organización Nacional de Ciegos
Españoles» (ONCE), y apreciada por la Juzgadora de Instancia la excepción de incompetencia de jurisdic-
ción invocada por la entidad demandada ante su condición de Corporación de Derecho Público, se inter-
pone recurso de apelación contra dicha resolución por la actora, doña Ma del Carmen P.. L., quien pone de
manifiesto en el acto de la vista su disconformidad con la resolución dictada en la instancia y en especial
con el hecho de que en la misma no se entrase en el conocimiento de la cuestión de fondo suscitada, al
entender que pese a la naturaleza de Corporación de Derecho Público que evidentemente ostenta la ONCE,
no es propiamente «Administración Pública» y por ello al ejercitarse contra la misma una acción de respon-
sabilidad extracontractual en la que lo que en definitiva se denuncia no es más que una actuación consti-
tutiva de un ilícito civil por un empleado de la Organización, la competencia para el conocimiento del asun-
to debió entenderse correspondiente al Orden Jurisdiccional Civil.
SEGUNDO.- Ciertamente asiste la razón a la Juzgadora de Instancia cuando al examinar la primera de las
excepciones planteadas no hace sino reconocer la evidencia de que la entidad demandada es una
Corporación de Derecho Público que desarrolla su actividad bajo el Protectorado del Estado y que tal y
como establece la Ley 29/1998, de 13 de julio (RCL 1998, 1741) Reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, corresponde a la misma conocer de los actos y disposiciones de las
Corporaciones de Derecho Público adoptados en el ejercicio de sus funciones, al equipararse a estos efec-
tos por dicha Ley a la Administración Pública. Asimismo, acierta también la Juzgadora de Instancia cuan-
do señala que al ser la materia relativa al sorteo del cupón una de las atribuciones en que se produce el
Protectorado del Estado sobre la ONCE, ejercido a través del Consejo de Protectorado legalmente estable-
cido, las cuestiones que pudieran plantearse en dicha materia caerían también bajo el ámbito del necesario
conocimiento por la Jurisdicción Contencioso-Administrativa, máxime cuando en la nueva ley reguladora
de dicha jurisdicción se establece un principio general de competencia para la reclamación de responsabil-
idad patrimonial de la Administración Pública cualquiera que sea la naturaleza de la actividad o el tipo de
relación de que derive.
TERCERO.- Sin embargo, y aunque de lo hasta aquí señalado pudiera entenderse que es correcta la
decisión de la Juez de Instancia en un pronunciamiento que obsta al conocimiento de la cuestión de fondo
planteada con la demanda, considera esta Sala que, al menos en el presente caso, asiste la razón a la parte
apelante, pues lo cierto es que de la narración de hechos efectuada en la demanda, de la que no resulta exce-
sivamente fácil concretar el hecho imprudente o negligente imputado, al menos se colige que no existe,
porque no se ha producido, acto o disposición de ningún tipo emanado de la ONCE susceptible de
impugnación, ni tampoco la demanda refiere actuación alguna en materia de sorteo del cupón contra la que
pudiera haberse planteado recurso o reclamación alguna que determinase la necesaria intervención del
Consejo de Protectorado. Es por ello que dado que, en realidad, lo que se plantea en la demanda como
«ilícito civil» no es sino la imputación de un delito de apropiación o engaño a la actora por el vendedor de
cupones de la ONCE, que entrega un billete como reintegro por el que merecedor de premio le entrega la
demandante, quien considera que su billete no estaba premiado con el reintegro sino con el premio gordo
de cinco millones de pesetas, la acción de responsabilidad extracontractual puede ser perfectamente enjui-
ciada ante esta jurisdicción, máxime cuando lo contrario obligaría a la demandante a continuar el cons-
abido peregrinaje jurisdiccional viéndose abocada a acudir al Orden Contencioso-Administrativo una vez
agotada la vía penal y tras cerrársele esta jurisdicción, en la que se llega además al trámite de apelación
tras haberse tramitado en su integridad el procedimiento en la primera instancia».
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	Contenido
	R.D.
1.041/198
1, de 22
de mayo
	R.D.
2.385/1985,
de 27 de
diciembre
	R.D.
358/1991,
de 15 de
marzo

	Recabar cuanta información considere precisa para
verificar el volumen de las emisiones realizadas, la
recaudación obtenida, los premios pagados, los pre-
mios caducados y cuantos datos sean precisos para ver-
ificar el cumplimiento de los Acuerdos de autorización
	
	
	SI

	Facultades sobre los programas de los servicios
sociales
	
	
	

	
	
	
	

	Ser informado sobre los programas de los servi-
cios sociales
	
	
	SI

	Elaborar planes y proponer convenios de coop-
eración
	
	
	SI

	Facultad de nombramiento de cargos
	
	
	

	
	
	
	

	Informar propuesta de nombramiento/cese del
Director General
	SI
	
	

	Otras facultades
	
	
	

	Realizar cuantas actuaciones sean necesarias
para el mejor ejercicio del protectorado
	
	SI
	

	En general, realizar cuantas acciones sean nece-
sarias para el mejor desenvolvimiento de la
ONCE, la correcta consecución de sus objetivos
y la coordinación más idónea con la
Administración del Estado
	
	
	SI

	Facultades exorbitantes
	
	
	

	Existencia de un Gabinete Técnico con funciones de:
secretaría, inspección y seguimiento de los acuerdos
	
	SI
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Estatutos, el protectorado carece de facultades efectivas respecto a la normativa interna de la orga-
nización, pero sin embargo se conjuga con equilibrio el resultado, tras lo expuesto en el párrafo
anterior, pues en su caso el Consejo de Protectorado puede promover medidas legislativas.
b)
Facultades presupuestarias.
El presupuesto, las inversiones, la disposición patrimonial la intervención de ingre-
sos, gastos y pagos, la autorización de herencias, legados y donaciones, así como auto-
rizar el endeudamiento de la organización son facultades de las que hoy no dispone el
protectorado, y que sin embargo estuvieron en su campo de atribuciones. La consecuen-
cia que se desprende de esta afirmación, es que la ONCE es soberana para determinar
el como, el cuánto y en qué distribuye los fondos de la organización.
Sin embargo, el Consejo de Protectorado tiene un profundo conocimiento del desa-
rrollo económico de la corporación, incluyendo las magnitudes correspondientes a
CEOSA. Además sobre esta última se garantiza su control efectivo, al objeto de que
cumpla los objetivos empresariales y sociales asignados.
En definitiva, supone una adecuación a una nueva modalidad de relación y regula-
ción, más acorde con el mundo que vivimos.
c)
Facultades inherentes al procedimiento administrativo.
Inicialmente el Consejo Superior de Ciegos resolvía en última instancia todas las reclamacio-
nes que se producían en el seno de la organización, como único y máximo órgano de la ONCE.
En la actualidad, la resolución de reclamaciones y recursos versará sobre materia de afiliación
y modalidades de juego autorizados a la ONCE, cuando la cuantía del asunto supere 24.040
euros277. Los informes que le serán elevados, tienen carácter previo y preceptivo, pero no vincu-
lante, en relación con aquellas materias a las que los mismos se refieran.
277 Vide José Luís REGUERO IBÁÑEZ, "Las corporaciones de derecho público en el proceso contencioso-adminis-
trativo", en Los colegios profesionales. Administración corporativa, Consejo General del Poder Judicial, Madrid, 2001,
pp. 1.06-107: «En el caso de la ONCE, cuando se esté ante actos de sus órganos centrales -Consejo General, Director
General- que agoten la vía administrativa, se tratará de actos recurribles ante el Tribunal Superior de Justicia de Madrid,
de nuevo por la regla del art 10.1.  j) LJ en relación con el art 14.1 Primera LJ. Ahora bien, para el caso de que el Consejo
de Protectorado ejercite las funciones del art 8.3.1) del RD 358/91, esto es, resuelva "las reclamaciones y recursos con-
tra los actos de la Organización, agotando la vía administrativa previa a la jurisdiccional, en materia de afiliación y de
las modalidades de juegos autorizados a la ONCE, cuando, en este último caso, la cuantía del asunto supere 4.000.000
de pesetas" (texto actualizado conforme al RD 1200/1999, de 9 de julio) la competencia será del mismo Tribunal. En
efecto, es cierto que a tenor del art 8.2 del citado Real Decreto esa fiscalización la ejerce el Consejo presidido por "el
Ministro de Trabajo y Asuntos Sociales" (texto actualizado conforme al RD 1200/1999, de 9 de julio). Esa presidencia
no lleva a aplicar la regla competencial ni del art 11.1 .a) ni del b) LJ, pues el órgano que ejerce la potestad de protecto-
rado es el Consejo y no el ministro».
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d)
Facultades inherentes al sorteo del cupón y demás juegos de azar autorizados.
Este es uno de los aspectos en los que se han reforzado las atribuciones de la
Administración, como consecuencia de las desavenencias surgidas con la ONCE en el
transcurso del tiempo278. Su justificación se explica a lo largo de este trabajo, atendien-
do a las circunstancias especiales que concurren para que la ONCE pueda ofrecer tra-
bajo y prestar servicios a los destinatarios de su actividad.
e)
Facultades sobre los programas de servicios sociales.
En este campo de actividad la cooperación entre la Administración y la Corporación
de Derecho Público supone un modelo a seguir.
f) Facultad de nombramiento de cargos.
Como consecuencia de la naturaleza jurídica de la ONCE se trata de una facultad
que corresponde a los propios invidentes.
g) Otras facultades.
Se trata de proponer cuantas medidas puedan ayudar a conseguir mejores fines para
todos los destinatarios de la actividad de la ONCE. Se refuerza la coordinación con la
Administración del Estado como un elemento clave a la hora de entender los servicios
sociales en la actualidad.
278 Vide Jesús MONTORO MARTÍNEZ, Los ciegos en la historia, Tomo V, o.c, p. 742: «El Consejo
General de la Organización Nacional de Ciegos Españoles lanzó en 1995 un ultimátum al Gobierno para
que diera una respuesta a sus reiteradas peticiones sobre la actualización del sorteo del cupón de los cie-
gos. En una reunión extraordinaria celebrada el 16 de septiembre de dicho año por los Consejeros de
Unidad Progresista se acordó solicitar, en los próximos 15 días, la convocatoria extraordinaria del Consejo
de Protectorado para que debatiera su propuesta y elevara su decisión al Consejo de Ministros. La ONCE
se quejaba de que las negociaciones, que ha mantenido hasta ahora con el Gobierno, no han superado el
nivel de los Subsecretarios, y de que se aproxima el final de año sin que se haya decidido algo para el pró-
ximo quinquenio. Alegaba el Consejo General de la ONCE, que el Consejo de Protectorado no debe limi-
tarse a controlar al Organismo Tiflológico, porque, además, tiene la obligación de velar para que el funcio-
namiento de ésta sea óptimo, haciéndole más flexible para poder adaptarse al ritmo de los mercados.
La Organización Nacional de Ciegos Españoles ha perdido en el último quinquenio 60.000 millones de
pesetas por esta causa, ya que en ninguno de los últimos cinco años ha alcanzado la entidad el techo legal
de facturación del cupón, que ascendió en 1994 a 300.000 millones de pesetas. La ONCE propuso elevar
el precio del cupón ordinario a 200 pesetas y el de los viernes a 250 pesetas, a partir del 1 de enero de 1996.
La flexibilidad es entendida por el Organismo Tiflológico, como el poder aplicar mayores márgenes de por-
centajes comerciales a la distribución de los premios, que actualmente tienen un máximo del 47,5 por cien-
to en el cupón ordinario y el 52.5 por ciento en el de los viernes; pero el Gobierno tiene distinto concepto
de la flexibilidad para la corporación de invidentes»
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h) Facultades exorbitantes.
Incluyo este apartado, haciendo referencia a la existencia de un gabinete técnico con
funciones variadas (R.D. 2385/85). Dada la naturaleza jurídica de la relación entre la
Administración y la ONCE carecía de fundamento la existencia de un órgano de esta
naturaleza.
2.3. En el ejercicio del protectorado la Administración debe someterse a prin-
cipios consagrados.
Las disposiciones normativas que trazan el régimen jurídico de la actuación de la
Administración en esta materia, se sustentan en algunos principios elementales de ran-
cio abolengo en nuestra doctrina constitucional y administrativa.
2.3.1. Principio de legalidad.
El ejercicio del protectorado implica respeto escrupuloso al principio de legalidad.
Sobre el contenido de este principio debo recordar unas acertadas palabras del profesor
García de Enterría que sintetizan su esencia279:
«La sumisión de la Administración Pública a la Ley y el control efectivo de ese someti-
miento por un sistema eficaz de justicia administrativa que garantice a los ciudadanos consti-
tuye un rasgo esencial y definitivamente establecido del Estado contemporáneo. El sistema de
justicia administrativa se ha ido desarrollando y extendiendo hasta cubrir la plenitud de ese
sometimiento legal. Lo que comenzó presentándose como un control "objetivo", realizado en
el propio interés de la legalidad administrativa, ha pasado a ser, sin perjuicio de ese efecto refle-
jo, una técnica de garantía "subjetiva" de los ciudadanos, cuyos intereses vitales de cualquier
carácter no pueden ser afectados por las Administraciones públicas más que "en virtud de la
Ley" porque sólo en la Ley las sociedades occidentales admiten la prevalencia del poder públi-
co sobre esos intereses privados. [...].
Lo sustancial de los poderes administrativos son poderes discrecionales, que es
verdad que es la Ley la que los otorga y regula, que es verdad que el juez adminis-
trativo podrá controlar en cuanto a sus posibles excesos, pero que sustancialmente
dejan a los administradores extensos campos de libertad, de cuyo ejercicio podrá
derivarse una buena o mala gestión. El Derecho Público no pretende eliminar, en
modo alguno, la política, que es esencialmente sine qua non, libertad de opciones;
intenta sólo ponerle ciertos límites, postulados por la concepción del hombre y de
la sociedad sobre la que vivimos e intentamos seguir viviendo.
De nuevo reaparece aquí la idea ilustrada de la Ley como expresión y garantía
de la libertad, que hoy sentimos como consustancial a nuestra civilización».
279 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "La Administración pública y la ley", Revista Española de
Derecho Administrativo, 108, (2000), p. 574. Cfr. M. BELAD1EZ ROJO, "La vinculación de la
Administración al Derecho", RAP, 153, (2000), p. 320.
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Por tanto es necesario citar el principio de legalidad (arts. 9.3 y 103 CE), tal y como
ha afirmado Parada Vázquez280:
«La vinculación de toda la actividad administrativa a la legalidad se expresa en el artículo
103 de la Constitución, conforme al cual la Administración debe actuar con sometimiento
pleno a la Ley y al Derecho, lo que viene a significar, en principio, tanto como el sometimien-
to al Ordenamiento jurídico o al "bloque de la legalidad", comprensivo de toda la normativa
de origen parlamentario y administrativo, es decir, no reducida a las normas con rango de ley
formal».
2.3.2. Principio de adecuación al interés público281.
Parte de la doctrina282 considera que la conexión con el interés general constituye la vin -
culación mínima y necesaria que todo acto de la Administración debe tener con el Derecho283
para que esa actuación pueda considerarse conforme al ordenamiento jurídico y respetar así
la exigencia que deriva del principio de legalidad y, en última instancia, del principio de juri-
dicidad. En nuestro Derecho la norma que establece que la Administración actúa en benefi-
cio del interés general es el art. 103.1 de la Constitución que dispone lo siguiente: «La
Administración Pública sirve con objetividad los intereses generales y actúa de acuerdo con
los principios de eficacia, jerarquía, descentralización, desconcentración y coordinación, con
sometimiento pleno a la Ley y al derecho». Vínculo positivo que la Administración nunca
podrá desconocer, ya que en tal caso habría vulnerado no sólo el principio de legalidad -no
ha respetado la norma jurídica que establece que sólo podrá actuar en beneficio del interés
general-, sino que, además, habría desconocido el principio de juridicidad al haber actuado
sin que exista la norma atributiva de competencia.
Quizás sea este el momento de acotar en que consiste esa entelequia que utilizamos
los juristas con asiduidad: «interés público/interés general»284. Cabe preguntarse si
280
Vide Ramón PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo I, Parte general, Marcial Pons, Madrid,
1999, p. 424.
281
Cfr STS: 27 de octubre de 1962; 31 de octubre de 1970; 24 de abril de 1973; 14 de enero de 1976; 16
de junio de 1978; 25 de julio de 1979; 14 de diciembre de 1979; 28 de septiembre de 1983; 3 de diciem-
bre de 1985; 30 de septiembre de 1986; 19 de julio de 1988, entre otras.
282
Vide M. BELADIEZ ROJO, "La vinculación de la Administración al Derecho", RAP, 153, (2000), pp. 328-329.
283 Vide STS de 6 de abril de 1979 (Ar. 1571): «[...], puesto que también si la Administración por razones de inte -
rés público regula el condicionado de una póliza sustrayéndole a la voluntad de los contratantes, es evidente que
se conculcaría dicho interés consintiendo después de su vigencia la aplicación de unas cláusulas ya derogadas,
aunque estén aún reflejadas en el documento formal suscrito por los contratantes y constituyan sus voluntades
contractuales, máxime cuando como en este caso ocurre, las nuevas disposiciones legales admiten su acomoda-
ción a ellas, porque entonces esas cláusulas derogadas no son vivo reflejo de las nuevas normas de interés públi -
co que exige el nuevo condicionado de tales pólizas [...]».
284 Vide Ramón MARTÍN MATEO, "La sustantividad del derecho administrativo", RAP, 53, (1967), p.
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cuando hablamos de interés público, estamos hablando de un concepto jurídico indeter-
minado, o nos referimos a una arbitrariedad de los poderes públicos. Se admite por la
doctrina que estamos en el primer supuesto285, y que es posible su control judicial.
Así ha sido explicado, aunque con matices, por los profesores Alejandro Nieto286:
«los intereses generales son indefinidos (en cuanto que ninguna norma lo hace) e indefini -
bles objetivamente (en cuanto que no existe criterio objetivo alguno para realizar esta opera-
ción), con la consecuencia de que su función primordial sigue siendo ideológica, es decir, de
cobertura legitimadora de los Poderes públicos para justificar el contenido de sus decisiones e
incluso su mera intervención formal en las relaciones sociales. Constatado esto, el análisis ha
demostrado, sin embargo, que no es lícito detenerse aquí, ya que la función ideológica tiene
una segunda vertiente no menos importante: la limitación del Poder. Si el Poder se legitima por
los intereses generales, es claro que dicha legitimación únicamente opera cuando existen tales
intereses y fuera de ellos la actuación se convierte en ilegítima»;
y García de Enterría287:
«pero me parece que no puede caber ninguna duda en estos dos asertos esenciales:
primero, que el término «interés general» es, en efecto, un «concepto jurídico indetermi-
nado» en cuanto es utilizado por las Leyes; y, segundo, que justamente por ello, y sólo
por ello, el juez puede controlar -y controla de hecho- su aplicación por la
Administración. [...]. Que la idea de interés público o de interés general es un «concepto
legal» (mejor que «jurídico», para evitar el equívoco de que se trate de cualquier cons-
trucción intelectual y abstracta, como podría dejarse suponer) de alcance indeterminado,
es la evidencia misma, desde el momento en que las leyes lo emplean con frecuencia y
porque su alcance es, evidentemente, indeterminado, pues no permite una aplicación pre-
cisa, determinada e inequívoca en un supuesto dado. [...]. Interés general o interés públi-
co son guías claras que utiliza el constituyente para organizar instituciones o actuaciones
públicas. En modo alguno podrían interpretarse, precisamente, como expresiones que
habiliten a los titulares de los poderes públicos para acordar lo que su buen querer o ima-
ginación puedan sugerirles, como habilitantes de una verdadera discrecionalidad, en sen-
tido técnico, según la cual cualquier decisión, cualquier opción entre alternativas sería
47: «[...]• Pero siempre habrá de concluirse sobre la presencia o no del interés público, porque esta noción
es, en sí metajuridica, cuya trascendencia para el mundo del Derecho sólo resulta de su concreción norma-
tiva y de !a decisión al respecto del órgano estatal competente. [...]. Queda, pues, demostrado que la con-
secución de finalidades de interés público, bien que inherente a todas las actividades de la Administración,
ni es exclusiva de ésta ni implica por sí la utilización de un régimen imperativo. [...]».
285 Vide J.Ma. GIMENO FELIU, "Sistema económico y derecho a la libertad de empresa versus reservas
al sector público de actividades económicas", RAP, 135, (1994), p. 209. También hace referencia a la STC
68/1984, de 11 de junio: «No cabe desconocer que la facultad atribuida por la Constitución al Estado para
definir el interés general, concepto abierto e indeterminado, llamado a ser aplicado a las respectivas mate-
rias, puede ser controlado, frente a posibles abusos, y a posteriori, por este Tribunal».
286 Vide Alejandro NIETO, "La Administración sirve con objetividad los intereses generales", en Estudios
sobre la Constitución Española (Homenaje al profesor Eduardo García de Enterría), Vol. III, Cívitas,
Madrid, 1991, pp. 2185-2253.
287 Vide Eduardo GARCÍA de ENTERRÍA, "Una nota sobre el interés general como concepto jurídico
indeterminado", REDA, 89, (1996), pp. 69-89.
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legítima. Más bien la intención del constituyente, [...], viene a ser precisamente la
contraria. [...]. La Administración no cuenta con una autonomía de actuación com-
pleta. Su actuación está en principio determinada por las Leyes, las cuales son las
que efectúan, dentro de la Constitución, la selección de lo que en el concierto social
debe ser calificado de interés general y confiado, en una u otra medida, a la gestión
administrativa. Pero esta primera selección no agota la función del interés público.
Con toda normalidad, las leyes encomiendan a la Administración una actuación
determinada, y aun, dentro de ese ámbito de actuación, prescriben la necesidad de
que la Administración tome en cuenta para adoptar ciertas medidas (excepciones al
régimen común, adopción de medidas exorbitantes, etc.), un interés más cualifica -
do».
La finalidad a que la Administración Pública queda sujeta es el servicio a los inte-
reses generales. El servicio a los intereses generales, no califica por sí mismo (desde
esta perspectiva integradora o superadora de la oposición entre intereses públicos e
intereses privados) de público al Derecho regulador de la Administración Pública. El
carácter público de este Derecho deriva de la circunstancia de que sus normas tienen
por destinatario un Poder Público. Existe una acepción estricta de interés general, a
saber: «los bienes jurídicos imputables a la colectividad, cuya tutela corresponde, por
ello, a los poderes públicos, es decir, a las organizaciones estatales (o a las designadas
por éstas), en cuanto gestores cabalmente de los intereses del común o no pertenecien-
tes (en su caso, no asignados) a la esfera propia de los sujetos privados». En esta acep-
ción, «el interés general se identifica con el interés público y se contrapone, genérica-
mente, al interés particular o privado»; pero se trata de una contraposición genérica,
«no es de naturaleza, no da lugar inexorablemente, en todos los supuestos, a una con-
tradicción irreductible entre los mismos, en términos de bloques; de intereses compac-
tos, diferenciados, incompatibles y, por tanto, portadores de exigencias inconcilia-
bles [...]. Consecuentemente, no es infrecuente que, en función de las circunstan-
cias del caso, la satisfacción de un interés general o público, sí entra en contradic-
ción con unos concretos intereses privados, de otro lado y al mismo tiempo coinci-
da objetivamente o sea perfectamente compatible con otros intereses privados dis-
tintos»288. No es la peculiar teleología apuntada (el servicio a los intereses genera-
les) el criterio último de división entre los Derechos Público y Privado.
Esta sería una visión de los intereses generales como inmanentes a los intereses par-
ticulares, según la cual «se admite que la Administración no está solo para realizar los
intereses generales sino también, y con igual título, los intereses particulares, igualmen-
288  Cfr. Luciano PAREJO ALFONSO, "El interés general o público", Manual de derecho administrati-
vo, Vol. I, 4a edición, Ariel, Barcelona, 1988, pp. 240-241.
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te dignos de protección y fomento. Circunstancia que facilita la ruptura del prin-
cipio absoluto de la prevalencia de los intereses generales»289.
En todo caso, tal y como afirmó el profesor Parejo Alfonso290, la cuestión estri-
ba en que es imposible una definición a priori del interés público, pues el mismo
ha de ser identificado en cada caso. Su definición es difícil, si no imposible, en tér-
minos generales. Resulta más sencilla desde una perspectiva negativa, es decir,
mediante la identificación de actividades o medidas que atentan contra el mismo.
El contenido del interés público únicamente puede ser referido a valores, actuacio-
nes y bienes existentes en cada momento histórico. Esta de la historicidad es, por
cierto, otra característica del interés público, en la medida en que las comunidades
políticas asumen en el tiempo diversos intereses o bienes colectivos. Las expresio-
nes "interés público" e "interés general" son, por lo demás, versiones recientes de
otra fórmula más depurada y precisa: la de bien común. El rechazo a las técnicas
mediante las que antaño se buscó y delimitó el bien común (las técnicas previas al
constitucionalismo, las propias del Antiguo Régimen) produjo el arrumbamiento
de la expresión (no, lógicamente, de su esencia). El concepto de bien común vino
entonces a ser formulado con palabras como interés general, interés público, inte-
rés social, utilidad pública, etc. En esta mutación terminológica confluyeron, junto
a la apuntada, causas muy variadas: además del carácter económico que en ellas
se percibe (interés y utilidad), el naciente socialismo jugó también en dicha muta-
ción su papel.
Quizás ahora resulte más sencillo entender el ejercicio del protectorado y su
relación con el interés público.
IV. Grupo normativo regulador.
1. Derecho estatal.
1.1. Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto
1200/1999, de 11 de julio y Real Decreto 1359/2005, de 18 de Noviembre.
La regulación de la ONCE se determina en el Real Decreto 358/1991, de 15
de marzo, modificado en parte por el Real Decreto 1200/1999, de 11 de julio, y
289
Cfr. A. NIETO, "La Administración sirve ...", o.c, pp. 2208-2209.
290
Cfr. Luciano PAREJO ALFONSO, Antonio JIMÉNEZ BLANCO y Luís ORTEGA ALVAREZ,
Manual de derecho administrativo, Vol. I, ed. Ariel, Barcelona, 1988, p. 468.
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Real Decreto 1359/2005, de 18 de noviembre, que han sido abordados con ante-
rioridad. Por tanto, tendríamos que considerar el Real Decreto estatal y demás
normas estatales que los complementen y desarrollen.
1.2. Acuerdo General entre la ONCE y el Gobierno de la Nación.
Entre las normas que complementan y desarrollan el Real Decreto estatal, debo hacer
referencia al Acuerdo General entre la ONCE y el Gobierno de la Nación, aprobado por
Consejo de Ministros de 27 de febrero de 2004, en el que se recoge un nuevo marco para la
explotación de los juegos de azar, que permite, en cómputo anual, elevar la distribución de
premios hasta el 55% y la posibilidad de venta de juegos semiactivos291.
2. Derecho propio de la ONCE.
La autonomía normativa tal y como la describe el insigne jurista M.S. GIANNINI,
es la potestad atribuida por el ordenamiento jurídico estatal a entes diferentes del
Estado de emanar normas pertenecientes al mismo ordenamiento jurídico estatal292.
Pues bien, en este caso, el sistema pivota sobre los estatutos de la organización y regla-
mentaciones internas, que en definitiva son los que harán efectivos los derechos y obligacio-
nes inherentes a la actividad de la organización293. Dada la naturaleza jurídica de la ONCE,
cuando desempeñe funciones delegadas por la Administración, las normas que las discipli-
nan se incardinan en el ordenamiento jurídico-adrninistrativo.
291 Vide Memoria de la ONCE y su Grupo, año 2003, pp. 39-40: «En el mes de julio se llegó a una resolución
en el seno del Consejo de Protectorado para revisar el Acuerdo General de 1999 creándose a tal fin una comi-
sión negociadora integrada por representantes de ambas partes. Las conversaciones comenzaron en septiembre
y concluyeron con la firma el día 3 de febrero, ya en el año 2004, aprobando el Consejo de Ministros dicho
Acuerdo, y en especial en lo relativo a autorizaciones de juego de azar, en su sesión de 27 de febrero.
El Cuerdo General de 1999 se suscribió para un período de 10 años, pero su revisión estaba previs-
ta en su 5o año de vigencia, es decir, en 2003. Dicha revisión era aconsejable porque todos tos com-
promisos de la ONCE se habían cumplido plenamente en 4 años y medio y porque, sobre todo, resul-
taba imprescindible ante la constatación de que el marco de autorizaciones del Gobierno a la ONCE
en materia de Cupón y juego de azar era claramente insuficiente, lo que le estaba provocando a nues-
tra Entidad una caída de competividad y de ingresos por dicho concepto debido a la falta de flexi-
bilidad respecto de la capacidad comercial autorizada a la ONCE. Por ello era urgente, acometer, con
carácter prioritario e inmediato, la mejora de dicha marco de autorizaciones para frenar el retroceso
comercial y de ingresos y para recuperar una tasa de crecimiento económico razonable, que permi-
tiera atender debidamente el amplio abanico de obligaciones sociales de la Entidad y asegurar su
solidez y estabilidad financiera en el futuro».
292 Vide M.S. GIANNINI, "Autonomía, saggio sui concern" di autonomía", Revista Trimestrale di Diritto Pubblico,
4,(1951), p. 856.
293 Vide José Manuel TEJERIZO LÓPEZ, Los monopolios fiscales, Instituto de Estudios Fiscales, Madrid,
1975, pp. 120-121: «Otra cuestión que debemos plantearnos en este momento, es si el Patronato de Puestas
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2.1. Estatutos de la ONCE294.
2.1.1. Secuencia temporal, contenido y reforma de los mismos.
El art. 37 del Código Civil se refiere a la figura de los estatutos cuando se plantea la
cuestión de la capacidad civil de la asociación295. Habrá lugar a la potestad reglamenta-
ria sólo cuando la propia ley296 de creación de la corporación así lo establezca y en los
términos y con el alcance que ésta prevea297.
Mutuas tiene la posibilidad de dictar normas en el ámbito de su competencia, en definitiva, si posee lo que
la doctrina llama "autonomía normativa".
El problema referido, en general, a los entes instrumentales aparece resuelto pacíficamente en el sentido
de negar a estos entes tal autonomía. En efecto, no tiene ningún sentido tal autonomía. El Estado, en un
cierto momento, crea un ente determinado para el cumplimiento de unos fines concretos. Después es tam-
bién quien determina su organización y actuación a través de los oportunos reglamentos y sólo en la fase
de actuación concreta se manifiesta la voluntad del ente, pero esta manifestación es exactamente la misma
que tendría una persona jurídica de derecho privado.
Esta argumentación que hemos realizado ¿se puede aplicar sin más al monopolio de las quinielas?. En
nuestro ordenamiento positivo se plantean algunas dudas porque se equiparan las normas estatales y las
disposiciones que dicta el organismo que administra el monopolio.
El problema se resuelve indagando sobre la naturaleza jurídica de estas últimas. Para nosotros las disposiciones que
en diferente momento dicta el Patronato de Apuestas Mutuas para regular el contrato de apuesta a que da lugar el
monopolio, deben incluirse en la categoría de condiciones generales de contratación, puesto que se refieren a la
reglamentación concreta del juego y además nos encontramos ante un contrato de adhesión. Es decir, que el
Patronato en este momento actúa de la misma manera que lo hace una sociedad anónima en condiciones similares.
La conclusión, por tanto, es negar asimismo la autonomía normativa en el caso que nos ocupa».
294 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, Esperanza RUPEREZ ANTÓN, Fernando SAN MIGUEL CÁNO-
VAS, La organización nacional de ciegos españoles. Análisis de un modelo organizativo singular, La Ley,
Madrid, 1990, pp. 58-59: «Ahora bien, conviene hacer algunas breves precisiones acerca del significado y alcan-
ce del término "estatuto" o "estatutos". En efecto, la palabra "estatuto" tiene en castellano diversas acepciones,
entre las que están, sin duda, las dos siguientes: en un sentido "estatuto" equivale a ley, regla o norma que persi-
gue determinada finalidad (el gobierno de un cuerpo, la determinación del régimen autonómico de una región).
En otro sentido, "estatuto" se usa para referirse al régimen jurídico a que están sometidas las personas, por razón
de nacionalidad, de territorio, de profesión o de otro tipo de condiciones personales. En el primer caso, el Estatuto
(con mayúscula) es una especie del género ley, es una disposición legal; en el segundo, en cambio, el estatuto
(ahora con minúscula) constituye el contenido de una ley, reguladora precisamente del régimen jurídico de las per-
sonas o cosas de que se trate.
Obviamente, los Estatutos de la ONCE deben ser entendidos en la segunda acepción, ya que tienen un contenido
estrictamente de regulación interna de la Corporación ONCE y constituyen el máximo exponente del principio de
autonomía de la Corporación. Ahora bien, no sería demasiado arriesgado mantener el criterio de que las propias
normas fundacionales de la ONCE articulan un mecanismo de delegación normativa o cuasinormativa en favor
de la propia ONCE al objeto de elaborar sus Estatutos y, aunque la aprobación de éstos se residencia en el Consejo
de Protectorado (órgano colegiado de la Administración), el argumento no pierde su virtualidad sino que se ve
debilitado por un rasgo más de exorbitante intervencionismo administrativo.
Encontramos en el Real Decreto 1041/1981 una aislada referencia al término Estatutos en el artículo 7.2.a), al atri-
buir la competencia para su aprobación al Consejo de Protectorado, pero sin establecer los más mínimos criterios
en cuanto a su contenido básico, procedimiento de elaboración, plazos, etc. Sin embargo, el Real Decreto
2385/1985, que define por primera vez a la ONCE como Corporación de Derecho Público, realiza con una cier-
ta coherencia un amplio bosquejo de la cuestión estatutaria atribuyendo la competencia de elaboración de los
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El Consejo General en su sesión del 18 de diciembre de 1986, aprobó el proyecto de
los Estatutos de la ONCE, normativa que fue aprobada por el Consejo de Protectorado
en la sesión celebrada el 11 de mayo de 1988. Tras diversas modificaciones, el 23 de
noviembre de 1992, se publicaron los nuevos Estatutos de la ONCE, que fueron modi-
ficados por la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales (BOE de 13 de abril):
«[....]. Habiéndose aprobado por el Consejo de Protectorado de la Organización
Nacional de Ciegos Españoles, en reunión celebrada el 4 de junio de 1992, la nueva
redacción de los Estatutos de la Organización, adaptada a las Disposiciones del Real
Decreto núm. 358, de 15 de marzo de 1991 (BOE de 21 de marzo), procede, de acuerdo
con lo previsto en la Disposición Adicional de la citada norma, la publicación en el BOE
de dichos Estatutos, que se acompañan como anexo a la presente: resolución.
Madrid, 23 de noviembre de 1992.
En los mismos se reitera que la ONCE es una Corporación de derecho público, de carác -
ter social, a la que pueden pertenecer como afiliados los deficientes visuales españoles, admi-
tidos estatutariamente en ella. Extiende su actividad en todo el territorio del Estado y está
sometida al protectorado de éste. Sus prestaciones y prerrogativas sociales quedan garantiza-
das por lo establecido en la legislación vigente para las corporaciones de derecho público y, en
particular, para la ONCE. Ejerce, además de sus funciones privativas, funciones delegadas de
las Administraciones Públicas, a cuyo efecto dispone de los derechos y beneficios que le han
venido siendo reconocidos por la legislación vigente desde su creación (art. 1).
Estatutos al Consejo General de la ONCE, aunque continua reservando su aprobación al Consejo de Protectorado
y perfilando un contenido básico con materias tales como derechos y deberes de los afiliados, procedimiento de
afiliación, régimen disciplinario, régimen económico-financiero, estructura orgánica y organización territorial,
etc., a la vez que perfila en su Disposición Adicional un plazo de 6 meses para cumplimentar el trámite de elabo-
ración, que el Consejo General prácticamente cumplió ya que se constituyó en junio del 86 y remitió el proyecto
de Estatutos en diciembre de ese mismo año, habiéndose tomado la Administración para su estudio, maduración
y revisión el razonablemente modesto plazo que medió entre enero de 1987 y mayo de 1988».
295 Vide Código Civil, art. 37: «La capacidad civil de las corporaciones se regulará por las leyes que las hayan
creado o reconocido; la de las asociaciones por sus estatutos; y la de las fundaciones por las reglas de su institu-
ción, debidamente aprobadas por disposición administrativa, cuando este requisito fuere necesario».
296
Sobre un concepto singular de Ley, Vide J. ORTEGA y GASSET, Obras completas, Vol. VI, Madrid, 1952, pp.
230-231.
297
Vide Fernando GARRIDO FALLA, Tratado de Derecho Administrativo, Vol. I, Madrid, 1980, p. 309: «[...] la
potestad reglamentaria de los entes públicos distintos del Estado se concreta en dos tipos de normas: los Estatutos y
los Reglamentos. Con el nombre de Estatutos suele designarse el conjunto de normas que aprueban aquéllos para
reglar su propia organización, o mejor, para completarla en aquellas partes que no hayan sido regladas por ley estatal;
en cambio, reciben el nombre de Reglamentos las normas destinadas a regular las relaciones de dichos entes con sus
funcionarios, con sus componentes (si estuvieran constituidos sobre una base asociativa) o incluso con sujetos extra-
ños a ellos. Considera que, en principio, debe reconocerse la potestad estatutaria a todos los entes no territoriales, mien-
tras que la potestad de dictar Reglamentos que obliguen a terceros exige una específica consagración legal. [...]».
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Determina que la ONCE tiene personalidad jurídica y plena capacidad para el cum-
plimiento de sus fines y que goza de los beneficios de carácter procesal, tributario y
postal que la legislación estatal le reconoce (art. 2).
La ONCE runda su organización en la democracia interna, la unidad de su institu-
ción, la independencia de gestión y la autonomía administrativa y financiera. Asegura
el libre ejercicio de la participación de sus afiliados en el gobierno y administración de
la institución y fomenta el ejercicio de sus libertades fundamentales. Todo ello, de
acuerdo con lo establecido en cada momento por la legislación vigente (art. 3).
Ninguna Entidad pública o privada podrá utilizar el nombre de Organización
Nacional de Ciegos Españoles ni cualquier otro que pudiera resultar de la adición de
palabras, alteración o combinación de las que lo constituyan, ni las siglas ONCE. El
Consejo General de la Organización podrá acordar autorización expresa, y en su caso
revocarla, para que otras entidades o personas jurídicas, fundadas o constituidas por la
ONCE, al menos con participación dominante o mayoritaria, puedan utilizar el título de
la Organización Nacional de Ciegos Españoles, siempre y cuando los fines de la nueva
entidad queden encuadrados con los fines estatutarios de la ONCE (art. 4).
La ONCE explota, en exclusiva, la concesión estatal de la venta del cupón pro-cie-
gos y otras modalidades de juego de naturaleza activa o pasiva distinta del cupón que
pueda autorizar el Consejo de Ministros, o, en su caso, cualquier otra Administración
competente por razón de la materia (art. 5).
La reforma de los estatutos se configura determinando taxativamente quienes podrán
emprenderla, su debate y su remisión al Consejo de Protectorado, a los efectos oportunos298.
298 Su contenido es el siguiente:
«Título V. De la reforma de los Estatutos.
Artículo 80. La iniciativa para reformar los presentes Estatutos se ejercerá mediante escrito motivado, diri-
gido al Consejo General, en el que se especificará:
a) Filiación detallada de quienes lo soliciten, órgano colegiado o unipersonal.
b) Objeto de la reforma, aclarando el alcance pretendido por la misma.
c) Texto articulado que se ofrece como alternativa.
Artículo 81. La iniciativa para presentar el escrito de reforma mencionado en el artículo anterior, puede partir:
a) Del propio Consejo General, bastando para ello el voto favorable de dos quintos de sus integrantes.
b) De los Consejos Territoriales, requiriéndose que el acuerdo sea adoptado en cualesquiera de sus sesiones, sien-
do necesario que la propuesta parta de un quinto de todos los Consejos Territoriales, como mínimo.
c) Del Director General.
Artículo 82. Desde el mismo instante en el que se inste el proyecto de reforma, el Consejo General, a través de la
Comisión correspondiente, trabajará sobre la citada propuesta, recabando de la Dirección General los dictámenes y estu-
dios necesarios, los cuales se evacuarán al órgano colegiado en el plazo de un mes, a contar desde que sean solicitados.
La Comisión competente, actuando diligentemente, trasladará sus conclusiones al Presidente del Consejo
General, quien ordenará se convoque el Pleno.
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¡2.1.2. Naturaleza jurídica de la forma y del fondo de la aprobación de los
Estatutos de la ONCE.
Tal y como afirmara CALVO SÁNCHEZ299, la naturaleza jurídica de una institución
es ante todo una forma abreviada de expresar su régimen jurídico. Y para averiguar la
naturaleza jurídica de la ONCE ha de acudirse a la regulación que de los mismos hace
el derecho positivo (en este caso las disposiciones que forman parte del grupo norma-
tivo regulador que han sido estudiadas).
Los estatutos son la norma autónoma corporativa que disciplina la organización, estruc-
tura y funcionamiento de la ONCE y el status de sus miembros. Y es que el hecho de que la
aprobación se instrumentalice en una disposición del Gobierno, ha provocado, al fijarse
exclusivamente en este dato formal, que se califique a los estatutos como reglamentos esta-
tales, disposiciones generales emanadas por la Administración del Estado en el ejercicio de
su potestad reglamentaria, que viene así a. desarrollar otras disposiciones de más rango jerár-
quico. Sin embargo, esta calificación puede ser controvertida si tenemos en cuenta que es
producto de una visión exclusivamente formal, que confunde forma y fondo, continente y
contenido. Pues una cosa es la vestidura formal que se otorga a la publicación y otra distinta
es la norma corporativa en sí, fruto y producto de la autonomía de la organización300. De este
modo se avalaría la tesis de considerar el acto de aprobación como acto de control de legali-
dad301. Las consecuencias las pone de manifiesto CALVO SÁNCHEZ,, y son de alto porte302:
Artículo 83.
1.
La propuesta de reforma de los Estatutos, será debatida en el Pleno del Consejo General, y para que pros-
pere, se requerirá mayoría absoluta de los Consejeros que componen el citado órgano.
Si definitivamente resulta aprobada la modificación, inmediatamente se trasladará al Consejo de
Protectorado, a los efectos oportunos.
2.
Asimismo, podrán proponerse iniciativas para la reforma estatutaria en el supuesto de que se promulguen nor-
mas legales, que claramente impliquen la alteración obligada del texto de los vigentes Estatutos. [...]».
299
Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998, p. 229.
300
Ibídem, pp. 237-238. Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Fundamentos de derecho adminis -
trativo, Ceura, Madrid, 1988, p. 353: «En todos los sistemas normativos se ha experimentado un fenóme-
no de progresiva formalización y tipificación, de suerte que las normas son lo que son no porque posean
uno u otro contenido material, sino en virtud de datos extrínsecos, como la autoridad u órgano que los dicta,
el procedimiento de su elaboración e incluso el nombre o rótulo que se les asigna».
Vide Dictamen del Consejo de Estado de 28 de septiembre de 1978 (Exp. 41.786), a propósito del proyecto
de Estatutos del Colegio Nacional de Ópticos: «La primera cuestión que ha de dilucidarse es la de si, efectiva-
mente, debe o no considerarse como Reglamento ejecutivo de una Ley el texto de los Estatutos que, para su pro-
pio régimen, redactó una organización profesional encuadrada en la Ley de Colegios de tal índole. Entiende el
Consejo de Estado que semejantes prescripciones estatutarias aunque hayan de ser sometidas a la aprobación de
la Administración Pública carecen, en rigor, de ese carácter de Reglamento ejecutivo. No tienen, ante todo, la nota
de generalidad. Cada organización profesional los elabora dentro del ámbito que la Ley les reconoce y para su
exclusivo uso y régimen. La aprobación por la Administración Pública no tiene otro significado que el de com
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«En primer lugar, facilita el hallazgo de remedios contra la inactividad gubernamen-
tal en la aprobación de los estatutos [...]: al permitir básicamente, la aplicación del silen-
cio administrativo positivo. Permite en segundo lugar, situar en coordenadas completa-
mente diferentes el entendimiento del principio de legalidad sancionadora por relación a
la actividad disciplinaria de los Colegios Profesionales, lejos del esquema Ley-
Reglamentos estatales. [...]».
Quizás por ello en la Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos
Sociales, por la que se publican los nuevos estatutos de la ONCE se determina:
«Conforme al mencionado marco regulador, corresponde al Consejo General de la
Organización aprobar, por mayoría absoluta, la propuesta de modificación de sus
Estatutos, que deberá ser ratificada por el Consejo de Protectorado de la ONCE, quien
dispondrá su publicación en el "Boletín Oficial del Estado"».
Dicho de otro modo, la aprobación por el Consejo de Protectorado de los Estatutos
constituye un acto que persigue estrictamente la práctica de un control de legalidad de
los Estatutos previamente aprobados por la ONCE. La determinación es aquí un acto
(ratificación), no una norma o reglamento estatal, cuyo contenido es la aprobación de
la norma. De este modo, el acto sometido a aprobación es un acto perfecto y válido,
pero no puede surtir efectos hasta que sea aprobado. Y el acto de aprobación debe ceñir-
se a un control de legalidad303. Y además, esta tesis debe ser complementada con una
probar si, en el ejercicio de su potestad reguladora de su propio ámbito, que la Ley había de reconocer a estas
Corporaciones si no quería despojarlas de todo sentido y ponerlas en pugna con su propia tradición, tales
Corporaciones, como de Derecho Público que son, se mantuvieron o no dentro de los límites y obedecieron a las
prescripciones legales y reglamentarias que le son de aplicación. Mas ello no cambia ni altera su naturaleza pro-
pia, que es la de prescripciones orgánicas de carácter autonómico, atinentes a la organización y funcionamiento
de los organismos colegiales y obligatorias para quienes formen parte de ellos».
Vide Dictamen del Consejo de Estado de 5 de febrero de 1981 (Exp. 43.066).
302
Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998, p. 239.
303
Vide STS de 5 de diciembre de 1992 (Ar. 10.682): «Importa destacar [...] el procedimiento de elabo-
ración y aprobación de los Estatutos Generales de los Colegios de una misma profesión o los de ámbito
nacional, tal como aparece regulado por la Ley de Colegios Profesionales, Ley 2/1974, de 13 de febrero,
modificada por norma de igual rango tal la Ley 74/1978, de 26 de diciembre. El esquema procedimental
es simple. La autonomía de las Corporaciones profesionales, en tanto personificaciones de base sectorial
privada, se reconoce al atribuirles la sustancial fase de elaboración de tales Estatutos generales [...], atri-
buyéndose la aprobación, como acto de tutela debilitada o relativa, a la Administración del Estado tutelan-
te (en tanto que encomienda a aquellos Colegios determinadas funciones de interés general o supraprofe-
sionales), mediante la intervención, aprobatoria o desaprobatoria, del Consejo de Ministros que actúa, y es
de interés resaltarlo, a través y mediante formal propuesta del Ministerio al que se adscriben los Colegios
profesionales correspondientes, según se desprende del art. 6, ap. 2, en relación con el art. 2, ap. 3, y tam-
bién de la disposición Adicional Segunda, párrafo final, del texto legal citado (FJ. 2). [...].
Así las cosas, las actuaciones ponen de relieve que la inactividad administrativa, generadora del acto pre-
sunto, no fue achacable, según dijimos al Consejo de Ministros en sede final de aprobación conformado-
ra, sino al Departamento ministerial de constante referencia, al que incumbía depurar el texto elaborado
por el Consejo Superior, previa la preceptiva audiencia de los Colegios profesionales de Químicos, de
eventuales ilegalidades (FJ. 4). [...].
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segunda proposición que estaría sustentada en la siguiente afirmación: la potestad de
aprobación del Consejo de Protectorado de los Estatutos sólo puede estar orientada a
asegurar la correcta integración en el sistema estatal del sistema normativo de la ONCE,
mediante el respeto por los Estatutos de la organización de las disposiciones legales
vigentes304. Precisamente por ello, el oportuno control de legalidad se encomienda a
alguien extraño a la propia organización, para que verifique dicha constatación.
Sin embargo, no pasa desapercibido al jurista, que también estas disposiciones que
regulan la ONCE tienen el carácter de "norma paccionada", mediatizada por el influjo
del gobierno en temas capitales para la organización.
En todo caso, y sobre el fondo de la cuestión, quizás convenga recordar la doctrina
establecida por la STC 93/1992, de 11 de junio, donde el TC determina la naturaleza
jurídica de los Estatutos particulares confrontándolos a los Estatutos Generales.
Resultado de esa operación es que, mientras los Estatutos Generales sí son "disposicio-
nes administrativas de carácter general", es decir, reglamentos estatales, los particula-
res no tienen esta condición, reduciéndose a meras normas corporativas que se limitan
a dar cuerpo al Estatuto que se crea y configura un Colegio Profesional. Cobra especial
interés el F.J. 7:
«[...]. El quicio sobre el que esta Ley intenta hacer compatibles el principio de lega-
lidad con la autorregulación corporativa consiste, precisamente, en disociar los Estatutos
particulares de cada Colegio y los Estatutos generales de la profesión entera. Aquéllos
son elaborados por el respectivo Colegio y aprobados autónomamente por el Consejo
General que culmina la organización corporativa de la profesión respectiva; en cambio,
los Estatutos generales, una vez elaborados por dicho Consejo General, son aprobados
por el Gobierno. Estos estatutos generales de la profesión, cuyo establecimiento es con-
fiado por la Ley de Colegios de 1978 a Reales Decretos del Gobierno, obviamente lla-
mado a ser publicados en el BOE, son los que deben regular -entre otros temas- el régi-
men disciplinario de la profesión. Por el contrario, los estatutos particulares se ven redu-
cidos a regular el funcionamiento del Colegio correspondiente».
En el caso de la ONCE, el Real Decreto estatal, si es derecho del Estado para con-
figurar la corporación de derecho público, de carácter social.
Por ello no incide en incongruencia omisiva la sentencia cuando, aun sin un razonamiento pormenorizado
enjuicia el acto administrativo de trámite, pero impeditivo de la continuación del procedimiento y, por
ende, fiscalizable (art. 37.1 LJ), que es el de propuesta a cargo del Ministerio de Industria y Energía, de
signo denegatorio por silencio, y lo anula en cuanto que aquél no encontró ilegalidades oponibles al texto
de Estatutos Generales nuevamente redactado y presentado con fecha 10-7-1985, sustituyéndolo por el
deber de presentar el texto estatutario a la aprobación del Gobierno».
304 Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998,
p. 247.
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2.2. Comunicaciones oficiales: circular, oficio-circular y nota-circular.
2.2.1. Regulación.
En todo sistema jurídico formalizado, la atribución de potestad normativa no se pre-
sume ni se supone, sino que debe ser producto de una habilitación clara, aunque no
necesariamente explícita, efectuada por una norma de rango superior a aquellas que se
permiten dictar305. En el caso de la ONCE el reconocimiento es explícito e implícito
simultáneamente. Explícito, porque tal y como determinan los propios Estatutos de la
ONCE (art. 7):
«En su actuación y funcionamiento, la ONCE se rige fundamentalmente por lo establecido
en el Real Decreto 358/1991, de 15 de marzo, modificado por el Real Decreto 1200/1999, de 9
de julio, y por las demás normas estatales que lo complementen o desarrollen, así como por los
presentes Estatutos y por las reglamentaciones internas que se dicten para su desarrollo».
Es decir, determina el grupo normativo regulador de la propia organización, hacien-
do referencia expresa a los Estatutos y demás reglamentaciones internas que se dicten
para su desarrollo. Es una consecuencia del otorgamiento a la ONCE de un status jurí-
dico general que presupone necesariamente la tenencia de una potestad normativa gra-
cias al reconocimiento de su autonomía. Hasta tal punto, que la autonomía otorgada a
la ONCE es uno de los elementos fundamentales que conforman su naturaleza y condi-
ciona el desenvolvimiento efectivo de su actividad306.
A esta segunda tipología de normas que son los reglamentos de régimen interior, les
corresponde desarrollar la norma estatutaria, sin un contenido tasado a priori, pero pre-
ferentemente encaminada a la regulación detallada de la estructura, organización y fun-
cionamiento de la ONCE. Es por tanto, una norma que asume un papel subsidiario.
El Decreto de 13 de diciembre de 1938, art. 5.f) atribuía al Consejo Superior de
Ciegos, la competencia para elaborar "el Reglamento interno, sometiéndolo a la apro-
bación del Ministro del Interior". Además elaboró y aplicó en la ONCE, diversidad de
"reglamentos" en sentido impropio, a los que se les atribuyó un valor normativo análo-
go al de las disposiciones reglamentarias de carácter general. Así se dictaron entre otras:
305 Vide Juan Alfonso SANTAMARÍA PASTOR, Fundamentos de derecho administrativo, Ceura,
Madrid, 1988, p. 354.
306 Vide Luís CALVO SÁNCHEZ, Régimen jurídico de los colegios profesionales, Cívitas, Madrid, 1998,
p. 223, nota 3, donde hace referencia a M. S. GIANNINI, "Autonomía, saggio sui concetti...", p. 852: «[...]
no existe un concepto jurídico de autonomía, sino conceptos y nociones de contenidos y funciones nota-
blemente diversos entre sí, que reciben la calificación de un adjetivo; así autonomía normativa, organiza-
toria, institucional, política, privada, financiera, contable, administrativa, técnica, etc.».
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un primer Reglamento de personal de la ONCE en torno a 1945, que fue sustituido por
otro de funcionarios el 30 de octubre de 1970; el Reglamento de la Caja de Previsión
Social de 26 de abril de 1961, modificado posteriormente en diversidad de ocasiones y
cuyo texto sigue vigente en última edición de enero de 1986, y finalmente el
Reglamento de Funcionamiento Económico Administrativo de 30 de octubre de
1970307.
2.2.2. Tipología de las comunicaciones oficiales de la ONCE, de carácter general.
A. Antecedentes.
La Circular 33/87, de 29 de diciembre, reguló y unificó la normativa de la O.N.C.E. y
refundió las disposiciones que regulaban su actividad a nivel interno de la organización
(normas sobre el funcionamiento burocrático y administrativo).
Asimismo, a través de la Circular 29/87 de 25 de noviembre, fueron regulados
tanto el proceso de actualización de la tabla de vigencias, como la preparación, edi-
ción y distribución del "Libro Disposiciones Internas de la O.N.C.E.1'. Ambos pro-
cedimientos han quedado obsoletos como consecuencia de las transformaciones
producidas en la estructura orgánico-funcional de la Dirección General, así como por
el desarrollo de las nuevas tecnologías.
Por otra parte, viene siendo práctica habitual que los proyectos de Circulares y
Oficios-Circulares sean sometidos al trámite de sugerencias y elevados para su
deliberación al consejo de dirección. Sin embargo, este procedimiento no había
sido regulado ni desarrollado mediante normas escritas.
También es necesario definir con claridad las diferencias que existen entre las comu-
nicaciones oficiales de carácter general que tienen valor dispositivo., que comprenden
307 Vide Rafael de LORENZO GARCÍA, "Naturaleza jurídica de la ONCE (1)", Cuadernos de
Información Jurídica, s.n., (1987), p. 120: «Como apuntábamos, a dichos Reglamentos se les atribuyó un
valor normativo que originariamente podían tener alguna justificación dado el ambiguo y escaso ordena-
miento jurídico-administrativo del Estado, pero que indudablemente de conformidad con los preceptos de
la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado, de la de Procedimiento Administrativo y
máxime, de la propia Constitución Española, carecían del mismo por adolecer básicamente de dos vicios
esenciales, tales como incompetencia del órgano que las dictó para promulgar normas de validez general
y fundamentalmente, ausencia de publicidad por falta de publicación en el Boletin Oficial del Estado. Por
tanto su valor jurídico real, era parejo al de reglamentos de funcionamiento interno o de régimen interior
análogos a las circulares emanadas de una autoridad administrativa, o en materia laboral, próximos a los
reglamentos de organización y régimen interior implantados por los empresarios. Idéntica validez puede
atribuírsele a la ingente cantidad de Circulares y Oficios-Circulares dictados por la ONCE como simple
manifestación de su poder de organización y dirección».
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las Circulares y los Oficios-Circulares, es decir, las disposiciones internas necesarias
para el buen funcionamiento de la organización, y aquellas otras que son simplemente
informativas, que comprende las Notas-Circulares, las cuales son comunicados de inte-
rés general sin valor normativo.
En virtud de las facultades que se confieren al Director General mediante el artí-
culo 6.3.d) del Real Decreto 358/91, de 15 de marzo, desarrollado en el artículo
40.i) de los vigentes Estatutos de la O.N.C.E, se procedió a elaborar la Circular n°
10/97, de 1 de julio, de Secretaría General y Gabinete Técnico de Dirección
General, registro general de salida n° 43.758, que entró en vigor el día 1 de julio de
1997. Derogó la Circular 29/87, de 25 de noviembre, y el apartado primero de la
Circular 33/87, de 29 de diciembre, de la entonces Sección de Coordinación.
B. Normas generales.
La Circular 10/97, de 1 de julio, regula las comunicaciones oficiales de carácter
general, distinguiendo entre aquellas que tienen un carácter dispositivo y aquellas cuya
finalidad es estrictamente informativa. También regula el procedimiento para su elabo-
ración, la actualización de la tabla de normas vigentes, y la preparación y publicación
de las compilaciones normativas que en cada momento se determine.
Serán disposiciones internas de la O.N.C.E. todas aquellas que, recogidas en
comunicaciones oficiales dispositivas con rango de Circular u Oficio-Circular,
sean dictadas para garantizar el buen funcionamiento de la Organización en la ges-
tión de las actividades y servicios que tiene encomendadas.
Cuando se trate de disposiciones que desarrollen los Estatutos, requerirán la
aprobación previa por parte del Consejo General y el conocimiento del Consejo de
Protectorado.
Las disposiciones internas (Circulares y Oficios-Circulares), sólo podrán ser
derogadas o modificas por otra disposición interna.
Los documentos originales de todas las disposiciones internas vigentes, se cus-
todian en el archivo general, dependiente de la Secretaría General, y se consideran
como textos válidos a efectos de posibles reclamaciones ante la O.N.C.E. o con-
tenciosos en los que participe la Corporación de Derecho Público, de Carácter
Social. Los originales de las normas derogadas se conservan por un periodo míni-
mo de 6 años.
Todos los centros directivos recibirán un ejemplar firmado de las disposiciones
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internas que se dicten, las cuales se custodian en un archivo oficial dependiente
del Secretario del centro. De estas disposiciones se dará traslado a las unidades
administrativas, y se facilitarán a los afiliados y trabajadores que lo soliciten, uti-
lizando los medios físicos y tecnológicos que en cada momento disponga la
Dirección General.
La firma de las Circulares y de los Oficios-Circulares, corresponderá al
Director General de la O.N.C.E. No obstante, podrán ser firmados por el Director
Genera] Adjunto en caso de vacante, ausencia o enfermedad del Director General.
La Nota-Circular, como comunicación oficial de interés general, y finalidad
informativa, será firmada por el responsable de la unidad directiva de la Dirección
General de la que proceda y se remitirá a todos los centros directivos de la insti-
tución a fin de que su contenido tenga la mayor difusión posible.
C. Comunicaciones oficiales de carácter dispositivo: circular y oficio-circular.
a)
Concepto de circular.
Será toda disposición que recoja normas internas de carácter general y cuyo conte-
nido tenga vocación de permanencia en el tiempo, sirviendo como marco de las direc-
trices básicas de gestión.
En consecuencia, las normas que se establezcan mediante Circular tenderán a la
generalidad, debiendo excluirse aquellas referidas a cuantías o a procesos previsible-
mente limitados en el tiempo.
El contenido de la Circular se estructura, se tramita y adopta su formato según se deter-
mine en cada momento y, en todo caso, responderá a criterios de uniformidad y racionali-
dad, los cuales se establecerán por el Director General mediante escrito dirigido a las uni-
dades directivas a las que corresponda la elaboración de las normas.
b)
Concepto de oficio-circular
Será toda disposición que desarrolle normas internas recogidas en Circulares o
Acuerdos del Consejo General, o bien regule procesos y situaciones que, previsible-
mente, tengan una vigencia determinada, por lo que habitualmente su eficacia tendrá
un carácter temporal.
En particular, en aquellos casos en que sea preciso modificar o sustituir, total o par-
cialmente, anexos a una Circular, será ineludible que dichas modificaciones se publi-
quen mediante Oficio-Circular. El contenido del Oficio-Circular adoptará el formato y
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se tramitará según se determine en cada momento y, en todo caso, responderá a crite-
rios de uniformidad y racionalidad, los cuales se establecerán por el Director General
mediante escrito dirigido a las unidades directivas a las que corresponda la elabora-
ción de las normas.
c)
Procedimiento de elaboración
Todas las disposiciones internas que sean precisas para desarrollar los Estatutos de
la Organización serán elaboradas por la Dirección General, correspondiendo su apro-
bación al Consejo General y debiendo ser remitidas al Consejo de Protectorado para
su conocimiento.
Las disposiciones internas, es decir, las Circulares y Oficios-Circulares, que se dic-
ten para ejecución de Acuerdos del Consejo General o a iniciativa de la propia
Dirección General, serán elaboradas por la unidad directiva de los Servicios Centrales
que corresponda, de acuerdo con las directrices impartidas por el Director General.
Los proyectos de Circulares y Oficios-Circulares se trasladarán a la Secretaría
General, que efectuará el trámite de sugerencias entre los órganos correspondientes y
en los plazos que en cada momento se determinen, y los someterá para su deliberación
al Consejo de Dirección.
El procedimiento pormenorizado para la elaboración, tramitación y publicación de
Circulares y Oficios-Circulares será establecido, en cada momento, por el Director
General y comunicado mediante escrito dirigido a las unidades directivas de la
Dirección General.
d)
Normas comunes para Circulares y Oficios-Circulares
Siempre que sea necesario, las Circulares y los Oficios-Circulares, contendrán
una disposición derogatoria que determine expresamente las normas que, en su
caso, deban quedar sin efecto como consecuencia de su entrada en vigor.
Contendrán, asimismo, una disposición final, donde se indicará la fecha de entrada
en vigor de la norma que se dicta, con excepción de aquellas disposiciones que, regu-
lando convocatorias, puedan detallar en su parte dispositiva un procedimiento riguro-
samente sujeto a plazos.
También podrán incorporarse a las Circulares y a los Oficios-Circulares disposicio-
nes adicionales y/o transitorias, cuando lo requieran las situaciones o procesos que se
regulen.
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e)
Actualización de la tabla de disposiciones internas en vigor
Esta tabla recogerá todas las disposiciones internas que se encuentren en vigor al
día 31 de diciembre de cada año, quedando excluidos los Oficios-Circulares que regu-
len convocatorias, sin perjuicio de que los mismos se sigan aplicando en tanto se cul-
mine el proceso que regulan.
Corresponderá a la Secretaría General realizar el proceso de preparación y actuali-
zación del proyecto de la tabla de vigencias.
Una vez seleccionadas las disposiciones internas vigentes, se preparará el proyec-
to de la tabla de vigencias, y se remitirá a las unidades directivas de la Dirección
General, antes de que el mismo sea sometido a trámite de sugerencias, para que expre-
sen su conformidad o disconformidad con las Circulares y Oficios-Circulares inclui-
dos en el mismo y que les afecten directamente.
La actualización de la tabla de vigencias se realizará anualmente, sin perjuicio de que,
a consecuencia de las transformaciones orgánico-funcionales de la O.N.C.E. o de cam-
bios tecnológicos que pudieran producirse, sea considerada la conveniencia o necesidad
de proceder a la actualización en periodos más cortos.
Se entenderá que no se encuentran vigentes todas aquellas disposiciones internas,
es decir, con rango de Circular u Oficio-Circular, no recogidas específicamente en la
tabla de vigencias y publicadas con anterioridad a la fecha en que se promulgue la
mencionada Tabla.
f)
Compilación de las disposiciones internas de la O.N.C.E.
Para facilitar el conocimiento, consulta y aplicación de las disposiciones internas de la
O.N.C.E., la Dirección General elabora publicaciones periódicas de la normativa interna,
procediendo a editarla en una compilación convenientemente sistematizada.
La mencionada compilación puede contener las disposiciones internas en vigor o la
totalidad de las dictadas por la O.N.C.E.
La publicación podrá llevarse a cabo mediante libro convencional, soporte infor-
mático, o cualquier otro sistema que permitan los avances tecnológicos y que en cada
momento se determine.
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D.
Comunicaciones oficiales de carácter informativo: nota-circular.
a)
Concepto.
Es una comunicación oficial que carece de valor normativo y que será utilizada
como un comunicado estrictamente informativo de interés general, cuyo contenido
dependerá de la naturaleza de la información que se pretenda dar a conocer, corres-
pondiendo su elaboración a la unidad directiva de la Dirección General competente
por razón de la materia, y su firma al responsable de aquélla.
b)
Procedimiento de elaboración.
La pormenorización del procedimiento para la elaboración, tramitación y publica-
ción de Notas-Circulares será establecido en cada momento, por el Director General,
y comunicado mediante escrito dirigido a las unidades directivas de la Dirección
General.
E.
Estructura y formato de las circulares, oficios-circulares y notas-circulares.
Con independencia de su contenido específico, las Circulares, Oficios-Circulares, y
Notas-Circulares deberán recoger los siguientes aspectos formales:
· Asunto: es un extracto del contenido de la comunicación expresado sucintamen-
te, con claridad y precisión.
· Datos Regístrales: son los datos precisos para la plena identificación del docu-
mento y harán referencia a los siguientes extremos:
a) Tipo del documento: se consignará la palabra Circular, Oficio-Circular o Nota-
Circular, según corresponda.
b) Número de Orden: se transcribirá el número de orden asignado por la Secretaría
General, separado por una barra del año que corresponda. El número de orden se inte-
rrumpirá al finalizar cada año natural, por lo que al iniciarse el año siguiente comen-
zará de nuevo la numeración.
c) Fecha: se indicará el día y mes de la publicación del documento.
d) Órgano emisor: se consignará el nombre completo de la unidad directiva de la
que proceda la comunicación.
e) Registro General de Salida: se transcribirá el correspondiente número de regis-
tro de salida de la Dirección General.
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2.3. La potestad normativa de la ONCE y la publicidad de las normas.
La Orden de 23 de marzo de 2000, del Ministerio de Trabajo y Asuntos Sociales,
por la que se publican los nuevos estatutos de la ONCE, en su art. 7, establece el régi-
men de su potestad normativa.
Sólo las disposiciones básicas reguladoras de la entidad y los estatutos son publica-
das en el BOE. Respecto a las restantes normas no existe ninguna obligación de publi-
carlas, y por tanto, no se publican.
La explicación se halla en la inexistencia en el derecho positivo de precepto alguno
que ordene su publicación, pues el art. 2.1 CC sólo alcanza a las leyes, y el art. 132 LPA
se refiere sólo a los reglamentos del Estado, sin que tampoco resulte aplicable idéntica
exigencia respecto de las "disposiciones administrativas" contenida en el art. 52.1
LRJPA: «Para que produzcan efectos jurídicos las disposiciones administrativas habrán
de publicarse en el Diario Oficial que corresponda».
Quizás deba traer a colación alguna sentencia del Tribunal Supremo que diferencia
entre publicidad y publicación -de normas jurídicas- , para intentar comprender hasta
que punto llega el alcance negativo de esta vinculación positiva.308
Sin embargo es conveniente una difusión que garantice los derechos de los afiliados
o de los consumidores, en aquellos aspectos cuyo control corresponde a la
Administración pública.
308 Vide STS de 9 de julio de 2001, Sala 3a, Sección 6a, Ponente: González Navarro, F.D. CUARTO. C:
«a. Lo primero que hay que decir es que, una vez más la realidad es bastante más compleja de lo que refle-
jan los textos legales y la dogmática jurídica.
Y la realidad nos enseña que el mandato de publicación de las normas legales o reglamentarias, en un diario
oficial que establece el artículo 2.1, Código civil, el viejo art. 132 LPA, de 1958, o los artículos 52.1
LRJPA, 24.4 de la Ley del Gobierno, y 70.2 LBRL es expresión de una tendencia hacia una meta no del
todo alcanzada. Porque hay casos, lo mismo de normas estatales que de normas locales -también, pre-
sumiblemente, de normas regionales- en que la publicación, o bien no existe realmente -porque lo publi-
cado es sólo un mero anuncio de la aprobación de la norma o lo que ha tenido lugar es sólo una mera comu-
nicación a los interesados-, o bien sigue un cauce distinto de la publicación en un diario oficial.
De acuerdo a las convicciones jurídicas de nuestro tiempo, nadie se atrevería a negar la necesidad de que
las normas que integran el ordenamiento jurídico puedan ser conocidas, exacta y fácilmente por sus desti-
natarios o, si se prefiere y por hablar con mayor precisión, por aquellos a quienes vinculan.
Pero esto no significa que haya que admitir también la necesidad de que, siempre y en todo caso, y sin posi-
ble solución alternativa, tengan que ser publicadas en un diario oficial. Entre otras razones, porque lo que
la Constitución garantiza es únicamente la publicidad de las normas (artículo 9.3) y no el instrumento por
medio del cual esa publicidad se haga efectiva. La innegable vecindad semántica de los significantes
publicidad y publicación no debe desorientarnos hasta el extremo de hacernos olvidar el distinto significa-
do que tienen uno y otro, y desde luego la publicación en un diario oficial no es el único medio de con-
seguir una publicidad eficaz que es, en definitiva, lo que exige la Constitución.
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De esto se trata, pues: de conseguir que la norma jurídica alcance una publicidad lo suficientemente eficaz
como para que la existencia y el contenido de aquélla se hagan notorios a sus destinatarios.
Cuando el artículo 6.1 C. civil dice que "la ignorancia de las leyes no excusa de su cumplimiento" no está
imponiendo la obligación de conocer las leyes, ni condenando a los que ignoran el derecho positivo. Lo
que hace es afirmar la voluntad de que el derecho se cumpla [...], y para ello, lo verdaderamente esencial
es que ese derecho pueda ser conocido por quienes están obligados a aplicarlo.
Dicho con otras palabras: lo que de verdad importa es, en primer lugar que el destinatario de la norma
pueda conocer su existencia; en segundo lugar, que pueda tener certeza de que su contenido no ha sido
alterado; y, por último, que pueda entenderla.
b. Subrayar esto es tanto más necesario en momentos como los actuales en que padecemos una inflación
normativa de tal envergadura que se ha podido afirmar que nuestro sistema jurídico marcha hacia una
situación de entropía esto es de desorganización, algo que es perceptible sobre todo en el ordenamiento
administrativo, donde ha quebrado el proceso codificador que tanto costó conseguir [...].
Todo esto no quiere decir, ni dice, que la publicación del derecho positivo en un diario oficial no sea con-
veniente, recomendable y hasta necesaria como regla general. Se trata únicamente de relativizar las venta-
jas -que son desde luego innegables- de esa forma de publicidad [...]».
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